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1. El objeto del presente trabajo lo constituye, como 
su nombre indica, el estudio de la que, con carácter
general puede denominarse, previsión social complementaria 
de la Seguridad Social en el marco de las empresas.
Para ello, el punto de partida en nuestro ordenamiento 
jurídico, no puede ser otro, que la referencia a las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social, por ser esta 
la vía o camino legal tradicional para que las empresas 
puedan adentrarse en este terreno.
Sin embargo, la evolución que ha sufrido esta
institución desde sus orígenes demuestra la opción del
legislador y de las partes sociales implicadas, por primar 
la más liberal de aquellas modalidades, dejando al margen 
de las mismas los estrictos postulados que en un principio 
justificaron su regulación. Así pues, la trascendencia 
práctica que han alcanzado las llamadas mejoras directas 
de prestaciones las han convertido en la única modalidad 
viable en la actualidad, y la flexibilidad con que son 
reguladas permite a los agentes sociales desplegar su
potencial negociador sobre las mismas, adaptándose sin 
mayores problemas en esta materia, a la nueva realidad 
económica y social.
2. En paralelo, especialmente durante los últimos 
quince años, se han producido innovaciones importantes en 
los instrumentos que pueden utilizarse para la gestión de 
aquellas mejoras, que han venido a alterar con riesgo de 
desmembramiento el régimen de las mejoras directas de 
prestaciones y por tanto, la unidad de la previsión social 
empresarial.
Ante esta situación, la flexibilidad que caracteriza
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a las mejoras directas de prestaciones, especialmente por 
la libertad de configuración que se atribuye a las partes 
que las establecen, así como de elección de los 
instrumentos de gestión de las mismas, ha provocado no 
pocos problemas interpretativos que han dado lugar a una 
importante y justificada labor jurisprudencial.
En efecto, la posibilidad de optar por instrumentos 
de gestión como son las técnicas de aseguramiento privado 
o los planes y fondos de pensiones, sometidos a sus 
respectivas normativas específicas, introduce un efecto 
distorsionante en la tradicional y excepcional naturaleza 
jurídica -entre lo público y lo privado- que caracteriza 
a las mejoras directas de prestaciones.
3. Con el presente trabajo se pretende dotar a la 
previsión social complementaria en el ámbito de las 
empresas de la máxima homogeneidad, ya que estamos ante un 
terreno caracterizado por su dispersión y confluencia con 
otras normas tan importantes como puedan ser la reguladora 
del seguro privado y la de los planes y fondos de 
pensiones.
Respecto de la primera, ante el silencio del
legislador y su comportamiento reacio a regular cualquier 
tipo de especialidad cuando el seguro privado es utilizado
para la gestión de las mejoras directas, la jurisprudencia
ha realizado una gran labor no solo interpretativa, sino 
también integradora.
Respecto de los planes y fondos de pensiones, la
cuestión se complica puesto que no solo hay que tener en 
cuenta si son o no adaptables y pueden actuar como 
instrumento de gestión de las mejoras directas, sino
11
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también, que son expresamente desarrollo del último inciso 
del artículo 41 de la CE, de ahí su amplio ámbito de 
actuación, como veremos.
Básicamente en el presente trabajo sobre previsión 
social empresarial, nos encontramos pues con un terreno 
heterogéneo cuyo estudio requiere, en primer lugar, de una 
atención dispersa a las diferentes instituciones o 
instrumentos implicados en un estudio actual de las Mejoras 
Voluntarias de la Seguridad Social. Entre ellos, los 
sometidos a la normativa del seguro privado, como son las 
Entidades de Previsión Social o las entidades aseguradoras 
privadas, cuya mayor atención en este caso debe prestarse 
a la jurisprudencia social. Y en segundo lugar, a los 
Planes y Fondos de Pensiones, institución que es merecedora 
de una mayor atención ya que posee su propia normativa en 
la que, a diferencia del seguro privado, se tiene en cuenta 
su papel como institución de previsión social 
complementaria que tiene por tanto su propio régimen 
jurídico para ser acogida en el marco de las empresas. A 
lo que cabe añadir el tratamiento legal privilegiado de que 
son objeto, especialmente en materia fiscal, para promover 
su establecimiento.
Cada uno de estos mecanismos está, por tanto, sometido 
a un régimen jurídico diferente. Sin embargo, todos tienen 
en común que a ellos pueden acudir las empresas para 
complementar las prestaciones básicas de la Seguridad 
Social de los trabajadores incluidos en su ámbito, y desde 
este punto de vista en la mayoría de los supuestos, aunque 
se acuda a una Entidad de Previsión social o a la
12
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elaboración de un Plan de Pensiones, comparten un marco 
común -la empresa- y se ven influenciadas por una situación 
jurídica preexistente, -la relación laboral-.
4. Ello plantea la necesidad de un estudio global de 
estas instituciones cuya mayor trascendencia, por tanto, 
consiste en que su campo de actuación queda delimitado 
dentro de un abanico de relaciones jurídicas, influenciadas 
no solo por sus regulaciones específicas, sino también por 
el derecho del trabajo y por el derecho de la Seguridad 
Social, planteando sus problemas respecto de cada una de 
estas disciplinas.
En definitiva, esta concurrencia normativa lleva a la 
necesidad de delimitar el margen de actuación que 
corresponde a cada una de las citadas disciplinas 
jurídicas.
5. Asimismo, dentro del ámbito de la empresa, los 
convenios colectivos juegan un papel muy importante en la 
adopción de estos mecanismos. Tradicionalmente, la voluntad 
colectiva establece con gran flexibilidad las condiciones 
y requisitos que generarán el derecho a la protección 
pactada, presentando una gran variedad en sus fórmulas y 
ocasionando por ello, como veremos, no pocos problemas 
interpretativos. Asimismo, las instituciones propias del 
ordenamiento laboral influyen en la categorización de las 
mejoras voluntarias en función del instrumento elegido para 
su establecimiento, así como en las reglas que deben regir 
su modificación y extinción, por lo que es preciso acudir 
a aquellas instituciones para construir el régimen jurídico
13
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aplicable sin perder de vista las notas básicas y 
regulación propia de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social.
6. Por otro lado, la importancia de un estudio sobre 
esta materia, responde a criterios de actualidad. Durante 
estos últimos años estamos siendo testigos de una situación 
intensa de crisis en nuestro país. Una crisis que, desde 
el punto de vista económico, se ha traducido en la 
necesidad de adoptar medidas de racionalización del gasto 
público, lo cual ha afectado considerablemente al sistema 
público de pensiones, cuya reforma ha sido incitada 
preocupantemente por ciertas instituciones 
internacionales1.
Ante una situación de crisis económica en la que se 
ve implicado el sistema público de la Seguridad Social, hay 
una tendencia a volver la vista hacia los sistemas de 
previsión privados, lo cual no deja de plantear fundadas 
polémicas acerca de la posible privatización de la 
Seguridad Social. Existen otros factores que contribuyen 
a esa crisis económica y que repercuten directamente sobre 
la Seguridad Social planteándose el futuro de la misma. El 
rápido envejecimiento de la población y la baja tasa de 
natalidad, unido al alto nivel de desempleo existente,
Resultados de la Cumbre Financiera entre el Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Mundial, celebrada en Madrid en octubre 
de 1994. Pronostican el colapso de los actuales sistemas de 
pensiones, entre ellos el caso de España, en el que se piden el 
recorte de las pensiones públicas.
Tanto el Gobierno como los sindicatos criticaron las 
recomendaciones del FMI, calificándolas de ideológicamente 
ultraliberales -Gobierno: El País, 4-10-1994-, y defendiendo
nuestro sistema de Seguridad Social como perfectamente viable.
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ponen en grave riesgo el futuro de un sistema público de 
Seguridad Social basado en un modelo de reparto e inspirado 
en el principio de solidaridad nacional.
La defensa de la pervivencia de este modelo, debe 
pasar por el reconocimiento de la importancia que las 
medidas de previsión social complementaria pueden tener, 
lo que aconseja afrontar el estudio actual de esta materia, 
sin perjuicio de que tales medidas requieren ante este 
objetivo venir acompañadas de otras como, medidas eficaces 
de política de empleo, de apoyo familiar, de incentivo a 
la natalidad...e t c .
7. También en el derecho comunitario se observa en los 
últimos años cierta preocupación por la armonización de las 
distintas legislaciones en materia de previsión 
complementaria.
La tendencia en el derecho Europeo, se mueve en la 
dirección de establecer un marco comunitario referido a los 
Sistemas Complementarios de Seguridad Social, pues la 
inexistencia del mismo obstaculiza en gran medida la libre 
circulación de trabajadores. Si bien, parece que por el 
momento sólo se centran en los regímenes complementarios 
de vejez.
Así, en la Recomendación que recoge como objetivo 
principal la aproximación de las políticas de protección 
social entre los Estados miembros2, se establece 
exclusivamente para la protección de vejez, el objetivo de 
" habilitar progresivamente las condiciones de adquisición
Recomendación 92/442/CEE, de 27 de julio de 1992, DO L 245, 
de 26 de agosto de 1992.
15
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de los derechos a las pensiones complementarias, con el fin 
de eliminar los obstáculos contra la movilidad ".
Es más, siendo uno de los objetivos concretos para su 
estudio durante el pasado año 1992, la coordinación de los 
regímenes complementarios de Seguridad Social, la Comisión 
presentó una Comunicación sobre los mismos centrada en 
exclusiva en los de jubilación3.
En definitiva, puede observarse como en los últimos 
años los regímenes complementarios de Seguridad Social 
están en el punto de mira de las Comunidades Europeas. 
Hecho que, junto a las razones anteriormente expuestas, 
justifica el detenimiento en el estudio del tratamiento 
legal de la protección social complementaria en España.








1. En materia de previsión complementaria no existe 
un punto de origen que podamos situarlo en un momento 
concreto, por cuanto no puede tratarse de ella como una 
institución que hubiera nacido en un momento determinado 
bajo las directrices de una normativa específica.
Por el contrario, son varios y muy diversos los 
mecanismos por los que el individuo, a lo largo de la 
historia, ha canalizado la previsión futura de sus 
necesidades sociales, por encima del régimen de protección 
establecido con carácter obligatorio. Pero, puesto que este 
tema se limita a la protección social complementaria que 
se dispensa dentro del marco de las empresas, dentro de 
este área hemos de situarnos como punto de arranque de este 
ciclo evolutivo.
2. En principio, el comportamiento de las empresas en 
cuanto a conceder mejoras a sus trabajadores en materia de 
protección social, se extendió en la práctica sin la 
existencia de cauce legal alguno para llevarla a cabo.
17
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Su origen, por tanto, no responde a la aplicación de 
una figura legal, sino que la norma interviene a posteriori 
regulando una situación que ya se había extendido.
De hecho, las consecuencias que provocaron la entrada 
en vigor de la Ley de Convenios Colectivos de 24 de abril 
de 1958, precedida por el Decreto de 8 de junio de 1956 que 
deroga los Decretos de política salarial con el 
consiguiente efecto descongelante de los salarios, 
constituyen la causa directa de que en las empresas se 
adoptara dicha actitud.
La acción conjunta de ambas normas posibilitó que en 
los convenios colectivos pudiesen pactarse aumentos 
salariales. Sin embargo, éstos no iban a ser tenidos en 
cuenta a efectos de cotizaciones a los diferentes seguros 
sociales. La consecuencia inmediata de ello fue la de 
provocar un grave desequilibrio entre el salario real del 
trabajador en activo y la prestación que, en su caso, le 
llegare a corresponder del sistema obligatorio de previsión 
social.
Así, la protección básica deviene insuficiente y en 
consecuencia, empiezan a pactarse cláusulas por las que las 
empresas, en especial las económicamente fuertes, asumen 
voluntariamente el cargo de complementar determinadas 
prestaciones básicas, hasta alcanzar la cuantía del salario 
real del trabajador.
La intromisión de los convenios colectivos en materia 
de Seguridad Social, fue vista con recelo por algún autor4 
que, con vistas de futuro, entendió que la inclusión de
4BLANCO RODRIGUEZ, J.E., "La Seguridad Social en los 
Convenios Colectivos", R.D.T. n°48, 1961, pág.86.
18
(I) Evolución Normativa
este tipo de cláusulas en los mismos "significa más bien 
un síntoma que marca la irrevocabilidad del erróneo camino 
emprendido. . .de falta de solidaridad nacional". Además este 
autor califica las mejoras pactadas de "parches tácticos, 
deslavazados e incompletos", y es que la solución a la 
insuficiencia en que se ve inmersa la protección básica en 
esos momentos debería haberse corregido, según el mismo 
autor, desde dentro del propio Sistema, antes que permitir 
"la proliferación de regímenes de Seguridad Social 
empresarial sólo posible en aquéllas empresas de muy 
próspera economía".
3. A pesar de estas opiniones, la posibilidad de 
establecer mejoras por las empresas es regulada por primera 
vez en el artículo 6 del Decreto 56/1963, de 17 de enero, 
de Tarifas de Cotización y Prestaciones5. La Exposición de 
Motivos del citado Decreto, señalaba la necesidad de 
establecer un cauce normativo a esta situación "por los 
perniciosos efectos que podía producir y había producido 
ya en la vida jurídica de nuestro país". Y así es como 
surgen las llamadas Mejoras Voluntarias de la Seguridad 
Social.
desarrollado por los artículos 22 a 24 de la Orden de 27 de 
junio de 1963.
Este Decreto supuso la modificación del sistema de 
cotización, estableciendo el sistema de bases tarifadas por 
categorías profesionales, que garantizaba que la revisión del 
salario ocasionara la revisión de las bases de cotización. Sin 
embargo, mantiene el distanciamiento entre salario real y base 
de cotización, que se acentuaba principalmente para los salarios 
medios y altos.
Vid. al respecto BLANCO RODRIGUEZ,J.E. , "El Sistema español 




Por tanto, como afirma MARTIN VAL VERDE6, "las mejoras 
voluntarias se crean, más para cortar unos desarrollos 
imprevistos y perniciosos de la negociación colectiva, que 
para estimular la acción social de la iniciativa privada". 
Y así es ciertamente, pues el propio Decreto establece que 
salvo los mecanismos que en él se regulan -diferentes 
modalidades de mejoras voluntarias- la Seguridad Social 
queda excluida del ámbito de contratación de los convenios 
sindicales colectivos, -art.6.3-.
En esta primera normativa se recogen tres vías para 
complementar las prestaciones básicas: la mejora de las 
bases de cotización para uno o varios seguros sociales; la 
posible contratación de prestaciones distintas, en cuantía 
o en condiciones para su disfrute, a las establecidas por 
la legislación correspondiente, y una tercera vía 
correspondiente a las llamadas mejoras directas o 
inmediatas de la empresa a sus trabajadores.
De todas ellas pueden destacarse las siguientes 
características:
a) A través de la mejora de las bases de cotización 
se posibilitaba la cotización por aquella parte de los 
salarios que estaban exentos de la misma. Su gestión corría 
a cargo de los mismos órganos gestores de la prestación 
mejorada, quedando pues vinculadas al trabajador 
independientemente de que cambiase de empresa. Estaban 
sujetas a un límite, el de los salarios realmente 
percibidos, -arts. 6.2 del Decreto y, 22 y 23 de la Orden 
de desarrollo-.
6MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias de la 
Seguridad Social. Sevilla, 1970, pág.43.
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b) La segunda de las modalidades expuestas, se 
contrataba mediante convenio con el órgano gestor de la 
correspondiente prestación, aportando una cuota 
independiente a la de los regímenes obligatorios. Fueron 
denominadas por la Orden de desarrollo como prestaciones 
especiales y su finalidad era adecuar las prestaciones de 
los diferentes seguros sociales a las especialidades o 
particularidades que pudieran tener determinados 
colectivos. Se trata de una vía que no volverá a aparecer 
en lo sucesivo, -art. 6.1 del Decreto y, 22 y 24 de la 
Orden de desarrollo-.
c) La tercera vía es la mejora directa de las 
prestaciones de la empresa a sus trabajadores, que, a 
diferencia de las dos anteriores no es objeto de la más 
mínima regulación, ni por el Decreto de Tarifas ni por su 
Orden de desarrollo, donde ni siquiera es mencionada. Ello 
demuestra que el hecho de ser nombradas en el citado 
Decreto, -art. 6.37- responde, no a la creación de una 
tercera vía para mejorar las prestaciones básicas, puesto 
que en la práctica ya estaba consolidada, sino a la 
voluntad de permitir ese comportamiento empresarial que ya 
se había extendido considerablemente, de manera que, 
gozando de una total libertad normativa, no quedasen fuera 
de la prohibición contenida en el citado artículo. 
Podríamos incluso mantener que la única razón de ser 
nombradas en este precepto era excluirlas de la prohibición
literalmente este precepto establece que " Salvo lo 
dispuesto en los números 1 y 2, o la mejora directa o inmediata 
de prestaciones de la empresa a sus trabajadores, la Seguridad 




en él contenida, y no el pretender que fueran equiparadas 
en su naturaleza a las otras dos modalidades, cosa que sí 
ocurre en el siguiente paso legislativo.
4. Efectivamente, la Ley 193/1963, de 28 de diciembre, 
de Bases de la Seguridad Social, concretamente en el n°59 
de la decimotercera base, dedicada a la cotización, recoge, 
aunque no fielmente, la regulación del art.6 del Decreto 
de Tarifas, refiriéndose al régimen de mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social. El desarrollo del mismo se produce 
en los artículos 21 y 178 y siguientes del Texto 
articulado, -en adelante LSS-.
Partimos, pues, en esta regulación, de un organizado 
régimen de mejoras voluntarias8. Son tres los tipos de 
posibles mejoras voluntarias que las empresas pueden 
establecer:
a) Se recoge nuevamente la modalidad de mejora por 
aumento de las bases de cotización, sujeta al mismo límite 
de las remuneraciones efectivamente percibidas, -arts. 179 
a 181 LSS-.
b) La segunda vía la presenta la Ley de Bases de la 
siguiente manera: "una vez alcanzados los máximos a que se 
refiere al apartado a), podrán asimismo las empresas 
mejorar, a su propio y exclusivo cargo, las prestaciones 
de la Seguridad Social", desarrollado en los artículos 182 
y 183 de la LSS.
Se trata en este caso de las mejoras directas de 
prestaciones, a las que el Decreto de Tarifas se refería
Vid. al respecto, RIVERO LAMAS,J., "Los regímenes
complementarios en la Ley de Bases de la Seguridad Social", 
R.P.S.. n°61, 1964, págs.313 y ss.
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con la finalidad de permitirlas sin limitación normativa 
alguna.
Ahora bien, por encima de éstas, se hace prevalecer 
la mejora por aumento de las bases de cotización, y una vez 
alcanzados los máximos de cotizaciones adicionales por 
salarios efectivamente percibidos en que ésta consiste, 
serán las empresas libres de mejorar directamente.
c) La tercera de las modalidades que permite la Ley 
de Bases, consiste en la posibilidad del establecimiento 
de tipos de cotización adicionales, -arts. 184 y 185 LSS-, 
modalidad sobre la que cabe decir que, desde sus orígenes 
hasta nuestros días, -puesto que aún aparecen en el vigente 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social-, 
no es conocido que haya sido utilizada en ninguna ocasión.
Son características relevantes de esta regulación, el 
carácter subsidiario de las mejoras directas, que constriñe 
la antigua libertad de las empresas en esta materia, 
mostrando abiertamente el carácter obstruccionista de la 
normativa hacia la iniciativa privada, y, asimismo, las 
convierte en un lujo, por cuanto supone la mejora de 
prestaciones que, previamente y por la vía del aumento de 
las bases de cotización, han dejado de ser insuficientes 
como rentas de sustitución. Además, quedan subsumidas junto 
a las otras dos modalidades en un mismo género, ya 
identificable, como Mejoras Voluntarias de la Seguridad 
Social, y sujetas a un mínimo de regulación:
1.- Un principio general según el cual, este tipo de 
mejoras directas, serán financiadas exclusivamente por el
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empresario. Sólo éxcepcionalmente cabe una aportación 
económica por los trabajadores, pero a condición de que se 
les faculte individual y voluntariamente a acogerse o no 
a las mejoras ofrecidas.
2. - Se establece también una garantía en favor del 
trabajador que tenga reconocida una mejora directa. 
Consiste en que su derecho, no podrá ser anulado o 
disminuido si no es de acuerdo con las normas que regularon 
su reconocimiento.
3.- Por último se establece la libertad del empresario 
de gestionar estas mejoras directamente o a través de algún 
órgano de los mencionados en el artículo 183 de la LSS: 
cláusula amplia que menciona desde el propio INP, 
-referencia que se hace hoy a la Administración de la 
Seguridad Social- pasando por las diferentes Entidades de 
Previsión Social, hasta la posibilidad de que se gestionen 
a través de Entidades aseguradoras de todas clases. 
Seguramente, el carácter subsidiario de las mismas llevó 
a establecer esta flexibilidad en su gestión.
Este nuevo enfoque de las mejoras directas de las 
empresas expresa, como ya hemos señalado, el recelo hacia 
la iniciativa privada en esta materia. De nuevo, la Base 
59 en su inciso final, reiterada por el art. 178.2 de la 
LSS, establece que sin otras excepciones que las de los 
apartados anteriores, la Seguridad Social no podrá ser 
objeto de contratación colectiva, ni de mejoras voluntarias 
de las empresas, la concesión de las cuales, deberá
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ajustarse a lo previsto en la LSS.
En definitiva, el carácter restrictivo que inspira la 
Ley de Bases respecto de la iniciativa privada, supone la 
posibilidad de que las empresas concedan voluntariamente 
mejoras, pero sólo si la vía utilizada para ello es una de 
las tres establecidas, estando vedada cualquier otra 
posibilidad. Y la razón es fundamentalmente, la 
consideración de las mismas como materia de Seguridad 
Social, como se encargará de señalar la Orden Ministerial 
de 28 de diciembre de 19669, -OMV- cuyo artículo 1.3 
establece que:
- "las prestaciones correspondientes a las mejoras a 
que se refiere el número anterior -que incluye las tres 
modalidades-, tendrán los caracteres atribuidos a las 
prestaciones. . .de la Ley de la Seguridad Social, y una vez 
establecidas de acuerdo con lo que en la presente Orden se 
dispone, se entenderá que forman parte, a todos los 
efectos, de la acción protectora de la Seguridad Social",
5. Una referencia a la naturaleza jurídica de las 
mejoras no había aparecido hasta este momento. Nada ha 
objetado la doctrina en cuanto a la atribución de la 
naturaleza de prestaciones de la Seguridad Social a las 
mejoras resultantes por aumento de las bases de cotización 
o por establecimiento de tipos de cotización adicionales. 
Sin embargo, sí se ha criticado atribuir esta naturaleza
90rden de desarrollo de la Sección I, del Capítulo XI, 
Título II de la Ley de Seguridad Social. Fue modificada 
posteriormente por las Ordenes de 21 de abril de 1967, 28 de 
septiembre de 1969 y de 16 de marzo de 1970.
Esta Orden se entiende actualmente en vigor en lo que no 




a las mejoras directas de prestaciones10.
Las razones podrán comprobarse seguidamente:
- Respecto de las mejoras por aumento de las bases de 
cotización, la Orden establece un procedimiento complejo 
para instaurarlas: la propuesta de mejora debe formularse 
a la Entidad o Entidades Gestoras afectadas, y se requiere 
de aprobación, o informe favorable, según los casos, de la 
Dirección General de Previsión, -art.4-; las cuotas 
correspondientes se recaudan en unidad de acto y 
conjuntamente con las cuotas normales, -art.9-; y se exigen 
incluso períodos de carencia para obtener la mejora en 
determinadas prestaciones11, -art.10-.
En definitiva, este tipo de mejoras se unifican junto 
con las prestaciones correspondientes de la Seguridad 
Social, formando un único e indisoluble cuerpo, de ahí que 
esté perfectamente justificado atribuirles la misma 
naturaleza.
- Respecto a las mejoras por establecimiento de tipos 
de cotización adicionales, la Orden establece un 
procedimiento de enorme complejidad en su artículo 15, que 
culmina con la necesaria aprobación de la mejora por el 
Ministerio de Trabajo. Además, en el artículo 17.2 prohíbe
10Sobre ello, vid. MARTIN VAL VERDE, A. , Las Mejoras 
Voluntarias de.... op. cit., pág.141. Para este autor, "la
asimilación a todos los efectos... tiene pleno sentido respecto 
de las mejoras por aumento de las bases de cotización y de las 
mejoras por establecimiento de tipos de cotización 
adicionales...Sin embargo, cuando se piensa en una asimilación 
a todos los efectos de las mejoras diréctas surgen nuevas 
disonancias...".
llSegún el artículo 10.2 de la OMV, "para que las mejoras 
surtan efecto en las prestaciones por desempleo será necesario 
que se haya cotizado por las bases mejoradas durante un período 
mínimo de dos años".
26
(I) Evolución Normativa
la constitución de fondos separados para su financiación, 
exigiendo un sistema de unidad financiera que garantice, 
conjunta e indiferenciadamente, el pago total de las 
pensiones reglamentarias y de sus mejoras.
Por las mismas razones expuestas anteriormente, 
tampoco puede negarse a este tipo de mejoras la misma 
naturaleza que la de las prestaciones de la Seguridad 
Social.
Hasta aquí es perfectamente razonable incluir las 
mejoras voluntarias dentro de la llamada Seguridad Social 
Complementaria.
El problema se plantea respecto de las mejoras 
directas de prestaciones. Tan sólo se establece un mínimo 
procedimiento de adopción de las mismas, que consiste en 
la intervención de la Entidad Gestora correspondiente y de 
la Dirección General de Previsión, a los solos efectos de 
homologar la mejora propuesta si cumple los requisitos de 
subsidiariedad, -art.1412-. Es pues un procedimiento de 
control, necesario para la validez de las mismas13.
12Según este artículo, "las empresas que deseen conceder la 
mejora de prestaciones a que el presente capítulo se refiere. . .lo 
pondrán en conocimiento de la Dirección General de Previsión, 
haciendo constar los términos en que la mejora se establece y 
justificando, mediante certificado expedido por la Entidad 
gestora afectada, que se han alcanzado los límites. . .La Dirección 
General de Previsión, previos los informes que, en su caso, 
estime oportunos, acordará la homologación de la mejora, siempre 
que la misma se ajuste a lo previsto en la presente Orden".
13De hecho, la Orden de Ordenación del Salario, -ODOS-, de 
22 de diciembre de 1973, -actualmente derogada-, concretaba en 
su artículo 4 como concepto extrasalarial, las prestaciones e 
indemnizaciones de la Seguridad Social, y al respecto establecía 
que se considerarán prestaciones de la Seguridad Social a las 
mejoras voluntarias que hayan sido autorizadas u homologadas.
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Por otro lado, la posibilidad de que sean gestionadas 
por la propia empresa o por un tercero ajeno, como pueda 
ser una entidad aseguradora de carácter privado, dificulta 
que se les pueda atribuir la misma naturaleza que si de 
prestaciones de Seguridad Social se tratara; por ello han 
sido calificadas por algún sector doctrinal como mejoras 
impropias14.
6. Retomando el hilo evolutivo de esta institución, 
es necesario una referencia a la Ley 24/1972, de 21 de 
junio, de Financiación y Perfeccionamiento de la acción 
protectora del Régimen General de la Seguridad Social.
Esta Ley reformó el sistema de cotizaciones a la 
Seguridad Social, mediante la eliminación del procedimiento 
de cotización por bases tarifadas, vigente hasta ese 
momento, en el que no se atendía al salario real del 
trabajador. A partir de esta Ley, recogida posteriormente 
en la LGSS de 1974, base de cotización y salario real 
coinciden y los aumentos salariales serán, pues, tenidos 
en cuenta a efectos de cotización.
Esta ley va a suponer la supresión de la mejora por 
aumento de las bases de cotización, que a partir de 
entonces pasará a tener vigencia transitoria. De hecho, en 
el Texto Refundido de la LGSS de 1974 ya no van a aparecer 
reguladas, y el apartado siete, de la disposición 
transitoria tercera del mismo, establecerá un régimen 
transitorio que admite la subsistencia de las mejoras
I4MARTÍN VALVERDE.A.. Las Mejoras Voluntarias de.... op. 
cit., pág.64; CASAS BAAMONDE, M .E., Autonomía Colectiva v 
Seguridad Social. Madrid, 1976, pág.249 y ss.
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voluntarias por aumento de bases de cotización, aunque 
dieran lugar a bases superiores, y siempre que no se 
superara el tope máximo establecido a las bases de 
cotización.
A la vez, la Ley 24/1972 estableció un período 
transitorio para acogerse a las nuevas normas de 
cotización, recogido asimismo por el apartado cinco de la 
disposición transitoria tercera de la LGSS de 1974, y que 
consistía en la división de la base de cotización -excluida 
la cotización por contingencias profesionales- en dos 
partes: la llamada base tarifada y la base complementaria 
individual15. Posteriormente, el Gobierno, por RD 82/1979, 
de 19 de enero16, establece el sistema de bases máximas y 
mínimas de cotización, y sustituye por este sistema el de 
bases tarifadas y complementarias -art.5-, declarando la 
derogación de cuantas disposiciones se opusieran a lo en 
él establecido -Disposición final 3*-.
6. Lo cierto es que llegados a este punto, la posible 
vigencia de las mejoras por aumento de las bases de 
cotización se había convertido en una cuestión 
controvertida.
La Resolución de 26 de diciembre de 1984, de la 
Secretaría General para la Seguridad Social17, aclaró que
15La primera coincidía con la base que correspondiera a la 
categoría profesional del trabajador en la tarifa vigente en cada 
momento, y la segunda sería igual a la tarifa existente entre el 
importe de la parte primera y la cuantía total de la base de 
cotización conforme al artículo 73 de la LGSS.





tras la finalización del período transitorio de cotización 
en virtud del RD 82/1979, debe concluirse en la 
imposibilidad de establecer, aun excepcionalmente, nuevos 
regímenes de mejora de bases de cotización tanto por la 
propia literalidad del apartado siete de la disposición 
transitoria tercera de la LGSS, vinculado a un régimen de 
cotización transitorio que desaparece, como por la 
evidencia de la incompatibilidad del régimen jurídico de 
las mejoras voluntarias de cotización con el nuevo sistema 
de cotización que se establece.
La jurisprudencia ha intervenido en esta cuestión. La 
Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Islas 
Baleares, en Sentencia de 9 de marzo de 199018 aborda la 
interpretación de la disposición transitoria tercera de la 
LGSS -1974-, y entendió que las bases mejoradas subsistirán 
mientras que con ellas no se sobrepase el tope máximo de 
cotización, pues no puede aceptarse que por la sola 
circunstancia de que la vigencia del apartado cinco de esta 
disposición finalizara el 1 de enero de 1979, se dé lugar 
a la supresión de la cotización sobre bases mejoradas; la 
Resolución de 26 de diciembre de 1984 "por elementales 
razones de jerarquía normativa, carecería de fuerza 
bastante para imponer límites a las prescripciones de la 
Ley"19.
Más recientemente se ha planteado el mismo tema en 
sede social, a efectos de determinar si las bases mejoradas 
que se han mantenido se tienen en cuenta a efectos de




calcular la base reguladora de las pensiones. El Tribunal 
Supremo concluye en que el RD 82/1979 no llegó a tener 
virtualidad suficiente para dejar sin efecto las mejoras 
por aumento de las bases de cotización que aparecen 
respetadas en la disposición transitoria tercera de la LGSS 
de 1974, aludiendo a la teoría de los derechos 
adquiridos20.
En la doctrina hay sin embargo diferentes posturas21.
Lo cierto es que a partir de la Ley 24/1972 las 
mejoras por aumento de las bases de cotización dejan de 
tener sentido en cuanto que con ellas se pretendía colmar 
las diferencias existentes entre dichas bases y los 
salarios realmente percibidos. Ahora bien, mientras no 
excedan el tope previsto de cotización deberán seguir 
teniéndose en cuenta para el cálculo de la base reguladora 
de las pensiones, máxime cuando la propia Tesorería las ha 
mantenido y ha seguido ingresando cuotas por bases
20. . . "no es dable tener por inexistentes las mejoras de 
aumento en las bases de cotización producidas al amparo de la 
normativa anterior y que subsistieron tras la promulgación del 
nuevo sistema de cotización a la Seguridad Social... toda norma 
legal tiene, en principio, una vocación de futuro y que no debe 
alterar los derechos adquiridos con anterioridad a su 
vigencia..., STS de 14 de marzo de 1994, Fundamento jurídico 
séptimo, -Ar.5347-.
En el mismo sentido, STSJ de Cataluña de 3 de julio de 1995, 
publicada en A.L.. n°9, 1996.
21A favor de la vigencia de las bases mejoradas, ZORRILLA 
RUIZ,M. y MANRIQUE LOPEZ,V.F., "Vigencia del régimen de bases
mejoradas como mejora voluntaria de la acción protectora de la 
Seguridad Social", A.L.. n°31, 1987, R-766; en contra, MARTINEZ 
LUCAS, J.A., "Las mejoras voluntarias por aumento de la base de 
cotización", III Congreso Nacional de Derecho del Trabajo v de 
la Seguridad Social. Ed. Tirant lo Blanch, 1993, pág.71 y ss.
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mejoradas22. A lo que cabe añadir que la Disposición final 
novena de la Ley 24/1972, establecía que la aplicación de 
la citada ley, no podría en ningún caso menoscabar los 
derechos de Seguridad Social adquiridos por los 
trabajadores con anterioridad a la vigencia de aquélla.
En la actualidad, el artículo 67 del Reglamento 
General sobre Cotización23 recoge la prohibición de aprobar 
u homologar nuevas mejoras de las bases de cotización, y 
de incrementar las ya existentes por encima de la cuantías 
máximas fijadas para cada ejercicio económico. Y en la 
Disposición Transitoria Segunda del mismo Reglamento, se 
establece que "las diferencias por mejoras de bases de 
cotización sobre las bases obligatorias correspondientes 
que pudieren subsistir, serán objeto de cotización mediante 
la aplicación a aquéllas de los coeficientes que, para cada 
ejercicio económico, fije el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en función del objeto de las mejoras".
7. Retomando el hilo de esta exposición, tras la Ley 
de 1972, la necesidad de las mejoras voluntarias desaparece 
o se disminuye sensiblemente24; sin embargo, solo serán 
"eliminadas", -en el sentido previamente expuesto- las 
mejoras por aumento de las bases de cotización, lo que trae 
como consecuencia la desaparición del requisito de la 
subsidiariedad al que estaban sujetas las empresas para
22Supuesto de hecho contemplado en la STS de 14 de marzo de 
1994, y STSJ de Cataluña de 3 de julio de 1995, citadas.
23RD 2064/1995, de 22 de diciembre, -BOE 25-1-1996-.
24ORDEIG FOS, J.M., El Sistema Español de Seguridad Social 
(v el de la comunidad Europea). 5*ed., Madrid, 1993, pág.411.
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adoptar mejoras directas e inmediatas de prestaciones.
Su exclusividad, como veremos, llega hasta nuestros 
días, siendo masivamente adoptadas en la práctica a través 
de la negociación colectiva y gestionándose en manos 
absolutamente privadas. Pero, si en un primer momento 
pudimos pensar que las mejoras directas de prestaciones ya 
no eran necesarias para completar las prestaciones básicas 
hasta alcanzar las rentas de activo, y por tanto, se 
constituían en una especie de lujo para los económicamente 
más fuertes, al poco tiempo y sobre todo actualmente, como 
tendremos ocasión de observar a lo largo de este trabajo, 
las mejoras directas ocupan el lugar que en su día dejó 
vacante la mejora por aumento de las bases de cotización, 
el primer escalón de la complementariedad, el exigible 
socialmente para contrarrestar la insuficiencia de las 
prestaciones básicas.
8. Llegamos así a la regulación del RD 2065/1974, de 
30 de mayo, que aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social. En esta normativa no se 
abordan grandes variaciones, -salvo la ya analizada 
respecto de las mejoras por aumento de las bases de 
cotización- y el detenimiento de su estudio, en tanto que 
supone el análisis del actual régimen jurídico de las 
mejoras voluntarias, por cuanto que pasa al vigente Texto 
Refundido de 20 de junio de 1994 sin prácticamente ninguna 
modificación sustancial, corresponde hacerlo en el Capítulo 
dedicado al estudio de las mismas, al que me remito.
Sin perjuicio de señalar que, aunque no haya habido 
importantes variaciones normativas en esta institución, la
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misma realidad ha provocado un aluvión jurisprudencial que 
al no encontrar un respaldo legal actualizado, lleva hoy 
a considerar las mejoras directas de prestaciones como una 
institución conflictiva en nuestra realidad jurídica.
9. Junto a la referencia a las Mejoras Voluntarias, 
en un análisis sobre la evolución de la previsión social 
complementaria, no podemos dejar de hacer mención al papel 
que han jugado en este campo las Mutualidades y Montepíos 
Libres. Surgieron como tales, a través de la Ley General 
Mutualista, de 6 de diciembre de 1941 -LGM-, y su 
Reglamento, de 26 de mayo de 1943, -RGM-25. Se trataba de 
asociaciones sometidas al Ministerio de Trabajo, que, sin 
ánimo de lucro, ejercían una modalidad de previsión de 
carácter social o benéfico, encaminada a proteger a sus 
asociados o a sus bienes contra circunstancias o 
acontecimientos de carácter fortuito y previsible, -art.l 
LGM-; podían constituirse por particulares y por toda clase 
de entidades o empresas, siempre que mantuvieran su 
personalidad jurídica y su organización administrativa y 
contable absolutamente independiente de éstas, -art.2 LGM 
y art.3 RGM-; sus prestaciones eran absolutamente 
independientes de los beneficios que a los asociados 
pudieran corresponderles a consecuencia de los Seguros 
Sociales Obligatorios, y compatibles con éstos, salvo que 
por disposición expresa el Ministerio de Trabajo las
^Esta normativa supone en realidad dar un tratamiento legal 
a la figura del Mutualismo, o agrupación de un colectivo para 
hacer frente a futuras necesidades bajo principios de 
solidaridad, cuyos antecedentes se encontraban en las antiguas 
Sociedades de Socorros Mutuos y Cofradías de Gremios.
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declarara sustitutivas de dichos Seguros Sociales; 
asimismo, gozaban de carácter personal e intransferible 
para sus beneficiarios, no pudiendo ser objeto de cesión 
ni en todo ni en parte, ni servir de garantía para el 
cumplimiento de las obligaciones de los beneficiarios con 
terceras personas, -art.8 LGM y art.9 RGM-.
Constituían con carácter general, el instrumento 
adecuado para llevar a cabo funciones de previsión social 
complementaria26, sin embargo este carácter complementario 
decaerá en favor de la utilización de las mismas como 
entidades sustitutorias de colectivos no integrados en la 
protección básica de carácter público, sobre todo de los 
funcionarios públicos donde el movimiento mutualista libre 
se ha desarrollado con cierta pujanza, mientras que, entre 
los trabajadores por cuenta ajena, la importancia de este 
movimiento ha sido mucho menor, hasta el punto de que, la 
función complementaria del mutualismo pueda considerarse 
globalmente irrelevante27.
Pudo apreciarse que en la regulación de las Mejoras 
Voluntarias, la referencia a las Mutualidades o Montepíos 
como posibles órganos gestores de las mejoras directas de 
prestaciones, no era exclusiva. Recordemos que la fórmula 
legal era abierta y junto a éstos, se posibilitaba la
26Según PRIETO ESCUDERO, el mutualismo es el óptimo sistema 
para una seguridad social complementaria que cubra las lagunas 
que determinados sectores ven en el quántum de las prestaciones 
básicas en su standard o nivel de vida profesional, PRIETO 
ESCUDERO, G., "La Mutualidad Profesional en el Fondo de Pensiones 
del Estado de Bienestar", R.P.S.. n°145, 1985, pág.105.
27DESDENTADO BONETE, A., "El Mutualismo de Previsión ante la 
Reforma de la Seguridad Social", El Futuro de las Pensiones en 




gestión directa por el propio empresario, por la 
Administración de la Seguridad Social, Fundaciones 
Laborales y entidades aseguradoras de cualquier clase.
Respecto de las Mutualidades que actuaban como 
sustitutorias de la protección básica, incluyendo a 
colectivos no integrados en la red de seguros sociales ni 
en las prestaciones de clases pasivas -en lo que respecta 
a funcionarios-, la tendencia a la incorporación de estos 
colectivos en la protección del Sistema de la Seguridad 
Social, que se inicia con la LSS de 196628 y llega 
prácticamente hasta nuestros días, obliga a distinguir en 
muchas de ellas la parte que ha de integrarse, que es 
aquélla que representa la protección básica, de aquella 
otra que supone un plus de protección y que no cabía 
integrar en el Sistema29.
Así pues, en el procedimiento de integración, sólo la 
acción protectora de la Mutualidad que se correspondía con 
el nivel de protección dispensado por el Sistema de la 
Seguridad Social, podía ser objeto de integración. Y por 
lo que respecta al exceso de protección, adquiere carácter 
de previsión complementaria y voluntaria, y queda sujeto 
a la normativa específica de la Mutualidad.
En el proceso integrador, puesto que la mayoría de 
estas Mutualidades englobaban a personal funcionario o a 
empleados de empresas públicas, serán las sucesivas Leyes 
de Presupuestos, comenzando por la Ley 44/1983, de PGE para
28Disposición Transitoria Sexta, n°ll, se remite al Gobierno 
para que disponga las formas y condiciones de la integración.
29R.D. 1879/1978, de 23 de junio, de integración.
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1984, las que perfilarán las líneas básicas de la previsión 
complementaria que dispensan para los colectivos de su 
campo protector, siendo la principal de las 
características, introducida por la citada Ley de 
Presupuestos, la supresión de la financiación pública de 
las prestaciones complementarias, abandonándolas, -tras la 
integración-, a la existencia de disponibilidades 
financieras en la propia Mutualidad.
10. Junto a Mutualidades y Montepíos, también debe 
hacerse referencia a las Fundaciones Laborales30. Son 
reguladas por el Decreto 446/1961, de 16 de marzo, creador 
de las mismas y actualmente en vigor, desarrollado por la 
Orden de 25 de enero de 1962.
Se trata de un instrumento en manos de empresa y 
trabajadores, puesto que han de ser creadas en virtud de 
pacto o concierto entre ambos, -art.3-, pudiéndose acoger 
a las mismas "toda obra de carácter asistencial organizada 
en el ámbito de una o varias empresas en beneficio de los 
trabajadores que en ellas estén colocados y sus 
trabajadores", tales como guarderías infantiles, 
instalaciones deportivas, economatos, servicios médicos de 
empresa..."y en general, cualquier otra clase de 
realizaciones asistenciales para beneficio o disfrute de 
quienes presten o hayan prestado servicio en el centro de 
trabajo de que se trate", -art.l-.
Como puede apreciarse sirven a un contenido bastante
30Vid. entre otros, BLANCO RUIZ, J.F., "Las Fundaciones: 
Tipología y Normativa", Cuadernos de Acción Social. n°4, 1987; 
RODULFO, J., "Las Fundaciones Laborales, (su problemática actual 
y su régimen jurídico)", R .T .S.S.. n°8, 1992.
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amplio, muchos de los cuales son hoy en determinadas 
empresas, auténticas obligaciones legales, -economatos, 
comedores...-. En su contenido, se acoge la concepción de 
los fringe benefits, primándose las obras o servicios 
sociales.
La cláusula abierta del artículo 1 citado, permitió 
que fueran incluidas en la LSS de 1966, como entidades 
gestoras de mejoras directas de prestaciones, -referencia 
aún existente en el Texto de Seguridad Social vigente, 
art.193- realizando a partir de entonces una función no 
solo asistencial, propiamente, sino también de previsión. 
Si bien, el recurso a este tipo de instituciones por las 
empresas es prácticamente nulo.
2.- Análisis Constitucional.-
11. Con la situación diseñada en el apartado anterior 
llegamos a la promulgación de la Constitución de 1978.
En ésta se recoge por primera vez, en la historia del 
constitucionalismo español, una referencia a la previsión 
complementaria de la Seguridad Social. Según el artículo 
41 del Texto Constitucional: "los poderes públicos
mantendrán un régimen público de Seguridad Social para 
todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y 
prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad, especialmente en caso de desempleo. La 
asistencia y prestaciones complementarias serán libres".
El análisis constitucional del último apartado de este 
precepto, debe partir de un primer estudio sobre aquéllo 
que está llamado a ser completado, y en general, del modelo
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de Seguridad Social que la Constitución consagra.
12. En principio, debe partirse de que son varios los 
artículos de la Constitución dedicados a la Seguridad 
Social, pero es en el artículo 41, donde se hace referencia 
a la misma con carácter general y globalizador, como un 
régimen público que ha de cumplir una serie de exigencias 
que aparecen en el propio precepto.
El resto de preceptos constitucionales están dedicados 
a la protección específica de determinadas contingencias, 
así, los artículos 39, 43, 49 y 50, dedicados a la
protección a la familia, salud, minusválidos y tercera 
edad, respectivamente. Aunque estos preceptos no agotan por 
sí solos las referencias a la Seguridad Social, pues 
cabría añadir el artículo 25, sobre la Seguridad Social de 
los penados y los artículos 148 y 149 en cuanto a aspectos 
competenciales entre Estado y Comunidades Autónomas.
Ahora bien, la existencia de aquella dispersión 
temática no evita, como la mayoría de la doctrina mantiene, 
que el artículo 41 sea el precepto nodal en la materia, 
manteniendo un concepto integrado de Seguridad Social31.
31En principio se barajó junto a esta postura integradora, 
una posición segregacionista según la cual, el concepto de 
Seguridad Social plasmado en el artículo 41 sería residual, y el 
ámbito de cobertura de la misma estaría integrado por todo lo que 
hoy día la compone, a excepción de las materias contempladas en 
el resto de preceptos constitucionales, -protección familiar, 
salud, minusválidos y tercera edad-. Ello supondría una 
disgregación del contenido clásico de Seguridad Social, no acorde 
ni con los antecedentes históricos, ni con la normativa 
internacional, en especial con el Convenio n°102 de la OIT, norma 
mínima de Seguridad Social, -ALARCON CARACUEL y GONZALEZ ORTEGA-.
De ahí que haya sido posición mayoritaria en la doctrina, 
mantener una postura integradora de la Seguridad Social y partir 
de un concepto integrado de la misma, pues es innegable que 
aquellas materias constituyen auténticas situaciones de necesidad 
-DE LA VILLA y DESDENTADO BONETE-. La dispersión constitucional
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13. El análisis del mismo lleva al estudio sobre el 
modelo constitucional de Seguridad Social.
En principio debe partirse del carácter ambiguo de la 
redacción del artículo 41, fruto de su carácter 
consensuado, que conlleva la utilización de conceptos 
indeterminados, tales como mantener, situación de necesidad 
o suficiencia32.
Ha sido criticado por toda la doctrina el hecho de que 
en este precepto no se configure un derecho a la Seguridad 
Social, de carácter subjetivo33, aunque sí hay una 
referencia al mismo en el artículo 25 reconocido a los 
penados. Ahora bien, para el resto de ciudadanos se trata 
de un derecho indirectamente reconocido como consecuencia 
de la obligación que se impone a los poderes públicos de 
mantener un régimen de Seguridad Social, en perfecta 
sincronía con su carácter programático, debido a su
obedece no solo a un defecto técnico de la Constitución -SUAREZ 
GONZALEZ-, sino también a la dispersión institucional con que se 
presenta el complejo sistema español de Seguridad Social 
existente en el momento de entrar en vigor la Norma Suprema, 
-BORRAJO DACRUZ-.
ALARCON CARACUEL,M.R., y GONZALEZ ORTEGA,S., Compendio de 
Seguridad Social. 4aed., 1991, pág.41 y ss; DE LA VILLA GIL,L.E. 
y DESDENTADO BONETE,A., Manual de Seguridad Social. Pamplona, 
1979, pág.232-233; SUAREZ GONZALEZ,F., "La Seguridad Social y la 
Constitución de 1978", P.E.E.. n°12/13, 1982, pág.120; BORRAJO 
DACRUZ,E., "La Seguridad Social en la Constitución Española", 
Estudios sobre la Constitución Española, homenaje al profesor 
Eduardo García de Enterría, Madrid, 1991, T-II, pág.1486.
32 BORRAJO DACRUZ pone de manifiesto la polivalencia 
constitucional a que da lugar el artículo 41, distinguiendo hasta 
cuatro modelos posibles de Seguridad social. BORRAJO DACRUZ,E., 
"El modelo constitucional de la Seguridad Social en España", 
R.T.. n°65, 1982, pág.32 y ss.
33 BARRADA, A. , "Los Derechos de Seguridad Social en la 
Constitución de 1978", R .S.S.. n°2, 1979, pág.67
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ubicación en el Capítulo III de la Constitución34. La 
Seguridad Social es pues, una función del Estado, -poderes 
públicos-, un mecanismo de naturaleza pública35.
El modelo constitucional de Seguridad Social se 
estructura en tres niveles, asistencial, contributivo y 
complementario: los dos primeros conforman el régimen
público y obligatorio de Seguridad Social que los poderes 
públicos están llamados a mantener36, siendo el asistencial 
un nivel no contributivo de carácter universal, financiado 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, y el 
contributivo, un nivel de carácter "profesional", limitado 
a la población activa y financiado en su mayor parte por 
las cuotas del colectivo protegido.
Responde pues a un modelo mixto de Seguridad Social, 
en el que debemos reconocer una mayor proporción al nivel 
universal y asistencial del modelo, frente al contributivo 
de carácter profesional37. No cabe la menor duda de la
34SUAREZ GONZALEZ, F., "La Seguridad Social y...", op. cit., 
pág.121. En el mismo sentido, MONEREO PÉREZ,J.L., Público v 
Privado en el Sistema de Pensiones, ed. Tecnos, 1996, págs. 93 
y ss.
35DE LA VILLA GIL,L.E. y DESDENTADO BONETE,A., Manual de... . 
op.cit., pág. 226 y ss.
36BLASCO LAHOZ,J.F., LOPEZ GANDIA, J. y MOMPARLER
CARRASCO,M.A. , Curso de Seguridad Social. Valencia, 1996, págs.67 
y ss.; SUAREZ GONZALEZ, F., "La Seguridad Social y...", op.cit., 
pág.125.
37La presencia del nivel contributivo en el artículo 41 ha
sido discutida por la doctrina, en tanto que, en una primera
lectura del mismo solo parece hacerse referencia a un nivel 
básico, caracterizado por la universalidad subjetiva, protección 
igualitaria, gestión pública y financiación solidaria, y a un 
nivel complementario que sería la referencia en su inciso final 
a la asistencia y prestaciones complementarias, ALMANSA
41
(I) Evolución Normativa
vocación más asistencial que contributiva de los principios 
constitucionales en materia de Seguridad Social38, lo que 
significa, que no es posible cualquier reforma, el 
desarrollo legal del artículo 41 debe inspirarse en este 
modelo e ir adaptándose al mismo gradualmente39.
Sin embargo, como afirma LOPEZ GANDIA, debido a las 
implicaciones económicas y sociales de estos derechos y su
PASTOR,J.M., Derecho de la Seguridad Social. ed.Tecnos, 1991, 
págs.105 y 106.
Sin embargo, existen datos de contributividad, como la 
referencia a los "beneficios correspondientes de Seguridad 
Social" que hace el artículo 25 del Texto Constitucional, 
considerada como un asidero, indirecto, pero firme, para sostener 
la existencia de un nivel profesional en el régimen público de 
la Seguridad Social, SUAREZ GONZALEZ,F., "La Seguridad Social 
y...", op.cit., pág.125.
Asimismo, una interpretación del artículo 41 atendiendo a 
los diversos textos que manejó el Constituyente, permite mantener 
la misma conclusión, BORRAJO DACRUZ,E., "La Seguridad Social 
en...", op.cit., pág.14 94 y ss.
38 MONEREO PEREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e 
institucional de los Planes y Fondos de Pensiones (I)", REDT, 
n°40, 1989, pág.634.
39ALARCON CARACUEL, M . R . , y GONZALEZ ORTEGA, S, Compendio 
de... . op. cit., pág.43 y ss.; y BARRADA,A., "Los derechos de 
Seguridad Social...", op. cit., pág.73.
El TCO no desconoce el carácter asistencial que el artículo
41 consagra, pero admite reiteradamente la existencia de la nota 
contributiva, si bien, entiende que este precepto incorpora una 
superación de concepciones anteriores a la Seguridad Social. La 
superación de las notas contributivas que ha ido realizando el 
legislador a través de distintos mecanismos, como la imposición 
de topes máximos a las pensiones, ha sido admitida por el TCO en 
base a la consideración de nuestro Sistema de Seguridad Social 
como un Sistema Mixto, en el que la cotización es uno de los 
elementos pero no el único que determina la pensión, justificando 
la no correspondencia entre cotización y prestación, en la 
adecuación al artículo 41 del Texto Constitucional, que impone 
la superación de concepciones anteriores, aún teniendo en cuenta 
la pervivencia de notas contributivas, -SSTCO 103/1983, de 22 de 
noviembre, BJC n°32, 1983; 121/1983, de 15 de diciembre; 65/1987, 
de 21 de mayo, BJC n°74, 1987; 134/1987, de 21 de julio, BJC
n°76/77, 1987; 209/1987, de 22 de diciembre, BOE 8-1-1988-.
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repercusión en la economía y en la política del gasto 
público, la regulación contenida en este precepto no 
resulta muy vinculante para la acción de Gobierno, dejando 
espacios a diversas concepciones ideológicas40.
14. Por lo que respecta al nivel complementario, la 
referencia aislada a asistencia y prestaciones, permite 
mantener que no se trata de un régimen de Seguridad 
Social41.
De la misma manera, el hecho de ser configurado como 
nivel complementario de un régimen básico que se estructura 
previamente como universal y suficiente, denota la 
intención de considerarlo con carácter marginal, aunque no 
ha evitado la preocupación doctrinal en torno al riesgo que 
supondría la insuficiencia protectora del régimen público 
a costa de potenciar el terreno complementario de 
protección y, en consecuencia, la iniciativa privada42.
Y es que, el término libre, no solo es identificable 
con voluntario, frente al carácter público y obligatorio
40 LOPEZ GANDIA, J., "Los Niveles de Seguridad Social en la 
Constitución Española entre interpretación jurisprudencial y 
desarrollo legislativo", T .S.. n°35, 1993, pág.16.
Este autor realiza un estudio sobre el desarrollo legal del 
Sistema de Seguridad Social posterior a la Constitución, 
evidenciando un exceso de discreccionalidad en la configuración 
del mismo, que ha provocado la confusión entre los niveles 
asistencial y contributivo, en tanto que se ha ido reforzando uno 
u otro, según ha interesado a la política económica y social y 
a la política de gasto público en cada momento.
41 BLASCO LAHOZ, J. F. , LOPEZ GANDIA, J. y MOMPARLER 
CARRASCO,M.A. , Curso de .... op. cit., pág.54; SALVADOR PEREZ,F., 
"Las modalidades de previsión social voluntaria y sus relaciones 
con la Seguridad Social", REDT. n°43, 1990, pág.517.
42 DE LA VILLA GIL, L . E. y DESDENTADO BONETE, A. , Manual de . . . . 
op.cit., págs.230 y ss.
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del Sistema que incluye los otros dos niveles, sino también 
con privado. De ahí que, la posible intervención de los 
privados en este nivel complementario, haya propiciado un 
debate doctrinal acerca de la posible privatización de la 
Seguridad Social, o al menos, de una parcela de la misma. 
Así, el debate se ha centrado especialmente, en la
discusión sobre si ha de entenderse que la asistencia y 
prestaciones complementarias forman parte de la Seguridad 
Social o, por el contrario, nada tienen que ver con la
misma, ocupando ésta tan solo, la primera parte del
artículo 41.
Para GONZALO GONZALEZ43, a partir de este precepto, 
"la previsión voluntaria ha pasado a ser tan Seguridad 
Social como la obligatoria. Una como otra son partes
inseparables de un único entramado institucional destinado 
al cumplimiento del fin público de la liberación de las 
necesidades sociales. La Constitución le ha dado -a la 
iniciativa previsional privada-, la categoría estable de 
Seguridad Social propiamente dicha".
Sin embargo, el desarrollo legal posterior del último 
inciso del artículo 41, sobre el que ya trataremos, supone, 
para este mismo autor, una grave deformación con respecto 
a la perspectiva constitucional de la política de 
desarrollo de la Seguridad Social libre complementaria44.
43GONZALO GONZALEZ,B., "Las funciones de la iniciativa 
privada de la Seguridad Social española: antecedentes, situación 
actual y previsiones", R .E .D .T .. n°50, 1991, pág.868.
44 Ibidem, pág. 884.
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Otros autores, sin embargo, como DEL REY y GALA45, 
mantienen que en el artículo 41 existen dos ámbitos 
diferenciados: la Seguridad Social, conformada por las
pensiones públicas, y las mejoras de la acción protectora 
de aquéllas. Se basan no obstante en criterios de derecho 
positivo, concretamente en el artículo 2.1 de la LPL, 
poniendo en relación los apartados b) y c) del mismo, en 
los que se separa o distingue, a la hora de definir el 
ámbito de actuación del orden jurisdiccional social, entre 
"materia de Seguridad Social" y "los sistemas de mejoras 
de la acción protectora de la Seguridad Social".
En este sentido cabe mencionar también a MONEREO46, 
para el que "lo que mejor se adapta al Texto Constitucional 
es reservar la noción de Seguridad Social...al sistema 
público de protección social..., explícitamente el Texto 
Constitucional cuando se refiere al campo de la protección 
complementaria libre elude significativamente toda 
referencia a los términos Seguridad Social...No es 
técnicamente correcto, e induce a la confusión de conceptos 
básicos, referirse a una Seguridad Social privada...sí 
cabría hablar de una Seguridad Social complementaria sui 
generis -solo- en el supuesto en que dicha protección se 
articule dentro del sistema público...".
ALONSO OLEA en cambio, se refiere a un tercer nivel 
de Seguridad Social, que denomina Voluntaria, en el que el
45DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN, C. , "Las mejoras 
voluntarias: análisis de la reciente negociación colectiva y
jurisprudencia", R .E .D .T .. n°62, 1993, pág.874.
46MONEREO PEREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e
institucional de los Planes y Fondos de pensiones (II)", 
R.E.D.T.. n°41, 1990, pág.90.
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término libre significa no mantenido por el público, sino 
por quienes para sí desean la protección complementaria47.
Asimismo, PEREZ PEREZ entiende que todo el artículo 
41 forma una unidad indestructible desde el punto de vista 
de la hermenéutica, todo él está dedicado a la Seguridad 
Social y no tiene sentido introducir en el párrafo segundo 
una materia distinta a ésta48.
Lo cierto es que el carácter libre, no tiene
necesariamente ni exclusivamente que significar privado. 
Si la primera parte del precepto obliga a los poderes 
públicos a mantener un nivel básico y con determinadas 
características, -universal, suficiente...-, el último
inciso no obliga a los poderes públicos a mantener el nivel 
complementario, pero tampoco se lo prohíbe49, ni impone
reglas mínimas sobre el mismo50, siendo, eso sí, la
característica exclusiva del mismo, la voluntariedad.
47ALONSO OLEA,M. y TORTUERO PLAZA, J.L., Instituciones de 
Seguridad Social. Madrid, 1995, págs.49 y 505 y ss.
48PEREZ PEREZ,M. , "La Reforma de la Seguridad Social 
Complementaría", II Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho 
del Trabajo. MTSS, 1985, pág.325.
49Como afirmara MARTIN VALVERDE, dentro del concepto de 
Seguridad Social ha de haber cabida tanto para la Seguridad 
social básica como para la Seguridad Social complementaria, Las 
Mejoras Voluntarias de.... op. cit., pág.13.
Por otra parte, señala MONEREO que en el nivel 
complementario libre cabe la opción política-legislativa de que 
la protección complementaria pueda instrumentarse tanto desde 
dentro del sistema- público como a través de regímenes privados 
de pensiones basados en técnicas jurídico-privadas de protección 
indiferenciada, MONEREO PÉREZ,J.L., Público v Privado.... op. 
cit., págs. 105 y 106.
50Según GARRIDO FALLA, la expresión libres significa, y no 
otra cosa, sistema no organizado por el Estado, GARRIDO FALLA,F., 
comentario al artículo 41, en AAW, Comentarios a la 
Constitución. 2aed.ampliada, CIVITAS, Madrid, 1985, pág.775 y ss.
46
(I) Evolución Norma ti va
Por otro lado, este carácter libre, no es predicable 
tan solo respecto de los poderes públicos, precisamente por 
liberar la asistencia y prestaciones complementarias, no 
sujetándolas a un único régimen, también los privados 
pueden participar en la protección complementaria del 
Sistema a través de los mecanismos establecidos al efecto, 
pues, el carácter libre no significa que el legislador no 
pueda, dándole desarrollo legal al artículo 41, establecer 
las vías adecuadas para que los privados lleven a cabo esta 
empresa.
De hecho así ha sido, en tanto que, como veremos, el 
legislador ha reconducido la expresión libre a la gestión 
privada, además de al carácter voluntario en su 
establecimiento51.
15. En consecuencia, podremos diferenciar entre la 
protección social complementaria que se dispensa dentro del 
Sistema, a la que cabe denominar Seguridad Social 
Complementaria, de aquélla que se dispensa extramuros del 
Sistema público, y es la que no procede denominar Seguridad 
Social, se trata de mecanismos de previsión social externos 
al Sistema público de Seguridad Social.
Entre los primeros deben incluirse aquellos regulados 
en la normativa propia del sistema de la Seguridad Social, 
y por tanto, la asistencia social, los servicios sociales 
y -con los matices a que se hará referencia- las mejoras
51SALVADOR PEREZ, F., "Las modalidades de previsión social
voluntaria...", op. cit., pág.515.
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voluntarias52. Entre los segundos cabría incluir la figura 
de los Planes y Fondos de Pensiones, cuya normativa permite 
configurarlos como complementarios o no de la Seguridad 
Social, y las Mutualidades de Previsión Social que, aunque 
sujetas a la normativa del seguro privado, son definidas 
como entidades que ejercen una modalidad aseguradora de 
carácter voluntario complementaria al sistema de Seguridad 
Social obligatoria, -art.64 LOSSP-. Además, debe tenerse 
en cuenta que, como veremos, tanto los Planes de pensiones 
como las Mutualidades de previsión social pueden actuar 
como instrumento canalizador de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social.
Respecto a estos instrumentos externos, el TCO ha 
manifestado que "el artículo 41 de la Constitución deriva 
de una necesaria separación entre el régimen público de la 
Seguridad Social y las prestaciones complementarias libres, 
basadas en una lógica contractual privada, y en 
consecuencia financiables en principio con fondos privados 
y a cargo de los asegurados"53.
16. En cuanto al carácter voluntario, como hemos 
indicado, es la nota que mejor caracteriza el nivel 
complementario, por cuanto que recoge las consideraciones 
anteriores: voluntario para los poderes públicos de
acogerlo o no dentro del Sistema y voluntario también para 
los privados, tanto para aquéllos que quieran acceder a
52ALARCON CARACUEL,M.R. y GONZALEZ ORTEGA,S., Compendio 
de.... op. cit., pág.129.




este nivel para proporcionar la infraestructura necesaria 
a quienes serán los futuros beneficiarios, como para éstos.
En definitiva, la voluntariedad ha de considerarse el 
elemento principal de la previsión social complementaria, 
y esta voluntariedad, de la que ya se gozaba en este campo 
antes de la promulgación del Texto Constitucional, es 
afianzada por el artículo 41 del mismo54.
17. LLegados a este punto, y retomando la evolución 
de las diferentes formas de protección social 
complementaria, podemos encuadrar a las mejoras voluntarias 
dentro de lo que hemos denominado Seguridad Social 
Complementaria, por ser creadas dentro del Sistema y 
organizadas por el mismo Sistema, si bien, respetando la 
voluntariedad de los sujetos.
Entiende la doctrina que esta categorización de las 
mejoras voluntarias solo alcanzaría técnicamente a dos de 
sus modalidades, las mejoras por aumento de las bases de 
cotización y las mejoras por establecimiento de tipos de 
cotización adicionales. Por lo que respecta a las mejoras 
directas de prestaciones, salvo que sean gestionadas por 
la propia Administración de la Seguridad Social, -supuesto 
previsto legalmente, pero imposible en la práctica por 
carecerse de cualquier tipo de procedimiento para llevarlo 
a cabo-, su lugar se entiende que está fuera del Sistema, 
y no pueden por tanto considerarse como Seguridad Social
54DE LA VILLA GIL,L.E. y DESDENTADO BONETE,A. , La Reforma del 
Sistema Español de Seguridad Social. 2aed., -Directores: SALA 
FRANCO,T. y RAMIREZ MARTINEZ,J.M .-, Madrid, 1985, pág.99.
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Complementaria estrictamente55.
Sin embargo, veremos como gozan de una especial 
protección, precisamente por su condición, aunque 
"impropia", de Mejoras Voluntarias de la Seguridad Social.
3.- Desarrollo Legal Postconstitucional.-
18. En el desarrollo posterior a la Constitución 
destacan en esta materia dos leyes fundamentales: la Ley 
de Ordenación del Seguro Privado de 1984 -LOSP- y la Ley 
de Planes y Fondos de Pensiones de 1987, -LPFP-.
La primera va a afectar considerablemente a las 
Mutualidades y Montepíos -en adelante Entidades de 
Previsión Social-, en tanto que quedarán sujetas a la 
normativa del seguro privado, con la consiguiente 
derogación de la LGM de 1941.
La segunda supone expresamente el desarrollo legal del 
último inciso del artículo 41, a través de la creación de 
un mecanismo ad hoc para canalizar la previsión social 
complementaria con carácter general para todos los 
individuos, distinguiéndose diferentes modalidades de 
llevarla a cabo, entre las que cabe destacar la modalidad 
de los Planes del Sistema de Empleo, pensados especialmente 
para ser adoptados dentro de las empresas y en interés de 
los trabajadores empleados en las mismas.
Ambas demuestran la opción por la interpretación
55 En el mismo sentido, MONEREO PEREZ,J.L., "Instrumentación 
jurídica e...(II)", op.cit., pág.615, nota 33, y ALARCON 
CARACUEL,M .R. y GONZALEZ ORTEGA,S., Compendio de .... págs.50 y 
129.
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privatista del último inciso del artículo 41 de la 
Seguridad Social. Si bien, veremos como no se trata de una 
libertad desinteresada, sino sujeta a un excesivo control 
estatal, que aquel precepto, por su ambigüedad, no 
impide56.
19. El contexto de este estímulo privado se produce 
en el marco de una situación de crisis económica en nuestro 
país, que ha afectado a algunos aspectos importantes del 
Sistema de la Seguridad Social, sobre el que se han ido 
adoptando medidas que guardan relación directa o indirecta 
con las funciones y límites de la iniciativa privada en la 
realización de la Seguridad Social. Medidas que son 
recogidas por GONZALO GONZALEZ57, agrupándolas en tres 
grupos: medidas de revisión de los fundamentos de la
estructura solidaria del sistema protector, tales como las 
que tienden a la unidad del Sistema, la creación de las 
prestaciones no contributivas y el fomento hacia fórmulas 
libres de previsión complementaria; medidas de 
simplificación de la organización administrativa y sobre 
todo, medidas de reducción de la intensidad protectora, 
tales como el establecimiento de topes máximos a las 
pensiones, rígidas normas de concurrencia, o la reducción 
protectora que supuso, con carácter general, la reforma de 
las pensiones llevada a cabo en 1985, a la que hay que 
añadir, la producida recientemente a través de la Ley
56DE LA VILLA GIL,L.E. y DESDENTADO BONETE,A., Manual de. . . . 
op.cit., pág.234 in fine.
57GONZALO GONZALEZ, B., "Las funciones de la iniciativa...",
op.cit., pág.876 y ss.
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13/1996, de acompañamiento a los Presupuestos Generales del 
Estado para 1997.
El descenso en la protección del nivel básico actúa 
como condicionante del desarrollo de la previsión 
complementaria, sobre todo cuando el limitado alcance de 
la intensidad protectora desvirtúa la faceta de renta 
sustitutiva de las prestaciones básicas. De ahí que, como 
aquel autor ha puesto de manifiesto58, todas aquellas 
medidas en su conjunto constituyen un gradual y prudente 
ejercicio de reprivatización negativa parcial de la 
Seguridad Social obligatoria, y en definitiva, el llamado 
tercer viraje de la Seguridad Social española59.
En este contexto pues, el legislador opta por fomentar 
la previsión complementaria a través de fórmulas privadas 
de protección, cuestión que será determinante, en un primer 
momento, del recelo hacia estas formas de aseguramiento, 
especialmente por los sindicatos, que vieron en este marco 
de actuaciones, el riesgo de que el nivel básico quedara 
reducido a una protección escuálida o por debajo de un 
óptimo nivel de suficiencia60.
5*Ibidem, pág.880.
59Como afirman DEL REY y GALA, las mejoras voluntarias -en 
tanto que forman parte de la protección complementaria a que hace 
referencia el artículo 41- son un observatorio privilegiado desde 
el que contemplar la evolución de la Seguridad Social como 
sistema de protección social, así como, valorar la evolución de 
las tensas relaciones que han mantenido y mantienen la Seguridad 
Social,... y las mejoras voluntarias.., relación de evolución 
inversa, DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN, C. , "Las Mejoras 
Voluntarias: análisis de la reciente negociación...", op, cit., 
pág.868.
^GARCIA BECEDAS, recoge estas opiniones iniciales de los 
Sindicatos y el cambio de opinión que se produciría en los mismos 
posteriormente, ante determinados aspectos de la regulación
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Así, mientras se esperaba un nivel intenso de 
protección social a través del mecanismo público de la 
Seguridad Social, la protección complementaria era 
concebida como algo marginal, para la que quedaba un 
estrecho margen. Sin embargo, cuando la coyuntura económica 
es tal que llega a afectar al nivel público y el 
complementario comienza a expandirse, el Estado celoso de 
querer controlar ese flujo financiero que cada vez adquiría 
más importancia y volumen, frente a las competencias que 
en esta materia habían adquirido y puesto en marcha 
determinadas CCAA, lanza la LPFP, con un vértigo y 
precipitación poco decoroso61.
20. Por último y como colofón a la aventura privatista 
emprendida por el legislador, entra en vigor la Ley de 
Ordenación y Supervisión del Seguro Privado de 1995, que 
sustituye y deroga la anterior LOSP de 1984.
Esta norma acentúa en mayor medida, si cabe, la 
voluntad legislativa de introducir mecanismos privados, 
fuertemente regulados en términos de supervisión y control, 
en el terreno de la previsión social complementaria.
Se caracteriza, desde el punto de vista de esta 
materia, por ser una norma que dedica una especial atención
específica de los Planes de pensiones, que los sitúan en una 
posición favorablemente discriminatoria respecto de otras medidas 
de previsión complementaria, GARCIA BECEDAS,G., "La Seguridad 
Social Complementaria en España", III Congreso Nacional de 
Derecho del Trabajo v de la Seguridad Social. ed.Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1993, págs.32,33 y 43.
61MANRIQUE LOPEZ, F., "La Seguridad Social Complementaria en 
el nuevo diseño de una Seguridad social en transformación", 
R.E.D.T.. n°39, 1989, pág.399.
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a la previsión social complementaria en las empresas, al 
afectar a todo tipo de mejoras voluntarias, y tanto a los 
Planes y Fondos de Pensiones cuya legislación modifica, a 
las Entidades de Previsión Social nuevamente, acentuando 
aparentemente su carácter de entidades aseguradoras, e 
incluso a las mejoras gestionadas directamente por las 
empresas. Si bien, no impide la pervivencia de las mejoras 
voluntarias ni su especial régimen jurídico, situándose 
toda la atención en los mecanismos de instrumentalización 
de las mismas, lo cual, ciertamente acentúa el carácter 
externo de las mejoras voluntarias respecto de la Seguridad 
Social a pesar de que sigue siendo la LGSS su sede 
normativa directa.
Las modificaciones introducidas por la LOSSP en la 
LPFP, especialmente en su Disposición Adicional Primera, 
evidencian la intención de hacer de esta última una norma 
de obligada atención en materia de previsión social 
complementaria. Ello supone un primer paso en la necesaria 
coordinación entre las diferentes instituciones al servicio 
de la previsión social complementaria en el marco de las 
empresas.
21. En definitiva, ante un sistema público de 
Seguridad Social con importantes limitaciones económicas, 
el legislador ha actuado privatizando al máximo aquello que 
la Constitución le permite, el nivel complementario62.
62Entiende MONEREO que la configuración actual del sistema 
de pensiones de la Seguridad Social sintoniza perfectamente con 
una de las direcciones de la estrategia u opción reprivatizadora 
que persigue la reducción a mínimos de cobertura (suficiencia) 
sometidos a controles asistenciales, de las medidas de protección 
social, haciendo dejación ^ de buena parte de las finalidades 
redistributivas, MONEREO PÉREZ,J.L., Público v Privado.... op. 
cit., págs. 112 y 114 y ss.
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Al respecto, debe precisarse, que el límite de la 
protección garantizada por el Estado ante las necesidades 
de los ciudadanos, encuentra su techo en las posibilidades 
con que el Estado cuente para atenderlas y que, una vez sus 
propias disponibilidades han tocado techo, la protección 
de las demás necesidades que puedan presentarse exige poner 
en práctica otras soluciones complementarias, para cuya 
cobertura, el artículo 41 da la más amplia libertad, si 
bien, siempre con una muy directa vigilancia del propio 
Estado -sea público o privado el ente que cubra estas 
necesidades- ya que misión suya es que nunca se convierta 
en "lucro indebido" lo que es auténtica consecuencia de una 
necesidad social63.
Y desde esta óptica, la previsión social 
complementaria adquiere una dimensión de responsabilidad 
pública que debe presidir todo nuestro estudio, de manera 
que, cuando la Seguridad Social básica pasa por momentos 
de crisis, la complementaria deja de ser marginal y de 
exclusiva responsabilidad privada. Cuando esta situación 
deja de ser coyuntural, deben crearse normas coordinadas 
y estables que regulen el nivel complementario.
Por tanto, siguiendo a PODETTI, los sistemas 
complementarios de pensiones constituyen una adecuada 
respuesta a las insuficiencias de los sistemas públicos 
siempre que queden sujetos a la regulación mínima pero 
suficiente en garantía de los derechos al goce de las 
prestaciones y de mantenimiento del patrimonio de los entes 
privados de gestión. De ahí que, no deben rechazarse al
63DEL PESO Y CALVO, C., "Presente y Futuro de nuestro vigente 
sistema de Seguridad Social", R.S.S .. n°15, 1982, págs. 355 y ss.
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menos mientras el sistema de Seguridad Social esté en 
crisis, después, será otra historia; la mera 
instrumentalidad de los sistemas complementarios para 
alcanzar los fines de la política de Seguridad Social, 
determina que cambiando las circunstancias y dejando de ser 
útiles se opte por formas distintas de protección64.
Del mismo modo, RODRIGUEZ PINERO entiende que en modo 
alguno los sistemas complementarios podrían entenderse como 
alternativa ni ocupar un papel principal respecto a las 
pensiones públicas, a las que sólo pueden complementar o 
integrar; la defensa de la eficacia protectora del sistema 
público no excluye, sino que incluso exige, una 
clarificación del papel que ha de corresponder a las 
prestaciones complementarias de Seguridad Social en régimen 
de gestión privada65.
Así, mientras la Seguridad Social no pueda responder 
a una adecuada protección de las necesidades básicas, el 
recurso al nivel complementario viene amparado por el 
propio artículo 41, donde el Estado debe velar por las 
garantías de los derechos de los sujetos afectados, e 
intervenir por tanto en la esfera privada de los órganos 
de gestión, ejerciendo un control exhaustivo sobre los 
mismos. En otro momento futuro en el que el sistema público 
pueda de nuevo afrontar las necesidades básicas de sus 
ciudadanos, las posibilidades de protección complementaria, 
dejarán de responder a situaciones de necesidad y
^PODETTI,H., "Los sistemas Complementarios Privados de 
Pensiones", R .I.S .S .. n°l, 1994, pág.31.
65RODRIGUEZ PINERO Y BRAVO FERRER,M., "Pensiones 
contributivas y pensiones complementarias privadas", R.L. . n°13, 
1988, págs.5 y ss.
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encontrarán su acomodo principalmente en el artículo 3 8 de 
la Constitución.
En ese momento en el que hipotéticamente se hayan 
hecho realidad las Recomendaciones del Pacto de Toledo, el 
sistema público de la Seguridad Social podrá complementarse 
voluntariamente por sistemas de ahorro y protección social, 
tanto individuales como colectivos, externos a la Seguridad 
Social, que tengan por objetivo exclusivo mejorar el nivel 
de prestaciones que les otorga la Seguridad Social 
pública66.
22. Retomando nuevamente los concretos institutos 
regulados al efecto, puede concluirse en que el 
ordenamiento jurídico de la Seguridad Social, ha sido 
tradicionalmente el canalizador de la previsión social 
complementaria en las empresas, concretamente a través de 
la figura de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social. Por otro lado, el recurso a las Entidades de 
Previsión Social y la posibilidad de acogerse a la figura 
de los Planes y Fondos de Pensiones, constituyen dos vías 
de canalizar aquellas mejoras voluntarias, cuya importancia 
práctica ha ido en detrimento de las primeras, que han 
sufrido una regulación adversa, y en favor de los segundos, 
legislativamente privilegiados como veremos.
A su vez, Las Entidades de Previsión Social y los 
Planes de Pensiones, están sujetos a una legislación
^Pacto de Toledo, Recomendación catorce, -BOCG 12/4/1995-. 
Vid. al respecto, MONEREO PÉREZ,J.L., "El Sistema de pensiones 
entre Estado y mercado", D .L .. n°48, 1996, pág.3 0 y ss.
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específica, pero el hecho de que puedan participar de una 
única naturaleza, la de Mejoras Voluntarias de la Seguridad 
Social, implica la necesidad de un cierto grado de conexión 
con el Sistema básico de Seguridad Social, y asimismo, por 
ser la empresa el marco propio de actuación de las mejoras, 
van a verse afectados en los mismos planteamientos por el 
derecho del trabajo, y a este terreno de diversidad e 
interrelación de fuentes se dedica el estudio del siguiente 
Capítulo.
II. LAS FUENTES DE LA PREVISION SOCIAL COMPLEMENTARIA.
1.- FUENTES DIRECTAS.-
1. Visto el desarrollo histórico de esta materia hasta 
nuestros días, podemos afirmar que nos encontramos en un 
campo heterogéneo caracterizado por su diversidad 
normativa.
La variedad y complejidad de estas fuentes responde 
a la distinta naturaleza de las mismas, unas como normas 
jurídico-públicas, y otras de naturaleza privada. Asimismo, 
mientras unas son fuentes que dan origen y regulan el 
correspondiente instituto jurídico que conforma en sí mismo 
la previsión social complementaria en el marco de las 
empresas, otras en cambio, solo inciden sobre aspectos 
exclusivamente de cobertura y garantías, que llevan a 




Por otro lado, hemos de tener presente en el estudio 
que sigue, que a pesar de esta diversidad normativa, el
tratamiento jurídico de la previsión complementaria en el
ámbito de las empresas, exige asimismo dotarlo de una 
visión unitaria en tanto que los diferentes institutos 
jurídicos al servicio de aquélla, comparten la naturaleza 
de ser sistemas de mejoras de la acción protectora de la 
Seguridad Social -art.2.c LPL-, que se adoptan con carácter 
voluntario, en el marco de las empresas.
A) Normativa de la Seguridad Social.-
2. Desde el momento en que nace la Seguridad Social 
tal y como la entendemos hoy, las posibilidades de 
complementarla se incluyen en su propia normativa, a través 
de la vía de las Mejoras Voluntarias de la Seguridad 
Social.
Son encuadradas pues dentro del Sistema, con carácter 
de Seguridad Social Complementaria, aunque de la evolución 
de las mismas cabe destacar dos hechos: el desinterés por 
las mismas del legislador, pues, si hacemos abstracción de 
la importancia práctica que tienen en la realidad, 
podríamos decir que se trata de una institución dejada al 
paso del tiempo y de escaso interés; y en segundo lugar, 
su alejamiento en la práctica de los esquemas de la 
Seguridad Social por la total libertad de las partes en su 
configuración.
Precisamente por la falta de actualización legal, la 
labor jurisprudencial en la materia es abundante, abordando 
especialmente conflictos sobre normativa aplicable en los
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casos en que, junto a la de la Seguridad Social aparecen 
otras materias afectadas, como la del seguro privado.
Ello se produce especialmente debido a la flexibilidad 
establecida en materia de gestión de las mejoras 
voluntarias. Lo cual lleva necesariamente a plantearse, si 
la naturaleza de mejora directa de prestaciones y por 
tanto, de mejora voluntaria de la Seguridad Social, es 
adquirida por toda mejora que se establezca en el marco de 
las empresas, ya sea gestionada por una compañía de seguros 
o por Entidades de Previsión Social o incluso, cuando son 
gestionadas a través de la institución en que consisten los 
Planes y Fondos de Pensiones.
El artículo 193 de la LGSS establece que las empresas, 
podrán realizar la mejora de prestaciones a que se refiere 
el artículo anterior, por sí mismas o a través de la 
Administración de la Seguridad Social, Fundaciones 
Laborales, Montepíos o Mutualidades de Previsión Social o 
Entidades aseguradoras de cualquier clase.
Todas estas formas de gestión por tanto, no son más 
que eso y no deben evitar que las mejoras que gestionen 
sean consideradas auténticas mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social. Sin embargo, existe cierta confusión 
doctrinal derivada de la normativa más reciente -LPFP y 
LOSSP-. Así, algún autor, dentro de la previsión social 
complementaria, destaca aquellos textos legales como nueva 
legislación sobre esta materia y hace referencia a otras 
"modalidades menores" de previsión social complementaria, 
entendiendo por tales: los fondos internos gestionados por 
la propia empresa, las denominadas mejoras voluntarias -que 
reduce exclusivamente a las gestionadas por las mismas
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Entidades responsables de la Seguridad Social pública 
obligatoria-, los Seguros de Grupo y las Fundaciones 
Laborales67.
Se tiende a confundir la naturaleza jurídica de la 
institución por el órgano de gestión de las mismas, máxime 
cuando éste está sujeto a una legislación específica. 
Asimismo, en otros casos se opina que en el artículo 193 
de la LGSS pueden entenderse incluidos los Planes y Fondos 
de Pensiones68, como una vía más para gestionar las mejoras 
directas de prestaciones, pero veremos cómo un Plan de 
Pensiones es estrictamente más que un mecanismo de gestión, 
pues éste lo constituye el correspondiente Fondo adscrito 
al Plan, el cual, en el marco de las empresas, no es sino 
un instrumento legal para formalizar las mejoras 
voluntarias.
3 . Vistas pues las diversas posibilidades y para poder 
dar un orden jurídico a la previsión social complementaria 
de empresa, debemos partir de la siguiente premisa.
En la regulación de toda institución o sistema de 
previsión complementaria debemos distinguir dos partes: por 
un lado, aquélla que se dedica a determinar el ámbito de 
protección que abarca, tanto objetivo -contingencias, 
prestaciones, requisitos, hecho causante...-, como 
subjetivo -personas incluidas, excluidas, situaciones 
especiales-, en definitiva el contenido material; y por
67GONZALO GONZALEZ,B., "Comentarios a la nueva legislación
sobre previsión social complementaria", D.L.. n°37, 1992, pág.50.
68Entre otros, SALVADOR PEREZ, F., "Las modalidades de 




otro lado, aquélla destinada a las reglas sobre la 
acumulación y gestión de recursos para garantizar y hacer 
frente a la protección objeto de cobertura; se trata de un 
contenido instrumental.
En el caso de las mejoras voluntarias o mejoras 
directas de prestaciones, la LGSS permite mantener que la 
acción protectora abarca a todas las prestaciones básicas 
del Sistema público, -concretamente del nivel 
contributivo69- y a todos y exclusivamente a los incluidos 
en su ámbito de aplicación. Así se desprende del artículo 
39.1 de la LGSS70.
Y por lo que respecta al mecanismo de gestión, deja 
total libertad a las partes para acudir al que consideren 
más conveniente, lo cual, por su carácter instrumental, no 
debe implicar como ya se ha apuntado, que las mejoras 
pierdan su naturaleza.
Así pues, en orden a conocer y delimitar las mejoras 
voluntarias, la doctrina exige de ellas estricta 
coincidencia con las prestaciones básicas a las que 
complementan, coincidencia que, debe predicarse tanto de 
los ámbitos objetivo y subjetivo de protección, como del 
esquema protector utilizado71. Ahora bien, vista la
69Precisión que será objeto de análisis en el Capítulo 
siguiente, Vid. infra capítulo segundo, I, n°2.
70"La modalidad contributiva de la acción protectora que el 
sistema de la Seguridad Social otorga a las personas comprendidas 
en el apartado 1 del artículo 7 de la presente Ley, podrá ser 
mejorada voluntariamente en la forma y condiciones que se 
establezcan en las normas reguladoras del Régimen General y de 
los Regímenes Especiales".
71MARTIN VAL VERDE, A. , Las Mejoras Voluntarias de . . . . op.cit., 




normativa que afecta a los instrumentos de cobertura, hemos 
de reconocer, que el tercero de aquellos requisitos, 
referente a la asimilación de la mejora al esquema 
protector de la prestación básica mejorada, se ha 
f lexibilizado y su adecuación depende hoy día de las 
posibilidades de la normativa propia del instrumento de 
cobertura elegido por las partes. En otras palabras, la 
determinación del tipo de prestación en que consiste la 
mejora, a la hora de establecer si se desea en forma de 
capital o en forma de renta, es contenido instrumental del 
instituto de previsión en que consisten las mejoras 
voluntarias y dependerá, pues, de su normativa concreta, 
la cual como veremos, deja a la libertad de las partes la 
elección del tipo de prestación.
Igualmente, la estricta coincidencia en el ámbito 
objetivo y subjetivo debe hoy día flexibilizarse a los 
efectos de evitar injustas situaciones, que llevarían a 
negar la posibilidad de proteger en el terreno 
complementario a determinados colectivos que se han visto 
despojados de algunas parcelas de protección social, como 
son los trabajadores a tiempo parcial marginal y los 
sometidos a contrato de aprendizaje.
Ahora bien, aunque la noción de complementariedad 
admita una postura más o menos estricta, su carácter 
complementario del sistema exige de alguna manera tomar 
como referencia la acción protectora del nivel básico de 
la Seguridad Social para, a partir de ahí, cumplir la 
función de complementarla y mejorarla en la medida en que 
ésta pueda resultar insuficiente.
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B) La Normativa del Seguro Privado.-
4. El carácter de fuente de previsión social 
complementaria en el marco de las empresas de la normativa 
del seguro privado, se produce cuando la LOSP de 1984 acoge 
en su regulación a las tradicionales Mutualidades y 
Montepíos de Previsión Social.
Respecto al resto de entidades aseguradoras, las 
únicas referencias a su función como "gestoras" de sistemas 
de previsión establecidos por las empresas, se ha hecho muy 
recientemente y no de una manera directa sino, como 
veremos, a consecuencia de las modificaciones introducidas 
por la vigente LOSSP de 1995, en la LPFP.
B.l) Entidades de Previsión Social.-
5. El sometimiento de las Entidades de Previsión 
Social a la normativa del seguro privado, -Ley 30/1995, de 
8 de noviembre, LOSSP72- se llevó a cabo a través de la Ley 
33/1984, de 2 de agosto, de Ordenación del Seguro Privado, 
-LOSP73-, con la finalidad de someterlas al mismo control 
de solvencia que el resto de entidades aseguradoras, a las 
que se equipararon, aunque tal equiparación no fue plena 
en tanto que, como se afirmaba en la Exposición de Motivos 
de la LOSP, se mantuvieron sus características técnicas y 
sociales más. congruentes con su finalidad. No obstante, 
quedaron sometidas, como toda entidad aseguradora, al
72BOE 9/11/1995, R.24262.
73BOE 4/8/1984, R.2013, que fue derogada por la actual LOSSP.
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Ministerio de Economía y Hacienda frente a la tradicional 
competencia que sobre ellas mantenía el Ministerio de 
Trabajo.
Al igual que hacía la LOSP en su capítulo IV, la 
actual LOSSP dedica un capítulo específico a la regulación 
de estas Entidades, -capítulo VII, sobre Mutualidades de 
Previsión Social14-. Asimismo, el capítulo IV de la LOSP 
era objeto de un desarrollo específico por el RD 2615/1985 
de Entidades de Previsión Social75, -en adelante REPS-, sin 
perjuicio del desarrollo reglamentario general de la propia 
Ley a través del RD 1348/1985, de 1 de agosto76.
Así pues, desde la LOSP de 1984, Mutualidades y 
Montepíos adquieren naturaleza de Entidades aseguradoras, 
si bien, sin que se produjera mengua significativa de las 
particularidades que la peculiar naturaleza de estas 
Entidades exige77. No obstante, con la LOSSP se introducen 
cambios significativos en estas particularidades que 
acercan en mayor medida las Entidades de Previsión Social - 
EPS-, a la actividad aseguradora.
6. Las EPS son definidas como entidades aseguradoras, 
que ejercen una modalidad aseguradora de carácter
74La LOSP de 1984 aunque las denominaba también Mutualidades 
de Previsión Social, permitía que la reserva de denominación de 
estas Entidades abarcara tanto los términos Mutualidades como 
Montepíos. Con la LOSSP, ya no se hace referencia a éstos y se 
permite exclusivamente que sean denominadas Mutualidades de 
Previsión Social.
75RD de 4 de diciembre de 1985, -BOE de 15/1/1986, R.115-.
76 El ROSP no ha sido derogado en su totalidad por la LOSSP, 
-Disposición Derogatoria única-. Y en la Disposición Final 
Segunda, hace una llamada a un desarrollo particularizado del 
Capítulo dedicado a las Mutualidades de Previsión Social.
77Exposición de Motivos de la LOSP y del REPS.
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voluntario complementaria al sistema de Seguridad Social 
obligatoria, mediante aportaciones a prima fija o variable 
de los mutualistas, personas físicas o jurídicas, o de 
otras entidades o personas protectoras, -art.64.1 LOSSP-.
La referencia al carácter complementario respecto de 
la Seguridad Social que hace este precepto, no venía 
expresamente recogida en la definición que de las mismas 
contenía el artículo 16 de la LOSP-1984, que se limitaba 
a situar a estas Entidades "fuera del marco de los sistemas 
de previsión que constituyen la Seguridad Social 
obl iga toria "78.
Ello sin embargo, no significaba que aquella ley 
desconociera el papel social que las EPS estaban llamadas 
a realizar en el ámbito complementario de la Seguridad 
Social. Así, el artículo 1 del REPS, después de establecer 
nuevamente el concepto legal, en el que destacaba, entre 
otros elementos, su carácter voluntario, establecía que 
dicho carácter se entenderá sin perjuicio de las formas de 
previsión complementaria que pudieran establecerse con 
carácter obligatorio a través de la negociación 
colectiva...-art.1.2-.
Reconocía pues, una cierta autonomía cuando se trataba 
de instrumentar la previsión complementaria en las 
empresas, cuando se trataba por tanto de canalizar mejoras
78 "Las Mutualidades de Previsión Social son entidades 
privadas, que operan a prima fija o variable, sin ánimo de lucro, 
fuera del marco de los sistemas de previsión que constituyen la 
Seguridad Social obligatoria, y ejercen una modalidad aseguradora 
de carácter voluntario encaminada a proteger a sus miembros, o 
a sus bienes, contra circunstancias o acontecimientos de carácter 
fortuito y previsible, mediante aportaciones directas de sus 
asociados o de otras entidades o personas protectoras", -art.16.1 
de la LOSP de 1984-.
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voluntarias de la Seguridad Social. Otra mención a su 
carácter complementario, que denotaba igualmente cierta 
especialidad, se producía en el artículo 31.2 que regulaba 
la elección de la Junta Directiva de la Mutualidad, que 
establecía que sus miembros se elegirían por votación 
secreta en la Asamblea General; no obstante -continúa el 
precepto- en las Entidades de Previsión Complementaria se 
estará a lo que dispongan los Estatutos, de acuerdo con el 
artículo 29.4 anterior19.
En definitiva, puede apreciarse cómo había un 
reconocimiento de formas complementarias de previsión 
dentro de la acción previsora que, con carácter general, 
estaban llamadas a realizar las EPS.
Actualmente en cambio, la LOSSP de 1995 acoge en la 
propia definición legal de estas Entidades, su carácter 
complementario respecto del sistema obligatorio de la 
Seguridad Social, lo que evidencia en principio, un 
reconocimiento explícito de la función que, por su carácter 
históricamente social, compete a las mismas. Ahora bien, 
para conocer realmente el alcance de esta modificación, 
procede analizar, bajo la normativa anterior a que hemos 
hecho referencia, cuáles eran las especialidades de las EPS 
que se dedicaban a la previsión complementaria, respecto 
de las demás.
79E1 citado artículo 29 del REPS regulaba el régimen jurídico 
de los órganos sociales de las MPS, y en su apartado cuarto 
establecía que "los Estatutos de las Entidades deberán contener 
normas concretas para que, teniendo en cuenta el tipo de 
colectivo, zonas geográficas, sectores económicos u otras 
circunstancias, se produzca una participación efectiva de los 
mutualistas en el gobierno de la Entidad".
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7. En primer lugar podemos partir de la premisa de que 
complementarias no se contraponía fielmente a sustitutorias 
de la Seguridad Social. La Disposición Final Segunda de la 
LOSP, establecía, respecto de las EPS que actuaban como 
sustitutorias de la Seguridad Social, la obligación de 
separación económico-financiera y contable de los recursos 
afectos a las prestaciones de Seguridad Social, frente a 
los afectos a lo que denominaba, previsión social 
voluntaria, no mencionando el término complementaria en 
ningún momento. Se refería en términos generales a aquellas 
Entidades que realizaran actividades u otorgaran 
prestaciones además de las sustitutorias de la Seguridad 
Social, y a la continuación de las mismas en la parte no 
sustitutoria sometida a las normas de la LOSP. A esta parte 
no sustitutoria la denominaba pues, previsión social 
voluntaria, pero para nada mencionaba el término 
complementaria, que como hemos visto, encontramos en el 
articulado, como una modalidad o forma de previsión 
voluntaria, -art.1.2 REPS-.
Esto significa que toda Entidad de previsión no 
sustitutoria no tenía por qué ser considerada, según la 
LOSP de 1984, como complementaria, unas lo serían y otras 
no, aunque todas formasen parte de un todo al que podemos 
denominar, como hacía esta norma, previsión social 
voluntaria.
Partiendo pues de esta premisa, los únicos datos que 
nos proporcionaba esta normativa, especialmente el REPS, 
respecto de la previsión complementaria son: que vienen 
establecidas a través de la negociación colectiva, es 
decir, que abarcan a colectivos que se caracterizan por su
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vertiente profesional, y están, por tanto, incluidos dentro 
del ámbito de protección de la Seguridad Social, de ahí que 
la protección que dispensa la Entidad de Previsión pueda 
considerarse como complementaria de aquélla. Y 
precisamente, por ser uno de los puntos débiles de la 
previsión complementaria en las empresas, la participación 
de los afectados en los órganos de seguimiento y control 
en esta materia, controlada tradicionalmente por la parte 
empresarial ante la falta de cauces que garanticen la 
participación de los trabajadores, el artículo 31 en 
relación con el 29.4 del REPS, exige que en estos casos los 
correspondientes Estatutos garanticen una participación 
efectiva de los mutualistas en el gobierno de la Entidad.
Las especialidades sin embargo, no parecían ir más 
allá, ya que no se hacía referencia en esta normativa a si 
el carácter complementario de estas formas de previsión 
abarcaba, en relación con las prestaciones susceptibles de 
cobertura, también al ámbito de protección objetivo, es 
decir, a las prestaciones y requisitos para causar derecho 
a ellas que establece la LGSS. Es cierto que el artículo 
22 del REPS, al referirse a las contingencias susceptibles 
de protección en la previsión de riesgos sobre las 
personas, coincidía, en la práctica totalidad, con la 
acción protectora de la Seguridad Social, incluso, como 
ocurre dentro de ésta, se establecía un nexo con el 
trabajo, al referirse al accidente o invalidez para el 
trabajo como contingencia protegible.
Sin embargo el sometimiento, con carácter general, a 
las normas del seguro privado de estas Entidades, y 
especialmente a la reguladora del contrato de seguro, en
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la que se contiene un régimen jurídico propio de las 
prestaciones y contingencias objeto de cobertura en el 
ámbito asegurador, diferente en contenido a la protección 
que dispensa la Seguridad Social, plantea la incógnita de 
si el carácter complementario de estas formas de previsión 
adoptadas en el ámbito de las empresas, legitima el recurso 
a la normativa de la Seguridad Social frente a la normativa 
del seguro privado.
Un supuesto de hecho como el planteado es tratado por 
la Sentencia del TS de 12 de febrero de 199080, en la que 
el citado Tribunal no se manifiesta claramente por la 
aplicación de una ni de otra normativa, llegando a una 
solución intermedia al manifestar que la solución del caso 
sería la misma tanto desde la perspectiva del seguro 
privado como de la Seguridad Social.
Lo cierto es que no es frecuente en la práctica 
encontrarnos supuestos de hecho como el comentado, pero sí 
un supuesto similar, cual es, la contratación de pólizas 
de seguro privadas con compañías aseguradoras. En estos 
casos, la jurisprudencia ha sido absolutamente reacia a 
aplicar la normativa del seguro privado en lo que se 
refiere al ámbito de cobertura81, por ello, y con más 
razón, debido a la tradicional configuración de 
Mutualidades y Montepíos como entidades de previsión social 
complementaria, debe ocurrir con éstas, máxime porque, de 
entenderlo de otra forma, no tendría sentido remarcar su 
función complementaria respecto de la Seguridad Social.
80Ar. 908/1990.
ilVid. infra capítulo segundo, II, n°41.
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De ahí que, debamos admitir que si las EPS sirven a 
la previsión de un colectivo encuadrado en una determinada 
empresa o sector profesional, para la cobertura de 
prestaciones incluidas dentro del campo de acción de la 
Seguridad Social, estamos ante una mejora voluntaria de la 
Seguridad Social que tiene cabida en el artículo 193 de la 
LGSS, con lo cual, la normativa aplicable en lo que se 
refiera al ámbito estricto de protección será la de la 
Seguridad Social. De no entenderlo así, no tendría sentido 
la referencia a las formas de previsión complementaria que 
la normativa aseguradora hace respecto de las EPS adoptadas 
en el marco de las empresas, frente al resto de entidades 
aseguradoras.
Resultaría por tanto sumamente importante, que la 
legislación proporcionara un marco jurídico a la previsión 
social complementaria, necesidad que actualmente resulta 
más crucial en tanto que la nueva LOSSP reconoce el 
carácter complementario de la Seguridad Social a todas las 
EPS. Aunque también en esta Ley hay una referencia 
específica, como veremos, a las EPS que se constituyan en 
el marco de las empresas.
A falta, pues, de otro marco normativo que no sea el 
establecido en la LGSS, referente a las mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social, hemos de entender que toda mejora 
establecida en las empresas que tome por referencia una 
prestación básica de la Seguridad Social con el ánimo de 
complementarla, será encuadrable dentro de aquella 
categoría, independientemente del instrumento de cobertura 
elegido. Además, el legislador es en alguna medida, 
consciente de esta afirmación, en tanto que, como veremos,
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a través de las normas específicas reguladoras de los 
instrumentos de cobertura posibles, se introducen 
especialidades cuando se trata de la previsión social en 
la empresa.
8. El artículo 64 de la LOSSP, después de establecer 
el concepto de Mutualidades de Previsión Social, establece 
que, "Cuando en una mutualidad de previsión social todos 
sus mutualistas sean empleados, sus socios protectores o 
promotores sean las empresas, instituciones o empresarios 
individuales en las cuales presten servicios y las 
prestaciones que se otorguen sean únicamente consecuencia 
de acuerdos de previsión entre éstas y aquéllos, se 
entenderá que la mutualidad actúa como instrumento de 
previsión social empresarial".
Aparece, pues, una especialidad dentro del concepto 
general de EPS. Si, con la normativa anterior, estas 
Entidades respondían a la naturaleza de Entidades de 
Previsión Voluntaria y la especialidad venía atribuida por 
el carácter complementario de aquéllas que se establecieran 
en las empresas como resultado de la negociación colectiva, 
actualmente nos encontramos con una declaración general del 
carácter complementario respecto de la Seguridad Social 
obligatoria, que se acuña a todo tipo de EPS, y con una 
especialidad cuando son adoptadas en el marco de las 
empresas: actuar como instrumento de previsión social
empresarial, por supuesto, complementaria.
En este último supuesto las EPS son tan solo un 
instrumento del que se vale la empresa para canalizar la 
previsión social de sus trabajadores. No hay pues
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impedimento alguno en seguir reconduciéndolas al artículo 
193 de la LGSS como instrumento de gestión de las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social82.
B.2) Otras Entidades Aseguradoras.-
9. En cuanto al resto de entidades aseguradoras 
sometidas a la normativa del seguro privado, su utilización 
como instrumento de cobertura de la previsión empresarial, 
viene siendo una práctica habitual, especialmente para 
cubrir mejoras por muerte e invalidez.
La frecuencia con que se hace uso de ellas, unido 
-hasta fechas recientes- a la falta de una previsión legal 
que denote cualquier especialidad en este terreno, 
justifican la abundante litigiosidad en la materia, en la 
que se cuenta actualmente con una firme jurisprudencia del 
Tribunal Supremo obtenida en unificación de doctrina, que 
no evita, sin embargo, que aun en la actualidad, los 
Tribunales Superiores de Justicia, e incluso el propio 
Tribunal Supremo, sigan siendo receptores de multitud de 
recursos al respecto.
La citada jurisprudencia hace valer la condición de 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social con la 
consecuencia de considerar aplicable la normativa propia 
de la Seguridad Social frente a la del seguro privado.
Nos encontramos pues ante un supuesto en que la 
normativa aplicable es la LGSS y, sin embargo, el 
instrumento de gestión se rige a su vez por su propia 
normativa distinta a la anterior. Y aunque pueda
i2Vid. infra capítulo segundo, II, n°31 y ss.
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considerarse un supuesto similar a aquél en que intervienen 
las Entidades de Previsión Social, al contrario que ocurría 
con éstas, en las que se observaban ciertas especialidades 
cuando eran utilizadas como instrumento de previsión 
empresarial, en este caso y antes de la LOSSP no existía 
referencia alguna para el supuesto en que estos contratos 
de seguro actuaban con la misma finalidad, de ahí la 
necesidad de que la jurisprudencia interviniera actuando 
como auténtico legislador en la materia.
10. Actualmente, en cambio la LOSSP ha introducido 
ciertas especialidades a tener en cuenta, si bien, lo 
extraño es que tales modificaciones no se introducen en la 
normativa del seguro como un supuesto especial, sino que 
se encuadran en una Disposición Adicional de la LPFP, a la 
que también modifica83, de ahí que corresponde referirse 
a ellas en el siguiente apartado.
Si bien, conviene advertir, que el legislador en esta 
materia ha provocado cierta confusión al enmarcar estas 
especialidades en la normativa de los Planes y Fondos de 
pensiones, ya que, como trataremos en otro momento, el 
estudio de la correspondiente Disposición Adicional de la 
LPFP en la que se introducen los citados cambios, debe 
completarse con las prescripciones de las Disposiciones 
Transitorias Decimocuarta, Decimoquinta y Decimosexta de 
la LOSSP. No obstante, el legalmente reconocido carácter 
instrumental que se acuña en la actualidad a los contratos 
de seguro que gestionen mejoras voluntarias, aconseja que 
su tratamiento se realice, al menos, en una norma que 
dedica una extensa regulación a la previsión social
83Vid. Disposición Adicional Undécima de la LOSSP de 1995.
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empresarial, como es la LPFP.
C) La Ley de Planes y Fondos de Pensiones.-
11. La Ley 8/1987, de 8 de junio, desarrollada por el 
RD 1307/1988, de 30 de septiembre, ha sido modificada 
recientemente por la LOSSP, constituyéndose desde entonces, 
en texto de obligada atención en materia de previsión 
social complementaria en el marco de las empresas. En 
efecto, debe a partir de ahora diferenciarse entre la 
regulación que proporciona su texto articulado y aquélla 
contenida en su Disposición Adicional Primera, en la que 
se hace un tratamiento general de los modos de gestión de 
los compromisos por pensiones asumidos por las empresas 
para con sus trabajadores.
C.l) Texto Articulado.-
12. Dentro de esta normativa se regulan varias 
modalidades de Planes de Pensiones, siendo la modalidad del 
Sistema de Empleo la que está llamada a servir de previsión 
social complementaria en el marco de las empresas.
Esta institución se caracteriza por ofrecer una 
completa regulación, ya que se regula no solo las reglas 
respecto del ámbito de cobertura, objetivo y subjetivo, -el 
Plan- sino también el mecanismo de gestión y las reglas a- 
las que debe someterse, -el Fondo-.
Asimismo, su origen no se sitúa tan solo en el marco 
de la negociación colectiva, sino que depende de la 
existencia de un contrato ad hoc entre las partes. Ahora
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bien, como veremos, este contrato en todas las ocasiones 
en que se trata de planes del sistema de empleo aparece, 
como no podía ser de otra manera, como contenido propio de 
los convenios colectivos.
La nota de discordancia se produce no obstante, cuando 
en la propia LPFP se declara que las prestaciones otorgadas 
por esta vía pueden ser o no complementarias de la 
Seguridad Social -art.l LPFP-, pero que en todo caso su 
carácter es privado. De ahí que esencialmente la normativa 
aplicable al correspondiente Plan sea la propia LPFP y su 
correspondiente Reglamento.
Ahora bien, en tanto que la configuración del 
contenido material de la institución es absolutamente libre 
por las partes, -aunque vienen obligadas a un contenido 
mínimo-, en la práctica ellas decidirán si desean tomar 
como referencia las prestaciones básicas para establecer 
el régimen jurídico de las complementarias, o no. En 
principio, según uno u otro supuesto, la normativa 
aplicable será la de la Seguridad Social o la del seguro 
privado, o incluso la normativa común del Código Civil si 
se opta por un contenido contractual innovador que no 
refleje ninguna de aquellas específicas normativas.
13. Ahora bien, debe partirse de que en la LPFP se 
regulan tres tipos diferentes de Planes de Pensiones y que, 
por lo que respecta a los Planes del sistema de empleo, en 
la práctica nos encontramos con que canalizan y dan 
cobertura a auténticas mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social ya que son establecidos en el marco de las empresas 
y su función es por tanto, actuar como sistema 
complementario de la acción protectora que otorga el
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sistema de la Seguridad Social. Además, esta vinculación 
de los planes de pensiones del sistema de empleo con las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social, es la opción 
más sencilla ya que, de otro modo, deberían establecerse 
por las partes mecanismos y procedimientos complicados como 
los serían aquellos encaminados a declarar las situaciones 
de invalidez y el hecho causante de la misma, por ejemplo.
Ello supone que los Planes y Fondos de pensiones 
cuando sirven como instrumento para establecer mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, no actúan solo como 
instrumento de cobertura de las mismas, como ocurre en los 
supuestos en que intervienen entidades aseguradoras, sino 
que también afectan al contenido material de las mejoras 
en tanto que las partes quedan obligadas a concretar unas 
especificaciones mínimas sobre las mismas que son las que 
conforman el Plan.
A ello cabe añadir que, en las empresas en las que se 
opte por la figura de un Plan de Pensiones, normalmente 
estarán presentes también mejoras voluntarias no 
canalizadas por el mismo, ya que el contenido objetivo 
susceptible de protección a través de un Plan de pensiones 
tiene carácter tasado, y no incluye los subsidios por 
incapacidad temporal, ni por maternidad, precisamente las 
más asiduas en la negociación colectiva, sino que están 
referidos, como su nombre indica, a pensiones.
En efecto, el ámbito objetivo de cobertura en un Plan 
de Pensiones abarca las siguientes prestaciones: jubilación 
o situación asimilable, viudedad, orfandad o prestación en 
favor de otros familiares ante la muerte del sujeto 
causante, invalidez permanente total para la profesión
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habitual, invalidez permanente absoluta para todo trabajo, 
y gran invalidez.
Y por lo que se refiere al ámbito subjetivo de 
protección, también se establecen ciertas reglas en materia 
de adhesión de los trabajadores al plan84, así como la 
posibilidad de la figura del partícipe en suspenso, válida 
para hacer frente a supuestos de suspensión de la relación 
laboral85, siempre en los términos en los que las partes 
negociadoras lo hayan regulado.
14. Debemos considerar en este punto que la LPFP nació 
como una normativa sui géneris, en tanto que se incorporó 
al ordenamiento jurídico junto a otras normativas paralelas 
como la del seguro privado o la reguladora de las 
Instituciones de inversión Colectiva, configurándose así 
una normativa ad hoc que, tomando parte de ambas de 
aquellas regulaciones, acoge entre sus principales 
objetivos una finalidad social que la eleva a auténtico 
sistema de previsión social de carácter complementario 
susceptible de ser acogido por las empresas. En 
consecuencia, se verá afectada tanto por la normativa de 
la Seguridad Social, cuando canalicen mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social, como por el derecho del trabajo.
Este carácter sui géneris pierde intensidad desde la 
LOSSP que hace aplicables muchos aspectos de la normativa 
del seguro privado a los Planes y Fondos de Pensiones, 
principalmente las materias dedicadas a la inspección de
84Vid. infra capítulo tercero, n°15 y ss.
i5Vid. infra capítulo tercero, n°49.
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las Entidades Gestoras de los fondos, medidas llamadas de 
"control especial", no solo respecto a estas Entidades, 
sino también sobre los Planes y Fondos correspondientes, 
así como el régimen sancionatorio, que será, con carácter 
general y salvo concretas especificaciones, el establecido 
en la LOSSP.
Sin embargo, este acercamiento a la normativa 
aseguradora no es la única finalidad que ha motivado al 
legislador para introducir modificaciones en la LPFP, pues, 
como veremos en otro momento, también se aprovecha para 
adecuar esta normativa a la realidad social desde el punto 
de vista del Plan como sistema de previsión social 
empresarial, admitiéndose actualmente Planes para grupos 
de pequeñas empresas, dotando de cierta flexibilidad a la 
negociación colectiva en esta materia, introduciendo la 
gran invalidez como contingencia protegible y dotando de 
mayores garantías a los derechos de los trabajadores- 
partícipes .
C.2) Disposición Adicional Primera.-
15. Tras la LOSSP se ha convertido en una Disposición 
de relativa importancia en el marco de la previsión social 
de carácter empresarial, afectando principalmente a los 
instrumentos de cobertura utilizados con aquella finalidad.
Así, por un lado, se observa una evolución legislativa 
en la postura frente a los fondos internos empresariales 
como instrumentos de cobertura de la previsión social 
empresarial, pasando de un tratamiento fiscalmente 
desfavorable que desincentivaba su utilización, a una
79
(II) Fuentes
directa prohibición de los mismos. Aprovechándose asimismo, 
para potenciar otros instrumentos de cobertura tales como 
el seguro privado, ya sea de manos de las entidades 
estrictamente aseguradoras, o de las Mutualidades de 
Previsión Social, y los Planes y Fondos de Pensiones.
El campo de aplicación de esta Disposición afectará 
a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social en su 
contenido instrumental, al estar dedicada a instrumentos 
de gestión, creándose una obligación de carácter laboral 
en esta materia, a la que se acuña también, de ser 
incumplida, una sanción laboral86.
Por otro lado, especifica algunas variaciones en el 
régimen jurídico de los contratos de seguro afectados por 
esta normativa. Modificaciones que, como trataremos en su 
momento, introducen elementos garantistas de la posición 
del trabajador frente a la del empresario en esta materia. 
Lo que nos llevará a concluir que, en materia de mejoras 
gestionadas por contratos de seguro, la legislación viene 
a añadir otro tipo de garantías a las que ya la 
Jurisprudencia ha ido reconociendo en esta materia. Esta 
última respecto del contenido objetivo del instituto de 
previsión, y aquélla respecto del contenido instrumental87.
16. Como ya se adelantó, esta Disposición Final de la 
LPFP, debe completarse con las Transitorias Decimocuarta, 
Decimoquinta y Decimosexta de la LOSSP. La primera de ellas 
establece el régimen transitorio de adaptación de los 
compromisos por pensiones ya asumidos en el momento de la
86Vid. infra capítulo segundo, II, n°44.
87Vid. infra capítulo segundo, II, n°37.
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entrada en vigor de la LOSSP, a la Disposición Final citada 
de la LPFP; la Decimoquinta establece una regulación 
específica para el caso de que se opte por adaptar aquellos 
compromisos, o incluso nuevos compromisos, a un Plan de 
pensiones y la Decimosexta, regula el régimen fiscal 
transitorio de aquellas adaptaciones.
2. - OTRAS NORMAS QUE INCIDEN SOBRE LA PREVISION
SOCIAL EN LAS EMPRESAS.-
A) Ley de Procedimiento Laboral.-
17. A pesar de la incidencia de diversas y muy 
distintas entre sí disposiciones legales en esta materia, 
todas ellas son relacionadas a efectos de determinar el 
órgano judicial competente para la solución de los 
conflictos que surjan en relación a las mismas.
La LPL -RDL 2/1995, de 7 de abril- destaca en cuanto 
texto que da un tratamiento unitario a la previsión social 
voluntaria y complementaria de la Seguridad Social, de 
carácter empresarial, a los efectos de determinar la 
competencia del orden social de jurisdicción en esta
materia.
El artículo 2 c) atribuye a los órganos
jurisdiccionales del orden social, el conocimiento sobre, 
las cuestiones litigiosas que se promuevan en la aplicación 
de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la 
Seguridad Social, incluidos los Planes de pensiones y 
contratos de seguro, siempre que su causa derive de un
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contrato de trabajo o convenio colectivo88, atribución que 
ha sido criticada por ORDEIG FOS89.
88La inclusión de las mejoras de la acción protectora que se 
hace en este punto, surge con la anterior LPL, -RD 521/1990, de 
27 de abril-. Pero en aquel entonces, no se hizo sino acoger la 
tesis que ya venía manteniendo la jurisprudencia, la cual 
interpretaba el artículo 1.4 de la LPL de 1980, que atribuía al 
orden social la competencia en materia de pleitos sobre Seguridad 
Social, como englobador de los pleitos que pudieran suscitarse 
en materia de mejoras voluntarias, pues, "el legislador, al 
ubicar la regulación de las mismas en el ordenamiento de la 
Seguridad Social, demuestra el propósito de asimilar en lo 
posible su régimen jurídico al de las prestaciones básicas de la 
misma", -STS de 16 de enero de 1990 -Ar.127-, que remite a otras 
anteriores como son las de 11 de noviembre de 1986, 15 de enero 
de 1987 y 10 de abril de 1989-.
ALMANSA justificó esta actuación jurisprudencial puesto que, 
las mejoras voluntarias se incardinan en las instituciones de la 
rama social del Derecho y ello, sea cual sea la instrumentación 
de la mecánica asegurativa, es decir, no solo cuando se trate de 
mutualidades de previsión social, sino también cuando se 
instrumente a través de compañía mercantil de seguros o de 
sociedad cooperativa de seguros, ALMANSA PASTOR,J.M., "Aspectos 
jurisdiccionales de la Seguridad Social Complementaria", R.L.. 
n°7, 1985, pág.38.
89Para ORDEIG FOS, el apartado c) del artículo 2 de la LPL - 
refiriéndose al texto de 1990-, no encuentra apoyo en la Ley de 
Bases de Procedimiento laboral, donde tal apartado no aparece. 
La presencia de este apartado solo podría justificarse por pura 
determinación legal, -art.9.1 L0PJ-; sin embargo, la norma del 
artículo 2.c) tiene naturaleza reglamentaria, que ni puede ir 
contra la LOPJ ni contra la Ley de Bases de Procedimiento 
Laboral.
Precisamente por esta falta de legitimación competencial, 
este autor entiende que si se trata de mejoras voluntarias, solo 
las desaparecidas mejoras por aumento de las bases de cotización 
y las mejoras por establecimiento de tipos de cotización 
adicionales, estarían sujetas a la jurisdicción social dentro del 
apartado b), como materia de Seguridad Social; mientras que las 
mejoras directas de prestaciones, quedarían dentro de esta 
jurisdicción solo en cuanto que pudieran clasificarse dentro de 
la rama social del derecho, por lo que englobaría solamente a los 
conflictos que surgieran entre las partes de la relación laboral 
y no frente a terceros, como pudiera ser el caso de una entidad 
aseguradora, ORDEIG F0S,,J.M., "Mutualidades de Previsión Social 
y Planes y Fondos de Pensiones: órdenes jurisdiccionales
competentes I y IJ".A.L.. n°3 8 y 39, 1993, págs.669 y ss.y 691 y 
ss. respectivamente;
Por su parte, ARAMENDI SANCHEZ, entiende que la competencia
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18. La mención específica a los contratos de seguro
y a los Planes de Pensiones, se justifica en tanto que
instrumentos que sirven a la mejora de la acción protectora 
de la Seguridad Social, -unos en la estricta gestión de las 
mejoras voluntarias, y otros en la modalidad del Sistema 
de Empleo- cuando son adoptados en el marco de una relación 
laboral, ya sea a través de un contrato de trabajo o de un 
convenio colectivo.
La referencia a los contratos de seguro en esta
normativa sirvió para reducir los numerosos recursos que, 
de manos de las compañías de seguro, llegaban al Tribunal 
Supremo con el único motivo de cuestionar la competencia 
del orden social de jurisdicción frente al civil, en
materia de mejoras. Y a mi juicio, se acompaña la 
referencia a los Planes de pensiones por si alguna duda 
cabía de que, cuando derivan de un contrato de trabajo o 
convenio colectivo, -en definitiva, cuando estamos ante un 
Plan del Sistema de Empleo-, se trata de un sistema de 
mejora de la acción protectora de la Seguridad Social90.
del orden social, la cual basa en cuanto que encajan en la noción 
de rama social del Derecho, debe extenderse no sólo a los 
aspectos prestacionales, sino también a los financieros y 
estructurales internos del correspondiente mecanismo de 
previsión, ya sea Planes de Pensiones, Mutualidades, Fundaciones 
o contratos de seguro, ARAMENDI SANCHEZ,P., "Competencia del
orden social en materia de previsión social voluntaria", 
R.T.S.S.. n°enero-marzo 1991, pág.33 y ss.
^ a  habido particulares supuestos de hecho que los 
Tribunales han resuelto de la siguiente manera:
Se considera que el artículo 2.c) se incluyen los casos en 
que el contrato de seguro ha sido suscrito unilateralmente por 
el empresario en favor de sus trabajadores, ya que los asegurados 
lo son en su condición de empleados, S.TSJ de Cataluña, de 27 de 
marzo de 1993, -Ar.S.1559-.
Se han incluido también en el orden social de jurisdicción
83
(II) Fuentes
No obstante, este tratamiento unitario pone de 
manifiesto el carácter de instrumentos sociales que 
adquieren aquellos que sean destinados a la gestión 
-contrato de seguro- o a la canalización y gestión -Plan 
y fondo de pensiones del Sistema de Empleo- de las mejoras 
voluntarias91.
Por otro lado, las Mutualidades de Previsión Social 
y las Fundaciones laborales aparecen en el apartado d) del 
mismo artículo 2 de la LPL, como materia susceptible de 
conocimiento por el orden jurisdiccional social, en las 
cuestiones litigiosas que se promuevan "entre los asociados 
y las Mutualidades así como entre las Fundaciones Laborales 
o entre éstas y sus beneficiarios sobre cumplimiento, 
existencia o declaración de sus obligaciones específicas 
y derechos de carácter patrimonial, relacionados con los 
fines y obligaciones propios de estas Entidades".
el seguro que el trabajador contrata individualmente cuando es 
ese el procedimiento que viene establecido en el convenio 
colectivo, pues aunque el empresario no actúa como tomador del 
seguro, el coste del mismo y las primas corren a su cargo, y ello 
no desnaturaliza su carácter de mejora voluntaria, STSJ de 
Galicia de 10 de enero de 1994, -Ar.S.202-.
Se excluyen, sin embargo, el contrato de seguro suscrito por 
un trabajador autónomo para la cobertura, entre otros riesgos, 
de la incapacidad temporal, S.TSJ de Asturias, de 17 de 
septiembre de 1993, -Ar.S.3999-; así como el suscrito por el
Comité Intercentros sin intervención alguna de la empresa, S.TS 
de 11 de diciembre de 1990, -Ar.9768-.
91Para MONEREO, en cambio, no cabe identificar los llamados 
sistemas de mejora de la acción protectora de la Seguridad 
Social, a que alude el artículo 2.c de la LPL, con las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, a las que atribuye un 
carácter de complementariedad estricta, puesto que los Planes y 
fondos de pensiones para este autor, no son reconducibles a la 
modalidad de las mejoras voluntarias, MONEREO PEREZ,J.L., "El 
régimen jurisdiccional de los sistemas de previsión voluntaria", 
R.L.. n°14, 1991, pág.14.
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El sometimiento al orden social de las Mutualidades 
no se vio afectado cuando fueron incluidas en la normativa 
del seguro privado a través de la LOSP de 198492, tampoco 
después de la LOSSP se ha producido cambio al respecto, ya 
que la misma no introduce modificación legal alguna que 
venga a afectar a la LPL.
B) Leyes de Presupuestos
19. A través de las sucesivas Leyes de Presupuestos 
se viene también incidiendo en un aspecto muy puntual de 
la previsión social complementaria, precisamente cuando es 
promovida por organismos y empresas públicas.
En el ámbito de la Seguridad Social, estas leyes 
vienen siendo el vehículo para la regulación de las normas 
sobre concurrencia, revalorización de pensiones y topes 
máximos93.
La concurrencia de pensiones consiste en la 
confluencia en un mismo beneficiario de dos o más pensiones
92"Este cambio en el derecho sustantivo no ha afectado para 
nada al orden jurisdiccional competente para conocer de las 
cuestiones contenciosas entre las mismas y sus asociados, que, 
a falta de indicación legal en contrario, siguió siendo el social 
durante la vigencia del anterior TRLPL, y lo sigue siendo ahora 
en virtud de la confirmación expresa contenida en el art. 2.c) 
del TALPL", -Auto de 14 de diciembre de 1993, Sala especial de 
conflictos de competencia, Ar.10130-.
93"Naturalmente, una ley distinta a la de Presupuestos podría 
establecer, de modo general y permanente, la limitación de 
percepciones en concepto de pensiones públicas; pero esta 
posibilidad no elimina la legitimidad constitucional (y aun la 
conveniencia) de que esa limitación se fije, en su caso, en forma 
anual, atendiendo a las previsiones económicas y presupuestarias 




compatibles, procedan o no de la misma contingencia, 
deriven o no del mismo régimen o sistema protector y sean 
o no reconocidas por la misma entidad94. Las normas 
relativas a la concurrencia surgen como tales a partir de 
la LPGE para 1981. En un principio, la concurrencia se 
había de producir entre pensiones públicas a los efectos 
de aplicarles los topes máximos de pensiones, que son 
fijados anualmente por las sucesivas leyes presupuestarias.
Sin embargo, a partir de la Ley 9/1983, de 13 de 
julio, de PGE para ese año95, las normas sobre concurrencia 
de pensiones han ido evolucionando año tras año, enmarcando 
en el ámbito de la concurrencia las prestaciones otorgadas 
por las empresas públicas en concepto de previsión social 
para sus trabajadores. Sucesivamente, el legislador 
presupuestario ha ido endureciendo la normativa reguladora 
del régimen de concurrencia despejando las dudas que iban 
apareciendo a través de la extensión del concepto de 
pensión pública96.
20. Así, por lo que respecta a las mejoras a cargo de 
las empresas o sociedades públicas, o de sus Mutualidades, 
comienzan enmarcándose en el ámbito de la concurrencia - 
LPGE para 198497-, y evolucionan acoplándose a la nueva
WALMANSA PASTOR,J.M., "La llamada concurrencia de pensiones 
en la Seguridad Social", R.S.S.. n°25, 1985, pág.65.
95BOE 14/7/1983, -Ar. 1502- .
%En esta evolución el legislador ha adoptado dos criterios
limitativos, uno basado en la gestión, que atiende a la 
naturaleza pública o privada de la entidad que gestiona la 
pensión, y otro basado en la financiación, según se utilicen 
recursos públicos o privados, ALMANSA PASTOR,J.M., "La llamada 
concurrencia...", op. cit., pág.67.
97Ley 44/1983, de 28 de diciembre, -BOE 30/12/1983, Ar.2861-.
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terminología presupuestaria, calificándose de sistemas o 
regímenes públicos de protección social -LPGE para 198698-, 
y a partir de la Ley 21/1986 de 23 de diciembre, de PGE 
para 1987 y hasta nuestros días, por remisión al artículo 
37 de la LPGE para 1990, son calificadas como pensiones 
públicas99, remisión que ha sido incorporada a la LGSS, en 
su artículo 46.
De igual manera, los problemas interpretativos que 
iban surgiendo a lo largo de todo este período de tiempo, 
iban solucionándose por las sucesivas Leyes de 
Presupuestos, a través de la ampliación del concepto legal 
del supuesto de hecho, para culminar en la siguiente 
redacción, acogida en el citado artículo 37 f) de la LPGE 
para 1990100.
Tendrán consideración de pensiones públicas:
Las abonadas por empresas o sociedades con 
participación mayoritaria, directa o indirecta, en su 
capital del Estado, Comunidades Autónomas o Corporaciones
98Ley 46/1985, de 27 de diciembre, -BOE 28/12/1985, Ar.3041-.
"La consideración como pensiones públicas de las mejoras 
establecidas por empresas con capital mayoritariamente público, 
es reiterada hasta la Ley 4/1990, de 29 de junio, de PGE para 
1990. A partir de la sucesiva para 1991 se acude a la remisión 
al artículo 37 de la LPGE para 1990, a los efectos de considerar 
qué pensiones han de considerarse como públicas. Este precepto- 
ha sido recientemente modificado por la Ley 13/1996, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social -BOE 31/12/1996, M.29117-, si bien las modificaciones 
introducidas no han venido a alterar este régimen.
100Ley 4/1990, de 29 de junio, -BOE 30/6/1990, Ar.1336-,




Locales u Organismos Autónomos de uno y otras101, bien
directamente, bien mediante la suscripción de la
correspondiente póliza de seguro con una Institución 
distinta, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de 
ésta102, o por las Mutualidades o Entidades de Previsión 
de aquéllas, en las cuales las aportaciones directas de los 
causantes de la pensión no sean suficientes para la
cobertura de las prestaciones a sus beneficiarios y su 
financiación se complemente con recursos públicos,
incluidos los de la propia empresa o sociedad103.
Asimismo, siguiendo esta misma línea restrictiva, la 
LPGE para 1985104, en su artículo 46, incluye en el 
concepto de pensión sujeta a concurrencia, aquéllas que 
sean a cargo de las Mutualidades, Montepíos o Entidades de 
previsión que se financien en todo o en parte con recursos 
públicos, -actual letra e) del artículo 37 LPGE para 1990-.
21. Por otro lado, las limitaciones presupuestarias 
en materia de previsión social complementaria, se producen 
también por la vía de prohibir la financiación con recursos 
públicos de las Entidades o sistemas de previsión social
101La referencia a todos estos Entes públicos es incorporada 
por la LPGE para 1988.
102La suscripción de una póliza de seguros no evita su 
consideración como pensión pública. Esta matización fue 
introducida por la- LPGE para 1990.
103Esta última precisión fue incorporada por la LPGE para 
1988, salvando los problemas interpretativos que llevarían a. 
determinar en cada caso, cuándo los recursos destinados a 
financiar estas prestaciones podrían calificarse de públicos y 
cuando no.
104Ley 50/1984, de 30 de diciembre.
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distintos o complementarios de la Seguridad Social 
obligatoria, que constituyan o pudieran tener constituidos 
los Organismos y Administraciones públicas, así como las 
empresas de capital mayoritariamente público. Estos, solo 
podrán financiarse con las aportaciones o cuotas de sus 
beneficiarios o con cualquier otro ingreso de derecho 
privado, -Disposición Adicional Cuadragésima Octava de la 
LPGE para 1986-.
Son por tanto, dos tipos de limitaciones las
introducidas por las sucesivas Leyes de Presupuestos en 
esta materia:
a) La consideración de pensión pública de este tipo 
de previsión complementaria a los solos efectos de aplicar 
la regla de la concurrencia105 que rige para las
prestaciones básicas de la Seguridad Social, sometiéndolas 
al límite máximo de pensiones.
b) Y la prohibición de destinarse recursos públicos 
a su financiación.
Sin duda, la Disposición Adicional Cuadragésimo Octava 
citada, legitimada por el Tribunal Constitucional106 y que 
se autodeclara en vigor con carácter permanente, fue muy
restrictiva en la medida que, en un primer momento, produjo
efectos perturbadores sobre derechos ya adquiridos o sobre
105A partir de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de PGE 
para 1987, -BOE 24/12/1986, Ar.3833-, disminuye la utilización 
del término concurrencia, hoy sustituido prácticamente por el 
establecimiento de "limitaciones en el señalamiento inicial de 
las pensiones públicas".
106La STCO 237/1992, de 15 de diciembre, -B.J.C. n°141/1993- 
en su Fundamento Jurídico n°5, declara la legitimidad de tal 
medida, en cuanto que entra dentro del planteamiento general de 
limitación del gasto público.
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aquéllos por los que ya se había cotizado. Precisamente 
como veremos, las posteriores leyes presupuestarias 
tuvieron que intervenir tratando de paliar estas 
consecuencias. De hecho, el objetivo principal de aquella 
Disposición fue suprimir con carácter permanente en el 
sector público, los sistemas de previsión social 
complementarios107.
En definitiva, con la LPGE para 1986, el legislador 
presupuestario deja patente su voluntad respecto del 
particular tratamiento -público- que debe darse a las 
prestaciones que deriven de la previsión social 
complementaria del sector público, donde quedan incluidas 
también las empresas públicas.
22. En las Leyes sucesivas se parte pues de ambas 
limitaciones, para introducir algunas modificaciones, unas 
tendentes a aclarar las dudas que iban surgiendo, 
especialmente en el concepto de empresa pública, y otras, 
que se analizan a continuación, tendentes a establecer 
importantes excepciones.
- Así, la LPGE para 1987 establece las primeras 
excepciones a las dos reglas limitativas de la previsión 
complementaria en este campo. Según la Disposición 
Transitoria Séptima, la sujeción al límite de la 
concurrencia no será de aplicación a partir de la entrada 
en vigor de la, entonces futura, Ley de Fondos de
107FERNANDEZ ARTIACH,P. , "Leyes de Presupuestos y negociación 
colectiva del personal laboral al servicio del sector público", 
Trabajo de investigación inédito, Valencia, 1994, pág.98.
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Pensiones, a las pensiones satisfechas por los fondos 
creados por empresas públicas y otros entes mencionados en 
el artículo 27 de la presente Ley.
Eran tan claras las preferencias que el legislador 
quería dar a la institución de los Planes y Fondos de 
pensiones que, incluso antes de la definitiva aprobación 
de la LPFP, -Ley 8/1987 de 8 de junio-, la LPGE para ese 
mismo año ya declaraba que el carácter público de aquellos 
entes o empresas públicas que asumieran un Plan de 
Pensiones para la previsión social de sus empleados, no 
impedía la exoneración de sus futuras prestaciones, a 
efectos del límite de la concurrencia de pensiones. 
Constituía sin duda alguna, una llamada antes de tiempo, 
a las Administraciones y empresas públicas, para que se 
prepararan a adaptarse a la inminente figura de los Planes 
y Fondos de pensiones.
Y por lo que respecta a la prohibición de destinar 
recursos públicos a la financiación de la previsión social 
complementaria, la misma LPGE para 1987, recogía dos tipos 
de excepciones de carácter transitorio. Una de ellas, con 
el fin de mitigar la rigidez de la Disposición Adicional 
Cuadragésima Octava de la LPGE para 1986108, y otra para
108La Disposición Adicional Segunda de la LPGE para 1987 
establece excepciones en esta materia dirigidas a garantizar las 
pensiones causadas hasta el 1 de enero de 1986 -momento en que 
entra en vigor la LPFP para ese año-; las que se hubieran causado 
durante 1986 y no hubieran sido abonadas por imperio de la 
Disposición Adicional Cuadragésimo Octava de la LPGE para 1986, 
así como las que se causaran a partir del 1 de enero de 1987 por 
las que se cotizó antes del 1 de enero de 1986 y cuya cuantía 
viniera determinada por una norma o convenio colectivo.
No obstante, las pensiones reconocidas en virtud de estas 
excepciones a la prohibición de financiar con recursos públicos 
sistemas complementarios, seguirían sujetas al tope máximo de 
pensiones en virtud de las reglas de la concurrencia.
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aquellas Mutualidades que tenían el carácter de 
sustitutorias de la Seguridad Social, y hubiesen realizado 
a efectos de su integración en el Sistema de la Seguridad 
Social, la separación económico-financiera y contable a que 
se refería la Disposición Final Segunda de la LOSP de 1984. 
Respecto de éstas, la LPGE para 1987 permitía, con carácter 
subsidiario, y respecto de supuestos muy concretos, que con 
recursos públicos siguieran financiándose las prestaciones 
complementarias que resultaran tras la separación económica 
y contable a que se ha hecho referencia109.
Se trata por tanto de excepciones a la prohibición de 
destinar recursos públicos a estos sistemas de previsión 
complementaria pero no evita que las pensiones que se 
generen bajo el auspicio de este régimen transitorio y 
excepcional queden sujetas al límite de la concurrencia y 
por tanto, al tope máximo de pensiones.
- Por su parte, la sucesiva LPGE correspondiente al 
año 1988110 introduce también importantes modificaciones 
en esta materia.
109Recoge los mismos supuestos de hecho transitorios que se 
han citado en la nota anterior, si bien referidos al momento de 
la separación económico-financiera y contable de la parte 
sustitutoria de la Seguridad social por un lado y de la 
complementaria por otro. La finalidad es pues, no vulnerar 
derechos ya adquiridos o en curso de adquisición a fin de que los 
beneficiarios de pensiones complementarias, posteriores al 
momento de la citada separación, pudieran obtener la 
correspondiente pensión en base a sus aportaciones o cotizaciones 
efectivamente realizadas hasta dicho momento, vid. al respecto 
CASAS BAAMONDE, M . E., "Leyes de presupuestos, protección
complementaria de la Seguridad Social, incompatibilidades 
(Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional 65/1987, 
de 21 de mayo)", R.E.D.T. n° 31, 1987, pág.437 y ss.




Así, por un lado, amplia considerablemente el concepto 
de pensiones públicas, al incluir en el listado una 
cláusula abierta en la que tienen cabida "cualesquiera 
otras no enumeradas en las letras anteriores, que se abonen 
total o parcialmente con cargo a recursos públicos", -
art.52-.
Y por otro lado, dedica un artículo específico a
establecer los supuestos en que, no obstante, es posible 
destinar recursos públicos a las Entidades o sistemas de 
previsión social distintos o complementarios de los
regímenes públicos básicos de previsión, -art. 63-111.
Señalando los siguientes supuestos:
- "Las Mutualidades y Montepíos de funcionarios...y
los Planes y Fondos de Pensiones que.. .pudieran haber
promovido los organismos y entidades públicos referidos en 
el párrafo anterior, se regularán por su legislación
específica a efectos de las condiciones aplicables a su 
financiación con cargo a recursos públicos", -art. 63 .DOS-.
Este precepto recoge además aquellas situaciones
transitorias que ya introdujo la LPGE para 1987, con objeto 
de mitigar la prohibición de destinar recursos públicos 
que, con carácter general estableció la Disposición
111 "A partir del 1 de enero de 1988, las entidades o sistemas 
de previsión social distintos o complementarios de los regímenes' 
públicos básicos de previsión que pudiera tener constituido el 
personal de los Organos Constitucionales, las distintas 
Administraciones Públicas y sus Organismos Autónomos, las 
Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, 
los Entes y Organismos públicos...y las Empresas y Sociedades 
mencionadas en la letra g) del artículo 52 de esta Ley, sólo 
podrán financiarse con recursos públicos en los términos que se 
expresan a continuación", -art. 63 .UNO-.
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Adicional Cuadragésimo Octava de la LPGE para 1986112, -
art.63.TRES-. Y, como venía siendo habitual, declara que 
las pensiones que se generen a consecuencia de este régimen 
transitorio quedan sujetas al límite de la concurrencia y 
tope máximo de pensiones -art.63.CUATRO-, aspecto sobre el 
que, no obstante, no se pronuncia respecto de los supuestos 
contemplados en el, ya citado, apartado dos de este mismo 
precepto. Por tanto, para el supuesto de las prestaciones 
que se generen a consecuencia de un Plan de Pensiones 
promovido por un ente público, debe considerarse que 
continúa vigente la excepción a la sujeción a los límites 
de concurrencia que contenía la Disposición Transitoria 
Séptima de la LPGE para 1987.
Una vez más se observa el lugar privilegiado que 
ocupan los Planes y Fondos de pensiones frente a otros 
institutos de previsión social complementaria. Cabe añadir 
que este artículo 63 no está sujeto a disposición alguna 
que lo sujete a vigencia anual, con lo cual debe entenderse 
que su vigencia es indefinida salvo que resulte contrario 
a una ley posterior113.
Y por lo que respecta a este particular, en las 
sucesivas leyes presupuestarias, y hasta la actualidad, no 
vuelve a aparecer referencia alguna sobre esta materia.
n2Vid. supra nota 106. Al acogerse nuevamente este régimen 
transitorio, la LPGE para 1988 deroga la Disposición Adicional 
Segunda de la LPGE para 1987 que recogía los mismos supuestos.
113" ...y partiendo de la consideración de la Ley de 
Presupuestos como una disposición legal ordinaria, se viene a 
entender que todos los artículos de la ley en los que no se 
incluya, por razón de su naturaleza, una mención expresa acerca 
del carácter anual de su vigencia están dotados de vigencia 
indefinida", Exposición de Motivos de la LPGE para 1988.
94
(II) Fuentes
23. Por otro lado, y en cuanto a la concreta normativa 
que regula los diferentes instrumentos de previsión social 
complementaria, tampoco hay disposición alguna que incida 
sobre los límites presupuestarios analizados que, han 
quedado por tanto en el estricto ámbito de las.leyes de 
Presupuestos. Así, las mejoras voluntarias, incluso 
gestionadas a través de Mutualidades de Previsión social 
o compañías de seguro, siempre que se destinen recursos 
públicos a su financiación, por encontrarse en alguno de 
los supuestos establecidos legalmente, o abarquen a 
personal de empresas de carácter público, quedarán sujetas 
a los citados límites presupuestarios.
Sólo la LPFP hace alguna referencia a este tema. La 
Disposición Final Segunda, en su redacción original, 
establecía que "los Organismos a que se refiere la 
Disposición Adicional Cuadragésimo octava de la Ley 
46/1985, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1986, podrán promover Planes y Fondos de 
Pensiones en los términos previstos en la presente Ley".
Desde el principio esta disposición planteó dudas 
interpretativas al no quedar claro si, al permitir que 
estos Organismos y empresas públicas promovieran Planes de 
Pensiones, estaba a la vez derogando la prohibición de 
financiarlos con recursos públicos114, contenida en la 
misma Disposición a la que se remite. 0 si, por el 
contrario, tan solo efectúa esta remisión a los solos 
efectos de identificar y consiguientemente autorizar a
114Vid., SIRVENT HERNANDEZ,N. , "Los Planes de Pensiones del 
Sistema de Empleo: su naturaleza jurídico-laboral y jurisdicción 
competente", III Congreso Nacional.... op. cit., pág.61.
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estos Organismos y empresas a que establezcan Planes de 
pensiones.
De hecho/ en el texto articulado de la LPFP nada 
impide que las Administraciones públicas puedan constituir 
Planes de Pensiones del Sistema de Empleo, y según la 
regulación de éstos, Sería posible que se financiaran 
exclusivamente por los trabajadores. Por tanto, la 
Disposición Final Segunda tenía que venir a añadir algo 
más, con lo cual realmente estaba derogando para este 
supuesto concreto la prohibición de financiación con 
recursos públicos de la citada Disposición Cuadragésimo 
octava115. Y esta era su verdadero sentido tal y como ha 
quedado demostrado por las modificaciones introducidas en 
la LPFP por la Disposición Adicional Undécima de la LOSSP, 
que, respecto de la Final Segunda de aquella norma, 
introduce un elemento aclaratorio, al establecer que, 
aquellos Organismos mencionados " . . .podrán promover Planes 
y Fondos de Pensiones, y -añade- realizar contribuciones 
a los mismos, en los términos previstos en la presente Ley
115De hecho, los Grupos Parlamentarios que participaron en la 
elaboración de la LPFP, al establecer sus enmiendas a la 
Disposición Final Segunda, se refieren a la misma como un 
supuesto de levantamiento de la prohibición de promover y 
destinar recursos públicos a los Planes y Fondos de pensiones, 
y centran sus enmiendas, no en este aspecto, sino con la 
intención de añadir las Entidades de Previsión Social a esta 
Disposición Final, con la exclusiva finalidad de que también 
éstas puedan beneficiarse del mismo trato privilegiado, Enmiendas 
n°41, apdo.3 y n°73 del Grupo Parlamentario Vasco -PNV-, ; y 
Enmienda n°181 del Grupo Minoría Catalana, -BOCG de 17/11/1986, 
III Legislatura, Serie A, n° 7-5 -.
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y desde su promulgación"116.
Y respecto de las reglas sobre concurrencia y 
sometimiento a los topes máximos de pensiones, tanto 
doctrina como jurisprudencia aceptan que quedan exonerados 
de dichas limitaciones, los supuestos en que se trate de 
pensiones, que aunque pudieran catalogarse como públicas 
por razón del Organismo que las proporciona, derivan de un 
Plan de Pensiones117.
Por tanto, las afectadas son exclusivamente las 
mejoras voluntarias, no canalizadas mediante Planes de 
Pensiones, cuya sujeción a estas limitaciones 
presupuestarias supone una auténtica distorsión y 
desnaturalización de las mismas. Se trata, según CASAS 
BAAMONDE, de una medida atentatoria del principio de no 
discriminación por cuanto recae tan solo sobre un colectivo 
determinado, siendo también una limitación al derecho de
116Una vez más, en la elaboración del Proyecto de Ley de 
Ordenación y Supervisión del Seguro Privado, los grupos 
nacionalistas intentaron mediante el trámite de enmiendas ampliar 
este privilegio también a las Mutualidades de Previsión Social, 
e incluso a los contratos de seguro suscritos con la misma 
finalidad, si bien, con la condición de que los recursos 
aportados por la empresa o Administración pública, no 
soprepasaran un determinado límite y se imputasen a los sujetos, 
imputación que •automáticamente transformaría estos recursos 
públicos en ingresos de derecho privado, Enmiendas al Proyecto 
de LOSSP, n°30 -PNV- y n°539 -CiU-, BOCG, Congreso de los 
Diputados, V Legislatura, Serie A, n°105-7.
117GONZALO GONZALEZ,B., "Las funciones de la...", op. cit., 
pág.883.
- Por su parte, el TS en Sentencia de 29 de septiembre de 
1992, -Ar.6824-, sobre complementos de pensión establecidos por 
una empresa pública que eran gestionados a través de una póliza 
de seguros, establece que "el hecho de que las pólizas se 
referían a la gestión de un fondo para el abono de pensiones, no 
afecta a la aplicación del límite -presupuestario- pues no se 




la negociación colectiva118, si bien justificada, según 
esta autora, desde el punto de vista constitucional como 
una medida de política económica de reducción del gasto 
público119, -art. 134 CE-. También el Tribunal 
Constitucional en Sentencia 199/1990, de 10 de diciembre, 
declaró lícitas estas previsiones presupuestarias120.
24. La consideración de estas mejoras como pensiones 
públicas implica igualmente que las empresas o entidades 
de previsión que las abonen, queden sujetas al Registro de 
Prestaciones Sociales Públicas, cuyo objeto es la 
inscripción de las prestaciones sociales de contenido 
económico, destinadas a personas y familias, con cargo a 
recursos de carácter público121. Ello supone, que las 
empresas públicas y Entidades de previsión social que 
quedan dentro del ámbito de aplicación de este Registro
118Vid. al respecto, CAVAS MARTINEZ, F., "Leyes de 
Presupuestos e intervencionismo estatal en la negociación 
colectiva del sector público", R.T.S.S. n°7, 1992, págs.7 y ss.
119CASAS BAAMONDE,M .E. , "Leyes de Presupuestos y Sistemas 
complementarios de Seguridad social de Empresas Públicas 
financiados con Fondos Públicos (II)", A.L.. n°47, 1987,
pág.2601.
120En contra se pronuncian, entre otros, ALMANSA PASTOR, para 
el que los instrumentos reductores de pensiones debieran ser 
aplicables exclusivamente a las pensiones del sistema de la 
Seguridad social, ALMANSA PASTOR,M., "La llamada 
concurrencia., op. cit., pág.75; En el mismo sentido, GALIANA 
MORENO,J.M. y SEMPERE NAVARRO,A .V ., "La limitación legal de las 
mejoras voluntarias establecidas por convenio colectivo a cargo 
de una empresa pública", A.L.. n°8, 1987, págs.393 y ss.
121Fue creado por el artículo 30 de la ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, desarrollado reglamentariamente por RD 3 97/1996, de 1 de 
marzo -BOE 2-4-1996-. En él queda integrado el Banco de Datos de 
Pensiones Públicas que fue creado por la LPGE para 1985 y 




están obligadas a facilitar al INSS -como órgano competente 
de la gestión del mismo- determinados datos de 
identificación referentes al titular de la correspondiente 
prestación, cónyuge y miembros de la unidad familiar que 
dependan de aquél y posibles beneficiarios, así como 
referentes a la prestación, clase y cuantía, forma de pago, 
hecho causante...etc, -art.6 RD 397/1996-. Asimismo, estas 
Entidades quedarán incluidas en un catálogo que será 
actualizado con una periodicidad mínima de un año, -art.9 
RD 397/1996-.
Respecto de los datos aportados, quedan sujetos a la 
Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del 
tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, 
y normas que la desarrollan.
Por último, resta señalar que las limitaciones 
establecidas por las normas presupuestarias, desde la Ley 
44/1983 de PGE para 1984, no tienen carácter retroactivo, 
por lo que no afecta a aquellas mejoras causadas con 
anterioridad a dicha norma122.
25. Hemos visto, pues, diferentes textos legales que 
inciden con diferente intensidad en el campo de la 
previsión * social complementaria. Unos conformando las 
concretas instituciones de previsión, otros incidiendo 
sobre aspectos concretos, básicamente instrumentales, de 
alguna de las instituciones básicas de la previsión social 
empresarial.
Mejoras voluntarias por un lado, independientemente
122S.TS de 3 de junio de 1996, -Ar.4875-
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del instrumento de cobertura elegido, y Planes y Fondos de 
Pensiones, que, a su vez pueden canalizar aquellas mejoras, 
se erigen en nuestro ordenamiento como instituciones 
básicas de la previsión social complementaria de carácter 
empresarial. No son excluyentes y pueden actuar 
simultáneamente dentro de una misma empresa.
Sin embargo, como podrá comprobarse en el análisis del 
régimen jurídico de estas instituciones, concretamente de 
los Planes y Fondos de Pensiones, éstos nacen con un 
tratamiento legal privilegiado frente a las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social no canalizadas a través 
de los mismos. Estos privilegios se observan en varios 
aspectos de su regulación, especialmente en materia fiscal, 
mucho más atractiva para empresa y trabajadores que opten 
por canalizar la previsión complementaria a través de esta 
vía.
De hecho, en la misma elaboración de la LPFP se ha 
intentado hacer desaparecer la visión tradicional de las 
mejoras voluntarias. En efecto, el proyecto de la citada 
Ley exigía la transformación de toda posible institución 
gestora en materia de previsión, en Fondos de Pensiones, 
pero la mayoría de grupos parlamentarios que intervinieron 
en la elaboración de la LPFP, se opusieron a esta inicial 
pretensión, básicamente porque afectaba a cuestiones 
competenciales respecto de las CCAA, en tanto que afectaba 
a las Mutualidades de Previsión Social, cuya transformación 
en Fondos de Pensiones significaría el cambio de normativa 




Finalmente pues, la transformación aparece en la 
Disposición Transitoria primera de la LPFP con carácter 
opcional. Situación que, sin embargo, parece haber sido 
alterada con las modificaciones introducidas a la LPFP por 
la LOSSP de 1995, que en su momento trataremos.
La tendencia a la unidad en esta materia sigue siendo, 
sin embargo, una situación palpable. Y es que, se observan 
varias intenciones al respecto en la reciente LOSSP, a 
saber: la de hacer de la LPFP la normativa a la que, con 
carácter general haya que acudir, en muchos de los 
supuestos sobre previsión social empresarial; la de 
intentar equiparar totalmente las Mutualidades de Previsión 
Social a las entidades aseguradoras hasta hacerlas 
desaparecer123; asimismo, se genera bastante normativa 
común entre la legislación de seguros y la de los Planes 
y Fondos de Pensiones.
Ahora bien, la mayor de las críticas que puede hacerse 
a la regulación existente en esta materia es la falta de 
homogeneidad en el tratamiento de la previsión social 
complementaria que se instrumenta en el marco de las 
empresas, es decir, se evita, como viene siendo
123De hecho, la Disposición Transitoria Undécima de la LOSSP 
establece incentivos fiscales que fomenten la transformación, en 
un plazo de dos años, de las Mutualidades de Previsión Social en 
las denominadas, Mutuas a prima fija o entidades aseguradoras 
privadas, que tienen por objeto la cobertura a sus socios, 
personas físicas o jurídicas, de los riesgos asegurados mediante 
una prima fija pagadera al comienzo del período del riesgo, - 
art.9 LOSSP-. También carecen de ánimo de lucro, p.ero tienen una 
diferencia importante, con las Mutualidades de Previsión Social, 
y es que el fondo mutual mínimo exigido a éstas es de cinco 
millones de pesetas -art. 13.4 y 67 LOSSP-, mientras que el 
exigido a las Mutuas a prima fija va desde 350 a 1500 millones, 
según los ramos en que operen, -arts. 13.1 y 13.2 LOSSP-.
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tradicional, cualquier tipo de referencia a las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, y además, se crea una 
norma como es la de Planes y Fondos de Pensiones cuyo 
ámbito de aplicación va mucho más allá del ámbito de la 
empresa y sus trabajadores, al regular otros tipos de 
planes además de la modalidad del sistema de empleo, cuando 
puede comprobarse que es sobre esta modalidad sobre la que 
recae el mayor peso de la LPFP.
Los resultados son que el legislador no hace frente 
a los problemas que surgen del hecho de que estos 
instrumentos tengan su origen sobre la existencia de una 
relación laboral, y seguirá siendo necesario la 
intervención de la jurisprudencia en esta materia.
3.- LA INICIATIVA PRIVADA: LOS CONVENIOS COLECTIVOS
COMO FUENTE DE LA PREVISION COMPLEMENTARIA.-
26. Llegados a este punto y tal y como hemos visto, 
los institutos legales de previsión social complementaria 
se nos quedan reducidos básicamente a las Mejoras 
Voluntarias de la Seguridad Social, de cuya naturaleza 
pueden participar los Planes y Fondos de Pensiones y las 
Entidades de Previsión Social, tal y como ocurre con los 
contratos de seguro que tienen su causa en el contrato de 
trabajo o en la negociación colectiva.
En el marco de las empresas, el convenio colectivo se 
ha convertido en la principal fuente de la previsión social 
complementaria de los trabajadores. Esta, como contenido 
convencional, queda también sujeta a las reglas que regulan 
la negociación colectiva y los convenios colectivos, de ahí
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que el tratamiento de la previsión social complementaria 
en la negociación colectiva exija de un tratamiento lo más 
uniforme posible.
Al tratar el tema de la evolución que habían seguido 
la pactación de sistemas complementarios en el seno de las 
empresas, quedó constatado el hecho de que este tipo de 
cláusulas aparecen en los diferentes convenios colectivos, 
antes de que fuesen regulados los mecanismos específicos 
para canalizar esta previsión complementaria.
Hoy día la práctica totalidad de los convenios 
contemplan medidas de previsión social para los 
trabajadores incluidos en su ámbito. Sin embargo, la falta 
de una regulación homogénea, de carácter global, respecto 
de los instrumentos de previsión social que en las empresas 
pueden adoptarse, unido, como veremos, a las amplias 
posibilidades de la autonomía colectiva en este campo, da 
como resultado un abanico bastante heterogéneo de lo que 
supone hoy día la previsión social complementaria en los 
convenios colectivos.
El primer paso en este estudio conjunto de la 
negociación colectiva y la previsión social, será el de 
analizar Cuales son las posibilidades legales de la 
autonomía colectiva en este campo.
A) Legitimación para negociar en materia de previsión
social.-
27. Como primera premisa hemos de partir de que la 
legitimación de la autonomía colectiva se encuentra en el
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artículo 37.1 de la Constitución, según el cual "la ley 
garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral 
entre representantes de los trabajadores y empresarios, así 
como la fuerza vinculante de los convenios".
El término laboral de este precepto debe entenderse 
en sentido amplio, englobando todas las cuestiones que 
afectan a las relaciones laborales y que, lógicamente, sean 
disponibles por las partes negociadoras124.
El ET por su parte, define el convenio colectivo como 
el resultado de la negociación desarrollada por los 
representantes de los trabajadores y de los empresarios, 
constituyendo la expresión del acuerdo libremente adoptado 
por ellos en virtud de su autonomía colectiva, -art.82.l-. 
Y por lo que se refiere al ámbito competencial se establece 
que mediante estos instrumentos, los trabajadores y 
empresarios regulan las condiciones de trabajo y de 
productividad, asimismo pueden también regular la paz 
laboral a través de las obligaciones que se pacten, 
-art.82.2-, sin perjuicio de que, como veremos, es el 
artículo 85.1 de este texto el que se dedica especialmente 
al contenido negociador.
En definitiva, y salvo las limitaciones que más 
adelante trataremos, corresponde al dominio de las partes 
negociadoras decidir libremente las cuestiones y materias 
que han de ser tratadas durante el proceso negociador y,
124SALA FRANCO^ , T . , ALBIOL MONTESINOS, I. , CAMPS RUIZ, L . , 
GARCÍA NINET,I. y LÓPEZ GANDÍA,J., Derecho del Trabajo. ed.Tirant 
lo Blanch, 1996, pág.139.
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en su caso, incorporadas al desarrollo de dicho proceso125.
28. Respecto del contenido posible de la negociación 
colectiva, el sentido amplio que, como hemos visto, cabe 
acuñar al artículo 37.1 de la Constitución, es trasladado 
al artículo 85.1 del ET, el cual demuestra el posible 
contenido expansivo del convenio colectivo en idéntico 
alcance del término laboral de aquel precepto 
constitucional126.
Establece el artículo 85.1 que "dentro del respeto a 
las leyes, los Convenios Colectivos podrán regular materias 
de índole económica, laboral, sindidal y, en general, 
cuantas otras afecten a las condiciones de empleo y al 
ámbito de relaciones de los trabajadores y sus 
organizaciones representativas con el empresario...".
Este mismo artículo, en su redacción anterior a la Ley 
11/1994, hacía referencia expresa a la materia asistencial 
entre aquellas otras propias de un convenio colectivo, sin 
embargo, tal declaración fue omitida con la citada ley127.
125VALDÉS DAL-RÉ,F., "El derecho a la negociación colectiva 
laboral en la Jurisprudencia laboral (I)", R.L. . n°l, 1990, 
pág.5.
126PALOMEQUE' LOPEZ,M.C., Derecho Sindical Español. 5a 
edición, 1994, pág.410.
127Ley de 19 de mayo de 1994, por la que se modifican 
determinados artículos del Estatuto de los Trabajadores y del 
texto articulado de la Ley de Procedimiento Laboral y de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, -BOE de 23 de­
mayo- .
Según la redacción anterior del artículo 85.1 del ET, 
"Dentro del respeto a las leyes, los convenios colectivos podrán 
regular materias de índole económica, laboral, sindical y 
asistencial, y, en general, cuantas otras afecten a las 
condiciones de empleo y al ámbito de relaciones de los 
trabajadores y sus organizaciones representativas con el 
empresario y las asociaciones empresariales".
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Ahora bien, ello no significa que este tipo de contenido 
esté prohibido para la autonomía colectiva, en tanto puede 
quedar subsumida dentro de otras materias que enumera este 
precepto como la materia laboral, o cuantas otras afecten 
a las condiciones de empleo..., es más, sigue primando el 
principio de libertad de contratación -artículo 85.2- 
acorde, por otro lado, con el derecho a la negociación 
colectiva del artículo 37 de la CE128.
Y precisamente dentro del concepto de contenido 
asistencial es donde la doctrina viene incluyendo la 
previsión social, así, por materia asistencial se entiende, 
aquélla que engloba determinados beneficios de carácter 
social que voluntariamente la empresa concede a sus 
trabajadores, tales como economatos, préstamos, bolsas de 
estudio, polideportivos..., como cuestiones que afectan a 
la situación general de los trabajadores y medidas de 
previsión social tendentes a proteger al trabajador ante 
determinadas situaciones de necesidad129.
29. Por otro lado, y por lo que respecta a las 
cláusulas de previsión social, la legitimación para 
negociarlas se fundamenta, además, en la propia normativa 
reguladora de los concretos instrumentos al servicio de la 
previsión social complementaria.
128Vid. al respecto, SALA FRANCO,T., ALBIOL MONTESINOS, I. y 
otros, "Derecho del Trabajo, op.cit., págs.138 y 139; CAMPS. 
RUIZ,L.M., La Nueva Regulación del Mercado de Trabajo. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1994, pág.34.




- Así, el artículo 39.2 de la LGSS establece que " Sin 
otra excepción que el establecimiento de mejoras 
voluntarias...la Seguridad Social no podrá ser objeto de 
negociación colectiva ".
Este precepto implica no solo la habilitación legal 
para que dicha materia pueda ser objeto de negociación 
colectiva, sino también la consideración de aquélla como 
materia propia de Seguridad Social, -sin perjuicio de la 
especialidad propia que caracteriza a las mejoras directas 
de prestaciones-. Ahora bien, se trata de un precepto de 
gran trascendencia por cuanto, su verdadera ratio es la de 
evitar que la Seguridad Social quede dentro de las 
facultades de disposición de los privados, salvo en materia 
de mejoras, respecto de las que se señala a la autonomía 
colectiva como el camino para adentrarse en este campo130.
La legitimación se deriva asimismo del artículo 41 in 
fine de la Constitución, el cual presta fundamento muy 
amplio a este contenido dentro de los convenios 
colectivos131.
130ALVAREZ CORTES, J.C. y MARQUEZ PRIETO, A., "La Seguridad 
Social y los convenios colectivos: las mejoras voluntarias en la 
negociación colectiva", Negociación Colectiva v Solución de 
Conflictos en el Sistema Español de Relaciones Laborales. XI 
Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y 
Relaciones Laborales, 1994, pág.183.
Por su parte, ALONSO OLEA Y TORTUERO PLAZA, entienden que 
este precepto carece hoy de virtualidad, y que se opondría, con 
toda seguridad, al principio de libertad de las prestaciones 
complementarias del artículo 41, por entender que éstas, en todos 
los casos, son Seguridad Social -Voluntaria-, ALONSO OLEA,M. y 
TORTUERO PLAZA,J.L., Instituciones de.... op. cit., pág.511.
l31ALONSO OLEA,M. y CASAS BAAMONDE,M .E . , Derecho del Trabajo, 
decimocuarta edición, 1995, pág.806.
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- Y en concreto, por lo que respecta a la específica 
normativa reguladora de los Planes y Fondos de pensiones, 
no falta la referencia a la negociación colectiva en el 
proceso de creación de los mismos. Esta es exigida, como 
tendremos ocasión de analizar, para la creación de 
subplanes dentro de un mismo plan, por cuanto supone la 
introducción de elementos de diferenciación dentro del 
colectivo global de trabajadores de una empresa132. 
Asimismo, la Exposición de Motivos del R.D. 1307/1988, que 
desarrolla la Ley de Planes y fondos de Pensiones, alude 
a la negociación colectiva como uno de los factores que 
intervendrán en el -aquel entonces- futuro desarrollo de 
este instrumento, apuntando nuevas facetas y ventajas, y 
que ayudará a desvelar los posibles problemas de esta nueva 
institución, calificada expresamente de nueva experiencia 
financiera.
Por otro lado, era de esperar que en la práctica, el 
convenio colectivo se convirtiera, como así ha sucedido, 
en el instrumento elegido para la adopción de un plan de 
pensiones del sistema de empleo, igual que lo ha sido y 
continúa siéndolo respecto del resto de mejoras 
voluntarias, a pesar de que como opina MARTÍN VALVERDE, el 
convenio es una norma muy dependiente de la coyuntura 
inmediata y su carácter temporal choca con la necesaria 
estabilidad de estas previsiones, sobre todo las que
m Vid. infra capítulo tercero, n°18.
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contemplan derechos a largo plazo133.
B) Límites a la autonomía colectiva.-
30. La libertad de contratación de que dispone la 
autonomía colectiva no tiene carácter absoluto, sino que 
se encuentra limitada por el orden legal y constitucional, 
por el juego de la autonomía individual y por el poder de 
dirección del empresario134.
Debemos plantearnos por tanto, cuáles son los 
específicos límites que, en materia de previsión social 
complementaria, pueden afectar a la autonomía colectiva.
En primer lugar, el artículo 39.1 del TRSS citado 
anteriormente, prohíbe a los sujetos privados disponer de 
la materia propia de la Seguridad Social, salvo lo que se 
refiera a mejoras voluntarias. Lo que significa que el 
nivel básico y obligatorio está vedado a las partes 
negociadoras, las cuales solo pueden actuar en el ámbito 
de la complementariedad135.
Por lo que respecta a dicho ámbito, en principio, el
l33MARTIN VALVERDE, A. , "Espacio y límites del convenio 
colectivo de trabajo", Los Límites del Convenio Colectivo, la 
Legitimación Empresarial v Organos para la Resolución de 
Conflictos. V Jornadas de Estudio sobre la Negociación Colectiva, 
1993, pág.62.
134MARTIN VALVERDE,A.,  ^"Espacio y límites...", op.cit., 
pág.65 y ss; VALDÉS DAL-RÉ,F., "El derecho a la negociación 
colectiva... (I)", op.cit., pág.5.
135Si bien con las matizaciones que proceden como 
consecuencia de la Disposición Adidional Décima del ET, en la que 
se establece que "en la negociación colectiva podrán pactarse 
libremente edades de jubilación sin perjuicio de lo dispuesto en 
materia de Seguridad Social a estos efectos".
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artículo 41 de la Constitución, al referirse al carácter 
libre de la asistencia y prestaciones complementarias, 
parece no pretender sujetarlas a limitación alguna. No 
obstante, nada impide que el legislador establezca un marco 
normativo para llevar a cabo este tipo de previsión, no 
olvidemos que se trata de un precepto de carácter 
programático que, como tal, está llamado a ser 
desarrollado.
En principio, hemos de partir de que en la 
configuración de la previsión complementaria, la autonomía 
colectiva cuenta tradicionalmente con un marco flexible de 
actuación. Así es, como vimos, con la desaparición de las 
mejoras por aumento de las bases de cotización 
desaparecieron las importantes restricciones impuestas a 
las empresas en esta materia, pudiendo a partir de entonces 
utilizar directamente la modalidad de las mejoras directas 
de prestaciones, calificadas -frente a las otras 
modalidades reguladas- como mejoras libres.
Veremos en el estudio del régimen jurídico de carácter 
general establecido para las Mejoras Voluntarias en la 
LGSS, cuáles son las características legales básicas de 
esta institución, pero valga como adelanto que implican un 
alto componente de flexibilidad en su adopción para los 
sujetos privados.
- Por lo que respecta al aspecto instrumental de las 
mejoras voluntarias, las últimas modificaciones 
introducidas por la LOSSP en la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP han venido a introducir ciertas
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modificaciones en esta materia ya que, como veremos, debe 
entenderse afectado el artículo 193 de la LGSS referido a 
la libertad de elegir el instrumento de gestión de las 
mejoras voluntarias.
Aquella Disposición supone la prohibición de que tal 
gestión, cuando se trata de pensiones, se realice 
directamente por las empresas, es decir, mediante la 
utilización de los llamados fondos internos, favoreciendo 
la gestión mediante dos específicos instrumentos como son 
el contrato de seguro y el plan de pensiones. Además, 
establece la citada Disposición Adicional que el 
incumplimiento de la empresa de instrumentar los 
compromisos por pensiones asumidos, constituirá infracción 
en materia laboral de carácter muy grave.
Sin perjuicio de un posterior análisis de esta 
Disposición, de ella se deriva sin duda una limitación en 
esta materia ya que la ley prohíbe que se gestionen las 
mejoras directas de pensiones a través de fondos internos. 
Limitación legal que debe ser respetada por la negociación 
colectiva.
- En cuanto al contenido material de las mejoras 
voluntarias, la flexibilidad en su regulación específica 
impide la existencia de limitaciones para las partes. De 
hecho, la práctica demuestra que esta falta de rigidez 
normativa en cuanto al contenido de las mejoras, provoca 
en muchas ocasiones serias dificultades interpretativas de 
cláusulas convencionales que, al no expresarse con 
claridad, llevan en ocasiones a plantearse si son los 
términos propios de la Seguridad Social los que deben
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tenerse en cuenta para interpretarlas, lo que conecta con 
la necesidad de delimitar las mejoras voluntarias frente 
a las que no lo son.
Ahora bien, en este ejercicio de delimitación deben 
manejarse criterios flexibles puesto que, mantener en la 
actualidad una postura estricta en este terreno que solo 
identificara como mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social a las que cumplan estrictos requisitos de 
complementariedad respecto de las prestaciones públicas, 
significaría una inadaptación de la regulación de las 
mejoras -que debe insistirse en que en la propia LGSS es 
una regulación flexible- a las nuevas normativas sobre 
instrumentos de gestión de las mismas.
Se trata de seguir configurando un tratamiento lo más 
unitario posible de la previsión complementaria en las 
empresas sin negar la libertad de las partes en la 
configuración de las mejoras voluntarias. Así, ante 
cualquier tipo de cláusula convencional en materia de 
previsión complementaria que pueda plantear dificultades 
de interpretación, como suele ocurrir con las mejoras 
gestionadas a través de seguros privados de vida y 
accidentes, en principio nada debe inducir a pensar que las 
partes han querido separarse del contenido y requisitos 
propios que para las correspondientes prestaciones se 
establecen en la LGSS, y que se trata por tanto de 
auténticas mejoras voluntarias de la Seguridad Social.
Mantener una postura según la cual en el ámbito de las 
empresas pueden establecerse mejoras de prestaciones que 
no respondan a la naturaleza de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social -por el hecho de que se utilizan
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instrumentos de gestión sometidos a otras normativas que 
pueden también influir en el contenido material de la 
mejora, como son la LOSSP y LCS ó la LPFP- llevaría a 
romper la unidad que debe presidir esta institución, y como 
consecuencia, el principio de igualdad podría verse 
comprometido.
31. Recuérdese que la LGSS se refiere a las mejoras 
voluntarias como único contenido posible de la negociación 
colectiva en materia de Seguridad Social, y aunque, 
tratándose de mejoras directas de prestaciones su 
naturaleza como auténticas prestaciones de la Seguridad 
Social debe ser matizada, ello debe implicar al menos un 
tratamiento lo más cercano posible a los principios básicos 
de la Seguridad Social dentro de los límites que supone la 
libre configuración de las mismas que se deduce del 
artículo 192.2 de la propia LGSS.
Uno de los principios básicos de la Seguridad Social 
es el de la solidaridad, de ahí que dentro de las 
hipotéticas opciones posibles las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social se han destinado a la colectividad que 
representa el ámbito de las empresas, pero esta solidaridad 
que queda en principio referida al estricto ámbito de la 
empresa y sus empleados, debe tender a la máxima 
universalidad, y ello en el ámbito de la previsión 
complementaria empresarial, sólo se consigue exigiendo 
altas cotas de igualdad que vinculen la actuación de las 
empresas en este terreno.
En definitiva, la particular naturaleza y la especial 
protección que se ha querido dar por el legislador a la 
previsión complementaria desde los mismos orígenes de la
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regulación de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social, exigen, desde nuestro punto de vista, un campo de 
actuación lo más unitario posible que limite los márgenes 
de actuación de la autonomía privada en este terreno, bajo 
principios de solidaridad e igualdad.
- En la práctica veremos cómo los Tribunales están 
jugando un importante papel en el mantenimiento de una 
cierta unidad de tratamiento a las mejoras establecidas por 
las empresas que, por plantear problemas interpretativos 
podrían haber significado, de no haberlo impedido la 
jurisprudencia, una separación de los contenidos propios 
de la LGSS, y por tanto de la auténtica naturaleza de 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social.
Este comportamiento debe actualmente exigirse a las 
partes negociadoras especialmente después de las últimas 
modificaciones introducidas en la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP, donde se observa cierta intención de 
sustitución en esta materia del instrumento propio de la 
negociación colectiva, como es el convenio colectivo, por 
otro tipo de "convenio" como son los contratos de seguro 
y los planes de pensiones, al señalarse que una vez 
instrumentados los compromisos por pensiones asumidos entre 
empresa y trabajadores, a través de un contrato de seguro 
o un plan de pensiones, la obligación y responsabilidad de 
las empresas por los referidos compromisos por pensiones 
se circunscribirán exclusivamente a las asumidas en dichos 
contratos de seguro y planes de pensiones136.
l36Vid. infra capítulo segundo, II, n°28 y n°44.
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4.- EL DERECHO COMUNITARIO.-
32. En el ámbito del derecho comunitario la previsión 
social complementaria no cuenta todavía con un Reglamento 
específico. Ello no significa que sea una materia sobre la 
que no exista un interés comunitario puesto que, como 
veremos, son varias las Directivas que se refieren a la 
misma a determinados efectos.
Asimismo es conocida la tendencia comunitaria que se 
mueve en la línea de procurar una regulación específica 
para favorecer la coordinación de los regímenes 
complementarios de Seguridad Social, en tanto que, como 
afirma la propia Comisión de las Comunidades Europeas, la 
ausencia de coordinación en materia de Seguridad Social 
complementaria, y especialmente respecto de la protección 
complementaria por jubilación, representa también un 
obstáculo a la libre circulación de trabajadores137.
33. La alusión a esta materia en el derecho 
comunitario se ha hecho hasta el momento utilizando 
diferente terminología. Así, las Directivas 77/187/CEE138 
y 80/987/CEE139 se refieren a esta materia como regímenes
137Comunicación de la Comisión al Consejo CEE, de 6 de 
septiembre de 1991 sobre "Sistemas Complementarios de Seguridad 
Social», SEC (91) 1332 final.
138De 14 de febrero de 1977, sobre la aproximación de las 
legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento 
de los derechos de los trabajadores en caso de traspaso de 
empresas, de centros de actividad o de partes de centros de 
actividad, DO L 61 de 5 de marzo de 1977.
139De 29 de septiembre sobre la aproximación de las 
legislaciones de los Estados miembros relativas a la protección 
de los trabajadores asalariados en caso de insolvencia del 
empresario, DOC L 283 de 28 de octubre de 1980.
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complementarios de previsión profesionales e 
interprofesionales; la Directiva 86/378/CEE140 por otra 
parte, alude a regímenes profesionales de Seguridad Social; 
y por lo que respecta a las disposiciones comunitarias más 
recientes utilizan el término de regímenes complementarios 
de Seguridad Social141.
Si bien, de entre toda esta normativa debe destacarse 
la Directiva 86/378/CEE y la Comunicación de la Comisión 
de 6 de septiembre de 1991, en tanto que ambas 
disposiciones están referidas exclusivamente al tema que 
nos ocupa142. La primera de ellas, como ya se ha apuntado, 
alude a regímenes profesionales de Seguridad Social y la 
segunda a sistemas complementarios de Seguridad Social. Si 
bien en el artículo 2 de la citada Directiva se establece 
que la finalidad de aquellos regímenes profesionales es la 
de completar las prestaciones de los regímenes legales de 
Seguridad Social, o incluso sustituirlas, mientras que en 
la Comunicación a que se ha hecho referencia, se establece
140De 24 de julio de 1986, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en los 
regímenes profesionales de Seguridad Social, DO L 225 de 12 de 
agosto de 1986.
141Propuesta de Recomendación del Consejo sobre la 
convergencia de objetivos y políticas de protección social, de 
26 de junio de 1991, COM (91) 228 final, DO C 194, de 25 de julio 
de 1991; Comunicación de la Comisión sobre regímenes 
complementarios de Seguridad Social, de 6 de septiembre de 1991, 
SEC (91) 1332 final y Recomendación 92/442/CEE, de 27 de julio 
de 1992, de convergencia de objetivos y políticas de protección 
social, DO L 245, de 26 de agosto de 1992.
142La Comunicación de la Comisión, a pesar de estar referida 
con carácter general, a los Sistemas Complementarios de Seguridad 
Social, su finalidad es la de abordar exclusivamente el papel de 




que los términos complementario y profesional se consideran 
sinónimos, dado que las pensiones normalmente están 
vinculadas a los ingresos del trabajo y por lo tanto, a una 
ocupación profesional.
Se establece en esta Comunicación, haciendo expresa 
referencia al artículo 2 de la Directiva 86/378/CEE, que 
a pesar de que se trata de sistemas de iniciativa privada, 
los sistemas complementarios se consideran parte de un 
sistema nacional de Seguridad Social en la medida en que 
los beneficios que de ellos se derivan sustituyen o 
complementan los beneficios derivados de los regímenes de 
Seguridad Social generales.
También de ambas disposiciones se deduce claramente 
el importante papel de estos sistemas profesionales y 
complementarios de la Seguridad Social, especialmente de 
la citada Comunicación, en tanto que en ella se examinan 
los sistemas complementarios de jubilación desde dos puntos 
de vista, por un lado, analizando su contribución efectiva 
y potencial a la protección social, y por otro lado, 
estudiando sus implicaciones en la libre circulación de 
trabajadores.
Y precisamente del primero de estos análisis, la 
Comisión sitúa a estos sistemas complementarios -en este 
caso de jubilación- en el principal objetivo de alcanzar 
un nivel de vida similar al que se disfrutaba durante la 
vida activa. Ocupando estos sistemas profesionales el 
segundo de los tres pilares de las rentas de jubilación, 
donde el primero representa los sistemas de jubilación 
obligatorios, y el tercero, el convenio de jubilación 
individual a través del ahorro y los contratos de seguro
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de vida, así como inversiones en activos inmobiliarios y 
propiedades.
Por tanto, la citada Comunicación revela que los 
sistemas complementarios de la Seguridad Social vienen a 
colmar las lagunas de la protección social obligatoria, de 
manera que son un elemento importante de la protección 
social general de los trabajadores, y para evolucionar 
hasta convertirse en un complemento adecuado a la Seguridad 
Social general, estos sistemas necesitan un marco 
legislativo favorable, especialmente en lo referente a la 
legislación tributaria y una buena cooperación entre las 
dos partes de la industria.
Asimismo, la Comisión establece determinados 
principios que vienen a contribuir al éxito de estos 
regímenes complementarios:
su carácter colectivo, en tanto que reduce 
considerablemente la opción del trabajador individual 
a no afiliarse.
- una política pública de fomento de la iniciativa 
privada en el terreno de la previsión de vejez, así 
como fiscalmente favorable.
- un método de financiación con un nivel reducido de 
riesgos de insolvencia, preferentemente un sistema de 
capitalización frente a uno de reparto y frente al 
método de las reservas contables o fondos internos, 
- y a .  efectos de favorecer la movilidad de los 
trabajadores, en tanto que ésta puede contribuir a 
equilibrar la oferta y la demanda en el mercado de. 
trabajo: facilitar la adquisición de los derechos no 
haciéndola depender de largos períodos de carencia o
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de servicios ininterrumpidos en la empresa, asegurar 
a las personas que cesen en el sistema el 
mantenimiento de sus derechos adquiridos hasta 
alcanzar la edad de jubilación, conceder al 
trabajador que cambia de empresa la opción entre 
mantener sus derechos en el sistema de pensiones 
anterior o transferirlos al nuevo sistema; ofrecer a 
los afiliados información completa y periódica sobre 
sus derechos; aplicar cálculos actuariales 
equitativos que no obstaculicen la movilidad y evitar 
la doble tributación solucionando el problema de los 
impuestos sobre los valores de transferencia.
34. De momento, no hay más normativa aplicable a nivel 
comunitario que las de aquéllas Directivas citadas, cuyas 
finalidades son ajenas a la regulación de los sistemas 
complementarios y solo se refieren a éstos de un modo 
accesorio a los efectos, por un lado, del criterio de 
imputación de responsabilidades en supuestos de sucesión 
de empresas, y por otro lado, del alcance de la cobertura 
del instituto de garantía que todo Estado debe adoptar para 
asumir los derechos económicos de los trabajadores en 
supuestos de insolvencia empresarial, aspectos sobre los 
que se tratará en otro momento.
35. Por lo que se refiere a la Directiva 86/378/CEE, 
relativo a la aplicación del principio de igualdad de trato 
por razón de sexo en los regímenes profesionales de 
Seguridad Social, se contiene una delimitación de regímenes 
profesionales a estos efectos. Entendiendo por tales,
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aquéllos que no están regulados por la Directiva 
79/7/CEE143, cuya finalidad sea proporcionar a los 
trabajadores, por cuenta ajena o autónomos, encuadrados en 
el marco de una empresa o de un grupo de empresas, de una 
rama industrial o de un sector profesional o 
interprofesional, prestaciones destinadas a completar las 
prestaciones de los regímenes legales de Seguridad Social 
o a sustituirlas, tanto si la adscripción a dichos 
regímenes fuere obligatoria como si fuere facultativa.
Se adopta, pues, un concepto de sistema profesional 
bastante amplio, del que cabría destacar que se permiten 
también aquéllos que superen el ámbito de la empresa, y que 
cabe que la adscripción para los trabajadores sea tanto de 
carácter obligatorio como facultativo.
En su afán delimitador, la Directiva establece 
determinados supuestos a los que ésta no es aplicable, como 
son, los contratos individuales, los regímenes de un solo 
miembro, los contratos de seguro en los que no participe 
el empresario, así como las disposiciones opcionales de los 
regímenes profesionales que se ofrezcan individualmente a 
los participantes con el fin de garantizarles bien 
prestaciones complementarias, bien la elección de la fecha 
inicial de percepción de las prestaciones normales, o la 
elección entre varias prestaciones.
De lo expuesto cabe pues destacar que no se considera 
régimen de protección de carácter profesional aquél que no 
sea de carácter colectivo, ni aquél en que no haya
143De 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplicación 
progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y 




intervenido la figura del empresario.
En cuanto al ámbito subjetivo de aplicación de la 
citada Directiva, el artículo 3 establece que se aplicará 
a la población activa, -incluidos los trabajadores 
independientes, los trabajadores cuya actividad se vea 
interrumpida por enfermedad, maternidad, accidente o paro 
involuntario, y a las personas que busquen empleo- así como 
a los trabajadores jubilados y a los trabajadores 
inválidos.
Por tanto, parte de que los supuestos de suspensión 
contractual por las causas expresamente establecidas no 
deben interrumpir la relación del trabajador con el sistema 
de protección complementaria establecido en la empresa, y 
en cuanto a la referencia a las personas que busquen empleo 
y a los propios pensionistas, lleva a extender la cobertura 
de tales sistemas por encima de la existencia de la propia 
relación laboral.
Y por lo que respecta al ámbito objetivo de aplicación 
de la citada Directiva, el artículo 4 establece que se 
aplicará a los regímenes profesionales que aseguren una 
protección contra los riesgos de enfermedad, invalidez, 
vejez, incluido el caso de jubilaciones anticipadas, 
accidente laboral y enfermedad profesional, y desempleo, 
todo ello sin perjuicio de su aplicación también a los 
regímenes profesionales que prevean otras prestaciones 
sociales, en dinero o en especie y, en particular, 
prestaciones de sobrevivientes y prestaciones familiares, 
si estuvieren destinadas a dichos trabajadores por cuenta 
ajena y constituyeren por ello gratificaciones pagadas por 




36. Por lo demás, respecto a la normativa comunitaria 
en este campo, hay que tener en cuenta la existencia de 
propuestas de Directiva sobre Fondos de Pensiones, así como 
sobre la adopción de medidas necesarias para que los 
trabajadores temporales y a tiempo parcial disfruten de una 
protección social en términos de igualdad, en virtud de los 
regímenes legales y profesionales de Seguridad Social.
Las razones de que todavía no se regule este tema 
mediante un Reglamento específico es la falta de 
armonización de los regímenes básicos de Seguridad Social, 
la diversidad y heterogeneidad de los sistemas 
complementarios en los distintos países y la diversa 
inserción de los regímenes complementarios en relación con 
la Seguridad Social básica144.
l44LOPEZ GANDIA, J., "Las Mejoras Voluntarias de la Seguridad 
Social", Comentarios, Enciclopedia CISS. Acción Protectora I, 
Volumen IV, pág.11-28.
CAPITULO SEGUNDO
LAS MEJORAS VOLUNTARIAS DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL
I. REGIMEN JURIDICO.-
1. La regulación actual de las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social viene recogida, como ya reiteradamente 
se ha indicado, en el RD Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social.
En el Título I, relativo a las normas generales del 
sistema de la Seguridad Social, el precepto más importante 
en esta materia, como ya se señaló en otro momento, es el 
artículo 39. En el Título II, se regulan las mejoras 
voluntarias de la acción protectora del Régimen General de 
la Seguridad Social -arts. 191 a 194-. Respecto de los 
Regímenes Especiales, deberemos acudir a su normativa 
específica.
Y por último, el apartado tercero de la Disposición 
Transitoria Primera permite la subsistencia de las mejoras 
voluntarias establecidas por las empresas de acuerdo con. 
la legislación anterior, tema sobre el que ya se trató al 
analizar el seguimiento evolutivo de las mejoras por
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aumento de las bases de cotización, actualmente 
desaparecidas145.
1.- LAS MEJORAS VOLUNTARIAS EN EL SISTEMA DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL.-
El precepto del que debe partirse para analizar el 
régimen jurídico de las mejoras voluntarias es el artículo 
39 de la LGSS.
2. Según el apartado primero del mismo, "la modalidad 
contributiva de la acción protectora que el sistema de la 
Seguridad Social otorga a las personas comprendidas en el 
apartado 1 del artículo 7 de la presente Ley, podrá ser 
mejorada voluntariamente en la forma y condiciones que se 
establezcan en las normas reguladoras del Régimen General 
y de los Regímenes Especiales".
La LGSS no ofrece un concepto de mejoras voluntarias, 
pero sí aporta suficientes datos en este precepto para 
realizar una aproximación.
1) Dentro de los dos niveles de protección que 
engloban él Sistema público de la Seguridad Social, las 
mejoras voluntarias quedan referidas al nivel contributivo.
La referencia a la modalidad contributiva que realiza 
este precepto fue incorporada en la última refundición de 
la normativa de la Seguridad Social, llevada a cabo por el 
RD Legislativo 1/1994. El artículo 21. del anterior Texto 
Refundido de 1974 se refería con carácter general, a la
145Vid. supra capítulo primero, I, n°6.
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posibilidad de mejorar la protección que otorga el Sistema 
de la Seguridad Social.
La nueva redacción dada a este precepto parece
responder a la integración dentro de la LGSS de la Ley 
26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen en 
la Seguridad Social prestaciones no contributivas146; sin 
embargo, esta afirmación no es del todo cierta en tanto que 
la propia Ley 26/1990 estableció los términos concretos de 
su integración en la LGSS a través, básicamente, de la 
incorporación de nuevos preceptos en la LGSS de 1974, 
incluso se utilizó para depurar determinados términos de 
algunos artículos, como el 36 ó el 159, cuya materia objeto 
de regulación no resultaba afectada por las nuevas
prestaciones no contributivas147.
Por lo tanto, la Ley 26/1990 no vino a afectar
expresamente a la regulación de las mejoras voluntarias, 
tampoco ninguna ley posterior lo ha hecho y sin embargo, 
el RD Legislativo 1/1994 en su labor de integración da una 
nueva redacción al artículo 39 -antes el 21-, en los
términos ya citados.
Desde un punto de vista teórico cabría precisar que 
la modalidad no contributiva queda comprendida desde su 
orígenes dentro de la acción protectora del Sistema, y que 
todo él puede ser objeto de mejora, según la redacción de 
los artículos 20 y 21 de la LGSS de 1974. Sin embargo, el
146BBOOE de 22 de diciembre de 1990 y de 31 de enero de 1991.
147As í , la Ley 26/1990 altera expresamente determinados 
preceptos del Texto Refundido de 1974, incorporando incluso 
directamente nuevos artículos o creando nuevos apartados. En 
definitiva, resultaron afectados los artículos 7.2.bis, 20.c), 
36, 132.1, 136 bis, 137 bis, 138 bis, 154 bis, 155 bis, 156 bis, 
158.l.b), 159, 163.1, 167, 168, 169 y 170.
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citado artículo 21, en su apartado segundo, ya hacía 
referencia a la posibilidad de mejorar voluntariamente en 
la forma y condiciones que se establezcan en las normas 
reguladoras del Régimen General y de los Especiales. Y es 
precisamente esta referencia, que hoy se mantiene, la que 
nos lleva a afirmar que el establecimiento de mejoras queda 
reducido a la modalidad contributiva, en tanto que la no 
contributiva queda encuadrada dentro del Sistema pero 
fuera, obviamente, del Régimen General y de los Regímenes 
Especiales. La modificación operada en el vigente artículo 
39 es pues, perfectamente coherente con el propio contenido 
del mismo.
Ahora bien, desde un punto de vista práctico, en 
principio se prevé como un supuesto de hecho materialmente 
imposible, que el beneficiario de una prestación no 
contributiva pueda beneficiarse también de una mejora de 
la misma, ya que éstas, son implantadas en el marco de las 
empresas y presuponen la existencia de una relación 
laboral, es decir, la realización de una actividad 
profesional por el sujeto causante. Esta actividad, como 
es lógico, dará lugar a unas retribuciones en favor del 
trabajador que muy difícilmente, entrarán dentro del 
requisito del límite máximo de ingresos establecido -al 
menos actualmente- para tener derecho a las prestaciones 
no contributivas.
Sin embargo, podrían producirse supuestos de 
desprotección, al menos desde el punto de vista de la 
materia que estamos tratando. En efecto, es perfectamente 
posible encontrarnos con trabajadores con un bajo nivel de
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ingresos -trabajadores a tiempo parcial- que no reúnan los 
requisitos necesarios para acceder a las prestaciones de 
jubilación o invalidez en su modalidad contributiva, y que 
sí se encuentren en condiciones de acceder a una de 
modalidad no contributiva. Y respecto de la prestación no 
contributiva por hijo a cargo -menor de dieciocho años y 
no minusválido-148 es un supuesto de hecho más viable en 
la práctica, en tanto que el nivel de ingresos máximo es 
mucho mayor y supera con creces el del salario mínimo 
interprofesional.
Estos hipotéticos supuestos podrían dar lugar en la 
práctica a que la empresa se negara a mejorar la prestación 
de aquellos trabajadores que la reciben en su modalidad no 
contributiva, bajo el tenor del artículo 39 de la LGSS, y 
provocando un serio caso de discriminación en materia de 
acción social.
Ahora bien, la situación descrita es más hipotética 
que real por dos razones:
a) desde el punto de vista del derecho del trabajo, 
porque el empresario se ve obligado por los términos de la 
negociación colectiva y en los convenios colectivos la 
concesión de la mejora se suele condicionar expresamente 
a la obtención de la correspondiente prestación de la 
Seguridad Social, sin referencias explícitas a la modalidad 
contributiva.
b) y desde el punto de vista de la normativa de la 
Seguridad Social, la mejora de las prestaciones no
148Ya que para la prestación por hijo a cargo con la 
condición de minusválido, no se exigen límites de recursos 
económicos, -art.184.4 LGSS- con lo cual, un trabajador siempre 
tendrá derecho a esta prestación en su modalidad contributiva.
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contributivas no es un supuesto prohibido, sino simplemente 
un supuesto no contemplado que, de darse en la práctica, 
debe llevar a aplicar las normas que sobre mejoras 
voluntarias son establecidas en los artículos 191 y 
siguientes de la LGSS, o las correspondientes de los 
Regímenes Especiales, en su caso.
2) La referencia a la modalidad contributiva que hace 
el artículo 39 delimita también el ámbito subjetivo de 
aplicación de las mejoras voluntarias, que queda referido 
a los sujetos comprendidos en el apartado 1 del artículo 
7 de la LGSS.
Precepto que incluye tanto a trabajadores por cuenta 
propia como a trabajadores por cuenta ajena y asimilados, 
"ya sean eventuales, de temporada o fijos.., con 
independencia en todos los casos, de la categoría 
profesional del trabajador, de la forma y cuantía de la 
remuneración que perciba..." -art.7.1.a)- y a otros 
colectivos como son los funcionarios, así como a los 
extranjeros que residan y se encuentren legalmente en 
territorio español, y ejerzan aquí su actividad.
3) Las dos premisas señaladas, que proporciona el 
artículo 39 de la LGSS, llevan al señalamiento de uno de 
los caracteres de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social, su función, que no es otra que la mejora de la 
protección que otorga el sistema de la Seguridad Social. 
Cumplen por tanto una función social de carácter 
complementario del sistema de la Seguridad Social, colmando 
así los huecos de desprotección del mismo, que obliga pues,
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a considerar un estrecho vinculo entre ambos niveles de 
protección149.
Ahora bien, al no venir establecido un concepto legal 
de mejora voluntaria debe plantearse cuál es el campo de 
aplicación objetivo de las mismas. Este artículo solo prevé 
que la modalidad contributiva pueda mejorarse -lo que no 
impide en los términos expuestos en su momento, incluir 
también la modalidad no contributiva- pero no especifica 
si estas mejoras, para ser consideradas como tales, deben 
necesariamente venir referidas a una prestación ya 
protegida en el sistema básico de Seguridad Social, o 
pueden también considerarse mejoras voluntarias aquellas 
que consisten en proteger una situación no cubierta por el 
sistema.
La mejora se realizará en la forma y condiciones que 
se establezcan en las normas reguladoras del Régimen 
General y de los Regímenes Especiales, por tanto, será al 
analizar estas normas cuando debe plantearse dicha 
cuestión.
4) Debe destacarse, asimismo, el carácter voluntario 
de este instituto jurídico frente al carácter obligatorio 
de la protección del sistema público de la Seguridad 
Social. Voluntariedad que, interpretada bajo la amplitud 
del término "libre" del artículo 41 de la CE, afecta 
subjetivamente tanto a la iniciativa privada como a la 
pública.
149La razón justificativa de la existencia de las mejoras 
voluntarias se halla en el epicentro de la suficiencia de la 
acción protectora de la Seguridad Social, ALMANSA PASTOR,J.M., 
Derecho de la Seguridad Social, op. cit., pág.520.
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5) Por último, el primer apartado del artículo 39 hace 
una remisión, como ya hemos señalado, a la normativa propia 
del Régimen General y de los Regímenes Especiales para 
establecer el concreto marco jurídico de las mejoras 
voluntarias en cada uno de ellos.
3. Por otra parte, el apartado segundo del artículo 
39 establece que sin otra excepción que el establecimiento 
de mejoras voluntarias, conforme a lo previsto en el número 
anterior, la Seguridad Social no podrá ser objeto de 
contratación colectiva150. Y permite añadir los siguientes 
caracteres:
1) La acción protectora de las mejoras voluntarias es 
considerada como una acción de Seguridad Social. Están por 
tanto dentro del sistema de la Seguridad Social, de ahí que 
cumplan una función complementaria interna, y de ahí que 
proceda su consideración como Seguridad Social 
Complementaria. Tal y como señaló Martín Valverde, dentro 
del concepto de Seguridad Social ha de haber cabida tanto 
para la Seguridad Social básica como para la Seguridad 
Social Complementaria; el criterio de distinción entre una 
y otra está en quién ostenta la iniciativa para su 
implantación: la básica, es establecida imperativamente por 
el Estado y pertenece de lleno al mundo del derecho 
público, la complementaria, en cambio, se implanta por la 
autonomía privada dentro de cauces preparados ex professo
150Declaración que, en términos similares, ya contenía el 
artículo 6.3 del Decreto 56/1963, de 17 de enero, de Tarifas de 
Cotización y Prestaciones, posteriormente la Base 59 de la LBSS 
de 1963 y el artículo 178.2 de la LSS de 1966; vid. supra 
capítulo primero, I, n°3 y 4.
130
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico♦
por el Estado, y se encuentra impregnada de elementos de 
derecho privado151.
2) En segundo lugar, pueden establecerse a través de 
la contratación colectiva, siendo un supuesto excepcional 
por el que se permite disponer colectivamente de materia 
de Seguridad Social. Si bien, solo se permite a la 
contratación colectiva establecer estas mejoras, conforme 
a lo previsto en el número anterior, es decir, en relación 
con la acción protectora del sistema y en la forma y 
condiciones que determine la normativa reguladora de su 
régimen jurídico en el Régimen General o en los Especiales.
Estas son pues las características legales básicas de 
las mejoras voluntarias en relación con todo el sistema de 
la Seguridad Social, y que permiten definirlas como 
aquellas medidas de carácter voluntario, que desde dentro 
del sistema tienen por finalidad complementar su acción 
protectora mínima y obligatoria, pudiendo ser establecidas 
a través de la negociación colectiva.
4. Dentro del Título I de la LGSS hay otros preceptos 
que se refieren a las mejoras voluntarias, concretamente, 
los artículos 65.3 y 77.5.
a) Establece el primero de ellos, ubicado en la 
sección dedicada a las Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social que las exenciones y demás 
privilegios contemplados en el presente artículo y en el 
apartado 3 del artículo 59 de esta Ley, alcanzarán también
151MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
págs. 13, 14 y 15.
131
(I) Las Mejoras Voluntarias: récrimen jurídico.
a las entidades gestoras en cuanto afecten a la gestión de 
las mejoras voluntarias, previstas en el artículo 39 de la 
presente Ley.
Es otro claro ejemplo de equiparación de prestaciones 
básicas con prestaciones complementarias cuando éstas son 
gestionadas por las propias Entidades Gestoras.
b) Y por lo que se refiere al artículo 77 de la LGSS, 
está dedicado a regular la colaboración voluntaria y 
obligatoria de las empresas en la gestión de la Seguridad 
Social. Su apartado cinco, está referido tan solo a los 
supuestos de colaboración voluntaria, y establece que en 
la regulación de las diferentes modalidades de colaboración 
voluntaria posibles -se trata de las reguladas en los 
apartados a) , b) y d) del apartado primero del mismo 
artículo-, se armonizará el interés particular por la 
mejora de prestaciones y medios de asistencia, con las 
exigencias de la solidaridad nacional.
5. Se observa en este apartado una intromisión del 
legislador en materia de mejoras voluntarias para aquellas 
empresas que gestionen también las prestaciones públicas, 
indicando que se guarde cierto equilibrio entre la mejora 
de las prestaciones que gestionan y las exigencias de la 
solidaridad nacional.
La regulación a que se refiere este apartado está 
contenida en la Orden de 25 de noviembre de 1966, por la 
que se regula la colaboración de las empresas en la gestión
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del Régimen General de la Seguridad Social152, y aunque 
venga referida expresamente a este Régimen conviene 
analizarla en este momento.
En ella se establece entre las obligaciones que deben 
cumplir las empresas que colaboran voluntariamente en la 
gestión, ya sea de las prestaciones de asistencia sanitaria 
e incapacidad temporal derivada de contingencias 
comunes153, o solo de esta última154, la de invertir los 
posibles excedentes económicos resultantes de la 
colaboración en la mejora de las prestaciones que asumen 
a su cargo155.
Precisamente estas empresas, a cambio de colaborar en 
la gestión de las citadas prestaciones, tienen derecho a 
reducir la cuota que les correspondería satisfacer de no 
existir la colaboración, mediante la aplicación de un 
coeficiente que fija anualmente el MTSS156.
Las cantidades percibidas por la empresa por este 
concepto, no podrán ser aplicables a ninguna otra finalidad
152BOE 7-12-1966. Esta Orden ha sido modificada por las
Ordenes de 16 de enero de 1992, y de 18 de enero de 1993, sobre
normas de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Fondo de 
Garantía Salarial y Formación Profesional para los ejercicios 
1992 y 1993, respectivamente.
153Modalidad contenida en el apartado b) del artículo 77.1 de 
la LGSS, desarrollada en la Sección segunda, Capítulo II, de la 
Orden de 1966.
154Modalidad regulada en el apartado d) del artículo 77.1 de 
la LGSS, desarrollada en la Sección cuarta, Capítulo II, de la 
Orden de 1966.
155Artículos 8.c) y 15 ter b) de la Orden de 1966.
156Actualmente vienen fijados en el artículo 15 de la Orden
de 27 de enero de 1997 que establece las normas de cotización 
para este año, -BOE 30/1/1997, M.1701-.
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distinta de la colaboración, incluida, en su caso, la 
mejora de las prestaciones a que dicha colaboración 
alcanza, -arts. 10 y 15 quater de la Orden de 25 de 
noviembre de 1966-. Asimismo, estas empresas deben dar 
cuenta a los representantes legales de los trabajadores, 
semestralmente al menos, de la aplicación de las cantidades 
percibidas para el ejercicio de la colaboración, -arts. 
8.d) y 15 ter c), de la citada Orden-.
Por parte de las Entidades Gestoras no se establece 
ningún tipo de control sobre la aplicación de los posibles 
excedentes resultantes, quedando por tanto, solo en manos 
de los representantes de los trabajadores.
Por otro lado, cabe destacar que la opción para 
colaborar voluntariamente en la gestión de la prestación 
por Incapacidad Temporal, debe afectar a la totalidad de 
los trabajadores de la empresa, con independencia de que 
figuren en distintas cuentas de cotización, -art. 15 
bis.3-, lo cual, trasladado a la obligación de invertir los 
excedentes en la mejora de la prestación por IT, implica 
la misma obligación de generalidad respecto de ésta, no 
siendo admisible pues, ningún tipo de discriminación.
Por su parte, la LISOS157 señala como infracciones en 
esta materia, entre otras, las siguientes:
- No dar cuenta semestralmente al Comité de Empresa 
de la aplicación de las cantidades percibidas para el 
ejercicio de la colaboración, -infracción leve, 
(art.22.2)-,
157Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones y sanciones 
en el orden social, -BOE 15-4-1988-.
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- no llevar en su contabilidad una cuenta específica 
que recoja todas las operaciones relativas a su 
colaboración, -infracción grave, (art.23.6)-,
- destinar los excedentes de la colaboración a fines 
distintos de la mejora de las prestaciones, -infracción muy 
grave, (art.24.3)-,
- Y no aplicar a los fines exclusivos de colaboración, 
incluyendo en ella la mejora de las prestaciones, las 
cantidades deducidas de la cuota reglamentaria, -infracción 
muy grave, (art.24.4)-.
Las sanciones correspondientes por tales infracciones 
vienen reguladas en el artículo 37 y 43 de la misma norma 
y las multas a imponer pueden ascender, caso de ser 
graduadas como muy graves, hasta 15 millones de pesetas, 
en su grado máximo158.
2. - LAS MEJORAS VOLUNTARIAS EN LOS REGIMENES 
ESPECIALES.-
6. Partimos en este análisis del ya comentado artículo 
39 de la LGSS, y de la remisión que realiza a la regulación 
propia y específica de cada uno de los Regímenes especiales 
para establecer, en su caso, la forma y condiciones en que 
en cada uno de ellos se hace frente a la regulación de las 
mejoras voluntarias.
158E1 procedimiento para la imposición de sanciones por 
infracciones de orden social y para la extensión de actas de 
liquidación de cuotas de la Seguridad Social, RD 396/1996, de 1 
de marzo, -BOE 2-4-1996-.
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Los caracteres de las mejoras expuestos, son comunes 
para todo el sistema, sin perjuicio de una regulación 
específica en cada uno de los Regímenes de la Seguridad 
Social que determine dentro de su radio de acción, la forma 
y las condiciones de mejorar su acción protectora.
A) Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.-
7. Por lo que respecta al Régimen Especial de 
Trabajadores por cuenta propia o Autónomos -RETA-, regulado 
por Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, se observa cierta 
evolución en el tratamiento dado a las mejoras voluntarias.
Así, el citado Decreto en su redacción original, no 
hacía referencia alguna a la posibilidad de mejorar su 
acción protectora mínima y obligatoria contenida en el 
artículo 27 del mismo. Posteriormente, este precepto ha 
sido modificado en varias ocasiones. En primer lugar, se 
incluyó un apartado tercero en el que se establecía la 
posibilidad de mejorar voluntariamente la acción protectora 
en materia de asistencia sanitaria y protección a la 
familia159, y poco tiempo después se añade también la 
Incapacidad Temporal160.
159Decreto 1074/1977, de 23 de abril, -Ar.1048-.
160Esta modificación se produjo por Decreto 1774/1978, de 23 
de junio, -Ar.1587-, desarrollado por la Orden de 28 de julio de 
1978, -BOE 11-8-1978-.
Debe tenerse en cuenta que tras la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, las referencias que en la legislación vigente se 
efectúan a las situaciones de incapacidad laboral transitoria se 
entenderán realizadas a la situación de incapacidad temporal.
136
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico.
La principal característica de estas mejoras, que sin 
duda alguna ostentaban la naturaleza de auténticas mejoras 
voluntarias en el sentido que a las mismas da el artículo 
39 de la LGSS161, es que estaban referidas a prestaciones 
que no formaban parte de la acción protectora mínima y 
obligatoria que contemplaba el apartado 1 del artículo 27, 
sino que la mejora representaba en sí misma, y siguiendo 
la clasificación de BALANDI162, un suplemento a la acción 
protectora mínima más que un complemento, en tanto que se 
mejora una prestación que no existe en el nivel básico 
mejorado.
Ello muestra una nueva connotación que, con carácter 
general, podemos referir a las mejoras voluntarias, y es 
que, para considerarse como tales no es necesario 
establecerlas atendiendo a una prestación concreta, sino 
que será considerada mejora voluntaria toda aquella que 
mejore la acción protectora mínima del sistema de la 
Seguridad Social, lo que supone partir de un ámbito
161Obsérvese la similitud en la redacción de este artículo 
27.3, con el artículo 3 9 de la LGSS:
"...la acción protectora que otorga este Régimen Especial 
podrá ser mejorada voluntariamente en materia de asistencia 
sanitaria, incapacidad laboral transitoria y protección a la 
familia...".
A ello hay que añadir la Disposición General contenida en 
el artículo 1 de la Orden de 25 de mayo de 1944 sobre mejoras 
voluntarias del régimen especial de trabajadores autónomos, 
-Ar.1201/1977-, donde se establece que las prestaciones 
correspondientes a estas mejoras "...se entenderá que forman 
parte, a todos los efectos, de la acción protectora de este 
Régimen Especial, por lo que tendrán los caracteres que les 
atribuye el artículo 33 del Decreto 2530/1970, de 20 de 
agosto..."
162BALANDI,G.G., "Reflexiones Institucionales sobre previsión 
social complementaria privada", R.L.. n°23, 1988, pág.ll.
137
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico.
objetivo de aplicación amplio, que debe interpretarse 
flexiblemente.
De hecho, la terminología utilizada en las 
correspondientes Ordenes que desarrollaban la regulación 
de estas mejoras, asimilándose a la utilizada para el 
Régimen General, se refieren a las mismas como "mejoras de 
prestaciones", y aluden también a su carácter 
"complementario"163. Ello significa, como ya se ha dicho, 
la consideración de un amplio campo de aplicación objetivo 
en el que pueden actuar las mejoras voluntarias, conclusión 
que habrá que tener en cuenta, y de nuevo retomaremos, en 
el momento de analizar las llamadas mejoras directas de 
prestaciones del Régimen General.
Esta situación se mantuvo hasta la entrada en vigor 
del RD 43/1984, de 4 de enero164 que amplió la acción^ 
protectora de cobertura obligatoria del RETA, con la 
inclusión de la asistencia sanitaria y la protección por 
IT. Dejaban por tanto de considerarse como mejoras 
voluntarias bajo los argumentos de aplicar a este Régimen 
Especial los principios de solidaridad y no discriminación 
frente a otros Regímenes en los que tales prestaciones 
tenían carácter obligatorio, así como de evitar las 
situaciones de aseguramiento de riesgos individuales que
163Arts. 9 y 10 y, 4 y 5 de las Ordenes de 25 de mayo de 
1977, -Ar.1201/1977- y de 28 de julio de 1978, -Ar.1748/1978-, 
sobre las mejoras de asistencia sanitaria y mejora por IT, 
respectivamente.
164RD 43/1984 sobre ampliación de la acción protectora de 
cobertura obligatoria en el régimen especial de la Seguridad 
Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, -BOE 
de 11-1-1984-.
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había provocado el carácter voluntario de tales
prestaciones, ya que los sujetos sólo las mejoraban 
-especialmente la asistencia sanitaria- cuando tenían la 
inminente necesidad de las mismas165. \
Como afirma MARTIN VALVERDE, la utilización de las 
mejoras voluntarias en este caso, actuó como primera fase 
en la política de extensión de la acción protectora del 
RETA166.
Sin embargo, esta no será la situación definitiva, 
nuevamente se implanta la voluntariedad respecto de la 
protección por incapacidad temporal, con la Ley 21/1993, 
de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1994167, la cual se remite a desarrollo reglamentario, 
siendo definitivamente el RD 2110/1994, de 28 de 
octubre168, el que viene a establecer la forma y 
condiciones en que ha de efectuarse la opción169.
165E1 párrafo tercero del artículo 27 del Decreto 2530, fue 
finalmente derogado expresamente por la disposición derogatoria 
del RD 356/1991, de 15 de marzo, por el que se desarrolla en 
materia de prestaciones por hijo a cargo, la Ley 26/1990, de 20 
de diciembre, de Prestaciones no Contributivas, -LPNC-.
166MARTIN VALVERDE, A., "ILT e invalidez provisional: 
legislación y jurisprudencia reciente", A.L.. n°39, 1994, pág. 
611.
167BOE de 30-12-1993, art. 104.4.
168Real Decreto por el que se modifican determinados aspectos 
de la regulación de los Regímenes Especiales de la Seguridad 
Social de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, Agrario y 
Empleados de Hogar, -BOE de 10-12-1994-.
169E1 RD 2110/1994 ha sido derogado por el RD 84/1996, de 26 
de enero, por el que se aprueba el Reglamento General sobre 
Inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones 
de datos de trabajadores en la Seguridad Social, -BOE 27-2-1996-.
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Ya no se trata por tanto de una mejora voluntaria, 
pues en esta ocasión, el legislador ha evitado toda 
referencia al carácter de esta prestación, a diferencia de 
la regulación anterior en que, como ya se apuntó más 
arriba, no había duda alguna de la naturaleza de la 
prestación por incapacidad temporal de los trabajadores 
autónomos, como mejora voluntaria de la acción protectora 
de la Seguridad Social.
El artículo 1 del citado RD establece que los 
trabajadores incluidos en el RETA, en el momento de causar 
alta en el mismo, podrán acogerse voluntariamente a la 
cobertura por la Seguridad Social de la prestación 
económica por incapacidad temporal o excluir la misma, 
dentro del ámbito de la acción protectora dispensada. En 
cambio, el párrafo tercero del artículo 27 del Decreto 
2530/1970, regulador del RETA, que no ha sido 
reestablecido, así como el artículo 1 de la Orden de 24 de 
julio de 1978, que desarrollaba el citado apartado por lo 
que a la incapacidad temporal se refiere, aludían a la 
misma como mejora de la acción protectora del RETA, de ahí 
que la cuota a abonar por esta causa era denominada en la 
citada Orden como cuota complementaria, -art.9-.
En definitiva, actualmente se trata de una prestación 
básica en tanto que se prevé en la acción protectora del 
RETA, lo que se concede a los trabajadores autónomos es un
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derecho de opción tanto a la cobertura como a la exclusión 
de la protección por incapacidad temporal170.
B) Régimen Especial Agrario.
8. Por lo que se refiere al Régimen Especial Agrario 
-REA-, hay que distinguir dos tipos de sujetos: los
trabajadores por cuenta ajena y los trabajadores por cuenta 
propia.
Respecto de los primeros, el artículo 19 del Decreto 
2123/1971, de 23 de julio171, hace una remisión en materia 
de acción protectora a la extensión, forma, términos y 
condiciones establecidos en el Régimen General, en 
consecuencia, les son aplicables también la regulación de 
las mejoras voluntarias del Régimen General.
Los trabajadores por cuenta propia en cambio, al igual 
que ocurrió en el RETA, disponen de una regulación especial 
respecto de la prestación por IT. Esta tampoco formaba 
parte de su acción protectora, hasta que el RDL 9/1982, de
170Si bien no ha estado exenta de problemas interpretativos 
debido a la polémica suscitada sobre la normativa aplicable a 
distintos aspectos de la prestación, ya que el RD 43/1984 al 
incluirla en la acción protectora básica se remite a la 
regulación contenida en el Régimen General, sin perjuicio de 
mantener ciertas especialidades en materia de contenido, 
nacimiento del derecho y pago de la prestación reguladas en el 
RD 1774/1978.
En consecuencia son numerosas las Circulares de la Dirección- 
General del INSS que dictan instrucciones aclaratorias al 
respecto; entre otras, Circular 36/1986, de 23 de diciembre.
171Decreto que aprueba el Texto Refundido de las Leyes 
38/1966, de 31 de mayo, y 41/1970, de 22 de diciembre, que 
establecen y regulan el Régimen Especial Agrario de la Seguridad 
social, -BOE 21-9-1971-; desarrollado por Decreto 3772/1972, de 
23 de diciembre, -BOE 19-2-1973-.
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30 de abril172, vino a regularla para estos sujetos, con 
el carácter de mejora voluntaria, igual que en el año 1978 
ocurrió respecto de los trabajadores autónomos. Y con este 
carácter se incorporó al artículo 25.2 del citado RD, que 
se remite a desarrollo reglamentario para regular las 
condiciones y requisitos que deben cumplirse para acceder 
a esta mejora voluntaria173.
Ahora bien, a diferencia de lo ocurrido en la 
evolución normativa del RETA, el carácter de mejora 
voluntaria de la prestación por IT, continúa vigente en el 
REA.
9. Ello no significa sin embargo, la existencia de 
importantes diferencias de tratamiento jurídico en la 
prestación por IT en ambos Regímenes, ya que puede
apreciarse el interés del legislador por dar un tratamiento 
unitario a muchos aspectos de la regulación de sendas 
prestaciones.
- Así, el RD 2110/1994, hoy derogado por el RD
84/1996, reguló en su Sección primera el ejercicio de la
opción dentro del RETA, -momento para realizarla,
mantenimiento y renuncia a la misma-, en términos similares 
a la regulación de la opción del REA que ya contenía el 
artículo 2 del RD 1976/1982. A continuación, en su Sección 
segunda, dedicada al REA, dio nueva redacción a este 
artículo para incorporar la posibilidad de mantener el 
derecho a la prestación aunque se cause baja en el REA, y
172BOE 13-5-1982.
173Fue desarrollado por RD 1976/1982, de 24 de julio, -BOE
20-8-1982-.
142
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico.
para ampliar el plazo del derecho de opción a tres años, 
asimilándose en este aspecto a la regulación contenida para 
el RETA en su Sección primera174.
- Por otro lado, a pesar de la diferente naturaleza 
de la prestación, formalmente tanto en el RETA como en el 
REA, los sujetos deben realizar necesariamente una 
manifestación expresa de su opción.
- El tratamiento común dado a ambas prestaciones por 
el legislador se observa ya con anterioridad al RD
2110/1994. Fue la Ley 22/1993, de 29 de diciembre175, la
que introdujo un tratamiento unitario respecto de la
formalización de la cobertura para ambas prestaciones, 
tratamiento que fue incorporado a la LGSS -Disposición 
Adicional Undécima-, y cuyo contenido ha sido objeto de 
posteriores modificaciones176. En este punto el legislador 
no ha utilizado término alguno que recuerde la diferencia 
que existe entre ambas prestaciones, olvida el carácter de
174La similitud en la regulación de la opción a realizar por 
la correspondiente prestación por IT respecto de los trabajadores 
por cuenta propia en ambos regímenes, es apreciable en los 
artículos 46.3 -sobre el REA- y 47.2 -sobre el RETA- del RD 
84/1996.
175Ley de medidas fiscales, de reforma del régimen jurídico 
de la función pública y de la protección por desempleo, -BOE 31- 
12-1993-.
176Fue modificado por el artículo 35 de la Ley 42/1994, de 30 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, y posteriormente por la Disposición Adicional Duodécima 
de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados.
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mejora voluntaria que tiene este subsidio en el REA177. Por 
otro lado, ello significa la inclusión por primera vez, de 
las mejoras voluntarias dentro del ámbito de competencias 
de las MATEP.
- Ahora bien, las diferencias de régimen jurídico sí 
son apreciables en otros aspectos como es el de la 
cotización. Así, en el RETA cuando el interesado opte por 
excluir del ámbito de la acción protectora la prestación 
por IT, se aplica un tipo de cotización reducido que fija 
cada año la LPGE178. En cambio, en el REA, la especialidad
177La Disposición Adicional Undécima de la LGSS, en su
apartado segundo y refiriéndose tanto a trabajadores autónomos 
como a trabajadores por cuenta propia del REA, establece que si 
han optado por incluir, "...dentro del ámbito de la acción
protectora del Régimen de Seguridad Social correspondiente, la 
prestación económica por incapacidad temporal, podrán optar, 
asimismo, entre formalizar la cobertura de dicha prestación con 
la entidad gestora correspondiente o con una Mutua de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, 
en los términos y condiciones que reglamentariamente se 
establezcan". Por su parte, el art.75 del RD 1993/1995, de 7 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento sobre colaboración 
de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades
Profesionales de la Seguridad Social, parte de la misma 
declaración general aunque llega a mencionar el carácter de 
mejora que tiene la citada prestación en el REA, -BOE 12-12- 
1995-. No obstante, los requisitos para la formalización de la 
cobertura con una MATEP y los efectos, son idénticos en uno y 
otro caso, -art.76 y 77 del RD 1993/1995-, y el documento de 
adhesión es también el mismo, -Resolución de 8 de febrero de 
1996, de la Secretaría General para la Seguridad Social, BOE 22- 
2-1996-.
178Art. 43.3 del RD 2064/1995, de 22 de diciembre, sobre
Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad 
Social, -BOE de 25-1-1996-. El tipo reducido aplicable a la base 
de cotización en el ejercicio 1997, es del 26,5 por 100, -frente 
al tipo normal del 28,3 por 100-, según el artículo 11 de la 
Orden de 27 de enero de 1997 que desarrolla las normas de 
cotización contenidas en la Ley 12/1996, de 30 de diciembre, de 
PGE para 1997, -BOE 31/12/1996-.
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en la cotización se produce si el sujeto opta por la 
protección, ya que es ajena a la acción protectora del 
citado Régimen, por ello en estos casos la normativa se 
refiere a una cotización complementaria por mejora 
voluntaria de la incapacidad temporal, siendo la base de 
cotización la misma establecida para cotizar por el resto 
de la protección, y el tipo aplicable aquél que con 
carácter particular fije cada año la LPGE179.
Por otra parte, el carácter complementario de esta 
cuota exige determinadas previsiones normativas como la 
referencia al ingreso de la misma, el cual debe realizarse 
conjuntamente con la cotización correspondiente a las 
prestaciones de carácter obligatorio, no admitiéndose en 
ningún caso el ingreso por separado de una y otra; y la 
sujeción a las normas que regulan la recaudación de éstas 
en período voluntario y en vía ejecutiva, -art. 7.2 del RD 
1976/1982, de 24 de julio-180.
C) Otros Colectivos y Regímenes Especiales de la 
Seguridad Social.-
10. En el Régimen de la Minería del Carbón encontramos 
ciertas referencias legales a las mejoras voluntarias, si
179Art. 37 del RD 2064/1995. Los tipos aplicables durante el 
ejercicio 1997 son el 2,2 por 100 respecto de la enfermedad común 
y el accidente no laboral, y el 0,5 por 100 respecto de accidente 
de trabajo y enfermedad profesional, así lo establece el artículo 
10.4 de la Orden de 27 de enero de 1997.
,80Esta misma referencia es contenida en.el RD 1637/1995, de 
6 de octubre, que aprueba el Reglamento General de Recaudación 
de los Recursos del Sistema de Seguridad Social, y en su 
correspondiente Orden de desarrollo de 22 de febrero de 1996, 
art. 86, -BOE 29-2-1996-.
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bien en este caso se hacen a otra modalidad, es decir, ya 
no se trata de mejora de prestaciones, como es el caso del 
REA, sino de mejora de las bases de cotización.
Como ya se ha tratado en otro momento, la mejora por 
aumento de las bases de cotización tuvo cierta importancia 
práctica en el Régimen General hasta que se abandonó el 
sistema de cotización por bases tarifadas y se empezó a 
cotizar por los salarios reales, momento en que se 
congelaron las ya existentes y se prohibieron nuevas 
mejoras de este tipo181.
En la vigente legislación todavía hoy se recoge 
aquella prohibición, concretamente el artículo 67 del RD 
2064/1995, establece que "no procederá la aprobación u 
homologación de nuevas mejoras voluntarias de las bases de 
cotización ni el incremento de las ya existentes por encima 
de las cuantías máximas fijadas para cada ejercicio 
económico, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
57.3 y 59.2 de este Reglamento".
La excepción que encierra este precepto está referida 
a los sujetos incluidos dentro del Régimen Especial de la 
Minería del Carbón. En éste se contempla la no sujeción al 
tope máximo relativo de las bases normalizadas que estén 
referidas a las contingencias de jubilación, invalidez 
permanente y muerte y supervivencia, de ahí que se prevea 
que la cotización por la diferencia existente entre la base 
normalizada y la base máxima, cuando la primera sea
m Vid. supra capítulo primero, I, n°6.
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superior a la segunda, se determinará aplicando un 
coeficiente reductor de la base que debe fijar el MTSS182.
11. Del resto de Regímenes Especiales, el aplicable 
a los trabajadores del mar se remite expresamente a las 
normas sobre mejoras voluntarias del Régimen General183; 
mientras que otros, como el Régimen de Empleados de Hogar, 
o el de Estudiantes no contemplan norma alguna sobre el 
particular184.
12. Por otro lado, otros colectivos merecen en este 
punto de atención, pues aunque se trate de sujetos 
actualmente encuadrados dentro del Régimen General, 
conservan ciertas especialidades que en otro tiempo 
justificaron su regulación como regímenes especiales, se 
trata de los profesionales taurinos y de los representantes 
de comercio. Para ambos se prevé que, caso de venir 
cotizando por bases superiores a las máximas legales, 
puedan seguir manteniéndolas e incluso incrementándolas en 
el mismo porcentaje en que se incrementen, para cada 
ejercicio económico, las bases máximas de cotización en el 
Régimen General, siendo el exceso a cargo del propio
i82Este coeficiente está fijado actualmente en el 0,91, según 
la Disposición Adicional Cuarta de la Orden de 27 de enero de 
1997.
183Art.30.2 del Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, que- 
aprueba el Texto Refundido de las Leyes 116/1969, de 30 de 
diciembre y 24/1972, de 21 de junio, que regula el Régimen 
Especial de la Seguridad social de los trabajadores del Mar, -BOE 
10-10-1974-.
184Regulados por Decreto 2346/1969, de 25 de septiembre -BOE 
15-10-1969- y Ley de 17 de julio de 1953, -BOE 18-7-1953-, 
respectivamente.
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sujeto, -Disposición Transitoria Primera del RD 
2064/1995-185. Se trata pues de otro supuesto en que las 
mejoras por aumento de las bases de cotización siguen 
teniendo aplicabilidad.
Como conclusión al análisis realizado sobre ciertos 
Regímenes Especiales, así como ciertos colectivos 
especiales, se observa la pervivencia de mejoras que han 
sido establecidas dentro del propio Sistema, siendo en 
consecuencia gestionadas por las propias Entidades 
Gestoras, e incluso, en el supuesto del REA, por las MATEP 
como entidades colaboradoras de las Entidades Gestoras de 
la Seguridad Social.
3.- LAS MEJORAS VOLUNTARIAS EN EL REGIMEN GENERAL DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL.-
13. La regulación, como ya se indicó, se contiene en 
los artículos 191 a 194 de la LGSS, desarrollados por la 
Orden de 28 de diciembre de 1966, por la que se regulan las 
mejoras voluntarias de la acción protectora del Régimen 
General de la Seguridad Social186. A partir de esta 
normativa se aborda el siguiente análisis de su régimen 
jurídico.
185Y Disposiciones Adicionales Quinta y Séptima de la Orden 
de 27 de enero de 1997.
186BOE 30-12-1966. Fue modificada por las Ordenes de 21 de 
abril de 1967, 28 de septiembre de 1969 y 16 de marzo de 1970.
148
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico.
A) Modalidades.-
14. Según el artículo 191, las mejoras voluntarias en 
este Régimen General, "...podrán efectuarse a través de:
a) Mejora directa de las prestaciones,
b) Establecimiento de tipos de cotización adicional.
2. La concesión de mejoras voluntarias por las
empresas deberá ajustarse a lo establecido en esta sección 
y en las normas dictadas para su aplicación y desarrollo".
Nada nuevo por tanto con respecto a la evolución en 
la regulación de las mejoras voluntarias que ya se trató 
anteriormente. Ya se señaló, en el estudio de su evolución 
normativa, que actualmente solo las mejoras directas de 
prestaciones tienen aplicación práctica, si bien la mejora 
por establecimiento de tipos adicionales merece una mínima 
atención.
Esta modalidad ha quedado reducida a un simple 
principio general contenido en el artículo 194, frente a 
la regulación más extensa del anterior artículo 184 del 
Texto Refundido de 1974, que contenía además reglas y 
principios a que debían someterse tales mejoras. 
Actualmente, el artículo 194 establece que el MTSS, a 
instancia de los interesados, podrá aprobar cotizaciones 
adicionales efectuadas mediante el aumento del tipo de 
cotización al que se refiere el artículo 107, con destino 
a la revalorización de las pensiones u otras prestaciones 
periódicas ya causadas y financiadas con cargo al mismo, 
o para mejorar las futuras.
Se trata pues de una posibilidad que queda en manos 
de decisión ministerial, por lo que podría en algún momento
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llegar a realizarse. Si bien, la realidad actual en la que 
ha quedado desvirtuado el principio de sinalagmaticidad 
propio de un sistema puramente contributivo, no presenta 
las premisas necesarias para que una medida de este estilo, 
que ha de ser voluntaria, tenga una favorable acogida187.
Nos quedamos pues con la figura de las mejoras 
directas de prestaciones como única modalidad de mejora 
voluntaria que subsiste para el Régimen General.
B) Las Mejoras Directas de Prestaciones: concepto y 
características.-
15. Nos encontramos nuevamente con una ausencia de 
definición legal que exige partir de los caracteres que el 
artículo 192 de la LGSS atribuye a estas mejoras:
a) En primer lugar, en cuanto al acto de adopción de 
estas mejoras, sigue primando su carácter voluntario: las 
empresas podrán mejorar directamente. . ., característica que 
no es una novedad, sino una nota esencial de toda mejora 
voluntaria, como su nombre indica.
Cabe añadir, que desde que desaparecieron las mejoras 
por aumento de las bases de cotización, la posibilidad de 
que las empresas acudan a esta vía ya no se encuentra 
condicionada en tanto que dejó en ese momento de tener 
carácter subsidiario. Por ello, hay que entender derogados 
los preceptos de la OMV referentes a este aspecto, lo que 
incluye la derogación del artículo 14 de la misma que, como
187Respecto del anterior régimen jurídico de estas mejoras, 
vid. MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias.... op. cit., 
pág. 108 y ss.
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ya se señaló, establecía el procedimiento que las empresas 
debían observar para ofrecer este tipo de mejoras y que 
significaba cierto control del requisito de la 
subsidiariedad.
En definitiva, -y sin perjuicio de lo establecido en 
el apartado siguiente- las empresas podrán ofrecer mejoras 
directas de prestaciones a sus trabajadores cuando 
voluntariamente así lo decidan, sin necesidad de ningún 
tipo de procedimiento que conecte la empresa a las
Entidades Gestoras de la Seguridad Social, que en esta 
materia permanecen absolutamente al margen.
b) El establecimiento de estas mejoras voluntarias 
puede derivar tanto de la concesión unilateral del 
empresario hacia sus trabajadores, como de la negociación 
colectiva. Referencia que contiene actualmente, como vimos, 
al artículo 39.2 de la LGSS, y que seguramente por depurar 
reiteraciones, no aparece tras la última refundición de la 
LGSS, en el artículo 191.2, como sí ocurría en su
antecesor, el artículo 181.2 del Texto Refundido de 1974.
En el Capítulo anterior quedó constancia del 
importante papel que juegan hoy día los convenios
colectivos como fuente de la previsión social 
complementaria. Más adelante se abordarán los principales 
problemas que se plantean en la actualidad respecto de las 
mejoras voluntarias establecidas en estos instrumentos.
c) En tercer lugar, es regla general que sean 
financiadas por la propia empresa aunque cabe, no obstante, 
establecer una aportación a cargo de los trabajadores, si 
bien en tal caso, se les debe conceder la facultad de
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decidir individual y voluntariamente si se acogen o no a 
las correspondientes mejoras.
d) Por lo que respecta al ámbito subjetivo sobre el 
que pueden actuar las mejoras directas, retomamos lo dicho 
en el análisis del artículo 39 de la LGSS, que se remite 
al 7.1 del mismo texto. Concretamente, abarca al colectivo 
comprendido en el campo de aplicación del Régimen General 
de la Seguridad Social -art. 7.1.a) y art. 97 LGSS-.
e) En cuanto al ámbito objetivo de aplicación de las 
mejoras directas de prestaciones, la regulación ofrecida 
por la LGSS no se expresa con claridad.
Establece el artículo 192 que las empresas podrán 
mejorar directamente las prestaciones de este Régimen 
General.... El problema que se plantea respecto del ámbito 
objetivo de aplicación de estas mejoras, es si debemos 
entender estrictamente que la mejora solo es posible 
respecto de una prestación ya cubierta por el sistema, o 
en cambio, si hemos de mantener una postura más amplia y 
flexible que permita también calificar como mejoras 
directas de prestaciones aquéllas que no están referidas 
a una concreta prestación cubierta por el nivel básico de 
protección.
Como afirma MARTIN VALVERDE, ambas técnicas forman 
parte de la función que cumple la Seguridad Social 
Complementaria, o bien consiste en "colmar las lagunas o 
huecos (contingencias no cubiertas) de la Seguridad Social 
básica, o bien en aumentar las prestaciones de esta última 
hasta un nivel más satisfactorio"188. Ahora bien, este
188MARTIN VALVERDE,A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
pág.24.
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autor distingue dos formas institucionales de Seguridad 
Social Complementaria, los llamados regímenes 
complementarios, organizados técnicamente fuera de la 
Seguridad Social básica, y las Mejoras Voluntarias, como 
fórmula complementaria integrada dentro de la Seguridad 
Social básica189. Tan sólo para estas últimas reserva el 
carácter de complementariedad estricta definiéndolas como 
"aquellos incrementos de las prestaciones de los regímenes 
legales de Seguridad Social, pactados colectivamente o 
establecidos con el mismo carácter por decisión unilateral 
del empresario", si bien reconoce que el legislador opera 
con un concepto excesivamente amplio y de escaso valor 
técnico, en el que caben tanto mejoras voluntarias 
propiamente dichas como regímenes complementarios, pues 
entiende que las mejoras directas de prestaciones no son 
propiamente mejoras voluntarias190.
Un detenido análisis del derecho positivo muestra la 
opción legislativa por considerar las mejoras directas de 
prestaciones como incrementos de las legales. El carácter 
subsidiario con el que fueron reguladas por la LSS de 1966 
respecto de las mejoras por aumento de las bases de 
cotización, exigía mejorar en primer lugar las bases con 
lo cual, la mejora directa estaba vinculada necesariamente 
a una prestación del sistema, -art. 11 OMV-191.
l89Ibidem, pág. 27 y ss.
l90Ibidem, págs.47 y 77.
191 "Cuando se haya alcanzado en alguno de los grupos de 
contingencias que se establecen en el artículo 7o de esta Orden 
los límites previstos en el artículo 5o de la misma para el 
aumento de la base de cotización, las Empresas podrán mejorar 
libremente alguna o algunas de las prestaciones correspondientes
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Actualmente, desaparecida la regla de la 
subsidiariedad, una interpretación estricta respecto del 
ámbito objetivo de aplicación de las mejoras directas de 
prestaciones no hace sino desvirtuar la importante función 
actual de la previsión social complementaria, que juega un 
decisivo papel destinado a paliar las insuficiencias de la 
Seguridad Social actual192. Estas insuficiencias se 
presentan actualmente tanto en la intensidad de la 
protección como en la extensión de la acción protectora, 
piénsese en las carencias de protección social que sufren 
los trabajadores aprendices y los que se denominan por la 
doctrina trabajadores a tiempo parcial marginal.
Incluso en el derecho positivo hemos visto ejemplos 
de mejoras voluntarias que no vienen referidas a una 
prestación básica existente -recuérdese la mejora por IT 
regulada en otro tiempo para los trabajadores autónomos y 
en la actualidad para los trabajadores por cuenta propia 
del régimen especial agrario-193.
al grupo de que se trate”.
El apartado segundo de este precepto excluía determinadas 
prestaciones del requisito de la subsidiariedad, concretamente 
las prestaciones de protección familiar, las derivadas de 
incapacidad temporal y aquellas prestaciones ocasionales que 
puedan conceder las empresas para grupos de trabajadores 
afectados por expedientes de crisis.
192DEL REY y GALA entienden que las mejoras voluntarias 
pueden proteger frente a las mismas contingencias o frente a 
contingencias distintas de las previstas por la Seguridad Social, 
aunque reconocen que la esencia de las mismas viene dada por las 
que de una u otra forma tienen el mismo ámbito subjetivo y se 
refieren a las mismas contingencias protegidas por el Sistema de. 
Seguridad Social, complementando sus prestaciones, DEL REY 
GUANTER,S. y GALA DURAN,C., "Las Mejoras Voluntarias: análisis 
de la reciente negociación...", pág.872.
193Vid. supra n°7 y 8.
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Ahora bien, admitir como mejoras directas de 
prestaciones también aquéllas que no consisten fielmente 
en el incremento de la prestación básica correspondiente, 
exige establecer unos criterios delimitadores que 
determinen cuando nos encontramos ante una mejora 
voluntaria de la Seguridad Social y cuando no194.
Es frecuente encontrar en los convenios colectivos 
extensos capítulos que responden a títulos diversos -acción 
social, asistencia social, beneficios sociales...o incluso 
Seguridad Social Complementaria-. Dentro de estos capítulos 
encontramos junto a las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social, otras ventajas sociales como ayudas para compra de 
vivienda, para estudio de los hijos, economatos, guardería, 
polideportivo...etc. en definitiva todo aquello que 
comprende el indeterminado concepto de "fringe 
benefits"195.
Entre todos ellos las mejoras directas tienen dos 
rasgos característicos: en primer lugar se trata de mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, lo cual exige tomar la 
Seguridad Social como punto de referencia; y en segundo 
lugar, su función como institución de previsión social
194ALONSO OLEA Y TORTUERO PLAZA, dentro del concepto genérico 
de Seguridad Social Voluntaria, distinguen entre la Seguridad 
Social Complementaria, que sería aquella que actúa sobre los 
mismos riesgos que la Seguridad Social básica y que presenta el 
mismo esquema de prestación que la básica a la que complementan, 
y aquella a la que denominan Seguridad Social Autónoma por 
proteger, o bien a otros colectivos no incluidos en el sistema 
de la Seguridad Social, o bien a otros riesgos no cubiertos o 
bien mediante otra diferente técnica protectora. En consecuencia, 
la naturaleza de la mejora directa en cuestión dependerá de la 
forma en que ésta se adopte, ALONSO OLEA,M‘. y TORTUERO 
PLAZA,J.L., Instituciones de.... op. cit., pág.506.
195Vid. al respecto MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras 
Voluntarias.... op. cit., pág. 17 y ss.
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complementaria destinada a paliar las insuficiencias 
actuales de la Seguridad Social básica. Ambas premisas 
permiten un acercamiento y delimitación objetiva de las 
mejoras directas de prestaciones:
1.- Lo serán, aquellas que consistan en la. mejora o 
incremento de una prestación que forme parte de la acción 
protectora del sistema básico196.
2.- También aquéllas que consistan en sí mismas en la 
protección de una contingencia que es también protegida 
dentro del sistema, aunque no se expresen en términos de 
estricto incremento de la prestación básica197.
Puesto que las mejoras directas sí vienen delimitadas 
estrictamente en su ámbito subjetivo, en este apartado 
tendrían cabida la protección de aquellas contingencias ya 
previstas por la Seguridad Social siempre que recaigan 
sobre sujetos incluidos en el campo de aplicación de la 
misma, aunque éstos tengan en ese área básica restringida 
su protección, -ej . aprendices para los que el convenio 
colectivo pueda hipotéticamente prever el pago de 
determinada cantidad económica en el supuesto de 
encontrarse en situación de incapacidad temporal-.
3.- Si se trata de una mejora que se prevé como una 
prestación que no existe en el sistema básico, su 
calificación como mejora voluntaria encierra una enorme 
complejidad. Y es que las empresas, cuya intervención es
196Sería la típica cláusula convencional en la que la empresa
complementa la correspondiente prestación hasta un porcentaje
determinado del salario del trabajador en activo, es frecuente
respecto de las mejoras por IT.
197Un claro ejemplo lo representa aquella cláusula que prevé 
la entrega de determinado capital o renta en los supuestos de 
muerte o invalidez del trabajador.
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necesaria en esta materia, no pueden convertirse en la sede 
donde se pretenda conseguir el ideal platónico de cualquier 
sistema público de Seguridad Social, como aquel que atienda 
a la liberación de todas las necesidades sociales de los 
individuos -aunque en este caso sería solo, de los 
trabajadores-. En otras palabras, cualquier beneficio 
social que las empresas prevean para el disfrute de sus 
trabajadores no puede ser considerado mejora voluntaria de 
la Seguridad Social, supuestos como la ayuda para compra 
de vivienda o para fines culturales no puede considerarse 
una medida que palie la insuficiencia de nuestro Sistema 
de Seguridad Social, bajo la hipótesis de pretender que el 
mismo fuese utópicamente perfecto. Estamos en estos casos, 
ante derivaciones del deber de protección empresarial198.
La clave para delimitar una mejora voluntaria de 
Seguridad Social cuando no viene referida a una prestación 
del sistema debemos situarla actualmente en parámetros 
reales. El término de comparación es nuestro propio Sistema 
público, y su insuficiencia o, dicho en otras palabras, el 
terreno que queda para el nivel complementario que merece 
especial atención, es aquel que muestra el retroceso de un 
Sistema público de Seguridad Social afectado por 
situaciones de crisis. En definitiva, no será mejora 
voluntaria aquella que prevea una prestación para una 
situación de necesidad que nunca fue cubierta por nuestro 
Sistema, pero sí lo será aquélla que proteja una situación- 
de necesidad que, en un momento dado, deje de estar 
protegida por el mismo, si llegara el caso.
198ALONSO OLEA, M . y TORTUERO PLAZA, J. L . , Instituciones 
de.... op. cit., págs. 506 y 512.
157
(I) Las Mejoras Voluntarias: récrimen jurídico.
En la práctica estas mejoras son de difícil o de 
imposible realización práctica, pues recuérdese que el 
artículo 41 de la Constitución impone "mantener" un régimen 
público de Seguridad Social, término que exige mantenerlo 
-valga la reiteración- al menos como se ha concebido 
históricamente199.
Sí podríamos incluir en este apartado como mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, las cantidades 
percibidas por los trabajadores en supuestos de nupcialidad 
y natalidad, presentes en algunos convenios colectivos. 
Ambas fueran suprimidas como situaciones de necesidad 
merecedoras de protección por la Ley 26/1985, de 31 de 
julio, y desde mi punto de vista se encuadran mejor entre 
las mejoras voluntarias de la Seguridad Social -tanto 
porque ambas situaciones implican un exceso de cargas 
económicas, como porque se trata de supuestos de ayuda 
familiar-.
f) Siguiendo con las principales características de 
las mejoras directas de prestaciones, cabe mencionar su 
carácter de derecho adquirido o consolidado que se les 
reconoce legalmente a aquéllas que hayan sido reconocidas, 
-art. 192 in fine LGSS-. Según este precepto, "no obstante, 
el carácter voluntario, para los empresarios, de la 
implantación de las mejoras a que este artículo se refiere,
199No entro en la discusión doctrinal sobre las distintas 
interpretaciones que cabe dar a este término, -desde la que 
entiende que los poderes públicos están obligados a partir del 
nivel de protección con el que se encuentran al entrar en vigor 
la CE, hasta aquella interpretación que considera "mantener" un 
término equivalente a "financiar"-. Sobre esta cuestión, vid. 
SUAREZ GONZALEZ,F., "La Seguridad Social y la Constitución de 
1978", op. cit., pág.121.
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cuando al amparo de las mismas un trabajador haya causado 
el derecho a la mejora de una prestación periódica, ese 
derecho no podrá ser anulado o disminuido, si no es de 
acuerdo con las normas que regulan su reconocimiento"
Se trata, como puede apreciarse, de una garantía de 
consolidación del derecho a la mejora ya reconocida, cuando 
el disfrute de la misma se extienda en el tiempo.
Como veremos, son muchos y de muy diversa índole los 
problemas que se derivan hoy día de esta declaración. Por 
un lado debe compaginarse con la normativa sobre sucesión 
de convenios colectivos, lo que exige distinguir entre 
derechos consolidados y expectativas de derechos, así como 
analizar la interpretación constitucional sobre los 
derechos adquiridos; por otro lado debemos entrar a valorar 
otras cincunstancias concurrentes como las situaciones de 
crisis empresarial, la posibilidad de modificación de las 
mejoras voluntarias ya reconocidas, y la vinculación e 
incluso legitimidad, del colectivo de trabajadores pasivos 
beneficiarios de estas mejoras.
g) En cuanto a las posibilidades de gestión de las 
mejoras directas se admiten muy diversos modos. Según el 
artículo 193 de la LGSS, puede el empresario optar por 
gestionarlas directamente o a través de cualquiera de las 
entidades mencionadas, tales como, la propia Administración 
de la Seguridad Social, Fundaciones Laborales, Montepíos 
y Mutualidades de Previsión Social o Entidades aseguradoras 
de cualquier clase.
159
(I) Las Mejoras Voluntarias: régimen jurídico.
Sin perjuicio de un posterior análisis actualizado de 
este precepto200, en principio debe destacarse que han 
sido, precisamente, estas amplias posibilidades de gestión 
que permite la intervención de instituciones privadas en 
materia de Seguridad Social, la razón fundamental que ha 
llevado a la doctrina a considerar que las mejoras directas 
de prestaciones no son propiamente Seguridad Social 
Complementaria.
Para MARTIN VALVERDE, no merecen la calificación de 
mejoras voluntarias si se trata de complementos de 
prestaciones financiados y gestionados al margen de la 
organización de la Seguridad Social básica. Además, si se 
trata de una gestión directa empresarial, ello no merece 
la calificación de Seguridad Social, "pudiendo ser 
explicada, probablemente a mayor satisfacción, desde la 
doctrina del salario" .201
También ALARCON CARACUEL Y GONZALEZ ORTEGA entienden 
que sólo gestionadas en conexión con las Entidades Gestoras 
podrían encuadrarse dentro de la Seguridad Social 
Complementaria202.
Lo cierto es que la dicción legal no se presta a 
confusiones y permite la intervención de terceros en la 
gestión de las mejoras directas de prestaciones. Si bien,
200Vid. infra, II, n°17 y ss.
201MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
págs 77 a 79.
202ALARCON CARACUEL, M.R. y GONZALEZ ORTEGA, S., Compendio de 
Seguridad Social, op. cit., págs.134 y 135.
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debe reconocerse que en el artículo 193 se mencionan 
expresamente entidades sin ánimo de lucro, aunque se deja 
una cláusula abierta que da paso a cualquier otro tipo de 
entidad. En estos casos, los mayores problemas se han 
planteado en la práctica cuando las empresas recurren a la 
concertación de pólizas de seguro privadas, básicamente 
seguros de vida y accidentes en favor del colectivo de 
trabajadores. En este terreno la litigiosidad es 
abundantísima debido especialmente al conflicto que se 
produce entre dos normativas que colisionan: la reguladora 
del seguro privado y la normativa general de la Seguridad 
Social.
h) Por último, dentro de esta breve enumeración de 
aspectos destacables del régimen jurídico de las mejoras 
directas de prestaciones, queda por mencionar la naturaleza 
jurídica de las mismas.
Actualmente los preceptos de la LGSS reguladores de 
las mejoras directas de prestaciones, guardan completo 
silencio al respecto, tan sólo contamos con la referencia 
general que contiene el artículo 39.2 ya citado, según el 
cual, salvo el establecimiento de mejoras voluntarias, la 
Seguridad Social no podrá ser objeto de contratación 
colectiva.
Según este precepto nos encontramos claramente ante 
materia de Seguridad Social, y por si alguna duda se 
suscitaba, así se encargó de puntualizar la OMV de 1966, 
cuyo artículo 1.3 atribuye a estas mejoras los mismos 
caracteres atribuidos a las prestaciones básicas 
-actualmente en los artículos 121 y 40 de la LGSS-, y una
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vez establecidas se entenderá que forman parte, a todos los 
efectos, de la acción protectora de la Seguridad Social.
16. Puede apreciarse del análisis expuesto que son 
varios los caracteres de las mejoras directas de 
prestaciones que plantean problemas interpretativos, 
algunos de los cuales ya han sido apuntados y que sin duda, 
merecen una más detenida atención. Con carácter general 
puede decirse que la amplia flexibilidad de que disponen 
las partes para configurarlas y la ausencia de una 
normativa más específica sobre las mismas, las convierten 
actualmente en una institución conflictiva en nuestra 
realidad jurídica, tal y como demuestra la abundante 
litigiosidad que suscitan. Conviene por ello abordar el 




1. Esta cuestión constituye sin duda, el núcleo 
principal del que se derivan la mayoría de los problemas 
que se tratarán en adelante.
La base de esta problemática tiene, en primer lugar, 
un origen legal ya que se produce desde el momento en que 
estas mejoras, destinadas a proteger posibles situaciones 
de necesidad, instauradas voluntariamente por sujetos 
privados, gestionadas y financiadas también por éstos, son
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equiparadas por nuestro ordenamiento jurídico a las 
prestaciones de la Seguridad Social.
Pero, si ya de por sí es polémica la postura adoptada 
por la propia ley, la problemática se acentúa cuando, a 
consecuencia de la atribución legal a las mejoras directas 
de la misma naturaleza que las prestaciones públicas, se 
entra en conflicto con otras normas, como la reguladora del 
seguro privado, o con la propia voluntad individual o 
colectiva.
La atribución de esta naturaleza arranca pues del 
mismo ordenamiento -art.39.2 LGSS y 1.3 OMV-, y se deriva 
asimismo del hecho de aparecer reguladas en la propia 
normativa de la Seguridad Social.
2. El artículo 1.3 de la OMV presenta un doble 
contenido:
a) - por un lado atribuye a las mejoras voluntarias los 
mismos caracteres de que gozan las prestaciones básicas.
b)- por otro lado, declara que una vez establecidas, 
formarán parte, a todos los efectos, de la acción 
protectora de la Seguridad Social.
A) Caracteres de las Mejoras Voluntarias. -
3. Aplicarles los mismos caracteres significa que las 
prestaciones correspondientes a estas mejoras, deben ser. 
incluidas en el campo de actuación del artículo 4 0 de la 
LGSS asimilándose a las prestaciones de la Seguridad 
Social, y a los beneficios de sus servicios sociales y de 
la asistencia social.
163
(II) Las Mejoras Voluntarias: naturaleza jurídica.
En principio, establece el artículo 40 que no podrán 
ser objeto de retención, salvo en materia tributaria y 
conforme a las normas reguladoras de cada impuesto; 
asimismo no podrán ser objeto de cesión total o parcial, 
compensación o descuento, salvo en orden al cumplimiento 
de obligaciones alimenticias en favor del cónyuge e hijos, 
o cuando se trate de obligaciones contraídas por el 
beneficiario dentro de la Seguridad Social.
Por lo que respecta a las posibilidades de embargo, 
la LGSS se remite a lo establecido en la LEC203.
Por su parte, el artículo 121 de la LGSS, en su 
apartado segundo, recoge para determinadas prestaciones 
que, por diversas razones que más adelante se analizarán, 
deben ser abonadas por los empresarios, el carácter de 
créditos privilegiados, lo cual también es aplicable a las 
mejoras voluntarias ya que el artículo 1.3 de la OMV se 
remite expresamente a este precepto -que correspondía 
originariamente al artículo 90 de la LSS-1966 y LGSS-1974-, 
cuyo apartado primero se remite a su vez al artículo 40, 
ya citado.
La aplicabilidad del conjunto de caracteres señalados 
a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social, exige el 
análisis de la normativa de desarrollo que incida sobre 
ellos al objeto de analizar si procede la general 
aplicación de todos ellos a las mejoras, o en cambio, si
203Consecuencia de la declaración de inconstitucionalidad de 
la inembargabilidad absoluta establecida tradicionalmente por la 
LGSS; SSTCO 113/1989, de 22 de junio, 138/1989, de 20 de julio 
y 140/1989, de 20 de julio, recogidas en La Doctrina del Tribunal 
Constitucional en materia de Seguridád Social. Ed.CISS, 1996, 
págs. 544 a 551 y 570 y ss.
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en algún supuesto concreto se ha superado jerárquicamente 
lo dispuesto en el artículo 1.3 de la OMV.
1) - Respecto a la normativa tributaria en esta materia 
no se observa coincidencia entre la normativa aplicable a 
las pensiones públicas y aquélla aplicable a los sistemas 
de previsión social complementaria. Para las primeras, el 
artículo 9 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, reguladora del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas204 declara 
como rentas exentas de tributación las prestaciones 
reconocidas al sujeto pasivo por la Seguridad Social o por 
las Entidades que la sustituyan, como consecuencia de 
incapacidad permanente absoluta o gran invalidez205. Lo que 
significa que el resto de pensiones y haberes pasivos deben 
tributar, incluida las prestaciones por desempleo206.
Por su parte, en materia de previsión complementaria, 
el apartado k) del artículo 25 de la LIRPF, considera 
rendimiento del trabajo a efectos de este impuesto, las 
prestaciones percibidas por los beneficiarios de los Planes 
de Pensiones y de los sistemas alternativos regulados por 
la Ley 8/1987, de 8 de junio -LPFP-, salvo cuando deban 
tributar por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
Los sistemas alternativos son aquellos a los que la 
LPFP en su redacción original, dedicaba su Disposición 
Adicional Primera, y englobaban las contribuciones
204BOE 7-6-1991.
205Redacción dada por la Ley 21/1993, de 29 de diciembre, 
LPGE para 1994, -art.62-.
206Art.25 e) y g) de la LIRPF en redacción dada por la LPGE 
para 1994, -art.63-.
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empresariales o de cualquier otra entidad207 realizadas 
para la cobertura de prestaciones análogas a las ofrecidas 
por los Planes de pensiones. La denominación de sistemas 
alternativos fue dada por el RPFP en su Capítulo IX -arts. 
70 y ss.- que desarrolla la citada Disposición Adicional 
a los solos efectos de regularizar su régimen fiscal tanto 
para las empresas o entidades acogidas a estos sistemas, 
como para los sujetos a quienes se les aplican.
Recientemente aquella Disposición Adicional de la LPFP 
ha recibido nueva y "muy variada" redacción por la LOSSP, 
abandonando la perspectiva fiscal que inspiraba la versión 
original, supuesto sobre el que se tratará más adelante208, 
pero que en esta materia que estamos tratando nos sirve 
para delimitar el contenido del apartado k) del artículo 
25 de la LIRPF, ya que en la redacción actual de la 
Disposición Adicional primera de la LPFP, se alude 
directamente a los compromisos por pensiones asumidos por 
las empresas, derivados de obligaciones legales o 
contractuales del empresario con el personal de la empresa 
y vinculados a las contingencias protegibles por los planes 
de pensiones209. En definitiva, afecta a las mejoras 
voluntarias cuando están referidas a las pensiones, y se 
incluyen también las referidas a invalidez permanente y 
gran invalidez, con lo cual, no se tiene en cuenta a 
efectos tributarios la asimilación con las prestaciones
207Recogía un campo de aplicación bastante amplio.
20iVid. infra n°23 y ss.
209Se recogen en el artículo 8.6 de la LPFP, y con carácter 
general son: jubilación, invalidez permanente total, absoluta y 
gran invalidez, y muerte y supervivencia.
166
(II) Las. Mejoras Voluntarias: naturaleza jurídica.
básicas a que alude el artículo 1.3 de la OMV, que exigiría 
que las mejoras de las prestaciones por invalidez 
permanente absoluta y gran invalidez quedaran exentas de 
tributación a efectos del IRPF.
2)- Por lo que respecta a la imposibilidad de cesión 
total o parcial de las mejoras, o mejor, del derecho a las 
mismas, al igual que las prestaciones básicas, este derecho 
debe entenderse como personal e indisponible, pues no debe 
olvidarse que están ligadas a un fin social cuyo resultado 
debe garantizarse. De hecho se ha previsto expresamente en 
la normativa reguladora de los Planes de pensiones, 
-art.10.6 RPFP-.
3)- En cuanto a la imposibilidad de compensación o 
descuento, la segunda de las excepciones es impracticable 
respecto de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social 
en tanto que no intervienen en la concesión ni declaración 
de derechos a las mejoras. Solo tiene sentido si lo 
reconducimos a las desaparecidas mejoras por aumento de las 
bases de cotización, o en su caso, a las mejoras por 
establecimiento de tipos de cotización adicionales.
4)- Por lo que respecta al carácter de crédito 
privilegiado de aquellas prestaciones recogidas en el 121.2 
de la LGSS, en tanto que supone la presencia del empresario 
en la situación de deudor, en principio no debería suponer 
impedimento para asumir también el carácter de crédito 
privilegiado de las mejoras directas de prestaciones, pues 
de otra manera, no tendría sentido la referencia directa
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al artículo 121 -art.90 LSS 1966- que hace el artículo 1.3 
de la OMV.
Concretamente, las prestaciones que recoge el artículo 
121.2, son las siguientes:
aquéllas que tengan su origen en el propio 
incumplimiento de éste de sus obligaciones en materia de 
afiliación, altas, bajas y cotización, supuestos para los 
que se establece la responsabilidad empresarial en orden 
al pago de las prestaciones210.
- aquéllas que corresponde abonar al empresario en 
virtud de su colaboración en la gestión de la Seguridad 
Social211.
las cantidades que resulten del pago de la 
prestación por IT derivada de contingencias comunes que 
corresponde abonar al empresario desde los días cuarto al 
decimoquinto de baja, ambos inclusive212.
210Esta responsabilidad viene establecida en el artículo 
126.2 LGSS, y ante la falta de desarrollo reglamentario del 
mismo, la jurisprudencia declaró aplicable la regulación 
contenida en los artículos 94 y ss. de la LSS de 1966 con 
carácter reglamentario, preceptos que deben entenderse 
actualmente en la forma en que la jurisprudencia ha ido 
reinterpretándolos y adecuándolos a la realidad.
211La colaboración de los empresarios en la gestión de la 
Seguridad Social viene regulada en el artículo 77 de la LGSS 
desarrollado por la Orden de 25 de noviembre de 1966.
212Supuesto recogido en el artículo 131.1, apartado segundo 
de la LGSS, que supone el traslado al empresario de una parte de 
la prestación por IT derivada de contingencias comunes, que debe 
asumir por imperativo legal.
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- y los recargos de prestaciones derivadas de riesgos 
profesionales, que se imputen al empresario por la falta 
de medidas de seguridad e higiene213.
Los tres primeros supuestos recogen situaciones en las 
que, por una u otra razón, el empresario asume el abono de 
una prestación básica situación que, dado el caso, tiene 
la consideración de crédito privilegiado y le es aplicable 
el régimen contenido en el artículo 32 del ET, sobre 
garantías del salario214.
4. El artículo 32 del ET recoge tres niveles distintos 
de protección de los salarios, aplicables tanto en los 
supuestos en que el empresario haya iniciado un 
procedimiento concursal, como en cualquier otro en el que 
concurra con otro u otros créditos sobre bienes del 
empresario -32.4-.
El apartado primero de este precepto establece la 
preferencia para el cobro de los últimos treinta días de 
salario y en cuantía que no supere el doble del salario 
mínimo interprofesional, sobre cualquier otro crédito 
aunque éste se encuentre garantizado por prenda o hipoteca. 
Es el que la jurisprudencia denomina "superprivilegio"215.
El segundo apartado establece el denominado 
"privilegio refaccionario"216, que consiste en la
213Supuesto recogido en el artículo 123 de la LGSS, que prevé 
un recargo entre un 30 y un 50 por ciento, según la gravedad de 
la falta.
214Existe un cuarto supuesto que recoge las prestaciones que, 
en su caso, deban asumir las MATEP en régimen de liquidación, 
ar:.121.2 in fine.
215S.TS de 28 de enero de 1983, -Ar.2728-.
216S.TS de 27 de octubre de 1987, -Ar.8980-.
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preferencia del crédito salarial sobre cualquier otro 
crédito, respecto de la realización de los mismos con los 
objetos elaborados por los trabajadores, mientras sean 
propiedad o estén en posesión del empresario.
Por último, el apartado tercero del artículo 32 del 
ET, establece que "los créditos por salarios no protegidos 
en los apartados anteriores tendrán la condición de 
singularmente privilegiados en la cuantía que resulte de 
multiplicar el triple del salario mínimo interprofesional 
por el número de días de salario pendientes de pago, 
gozando de preferencia sobre cualquier otro crédito, 
excepto los créditos con derecho real, en los supuestos en 
los que éstos, con arreglo a la Ley, sean 
preferentes. . . "217.
El artículo 121.2 de la LGSS se remite al artículo 32 
del ET sin ninguna otra especificación, de ahí que el modo 
en que deba aplicarse este precepto a las prestaciones de 
la Seguridad Social sea una cuestión polémica. Así, ALVAREZ 
DE MIRANDA entiende que las mismas solo pueden tener cabida 
en el apartado tercero de aquel precepto218. Y por otro 
lado, RIOS SALMERON clasifica los diferentes tipos de 
prestaciones y establece que los subsidios son encuadrables 
dentro del apartado primero del citado artículo, mientras 
que si se trata de indemnizaciones a tanto alzado o
217,1. . .La misma consideración tendrán las indemnizaciones por 
despido en la cuantía correspondiente al mínimo legal calculada 
sobre una base que no supere el triple del salario mínimo", 
Art.32.3 in fine.
218ALVAREZ DE MIRANDA, J.M. , "Garantías del Salario", El ET. 
(dir. E.BORRAJO), Tomo VI, ed.Edersa, Madrid, 1982, pág.339.
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pensiones vitalicias, no les son aplicables el llamado 
"superprivilegio", pero sí los privilegios contenidos en 
los apartados segundo y tercero del artículo 32 del ET219.
Cualquiera de estas soluciones supondría que los 
créditos por prestaciones de la Seguridad Social no 
estarían equiparados a los créditos salariales, como 
establece el 121.2 de la LGSS, sino que se cobrarían 
siempre en segundo lugar frente al "superprivilegio", o en 
cuarto lugar -después de los créditos garantizados con 
derechos reales- en aplicación del apartado tercero del 
artículo 32.
Por otro lado, el artículo 121.2 utiliza el término 
"prestaciones", que es el término comúnmente utilizado por 
la normativa de la Seguridad Social para englobar a todas 
las que integran la acción protectora de aquélla, sin 
perjuicio de que en ocasiones haga referencia a los 
términos pensión -art.46 y ss. LGSS-, subsidio -arts.129 
y 133 quáter- o indemnización a tanto alzado -art.139-, 
distinción que responde a una diferente estructura o forma 
de pago, -pensión equivale a renta periódica y vitalicia, 
subsidio equivale a renta temporal, y indemnización a tanto 
alzado, equivale al pago en un solo acto-. En definitiva, 
no es comprensible distinguir basándose en este criterio 
para considerar la aplicación del artículo 32 del ET.
5. Lo cierto es que, en la práctica, la realización 
de este precepto en materia de Seguridad Social se plantea 
en muy escasas ocasiones, ya que en esta materia la
219RIOS SALMERON,B., Los privilegios del crédito salarial. 
Madrid, 1984, pág.112.
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presencia de otras garantías del crédito de Seguridad 
Social que ostenta el trabajador beneficiario frente al 
empresario deudor, convierte al artículo 121.2 de la LGSS 
en relación con el 32 del ET, en preceptos de último 
recurso.
Estas garantías de las prestaciones en materia de 
Seguridad Social no consisten en colocar al trabajador 
acreedor en una posición de preferencia frente a otros 
acreedores, como es el caso aplicable a los créditos 
salariales, sino que directamente y cuando se trata de la 
Seguridad Social, evitan esa situación de concurrencia 
crediticia.
Los mecanismos existentes para ello son los 
siguientes:
a) Respecto de las prestaciones debidas por el 
empresario en virtud de los incumplimientos del mismo en 
materia de Seguridad Social, -art.126.2 LGSS-, está 
previsto el principio de automaticidad de las prestaciones. 
En aplicación de este mecanismo de garantía, las Entidades 
Gestoras de la Seguridad Social o, en su caso, las MATEP, 
anticipan el pago de las prestaciones a los sujetos 
beneficiarios -incluso aunque la empresa haya desaparecido- 
sin perjuicio de que posteriormente la Entidad que haya 
asumido el pago reclame al empresario el reintegro de las 
cantidades satisfechas, -art.126.3 LGSS-.
La automaticidad de las prestaciones sin embargo, no 
opera en todo caso con carácter absoluto. Así, sí procederá 
dicho anticipo cuando se trate de las prestaciones 
contempladas en el artículo 125.3 de la LGSS, supuestos en 
los que se considera al trabajador beneficiario en alta de
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pleno derecho. Se trata concretamente de todas las 
prestaciones que deriven de contingencias profesionales, 
prestaciones por desempleo y la asistencia sanitaria en 
cualquier caso. Para el resto de prestaciones: IT derivada 
de contingencias comunes, maternidad, jubilación, invalidez 
permanente derivada de contingencias comunes y pensiones 
de viudedad y orfandad, la Entidad Gestora correspondiente 
anticipará el pago de las mismas siempre que el empresario 
haya cumplido al menos con la obligación legal de dar de 
alta a sus trabajadores en la Seguridad Social, -art.95 LSS 
de 1966 e interpretación jurisprudencial-.
Ahora bien, en la práctica si la empresa hace 
efectivas las obligaciones a que haya sido condenada por 
Sentencia, la Seguridad Social suele anticipar la 
prestación de hecho220.
b) Respecto al segundo supuesto del artículo 121.2 de 
la LGSS, sobre prestaciones que corresponda abonar al 
empresario en virtud de su colaboración en la gestión de 
la Seguridad Social, los resultados vienen a coincidir con 
el supuesto anterior221:
220BLASCO LAHOZ,F.J., LOPEZ GANDIA, J. y MOMPARLER 
CARRASCO,M.A., Curso de Seguridad.... op. cit., pág.264.
Sobre la tendencia de la jurisprudencia en un supuesto 
concreto, vid. GALA DURAN,C., "Responsabilidad empresarial en
orden al pago de prestaciones e incapacidad temporal: las
consecuencias del incumplimiento de las obligaciones de 
afiliación y/o alta y cotización", Comunicación presentada al VI 
Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social, celebrado en Sevilla, 1995; publicada en: AAW, La
Incapacidad Temporal. -Asociación Española de Derecho del Trabajo 
y de la Seguridad Social-, Ed.Tecnos, 1996, pág.501 y ss.
221Vid. al respecto, GARCIA ORTEGA, J., "Imputación de 
responsabilidades en materia de incapacidad laboral temporal", 
T.S.. n°44/45, 1994, pág. 75 y ss.
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1.- si se trata de las prestaciones derivadas de la 
colaboración obligatoria, el empresario viene obligado a 
asumir, en concepto de pago delegado, las prestaciones 
económicas por IT derivada de contingencias comunes o 
profesionales y las prestaciones por desempleo parcial 
consecuencia de una reducción de jornada o de días de 
trabajo debidamente autorizada -art.77.1.c) y 226.2 LGSS-.
Son supuestos en los que el pago de la prestación 
corresponde a la Entidad Gestora o MATEP, pero el 
empresario viene obligado a anticiparlo, resarciéndose 
posteriormente mediante la correspondiente compensación en 
la liquidación de sus cuotas.
En estos casos, si el empresario incumple sus 
obligaciones, el artículo 19 de la Orden de 25 de noviembre 
de 1966, prevé que sean asumidas por la Entidad Gestora 
competente, previa denuncia por el trabajador perjudicado.
2.- por lo que respecta a la colaboración voluntaria 
del empresario en la gestión de la Seguridad Social, ésta 
es posible realizarla por determinadas empresas, 
previamente autorizadas, y respecto de determinadas 
prestaciones, concretamente, IT y asistencia sanitaria 
derivadas de contingencias comunes y profesionales 
-art.77.1.a), b) y d)-.
En estos casos, las citadas empresas asumen a su cargo 
el pago de las mismas, recibiendo como contraprestación, 
reducciones en su cuota de la Seguridad Social. Las 
consecuencias del incumplimiento del empresario de abonar 
las prestaciones a que se ha comprometido voluntariamente 
no vienen reguladas expresamente. Para ALMANSA la solución 
a adoptar debiera ser la misma que respecto de la
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colaboración obligatoria: "el resurgimiento inmediato de
la responsabilidad de la Entidad Gestora o colaboradora que 
vendría obligada a satisfacer la prestación, de no existir 
la colaboración voluntaria, que en ese momento se 
eclipsa"222 .
c) Por último, por lo que respecta a las obligaciones 
que atribuye al empresario el apartado segundo del artículo 
131.1 de la LGSS, consistentes en el pago a su exclusivo 
cargo, de las cantidades que correspondan por IT derivada 
de contingencias comunes, desde los días cuarto al 
decimoquinto de baja, tampoco están previstas legalmente 
las consecuencias de su incumplimiento.
Ahora bien, en tanto que la citada prestación sigue 
manteniendo su naturaleza pública223, no hay impedimento 
para dotarle de las mismas garantías previstas por la 
propia normativa de la Seguridad Social que venimos 
analizando, concretamente el principio de automaticidad de 
las prestaciones224.
222ALMANSA PASTOR, J . M . , Derecho de la Seguridad Social, op. 
cit., pág.205.
223SS.TC 37/1994 y 129/1994, BJC n°155, pág.23 y ss. , y BJC 
n°157, pág.84 y ss, respectivamente.
Vid. al respecto, GARCIA NINET,J.I., "Sobre los doce días 
de incapacidad laboral transitoria a cargo del empresario por 
contingencias comunes. Algunas reflexiones", TS, n°40, 1994, pág. 
57 y ss; y "La Incapacidad Temporal", Ponencia presentada al VI 
Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social, celebrado en Sevilla, 1995; Publicada en: AAW, La
Incapacidad.... op. cit., pág. 13 y ss.
224En el mismo sentido, PEREZ ALONSO,M.A., "La 
responsabilidad empresarial en la incapacidad temporal", 
Comunicación presentada al VI Congreso de derecho del Trabajo y 
de la Seguridad Social, celebrado en Sevilla, 1995; Publicada en: 
AAW, La Incapacidad. . . . op. cit., pág. 3 68.
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d) Por su parte, el recargo de las prestaciones por 
falta de medidas de seguridad e higiene, es siempre 
responsabilidad directa del empresario incumplidor de tales 
medidas, no puede ser objeto de seguro alguno y será nulo 
de pleno derecho cualquier pacto o contrato que se realice 
para cubrir, compensar o transmitir dicha responsabilidad, 
-art.123 LGSS-.
6. Como conclusiones al análisis efectuado, se observa 
que en materia de Seguridad Social el artículo 32 es un 
precepto, como ya se indicó, de "último recurso". En la 
mayoría de los supuestos recogidos en el artículo 121 de 
la LGSS son las Entidades Gestoras de la Seguridad Social 
o las MATEP, en su caso, las que asumen el pago directo 
frente al trabajador, y posteriormente se resarcen 
subrogándose en la posición de aquél frente al empresario 
deudor. Incluso las MATEP, cuando asumen prestaciones en 
virtud del principio de automaticidad de las prestaciones 
-art.126.2 LGSS-, si no pudieran resarcirse por resultar 
el empresario insolvente, pueden reclamar al INSS como 
sucesor del Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo225.
Se observa que, de cualquier manera, en la mayoría de 
las ocasiones es el INSS el que se coloca en la posición 
de acreedor del empresario. En este supuesto de hecho, 
habría que plantearse si las Entidades Gestoras de la 
Seguridad Social pueden ocupar la situación de sujetos
225S . TS de 28 de septiembre de 1995, -Ar.6917-, entre otras. 
El FGAT fue suprimido por el RD 36/1978, de 16 de noviembre, 
sobre gestión institucional de la Seguridad social, la salud y 
el empleo, siendo sus funciones asumidas por el INSS.
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titulares de los privilegios regulados en el artículo 32 
del ET.
La doctrina se ha planteado la posible 
transmisibilidad del crédito y si el supuesto adquirente 
podría utilizar dichos privilegios, si bien tal 
planteamiento se ha realizado solo y siempre desde la 
óptica del salario y no de las prestaciones de la Seguridad 
Social. Así, MOLINER TAMBORERO, se inclina por la 
conservación de la preferencia en caso de transmisión tanto 
si es por cesión como por subrogación226.
Ahora bien, hay que tener en cuenta que las Entidades 
Gestoras de la Seguridad Social, cuentan con su propio 
procedimiento de recaudación. Y dentro de los objetos de 
la gestión recaudatoria que corresponde efectuar la 
Tesorería General de la Seguridad Social, se encuentran las 
cantidades que deban ingresar las empresas declaradas 
responsables de prestaciones por resolución administrativa, 
-art.4.1.d) del RD 1637/1995227- para lo cual cuenta con 
su propio procedimiento ejecutivo de carácter 
exclusivamente administrativo, -art.107 y ss. del RD 
1637/1995-.
Además, el citado Reglamento regula los derechos de 
prelación de que gozan los créditos a favor de la Seguridad 
Social -Art.29 y ss.-, desarrollando lo establecido en el 
artículo 22 de la LGSS, según el cual, los créditos por
226MOLINER TAMBORERO, G . , "Régimen de privilegiabilidad 
salarial", R.T.. n°78, 1985, pág.26
^RD 1637/1995, de 6 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de 
la Seguridad Social, -BOE 24-10-1995-, que desarrolla los 
artículos 18 y ss. de la LGSS. A su vez, es desarrollado por 
Orden de 22 de febrero de 1996, -BOE 29-2-1996-.
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cuotas o conceptos de recaudación conjunta gozan de igual 
preferencia que los créditos a que se refiere el apartado 
primero del artículo 1924 del CC; y el párrafo D) del 
apartado primero del artículo 913 del Código de Comercio; 
mientras que los demás créditos, gozan del mismo, orden de 
preferencia establecido en el apartado segundo, párrafo E) , 
del artículo 1924 del CC, y en el apartado primero, párrafo 
D) , del artículo 913 del Código de Comercio228.
7. Y una vez hecha la referencia a la situación 
jurídica de las prestaciones de la Seguridad Social en 
relación con el artículo 32 del ET, hemos de plantearnos 
qué régimen aplicar a las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social, asimiladas como vimos, a las prestaciones 
básicas en esta materia.
En principio hemos de partir de que, tratándose de 
mejoras directas de prestaciones, las Entidades Gestoras 
no asumen ninguna responsabilidad, lo que quiere decir que 
los beneficiarios de las mismas no cuentan con esos 
mecanismos adicionales que, en materia de prestaciones de 
la Seguridad Social, hacen casi inoperante el artículo 32 
del ET en relación con el 121.2 de la LGSS.
Ahora bien, la principal garantía con que cuentan las 
mejoras directas de prestaciones, en tanto que mejoras que 
surgen y se desarrollan al margen del sistema público de 
Seguridad Social, es precisamente estar reguladas en la
228Como afirma FERNANDEZ LOPEZ, la legislación específica de 
Seguridad Social descarta que el problema se plantee siquiera, 
FERNANDEZ LOPEZ,M.F., "Concurrencia entre ejecución laboral y
ejecuciones concúrsales en el ordenamiento laboral español", 
R.L.. n°2, 1993, pág.26.
178
(II) Las Mejoras Voluntarias: naturaleza jurídica.
LGSS gozando de un status jurídico privilegiado frente al 
resto de mejoras de naturaleza asistencial, que se 
establecen a favor de los trabajadores en las diferentes 
empresas. De ahí que, en definitiva, y mientras no haya 
norma legal que establezca otra cosa, las mejoras directas 
de prestaciones deben gozar de los mismos privilegios que 
para el salario se establecen en el artículo 32 del ET, 
pues, en definitiva, el trabajador beneficiario de una 
mejora no ostenta frente al empresario crédito salarial 
alguno, puesto que generalmente su relación laboral se 
hallará en suspenso, -art.45.1 c) y d) del ET- o se habrá 
extinguido, -art.49.1 e) y f) del ET-.
Por otro lado, debe añadirse el argumento ya citado, 
según el cual no tendría sentido que la OMV se remita 
expresamente al artículo 121 de la LGSS -art.90 LSS 1966- 
si solo pretendía atribuir a las mejoras voluntarias las 
características de las prestaciones de la Seguridad Social 
contenidas en su primer apartado, que a su vez se remite 
al artículo 40, pues en tal caso la remisión debiera 
haberse hecho directamente a este precepto, -art. 22 LSS 
1966-229.
Sin embargo, el TCT que tuvo ocasión de pronunciarse 
sobre el particular230, negó la aplicación de las garantías 
de ejecución separada del artículo 32 a las mejoras
229En el mismo sentido, ALVAREZ DE LA ROSA, para el cual, 
este planteamiento legal debe quedar reforzado por la Directiva 
80/987, de 20 de octubre, ALVAREZ DE LA R0SA,M., "El complemento
extrasalarial de prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad 
Social", AAW, Estudios sobre el Salario. ed.Acarl, 1993, págs. 
527 y 528.
230S . TCT de 4 de enero de 1989, -Ar.881-.
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voluntarias en base a dos argumentos: en primer lugar,
porque su naturaleza no es salarial, y en segundo lugar, 
porque interpretó -erróneamente a mi juicio- la remisión 
al artículo 90 de la LGSS referida estrictamente a su 
primer apartado.
Como afirma FERNANDEZ LOPEZ, en su defensa de una 
interpretación jurisprudencial más amplia del concepto 
"salario", a efectos de una general interpretación del 
artículo 32 del ET, sería deseable que los Tribunales 
revisasen su postura respecto, al menos, de las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, ya que, dentro de las 
valoraciones de "política social", éstas se encuentran 
apoyadas por una finalidad semejante a la del salario, y, 
sobre todo, presentan un apoyo legal mucho más firme para 
la ampliación de este privilegio que el que presentaban las 
indemnizaciones por despido, a las que no se ha tenido 
inconveniente en extenderlo, praete legeir?31.
B) Consideración "a todos los efectos" de las Mejoras
Voluntarias dentro de la Acción Protectora de la 
Seguridad Social.-
8. El artículo 1.3 de la OMV, después de aplicar a las 
mejoras voluntarias los mismos caracteres que se reconocen 
a las prestaciones básicas, señala que, una vez 
establecidas se han de considerar a todos los efectos, 
dentro de la acción protectora de la Seguridad Social.
231FERNANDEZ LOPEZ,M.F., "Concurrencia entre ejecución 
laboral...", op, cit., págs.23 y 24.
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Ello, en principio, supondría asimilarlas a las 
prestaciones básicas en todos los aspectos de su régimen 
jurídico, a saber: principios de revalorización, reglas de 
incompatibilidades, sujeción a topes máximos y mínimos, 
prescripción, proceso especial de Seguridad Social, 
aplicación de las mismas condiciones sobre duración, 
suspensión o extinción de cada una de las 
prestaciones...etc.
MARTIN VALVERDE incide sobre lo absurdo de entender 
una asimilación a todos los efectos respecto de las mejoras 
directas de prestaciones ya que éstas son de libre 
configuración, mientras que esta asimilación sí tiene pleno 
sentido respecto de las otras modalidades de mejoras 
voluntarias -aumento de las bases de cotización y 
establecimiento de tipos adicionales- puesto que se funden 
inescindiblemente y llevan una vida jurídica indisoluble 
con respecto a la prestación básica mejorada232.
Por su parte, CASAS BAAMONDE entiende que la 
"asimilación a todos los efectos" del artículo 1.3 de la 
OMV, resulta inaplicable con base en el último apartado del 
artículo 192 de la LGSS, por ser éste de mayor rango 
jerárquico, y puesto que permite a la autonomía colectiva 
y empresarial disponer, dentro de ciertos límites, de la 
configuración de estas prestaciones233 .
232MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
pág. 141.
233CASAS BAAMONDE, M.E., Autonomía colectiva v. . . . op. cit., 
pág.272.
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También el TCT llegó a pronunciarse sobre el alcance 
de esta expresión234, señalando que su integración en el 
mismo campo de acción protectora no se puede entender en 
el sentido de que se equiparen totalmente a las 
prestaciones otorgadas directamente por la Seguridad 
Social, lo cual justifica en las siguientes razones:
- su carácter voluntario, frente a la imperatividad 
propia de las prestaciones básicas.
- su posible gestión por cualquier entidad, incluidas 
las mercantiles privadas, frente a la gestión exclusiva por 
las Entidades Gestoras y en su caso, Entidades 
colaboradoras sin ánimo de lucro, de las prestaciones de 
la Seguridad Social.
- y su sujeción a lo determinado en cada caso -por la 
norma o voluntad que las crea-, frente a la sujeción de las 
prestaciones básicas a los términos propios y específicos 
de la normativa reguladora de la Seguridad Social.
En conclusión, entendió este Tribunal que " la 
integración de las mejoras voluntarias en el campo de la 
acción protectora no representa una identificación o 
equiparación total con las prestaciones básicas o 
forzosas", sino que tiene su propia regulación contenida 
en las normas antes citadas -se refiere a los artículos 
reguladores de las mejoras voluntarias en la LGSS-.
9. Ciertamente la posibilidad de que los sujetos 
privados puedan establecer estas mejoras, y configurar su 
régimen jurídico conforme se deriva del artículo 192, 
convierte en difícilmente aplicable a las mismas el régimen 
jurídico propio de las prestaciones básicas.
234STCT de 22 de febrero de 1984, -Ar.1650-.
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Pero debemos admitir igualmente que el artículo 1.3 
no distinguió a la hora de configurar la naturaleza 
jurídica de las mejoras voluntarias, igual que tampoco la 
LBSS de 1963 dudó en otorgar a las mejoras directas de 
prestaciones el status de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social, junto a las mejoras por aumento de las 
bases de cotización y por establecimiento de tipos de 
cotización adicionales.
La confusión normativa ha provocado, como veremos, una 
abundante litigiosidad ante los Tribunales que, basándose 
en la particular naturaleza de las mejoras voluntarias como 
prestaciones equiparadas a las básicas, han ido resolviendo 
en qué casos procede asimilarlas y en qué casos tal 
asimilación no es posible en favor de la libre 
configuración realizada por las partes que las crean.
De hecho, y a la vista de la jurisprudencia, podemos 
llegar a afirmar que esa "asimilación a todos los efectos" 
tiene actualmente más operatividad práctica que la primera 
parte del artículo 1.3 de la OMV en lo que respecta a la 
atribución de los mismos caracteres que las prestaciones 
básicas. Y ello queda demostrado cada vez que la 
jurisprudencia resuelve un litigio sobre esta materia 
acudiendo a la normativa de la Seguridad Social frente al 
ordenamiento laboral o a la normativa del seguro privado.
Así, y sin perjuicio de entrar en otro momento en la 
casuística jurisprudencial, el Tribunal Supremo, ha 
entendido que la ubicación de la regulación de las mejoras 
directas de prestaciones en el ordenamiento de la Seguridad 
Social, "es un claro indicio del propósito de asimilar en 
lo posible su régimen jurídico al de las prestaciones
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públicas de Seguridad Social...asimilación que no sólo es 
posible sino sumamente conveniente para la mayor 
efectividad del derecho a las mismas..."235
Las consecuencias son, entre otras, la interpretación 
de las mismas a la luz de la normativa de la Seguridad 
Social, en materia de contenido de las prestaciones236, o 
en la aplicabilidad del plazo de prescripción de cinco años 
del artículo 43.1 de la LGSS, frente al de un año que fija 
el artículo 59 del ET237 . Sin embargo, tal asimilación no 
se ha considerado para aplicarles los mismos criterios de 
revalorización que se aplican a las prestaciones 
básicas238, ni para someterlas a los topes máximos de 
pensiones, salvo en los casos ya analizados en que las 
mejoras se financien en todo o en parte con cargo a 
recursos públicos239. Asimismo tampoco les son aplicables, 
ni les afectan, los recargos a las prestaciones básicas 
derivadas de contingencias profesionales, por
235S.TS de 16 de enero de 1990, -Ar.127-.
236Así, señala el Tribunal Supremo que, "dado el carácter de 
prestaciones de la Seguridad Social que tienen las mejoras de que 
se trata, han de tenerse en cuenta las situaciones protegidas 
según los criterios que establecen las normas contenidas en la 
legislación de la materia...", S.TS de 25 de octubre de 1990, 
-Ar.7715-, entre otras.
237SS.TS de 29 de marzo de 1985, -Ar.1455-; de 28 de 
diciembre de 1988, -Ar.9933-; de 25 de septiembre de 1995, 
-Ar.6886-; doctrina también consolidada en su día por el TCT, 
vid.STCT de 15 de abril de 1986, -Ar.2482-.
238S.TS de 12 de noviembre de 1993, -Ar.8687-.
239Vid. supra capítulo primero, II, n°19 y ss.
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incumplimiento del empresario de sus obligaciones en 
materia de seguridad e higiene240.
En definitiva, las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social responden a una naturaleza especial, entre lo 
público y lo privado, es decir, representan un espacio de 
márgenes difusos entre la asimilación a las prestaciones 
básicas y la libre disponibilidad por las partes a la hora 
de configurarlas241. Además, se observa cierta evolución 
jurisprudencial que tiende a superar iniciales criterios 
estrictos según los cuales, se consideraba en todo caso que 
es la normativa de la Seguridad Social aplicable incluso 
por encima de la autonomía de las partes, para dejar paso 
a un mayor margen de libertad y de disponibilidad a la 
iniciativa privada242.
240S.TS de 10 de marzo de 1986 -Ar.1563-.
241Esta especial naturaleza se deduce asimismo de diferentes 
afirmaciones doctrinales:
"No son Seguridad Social, y ello con independencia de su posible 
asimilación a la misma, y de su consideración como parte de la 
acción protectora, tal y como establece el artículo 1.3 de la OM 
de 28 de diciembre de 1966", DEL REY GUANTER, S . y GALA DURAN, C., 
Las mejoras voluntarias..., op. cit., pág.873;
La afirmación de que forman parte a todos los efectos de la 
acción protectora de la Seguridad Social "debe aceptarse sólo muy 
matizadamente, si acaso en el sentido de que tales mejoras siguen 
la suerte, en algunos aspectos, de la prestación pública a la que 
complementan y en relación a la cual se constituyen, pero no en 
el sentido de que se conviertan en prestaciones del sistema 
público cuya naturaleza nunca alcanzan...",GONZALEZ ORTEGA,S., 
"La empresa y los regímenes complementarios de las pensiones de 
la seguridad social", R.I.S.S.. n°2, 1994, pág.19;
242Así, la más reciente Sentencia de las citadas en materia 
de prescripción, concretamente la del TS de 25 de septiembre de 
1995, -Ar.6886-, señala expresamente que el plazo de prescripción 
ha de entenderse que es el de cinco años, establecido por el 
citado artículo 54.1 -LGSS 1974- ...pues toda mejora voluntaria 
de la Seguridad Social...una vez establecida, debe regirse, en 
principio, por las propias normas del sistema en lo no
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C) Otras Alternativas.-
10. La conflictividad que representa esta peculiar 
naturaleza jurídica de las mejoras voluntarias, ha dado 
lugar al planteamiento por la doctrina de otras, posibles 
alternativas.
Pues, si para algunos su naturaleza no puede ser otra 
que la propia de las prestaciones del sistema243, otros han 
intentado desvincularlas de la normativa de la Seguridad 
Social y buscar respuestas en la del derecho del trabajo.
Las posiciones son dos:
a) integrarlas, sin más, dentro del genérico deber de 
protección asistencial del empresario sobre sus 
trabajadores y someterlas a las normas y principios del 
derecho del trabajo, con una total desvinculación de la 
normativa de la Seguridad Social, ocupando el convenio 
colectivo el lugar de fuente de regulación principal244.
Asimismo, dentro de esta postura, cabría señalar a 
quienes mantienen una posición mixta, de manera que, tras 
calificarlas como prestaciones de acción asistencial 
empresarial, de carácter voluntario, vinculadas al contrato 
de trabajo, señalan que no obstante, sus prestaciones van 
a ser asimilables a las de la Seguridad Social en
expresamente previsto".
243VARELA DE LA ESCALERA, S., "Las Mejoras Voluntarias en el 
sistema de la Seguridad Social", D.L.. monográfico sobre 
"Cuestiones laborales de actualidad en la jurisprudencia", 
octubre, 1987.
244Para ORDEIG FOS, J.M., la presencia actual de las mejoras 
voluntarias se explica mejor como un logro de nivel laboral, El 
Sistema Español de.... op. cit., pág.411.
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determinados ámbitos, como por ejemplo, en la aplicación 
de sus caracteres245 . Se trata por tanto de un 
reconocimiento de su carácter de mejora voluntaria regulada 
en la LGSS conjugada, tal y como hace la jurisprudencia, 
con la libre configuración por la iniciativa privada.
b) dotarles de la categoría de salario.
11. La regulación del salario en nuestro sistema 
jurídico no permite llegar a esta conclusión, como ya dejó 
dicho el TCT246. Sin embargo, también se ha llegado a 
plantear en algún caso esta posibilidad. Así, se ha dicho 
que todas las mejoras directas de prestaciones, en tanto 
que obligaciones empresariales que nacen del propio 
contrato de trabajo o de la negociación colectiva, tienen 
el carácter de salario diferido, pues en ningún momento 
responden a los principios que inspiran el sistema de 
Seguridad Social, el cual se caracteriza por la específica 
forma técnica de cobertura de las necesidades a través de 
la constitución de fondos expresamente dedicados a su 
financiación, siendo el Estado el encargado de gestionar 
y canalizar dichos fondos, la publicidad, la obligatoriedad 
y la solidaridad247 . Obviamente, se trata solo de una forma
245DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN, C. , "Protección social y
negociación colectiva", AAW, Seguridad Social v Protección 
Social: Temas de Actualidad, ed. Marcial Pons, Madrid, 1996,
págs.273 y 274.
246STCT de 28 de enero de 1981, -Ar.603-. Más recientemente 
también STSJ de Andalucía/Málaga, de 26 de febrero de 1993, 
-Ar.S. 732-.
247GALLARDO MOYA,R. , Las Mejoras complementarias del sistema 
de la Seguridad Social en la negociación colectiva, R.L.. n°23, 
1991, págs. 9 y 10; En el mismo sentido, GALIANA MORENO J.M. y 
SEMPERE NAVARRO, A.V., "La limitación legal de las mejoras
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de salario diferido o indirecto, por tratarse de 
percepciones económicas que se perciben aplazadas a partir 
de la fecha del hecho causante, pero no entran dentro del 
concepto legal de salario, sin perjuicio de que deban 
considerarse dentro del coste global del factor trabajo248.
12. También se ha barajado esta posibilidad solo 
respecto de determinadas mejoras. Así, MARTIN VALVERDE y 
CASAS BAAMONDE entienden que las mejoras gestionadas 
directamente por las empresas no merecen la calificación 
de Seguridad Social por faltar en ellas la técnica 
específica de aseguramiento que delimitan 
institucionalmente las medidas de Seguridad Social249. A 
ello añade CASAS BAAMONDE que tampoco constituyen medidas 
de Seguridad Social las que son gestionadas a través de la 
concertación de pólizas de grupo conforme a la legislación 
mercantil; sí en cambio si se trata de Mutualidades de 
Previsión Social o Fundaciones Laborales, por participar 
de las características del mutuo aseguramiento. Tanto unas 
como otras, por la ausencia de las citadas técnicas 
específicas de actuación, "conducen a la autonomía 
colectiva hacia el terreno de la relación individual de
voluntarias establecidas por convenio colectivo a cargo de una 
empresa pública", op. cit., pág.400.
248MONEREO PÉREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e 
institucional... (II) ", op. cit., pág.74 y ss.; en el mismo 
sentido, MERCADER UGUINA,J.R., Modernas Tendencias en la 
Ordenación Salarial. La Incidencia sobre el Salario de la Reforma 
Laboral, ed.Aranzadi, 1996, pág.151 y ss.
249MARTIN VALVERDE, A. , Las Mejoras Voluntarias de . . . . op. 
cit., pág.79; CASAS BAAMONDE,M .E ., Autonomía colectiva v.... op. 
cit., pág.250.
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empleo, encuadrándose dichas medidas en el marco 
salarial "25°.
El derecho positivo sin embargo no permite llegar a 
tales conclusiones. El concepto de retribución contenido 
en el artículo 26.1 del ET es un concepto restringido, 
salario como contraprestación directa o inmediata que el 
empresario debe al trabajador por los servicios que presta.
13. En cambio, no ocurre así en el ámbito comunitario, 
donde el TJCE en el llamado asunto Barber251, afirma que 
una prestación de jubilación que resulta, o bien de una 
concertación entre interlocutores sociales o bien de una 
decisión unilateral del empresario, cuya financiación está 
garantizada íntegramente por el empresario o por éste junto 
con los trabajadores, sin que, en ningún caso, participen 
en ella los poderes públicos, "constituyen, sin duda, 
gratificaciones satisfechas por el empresario al trabajador 
en razón de la relación de trabajo, y por consiguiente 
están comprendidas en el ámbito de aplicación del artículo 
119 del Tratado".
Este precepto delimita el concepto de retribución, 
entendiendo por tal "el salario o sueldo normal de base o 
mínimo y cualquiera otras gratificaciones satisfechas, 
directa o indirectamente, en dinero o en especie, por el 
empresario al trabajador en razón de la relación de 
traba j o1,252.
250Ibidem págs. 205 y 278 y
^Sentencia de 17 de mayo
como la de 11 de marzo de 1981, 
de 1986, 170/84.
^Artículo 119 del TCEE.
ss.
de 1990, C-262/88. Entre otras, 
Asunto 69/80 y la de 13 de mayo
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Por contra, en este concepto no pueden incluirse "los 
regímenes o prestaciones de Seguridad Social, en particular 
las pensiones de jubilación, directamente regulados por la 
Ley con exclusión de cualquier elemento de concertación en 
el seno de la empresa o de la rama profesional afectada, 
obligatoriamente aplicables a categorías generales de 
trabaj adores1,253.
En consecuencia, en el derecho comunitario la 
regulación de los regímenes profesionales no es acogida 
junto a la de los regímenes legales de Seguridad Social. 
Estos, quedan incluidos bajo el campo de aplicación del 
Reglamento 1408/71 de coordinación en materia de Seguridad 
Social, mientras que para aquéllos el TJCE ha declarado la 
inaplicación a los mismos del citado Reglamento254.
14. Pero atendiendo ya a nuestro derecho interno, en 
principio se presume que todo lo que percibe el trabajador 
de la empresa le es debido en concepto amplio de salario, 
salvo que se trate de alguna de las exclusiones que 
expresamente realiza la ley. El apartado segundo del 
artículo 26 excluye de la condición de salario, entre 
otros, las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad 
Social.
El alcance de esta exclusión fue delimitado por el 
artículo 4 de la Orden de Ordenación del Salario, de 22 de
^Asunto Barber, op. cit.
254Asunto Comisión de las Comunidades Europeas contra la 
República Francesa, C-57/90, de 16 de enero de 1992; y asunto 
Comisión de las Comunidades Europeas contra el Reino de Bélgica, 
C-253/90, de 6 de febrero de 1992.
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diciembre de 1973 -ODOS-, que consideró como prestaciones 
de la Seguridad Social a las mejoras voluntarias.
Actualmente, tras la pérdida de vigencia de esta 
normativa255, la doctrina sigue obviamente dando el mismo 
alcance a aquella expresión256.
De las posibles consecuencias de su consideración como 
percepciones extrasalariales cabe destacar básicamente las 
siguientes:
1) No se tienen en cuenta a efectos de cotización a 
la Seguridad Social. Si bien esta afirmación es solo 
relativa por cuanto que el Tribunal Supremo parte de la 
consideración de una necesaria separación y autonomía entre 
el ordenamiento jurídico-público de la Seguridad Social y 
el ordenamiento jurídico-privado de las relaciones 
laborales, señalando que la inclusión o no en la base de 
cotización de las retribuciones percibidas por los 
trabajadores no dependerá de su naturaleza salarial o 
extrasalarial, sino de su inclusión o no en el concepto 
positivo o negativo de la base de cotización regulada en 
la propia LGSS, concretamente en el artículo 109, que, por 
otra parte, elude toda referencia al término salario 
empleando en su lugar el de "remuneración total, cualquiera
^El Decreto de Ordenación de Salarios -DOS-, de 17 de 
agosto de 1973 y su Orden de desarrollo, -ODOS-, de 22 de 
noviembre de 1973, eran mantenidos en vigor por la Disposición 
Final cuarta de la Ley 8/1980 de 10 de marzo, del Estatuto de los 
Trabajadores. Dicha disposición fue derogada por la Ley 11/1994, 
de 19 de mayo -BOE 23-5-1994-, de modificación del ET, LPL y 
LISOS, incorporada y en consecuencia derogada en su mayor parte, 
por el RD Legislativo 1/1995 de 24 de marzo por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
-BOE 29-3-1995-.
^Por todos, SALA FRANCO,T., ALBIOL MONTESINOS, I. y otros, 
Derecho del Trabajo, op. cit., pág.474.
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sea su forma o denominación que tenga derecho a percibir 
el trabajador.. .por razón del trabajo que realice por 
cuenta ajena"257.
Así pues debemos acudir al artículo 109, y respecto 
al tema que nos ocupa, su apartado 2.f) señala como exentas 
de cotización las prestaciones de la Seguridad Social y sus 
mejoras, y respecto de estas últimas, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan258.
La Tesorería General de la Seguridad Social ha entrado 
a delimitar el alcance de dicho apartado y, velando por sus 
intereses, acoge un concepto fuertemente restrictivo de lo 
que debe entenderse por mejoras259:
a) así, entiende que ha de tratarse de una ampliación 
o mejora de alguna de las prestaciones o beneficios 
reconocidos por el Régimen de la Seguridad Social que 
corresponda;
b) tales prestaciones o beneficios han de proteger 
situaciones de necesidad delimitadas de forma específica 
y que dan lugar al nacimiento de un perfecto derecho 
subjetivo a la prestación siempre que se cumplan los 
requisitos establecidos en la norma, -lo que excluye de
257SSTS de 2 de noviembre de 1989, -Ar.7791-, 14 de mayo de 
1992 -Ar.3668-, y 11 de octubre de 1994 -Ar.7437-, entre otras.
Vid. al respecto GARCIA NINET,J.I., "Las percepciones 
extrasalariales y la base de cotización a la Seguridad Social, 
(en torno al art.73.1 de la LGSS de 1974)", T.S. . n°7, 1991,
pág.29 y ss.
^La referencia a un futuro desarrollo reglamentario ha sido 
incorporada por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, cuyo artículo
82 modifica el artículo 109.2 de la LGSS.
^Resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
de 21 de junio de 1995, publicada en T.S.. n°56/57, 1995, pág.
83 y ss.
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prestación susceptible de mejora aquellos beneficios que 
constituyen la asistencia social a cargo de la Seguridad 
Social-;
c) exige asimismo que la mejora tenga la misma 
naturaleza o estructura que la correspondiente prestación, 
la cual la Seguridad Social ha de estar obligada a 
prestarla, -este requisito excluye de la consideración de 
mejora las ayudas para sufragar gastos médicos no cubiertos 
o solo cubiertos en parte por la Seguridad Social, no solo 
porque no estén cubiertos sino también porque una mejora 
de asistencia sanitaria no puede consistir en el pago de 
una ayuda económica, pues no existe la prestación económica 
correspondiente a tal mejora-.
En definitiva, este concepto restrictivo de mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social que es acogido por la 
propia Tesorería responde, como puede adivinarse a razones 
recaudatorias, de la misma forma que ocurre con las normas 
tributarias a efectos de conceptuar los rendimientos de 
trabajo.
Ya adelantamos que en la actualidad las mejoras 
directas de prestaciones son establecidas con amplia 
libertad de configuración por la autonomía colectiva, a lo 
que hay que añadir que en muchas ocasiones la configuración 
de las mismas no hace sino adaptarse a las normas 
reguladoras del instrumento de gestión elegido por las 
partes. Por todo ello, debemos mantener un concepto amplio- 
y flexible de mejoras directas de prestaciones, sin 
perjuicio de moldear más restrictivamente el aludido 
concepto a efectos de aplicar las normas de cotización, 
como ocurre, repito, en el ámbito tributario.
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2) Asimismo, otra de las consecuencias de su carácter 
extrasalarial, es que no son objeto de la protección 
ofrecida por el Fondo de Garantía Salarial, -art.33 ET-.
15. La no inclusión de las mejoras voluntarias en el 
ámbito de protección del Fondo de Garantía Salarial 
-FOGASA-, supone la ausencia de cualquier institución 
especial de protección de los trabajadores beneficiarios 
de mejoras de prestaciones, frente a los supuestos de 
insolvencia empresarial -algunas mejoras, como las que 
complementan las pensiones, pueden ser para los sujetos 
beneficiarios de una gran importancia-.
El artículo 33 del ET regula la institución encargada 
de asumir, aunque limitadamente, determinados conceptos 
retributivos en favor de los trabajadores cuyo empresario 
devenga insolvente, en suspensión de pagos, quiebra o 
concurso de acreedores. Se trata del FOGASA260.
Como ya he adelantado, esta institución otorga una 
protección limitada, siendo la limitación cualitativa 
aquella que aquí interesa. Según el artículo 33 del ET su 
protección alcanza tan solo a los salarios -en el sentido 
del artículo 26 del ET que, como ya vimos, recoge un 
concepto estricto del mismo-, incluidos los salarios de 
tramitación, así como las indemnizaciones derivadas de los 
artículos 50 y 51 del ET261.
260Regulado por el RD 505/1985, de 6 de marzo, sobre 
organización y funcionamiento del mismo, que desarrolla el 
artículo 33 del ET, -BOE 17-4-1985-.
261Estos preceptos contemplan indemnizaciones por extinciones 
de contrato motivadas, o bien por voluntad del trabajador en 
supuestos de incumplimiento empresarial -art.50-, o bien en 
causas tecnológicas o económicas y fuerza mayor -art.51-.
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Sin embargo, el ámbito protector del FOGASA ha variado 
desde sus orígenes. Fue regulado por primera vez en la Ley 
de Relaciones Laborales -LRL-262, cuyo artículo 31 incluía 
entre los conceptos asegurados junto al salario, las 
cotizaciones correspondientes a la Seguridad Social y "las 
prestaciones e indemnizaciones sustitutivas del salario o 
de las prestaciones sociales", concepto que, como 
precisaría el RD 317/1977, incluía "aquellos complementos 
de prestaciones reglamentarias de la Seguridad Social, que 
están a cargo de las Empresas en virtud de... convenio 
colectivo..."262 .
No obstante, la inclusión de las mejoras voluntarias 
en la protección del FOGASA fue fugaz, ya que el artículo 
31 citado fue derogado por el RD-Ley 34/1978 en el que 
desaparece la referencia a prestaciones e indemnizaciones 
sustitutivas del salario o de las prestaciones sociales264, 
excluyéndose, por tanto -con el silencio-, la protección 
de las mejoras voluntarias de la actuación del FOGASA, 
exclusión que ha llegado hasta nuestros días.
Ahora bien, ello supone un cierto desajuste con el 
derecho comunitario, donde esta materia aparece regulada 
en la Directiva 80/987/CEE265 relativa a la protección de
262Ley 16/1976, de 8 de abril, -BOE 21-4-1976-.
263RD 317/1977, de 4 de marzo, sobre constitución y 
regulación del Fondo de Garantía Salarial, art. 21.2, -BOE 8-3- 
1977- .
264RD-Ley 34/1978, de 16 de noviembre, de reforma del Fondo
de Garantía Salarial, -BOE 18-11-1978-.
^Directiva de 20 de octubre de 1980, op. cit.
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los trabajadores asalariados en caso de insolvencia del 
empresario.
En ella se insta a los Estados miembros a adoptar 
instituciones de garantía que, en determinados supuestos 
de insolvencia empresarial, aseguren " el pago de los 
créditos impagados de los trabajadores asalariados, que 
resulten de los contratos de trabajo o de relaciones 
laborales y que se refieran a la retribución. . . "-art.1 a) - .
El concepto de retribución no aparece definido en la 
Directiva, dejando su concreta delimitación en manos de 
cada uno de los Estados miembros -art. 2.2-.
Como primera conclusión y respecto a los créditos 
tutelados, nuestro derecho interno es más favorable266 ya 
que el concepto de retribución alcanza no sólo al de 
salario del artículo 26 del ET, sino también a los salarios 
de tramitación y a determinadas indemnizaciones a las que 
ya se mencionó. No están incluidos, por tanto, los créditos 
debidos en virtud de mejoras voluntarias, lo cual no supone 
en principio ningún incumplimiento por nuestro Estado.
- Sin embargo, el artículo 6 de dicha Directiva 
establece que " los Estados miembros podrán prever que los 
arts. 3, 4 y 5 no se apliquen a las cotizaciones debidas 
en virtud de los regímenes legales nacionales de Seguridad 
Social o de los regímenes complementarios de previsión 
profesionales o interprofesionales..."
266COLINA ROBLEDO,M., RAMIREZ MARTINEZ, J.M. y SALA 
FRANCO,T., Derecho Social Comunitario. ed.Tirant lo Blanch, 1995, 
pág.412; en el mismo sentido ACOSTA ESTEVEZ, J.B., "La protección 
de los trabajadores asalariados en caso de insolvencia del 
empresario". R .L .. n° 12, 1990, pág.95.
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La expresión "podrán prever" denota el carácter 
voluntario y ello, unido a que la definición de retribución 
es la que cada estado establezca, lleva a la consecuencia 
de que aquellos Estados cuyo concepto de retribución 
incluya los regímenes complementarios de previsión, pueden 
optar a que las cotizaciones a los mismos no resulten 
protegidas por la institución de garantía correspondiente 
en los supuestos de insolvencia empresarial.
Según el TJCE, ello permite que los Estados miembros 
puedan escoger otro sistema de garantía de los derechos de 
los trabajadores a las prestaciones de la Seguridad Social, 
pero no debe equivaler a permitir que los Estados miembros 
limiten unilateralmente el alcance de las restantes 
obligaciones establecidas por la Directiva267. Es decir, 
el tenor del artículo 6 de la Directiva no autoriza a los 
Estados miembros a excluir las garantías que la misma norma 
prevé en los artículos 7 y 8268.
Por tanto, no debe ser impedimento para salvaguardar 
el derecho de los trabajadores a las prestaciones que les 
correspondan en virtud de los regímenes legales de
267Asunto Comisión contra República de Italia: 22/87, de 2 de 
febrero de 1989. También, Asunto Comisión contra República 
Helénica: 53/88, de 8 de noviembre de 1990. En estas Sentencias 
se declaró a ambos países incumplidores de esta normativa por no 
adaptar su derecho interno, declarando como preceptos no asumidos 
por estos países, entre otros, los artículos 7 y 8 de la misma.
268TATAY PUCHADES, C, "Garantía de las prestaciones de 
seguridad social en caso de incumplimiento e insolvencia 
empresarial. La Directiva 80/987/CEE", R.T.. n°ll, 1989, pág.25 
y ss; GONZALO GONZÁLEZ,B., "Garantía pública de las pensiones 
privadas de Seguridad Social complementaria: la no transposición 
de la Directiva 80/987/CEE, y las posibilidades para su 
aplicación judicial inmediata o directa", R.L.. n°3, 1995,
pág.49.
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Seguridad Social, en los términos que el artículo 7 
exige269. Como tampoco debe serlo para establecer las 
garantías mínimas que, respecto de los regímenes 
complementarios, establece el artículo 8, según el cual:
" Los Estados miembros se asegurarán de que se adopten 
las medidas necesarias para proteger los intereses de los 
trabajadores asalariados y de las personas que ya han 
dejado la empresa... en la fecha en que se produce la 
insolvencia ...en lo que se refiere a sus derechos 
adquiridos o a sus derechos en curso de adquisición, a 
prestaciones de vejez, incluidas las prestaciones a favor 
de los supervivientes..."
Prestaciones de vejez y supervivencia son aquellas por 
las que el derecho comunitario se muestra más interesado 
en su protección, lo mismo ocurre en la Directiva sobre 
transmisión de empresas270, siendo inexplicable la 
exclusión que se produce respecto de las prestaciones de 
invalidez.
269Según el artículo 7 de la Directiva: " Los Estados
miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que el 
impago de cotizaciones obligatorias adeudadas por el empresario 
a sus instituciones de seguros, antes de sobrevenir su 
insolvencia, en virtud de los regímenes legales nacionales de 
seguridad social, no tenga efectos perjudiciales en el derecho 
a prestaciones del trabajador asalariado respecto a tales
instituciones de seguros, en la medida en que las cotizaciones 
salariales se hayan descontado previamente de los salarios 
abonados. " Vid. al respecto, COLINA ROBLEDO,M.y otros, Derecho 
Social Comunitario, op. cit., pág. 413 ; TATAY PUCHADES,C,
"Garantía de las prestaciones de...", op. cit. y RIVERO LAMAS, 
J, "Protección de los trabajadores asalariados en caso de
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Debe concluirse, en principio, que la Directiva objeto 
de estudio alude a la necesaria protección de los derechos 
adquiridos y en curso de adquisición, a las mejoras de 
jubilación y supervivencia, y ello debe aplicarse por los 
Estados miembros, sea cual sea la naturaleza jurídica que 
cada uno de ellos acuñe a sus sistema de previsión 
complementarios.
La tardía adaptación dada por nuestro legislador a 
este precepto no supone, como trataremos en otro momento, 
la creación de institución de garantía alguna a estos 
efectos, sino el establecimiento de la prohibición de 
gestionar las mejoras voluntarias mediante fondos internos. 
Se trata por tanto, de asegurarse de que tales fondos sean 
externos a las empresas y no corran el riesgo de que 
resulten vulnerables ante una negativa situación económica 
de la misma271.
16. A modo de conclusión, si bien el derecho positivo 
no permite mantener un concepto amplio de salario semejante 
al establecido en el artículo 119 del TCEE, sin embargo, 
alguna Sentencia ha recurrido a este precepto, como ocurre 
en la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, de 4 de octubre de 1993, en la que se considera 
concepto salarial -a los efectos del cálculo de un 
complemento de pensión- un seguro médico que pagaba la- 
empresa a sus trabajadores, considerándolo como
lllVid. infra n°24 y ss.
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gratificación satisfecha indirectamente y en especie, como 
mejora de las condiciones laborales272.
2.- MODOS DE GESTION: EL ARTICULO 193 DE LA LGSS.-
17. El artículo 193 de la LGSS establece:
"Las empresas, en las condiciones que
reglamentariamente se determinen, podrán realizar la 
mejora de prestaciones a que se refiere el artículo 
anterior, por sí mismas o a través de la
Administración de la Seguridad Social, Fundaciones 
Laborales, Montepíos o Mutualidades de Previsión
Social o Entidades Aseguradoras de cualquier clase". 
Ya se hizo referencia en otro lugar a las amplias 
posibilidades que concede este precepto, en lo atinente a 
la variedad de instrumentos de cobertura de las mejoras 
directas de prestaciones.
Precisamente este amplio margen que abarca la posible 
intervención de terceras entidades de carácter 
absolutamente privadas, ha sido la razón fundamental que 
ha llevado a la doctrina a considerar que las mejoras 
directas de prestaciones no son propiamente Seguridad 
Social Complementaria.
Así, ALARCON CARACUEL Y GONZALEZ ORTEGA273 entienden 
que la simple lectura de esta disposición nos advierte de 
que estamos ante una fórmula jurídica de contenido bastante 
heterogéneo. En consecuencia, opinan estos autores que solo
272Ar.S. 4631/1993, F.J. Io.
273ALARCON CARACUEL, M . R . y GONZALEZ ORTEGA, S . , Compendio 
de.... op. cit., págs.134 y 135.
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gestionadas en conexión con las Entidades Gestoras de la 
Seguridad Social podrían encuadrarse dentro de la Seguridad 
Social Complementaria, mientras que, tanto si son 
gestionadas directamente por el empresario, como por 
cualquiera del resto de Entidades mencionadas en el citado 
precepto, " constituyen obligaciones del empresario 
dimanantes del contrato de trabajo o del convenio colectivo 
que, en puridad, nada tienen que ver con la Seguridad 
Social, cuya acción protectora juega como un simple marco 
de referencia.. .
No obstante, la normativa de las mejoras directas de 
prestaciones es clara, y su naturaleza como mejora 
voluntaria es considerada por la propia LGSS aún en el 
supuesto en que intervengan entidades privadas. Por tanto, 
y aunque pueda provocar multitud de conflictos -que de 
hecho se producen-, el modo de gestión elegido por los 
particulares es simplemente un instrumento que no debe 
alterar la naturaleza jurídica de las mejoras.
Por otro lado, la puesta en práctica de este precepto 
obliga a realizar diversas consideraciones, siendo 
especialmente dos los supuestos de mayor trascendencia 
práctica. Uno de ellos, es el relacionado con la falta de 
garantías de las prestaciones cuando son gestionadas 
directamente por la propia empresa, y las intervenciones 
del legislador al respecto, y el otro punto, por la copiosa 
litigiosidad que provoca, tratará del supuesto en que 
intervienen en la gestión entidades sometidas a . su 
normativa específica, como es la del seguro privado.
En primer lugar, cabe señalar que este artículo hace 
un llamamiento al legislador reglamentario que ha sido
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desatendido durante toda la vigencia del mismo hasta 
nuestros días, y, de haber sido utilizado, podía quizá 
haber evitado la abundante litigiosidad que existe en esta 
materia a través de una normativa integradora que 
compatibilizara la especial naturaleza casi pública de las 
mejoras directas, con la naturaleza claramente privada de 
los terceros intervinientes.
Ya se señaló al tratar la evolución de las mejoras 
voluntarias, la dejadez de que ha sido objeto esta 
institución por parte del legislador, y ello, como no podía 
ser de otra forma, ha provocado la necesaria intervención 
de la jurisprudencia que ha desarrollado en muchas 
ocasiones, una auténtica labor legisladora en esta materia.
Ya por último, y antes de entrar en el estudio de los 
puntos específicos dedicados por un lado, a la gestión 
directa por la propia empresa, y por otro lado, a la 
confluencia de la normativa del seguro privado, debe 
hacerse una breve referencia a la posibilidad, también 
contemplada en el artículo 193 de la LGSS, de que las 
mejoras directas sean gestionadas a través de la propia 
Administración de la Seguridad Social.
A) GESTION A TRAVES DE LA ADMINISTRACION DE LA
SEGURIDAD SOCIAL.-
18. La redacción de este precepto en este punto 
concreto, se produce con ocasión de la refundición llevada 
a cabo en 1994 por la actualmente vigente LGSS. En la 
normativa precedente, el artículo 183 -antecedente del
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actual 193- así como el artículo 12 de la OMV, se referían 
a la gestión por el desaparecido Instituto Nacional de 
Previsión, mediante sus Regímenes de Previsión Voluntaria.
La desaparición de estos regímenes así como del 
INP274, llevan a la necesaria actualización del precepto 
en el sentido en que actualmente se expresa. Sin embargo, 
a pesar del mantenimiento de esta posibilidad de gestión 
de las mejoras directas dentro de la propia estructura 
gestora del sistema de la Seguridad Social, no existe por 
el momento mecanismo alguno que permita realizar este 
concierto.
Incluso, en la Sentencia del TSJ del País Vasco de 3 
de mayo de 1994275, se mantiene que el artículo 183 -de la 
antigua LGSS- ha sido objeto de una derogación tácita en 
este punto concreto, como consecuencia de la Resolución de 
la Secretaría General de la Seguridad Social de 26 de 
diciembre de 1984, relativa a las mejoras por aumento de 
las bases de cotización. Ésta, como vimos, establecía la 
prohibición de aprobar u homologar nuevas mejoras de bases 
de cotización así como de incrementar las ya existentes. 
De ahí que, en tanto que las mejoras directas de 
prestaciones estaban constituidas como instrumento 
subsidiario respecto de las mejoras por aumento de las 
bases de cotización, entendió el citado Tribunal que al 
estar condicionada su aprobación a que se hubiera alcanzado
274Los regímenes de previsión voluntaria gestionados por el
INP, fueron regulados por D.1716/1974, de 25 de abril, y 
comprendían el seguro dotal, el seguro de pensiones y el seguro 
de amortización de préstamos. Dicho Decreto fue expresamente 
derogado por la LOSP de 1984.
275Ar. S . 2272/1994.
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el tope de la base de cotización mejorada, el que 
habiéndose eliminada la posibilidad de que por los 
Organismos públicos de Seguridad Social se admita en el 
futuro la existencia de bases mejoradas, también ha de 
entenderse eliminada la posibilidad de que gestione en el 
futuro las denominadas "Mejoras Directas de Prestaciones" 
que pudieran quedar subsistentes f tanto si estaban 
establecidas voluntariamente por los empresarios, como si 
se habían pactado en una cláusula de un convenio colectivo.
Tal interpretación, desde mi punto de vista, adolece 
de base jurídica. En primer lugar porque, como también 
reconoce el mismo Tribunal, una simple Resolución no puede 
dejar sin efecto una norma de mayor rango, como es la LGSS; 
a ello cabe añadir que desvirtúa la finalidad misma de la 
citada Resolución, cual es prohibir y hacer desaparecer en 
un futuro inmediato las mejoras por aumento de las bases 
de cotización276, y nada nos lleva a pensar que pretendiera 
también prohibir la intervención de las gestoras públicas 
en las restantes modalidades de mejoras voluntarias, tanto 
las mejoras directas de prestaciones, como las mejoras por 
establecimiento de tipos de cotización adicionales.
276La Resolución establece expresamente que, tras la 
finalización del período transitorio de cotización por bases 
mejoradas a que se refería la Disposición Transitoria Tercera, 
número siete, de la LGSS de 1974, y en virtud del RD 82/1979, de 
19 de enero -Ar.220-, debe concluirse la imposibilidad de 
establecer, aun excepcionalmente, nuevos regímenes de mejora de 
bases de cotización, tanto por la propia literalidad de la 
disposición transitoria de referencia vinculada a un régimen 
transitorio de cotización que desaparece, como por la evidencia 
de la incompatibilidad del régimen jurídico de las Mejoras 
Voluntarias de cotización con el nuevo sistema de cotización que 
se establece.
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Por otro lado, la referida Sentencia del TSJ del País 
Vasco insiste en la derogación tácita del artículo 183 en 
este punto, basándose también en la Ley 33/1984 de 
Ordenación del Seguro Privado, -actualmente derogada por 
la LOSSP de 1995-, cuyo artículo 1.3 excluía de.su campo 
de aplicación los Sistemas de previsión que constituyan la 
Seguridad Social obligatoria277. En consecuencia, deduce 
el citado Tribunal, las mejoras directas, como Seguridad 
Social Complementaria que mejora el sistema público 
obligatorio, han de llevarse a cabo, a partir de ese 
momento, exclusivamente, por el empresario como 
autoasegurador del riesgo, o bien, a través de Entidades 
aseguradoras de cualquier clase, pero no por las Entidades 
Gestoras de la Seguridad Social, ya que éstas, a partir de 
ese momento únicamente pueden gestionar las prestaciones 
obligatorias del Sistema.
Tampoco resulta concluyente este argumento. El 
artículo 1.3 de la LOSP es mera reiteración de la 
prohibición de intervención de los privados en la Seguridad 
Social obligatoria, contenida en otros preceptos como el 
artículo 1 de la LGSS que remite al artículo 41 del texto 
Constitucional, o el artículo 4.3 que establece que en 
ningún caso, la ordenación de la Seguridad Social podrá 
servir de fundamento a operaciones de lucro mercantil, o 
el artículo 3 9 también de la LGSS, donde se establece que, 
sin otra excepción que el establecimiento de mejoras'
277Actualmente corresponde al artículo 1.2 de la vigente 
LOSSP, según el cual: "Quedan expresamente excluidos del ámbito 
de aplicación de la presente Ley el Régimen General y los 
Regímenes Especiales que integran el sistema de Seguridad Social 
obligatoria".
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voluntarias... la Seguridad Social no podrá ser objeto de 
contratación colectiva.
Por otro lado, si aquel precepto deja disponible para 
los privados el terreno de la previsión social 
complementaria, ello no impide que también en este campo 
puedan intervenir las Entidades Gestoras públicas, postura 
perfectamente acorde con el artículo 41 in fine de la 
Constitución.
Además, sirva también como argumento que el vigente 
Texto Refundido de la LGSS de 1994 no da por derogada esta 
materia; al contrario, lo que hace es actualizarla al 
sustituir la antigua referencia al INP por la de la 
Administración de la Seguridad Social. Otra cuestión es que 
no exista cauce procedimental habilitado que haga viable 
esta posibilidad, pero tampoco lo hay en materia de mejoras 
por establecimiento de tipos de cotización adicionales, y 
no por ello esta figura desaparece de la LGSS. Todo ello 
demuestra, la tendencia del legislador por apartarse de la 
genuina noción de Seguridad Social Complementaria, pues, 
ningún conflicto de naturaleza jurídica se produciría de 
darse en la realidad la posibilidad de que las empresas 
pudieran concertar con Entidades Gestoras de la Seguridad 
Social obligatoria la gestión de sus mejoras. Tendencia 
que, como bien afirma la Sentencia que es objeto de 
comentario, queda explícita a la luz del desarrollo dado 
al artículo 41 de la CE, a través de la figura de los 
Planes y Fondos de Pensiones, en cuya normativa
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expresamente, los poderes públicos se desmarcan de 
cualquier tipo de responsabilidad.
B) GESTION DIRECTA POR LAS EMPRESAS: LOS FONDOS
INTERNOS.-
19. La gestión por la propia empresa de las mejoras 
directas de prestaciones, viene tradicionalmente 
realizándose de dos formas:
- o bien mediante pago directo de las prestaciones a 
medida que los trabajadores vayan generando el derecho a 
las mismas, también denominado "pago sobre la marcha",
- o bien mediante la constitución de fondos ad hoc en 
los que se acumulan las contribuciones que, en su momento, 
y junto a los beneficios generados, en su caso, darán lugar 
a las prestaciones que se vayan causando278.
En ambos supuestos, el buen fin de la institución de 
previsión queda ligado al destino de la empresa y a 
expensas, por tanto, de la marcha económica de la misma. 
En la modalidad de "pago sobre la marcha" especialmente, 
la falta de una previsión adecuada puede resultar 
financieramente insoportable para la empresa, y, por lo que 
respecta a la creación de fondos internos, si bien tienen
278La creación de estos Fondos en el ámbito de las empresas 
sirve a finalidades muy heterogéneas, que exceden de las 
previsión social complementaria, y abarcan todo tipo de acción 
social en favor de los empleados, tales como Fondos para ayuda 
ante la compra de viviendas, para la concesión de becas, o para 
fines deportivos o culturales.
Sobre la caracterización de estos Fondos vid. BORGES 
CHAMORRO, A.M., "Fondos Sociales y Prestaciones Complementarias 
de la Seguridad Social: apuntes para una distinción conceptual", 
III Congreso Nacional... op. cit., págs. 85 y ss.
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la ventaja de constituir para las empresas fuentes de 
financiación a largo y muy largo plazo, no están exentos 
de dificultades, principalmente porque sigue siendo la 
empresa la directamente responsable ante los supuestos de 
déficit en las provisiones del fondo, pudiendo llegar a 
convertirse en una pesada carga para la misma, y porque, 
como ya se ha apuntado, se corre el riesgo de la 
supervivencia de estos fondos ante supuestos de crisis 
empresarial.
Este método de financiación, también denominado en 
términos de contabilidad, reservas contables, es mencionado 
por la Comunicación de la Comisión al Consejo de la CEE, 
de 6 de septiembre de 1991, en la que, igual que ocurre con 
el sistema de reparto, es descartado frente al sistema de 
capitalización, ya que no presenta las suficientes 
garantías puesto que "en caso de cierre o reducción 
significativa de las actividades de la empresa, es probable 
que no se puedan afrontar todas las obligaciones de 
pensión1,219.
20. La doctrina ha puesto de manifiesto el peligro que 
supone la cobertura de las mejoras voluntarias a través de 
la constitución de fondos internos280, precisamente debido 
a la falta de mecanismos de garantía adecuados de los 
derechos de los trabajadores beneficiarios, frente a 
supuestos de insolvencia empresarial.
279Publicada en RTSS, n°abril-junio 1991, pág.188.
280GARCIA BECEDAS,G., "La Seguridad Social Complementaria", 
III Congreso Nacional... . op. cit., pág.3 8 y 39; TAPIA 
HERMIDA,A.J., "Seguro Colectivo y Fondos Internos de Previsión 
(II)", A.L.. n°21, 1994, págs.314 y ss.
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De hecho, la figura de los Planes y Fondos de 
Pensiones viene a consolidar un mecanismo de previsión en 
el que la adscripción al Fondo tiene carácter obligatorio 
y éste está sujeto al cumplimiento de diversas obligaciones 
formales -como lo es su inscripción en un Registro especial 
de Fondos de Pensiones- así como determinadas obligaciones 
de gestión y solvencia281. Son configurados como fondos 
externos a las empresas, cuyos titulares exclusivos y 
absolutos, son los propios trabajadores. En definitiva, 
están sujetos a todo un régimen jurídico dedicado a evitar 
situaciones de insolvencia, y donde la crisis empresarial 
no pondría en grave riesgo la supervivencia del 
correspondiente fondo, y por consiguiente, plan de 
pensiones.
Sin embargo, respecto de las mejoras voluntarias 
gestionadas mediante fondos internos, no existe mecanismo 
alguno ad hoc para evitar los riesgos que puedan correr 
ante supuestos de insolvencia empresarial. Recuérdese que 
el artículo 8 de la Directiva 80/987/CEE de protección de 
los trabajadores ante supuestos de insolvencia empresarial, 
hace un llamamiento a los Estados miembros para que se 
aseguren de que se adopten las medidas necesarias para 
proteger también en esta materia a los trabajadores.
21. Cuando entró en vigor la LPFP ya podíamos aceptar 
que este precepto era una realidad en nuestro derecho 
interno, pero sólo respecto de las mejoras canalizadas a
m Vid. infra capítulo tercero, n°52 y ss.
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través de planes y fondos de pensiones282, ya que respecto 
del resto aquél precepto no va a ser expresamente adaptado 
hasta la LOSSP de 1995 y a través de las modificaciones que 
la misma introduce en la LPFP.
Pero antes de llegar a este momento, incluso antes de 
la entrada en vigor de la LPFP, ya se observa la decidida 
intención legislativa de limitar en lo posible el 
establecimiento de estos fondos internos. En efecto, el 
legislador viene presionando en el terreno fiscal, 
principalmente a través de la normativa que regula el 
Impuesto sobre Sociedades. La, ya derogada Ley 61/1978 de 
28 de diciembre estuvo sometida a una problemática 
evolución interpretativa que culminó finalmente con la 
aprobación de la LPFP283, cuya disposición Adicional
282COLINA ROBLEDO y otros autores, refiriéndose a los Planes 
y Fondos de Pensiones, entienden que el establecimiento de 
determinados mecanismos, tales como la participación de los 
trabajadores en la gestión de los fondos o su tutela y control 
por parte de autoridades públicas y la fijación de mecanismos de 
reaseguro serán suficientes para cumplir las exigencias del 
artículo 8 de la Directiva, COLINA ROBLEDO y otros, Derecho 
Social Comunitario, op. cit., pág.413.
283E1 artículo 13 de la Ley 61/1978 -LIS-, establecía como 
partidas deducibles, entre otras, las asignaciones del sujeto 
pasivo a las instituciones de previsión del personal, siempre que 
su administración y disposición no corresponda a aquél." Por su 
parte el, también derogado Reglamento del Impuesto, -RD 
2631/1982, de 15 de octubre, RIS-, en su artículo 107 exigía 
igualmente de tales dotaciones empresariales, que su 
administración y disposición no correspondiesen a la empresa para 
considerarse carga social de carácter deducible. A la vista de 
esta normativa, las Entidades Financieras, precisamente las que 
mayoritariamente constituyen fondos internos con estos fines, 
pretendieron la deducibilidad de sus aportaciones, basándose en 
una interpretación del artículo 84.1 del RIS realizada por la OM 
de 3-11-1982 que, por vía interpretativa, ampliaba los supuestos 
deducibles del artículo 84.1 hasta enmarcar las dotaciones a 
fondos internos. Aquella Orden fue impugnada y declarada nula de 
pleno derecho por la OM de 28 de octubre de 1983 que, a su vez, 
es impugnada ante la Jurisdicción contencioso-administrativa por
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Primera, en su redacción original, reguló la postura fiscal 
definitiva frente a los fondos internos, actualmente 
contenida en la vigente Ley reguladora del citado Impuesto, 
Ley 43/1995, de 27 de diciembre284. El artículo 14.f) de 
esta Ley señala como gasto no deducible "las dotaciones a 
provisiones o fondos internos para la cobertura de 
contingencias idénticas o análogas a las que son objeto de 
la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Planes y Fondos de 
Pensiones."
Por su parte el artículo 13.3 señala que estas 
dotaciones sólo serán deducibles si cumplen los siguientes 
requisitos:
"a) que sean imputadas fiscalmente a las personas a 
quienes se vinculan las prestaciones.
determinadas Entidades Financieras. Si bien, y mientras tanto, 
el tema era solventado transitoriamente por Resolución de la 
dirección General de Tributos de 17 de enero de 1984 que admitía 
la deducción de estas dotaciones si cumplían determinados 
requisitos -obligatoriedad por venir establecido en convenio 
colectivo o pacto expreso, aplicación general a toda la 
plantilla
Finalmente, el Tribunal Supremo, en Sentencia de 11 de 
noviembre de 1993, -Ar.9054-, desestimó aquel recurso basándose 
en el artículo 13 de la LIS, al entender que "el propósito de 
esta Ley es el de excluir de la deducción a estas dotaciones si 
su administración y disposición corresponde al sujeto pasivo y 
ello para evitar un riesgo -aun mayor cuando se trata de 
provisiones por complemento de pensiones de orden interno - 
derivado de la posibilidad de constituir fondos de reserva 
utilizados para la actividad normal de la empresa".
Si bien, antes de la fecha de esta Sentencia, la disposición 
Adicional Primera de la LPFP, en su redacción original, vino a 
regular -en términos similares- el tratamiento fiscal específico 
que cabe dar a los fondos internos.
284BOE 28/12/1995, -Ar.L.3496-, desarrollada por RD 537/1997, 
de 14 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades, -BOE 24-4-1997-.
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b) que se transmita de forma irrevocable el derecho 
a la percepción de las prestaciones futuras.
c) que se transmita la titularidad y la gestión de los 
recursos en que consistan dichas contribuciones."
En definitiva ha de tratarse de fondos externos a las 
empresas para que éstas puedan practicarse la 
correspondiente deducción de sus aportaciones al mismo.
La LPFP va a ser, por tanto, el texto legislativo por 
excelencia en el que se va a dedicar una importante 
atención a la figura de los fondos internos, y no sólo en 
el terreno fiscal. Así, la primera intención del 
legislador, como se advierte en los primeros borradores de 
la citada norma, fue la de establecer con carácter 
obligatorio la conversión de todo tipo de fondos utilizados 
como instrumentos de previsión del personal empleado, en 
Fondos de Pensiones bajo el régimen jurídico de la LPFP. 
Afectaba a todo tipo de fondos, no solo a los internos, 
sino también a aquellos gestionados bajo la forma jurídica 
de las Entidades de Previsión Social y Fundaciones 
Laborales. Sin embargo, tal intención no llegó a 
consolidarse, y terminó por establecerse el carácter 
voluntario de la citada transformación, aunque incentivada 
mediante medidas fiscales si se producía dentro del plazo 
establecido al efecto285 .
285Según la Disposición Transitoria Primera de la LPFP:
- Podrán constituirse en Fondos de Pensiones regulados por 
esta Ley..., las Instituciones siguientes:
a) Entidades de Previsión Social.
b) Fundaciones Laborales.
c) Otras Instituciones de Previsión del Personal, 
ajustadas a lo dispuesto en el artículo 107 del Real 
Decreto 2631/1982, de 15 de octubre, que aprueba el
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22. Junto a esta regulación incentivadora hacia la 
transformación en Planes de pensiones, como ya se ha 
señalado anteriormente, la LPFP en la redacción original 
de su Disposición Adicional Primera, adopta directamente 
frente a los fondos internos una postura fiscalmente 
desincentivadora en cuanto a la constitución de los mismos. 
Postura que evoluciona en la nueva redacción que a la 
citada Disposición da la LOSSP, pasando de la 
desincentivación a la prohibición de fondos internos en los 
que el empresario mantenga la titularidad de los recursos 
constituidos.
B.l) Evolución de la Disposición Adicional Primera de 
la LPFP.-
1) Texto inicial.
23. La Disposición Adicional Primera de la LPFP, en 
su redacción inicial, establecía lo siguiente:
- Las contribuciones empresariales o de cualquier 
otra entidad realizadas para la cobertura de
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades.
d) Los Fondos constituidos por contribuciones y 
dotaciones realizadas para la cobertura de 
prestaciones análogas a las previstas en esta Ley, 
incluidas las pensiones causadas, cuando los 
partícipes o beneficiarios sean trabajadores o 
empleados de la propia empresa....
Desarrollada por las Disposiciones Transitorias Primera, 
Segunda y Tercera del RPFP, y por la Orden del M° de Economía y 
Hacienda, de 27 de julio de 1989, -Ar.1718-.
Vid. al respecto, VIDAL CARUANA,G., "Planes y Fondos de 
Pensiones. La conversión de las actuales prestaciones 
complementarias de empresa", R.L.. n°6, 1989, pág.86 y ss.
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prestaciones análogas a las previstas en esta Ley, 
incluidas las pensiones causadas, cuando tales 
prestaciones no se encuentren amparadas en la 
presente norma, exigirán para su deducción en el 
impuesto del pagador la imputación fiscal de la 
totalidad de tales contribuciones o dotaciones para 
el sujeto al que se vinculen éstas, quien, a su vez, 
las integrará en su base imponible del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, con la
consideración de rendimiento de trabajo del 
ejereicio.
. . .En todo caso, se excluye la deducibilidad en la 
imposición personal del empresario de cualquier 
dotación de fondo interno o concepto similar que 
suponga el mantenimiento de la titularidad de los 
recursos constituidos, destinada a la cobertura de 
las prestaciones a las que se alude en el presente 
número.
Esta Disposición fue desarrollada por el Capítulo IX 
y por la Disposición Adicional Unica del RPFP. De esta 
normativa se desprende un tratamiento de favor fiscal solo 
respecto de fondos de previsión cuya titularidad no sea 
mantenida por la empresa, aunque no obliga, como sí ocurre 
con los Fondos de Pensiones sometidos a la LPFP, a que sea 
transmitida a los trabajadores, basta con que se transmita 
a un tercero, que podría ser una Entidad de Previsión 
Social o cualquier otro tipo de Entidad Aseguradora.
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Son tres los requisitos que se exigían en esta 
normativa para que el empresario se favoreciera de este 
tratamiento fiscal, -art.71 RPFP-:
a) Que sus contribuciones al fondo fuesen imputadas 
fiscalmente en la imposición personal del sujeto al que se 
vinculen éstas.
Esto constituía una auténtica novedad fiscal, ya que 
los propios trabajadores debían incluirlas en su base 
imponible en concepto de rendimientos del trabajo 
dependiente, -arts. 73 y 74 del RPFP-.
b) Que el pagador transmitiese la titularidad de los 
recursos en que consistan dichas contribuciones.
De esta manera se garantizaba que el correspondiente 
fondo fuese externo, separado por tanto del patrimonio de 
la empresa.
c) Que tales contribuciones resultaran obligatorias 
para el pagador.
Este tercer requisito fue añadido por la regulación 
reglamentaria, pues ninguna referencia al mismo se hacía 
en la Disposición Adicional Primera de la LPFP. Exige pues, 
que tales contribuciones deriven de un convenio colectivo 
o pacto expreso para tener carácter deducible.
La novedad de esta Disposición radicaba 
fundamentalmente en la necesaria imputación de las 
contribuciones en la base imponible del sujeto al que se 
vincularan, aunque éste no fuese el verdadero titular de
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aquéllas. A partir de entonces, los fondos internos quedan 
prácticamente expulsados del sistema fiscal286.
Actualmente, la disposición Adicional Primera de la 
LPFP ha adoptado, como veremos a continuación, una nueva 
redacción. Y por lo que respecta a su contenido originario, 
ha sido trasladado al lugar que le corresponde, es decir, 
a la Ley reguladora del Impuesto sobre Sociedades, 
-art.13.3-.
En definitiva, la perspectiva fiscal para la empresa 
en la que se establecen mejoras directas de pensiones queda 
de la siguiente manera: si se constituye un Plan de
pensiones, la empresa puede deducírselo en el citado 
impuesto; si se constituye un fondo externo que cumpla con 
los requisitos del artículo 13.3 de la LIS, también será 
deducible, mientras que, si se trata de un fondo interno, 
las contribuciones al mismo no serán deducibles, 
-art.14.f)
2) Texto vigente.
24. La actual redacción de la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP, ha sido establecida por las 
modificaciones introducidas a la citada ley, por la Ley 
30/1995 de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados. La Exposición de Motivos de la LOSSP, en su 
apartado séptimo, justifica esta nueva regulación en la
286MORENO ROYES, F . y SANTIDRIAN ALEGRÉ, J. , Los Fondos de 
Pensiones en su empresa. (La Aplicación de la Lev de Regulación 
de los Planes v Fondos de Pensiones). ed. Gestión y Planificación 
Integral, Barcelona, 1987, pág.210.
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adaptación de nuestro derecho interno al artículo 8 de la 
Directiva sobre protección de los trabajadores ante 
supuestos de insolvencia empresarial287.
Con esta nueva Disposición no se trata ya de 
incentivar la no utilización de fondos internos como 
instrumentos de cobertura de previsión social, sino de 
prohibirla si no se cumplen determinados requisitos y 
además, de canalizar la gestión de las mejoras, con 
carácter aparentemente obligatorio para las partes 
involucradas, a través de otras vías.
Asimismo, ya no se habla de sistemas alternativos de 
previsión a los planes de pensiones, sino directamente de 
compromisos por pensiones288.
Respecto a lo que ha de entenderse por compromisos por 
pensiones, la citada Disposición establece,
"A estos efectos, se entenderán compromisos por 
pensiones los derivados de obligaciones legales o 
contractuales del empresario con el personal de la empresa
287Según el apartado siete de la Exposición de Motivos de la 
LOSSP, "...con el objeto de proteger los intereses de los 
trabajadores, aun en los supuestos en que se haya extinguido su 
contrato de trabajo, frente a posibles insolvencias del 
empresario en orden al cumplimiento de los compromisos por 
pensiones asumidos por éste, se incorpora un precepto -dando 
nueva redacción a su disposición adicional Ia-, a la Ley de 
Planes y Fondos de Pensiones, adaptando así el artículo 8 de la 
Directiva 80/987/CEE".
288Este cambio es significativo de la tendencia que inspira, 
con carácter general, las modificaciones introducidas por la 
LOSSP en esta materia, en la que ya no se trata de primar la 
utilización de los Planes y Fondos de Pensiones frente a otras 
fórmulas alternativas de previsión, sino de situar -al menos 
aparentemente- en el mismo lugar preferente y junto a aquéllos, 
a los contratos de seguro.
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y vinculados a las contingencias establecidas en el 
artículo 8. 6289. Tales pensiones podrán revestir las formas 
establecidas en el artículo 8.5290 y comprenderán toda 
prestación que se destine a la cobertura de tales 
compromisos, cualquiera que sea su denominación...".
Asimismo se delimita ampliamente el concepto de 
empresa, dotando de tal consideración "...no sólo a las 
personas físicas y jurídicas, sino también las comunidades 
de bienes y demás entidades que, aun carentes de 
personalidad jurídica, sean susceptibles de asumir con sus 
trabajadores los compromisos descritos".
Esta delimitación objetiva y subjetiva se realiza a 
los efectos de vincularla a la siguiente declaración:
- "Los compromisos por pensiones asumidos por las 
empresas, incluyendo las prestaciones causadas, deberán 
instrumentarse desde el momento en que se inicie el devengo 
de su coste, mediante contratos de seguro, a través de la 
formalización de un Plan de Pensiones o de ambos..."
Y esta es la manera que ha tenido nuestro legislador 
de acomodar la protección de los intereses de los 
trabajadores a sus derechos adquiridos y en curso de 
adquisición en materia de mejoras de pensiones, frente a 
posibles supuestos de insolvencia empresarial -art.8 
Directiva 80/987/CEE-. Se trata en principio, de obligar
289Se refiere á las contingencias de jubilación o situación 
asimilable, invalidez permanente total, absoluta y gran 
invalidez, y muerte y supervivencia.
Este precepto también ha sido modificado por la LOSSP, la 
novedad es básicamente la adición de la gran invalidez como 
contingencia susceptible de cobertura por un Plan de Pensiones.
290Prestación en forma de capital, de renta, o a través de 
una fórmula mixta que combine ambas posibilidades.
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a las partes a constituir un Plan de pensiones, a concertar 
un seguro291, o a utilizar una combinación de ambos 
instrumentos.
Si se ha producido la correcta adaptación de la citada 
Directiva a nuestro derecho interno, se admiten dos 
interpretaciones. Por un lado y desde nuestro punto de 
vista, esto no ha sido más que atajar el problema 
utilizando una vía accesoria, es decir, no protegiendo -a 
modo de institución de garantía o de responsabilidad 
subsidiaria- los derechos de estos trabajadores 
directamente ante supuestos de insolvencia empresarial, 
sino evitando que esa insolvencia llegue a afectar a 
aquellos bienes o provocara que pudieran ser utilizados por 
las empresas en beneficio propio, favoreciendo, a su vez, 
con esta actitud los movimientos de capitales y los 
intereses de un sector privado muy concreto292 . El otro 
punto de vista pasa por reducir el énfasis en la 
interpretación del artículo 8 de la Directiva, que, como 
algunos autores han puesto de manifiesto, se refiere a 
proteger "intereses", lo cual reduce el grado de compromiso 
de carácter público en punto a garantizar la efectividad
291E1 contrato de seguro a estos efectos debe cumplir con 
unos requisitos que la propia Disposición Adicional de la LPFP 
prevé; Vid. infra n°37.
292Para DEL REY GUANTER, S. y GALA DURAN, C. , con la obligación 
de externalización no se está dando total cumplimiento a lo 
dispuesto en la Directiva comunitaria, la opción más garantista 
y aproximada a la normativa comunitaria hubiera sido la 
constitución de un fondo de garantía que, bajo la tutela y 
responsabilidad empresarial cubriera todos los supuestos de 
insolvencia que pudieran darse en sede de protección social 
complementaria, DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN,C., "Protección 
social y negociación colectiva", AAW, Seguridad Social v 
protección social.... op. cit., pág.284.
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de los derechos293 . La ambigüedad a este respecto, según 
GONZALO GONZALEZ, lleva a pensar que cabría cualquier 
solución, desde el aseguramiento o reaseguramiento 
obligatorios -que es lo que parece haber hecho el 
legislador- hasta el establecimiento de instituciones 
públicas de garantía294.
25. Por otro lado, la cuestión que debemos plantearnos 
en primer lugar, es si la referencia a compromisos 
derivados de obligaciones legales o contractuales incluye 
también las obligaciones nacidas de la negociación 
colectiva.
En principio, si se tratara de un compromiso derivado 
de una obligación legal no estaríamos en el caso de una 
mejora voluntaria de la Seguridad Social, cuya 
característica esencial es su voluntariedad. De hecho, es 
difícil imaginarnos el supuesto de hecho en que un 
empresario puede venir obligado por una norma legal a 
asumir una pensión de jubilación, invalidez o supervivencia 
con respecto a sus trabajadores, salvo que se tratara de 
una prestación básica que hubiera sido imputada al 
empresario por incumplimiento de sus obligaciones en 
materia de Seguridad Social -art.126.2 LGSS-, solución que 
es más que imposible mantener, entre otras cosas porque no 
es ese el contenido del artículo 8 de la Directiva 
80/987/CEE, que se refiere expresamente a los regímenes
293RIVERO LAMAS, J., Protección de los trabajadores 
asalariados.. (II)", op. cit., pág.4 64; COLINA ROBLEDO, M. y otros, 
Derecho Social Comunitario, op. cit., pág.413.
294GONZALO GONZALEZ, B., "Las funciones de la iniciativa 
privada...", op. cit., pág.888.
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complementarios de previsión, además de que sería de muy 
dudosa legalidad permitir a las empresas autoasegurar sus 
posibles responsabilidades por incumplimiento en materia 
de Seguridad Social295.
Por otro lado, aun basándonos en la fuerza vinculante 
y carácter normativo de los convenios colectivos, no es 
normal que el legislador se refiera a las obligaciones 
nacidas de los convenios colectivos como obligaciones 
legales. Sería quizá más aceptable entenderlas dentro de 
la expresión obligaciones contractuales.
Lo cierto es que la terminología utilizada no es 
afortunada desde el momento en que la obligación -sea legal 
o contractual- deriva de un compromiso, ya que la 
existencia misma de este compromiso implica una previa 
negociación entre las partes involucradas, ya sea 
individual o colectiva. Más bien parece ser que el 
legislador lo que pretende acentuar es que esos compromisos 
por pensiones tengan el carácter de obligatorios para el 
empresario, de hecho, la terminología utilizada parece 
haberse inspirado en la normativa reguladora del Plan 
General de Contabilidad, donde la provisión para pensiones 
y obligaciones similares aparece definida como aquellos 
"fondos destinados a cubrir las obligaciones legales o 
contractuales referentes al personal de la empresa con 
motivo de su jubilación o por otras atenciones de carácter 
social (viudedad, orfandad, etc.)", y es regulada junto a 
otras provisiones para riesgos y gastos de carácter
295E11o está expresamente prohibido en materia de recargos de 
prestaciones por incumplimientos por faltas de medidas de 
seguridad e higiene, -art.123 LGSS-, y con más razón ha de 
entenderse en materia de prestaciones.
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necesario, tales como impuestos, responsabilidades y 
grandes reparaciones296.
No obstante, y si llegáramos a admitir que tal 
Disposición no es aplicable y por tanto no vincula a las 
mejoras voluntarias que derivan de la negociación colectiva 
y se plasman en convenios colectivos, en la práctica, 
significaría que el contenido de esta Disposición quedaría 
en papel mojado si tenemos en cuenta que, como la realidad 
demuestra, la mayoría de los compromisos por pensiones 
vienen establecidos en los correspondientes convenios 
colectivos.
Ahora bien, a la vez, mantener la postura contraria 
implicaría imponer un límite objetivo a la negociación 
colectiva, por cuanto significaría sustraer a sus 
posibilidades negociadoras la opción por un mecanismo de 
gestión que no consistiese en un contrato de seguro o en 
un Plan de Pensiones. Y por otro lado, carecería de sentido 
el último apartado de la Disposición Adicional de la LPFP 
que es objeto de estudio, cuando establece que,
" En ningún caso resultará admisible la cobertura de 
tales compromisos mediante la dotación por el empresario 
de fondos internos, o instrumentos similares, que supongan 
el mantenimiento por parte de éste de la titularidad de los 
recursos constituidos".
296Estas provisiones para riesgos y gastos de carácter 
necesario, pero indeterminados en cuanto a su importe exacto o 
en cuanto a la fecha en que se producirán, aparecen en el 
subgrupo 14 del Plan General de Contabilidad, y concretamente la 
provisión para pensiones en los números 140 y 643; El PGC está 
regulado por el RD 1643/1990, de 20 de diciembre, -BOE 27-12- 
1990, Ar.L. 2682-.
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Esta declaración no haría falta si la vinculación a 
los instrumentos referidos fuese de carácter absoluto, por 
lo que solo cabe entender, que la obligación de dar 
cobertura a estos compromisos por pensiones no persigue 
tanto la vinculación a los instrumentos señalados en el 
primer párrafo, como la prohibición de constituir a estos 
efectos fondos internos cuya titularidad corresponda a la 
correspondiente empresa, cosa que no es posible "en ningún 
caso" .
En principio pues, podría interpretarse que nada 
impide, cuando tales compromisos deriven de la negociación 
colectiva, que puedan ser objeto de cobertura a través de 
fondos establecidos ad hoc cuya titularidad sea transmitida 
a un tercero, sin que ello suponga la celebración de un 
contrato de seguro o la constitución de un Plan de 
pensiones. De hecho, los propios trabajadores podrían ser 
los titulares y los encargados de la gestión del fondo. 
Ahora bien, a nuestro juicio, no tendría sentido embarcarse 
en una empresa de tal envergadura cuando existe otro 
mecanismo, como es el Plan de Pensiones, que no solo 
implica importantes medidas de garantía frente a supuestos 
de crisis o insolvencia empresarial, sino también la puesta 
en marcha de una serie de exigencias legales tendentes a 
evitar que se ponga en riesgo el cumplimiento de la 
finalidad del plan: reservas matemáticas, fondos de
capitalización, revisiones actuariales, exhaustivo control 
sobre todas las entidades que intervienen...etc. Asimismo, 
un plan de pensiones asegura la negociación entre empresa 
y trabajadores, no solo del contenido propio del Plan, sino 
también de medidas previsoras ante circunstancias que
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pudieran influir en la relación laboral, tales como la 
suspensión e incluso la extinción del contrato de trabajo.
Sin. perjuicio de que, de mantenerse una interpretación 
amplia que admitiera la posibilidad de acudir a otros 
mecanismos siempre que se cumpla con la simple 
externalización de los fondos internos, deberían exigirse, 
al menos, los mismos criterios de garantía previstos para 
los planes de pensiones y contratos de seguro, pues es 
mediante la dotación de estas garantías como se ha 
producido la acomodación de la Directiva Comunitaria 
8 0/987/CEE.
Por otro lado, en la misma Disposición -apartado 
octavo- se prevén las consecuencias del incumplimiento por 
parte de la empresa de las obligaciones que se le imponen, 
cuando se establece que,
- "En todo caso, el incumplimiento por la empresa de 
la obligación de instrumentar los compromisos por pensiones 
asumidos constituirá infracción en materia laboral de 
carácter muy grave, en los términos prevenidos en la Ley 
8/1988, de 7 de abril, sobre Infracciones y Sanciones de 
Orden Social".
26. En definitiva, volviendo al punto de partida, las 
mejoras directas de pensiones, quedan incluidas en el 
ámbito de aplicación de esta Disposición, que, como puede 
apreciarse, se preocupa en abarcar a todo tipo de 
prestaciones cualquiera que sea su denominación. 
Concretamente afecta a aquellas que tengan por finalidad 
complementar las prestaciones básicas de jubilación o
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situación asimilable, invalidez en los grados de total, 
absoluta o gran invalidez, y muerte y supervivencia. Siendo 
indiferente el carácter de la prestación: cantidad a tanto 
alzado, renta o prestación mixta297.
No quedan, por tanto, sometidas a esta regulación las 
mejoras destinadas a complementar otro tipo de 
prestaciones, que no tienen el carácter de pensiones, tales 
como la incapacidad temporal, la maternidad y las 
asignaciones familiares.
En cuanto a los compromisos por pensiones derivados 
de la negociación colectiva, no pueden en ningún caso 
gestionarse a través de fondos internos cuya titularidad 
se mantenga en manos del empresario. Pues, incluso en este 
caso, será considerado infracción laboral de carácter muy 
grave. Y estos son los principios que deben tenerse en 
cuenta a la hora de interpretar el artículo 193 de la LGSS, 
respecto del cual, la posibilidad de gestión directa 
empresarial de las mejoras de pensiones ha de entenderse 
derogada por esta nueva normativa.
27. Existe sin embargo una excepción que permite que 
determinadas Entidades puedan mantener fondos internos, 
así, la Disposición Transitoria Decimocuarta de la LOSSP 
establece lo siguiente:
- "Excepcionalmente, podrán mantenerse los compromisos 
por pensiones asumidos mediante fondos internos por las
297Hay incluso quien, partiendo de esta Disposición Adicional 
Primera de la LPFP, se refiere a un "nuevo modelo de mejoras 
voluntarias", DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN,C., "Protección 
social y negociación colectiva", AAW, Seguridad Social v 
Protección Social.... op. cit., págs. 269 y 270.
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entidades de crédito, las entidades aseguradoras y las 
sociedades y agencias de valores. ..deberán estar dotados 
con criterios, al menos, tan rigurosos como los aplicables 
a los asumidos mediante planes de pensiones y habrán de ser 
autorizados por el Ministerio de Economía y Hacienda, 
previo informe del órgano o ente a quien corresponda el 
control de los recursos afectos, el cual supervisará el 
funcionamiento de los fondos internos y podrá proponer al 
Ministerio de Economía y Hacienda la adopción, en su caso, 
de las medidas correctoras pertinentes, e incluso la 
revocación de la autorización administrativa concedida, 
todo ello en los términos que reglamentariamente se 
establezcan".
La habilitación que esta disposición supone, está 
restringida sólo a los tres tipos de entidades citadas. La 
justificación sustancial de esta discriminación en favor 
de tres categorías de empresarios financieros sólo puede 
encontrarse en la superior seguridad patrimonial que ofrece 
la rigurosa supervisión pública que se ejerce sobre los 
mismos298.
Su ubicación en una Disposición Transitoria, frente 
a una Adicional como se propuso en un inicio, remarca su 
carácter excepcional y transitorio referido tan solo al 
mantenimiento de estos fondos respecto de compromisos por 
pensiones ya asumidos frente a los que pudieran asumirse
298TAPIA HERMIDA,A.J., "Seguro colectivo y fondos...(II)", 
op.cit., pág.325.
Todas ellas están sujetas a regímenes especiales y 
específicos de contabilidad y de control y supervisión de su 
solvencia, en la que intervienen el Banco de España, la Dirección 
General de Seguros y la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
respectivamente, Ibidem, págs.319 a 322.
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desde la entrada en vigor de la LOSSP, los cuales deben 
regirse por la regla general que prohíbe la constitución 
de fondos internos cuya titularidad permanezca en manos de 
las empresas.
28. Una vez concretados los términos de la obligación 
que para las empresas supone la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP en relación a los fondos internos, cabe 
plantearse el por qué de un tratamiento tan solapado que 
permita pensar a simple vista, que solo es posible la 
utilización a estos efectos de los contratos de seguro o 
de los planes de pensiones.
A nuestro juicio este modo de expresarse persigue 
incentivar la utilización de estos mecanismos y ello, por 
las garantías que supone el recurso a los mismos, no solo 
para la empresa sino también para los propios 
beneficiarios. Esta conclusión resulta evidente cuando el 
párrafo primero in fine establece que,
- "...Una vez instrumentados -a través del contrato 
de seguro o plan de pensiones, o de ambos-, la obligación 
de las empresas por los referidos compromisos por pensiones 
se circunscribirán exclusivamente a las asumidas en dichos 
contratos de seguro y planes de pensiones".
Asimismo, la primera parte del párrafo octavo 
establece que,
- " La efectividad de los compromisos por pensiones 
y del cobro de las prestaciones causadas quedarán 
condicionados a su formalización en los instrumentos 
referidos en el párrafo primero..."
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Respecto al primero de estos párrafos, el hecho de 
tratar de limitar la responsabilidad de la empresa a lo 
estrictamente estipulado en el correspondiente contrato de 
seguro o plan de pensiones, es ciertamente una referencia 
que pudiera haberse obviado por su carácter de lógica 
consecuencia de todo negocio contractual. Sin embargo, 
obsérvese que lo que se persigue con tal declaración es 
hacer primar los términos estipulados en el correspondiente 
contrato de seguro o reglamento del Plan de Pensiones, en 
su caso, frente a los términos que se deriven de los 
compromisos a los que se da cobertura, y que presuponen la 
existencia de otro nexo contractual entre la empresa y sus 
trabajadores, haciendo prevalecer aquel contrato frente a 
éste a los efectos de delimitar las obligaciones así como 
la responsabilidad del empresario a lo estrictamente 
pactado.
Esta intención se deduce claramente de la Disposición 
Transitoria Decimocuarta de la LOSSP, que concede tres años 
para que las empresas se adapten a la disposición Adicional 
Primera de la LPFP, y señala que mientras tanto, "se 
mantendrá la efectividad de los compromisos por pensiones 
y el cobro de las prestaciones causadas en los términos 
estipulados entre el empresario y los trabajadores".
Una vez más entiendo que la finalidad misma de esta 
concreta disposición se encuentra solapada bajo la 
intención de limitar la responsabilidad empresarial, y ello 
por las razones siguientes. La jurisprudencia del orden 
social, como orden competente en esta materia, en multitud 
de ocasiones se ha pronunciado ampliando el margen de 
cobertura pactado con las compañías de seguro, basándose
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en los términos estipulados por las empresas con sus 
trabajadores interpretados a su vez, bajo las 
prescripciones de la Ley General de la Seguridad Social, 
por tratarse en definitiva, de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social.
Limitar la responsabilidad de la empresa a los 
términos estrictamente asumidos en estos contratos, supone 
a su vez, limitar la responsabilidad de la compañía 
aseguradora a los mismos términos, que, siempre estarán 
inspirados en la normativa del seguro privado, y más 
concretamente en la Ley del Contrato de Seguro.
Tratar de evitar la naturaleza jurídica de estas 
mejoras, y las consecuencias que de ello puedan derivarse, 
no va a producirse con la referencia a la sujeción 
empresarial a los concretos términos estipulados frente a 
los términos exactos de la contratación con sus 
trabajadores, porque, y esto no ha cambiado, la naturaleza 
de las mejoras voluntarias no ha de ponerse en entredicho 
por el método de cobertura elegido, cuya naturaleza es 
meramente instrumental.
La especial protección de las mejoras voluntarias que 
indirectamente disfrutan por su ubicación en la LGSS, no 
puede verse mermada por la utilización de un contrato de 
seguro como elemento de gestión de las mismas. Asimismo, 
en la propia Disposición que se analiza, se observa 
claramente el carácter instrumental que se acuña a estos 
mecanismos y su necesaria adecuación a los compromisos por 
pensiones existentes, los cuales, en el ámbito de la
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empresa se adoptan por las vías propias del ordenamiento 
laboral, especialmente por el convenio colectivo299.
- El segundo de los párrafos transcritos más arriba, 
cierra el círculo que se emprende en el párrafo que 
acabamos de comentar, en tanto que la perspectiva mira a 
los propios beneficiarios de las prestaciones, los cuales 
quedan vinculados a la formalización de estos instrumentos 
como condición a que se hagan efectivos los compromisos 
respecto a ellos asumidos, y el cobro de las prestaciones 
causadas, sin duda, se corre el riesgo de que la previa 
negociación entre empresa y trabajadores se "evapore" y sea 
sustituida por los términos del correspondiente contrato 
de seguro o Plan de pensiones a pesar de que, como la 
propia normativa establece, no son más que instrumentos al 
servicio de los compromisos por pensiones asumidos entre 
empresa y trabajadores.
29. Es posible intuir a partir de las últimas 
observaciones realizadas, que la nueva redacción de la 
disposición Adicional Primera de la LPFP es fruto de la 
presión ejercida por las compañías de seguro.
Esta Disposición debería haberse conformado con 
establecer la prohibición de constituir fondos internos 
para gestionar los compromisos por pensiones, en 
definitiva, las mejoras directas de prestaciones. De haber 
sido así, era comprensible pensar que el mecanismo sobre 
el que recaería la mayor parte del interés, serían los 
Planes y Fondos de Pensiones, por ser un mecanismo creado 
ad hoc con esta finalidad, y sobre todo después de las
299Vid. infra n°44.
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modificaciones operadas sobre los mismos por la propia 
LOSSP -Disposición Adicional Undécima- correctoras de los 
defectos que habían sido detectados.
Además, los contratos de seguro en el campo de las 
mejoras voluntarias, son generalmente utilizados solo para 
gestionar prestaciones, en forma de capital a tanto alzado, 
por fallecimiento e invalidez, por lo que entiendo que no 
hubiera sido previsible que las empresas acudieran a ellos 
para formalizar otros compromisos por pensiones, como la 
propia jubilación, máxime después de la continua 
conflictividad que vienen planteando, tal y como se 
desprende de la propia jurisprudencia.
Era necesario, por tanto, una regulación donde los 
contratos de seguro y los planes de pensiones aparecieran 
como mecanismos paralelos300, y aquí es donde el legislador 
incurre en un grave error, básicamente por dos razones:
- en primer lugar, porque ambos instrumentos no son 
comparables ya que la LPFP nació como expreso desarrollo 
del artículo 41 in fine de la Constitución y es un 
mecanismo de previsión social complementaria, razón por la 
que contempla los llamados Planes del Sistema de Empleo, 
a través de los cuales pueden constituirse las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, y precisamente por ser 
un mecanismo con esta exclusiva finalidad, la LPFP y su 
Reglamento, prevén multitud de circunstancias que exigen
300De hecho, en la Disposición Adicional objeto de estudio se 
establece que reglamentariamente se fijarán las condiciones que 
han de cumplir los contratos de seguro a los que se refiere esta 
disposición...en todo caso, las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente, deberán ser homogéneas, actuarial y 
financieramente con las normas aplicables a los compromisos por 
pensiones formalizados mediante planes de pensiones".
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ser tenidas en cuenta y que la normativa del seguro privado 
no está preparada para asumir -la negociación entre empresa 
y trabajadores, las consecuencias de la suspensión o 
extinción del contrato de trabajo, la misma existencia de 
las prestaciones básicas a complementar, etc.-. Además, 
limitadas sus funciones a las estrictamente aseguratorias, 
con la sola figura de los planes de pensiones, las 
compañías aseguradoras tienen por delante un importante 
campo de actuación tanto como aseguradoras e incluso como 
gestoras de los mismos301, de ahí que la figura de los 
planes de pensiones como instrumento de previsión social 
complementaria, y como garantes de la función social 
prioritaria que se les encomienda, debiera haber alejado 
al legislador de una actuación como la llevada a cabo, que 
denota una clara intención de equiparación entre ambos 
instrumentos.
- y en segundo lugar, porque la normativa del seguro 
privado no es la aplicable a las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social en lo que exceda de la regulación como 
instrumento de gestión, y así ha sido puesto de manifiesto 
por el Tribunal Supremo en multitud de Sentencias, como la 
de 17 de enero de 1996302, en la que expresamente se señala 
que no es la Ley del Seguro privado la aplicable a las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social, sino la Ley 
General de la Seguridad Social"...pues esta lex specialis
^Vid. al respecto, PUJOL,F., "Planes de pensiones de
sistema de empleo y entidades de seguros", Los Planes v Fondos 
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no puede considerarse derogada por la legislación general 
posterior de ordenación del seguro privado".
No obstante, se observa que la figura de los Planes 
de Pensiones sigue gozando de ciertos privilegios en el 
terreno fiscal que no se acuñan a los contratos de seguro, 
y que podría llevar a inclinarse por aquél instrumento. En 
efecto, del régimen fiscal transitorio de acomodación de 
los compromisos por pensiones a los referidos instrumentos 
se deduce lo siguiente303 :
- los beneficios fiscales previstos cuando se haya 
optado por un Plan de Pensiones, se aplicarán -según la 
D.T. decimoquinta, apartados 1 y 2- no sólo cuando se trate 
de la instrumentalización de un fondo de transformación 
obligatoria -fondo interno-, sino también, a cualquier otra 
institución de previsión del personal que opte por 
transformarse, disolverse o liquidarse y dar lugar a la 
integración en un Plan, de su personal y de los recursos 
inicialmente vinculados a dicha institución; también, este 
régimen fiscal transitorio se aplicará a los nuevos 
compromisos asumidos por las empresas a partir de la 
entrada en vigor de la LOSSP, que se instrumenten mediante 
la formalización de un Plan de pensiones en un plazo no 
superior al período transitorio, es decir, a tres años.
303Para la instrumentalización de los fondos internos, se 
concede a las empresas, un plazo de tres años desde la entrada 
en vigor de la LOSSP; precisamente, la entrada en vigor de las 
Disposiciones Transitorias decimocuarta, decimoquinta y 
decimosexta se producía seis meses más tarde que el resto de la 
citada norma -10-5-1996-, en definitiva, el período transitorio 
culminará el 10 de mayo de 1999.
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Sin embargo, si se ha optado por la transformación en 
contrato de seguro, los beneficios fiscales del período 
transitorio, solo se aplicarán respecto de los fondos ya 
existentes a la entrada en vigor de la LOSSP, que sean de 
obligada transformación, -D.T. decimosexta, apartado 2-.
- y en segundo lugar, en el concreto régimen fiscal 
también se observan ciertas diferencias. Así, las 
contribuciones de los empresarios-promotores al Plan de 
Pensiones constituido tiene carácter de gasto deducible en 
el impuesto personal del promotor, mientras que, las primas 
de contratos de seguro satisfechas por el empresario solo 
serán deducibles en su impuesto personal si reúne los 
requisitos recogidos en el artículo 71 del RPFP304. Y por 
lo que respecta a los trabajadores afectados, si se optara 
por un Plan de pensiones parece deducirse de la D.T. 
decimosexta, apartado 1, -in fine-, que aquellas 
contribuciones satisfechas por el empresario-promotor, no 
se imputarán en la base imponible del IRPF correspondiente 
a los trabajadores-partícipes305 . Mientras que, si se
304Recuérdese que estos requisitos son tres:
-que se imputen fiscalmente en la imposición personal 
del sujeto al que se vinculen las contribuciones.
-que el pagador transmita la titularidad de los 
recursos en que consisten dichas contribuciones, y 
-que sean obligatorias para el pagador.
305Es dudoso el alcance de esta declaración, ya que se 
vincula a lo dicho en los "párrafos anteriores", por lo que 
podría estar refiriéndose tan solo a las aportaciones realizadas 
por el promotor para la cobertura de servicios pasados, por 
cuanto éstas, a pesar de que han de imputarse también a los 
partícipes, "tal imputación debe entenderse sin perjuicio del 
régimen fiscal transitorio recogido en la disposición transitoria 
16a de esta Ley", -D.T. decimoquinta, apdo.4-.
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optara por un contrato de seguro, la imputación en el 
impuesto personal del trabajador no solo se deduce del 
artículo 71 del RPFP, al que se remite el apartado segundo 
de la D.T. decimosexta, sino que viene establecido en el 
último apartado de esta misma disposición, si bien, con la 
misma duda interpretativa que en el caso anterior, por 
referirse también a los "párrafos anteriores".
En definitiva, se sigue observando tras la LOSSP, que 
los Planes de pensiones siguen siendo la alternativa 
preferida por nuestro legislador, incluso frente a los 
contratos de seguro. Seguramente para evitar la multitud 
de conflictos que, como puede verse a continuación, vienen 
provocando en esta materia.
C) GESTION A TRAVES DE LA CONCERTACION DE CONTRATOS
DE SEGURO.-
30. Ya hemos visto como, por fin, ha sido prevista 
legalmente la gestión de las mejoras voluntarias 
-compromisos por pensiones- a través de la concertación de 
contratos de seguro con compañías privadas.
Sin embargo, se utiliza el término contribuciones, no 
aportaciones, ni dotaciones, que son los términos utilizados en 
los apartados inmediatamente anteriores, por lo que, podría ser 
posible que tal beneficio para los trabajadores-partícipes del 
Plan, se produjera en todo caso susceptible de acomodación al 
período transitorio -transformación de fondo interno, 
transformación de cualquier otra institución de previsión del 
personal, incluso la constitución de un Plan de pensiones hasta 
el 10 de mayo de 1999, fecha en que termina el período 
transitorio-.
235
(II) Las Mejoras Voluntarias: modos de crestión.
Ahora bien, la nueva regulación al respecto, ofrecida 
por la Disposición Adicional primera de la LPFP, no va a 
implicar en ningún momento la solución a tantos problemas 
que en esta materia se han planteado, más bien al 
contrario, seguramente supondrán la aparición de nuevos 
conflictos.
Nos encontramos en este campo con la concurrencia de 
tres normativas: la normativa de la Seguridad Social, por 
cuanto las mejoras voluntarias constituyen el objeto y 
razón de ser de estos contratos de seguro; la normativa 
laboral, ya que es presupuesto para la existencia de 
aquéllas, que se de un vínculo laboral entre empresario y 
trabajador que, respecto del seguro asumirán las posiciones 
de tomador del seguro y asegurado, respectivamente; y ambas 
concurren a su vez, con la normativa del seguro privado, 
reguladora del método de gestión elegido.
La presencia de estas especialidades no ha sido 
prevista en el pasado por la normativa aseguradora, ni lo 
es ahora lo suficiente. La falta de cualquier previsión 
normativa al respecto que colocara al seguro privado en su 
posición de instrumento de previsión empresarial, justifica 
la abundante litigiosidad existente en esta materia así 
como los esfuerzos por nuestra doctrina por construir un 
régimen jurídico específico aplicable tan solo a este tipo 
de contrato, que es denominado seguro colectivo laboral306.
3°6y a n i nI BAEZA,J., Las Mejoras Voluntarias en la Seguridad 
Social. Régimen del seguro colectivo laboral. Ed. Editoriales de 
Derecho Reunidas, Madrid, 1995.
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Si bien, como ya hemos señalado, las novedades 
introducidas por la LOSSP, en noviembre de 1995, suponen 
un reconocimiento del papel que estos contratos pueden 
asumir en el terreno de la previsión social empresarial, 
aunque debe insistirse nuevamente en que tal especialidad 
no es incorporada a la regulación de la normativa 
aseguradora específicamente, sino a la de los planes y 
fondos de pensiones.
Por su parte, en la regulación de la Ley de Ordenación 
y Supervisión del seguro privado, de entre las varias 
formas que pueden adoptar las entidades aseguradoras, 
-sociedades anónimas, mutuas, cooperativas y mutualidades 
de previsión social...-art.7.1 y 7.2-, tan solo respecto 
de estas últimas, únicas que gozan de regulación separada, 
encontramos alguna referencia a la materia que nos 
ocupa.
C.l) Mutualidades de Previsión Social.-
31. Como ya se señaló en otro momento, la vigente ley 
del seguro privado, igual que ya hiciera su antecesora en 
1984, reserva un capítulo específico para regular el 
régimen jurídico de estas entidades, -Capítulo VII-.
En la definición ofrecida por el artículo 64 de la 
LOSSP, se destaca la naturaleza de las mismas como 
"entidades aseguradoras que ejercen una modalidad 
aseguradora de carácter voluntario, complementaria al 
sistema de Seguridad Social obligatoria...".
A continuación, el mismo precepto prevé la utilización 
de las MPS en el ámbito de las empresas para instrumentar
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los acuerdos de previsión entre empresa y trabajadores, y 
señala que, en tal caso, "se entenderá que la mutualidad 
actúa como instrumento de previsión social empresarial".
Ello parece demostrar que se tiene en cuenta el papel 
que a las MPS reserva el artículo 193 de la LGSS. Pero, 
como afirma GONZALO GONZALEZ refiriéndose al artículo 64, 
se trata de un precepto "frustrante" ya que, si bien el 
legislador quiere hacer destacar ciertas especialidades en 
la regulación de las MPS -una regulación específica en un 
Capítulo aparte, una directa referencia a su función 
complementaria de la Seguridad Social-, al final se acaba 
por no decir nada en absoluto que permitiese distinguir 
estas entidades del resto de las que intervienen en la rama 
del aseguramiento mercantil307.
Y es que el propio artículo después de dotarles de esa 
categoría social especial, tradicionalmente propia de las 
MPS, establece que su objeto social será el establecido en 
el artículo 11 de la LOSSP, es decir, con carácter general, 
la práctica de las operaciones de seguro, como cualquier 
otra entidad aseguradora.
Por esta razón, la doctrina reivindica la recuperación 
del objeto social de las MPS arrebatado por la normativa 
del seguro privado, puesto que, "ese objeto social propio 
y distinto al de los seguros mercantiles es en su nivel, 
el mismo que el de la Seguridad Social obligatoria: el de 
liberación de las necesidades sociales mediante el juego 
de un régimen de prestaciones suficientes y de alcance
307GONZALO GONZALEZ,B., "El objeto social del Mutualismo de 
Previsión y la Seguridad Social Complementaria: comentario al 
artículo 64 del Proyecto de Ley sobre supervisión de los seguros 
privados", T.S.. n°55, 1995, pág.37 y ss.
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universal..." y como régimen de previsión social 
complementaria "cumple con el objeto social del sistema en 
cuestión, en calidad de elemento adicional o suplementario 
de los niveles básicos y profesional contributivo.. . de 
manera que "si su gestión privada y su limitado alcance 
subjetivo aproximan este nivel a los seguros mercantiles, 
esa proximidad no es en modo alguno esencial, sino 
puramente ins t rumen tal "m .
La defensa del papel histórico y tradicional que 
compete a las MPS como previsión social complementaria ha 
sido asimismo defendida en la tramitación parlamentaria de 
la LOSSP. Los partidos nacionalistas vasco -PNV- y catalán 
-CiU- han sido, como era de esperar, los máximos defensores 
del tradicional objeto social de las MPS. No obstante la 
presión ejercida, las variaciones introducidas en el texto 
del proyecto de ley309, tan solo consisten en la 
introducción del párrafo final del artículo 64.1, 
precisamente para establecer que, cuando actúen en el 
ámbito de las empresas, se entenderá que actúan como 
instrumento de previsión social empresarial310.
308GONZALO GONZALEZ, B., "El objeto social del Mutualismo de 
previsión social en la Constitución y en el derecho positivo. 
Precedentes. Referencias al panorama europeo comparado", T.S.. 
n°56/57, 1995, pág.26.
309Proyecto de Ley de supervisión de los seguros privados, de 
3 de marzo de 1995, BOCG, Congreso de los Diputados, V 
Legislatura, Serie'A, n°105-l.
310Este párrafo fue añadido por el texto aprobado por la 
comisión de Economía, Comercio y Hacienda, -Comisión con 
competencia legislativa plena- de 8 de julio de 1995, BOCG, op. 
cit., n°105-10 .
La redacción dada a este último apartado del artículo 64.1, 
está sin duda inspirada en la enmienda n°464, interpuesta por 
CiU, si bien, a falta de un último inciso que señalaba que "el
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Se trata desde luego de una declaración importante por 
cuanto parece separar la condición de las Mutualidades que 
actúan para dar cobertura a los pactos de previsión entre 
empresa y trabajadores, del resto de las Mutualidades. Las 
primeras actúan, como afirma la propia Ley, como 
instrumento de previsión social empresarial. Cabría 
preguntarse, por tanto, si ello significa que las MPS que 
se constituyan con el ánimo de gestionar mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, es decir, aquéllas que 
actúan como instrumento de previsión social empresarial, 
no quedan sujetas en toda su extensión a la normativa 
aseguradora privada.
La búsqueda de cualquier referencia sobre el 
particular en el resto del Capítulo VII resulta 
infructuosa. Tal vez debamos esperar al Reglamento de 
desarrollo, de carácter específico sobre MPS, encargado al 
Gobierno por la disposición Final segunda in fine de la 
LOSSP, aunque ya la propia Ley condiciona jerárquicamente 
muchos aspectos de esa futura regulación.
32. Así, uno de los cambios más significativos que 
vienen a afectar a las MPS en su función de instrumento de 
previsión empresarial, viene establecido en la letra e) del 
apartado tres del artículo 64, según el cual: " la
incorporación de los mutualistas a la mutualidad será en 
todo caso voluntaria y requerirá una declaración individual 
del solicitante, o bien de carácter general derivada de
carácter voluntario de las mismas resultará compatible con la 
obligatoriedad que se desprenda del acuerdo de previsión" -entre 
empresa y trabajadores-. Este último inciso, no pretendía sino 
mantener la situación anterior en que se hacía valer la voluntad 
de los trabajadores manifestada colectivamente.
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acuerdos adoptados por los órganos representativos de la 
cooperativa o de los Colegios Profesionales, salvo 
oposición expresa del colegiado, sin que puedan ponerse 
límites para ingresar en la mutualidad distintos a los 
previstos en sus estatutos por razones justificadas ",
El carácter voluntario en la incorporación a las MPS 
venía igualmente establecido en la LOSP de 1984, -aunque 
no como un requisito específico, sino que se derivaba de 
la definición de MPS, art.16.1-, si bien el Reglamento de 
Entidades de Previsión Social en su artículo 1.2 señalaba 
que este carácter voluntario " se entenderá sin perjuicio 
de las formas de previsión complementaria que pudieran 
establecerse con carácter obligatorio a través de la 
negociación colectiva o de actos de autonomía corporativa 
de grupos profesionales".
Respecto de las MPS como instrumento de previsión 
empresarial, ello significaba la legitimación de la 
voluntad colectiva expresada en la negociación colectiva.
Actualmente, en cambio, tal y como se expresa la Ley, 
no podemos esperar que el futuro Reglamento de Entidades 
de Previsión Social introduzca una excepción parecida, 
puesto que las excepciones permitidas ya vienen 
establecidas en el texto legal, y, además, porque la 
Disposición Transitoria Quinta de la LOSSP, que establece 
el régimen transitorio de adaptación de las MPS a la 
legislación actual, para lo cual concede un plazo de cinco 
años desde la entrada en vigor de aquélla, señala 
expresamente que "singularmente, las amparadas en el 
artículo 1.2 del Reglamento de Entidades de Previsión 
Social, aprobado por Real Decreto 2615/1985, de 4 de
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diciembre, deberán, en dicho plazo, dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 64. 3. e)".
En consecuencia, se resiente el principio de 
solidaridad y se matiza el carácter normativo y la eficacia 
general de los convenios colectivos en esta materia. 
Además, ello mismo choca con el carácter de instrumento de 
previsión social empresarial que se acuña a aquellas 
Mutualidades que sean consecuencia de acuerdos de previsión 
entre empresario y trabajadores, por cuanto la existencia 
misma de estos acuerdos implican una voluntad colectiva, 
y todo sistema de previsión social, para ser eficaz, 
requiere de la participación de un grupo lo más estable y 
homogéneo posible a efectos de conseguir sus objetivos.
En contra de este requisito, que ya en el proyecto de 
ley no admitía excepción alguna, ni siquiera la derivada 
de acuerdos adoptados por órganos representativos de 
Colegios profesionales, se manifestaron diferentes grupos 
parlamentarios que interpusieron sus correspondientes 
enmiendas inspirados en el propio Dictamen del Comité 
Económico y Social sobre el citado proyecto311.
311Las enmiendas de los grupos nacionalistas vasco -PNV- y 
catalán -CiU-, así como las del Partido Popular, -Enms. n°ll, 469 
y 262, respectivamente-, defienden la validez de la autonomía 
colectiva manifestada a través de la negociación colectiva, como 
modo de incorporarse a las Mutualidades de Previsión Social, por 
ser una característica tradicional del Mutualismo.
Se apoyan en el Dictamen del Consejo Económico y Social, 
cuyos motivos son:
- "la necesidad de un sistema complementario de carácter 
privado que alcance a todo el colectivo y sea uniforme en su 
nivel de prestaciones, lo que impide que puedan darse situaciones 
de necesidad o descobertura y que sólo dispongan de previsión 
social los trabajadores con un mayor nivel de ingresos.
- el principio de solidaridad se manifiesta de una manera 
más eficaz a través del colectivo de mutualistas, pudiendo así 
otorgarse, en determinadas circunstancias, prestaciones no
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33. En la tendencia mantenida por el Proyecto de Ley 
del seguro privado, en contra de la "supervivencia" de las 
tradicionales Mutualidades de Previsión Social, cabe 
destacar que, entre los requisitos exigidos a toda 
Mutualidad, se establecía que la condición de mutualista 
fuese inseparable de la de tomador del seguro, y ésta de 
la de asegurado; en definitiva, debían recaer en una misma 
persona, que en nuestro caso sería el trabajador, con una 
total desvinculación de la figura empresarial. De haber 
prosperado aquella redacción, resultaría imposible aquella 
Mutualidad en la que el empresario asumiese la función 
protectora de tomador del seguro , y el trabajador de 
asegurado. Ello, unido al individualismo que inspira la 
incorporación a las Mutualidades, habría supuesto 
prácticamente la imposibilidad de que estas Mutualidades 
actuasen como instrumentos de previsión empresarial, donde 
la intervención del empresario es condición inexcusable.
contributivas o fijar las aportaciones y prestaciones en función 
de la situación familiar o laboral del trabajador.
- existen determinados colectivos de profesionales que no 
han decidido su integración en el régimen de autónomos y para los 
que la Mutualidad constituye su único sistema de previsión 
social.
- el sistema permite que no se lleve a cabo una selección 
de riesgo que dejaría sin protección social a aquellas personas 
afectadas de alguna dolencia o con enfermedades o defectos 
físicos.
...la adscripción colegiada o colectiva es una norma 
sustantiva de las Mutualidades que no debería ser modificada por 
una ley de supervisión de los Seguros Privados, que debe 
limitarse al control técnico y de solvencia de estas Entidades 
en sus actuaciones en el campo del seguro. . . ", Vid. Dictamen del 
Consejo Económico v Social sobre el Anteprovecto de Lev sobre 
Supervisión de los Seguros Privados. CES, Dictamen 9, 1994.
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Como era de esperar, se interponen varias enmiendas 
contra este apartado312, -letra b) , art.64.3-, y la
redacción actual establece que la condición de tomador del 
seguro o de asegurado, será inseparable de la de 
mutualista.
34. Otro aspecto sobre el que se ha incidido es en el 
aspecto fiscal, concretamente en la situación fiscal de los 
trabajadores que abonen sus cuotas a estas entidades cuando 
actúan como instrumento de previsión empresarial.
En principio, admitido el carácter voluntario de la 
incorporación a las MPS, -art.64.3.e)-, desaparecía la 
posibilidad de reducción en el IRPF contemplada en el 
artículo 71 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, reguladora 
de esta impuesto. Este precepto solo permitía que el sujeto 
redujera su base imponible regular, si las cantidades 
abonadas a Montepíos o Mutualidades tenían carácter 
obligatorio. En consecuencia, el Proyecto de Ley articuló 
una situación transitoria en su Disposición Adicional 
Decimocuarta, que permitía que en las Mutualidades 
amparadas en el artículo 1.2 del REPS, es decir, las que 
actuasen como instrumento de previsión social empresarial 
y derivaran de la negociación colectiva, continuaran 
practicándose esa deducción por un período de ocho años a 
partir de la entrada en vigor de la ley.
Sin embargo, la cuestión se reconsidera y en el texto 
vigente de la LOSSP, concretamente en su Disposición. 
Adicional Decimotercera, lo que se hace es modificar el 
artículo 71 de la Ley 18/1991 del Impuesto sobre la Renta
312Enmiendas n°10 y n°468, -PNV y CiU-, BOCG, op.cit, 
n°105-7.
244
(II) Las Mejoras Voluntarias: modos de gestión.
de las personas Físicas, permitiendo que el sujeto pasivo 
-trabajador-mutualista- reduzca de su base imponible las 
cantidades abonadas a Mutualidades de Previsión Social, que 
actúen como sistemas alternativos de previsión social a 
Planes de pensiones, por trabajadores por cuenta ajena o 
socios trabajadores, en aquella parte que tenga por objeto 
la cobertura de las contingencias de muerte, viudedad, 
orfandad, jubilación, defunción, y el desempleo para los 
citados socios trabajadores, -art.71.1.3° LIRPF-.
Incorporar esta ventaja fiscal significa dotar a los 
trabajadores mutualistas de Mutualidades de Previsión 
Social que actúan como instrumento de previsión 
empresarial, es decir, que gestionan mejoras directas de 
prestaciones, del mismo beneficio fiscal del que disponen 
siendo partícipes de un Plan de pensiones, -art.71.1.4° 
LIRPF-. En consecuencia, supone en este aspecto un 
tratamiento fiscal en condiciones de igualdad para los 
Planes de Pensiones y las MPS de carácter empresarial, 
frente a la posible concertación de contratos de seguro con 
cualquier otra entidad aseguradora.
35. Continuando con algunos aspectos del régimen 
jurídico de estas entidades, corresponde plantearse si su 
calificación legal como entidades que ejercen una modalidad 
aseguradora complementaria al sistema de Seguridad Social, 
implica y en qué medida, la sujeción a la normativa propia 
de la Seguridad Social.
Obviamente, si están llamadas a complementar el 
sistema público, para el reconocimiento de cualquier 
prestación análoga a las incluidas en la acción protectora 
de la Seguridad Social, será requisito previo el
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reconocimiento de la prestación básica a complementar313; 
en consecuencia, los requisitos de acceso a las diferentes 
prestaciones que puede otorgar una mutualidad de previsión 
social, y el régimen jurídico aplicable a cada una de 
ellas, deben coincidir con los aplicables según la 
normativa de la Seguridad Social.
En torno a la legislación aplicable a estas entidades, 
el artículo 4 del REPS de 1985314 establece que la relación 
jurídica existente entre la Entidad de Previsión Social y 
cada asociado, en lo que al aspecto mutualista se refiere, 
se regirá por sus respectivos Estatutos, mientras que la 
relación jurídica entre la Entidad y el socio, derivada de 
la condición de éste como tomador del seguro o asegurado, 
se regirá por lo dispuesto en la LOSP, en la LCS, y demás 
normas que regulan la actividad aseguradora; es decir, a 
la materia que verse sobre el sistema de aseguramiento le 
es aplicable esta normativa frente al contenido 
estatutario. Así lo ha considerado la jurisprudencia en un 
supuesto de hecho concreto, para considerar aplicable el 
plazo de prescripción de cinco años que establece el
313Sobre este particular, el artículo 25 del REPS de 1985, 
establece que las prestaciones que estas Entidades otorguen, 
"serán compatibles y totalmente independientes con los beneficios 
que puedan corresponder a sus asociados por consecuencia del 
régimen obligatorio de la Seguridad Social", aunque debe tenerse 
en cuenta que en la regulación anterior de las Mutualidades de 
Previsión Social -LOSP 1984-, no se reconocía expresamente su 
papel como complementarias de la Seguridad Social, vid.supra, 
capítulo primero, II, n°7.
314Recuérdese que este RD 2615/1985, desarrolla el Capítulo 
IV de la LOSP de 1984, dedicado a las Mutualidades de Previsión 
Social, y que actualmente, la LOSSP de 1995 también se remite a 
la necesidad de un desarrollo particular de su Capítulo VII, 
todavía pendiente.
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artículo 23 de la LCS frente a los sesenta días que 
establece el Estatuto de la correspondiente Mutualidad315.
Sin embargo, el artículo 2 de la LCS permite la 
inclusión de cláusulas contractuales que sean más 
beneficiosas para el asegurado que lo establecido en la 
propia ley, y no se ha opuesto la jurisprudencia a que las 
prestaciones aparezcan reguladas en los correspondientes 
Estatutos de las Mutualidades como complementarias a las 
concedidas por la Seguridad Social, supuesto normal cuando 
se trata de Mutualidades que actúan como instrumento de 
previsión social empresarial, es decir, cuando gestionan 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social316. 
Especialmente, esta situación se da y se mantiene cuando 
se trata de Mutualidades que eran sustitutorias de la 
Seguridad Social y han ido integrándose en la Seguridad 
Social solo en la parte que concierne a las prestaciones 
sustitutorias, quedando las complementarias al cargo 
exclusivo de la propia Mutualidad sin perder por ello su 
carácter complementario de las prestaciones básicas de la 
Seguridad Social317.
315SSTS de 21 de noviembre de 1988, y de 30 de enero de 1991, 
-Ar.8844/1988 y 198/1991, respectivamente-.
316De los datos proporcionados por las Sentencias del TS de 
12 de febrero de 1990 -Ar.908- y de 22 de noviembre de 1995, 
-A.L. n°14, R.571- así como de la Sentencia de 19 de febrero de 
1990, , -Ar.1114-, se deduce el carácter complementario de las
prestaciones asumidas por la Mutualidad de Previsión Social 
"Loreto" que engloba a trabajadores de la empresa Iberia, Líneas 
Aéreas de España, S.A., y por la Mutualidad de Previsión Social 
de EPTISA, correspondiente a la empresa Estudios y Proyectos 
Técnicos Industriales, S.A..
317As í , en la STSJ de Aragón, de 23 de diciembre de 1993, se 
reconoce la naturaleza de Seguridad Social complementaria del 
Régimen General que tienen la parte de prestación considerada
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Además, según el propio REPS de 1985, la emisión de 
pólizas es voluntaria para estas Entidades -art.4.3-, y se 
permite que puedan regular en Reglamentos específicos el 
régimen de cada prestación que otorguen -art.4.2 de la 
Orden de 9 de abril de 1987, que desarrolla el REPS318-.
36. Por otro lado, debe tenerse en cuenta que,
respecto de las Mutualidades de Previsión Social que actúen 
como instrumento de previsión empresarial, se prevé que 
puedan realizar contratos de seguros colectivos de vida, 
tal y como dispone la Disposición Adicional Primera de la 
LPFP tras su nueva redacción dada por la LOSSP de 1995, 
cuestión que, como adelantamos, está pendiente de 
desarrollo reglamentario, pero cuyos principios básicos 
vienen establecidos por la propia ley, y coinciden -salvo 
en las especialidades que se incorporen por vía
reglamentaria para las Mutualidades de previsión social- 
con los que se analizan en el apartado siguiente.
C.2) Otras Entidades Aseguradoras.-
37. A diferencia de lo que ocurre con respecto a las
MPS, para el resto de entidades aseguradoras, en su papel
de gestión de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social que prevé el artículo 193 de la LGSS, no se contiene 
más especificación que la introducida en la Disposición
complementaria después de la integración de la Mutualidad de 
funcionarios del Mutualismo laboral en el INSS, -Ar.S.5497-.
318Ar.L. 1004/1987.
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Adicional primera de la LPFP por la Disposición Adicional 
decimoprimera de la LOSSP de 1995.
Ya se analizó cómo en esta Disposición Adicional 
primera de la LPFP se pretende vincular a las empresas a 
que instrumenten sus compromisos por pensiones con sus 
trabajadores a través de un plan de pensiones o de un 
contrato de seguro.
Respecto de estos últimos, y para que puedan servir 
a esta finalidad, se les exige el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:
a) han de revestir la forma de seguros colectivos 
sobre la vida, en los que la condición de asegurado 
corresponderá al trabajador y la de beneficiario a las 
personas en cuyo favor se generen las pensiones según los 
compromisos asumidos.
La posibilidad de concertar seguros que abarquen a un 
conjunto o grupo de personas, y concretamente de 
trabajadores, fue prevista por la Orden de 24 de enero de 
1977, sobre seguros de grupo, cuya vigencia es actualmente 
dudosa319.
Esta Orden señala en su artículo 2.a) como grupo 
asegurable "los integrados por personas dependientes de una 
sola Empresa o conjunto de Empresas, o vinculados por una 
misma relación funcionarial"; ahora bien, en ningún 
momento, esta Orden establece regulación especial alguna 
que los distinga de los demás grupos que señala como 
asegurables -colegios profesionales, asociaciones...-. Por 
su parte, el artículo 81 de la LCS establece que el
319Fue en parte derogada por la Orden de 12 de agosto de 
1981, sobre el Seguro de Vida, -Ar.L. 2101/1981-.
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contrato de seguro puede celebrarse con referencia a 
riesgos relativos a una sola persona o a un grupo de ellas, 
señalando sobre el particular que "este grupo deberá estar 
delimitado por alguna característica común extraña al 
propósito de asegurarse".
De hecho, es la modalidad a la que suele recurrirse, 
por ser sin duda la más ventajosa para los sujetos 
intervinientes en la relación320. Además, para poder hablar 
de mejoras voluntarias o de sistema de previsión 
profesional, en el supuesto en que se concierta un seguro 
como instrumento de gestión, es necesario que se trate de 
un seguro colectivo en tanto que la empresa en este caso 
actúa como tomador del seguro y su intervención es 
necesaria, puesto que las mejoras voluntarias se ofrecen 
a las empresas para actuar en su ámbito -arts.191.2 LGSS- 
y son las empresas las destinatarias del contenido del 
artículo 193 de la LGSS321.
320A los contratantes del seguro les resulta más ventajoso 
suscribir un solo contrato, sin necesidad de tener que efectuar 
tantos como trabajadores deban ser asegurados, lo que simplifica 
enormemente la tramitación, y sin perjuicio de que el tomador se 
obligue a comunicar al asegurador las altas, bajas e incidencias 
del personal asegurado. Por su parte, el riesgo económico que 
asume el asegurador se halla mucho más disperso, al ser más los 
sujetos asegurados, lo que permite incluso ofertar primas más 
reducidas que si de seguros individuales se tratara, YANINI 
BAEZA,J., Las Mejoras Voluntarias.... op. cit., pág.49.
321La intervención de la empresa en el aseguramiento es una’ 
de las características propias de las mejoras voluntarias según 
S.TS de 11 de diciembre de 1990, -Ar.9768-,
Por su parte, en la Directiva 86/378/CEE sobre la aplicación 
del principio de igualdad de trato por razón de sexo en los 
regímenes profesionales de Seguridad Social, se establece, con 
clara intención de delimitar qué ha de entenderse por regímenes 
profesionales de Seguridad Social, que la misma no será aplicable 
a los contratos de seguro en los que no participe el empresario.
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En la realidad, estos seguros colectivos se vienen 
utilizando muy asiduamente para gestionar mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, si bien, tan solo se 
suelen concertar seguros de vida y accidentes que 
garantizan un determinado capital en los casos de 
fallecimiento o invalidez del trabajador. Actualmente, tras 
la nueva regulación que ofrece esta Disposición Adicional, 
se está promoviendo la celebración de estos seguros para 
instrumentalizar los compromisos por cualquier tipo de 
pensiones entre empresa y trabajadores, y por tanto, 
también para concertar mejoras de jubilación.
Se tratará, pues, de un seguro colectivo en el que, 
junto al tomador del seguro, que será el empresario, el 
asegurado será el trabajador y el beneficiario será la 
persona en cuyo favor se generen las correspondientes 
pensiones "según los compromisos asumidos".
La referencia a los compromisos asumidos entre la 
empresa y los trabajadores exige la necesaria adecuación 
del contenido de este contrato a los mismos, al menos en 
cuanto a la figura de los beneficiarios. Ello parece 
resolver el problema que plantea el artículo 84.1 de la 
LCS, según el cual corresponde al tomador del seguro la 
designación de los concretos beneficiarios, lo cual 
significaría que es el empresario el encargado de nombrar 
los beneficiarios en los casos en que las prestaciones no 
reviertan sobre el propio asegurado -muerte y 
supervivencia-.
La designación de beneficiarios por el propio 
asegurado en los seguros colectivos sí es prevista en el 
artículo 8 de la ya citada Orden de 1977 sobre seguros de
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grupo, y aunque su vigencia sea dudosa, se ha entendido 
que, mientras se desarrolla la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP, debe entenderse en vigor dado su 
carácter de norma específica, pues en estos casos "el 
empresario concierta el contrato de seguro para dar 
cumplimiento a una obligación nacida de la negociación 
colectiva...y el hecho de que pudiera libremente efectuar 
la designación de beneficiario, y que en última instancia 
-ex artículo 84 LCS párrafo tercero- pueda serlo él mismo, 
vaciaría de contenido la obligación que ocasiona el 
aseguramien to322" .
Con la especialidad introducida por esta Disposición 
Adicional de la LPFP, el empresario-tomador queda vinculado 
a los términos del compromiso con sus trabajadores, y 
consecuentemente, supone un reconocimiento implícito de la 
necesaria sujeción de estos contratos de seguro colectivo 
a la previa negociación realizada entre empresa y 
trabajadores. Queda por resolver, y esperemos que el 
desarrollo reglamentario lo clarifique, si esa necesaria 
adecuación a los compromisos asumidos se extiende a otro 
tipo de contenidos diferentes de la designación de 
beneficiarios, como parece desprenderse de otros pasajes 
de esta Disposición Adicional, como ahora veremos.
b) A continuación, la Disposición Adicional objeto de 
análisis establece que a estos contratos no les será de 
aplicación los artículos 97 y 99 de la LCS.
Supone, igual que en el caso anterior, una necesaria 
adecuación al verdadero sentido de estos contratos de
322YANINI BAEZA,J., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
pág.94.
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seguro, que, no debe olvidarse, no son más que meros
instrumentos para gestionar mejoras voluntarias de la
Seguridad Social. Los citados preceptos conceden a la 
figura del tomador del seguro determinados derechos que, 
en el caso que nos ocupa, por el excesivo poder de
disposición que recaía sobre la figura del empresario, 
debíamos considerar como no aplicables, tal y como 
finalmente ha hecho el legislador.
El artículo 97 citado concede al tomador del seguro 
la posibilidad de recibir anticipos sobre las prestaciones 
aseguradas, mientras que el artículo 99 -también de la
LCS-, le concede la facultad de ceder o pignorar la póliza.
Junto a estos derechos, la LCS regula otros, también 
de polémica aplicación a este tipo de contratos de seguro, 
y que aparecen limitados en los párrafos siguientes de la 
Disposición analizada.
c) Continúa esta Disposición señalando que los 
derechos de rescate y de reducción del tomador, sólo podrán 
ejercerse al objeto de mantener en la póliza la adecuada 
cobertura de sus compromisos por pensiones vigentes en cada 
momento o a los exclusivos efectos de la integración de los 
compromisos cubiertos en dicha póliza en otro contrato de 
seguro o en un plan de pensiones.
Los derechos de reducción y de rescate vienen 
establecidos en los artículos 95 y 96, sujetos tan solo al 
transcurso de determinados plazos desde la concertación del 
seguro. Como puede apreciarse, la Disposición Adicional 
primera de la LPFP no declara directamente la inaplicación 
de tales preceptos, como en el caso anterior, sino que 
limita su ejercicio a tan solo dos situaciones, a saber:
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1) para adaptar la cobertura del seguro a sus 
compromisos por pensiones vigentes en cada momento. Es 
decir, la variación que se produzca en el contenido de 
estos compromisos, que necesariamente exigirá un nuevo 
compromiso, es decir, una nueva negociación, puede dar 
lugar a que el empresario ejercite sus facultades de 
reducción en la cobertura o de rescate de las primas 
aportadas, si procede.
2) para integrar esos mismos compromisos en otro 
contrato de seguro o en un plan de pensiones, en cuyo caso, 
el importe del rescate deberá ser abonado directamente a 
la nueva aseguradora o al fondo de pensiones en el que se 
integre el nuevo plan de pensiones, -párrafo cuarto, in 
fine-.
La posibilidad de movilización de derechos está 
prevista en la LPFP, ya que respecto de la figura de los 
planes de pensiones no hay posibilidad de rescatar las 
aportaciones efectuadas, ni por el promotor -ya que desde 
el momento en que le son exigibles se imputan a los 
partícipes-, ni por los partícipes, que solo les queda 
esperar a la actualización de alguna de las contingencias 
protegidas para obtener las correspondientes prestaciones. 
Así, ante la imposibilidad de rescate alguno, se crea la 
posibilidad de movilizar los llamados derechos 
consolidados, de un plan a otro, a los efectos de no 
obstaculizar la movilidad de los trabajadores.
Este esquema, que nació con la LPFP, es trasladado 
ahora también a los contratos de seguro para permitir 
movilizar los derechos económicos generados a otro contrato 
de seguro o a un fondo de pensiones, caso que se opte por
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cambiar de sistema de previsión, pero esta posibilidad está 
condicionada a que así se haya previsto en el 
correspondiente compromiso por pensiones, es decir, las 
limitaciones del rescate están solo establecidas respecto 
de la figura del tomador, es decir, del empresario, pero 
nada se establece respecto de los trabajadores asegurados 
y tampoco se dice expresamente que la movilización de 
derechos sea obligatoria.
Si no se garantiza la imposibilidad de rescate de 
aportaciones por parte de los trabajadores asegurados, 
tampoco se garantiza la obtención de una pensión 
complementaria de la Seguridad Social en el momento de 
actualización de la contingencia, cosa que sí ocurre si se 
trata de planes de pensiones.
38. Por tanto, respecto de los contratos de seguro, 
habrá que esperar al desarrollo reglamentario, ya que la 
ley solo establece que en aquellos contratos de seguro 
cuyas primas hayan sido imputadas a los sujetos a los que 
se vinculen los compromisos por pensiones deberán preverse, 
de acuerdo con las condiciones pactadas en el compromiso, 
los derechos económicos de los sujetos en los casos en que 
se produzca la cesación de la relación laboral previa al 
acaecimiento de las contingencias previstas en esta 
normativa o se modifique el compromiso por pensiones 
vinculado a dichos sujetos, -párrafo sexto-.
Y a la espera del citado desarrollo reglamentario, de 
momento sí podemos afirmar que de esta Disposición 
Adicional primera de la LPFP, en relación con los contratos 
de seguro que se utilicen como instrumento de gestión de 
los compromisos por pensiones asumidos en el ámbito de las
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empresas, se deriva la necesaria adecuación de las 
correspondientes pólizas a los compromisos previamente 
asumidos entre la empresa y los trabajadores, así como a 
las modificaciones que puedan estos compromisos sufrir en 
un momento posterior.
Asimismo, esta necesaria vinculación que propugna el 
legislador significa:
- un reconocimiento del papel que este terreno juegan 
los contratos de seguro, que no son más que un instrumento 
que sirve a la previsión social empresarial, es decir, a 
las mejoras voluntarias de la Seguridad Social.
- la consideración de este tipo de contratos de seguro 
como especiales por su vinculación a un fin determinado, 
gestionar mejoras de pensiones. La especialidad se
desprende también del hecho de que aparezcan regulados en 
una norma -LPFP- que constituye actualmente fuente 
principal de la previsión social en el marco de las
empresas, frente a la LOSSP ó LCS. En consecuencia, aunque 
se admitiera una interpretación flexible de la Disposición 
Adicional primera de la LPFP, que acogiera otros
instrumentos en los que se garantizara la externabilidad 
de los fondos, la opción por un contrato de seguro estaría 
limitada a la modalidad diseñada en la propia
Disposición323 .
323Una de las manifestaciones legislativas más recientes que 
implícitamente acogen esta distinción, se ha producido en la Ley 
13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, Administrativas 
y del Orden social, cuyo artículo 12 apartado cinco, declara como 
operaciones exentas del nuevo impuesto sobre las Primas de 
Seguro, las relativas a seguros colectivos que instrumenten 
sistemas alternativos a los planes y fondos de pensiones.
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- y principalmente, la exigencia de vinculación a los 
compromisos pactados, así como su reconocido carácter 
instrumental en este terreno, debieran suponer en lo 
sucesivo, la desaparición de los principales conflictos que 
sobre esta materia se plantean actualmente ante los 
Tribunales, y que se recogen a continuación.
C.3) Análisis Jurisprudencial.-
39. La jurisprudencia ha consolidado su doctrina en 
numerosos aspectos de esta materia en los que se han 
planteado problemas de interpretación y aplicación de dos 
normas concurrentes: la Ley del Contrato de Seguro y la Ley 
General de la Seguridad Social, a las que cabe añadir la 
confluencia de otras disposiciones como el convenio 
colectivo y la concreta póliza privada de aseguramiento.
Por regla general, las soluciones judiciales aplican 
la normativa de la LGSS pero no quedan del todo claro los 
límites en la aplicación a estos supuestos de la LCS. Así, 
mientras en unas sentencias se declara expresamente la 
inaplicación de dicha normativa, en otras, las soluciones 
judiciales son mixtas o acogedoras de ambos textos legales, 
siendo aislados los supuestos en los que expresamente no 
se considere aplicable la LGSS324 .
40. Respecto al convenio colectivo que instaura las 
mejoras, para que verdaderamente se trate de mejoras 
directas de prestaciones, en principio deben responder a
324Conclusiones a partir del estudio de la jurisprudencia del 
TS de los años 1990 en adelante.
257
(II) Las Mejoras Voluntarias: modos de gestión.
las características delimitadoras de las mismas, frente al 
resto de contenido asistencial del convenio, y este hecho 
es el que justificará la aplicación de la normativa de la 
Seguridad Social. Será el convenio colectivo, vía más 
utilizada, el que establezca las mejoras pactadas, cuantía 
y condiciones, así como la técnica de gestión que se 
acuerde sobre las mismas.
Si la gestión se deja en manos de una compañía de 
seguros, ésta debe extender la póliza según las normas 
reguladoras del seguro privado, pero respecto al contenido 
y capital asegurado debe ceñirse a lo pactado en el 
convenio colectivo325 . Como afirman GARCÍA MURCIA Y 
SALVADOR PÉREZ, la catalogación de una prestación de este 
tipo -prestación de invalidez gestionada mediante contrato 
de seguro- entre las mejoras de Seguridad Social, lleva 
consigo importantes consecuencias...pierde su carácter 
originariamente mercantil una vez que ha sido pactada y 
adquiere la naturaleza de las prestaciones "sociales" 
integrándose así en la acción protectora de la Seguridad 
Social (y) como consecuencia de esa integración, queda 
sometida al mismo régimen jurídico que la prestación básica 
a la que complementa en lo que se refiere a sus caracteres, 
condiciones de devengo y adquisición y limitaciones; y pasa
325"No se trata tanto de una "desnaturalización" del contrato 
de seguro mercantil, ni de que la póliza se rija por la normativa 
de la Seguridad Social. Por el contrario, de lo que se trata es 
de que la mejora, su contenido, tiene que seguir las pautas que 
establezca el ordenamiento de la Seguridad Social, puesto que de 
una mejora de sus prestaciones se trata y debe recibir 
tratamiento como tal...mientras, el seguro en sí y sus relaciones 
deben guiarse por la normativa mercantil", BENAVENTE TORRES,I., 
"Los seguros complementarios en la negociación colectiva", RTSS, 
n°10, 1993, pág.122.
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a formar parte de las materias que son competencia de la 
jurisdicción laboral326.
La obligación de adecuación entre póliza y convenio, 
ante la falta de disposición expresa, debía recaer sobre 
el empresario y no sobre la compañía, de tal forma que si 
aquél, puesto que normalmente suscribía la póliza sin 
intervención ni supervisión de los trabajadores, lo hiciera 
en condiciones distintas a como quedó pactado en el 
convenio, la responsabilidad por la diferencia de 
protección sería exclusiva de la empresa pues, la 
responsabilidad de la compañía aseguradora debía limitarse 
a lo pactado en el contrato de seguro327, en tanto que 
actúa como mero instrumento de gestión de unas mejoras que 
ya vienen establecidas.
Sin embargo, como hemos visto al analizar la nueva 
normativa introducida por la Disposición Adicional Primera 
de la LPFP, de la misma se deduce la necesaria adecuación 
de la póliza que actúa como instrumento de gestión, a los 
compromisos adquiridos entre la empresa y los trabajadores, 
y aunque esté pendiente de desarrollo reglamentario, ya 
puede afirmarse sobre esta base legal que también a las 
compañías aseguradoras alcanza esta responsabilidad.
De hecho, puede decirse que en estos casos se 
desvirtúa la visión tradicional del contrato de seguro como 
un contrato de adhesión, y no solo por lo que se refiere
326GARCIA MURCIA, J. y SALVADOR PEREZ, F., "Ineptitud,
invalidez permanente y mejora directa de las prestaciones de la 
Seguridad Social", R.L.. n°5, 1987, pág.45.
327STS de 2 9 de junio de 1983 -Ar.3061- y STSJ de Las Palmas, 
de 7 de febrero de 1992 -Ar.S.738-, entre otras.
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a los riesgos y contingencias aseguradas, sino también por 
lo que se refiere al capital asegurado.
41. Es más, la condición especial del tomador del 
seguro, -empresa- y de los asegurados, -trabajadores-, va 
a involucrar a las compañías de seguros que no van a quedar 
totalmente al margen de la relación entre ambas partes, ya 
que los contenidos de las pólizas se reinterpretan en los 
tribunales para adaptarlos al ámbito laboral y de la 
Seguridad Social.
a) Así ha ocurrido cuando lo que se asegura son los 
riesgos de muerte o invalidez derivados de accidente, 
puesto que la LCS establece el concepto de accidente a los 
efectos de una póliza de protección de los mismos.
Según su artículo 100, se entiende por accidente:
la lesión corporal que deriva de una causa 
violenta, súbita, externa y ajena a la intencionalidad del 
asegurado, que produzca invalidez temporal y permanente o 
muerte ".
Los problemas interpretativos se han planteado cuando 
un hecho es calificado como accidente de trabajo por los 
órganos competentes de la Seguridad Social, y, sin embargo, 
no tiene cabida en el art. 100. Conviene señalar el
supuesto de hecho tantas veces contemplado en la 
jurisprudencia, cual es el infarto de miocardio ocurrido 
en lugar y tiempo de trabajo y que, por el juego de la 
presunción del art. 115.3 de la LGSS es calificado de 
accidente de trabajo y, sin embargo, no deriva de una causa
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violenta o súbita como requiere la normativa del contrato 
de seguro.
Todas las Sentencias vistas sobre este particular 
concluyen en el mismo fallo y califican dicho evento como 
accidente laboral y condenan a la compañía aseguradora al 
pago de la cantidad asegurada por tal concepto. Sin 
embargo, se pone de manifiesto la falta de claridad en 
cuanto a la normativa aplicable cuando observamos que 
llegan a la misma solución a través de vías distintas:
1) Algunas se manifiestan expresamente respecto a la 
inaplicación a ese supuesto del art. 100328, pues se 
descarta que la delimitación de contingencias y hechos 
causantes en pólizas colectivas de trabajadores pueda 
realizarse de manera distinta a como opera dicha 
delimitación en la legislación de Seguridad Social, 
imponiendo por tanto, la consideración como de trabajo del 
accidente padecido en estas circunstancias, en aplicación 
del art. 115.3 de la LGSS329.
En consecuencia, no se admiten las limitaciones 
derivadas del concepto de accidente del art.100 cuando la 
póliza de aseguramiento voluntario se ha suscrito por razón 
de un contrato de trabajo y el accidente sufrido ha sido 
calificado como laboral.
328SSTS de 9 de octubre de 1984 y de 27 de junio de 1990, 
-Ar.5529- .
329Cor responde en estas Sentencias al artículo 84.3 del 
anterior texto de la LGSS, -R.D. 2065/1974, de 30 de mayo-.
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2) En otras330, se atiende a los criterios de 
interpretación de los contratos de seguro, evitando toda 
referencia a la LCS y a la LGSS, pero evidenciando de 
alguna manera la aplicación a estos supuestos de las normas 
de interpretación aplicables al seguro privado que, como 
contrato de adhesión, en los casos de duda ha de estarse 
a lo más favorable al asegurado, debiéndose tener en cuenta 
los criterios de interpretación de los artículos 1281, 1285 
y 1288 del CC331.
3) Por último, en otras sentencias332, se interpreta 
el art.100, entendiendo que la definición que contempla 
cubre el accidente como género, por lo que debe incluirse 
al accidente laboral como especie de aquél.
Y por lo que respecta, en este caso, a la nota de 
laboralidad del accidente sufrido a consecuencia de un 
infarto de miocardio, en lugar y tiempo de trabajo, no se 
deriva del 115.3 de la LGSS, que considera inaplicable, 
sino del art. 1253 del CC, según el cual: " para que las
presunciones no establecidas por la ley sean apreciables
330STS de 20 de julio de 1990, -Ar.6450-.
331Sin embargo, no es este el modo de actuar en el orden 
civil de jurisdicción, así resuelve el Tribunal Supremo en un 
caso en el que la parte recurrente aporta la jurisprudencia del 
orden social para fundamentar que el infarto de miocardio sufrido 
en tiempo y lugar de trabajo debiera considerarse accidente y no 
enfermedad común, supuesto no admitido en el orden civil, cuyo 
criterio reiterado es el de no comprender al "infarto" entre los 
supuestos del artículo 100 de la LCS, salvo que lo pacten' 
explícitamente las partes al delimitar el riesgo cubierto por la 
póliza, SSTS -Sala de lo Civil- de 24 de marzo de 1995, 
-Ar.2401-, acogiendo doctrina consolidada en Sentencias 
anteriores: SS.de 5 de marzo y 15 de diciembre de 1992 -Ar.2160 
y 10497 respectivamente-.
332SSTS de 3 de junio de 1988 -Ar. 5215-, y de 20 de marzo de 
1990 -Ar.2194-.
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como medio de prueba, es indispensable que entre el hecho 
demostrado y aquel que se trata de deducir haya un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano."
En definitiva, en la existencia de tres vías distintas 
para llegar a la misma solución puede apreciarse la 
confusión que existe respecto a la legislación aplicable 
a estos supuestos333 .
Actualmente, después de la LOSSP de 1995, la 
adecuación a los compromisos pactados determinará 
necesariamente la interpretación del accidente tal y como 
se desprende de la normativa de la Seguridad Social.
b) Derivado de la doctrina anterior que sienta el 
Tribunal Supremo sobre el concepto de accidente, surge otro 
aspecto asiduo en la jurisprudencia, especialmente del año 
1992, y es la interpretación por la cual se incluyen las 
enfermedades profesionales en el concepto de accidente 
laboral, en aquellos casos en que solo se mencione a este 
último en la póliza o convenio que establece la mejora334.
333 En la STS de 19-1-1991, -Ar.63- se recogen los tres
argumentos: después de recoger la vía del art.84.3 de la LGSS, - 
que corresponde hoy al 115.3 del TRSS- añade el Tribunal que " 
a la misma conclusión, se llega , aun no aplicando el 84.3 de la 
LGSS partiendo del art.1253 del CC... y la propia naturaleza de 
contrato de adhesión del contrato de seguro que hace, que en caso 
de duda, deba estarse a la interpretación más favorable al 
asegurado (arts.1281 a 1289 CC) . . . " ; aparecen también en STS de 
9-2-1994.
334SS.TS de 25 de enero de 1991 -Ar.178-; de 13 de febrero de
1991 -Ar.833-; de 19 de julio de 1991 -Ar.6836-; de 28 de enero 
de 1992 -Ar.130-; de 4 de junio de 1992 -Ar.4 785-; de 26 de junio 
de 1992 -Ar.4682-; de 7 de julio de 1992 -Ar.5587-; de 15 de 
julio de 1992 -Ar.5622-; de 24 de septiembre de 1992 -Ar.6810-; 
de 25 de septiembre de 1992 -Ar.6812 y 6813-; de 5 de octubre de
1992 -Ar.7603-; de 9 de octubre de 1992 -Ar.7624-; de 16 de
octubre de 1992 -Ar. 7645-; de 21 de octubre de 1992 -Ar.7663-;
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Así, cuando se establezca una mejora para el riesgo 
de accidente de trabajo "sin otra especificación" abarca 
también la enfermedad profesional listada del art.116 de 
la LGSS salvo exclusión expresa, pues la diferencia entre 
ésta y la contemplada en el art. 115.2.e) que es considerada 
accidente de trabajo, no afecta a aspectos esenciales del 
régimen jurídico, sino a determinados aspectos accesorios 
como el de la prueba del nexo lesión-trabajo que es 
necesaria en el supuesto del art.115.2.e). Accidente de 
trabajo y enfermedad profesional son conceptos que, junto 
a su origen común, tienen una misma razón de ser y su 
protección legal es prácticamente homogénea.
Estos argumentos son repetidos en todas y cada una de 
las sentencias estudiadas, tanto para referirse a los 
términos con que se expresa el convenio colectivo335, como 
a la póliza de aseguramiento336.
Partiendo de que la enfermedad profesional pueda y 
deba entenderse incluida en el aseguramiento de los riesgos 
derivados del trabajo, ello no deja de ser criticable si 
hemos de ceñirnos estrictamente a los términos pactados, 
atendiendo principalmente a la premisa, según la cual, las 
mejoras directas de prestaciones exigen la conformidad con 
los conceptos que establece la normativa de la Seguridad 
Social.
de 25 de noviembre de 1992 -publicada en A.L. n°28, 1993, M-
812-...entre otras.
335SSTS de 25 de enero de 1991 -Ar.178- y de 15 de julio de
1992, -Ar. 5622- entre otras.
336STS de 28 de enero de 1992, -Ar.13 0- entre otras.
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A nuestro juicio es muy criticable extrapolar esa 
interpretación al contrato de seguro cuando en él nada se 
especificó, sobre todo teniendo en cuenta la definición de 
accidente del art.100 de la LCS, pues cara a este artículo 
sí existe diferencia entre ambos conceptos, ya que mientras 
el accidente produce la lesión súbita, la enfermedad 
profesional ocasiona el detrimento corporal a través de un 
proceso patológico.
En cuanto a la aplicación o no del citado precepto a 
este caso concreto, algunas de estas sentencias se 
manifiestan expresamente en el sentido de que no puede 
argumentarse a partir del concepto del art.100 de la LCS, 
"pues son las nociones propias de la Seguridad Social 
(accidente de trabajo, enfermedad profesional) y no las del 
seguro privado el contexto inmediato de la póliza, la cual 
ha sido suscrita como Mejora Voluntaria de la Seguridad 
Social "337.
En otras simplemente se establece que se trata de una 
mejora voluntaria avalada por los arts.191 y 192 de la 
LGSS, por lo que resulta de aplicación sustancialmente esta 
legislación338 . Incluso en algún supuesto se afirma que la 
definición del art. 100 no excluye la enfermedad 
profesional porque el riesgo es el mismo que en los casos 
de lesión corporal o muerte derivada de una causa violenta,
337SSTS de 19 de julio de 1991, -Ar.6836-, de 28 de enero de
1992, -Ar.130- y de 24 de septiembre de 1992, -Ar.6810-.
338STsj de Castilla y León/Valladolid de 3 de febrero de
1992, -Ar.S. 681-.
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súbita, externa y ajena a la intencionalidad del 
asegurado.339
Resulta, desde nuestro punto de vista, muy forzoso el 
hecho de aplicar el principio de falta de exclusión expresa 
de la enfermedad profesional, para hacer responsable a la 
compañía aseguradora que, en definitiva, tenía que ceñirse 
a los términos pactados en la correspondiente póliza y 
sobre la que, en aquel entonces, no recaía la obligación 
de adecuación a los compromisos entre empresa y 
trabajadores.
En último extremo podía declararse responsable al 
empresario si, habiéndose pactado previamente a nivel 
colectivo la protección de los trabajadores ante 
determinados eventos que deriven de los riesgos laborales, 
donde cabría incluir tanto la enfermedad profesional como 
el accidente de trabajo, no contempla ambas posibilidades 
al momento de estipular la póliza. De lo contrario, podrían 
generarse actuaciones fraudulentas por parte de la empresa, 
puesto que no asegurando expresamente el riesgo de 
enfermedad profesional en la póliza correspondiente, las 
primas a satisfacer a la compañía lógicamente serán de 
menor cuantía si van referidas tan solo a cubrir el riesgo 
derivado de accidente, y posteriormente con la intervención 
de la jurisprudencia la compañía se encuentra con un plus 
de responsabilidad que no se pactó340.
339STS de 13 de febrero de 1991 -Ar.833-.
340Ello es también puesto de manifiesto por BARREIRO 
GONZALEZ,G. , "La responsabilidad respecto de mejoras por riesgos 
profesionales introducidas por convenio colectivo. El 
aseguramiento mercantil y su omisión", R.E.D.T.. n°60, 1993,
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Aspecto, por otro lado, no permitido por el art. 1283 
del CC, según el cual:
Cualquiera que sea la generalidad de los términos 
de un contrato, no deberán entenderse comprendidos en él 
cosas distintas y casos diferentes de aquéllos sobre los 
que los interesados se propusieron contratar."
Actualmente, tras la nueva normativa, debiéramos 
esperar que estos conflictos ya no se planteen ante los 
Tribunales, si bien, para ello, será necesario que el 
esperado desarrollo reglamentario viniera a aclarar este 
tipo de problemas interpretativos.
c) Algo similar ha ocurrido en ocasiones por lo que 
se refiere a los diferentes grados de invalidez.
En el artículo 137 de la LGSS aparecen claramente 
diferenciados los distintos grados de invalidez permanente 
en su modalidad contributiva, a los que se acuñan distintos 
requisitos y prestaciones. Las mejoras para esta 
contingencia en ocasiones se establecen respecto a la 
invalidez permanente en general y, por tanto, comprenden 
todos los grados. Pero en otros casos se hace mención 
expresa de aquellos grados que se desean mejorar, pues, 
teniendo en cuenta que cada uno de los grados responden a 
un tratamiento diferenciado en la normativa de la Seguridad 
Social, nada obliga a la empresa a configurar la mejora de 
manera que se protejan todos y cada uno de los grados de 
invalidez permanente que distingue la LGSS.
pág.503 y 518.
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Sin embargo, manteniendo una postura estricta, el 
Tribunal Supremo, en Sentencia de 24 de septiembre de 
1992341, al alegar la compañía aseguradora que la invalidez 
permanente total que padecía el trabajador no estaba 
cubierta en la póliza, en la que solo se contemplaban los 
grados de parcial y absoluta, resuelve en que ello no es 
un factor relevante, "salvo que concurriera una regulación 
excluyente de la protección de ese grado de incapacidad".
Por otro lado, los mayores problemas de interpretación 
en esta materia se han producido respecto del contenido que 
quepa dar a cada uno de las grados de invalidez posibles 
en aquellos supuestos en que en las pólizas 
correspondientes se recogen conceptos que no coinciden con 
los del artículo 137 de la LGSS. En estos supuestos, las 
soluciones judiciales que emanan del Tribunal Supremo no 
pueden ser más contradictorias, las opciones en juego son: 
o resolver en los términos propios en que se manifiesta la 
correspondiente póliza o hacer caso omiso a la misma y 
aplicar indiscriminadamente los conceptos propios de la 
LGSS.
La solución podría ser más sencilla si los convenios 
colectivos al establecer la correspondiente mejora 
aclarasen expresamente su opción por la normativa propia 
de la Seguridad Social, o por asumir claramente los 
términos en que se concierte la póliza. Ahora bien, ni los. 
convenios colectivos son tan clarificadores, ni las pólizas 
se conciertan con la presencia de los trabajadores, a lo 
que debe añadirse la falta de conciencia por las partes del
^Ar.6810/1992.
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contrato de seguro, empresario y compañía aseguradora, de 
que en su concierto no se trata de otra cosa más que de dar 
cobertura a las obligaciones que nacen de la verdadera 
intención de las partes plasmada en el convenio colectivo.
Ello provoca también en el seno del propio Tribunal 
Supremo contradicciones, como las que siguen:
- Por un lado, en Sentencia de 27 de mayo de 1992342, 
se conoce de un supuesto en el que la póliza es suscrita 
porque así lo exige el convenio aplicable, desconociéndose 
los concretos términos del mismo. En este caso, el 
trabajador le fue declarada por los órganos competentes de 
la Seguridad Social, una invalidez permanente total, pero 
la mejora estipulada en la póliza tan solo cubría la 
absoluta y la parcial. Ahora bien, esta última venía 
definida en forma diferente a como se hace en la LGSS, de 
manera que incluía la situación de determinadas pérdidas 
anatómicas y funcionales que realmente se daban en la 
persona del trabajador, es decir, aquello que según la 
Seguridad Social constituía una invalidez permanente total, 
según los términos de la mejora era un supuesto de hecho 
encuadrable dentro de la invalidez permanente parcial.
En este caso el Tribunal hace valer los términos 
propios de la póliza siendo indiferente la calificación 
definitiva de los órganos de la Seguridad Social, pues 
según esta Sentencia "...al mencionarse la invalidez 
permanente parcial no lo hace en el sentido que la LGSS 
atribuye al mencionado grado, como lo demuestra que 
garantice capital por determinadas pérdidas o inutilidad 
de miembros u órganos...".
342Ar. 3612/1992.
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- No obstante, el mismo Tribunal en una Sentencia 
anterior adopta una postura contraria343; en este caso, el 
trabajador fue declarado en situación de invalidez 
permanente parcial por los órganos de la Seguridad Social. 
Este grado venía protegido por la mejora correspondiente, 
también gestionada a través de una póliza de seguros, pero 
bajo una definición diferente a la que proporciona la LGSS, 
incluyendo secuelas que no se daban en la persona del 
trabajador.
En este caso, el Tribunal Supremo hace primar la 
calificación de los órganos competentes de la Seguridad 
Social declarando que "...dado el carácter de prestaciones 
de Seguridad Social que tienen las mejoras de que se trata, 
han de tenerse en cuenta las situaciones protegidas según 
los criterios que establecen las normas contenidas en la 
legislación de la materia".
- Esta desconexión que se dio entre estas Sentencias, 
se ha repetido más recientemente en Sentencias de 10 de 
julio de 1995 y 27 de septiembre de 1996344, por un lado, 
y la de 8 de abril de 1995345, por otro. Si bien, con la 
agravante de que los supuestos de hecho son idénticos por 
cuanto se trata de la situación de trabajadores de la misma 
empresa y sometidos a la misma póliza de seguros.
Así, en todas ellas al trabajador se le declara por 
los órganos competentes de la Seguridad Social una
^S.TS de 25 de octubre de 1990, -Ar. 7715-.
344Ar. 5915/1995 y 6909/1996.
345Ar.2923/1995.
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invalidez permanente total, y en la póliza correspondiente 
se da cobertura a los supuestos de invalidez permanente 
total y de invalidez permanente parcial, atribuyendo a cada 
una de ellas un contenido diferente del acogido por la 
normativa de la Seguridad Social. En las dos primeras 
Sentencias mencionadas se le reconoce al trabajador la 
indemnización que correspondía a la parcial por no 
presentar las disminuciones físicas que en la póliza se le 
atribuían a la invalidez permanente total, mientras que en 
la última de las Sentencias, recogiendo la doctrina de la 
Sentencia de 25 de octubre de 1990 citada anteriormente, 
se le reconoce al trabajador la indemnización que se 
atribuía al grado de total haciendo prevalecer las 
definiciones de la LGSS frente a las de la póliza de 
seguros.
d) Continuando con los aspectos conflictivos también 
se ha suscitado la polémica en cuanto a la determinación 
del hecho causante de la mejora correspondiente.
La complejidad se refleja especialmente en materia de 
invalidez permanente, en la medida que esta contingencia 
puede no objetivarse de manera inmediata en el momento del 
accidente o enfermedad que la ha generado. Situación que 
se agrava, cuando en ese período se han producido cambios 
sustanciales como puedan ser: la baja del trabajador en la 
empresa, la modificación de condiciones de la póliza o 
incluso pérdida de vigencia de la misma, el cambio de 
compañía aseguradora o la revisión del grado de incapacidad 
del beneficiario.
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Sobre todos estos supuestos se ha manifestado la 
jurisprudencia, de cuyo análisis se desprenden las 
siguientes conclusiones:
1) Se admite generalizadamente que el momento del 
hecho causante en las mejoras voluntarias, en cuanto que 
forman parte de la acción protectora de la Seguridad 
Social, debe corresponder al establecido en dicha normativa 
para las prestaciones básicas. En consecuencia, según 
estableció el TS, será la fecha del dictamen de la Comisión 
de Evaluación de Incapacidades según se desprende de la 
Orden de 23 de noviembre de 1982, que así lo establece para 
las prestaciones del sistema346. Adecuándolo a la normativa 
vigente, debemos entender que será la fecha de la 
correspondiente Resolución del Director provincial del INSS 
que califique la invalidez, -art.6.3 RD 1300/1995, de 21 
de julio, sobre Incapacidades Laborales del Sistema de la 
Seguridad Social-347.
A la misma conclusión se llega si nos situamos en la 
posición de la compañía aseguradora que gestiona la mejora. 
Para ésta la obligación de indemnizar nace en el momento 
en que se concreta el riesgo asumido en la póliza, que es 
la muerte o declaración de invalidez del asegurado y no el 
accidente o la enfermedad que la generó. Por tanto, es el 
momento de dicha declaración la fecha que determina los
346SSTS de 3 de abril de 1992 y de 22 de abril de 1993, 
-Ar.2594 y 3348-. También STSJ Aragón de 3 de marzo de 1993, 
-publicada en AL n° 28, 1993, pág.1600-, entre otras.
347Desarrollado por Orden de 18 de enero de 1996, -BOE 
26/1/1996-, que deroga expresamente la Orden de 23 de noviembre 
de 1982.
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efectos temporales y económicos de cobertura del seguro 
concertado348 .
En principio, la declaración de invalidez que surte 
efectos para la compañía aseguradora dentro del campo de 
las mejoras es la que realice el órgano competente de la 
Seguridad Social citado anteriormente, sin posibilidad de 
que se utilice el procedimiento que, para estos efectos, 
viene establecido en la LCS.
En definitiva, para la determinación del hecho 
causante, no debiera existir ningún tipo de problema en la 
aplicación del principio expuesto, toda vez que la solución 
que se sigue en el ámbito de la Seguridad Social, que 
determina tal momento como el de la declaración de la 
invalidez, se produce también en el campo del seguro 
privado.
Sin embargo, veremos cómo se dan supuestos de hecho 
que resultan problemáticos.
2) Puede darse el caso de que el trabajador que sufrió 
el accidente o que padece la enfermedad no se encuentre ya 
trabajando para la empresa en el momento en que se le 
declare la invalidez.
Según la jurisprudencia analizada, el momento del 
hecho causante en estos casos debe fijarse en la fecha del 
accidente o enfermedad y, por tanto, el requisito de la 
situación de activo del trabajador ha de referirse a la 
fecha inicial en que se produjo la enfermedad que 
posteriormente determinó la situación de invalidez. Ello 
sin perjuicio de que el derecho a obtener la indemnización
348SSTS de 16 de julio y de 19 de noviembre de 1990, -Ar.6410 
y 8584-.
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surja en el momento de la declaración de invalidez pues, 
en tanto que es éste el riesgo asegurado, hasta ese momento 
no surge la obligación para la aseguradora349.
3) Partiendo de las dos premisas anteriores, a nuestro 
juicio no contradictorias, las soluciones judiciales son 
diversas cuando se enfrentan a supuestos de hecho más 
complejos:
3.1) - supuesto en que la enfermedad o accidente 
ocurre antes de concertarse la protección, de tal forma que 
en el momento de la declaración invalidante ya está en 
vigor la póliza correspondiente.
Según la primera de las premisas expuestas 
anteriormente, es el momento de la declaración de invalidez 
el determinante del hecho causante, por tanto, sería 
responsable la entidad aseguradora, pues " el hecho inicial 
del accidente solo determina una incapacidad transitoria 
para el trabajo. . .que cabe termine con la curación sin 
quedar afectadas las aptitudes del trabajador para 
continuar sus tareas habituales... y, también, es posible 
que esas aptitudes resulten disminuidas determinando un 
grado de invalidez indemnizable. . . f'350.
Lo importante, según se desprende de esta sentencia, 
es que el riesgo asegurado se declare en fecha posterior 
al inicio de la vigencia de la póliza.
349SSTS de 31 de mayo de 1985 -Ar.2797-; de 28 de noviembre 
de 1986 -Ar.6526-; de 11 de junio de 1987 -Ar.4337- y de 12 de 
febrero de 1990 -Ar.908-.
Sin embargo, esta doctrina ha sido rectificada a partir del 
año 1994, vid. infra apdo. 4).
350STS de 17 de mayo de 1985 -Ar.2730-.
274
(II) Las Mejoras Voluntarias: modos de gestión.
- Ahora bien, en ocasiones se da el caso de que el 
trabajador que ya había sufrido el accidente o enfermedad 
y se encontraba en situación de IT en el momento de 
concertarse la póliza, fuese expresamente excluido de la 
misma.
Esto es posible desde el punto de vista de la
normativa del seguro privado. El art.3 de la LCS permite
la introducción en los condicionados de las pólizas, de 
cláusulas limitativas de derechos, como son aquellas por 
las que se limita el objeto del contrato excluyendo las 
secuelas de los accidentes ya acaecidos con anterioridad 
a la entrada en vigor de la póliza correspondiente, 
posibilidad que es reflejada en ocasiones en el
condicionado de ésta y que, mientras sea expresa, viene 
siendo permitida por la jurisprudencia haciendo primar en 
estos supuestos la normativa del seguro privado, ya que de 
no entenderlo así se eliminaría el concepto de la 
aleatoriedad de los riesgos asumidos por la entidad
aseguradora351.
Sin embargo, una cláusula en tal sentido tan sólo debe 
exonerar de responsabilidad a la compañía aseguradora, que 
no hace sino regirse por sus propias normas. Lo que no 
sería admisible es que también resultara exonerado el 
empresario de la responsabilidad que ha asumido con todos
351STS de 4 de diciembre de 1992 , -publicada en A.L. n° 28, 
1993, n° 818-; STSJ Castilla y León/Valladolid de 18 de febrero 
de 1992 -Ar.S. 699/1992-.
Sin embargo, no faltan Sentencias que respecto a las mejoras 
gestionadas por compañías de seguro privadas, declaran 
abiertamente la no aplicación en bloque de la normativa del 
seguro privado, así, la STS de 13 de febrero de 1989 -Ar.740- o 
la STSJ Cantabria de 14 de enero de 1993, -publicada en A.L. n° 
26, 1993, n° 748-.
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sus trabajadores, pues resulta discriminatorio excluir del 
derecho a una mejora a aquéllos que se encuentren en 
situación de IT -o invalidez provisional en supuestos 
anteriores a Ley 42/1994, de 31 de diciembre que hizo 
desaparecer esta clase de invalidez- al momento de 
establecerla, ya sea una mejora que nace unilateralmente 
por voluntad del empresario o por vía convencional, pues 
el contrato no pierde vigencia por estas causas352 .
- Aunque, tampoco respecto a la responsabilidad del 
empresario en estos casos las soluciones aportadas por los 
Tribunales se muestran unánimes.
Mientras por un lado se defiende claramente que podría 
compararse con un supuesto de falta de alta, en cuyo caso 
corresponde responder al empresario de acuerdo con lo 
dispuesto en el art.126 de la LGSS353, por otro lado se 
llega a declarar que " es un desgraciado azar " que el 
trabajador se encontrara en situación de IT al concertarse 
la póliza, y que no resulta discriminatorio que el
352E1 TS en Sentencia de 25 de junio de 1990 -Ar.5519-
declara que la situación de invalidez provisional en que se
encontraba la trabajadora al momento de concertar la póliza, no
debía relevarla del aseguramiento colectivo pactado en convenio. 
Y el hecho de haber sido éste el comportamiento del empresario
no excluye la responsabilidad de éste.
También este Tribunal en Sentencia de 16 de julio de 1990 
-Ar.6410- establece que " esta doctrina sobre la fecha del hecho 
causante se refiere también a la obligación primordial del 
empresario, que es la que los convenios establecen, en aquellos 
casos en los gue, por la causa que sea, no pueda entrar en juego 
la cobertura del seguro ". En el mismo sentido, la STSJ de 
Canarias (Las Palmas) de 7 de febrero de 1992, -Ar.S. 738-. Y más 
recientemente, reitera idéntica doctrina el Alto Tribunal en 
Sentencia de 22 de julio de 1996, publicada en A.L. n°47, 1996, 
n°1829.
353STSJ Canarias de 11 de enero de 1993, -publicada en A.L. 
n° 28, 1993, n° 834-.
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empresario excluyese a todos los que se encontraban en esa 
situación ya que la empleadora actúa en "loable afán en pro 
de sus trabajadores"354.
3.2) - También ha llegado a los Tribunales el
supuesto de hecho contrario, es decir, aquel en que la 
enfermedad o accidente se produce estando vigente la póliza 
aseguradora y sin embargo ésta ya no está en vigor cuando 
la invalidez se declara.
Según la primera de las premisas expuestas al comienzo 
de este punto, por la que ha de entenderse que es el 
momento de la declaración de la invalidez por los órganos 
competentes el que corresponde al hecho causante, la 
compañía aseguradora no sería la responsable.
Solución perfectamente razonable teniendo en cuenta 
que el contrato con la misma se extinguió antes de 
producirse el evento asegurado, la invalidez. Ahora bien, 
la responsabilidad quedaría en manos del empleador que se 
comprometió a ofrecer dicha protección a sus trabajadores.
Si esta debería ser la solución más acorde, existen, 
sin embargo, resoluciones en las que se adopta la postura 
contraria. Así, el TSJ de Madrid355 entiende que, a 
diferencia de las prestaciones del sistema básico, " cuando 
se trata de aseguradora que se compromete al pago de una 
cantidad a trabajadores de una empresa que sean declarados 
incapacitados permanentes, es el momento de surgir la 
enfermedad el que ha de considerarse como aquél en que
354STSJ Aragón de 3 de marzo de 1993, -publicada en A.L. n° 
28, 1993, n° 832-.
355Sentencia de 30 de junio de 1992, -publicada en A.L. n° 4, 
1993, n°105-.
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también surge el riesgo a cubrir.. . si bien, será 
necesario según esta sentencia, que la invalidez declarada 
sea consecuencia de las secuelas de aquél accidente o 
enfermedad que se produjo estando la póliza en vigor.
De esta manera se consigue no dejar desprotegidos a 
los trabajadores que se encuentren en esta situación, pero 
a costa de intervenir e interferir en la normativa del 
seguro privado ante la inexistencia de una legislación 
especial.
3.3) - Otro supuesto de hecho que puede
darse es aquél en el que, en el momento de la declaración 
invalidante la póliza de aseguramiento esté concertada con 
compañía aseguradora distinta de la que tenía suscrito el 
contrato en el momento del accidente o enfermedad.
Según la primera premisa expuesta al comienzo de este 
punto, debe responder la compañía con contrato en vigor al 
momento de la declaración invalidante, por ser éste el 
riesgo asegurado y el momento en que surge la obligación 
para aquélla, sin perjuicio de que utilizando las 
posibilidades del art.3 de la LCS se excluyan expresamente 
en la póliza las secuelas de accidentes anteriores a su 
entrada en vigor, en cuyo caso la responsabilidad debe 
recaer sobre el empresario.
Esta es la doctrina fijada y unificada por el Tribunal 
Supremo, que ha admitido la aplicación en este caso de 
limitaciones conforme permite el art.3 de la LCS, siempre 
que sea expresa en la póliza correspondiente356.
356SS.TS de 26 de noviembre de 1991 -Ar.8274-, de 3 de abril 
y de 27 de mayo de 1992 -Ar.2594 y 3612- y de 26 de febrero y 22 
de abril de 1993 -Ar.2251 y 3348-, de 8 de junio de 1992,
-Ar.4537-, también Auto del TS de 22 de junio de 1992 -Ar.4611-.
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Sin embargo, también el Tribunal Supremo en algún 
momento ha aplicado el argumento anteriormente expuesto en 
el punto 3.2), -aplicado por el TSJ de Madrid-, para hacer 
recaer la responsabilidad sobre la compañía con contrato 
en vigor en el momento del accidente o enfermedad, con la 
condición de que la invalidez posteriormente declarada sea 
consecuencia de aquel hecho, siendo indiferente que la 
póliza estuviera ya rescindida357.
La polémica respecto al hecho causante es aún mayor 
cuando se producen supuestos de agravación de la invalidez 
previamente declarada que conllevan la declaración de un 
nuevo grado. En estos casos la jurisprudencia hace uso de 
todos los argumentos expuestos358 .
357E1 TS en Sentencia de 4 de mayo de 1990 -Ar.3 967-, después 
de insistir en que la doctrina de la propia Sala declara 
reiteradamente que " es la fecha del dictamen de la Unidad Médica 
de Valoración de Incapacidades la que ha de determinar el momento 
en que la prestación debe entenderse causada", establece que, 
como " excepción a la regla general que vincula el hecho causante 
de la invalidez permanente a la emisión del dictamen de la 
U.V.A.M. I. ha de considerarse causada la prestación cuando, con 
anterioridad a dicho dictamen, las lesiones padecidas por el 
trabajador hayan quedado fijadas con el carácter de irreversibles 
y dotadas de efectos invalidantes ".
En esta Sentencia se declara responsable a la primera 
compañía aseguradora después de probarse que las lesiones que 
originaron la posterior declaración de invalidez, fueron las 
mismas que determinaron la baja inicial, nexo que también se da 
en las Sentencias antes citadas y en las que, sin embargo, se 
acoge la tesis contraria. También recoge esta excepción a la 
doctrina del HC la STSJ de Madrid de 20 de julio de 1994, 
publicada en A.L. n°48, 1994, n° 1866.
358SSTS de 12 de febrero y 19 de noviembre de 1990 -Ar.908 y 
8584-; de 21 de octubre de 1992, -Ar.7663- y de 5 de febrero de 
1993, -Ar.1692-, entre otras. Vid. al respecto, GARCIA NINET,
J.I., "Mejoras voluntarias previstas en la negociación 
colectiva", T.S. n° 25, 1993.
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4) Hasta este momento se ha dejado constancia de la 
inseguridad jurídica que se ha producido en este campo, en 
el que si bien se han fijado criterios jurisprudenciales 
firmes, no faltan soluciones excepcionales abiertamente 
admitidas por el propio Tribunal Supremo, según el cual 
"como norma general rige el mismo criterio para determinar 
el hecho causante en las prestaciones mínimas y en las 
mejoras voluntarias (pero) ello no es óbice a que en 
determinados supuestos especiales... hayan de tenerse en 
cuenta su especial índole. . . 1,359.
Entre estos supuestos especiales se encuentran el de 
las enfermedades profesionales y los casos de revisión de 
invalideces, casos en que se han dado los elementos 
fácticos vistos en el apartado segundo anterior, es decir, 
que la invalidez se haya declarado o revisado cuando la 
relación laboral del trabajador ya se había extinguido, o 
cuando se había negociado una nueva póliza con otra 
Compañía aseguradora.
Si bien, se observa que en estos casos ha habido una 
evolución jurisprudencial que ha marcado un cambio de 
criterio. Así, si en un primer momento la solución ofrecida 
era la de retrotraer el hecho causante al momento inicial 
de contraer la enfermedad o sufrir el accidente360, se ha 
optado posteriormente por rectificar aquella solución
359SS.TS de 26 de noviembre de 1991, -Ar.8274- y de 8 de
junio de 1992 -Ar.4537-.
360Vid. supra apdo. 2) .
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jurisprudencial y denegar el derecho a la prestación en 
base a los siguientes argumentos361:
- Por una parte, porque las secuelas resultantes de 
una dolencia o de un hecho lesivo no están por regla 
general predeterminadas en el momento de su acaecimiento, 
sino que dependen de múltiples factores de desarrollo 
incierto.
- Y por otra parte, porque la fijación temporal del 
hecho causante en el momento de la declaración de invalidez 
es sin duda la que aporta mayor seguridad al tráfico 
jurídico, permitiendo atribuir con certidumbre las 
responsabilidades de prestaciones complementarias de 
Seguridad Social asumidas, e identificar también con 
facilidad a los empresarios e entidades aseguradoras 
responsables.
Siguiendo ambos argumentos, el TS deniega el derecho 
a la mejora a quienes fueron declarados afectos del 
correspondiente grado de invalidez después de extinguida 
su relación laboral. En todos los casos la causa generadora 
de la invalidez permanente es una enfermedad profesional 
originada mientras el trabajador prestaba servicios en la 
empresa, pero cuya manifestación se ha producido tras la 
ruptura de la relación laboral. Por lo que respecta a la 
causa de la extinción del contrato, se trata de una 
cuestión irrelevante, -según indica expresamente la 
Sentencia de -20 de abril de 1994-, aunque en las Sentencias
361SS.TS de 20 de abril de 1994, -Ar.3265-, de 22 de abril de 
1994, -Ar.5350 y 6311-, de 9 de julio de 1994, de 23 de junio de 
1995 -Ar.5219- y de 13 de julio de 1995, -Ar. 6129-.
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posteriores de 1995, se hace referencia a que el motivo ha 
de ser diverso al de la enfermedad profesional362.
No obstante, establecido o no un contrato de seguro, 
la solución a estos casos en que media la extinción de la 
relación laboral es siempre compleja. Lo que ha hecho la 
jurisprudencia es adoptar una postura uniforme de tal forma 
que en todo caso, la determinación del hecho causante en 
estos supuestos debe coincidir con la fecha de la 
declaración de la invalidez en el ámbito de la Seguridad 
Social, salvo que la póliza diga otra cosa.
42. Por tanto, a modo de conclusión, se ha podido 
apreciar cómo la falta de una normativa adecuada a esta 
situación mixta o de normas concurrentes, ha generado un 
aluvión de jurisprudencia que no adopta siempre el mismo 
punto de vista.
La contradicción es también debida a que no se han 
planteado, para su enjuiciamiento, supuestos diferentes que 
hubieran podido dar lugar a decidir sobre la incidencia que 
el contrato de seguro de grupo pueda tener en las 
situaciones que se pretenden proteger por su 
establecimiento y, a su vez, las que ellas puedan tener 
sobre la extensión de la protección y ámbito que abarca 
dicho seguro363 .
362Como de hecho ocurre en todos los casos que amparan estas 
Sentencias, en los que las causas de extinción han sido: la 
jubilación, expediente de regulación de empleo, extinción 
voluntaria o de mutuo acuerdo, o invalidez permanente por causa 
distinta a la enfermedad profesional.
363Comentario realizado a la STS de 4 de diciembre de 1992 
por F.C.G, publicado en A.L. n° 28, 1993, n° 818.
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Lo que sí resulta incuestionable, como afirma ORDEIG 
FOS364, es que en estos supuestos " la póliza pierde valor 
interpretativo, cede ante la normativa de la Seguridad 
Social, se restringe enormemente la autonomía de la 
voluntad, sin que la póliza se limite así a lo 
estrictamente pactado en el seguro..."
43. Ha quedado expuesta la abundante litigiosidad que 
provoca la intervención de las compañías mercantiles 
privadas en la gestión de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social365 .
Como ya se anunció al comienzo de esta exposición, 
quizá con la puesta en práctica de la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP esta litigiosidad no solo no 
desaparezca, sino que se corre el riesgo de que se 
multiplique, precisamente por el ya anunciado error que 
comete el legislador al intentar favorecer la concertación 
de estos contratos de seguro, sin solucionar previamente 
-aunque insisto que debemos esperar al anunciado desarrollo 
reglamentario- de una forma clara y explícita, la polémica 
que arrastran.
Debemos por el momento seguir defendiendo su carácter 
meramente instrumental, reconocido al fin por la nueva 
normativa, y exigir la necesaria acomodación de las 
correspondientes pólizas a los específicos compromisos 
asumidos entre la empresa y los trabajadores, bajo la firme
364ORDEIG FOS, J.M. , "Mutualidades de previsión social y 
Planes y fondos de pensiones... (II)", op. cit., pág. 695.
•^Vid. la síntesis realizada en la Sentencia de 25 de enero 
de 1995, del TSJ de Andalucía/Málaga, -Ar.190-.
283
(II) Las Mejoras Voluntarias: modos de crestión.
convicción de que actúan como instrumento de gestión de las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social, -art.193 
LGSS-366.
D) LA OBLIGACION DE EXTERNALIZACION DE LOS
COMPROMISOS POR PENSIONES.-
44. Volviendo al mandato contenido en la Disposición 
Adicional Primera de la LPFP, sobre externalización de los 
compromisos por pensiones establecidos en las empresas, 
conviene partir de las afirmaciones que se han ido haciendo 
a lo largo de este trabajo para tratar de configurar el 
alcance que cabe dar a aquella Disposición.
a) Respecto de los compromisos afectados, cabría 
plantearse si esta obligación abarca a todas aquellas 
mejoras voluntarias establecidas en las empresas respecto 
de prestaciones de la Seguridad Social que tienen 
consideración de pensiones, tales como la jubilación, 
invalidez permanente, viudedad y orfandad, siendo 
indiferente el carácter de la mejora, como cantidad a tanto 
alzado o renta periódica. O si, por el contrario, el 
carácter de pensión no se establece en referencia a la 
LGSS, sino que vendrá atribuido exclusivamente en el propio 
compromiso con los trabajadores.
366"La póliza no es sino un medio técnico de los empleadores 
para desplazar sobre el patrimonio del asegurador la obligación 
asumida en virtud de la norma paccionada colectivamente", S.TSJ 
de Asturias, de 16 de febrero de 1996, publicada en R.L., n°10, 
1996, págs.62 y 63.
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La citada Disposición vincula el carácter de pensión 
a aquellas que estén vinculadas a las contingencias 
mencionadas en el artículo 8.6 de la LPFP, es decir, 
jubilación o situación asimilable -que será determinada 
reglamentariamente-, invalidez permanente total, absoluta 
o gran invalidez, y muerte del partícipe que pueda generar 
derecho a prestaciones de viudedad, orfandad o en favor de 
familiares. Asimismo, incluye tanto a las pensiones 
comprometidas que revistan forma de capital a tanto alzado, 
de renta periódica o de carácter mixto, y comprenderá toda 
prestación que se destine a la cobertura de tales 
compromisos, cualquiera que sea su denominación, -párrafo 
segundo-.
Se observa, pues, una redacción bastante amplia, que, 
en tanto que por vía reglamentaria no venga limitada 
atendiendo a otros parámetros, como el montante de la 
prestación o el número de mejoras establecidas en una 
empresa, incluye todos aquellos supuestos a los que acude 
la negociación colectiva para establecer ayudas a la 
jubilación o indemnizaciones en los supuestos de muerte o 
invalidez del trabajador, desde las mejoras de carácter 
periódico y vitalicio a las simples entregas de un capital 
determinado, independientemente de la cuantía económica del 
mismo. Asimismo, abarcará tanto a las empresas que solo 
establezcan mejoras por una sola de aquellas contingencias, 
como a las que contemplen varias de ellas.
Ahora bien, si la finalidad de esta Disposición es 
dotar de ciertas garantías a los beneficiarios de las 
pensiones, implícitamente ello se hace evitando para las 
empresas que esta materia se convierta en un lastre con
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riesgo económico sobre la propia marcha de la empresa. Por 
tanto, la dicción de la citada Disposición debiera quedar 
referida a aquellas empresas en las que, por el contenido 
de los compromisos adquiridos, aquella situación pueda 
llegar a producirse, y en todo caso, a aquellas empresas 
que tengan establecidos auténticos complementos de carácter 
vitalicio. De otra forma, una interpretación amplia
llevaría al absurdo de que las empresas que solo 
mantuvieran como compromiso con sus trabajadores el pago 
de una cantidad a tanto alzado al momento de la jubilación 
-que puede oscilar en la práctica entre una y cinco 
mensualidades367-, vengan obligadas a establecer un plan 
de pensiones o régimen aseguratorio análogo.
b) Por otro lado, sí que se desprende claramente de 
la Disposición Adicional Primera de la LPFP, los requisitos 
que deben cumplir los contratos de seguro para
instrumentalizar compromisos por pensiones. Por tanto, 
desde este punto de vista, son numerosas empresas las
afectadas por esta Disposición ya que, como podrá
comprobarse más adelante, la mayoría de ellas tienen 
concertados contratos de seguro para gestionar las mejoras 
por invalidez y muerte del trabajador, con lo cual, se 
exige la transformación de los mismos, o bien a través de 
planes de pensiones o bien mediante el especial contrato 
de seguro a que se refiere aquella Disposición.
c) Respecto al instrumento a adoptar, no hay 
vinculación a un instrumento concreto. Incluso, de acuerdo
367Vid. infra capítulo cuarto, n°54.
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con la posible interpretación, según la cual sería 
suficiente que los fondos se externalizaran, sin necesidad 
de acogerse a un plan de pensiones o a un contrato de 
seguro, ello no debiera implicar la posibilidad de utilizar 
mecanismos sobre los que no recayeran al menos las 
garantías que se acuñan a los planes de pensiones para la 
seguridad del cumplimiento de estos compromisos. Además, 
conviene señalar que la efectividad de los compromisos por 
pensiones y del cobro de las prestaciones causadas quedarán 
condicionados a su formalización en los instrumentos 
referidos en el párrafo primero -planes y contrato de 
seguro-, declaración que, o bien pretende limitar las 
posibilidades de externalización a estos específicos 
instrumentos, o bien, pretende incidir en que tan solo 
respecto de estos instrumentos pueden asegurarse la 
efectividad y el cobro de las prestaciones, por cuanto son 
específicos instrumentos al servicio exclusivamente de la 
previsión social complementaria en las empresas.
Precisamente la vinculación de estos concretos 
instrumentos a esta materia, y el régimen de garantías 
regulado al menos respecto de los planes y fondos de 
pensiones, aconseja que las empresas se adapten a uno de 
ellos antes que improvisar otras fórmulas en las que corra 
algún tipo de riesgo el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con los trabajadores. De ahí que resulte más 
acorde con .la función de acomodación a la Directiva 
80/987/CEE, la interpretación según la cual los planes de 
pensiones y los seguros colectivos se configuran legalmente 
como los únicos instrumentos apropiados para dotar de 
efectividad a los compromisos por pensiones asumidos por
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las empresas368, tal y como mantienen los autores que se 
han pronunciado sobre el particular369.
Ahora bien, en tal caso, las consecuencias para la 
empresa que externalice sus compromisos a través de otros 
instrumentos serán las mismas que' para las empresas que no 
lleven a cabo tal externalización, lo cual, sin duda, 
planteará problemas de interpretación, ya que, la 
infracción de carácter muy grave que se vincula al 
incumplimiento de esta obligación se refiere textualmente 
al incumplimiento de la empresa de instrumental i zar los 
compromisos por pensiones asumidos, sin referencia clara 
a qué instrumentos deben utilizarse para ello. Si bien, 
cabría entender que la vinculación a los planes y al 
contrato de seguro se realiza ya en el primer párrafo de 
la Disposición Adicional Primera, según el cual "los 
compromisos por pensiones asumidos por las empresas, 
incluyendo las prestaciones causadas, deberán
instrumentarse...mediante contratos de seguro, a través de
368En el posterior estudio sobre la reciente negociación 
colectiva pueden apreciarse las consecuencias de llegar a 
mantener una interpretación más amplia que admitiese otras 
fórmulas de externalización, vid. infra capítulo cuarto, n°64.
369GARCÍA BECEDAS,G., "La externalización de los compromisos 
por pensiones en la Ley de Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados, (Análisis de la Disposición Transitoria 
Decimocuarta de la Ley 30/1995)", R.L.. n°3, 1997, pág.14;
asimismo, para MONEREO únicamente estas dos alternativas son 
válidas, MONEREO PÉREZ,J.L., "Los Planes de pensiones en el 
sistema de protección social", VII Congreso Nacional de Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social, Valladolid, 1996, texto 
multicopiado, pág.121 y ss., Público v Privado.... op. cit., 
pág.184; en el mismo sentido, CASTRO ARGÜELLES,M .A ., "La Reforma 
de los Planes y Fondos de Pensiones", A.L.. n°48, 1996, pág.933 
y ss; ésta es también la interpretación mantenida por ALEMANY 
ZARAGOZA,E. y MARTÍN LÓPEZ,M.P., "Los Planes de Pensiones del 
sistema de empleo como medida de protección social", Ar.S . . n°9, 
1996, pág.55.
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la formal ización de un plan de pensiones o de ambos". Sin 
embargo, como ya vimos, si atendemos al último párrafo de 
la citada Disposición surge nuevamente este problema 
interpretativo, ya que señala que "En ningún caso resultará 
admisible la cobertura de tales compromisos mediante la 
dotación por el empresario de fondos internos, o 
instrumentos similares, que supongan el mantenimiento por 
parte de éste de la titularidad de los recursos 
constituidos".
d) Como ya analizamos en otro momento, están 
exceptuadas de esta obligación determinadas empresas, 
concretamente las entidades de crédito, las entidades 
aseguradoras y las sociedades y agencias de valores, que 
podrán mantener los compromisos por pensiones ya asumidos 
con sus trabajadores a la entrada en vigor de la LOSSP 
mediante la dotación de fondos internos. Ahora bien, además 
de aplicarse tan solo sobre los compromisos ya asumidos, 
y no sobre los que puedan asumir después de la entrada en 
vigor de la LOSSP, exige que tales fondos estén dotados con 
criterios, al menos, tan rigurosos como los aplicables a 
los asumidos mediante planes de pensiones, y deberán ser 
autorizados por el Ministerio de Economía y Hacienda. . .todo 
ello en los términos que reglamentariamente se establezcan, 
-Disposición Transitoria Decimocuarta, apartado segundo de 
la LOSSP-370.
e) En cuanto al plazo para llevar a cabo la 
externalización y consecuente adaptación a la Disposición
310Vid. supra n°27.
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Adicional Primera de la LPFP, la Disposición Transitoria 
Decimocuarta de la LOSSP señala un plazo no superior a tres 
años desde la entrada en vigor de la citada ley, la cual, 
de acuerdo con su Disposición Final Tercera, se produce 
-respecto de esta materia- a los seis meses a contar desde 
el día siguiente a su publicación, es decir, el 10 de mayo 
de 1996, por tanto, el plazo concluye el 10 de marzo de 
1999. En consecuencia, y en tanto no se ha producido 
todavía el desarrollo Reglamentario de la LPFP, es de 
prever que sea ampliado el plazo transitorio aquí 
establecido.
f) Por lo que respecta a los efectos del 
inclumplimiento de la obligación de externalizar los fondos 
internos de las empresas, señala la Disposición Transitoria 
citada que, "hasta que tenga lugar el cumplimiento de la 
obligación que impone el párrafo anterior, se mantendrá la 
efectividad de los compromisos por pensiones y el cobro de 
las prestaciones causadas en los términos estipulados entre 
el empresario y los trabajadores".
Las consecuencias de esta declaración han llevado a 
afirmar que esta Disposición Transitoria juega dos 
funciones diferenciadas: una función de estabilización
normativa temporal, ya que se prevé la inalterabilidad del 
régimen jurídico aplicable a los compromisos por pensiones 
mientras no se proceda a su externalización; y en segundo 
lugar, una función sancionatoria de la no externalización, 
en tanto que impone su vigencia indefinida, su
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intangibilidad e impide las ventajas fiscales que se 
generan durante el régimen transitorio371.
No obstante, desde nuestro punto de vista, las 
consecuencias del incumplimiento de adaptación a la 
Disposición Adicional Primera de la LPFP no deben ir más 
allá de la correspondiente sanción derivada de infracción 
laboral de carácter muy grave, además de la pérdida de los 
beneficios fiscales previstos para la transformación en el 
tiempo establecido. La referencia legal según la cual se 
mantendrán los compromisos en los términos estipulados 
entre empresario y trabajadores, viene a garantizar que el 
incumplimiento empresarial no dejará sin efecto los 
compromisos adquiridos por la empresa con sus 
traba j adores372.
En consecuencia, las mejoras voluntarias por pensiones 
que no sean instrumentalizadas en el tiempo establecido y 
hasta el momento de serlo, seguirán sujetas a las 
posibilidades de alteración y modificación, incluso 
supresión, de acuerdo con la normativa aplicable a las 
mismas en función de su fuente de origen373, incluso cabría 
mantener, caso de que la empresa se mantuviera en su 
postura de no externalización, la responsabilidad
371GARCÍA BECEDAS,G., "La externalización de los compromisos 
por pensiones...", op. cit., págs.13 y 14.
372En el mismo sentido se manifiesta MONEREO para el que el 
incumplimiento de la obligación legal de externalizar no produce 
la extinción automática e "ipso iure" de las obligaciones de 
previsión preexistentes, sin perjuicio de la responsabilidad 
directa del empresario por dicho incumplimiento, MONEREO 
PÉREZ, J.L., "Los planes de pensiones en el sistema de protección 
social", op. cit., pág.122; Público v Privado.... op. cit., 
pág.186.
373Vid. infra capítulo quinto.
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subsidiaria del Estado por una inadecuada transposición de 
las previsiones de la Directiva 80/987/CEE374.
Por otro lado, podría ocurrir que se produjera una 
externalización defectuosa que no englobara fielmente los 
compromisos por pensiones asumidos en la empresa, en tal 
caso, y siempre que la transposición no haya sido 
consecuencia de un pacto en tal sentido adoptado en el 
ámbito de la negociación colectiva, se mantendrá la 
responsabilidad directa de la empresa obligada a los 
compromisos por pensiones pactados, sin que el hecho de su 
instrumentación mediante un plan de pensiones o un seguro 
colectivo la exonere plenamente de aquéllos375 .
Cabe añadir, que si se trata de compromisos asumidos 
en la negociación colectiva, sólo otro proceso de 
negociación legitimará y condicionará los términos de la 
transformación, cuyo cumplimiento, de tratarse de un plan 
de pensiones, será directamente controlado por las partes 
involucradas en tanto que actúan directamente en el
establecimiento del mismo. Mientras que, si fueron
establecidos por decisión unilateral del empresario, y éste 
asume individualmente la función de externalización -nada 
obsta a que unilateralmente pueda llevarla a cabo por
cuanto no se persigue con ello la modificación ni 
alteración de las prestaciones causadas-, será responsable 
directo de la insuficiencia del aseguramiento con respecto 
a las mejoras concedidas, tal y como ocurre en la
374MONEREO PÉREZ, J.L., Ibidem, pág.122.
375GARCÍA BECEDAS,G., "La externalización de los compromisos 
por pensiones...", op. cit., págs.16 y 17.
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actualidad cuando se conciertan pólizas de seguro en las 
que el contenido asegurado no se adecúa a los términos en 
que se concedió la mejora o se pactó en el convenio 
colectivo376.
g) Por último, cabe referirse a los efectos del 
cumplimiento de la externalización de los compromisos ya 
asumidos así como de los asumidos con posterioridad a la 
entrada en vigor de la LOSSP.
Señala la Disposición Adicional Primera de la LPFP 
que, una vez instrumentados, la obligación y 
responsabilidad de las empresas por los referidos 
compromisos por pensiones se circunscribirán exclusivamente 
a las asumidas en dichos contratos de seguro y planes de 
pensiones.
Ya anunciamos que parece intuirse con esta declaración 
una sustitución de los instrumentos laborales -convenio 
colectivo, contrato de trabajo- canalizadores por 
excelencia de las mejoras voluntarias, en tanto que lo 
decisivo según la literalidad de esta Disposición será lo 
pactado en el instrumento de adaptación elegido.
Sin embargo, en tanto que de ello no puede 
desprenderse que la autonomía individual o colectiva no 
sigan con su misma dosis de libertad de contenido 
contractual, la negociación colectiva seguirá siendo el 
motor de impulso por excelencia en materia de previsión 
social complementaria, y el convenio colectivo su principal 
vehículo de expresión, ya que los compromisos entre empresa 
y trabajadores no se anulan por la externalización. No
376GARCÍA BECEDAS,G., Ibidem, op. cit., págs. 16 y 17.
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puede perderse de vista el carácter instrumental que tienen 
estos "instrumentos", y que la propia Disposición Adicional 
reconoce, especialmente cuando en su párrafo undécimo 
señala la necesidad de acomodación continua del contenido 
objetivo de los contratos de seguro utilizados con esta 
finalidad, a los compromisos por pensiones, de manera que, 
si el compromiso entre empresa y trabajadores se modifica, 
cosa que solo puede ocurrir conforme a sus normas 
específicas -laborales y de Seguridad Social-, ello 
supondrá la necesaria adaptación del contenido del contrato 
al nuevo contenido del compromiso.
Por tanto, solo una fiel transposición de los 
compromisos asumidos con los trabajadores, en su adaptación 
al instrumento elegido, tendrá como efecto que la 
responsabilidad de la empresa quede limitada a los 




LOS PLANES Y FONDOS DE PENSIONES.-
I. CONSIDERACIONES PREVIAS.-
1. El nacimiento de esta institución se produce con 
la Ley 8/1987, de 8 de junio, de planes y fondos de 
pensiones. Esta ley, no surge exclusivamente como una norma 
reguladora de la previsión social empresarial, sino que en 
ella se contemplan tres tipos de planes, de los cuales, 
como veremos, solo uno cumple con esta función.
En consecuencia, se nos ofrece una normativa que 
expresamente se reconduce al desarrollo legal del artículo 
41, y que adapta, en cuanto a su ámbito subjetivo, el 
carácter de previsión social complementaria universal, 
desvinculada de la nota profesional, por no ser ésta 
necesaria para poder ser sujeto beneficiario de 
determinados tipos de Planes de Pensiones.
No obstante, aunque pueda ello significar que no se 
ha hecho sino adaptar el desarrollo del último apartado del 
artículo 41 de la CE, a la lectura subjetivamente 
universalista que se desprende de su primera parte, desde 
mi punto de vista, se ha perdido la ocasión de construir 
una completa y coordinada normativa reguladora de la 
previsión social empresarial, tan necesitada de una 
regulación aclaratoria que hiciera desaparecer los 
problemas interpretativos que venían aflorando
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continuamente respecto de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social.
Ahora bien, el paso del tiempo ha demostrado, que la 
LPFP se ha convertido en la principal sede de la previsión 
empresarial, especialmente a través de las modificaciones 
en ella introducidas por la LOSSP, que han afectado con 
mucha intensidad, tanto a los Planes del Sistema de Empleo, 
como al resto de formas de previsión empresarial, a través 
de la utilización de la Disposición Adicional Primera de 
la citada Ley.
Sin embargo, el peso económico y financiero de los 
fondos de pensiones se hizo primar sobre su vertiente 
social, por lo que ha sido el Ministerio de Economía y 
Hacienda el que ha asumido competencias en esta materia, 
frente al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que es 
el que debiera haber coordinado las relaciones entre la 
Seguridad Social obligatoria y la previsión 
complementaria377 .
Consecuentemente, la normativa aplicable a los Planes 
del Sistema de Empleo, en tanto que además coexiste en sus 
principios generales con la de los otros tipos de Planes
377Quizá mejor sistema hubiera sido el seguido en Italia, 
donde las principales competencias las asume el Ministero del
lavoro e della previdenza sociale, sin perjuicio de la
intervención del Ministero del Tesoro e delle finanze en aquellas 
materias objeto de su competencia. De hecho, el Decreto italiano 
regulador de los fondos de pensiones emana de la propuesta
elaborada entre ambos Ministerios. Se trata del Decreto
Legislativo de 21 de abril de 1993, n.124, sobre Disciplina delle 
forme pensionistiche complementar i, a norma dell'art.3, comma 1, 
lettera v), della legge 23 ottobre 1992, n.421.
La citada Ley de 1992, delegó en el Gobierno italiano la 
realización de una norma que, con el fin de conseguir una mayor 
elevación del nivel de cobertura social, supusiera la creación 
de un trattamenti pensionistici compl ementar i del sistema 
obbligatorio pubblico, -art.3.1.v)-.
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regulados, no presenta claramente la opción por su
consideración como auténticas mejoras voluntarias de 
Seguridad Social, obviamente porque abarca un campo más 
amplio de actuación.
Desde nuestro punto de vista ello evidencia que
nuevamente la existencia de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social, como institución básica y tradicional de 
la previsión social empresarial, sigue siendo ignorada por 
nuestro legislador, que no hace sino crear una normativa 
parcheada en la que se aborda con gran profundidad la 
vertiente económica y financiera, frente a la social378.
En la Exposición de Motivos de la LPFP se destacan 
ambas facetas, ya que se señala que sin perjuicio de
destacar la finalidad social prioritaria a la que sirven 
los Fondos de Pensiones, consistentes en facilitar el
bienestar futuro de la población retirada, es obligado 
reconocer la importancia que su implantación puede y debe 
implicar en el orden financiero.
2. Asimismo, cabe destacar que, desde el punto de 
vista de la función social que se les acuña a los planes
378ESCUDERO RODRIGUEZ, destaca que en esta institución, "las 
facetas mercantil y fiscal, cobran tan especial relieve que 
eclipsan, de algún modo, a las restantes... se está ante un 
fenómeno cuyo centro de gravedad no radica en el Derecho del 
Trabajo ni, por supuesto, en el de la Seguridad Social. . . 
ESCUDERO RODRIGUEZ, R. , Legislación, Noviembre 1988, Comentarios, 
R.L.. n°l, 1989, pág.69.
Por otra parte, MONEREO destaca la dualidad funcional de los 
Planes y Fondos de pensiones, función económica y función social, 
señalando asimismo que, en términos generales, no parece que 
quede suficientemente realzada la preferencia del ordenamiento 
por la tutela del interés social frente a las funciones 
económicas asignadas a los Fondos de Pensiones, MONEREO 
PÉREZ,J.L., Público v Privado.... op. cit., pág.72.
297
Planes v Fondos de Pensiones.
de pensiones, su presencia en nuestro ordenamiento jurídico 
responde a una exigencia social de enorme importancia. Su 
función, en los momentos actuales, no es otra que la de 
paliar las consecuencias de la crítica situación del 
sistema público de pensiones. Para ello, se ha acudido a 
la iniciativa privada,, pero, no se ha descuidado, como 
veremos, un intenso reglamentismo y control administrativo 
sobre los mismos379.
La regulación de los planes y fondos de pensiones no 
va a enmarcarse, pues, dentro de la normativa propia de la 
Seguridad Social, ni de su esfera institucional, ni 
siquiera representan la existencia de una hipotética Ley 
de Seguridad o Previsión Social Complementaria. Pero 
tampoco quedan encuadrados en la normativa reguladora del 
seguro privado, de la cual, intencionadamente, ha huido el 
legislador.
Se ha creado una normativa ad hoc, que supone desde 
nuestra esfera de estudio, por un lado, la creación de un 
instrumento al servicio de la previsión de carácter 
complementaria, como desarrollo legislativo del artículo 
41 de la CE, y por otro lado, de un mecanismo específico 
para ser adoptado en el ámbito de la empresa a través de 
la negociación colectiva, mencionada expresamente en alguno 
de sus preceptos380.
379La Exposición de Motivos del RPFP justifica esta normativa 
como una respuesta a las demandas sociales de un sistema privado 
de pensiones.
380Sin perjuicio de que, en su esquema formal y en sus 
aspectos puramente financieros, ha estado con seguridad inspirada 
en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, de Instituciones de 
Inversión Colectiva, de la que se acogen términos como 
partícipes, comisión de control, y en la que aparecen también
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Ambos puntos de vista obligan a plantearnos, desde la 
perspectiva de los planes y fondos de pensiones, la 
relación de los mismos con la Seguridad Social y con el 
derecho del trabajo. Este será el hilo conductor que guíe 
el análisis de su régimen jurídico, por lo que el presente 
estudio no constituye un profundo estudio de la institución 
en tanto que nos llevaría en numerosas ocasiones a terrenos 
lejanos al ordenamiento social y laboral.
Por otro lado, la doctrina mercantilista efectuó en 
su momento las críticas a este nuevo instrumento, por 
considerar que la finalidad del mismo ya se cumple con el 
contrato de seguro381, de ahí que no alcanzaran a 
comprender por qué la Exposición de Motivos de la LPFP se 
justificaba a sí misma aludiendo a que en la legislación 
española, no existe una regulación específica sobre Fondos 
de Pensiones, limitándose nuestro ordenamiento a normas 
dispersas que aluden a Instituciones de previsión social 
que contemplan aspectos aislados.
Ciertamente, solo desde el punto de vista que venimos 
adoptando a lo largo de este trabajo puede comprenderse la 
necesidad de este instrumento, precisamente porque viene 
a corregir los principales defectos que, por falta de una 
más pormenorizada regulación de las mejoras voluntarias, 
vienen dándose en la práctica. Así, la exigencia de
entidades gestoras del fondo y depositarlas, así como la 
exigencia de inscripción en el Registro Mercantil.
381Vid. al respecto, DE ANGULO RODRIGUEZ, L., "Los Planes y
Fondos de Pensiones y la Ley de Contrato de Seguro y demás 
normativa aseguradora", Régimen jurídico de los Planes v Fondos 
de Pensiones, ed. Española de Seguros, 1989, pág. 35 y ss. ; 
MANSILLA,F., "Fondos de Pensiones y seguro", Régimen jurídico de 
los Planes.... op. cit., pág. 159 y ss.
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separación patrimonial con respecto al patrimonio de la 
empresa -de ahí que junto al Plan, la LPFP regula muy 
pormenorizadamente el Fondo de pensiones-; la afectación 
de estos recursos exclusivamente a los fines para los que 
han sido creados -lo que justifica el principio de
irrevocabilidad de aportaciones y de titularidad de los 
derechos consolidados-; la actuación como complemento de 
las pensiones que otorga la Seguridad Social, ocupando el 
lugar de medidas que deberán paliar las posibles
deficiencias del sistema público, y por ello, la
imposibilidad de rescate de las aportaciones mientras no 
se genere el derecho a pensión, y la limitación
cuantitativa de aquéllas. Además, la terminología utilizada 
en el artículo 8 de la LPFP, respecto al contenido
protector, es propia de la Seguridad Social frente a la del 
seguro privado, ya que alude a contingencias y no a
riesgos.
Por su parte, la normativa del seguro privado, 
contempla la posibilidad de rescate, la posible revocación 
de las aportaciones del tomador -que sería la empresa-, y 
sobre todo, supone la necesaria intervención y mediación 
de una compañía aseguradora que participa como elemento 
principal en la relación aseguradora y actúa con ánimo de 
lucro. En los Planes y Fondos de pensiones, ni a los
primeros ni a los segundos se les reconoce personalidad 
jurídica, se establece una relación directa entre los
partícipes-trabajadores y los bienes afectos al plan, sin 
presencia de intermediarios que conserven la titularidad 
de estos bienes, que es absoluta de los propios partícipes
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los cuales, a su vez, controlan directamente la marcha del 
plan y fondo a través de la respectiva Comisión de Control.
II. MODALIDADES DE PLANES DE PENSIONES. -
3. El artículo 4 de la LPFP, desarrollado por el 
artículo 3 del RPFP, señala dos criterios para clasificar 
los distintos tipos de planes de pensiones, uno en función 
de los sujetos constituyentes y el otro en función de las 
obligaciones estipuladas.
1.- POR RAZÓN DE LOS SUJETOS CONSTITUYENTES DEL PLAN.-
Basándose en este criterio, los Planes necesariamente 
deben encuadrarse en alguna de las siguientes modalidades:
1) Planes del Sistema de Empleo: corresponde a los 
planes cuyo promotor es cualquier entidad, corporación, 
sociedad o empresa y cuyos partícipes son los empleados;
2) Planes del Sistema Asociado: corresponde a los
planes cuyo promotor es cualquier Asociación, Sindicato, 
gremio o colectivo, siendo los partícipes sus asociados, 
miembros o afiliados382;
3) Planes del Sistema Individual: corresponde a los 
planes cuyo promotor son una o varias entidades de carácter
382Estos entes asociativos o colectivos, deberán estar 
delimitados por alguna característica común extraña al propósito 
de configurar un plan de pensiones, -art.3.1.b) RPFP-.
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financiero383 y cuyos partícipes son cualesquiera personas 
físicas.
Los dos primeros exigen la existencia de una relación 
entre promotor y partícipes del plan. Precisamente será 
esta relación la que justifique la posibilidad de realizar 
el plan y la que determine su concreta modalidad. En 
cambio, los planes del sistema individual actúan como un 
gran saco al que puede acudir cualquier persona física que 
desee encuadrarse a un plan de pensiones, y no mantenga 
vinculación alguna que le convierta en posible partícipe 
de una plan del sistema de empleo o del sistema asociado.
Además, en tanto que la adhesión a todo tipo de plan 
es voluntaria, siempre cabe la elección personal del sujeto 
de adherirse a un plan del sistema de empleo -si lo tuviera 
constituido su empresa-, o un plan del sistema asociado -si 
pertenece además a alguna asociación (p.ej.sindicato), que 
lo promueve para sus asociados o afiliados-, o a un plan 
del sistema individual ofrecido al mercado por cualquier 
entidad financiera.
La única limitación que actuaba en este terreno ha 
desaparecido con las modificaciones introducidas a la LPFP 
por la LOSSP. En la redacción anterior, se establecía la 
imposibilidad de que las personas sujetas a relación 
laboral con una entidad financiera promotora de un plan de
383A estos efectos, tienen la consideración de Entidades de 
carácter financiero los Bancos, Cajas de Ahorros, Confederación 
Española de Cajas de Ahorro, Cooperativas de crédito, Entidades 
oficiales de crédito, Entidades aseguradoras, Sociedades 
mediadoras en el mercado del dinero, y las Empresas de tal 
carácter inscritas en los Registros Especiales dependientes del 
Ministerio de Economía y Hacienda, -art.3.1.c) RPFP-.
302
Planes v Fondos de Pensiones.
pensiones del sistema individual, pudieran adherirse al 
mismo, y la limitación alcanzaba incluso a sus parientes 
hasta el tercer grado inclusive. Actualmente esta 
limitación ha desaparecido, lo cual supone que los 
empleados de una entidad financiera podrían quedar 
encuadrados, siempre voluntariamente, en un plan de 
pensiones del sistema individual ofertado por su propia 
empresa para terceros ajenos a la misma.
Si, por lo que respecta a los parientes del trabajador 
empleado hasta el tercer grado, la solución nos parece 
acertada, pues, ni tenía sentido ni era fácilmente 
controlable, en cambio, respecto de los propios 
trabajadores de la entidad financiera, la desaparición de 
esta limitación puede generar supuestos de discriminación 
en perjuicio de los mismos. La razón es que la gran mayoría 
de las citadas entidades financieras ofrecen en la práctica 
planes de pensiones del sistema individual. Y la 
posibilidad de que también sus trabajadores puedan 
adherirse a los mismos puede significar un total desinterés 
por parte de estas empresas de promover planes del sistema 
de empleo, lo que significará que la negociación colectiva 
dejará en estas empresas de jugar el papel que actualmente 
juega en materia de previsión social complementaria, que 
la empresa no realizará aportación alguna en tanto que sólo 
se permiten aportaciones del promotor en los planes del 
sistema de empleo, y lo que es más importante, en virtud 
de las modificaciones introducidas por la LOSSP, en la 
promoción de los planes del sistema individual no será 
precisa la formación de una Comisión Promotora -art.9.1
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LPFP-, lo que, y sin perjuicio de dedicarnos en otro 
momento a esta Comisión, significa que estas empresas 
pueden gestionar todos los trámites necesarios hasta la 
misma elaboración del Plan de pensiones sin proceso alguno 
de negociación ni intervención alguna de los que pudieran 
ser sus posibles partícipes. En definitiva, para los 
empleados de la entidad financiera este plan de pensiones 
no sería sino un mero contrato de adhesión.
2.- POR RAZÓN DE LAS OBLIGACIONES ESTIPULADAS.-
4. En virtud de este segundo criterio que ofrece la 
ley para clasificar las diferentes modalidades de planes 
de pensiones, pueden distinguirse:
1) Planes de prestación definida, en los que se define 
como objeto la cuantía de las prestaciones a percibir por 
los beneficiarios;
2) Planes de aportación definida, en los que el objeto 
definido es la cuantía de las aportaciones de los 
promotores y, en su caso, de los partícipes al Plan; y,
3) Planes mixtos, cuyo objeto es, simultáneamente, la 
cuantía de la prestación y la cuantía de la contribución.
De entre todos ellos, un plan del sistema individual 
solo puede ser de la modalidad de aportación definida, 
mientras que los planes del sistema de empleo y asociado, 
podrán ser de cualquiera de las tres modalidades, 
anteriores, según el art.4.3 de la LPFP.
5. Vistas las diferentes modalidades de planes de 
pensiones, obviamente son los llamados planes del sistema
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de empleo aquellos que han de ser objeto de nuestra 
atención, en tanto que son el instrumento que aporta la 
LPFP para canalizar la previsión social empresarial, sin 
perjuicio de que comparten muchos aspectos de su régimen 
jurídico con las otras modalidades.
m .  PLANES DE PENSIONES DEL SISTEMA DE EMPLEO.-
1.- CONCEPTO Y NATURALEZA JURIDICA.-
6. Los Planes de pensiones no son definidos 
directamente por la LPFP, pero de su Exposición de Motivos 
se deriva que se trata de instituciones de previsión 
voluntaria y libre cuyas prestaciones de carácter privado 
pueden o no ser complemento del preceptivo sistema de la 
Seguridad Social obligatoria, al que en ningún caso 
sustituyen, cuya adopción responde al desarrollo 
legislativo del último inciso del artículo 41 de la 
Constitución.
Domina la idea del plan de pensiones, como un 
instrumento de ahorro-previsión, tiene naturaleza 
contractual y supone la constitución de un ahorro que se 
traducirá, a largo plazo, en la percepción de determinadas 
pensiones384.
El carácter privado de sus prestaciones es señalado 
por la propia Ley en su artículo 1.2, indicando 
expresamente que, en ningún caso estas prestaciones serán
384Exposición de motivos del RPFP.
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sustitutivas de las del sistema público. Su carácter no 
sustitutivo, nos lleva a afirmar su carácter 
complementario, avalado por la expresa alusión al último 
apartado del artículo 41 de la CE que, recordémoslo una vez 
más, se refiere a la asistencia y prestaciones 
complementarias del régimen público de Seguridad Social385 .
Sin embargo, se establece al mismo tiempo que sus 
prestaciones podrán o no ser complementarias de las del 
sistema básico. Ello significa que, sin perjuicio del 
carácter complementario de la institución, por lo que 
respecta a sus prestaciones, podrán ser configuradas con 
total libertad, manteniendo, según la voluntad de las 
partes, criterios de estricta complementariedad o no, con 
respecto a las prestaciones públicas386.
385Como afirma BALANDI, la existencia de una previsión 
complementaria supone la existencia de una previsión base, por 
lo que basta la existencia de esta última para poder dar a 
aquélla la calificación de complementaria; BALANDI, G.G., 
"Reflexiones institucionales sobre previsión social 
complementaria...", op. cit., pág.11.
386Esta doble acepción de complementariedad es también puesta 
de manifiesto por MATEU ROS, para el cual, en una acepción 
genérica, todos los Planes de pensiones son complementarios a la 
Seguridad Social, y en la acepción específica, se consideran 
complementarios aquellos planes de prestación definida que fijan 
la cuantía de la misma en función de la percibida por la 
Seguridad Social, MATEU ROS CEREZO,R., ”Planes y fondos de
pensiones: régimen jurídico social (II)”, A.L.. n°41, 1988,
pág.2396.
Por otro lado, en la clasificación que hace RABADAN FORNIES 
de los distintos Fondos de pensiones, distingue atendiendo al 
tipo de cobertura, entre Fondos de pensiones totales , como 
aquellos que asumen el compromiso de cubrir a sus beneficiarios 
prestaciones que equivalgan a la totalidad de las retribuciones 
percibidas en activo, y Fondos de pensiones complementarios, como 
aquellos que ofrecen prestaciones que complementan las recibidas 
por la Seguridad Social pública. Siendo éstos más usuales en la 
práctica, RABADAN FORNIES, M., Los Fondos de Pensiones, su futuro 
en España. Instituto de Estudios Económicos, Madrid, 1984, 
pág.188.
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Pero no olvidemos que, aun en el caso de establecerse 
como complementarias, domina su carácter de institución de 
previsión privada, lo que nos impide hablar de Seguridad 
Social Complementaria, para movernos en el terreno de un 
sistema complementario, pero privado, de pensiones.
7. Por lo que respecta a la naturaleza jurídica de los 
planes, el artículo 1 de la LPFP se refiere expresamente 
a la misma, y establece que éstos "definen el derecho de 
las personas, a cuyo favor se constituyen, a percibir 
rentas o capitales por jubilación, supervivencia, viudedad 
o invalidez, las obligaciones de contribución a los mismos 
y, en la medida permitida por la presente Ley las reglas 
de constitución y funcionamiento del patrimonio que al 
cumplimiento de los derechos que reconoce ha de afectarse".
Específicamente pues, el Plan constituye un negocio 
jurídico, una fórmula contractual por la que los privados 
pueden voluntariamente canalizar sus ahorros con el fin de 
obtener en un futuro determinadas pensiones387 . Para ello,
Asimismo, diversos autores consideran abiertamente que en 
una acepción genérica todos los planes de pensiones son 
complementarios a la Seguridad Social, mientras que en la 
acepción específica del art. 1.2, se consideran complementarios 
aquellos de prestación definida que fijan la cuantía de la misma 
en función de la percibida por la Seguridad Social, MORENO 
ROYES,F., SANTIDRIAN ALEGRE,J. y FERRANDO PINOL, A., Los Planes 
v Fondos de Pensiones. Comentarios al Reglamento, ed. Ciencias 
de la Dirección, 1988, pág.29
387Sánchez Calero realiza un estudio acerca de la naturaleza 
contractual de los planes de pensiones, excluyendo toda 
posibilidad de considerarlo como un contrato de seguro y 
caracterizándolo, como un contrato colectivo de previsión de tipo 
asociativo. SANCHEZ CALERO, F. , "Delimitación y notas
características de los planes de pensiones", Régimen jurídico de 
los planes v fondos de pensiones, op. cit., págs. 13 y ss.
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cuentan con un marco jurídico que les proporciona el 
Estado, a través de la ley. Este específico régimen 
jurídico presenta sus propias peculiaridades, siendo una 
de las más importantes, como veremos, la necesaria 
adscripción a un Fondo de pensiones que debe reunir ciertas 
garantías.
Respecto a la naturaleza jurídica de los planes de 
pensiones, y particularmente, de los del sistema de empleo, 
la doctrina se ha planteado si estamos ante mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social.
Así, MONEREO entiende que, las prestaciones otorgadas 
por los planes de pensiones, en tanto que surgen de un 
sistema privado de pensiones, tienen, en el más amplio 
sentido de la palabra, carácter privado. Por ello, se está 
por completo ausente de cualquier medida que permita 
abrigar una posible integración de las pensiones privadas 
en la acción protectora de la Seguridad Social, y la 
aplicación del régimen genérico de las pensiones 
contributivas públicas, de ahí que las mejoras voluntarias 
no podrían realizarse a través de planes de pensiones sin 
que este intento suponga una desnaturalización de su 
vigente configuración jurídico-positiva388.
Es cierto, como el propio autor admite, que con la 
LPFP, el legislador no ha establecido conexión alguna que 
permita el más mínimo acercamiento a la regulación de las
388MONEREO PEREZ. J.L., " Instrumentación jurídica e
institucional... (I) ", op. cit., págs.614 y 615; en el mismo 
sentido, DUEÑAS HERRERO,L.J. , "La viabilidad del sistema de 
seguridad social: entre la solidaridad y el ahorro -¿reparto 
versus capitalización?-", Ar.S.. n°9, 1996, págs.35 y 36.
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mejoras voluntarias, y que, cuando se refiere a otras 
formas de previsión complementaria, alude a sistemas 
alternativos a la figura de los Planes y Fondos de 
pensiones.
Sin embargo, la propia realidad demuestra la evolución 
que ha sufrido la institución de las mejoras voluntarias, 
pasando de ser un instrumento interno de Seguridad Social 
complementaria -recuérdese las mejoras por aumento de bases 
de cotización-, a un instrumento externo a la Seguridad 
Social, guiado y controlado exclusivamente por la 
iniciativa privada, siendo su máximo exponente las 
denominadas mejoras directas de prestaciones. Su carácter 
privado, denota la posibilidad de libre configuración por 
las partes, incluso a la hora de elegir el instrumento de 
gestión, -art.193 LGSS-.
En cambio, su naturaleza de mejora voluntaria, permite 
un acercamiento de las mismas a la normativa propia de la 
Seguridad Social y se produce así una cierta publificación 
que sirve a la jurisprudencia, como hemos visto, para 
situar los límites entre este tipo de protección social y 
los seguros privados.
Si observamos la regulación de los Planes de pensiones 
del sistema de empleo, llegaremos a la conclusión de que 
al final no se dan importantes diferencias prácticas con 
las notas que hoy día caracterizan las mejoras directas de 
prestaciones, y que, los requisitos exigidos de más, no son 
sino una nueva adaptación de las mejoras directas de 
prestaciones a nuestra realidad social, un nuevo modelo que 
permite dotar a los sujetos de garantías que la escuálida 
regulación contenida en los artículos 191 a 193 de la LGSS
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no exige. Desde nuestro punto de vista, no se trata de un 
desplazamiento de las mejoras, sino de una adaptación -no 
expresa y por ello criticable- de las mismas a la nueva 
realidad389.
Hubiera sido mejor, como el propio MONEREO señala, que 
se hubiera aprovechado para construir todo un régimen 
jurídico de la previsión social complementaria, mediante 
una reordenación del instituto de las mejoras voluntarias. 
En definitiva, clarificar el marco jurídico general, hoy 
desmembrado, de la protección social complementaria ex 
artículo 41 de la Constitución390.
8. La principal de las garantías que la LPFP vino a 
incorporar a las mejoras, es la exigencia de que todo Plan 
debe vincularse a un Fondo, y de que éste ha de consistir 
en un patrimonio absolutamente externo a la propia empresa 
promotora del plan. Es decir, los compromisos por pensiones 
o mejoras -Plan- deben estar respaldados por un patrimonio 
afecto exclusivamente a la realización de aquellos 
compromisos, -Fondo-. Por primera vez, el legislador
389Algunos autores no han dudado en admitir igualmente que 
las mejoras voluntarias puedan ser gestionadas a través de planes 
de pensiones, SALVADOR PEREZ,F., "Las modalidades de previsión 
social voluntaria y sus relaciones con la Seguridad Social", VII 
Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo v 
Relaciones Laborales. Sevilla, 1991, pág.456; ALONSO OLEA,M. y 
TORTUERO PLAZA, J. L. , Instituciones de Seguridad Social, op. cit., 
pág.513, ed. decimocuarta; ALMANSA PASTOR,M., Derecho de la 
Seguridad Social, op. cit., pág.526, edi. séptima, 1991; DEL REY 
GUANTER,S.y GALA DURAN,C., "Las Mejoras Voluntarias...", op. 
cit., pág.875; ALEMANY ZARAGOZA,E. y MARTÍN LÓPEZ,M.P., "Los 
Planes de Pensiones del sistema de empleo como medida de 
protección social", Ar.S.. n°9, 1996, págs.56 y 57.
390MONEREO PÉREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e 
institucional... (I)", op. cit., nota 33, pág.615.
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vincula un instrumento de gestión, con sus propias
exigencias de solvencia, a las mejoras voluntarias que a 
su vez, exigen ser canalizadas con un contenido mínimo y 
un respaldo contractual, -Plan-.
9. Los Fondos de Pensiones son definidos como
"patrimonios creados al exclusivo objeto de dar 
cumplimiento a Planes de Pensiones, cuya gestión, custodia 
y control se realizarán de acuerdo con la presente Ley", 
-artículos 2 LPFP y 25.1 RPFP-. Carecen de personalidad
jurídica y sus recursos están afectos a las finalidades
predeterminadas en los planes adscritos391.
Como una primera aproximación a los mismos, cabe 
destacar que están constituidos principalmente por las 
aportaciones de los sujetos obligados, -cuotas de empresa 
y trabajadores en el sistema de empleo- las cuales, se han 
de incorporar inmediata y necesariamente en un fondo, 
siendo esta integración obligatoria un principio básico de 
todo plan de pensiones -art.5.e) LPFP y, 4.e) y 11 del 
RPFP-.
Plan y fondo están, pues, necesariamente unidos. No 
puede existir un plan de pensiones sin su fondo 
correspondiente, ni la situación contraria, si bien, ello 
no impide que un único fondo pueda instrumentar varios 
planes, e incluso pueda canalizar las inversiones de otros 
fondos -artículos 11.8 y 11.9 LPFP y, 26.3 y 27.2 RPFP-.
Sin perjuicio de un ulterior estudio sobre los mismos, 
debe destacarse, como ya se ha adelantado, que los fondos 
han de ser necesariamente externos a las empresas o
391Exposición de motivos de la LPFP y art. 25 del RPFP.
311
Planes v Fondos de Pensiones.
entidades promotoras de los planes; se trata, pues, de 
patrimonios separados e independientes de aquéllas392.
Por ello, como veremos, la gestión de los mismos se 
encomienda a una entidad gestora, que ha de cumplir 
determinados requisitos. Junto a ella, será otra entidad 
la depositarla de los fondos, no pudiendo coincidir ambas 
funciones en una sola entidad, salvo supuestos 
provisionales y muy excepcionales.
- Por último, la normativa de los planes y fondos de 
pensiones a fin de que puedan beneficiarse del régimen 
financiero y fiscal que la misma establece, exige la 
reserva de denominación de Planes de Pensiones 
exclusivamente a los que se establezcan según esta 
normativa, -art.1.2 LPFP-.
2 . - ELEMENTOS PERSONALES: LOS SUJETOS CONSTITUYENTES.-
10. La ley, en su artículo 3, distingue entre sujetos 
constituyentes y beneficiarios. A estos elementos 
personales, el Reglamento añade la figura del partícipe en 
suspenso -artículo 2.2-.
Son sujetos constituyentes de cualquier tipo de Plan: 
el Promotor del plan: tiene tal consideración
cualquier Entidad, Corporación, Sociedad, Empresa,
392Así, como mantiene Duque Domínguez, los fondos son, por la 
vía voluntaria, una respuesta complementaria al sistema básico 
de la Seguridad Social. Con ella se independizan -observando las 
garantías suficientes- los fondos de previsión de la suerte de 
la empresa, DUQUE DOMINGUEZ, J.F., "Notas delimitadoras y 
naturaleza jurídica de los fondos de pensiones", Régimen jurídico 
de.... op. cit., pág.56.
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Asociación, Sindicato o colectivo que insten a su 
creación o participen en su desenvolvimiento.
los participes: tienen esta consideración las
personas físicas en cuyo interés se crea el Plan con 
independencia de que realicen o no aportaciones.
Son beneficiarios, las personas físicas con derecho 
a la percepción de prestaciones, hayan sido o no 
partícipes.
Son partícipes en suspenso, aquéllos que han cesado 
en la realización de aportaciones, directa o 
imputada, pero mantienen sus derechos consolidados 
dentro del Plan, de acuerdo con las previsiones de 
éste.
Posteriormente, el artículo 4 de la LPFP, ya 
analizado, clasifica las diferentes modalidades de planes 
de pensiones én función de quienes sean, específicamente, 
los sujetos constituyentes.
Así, los planes del sistema de empleo, los identifica 
como aquéllos cuyo promotor es cualquier entidad, 
corporación, sociedad o empresa y cuyos partícipes son los 
empleados.
A) El Promotor.-
11. La generalidad con que se expresa la ley, permite 
la condición de promotor a todo tipo de empresas, lo que 
incluye tanto a privadas como públicas, incluso nada obsta
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a entender incluidas en este concepto, las cooperativas 
respecto de sus empleados, ni el empresario individual. 
Asimismo, también la Administración pública puede ocupar 
la posición de promotora de un Plan de pensiones.
Respecto a ésta, la propia LPFP, por las razones que 
ya se analizaron en otro momento, lo permite expresamente 
en su Disposición Final segunda393.
Aunque la referencia de esta disposición es, con 
carácter general, a las tres modalidades de planes de 
pensiones, obviamente se está pensando en el sistema de 
empleo y en la previsión complementaria no solo de 
empleados de empresas de capital mayoritariamente público, 
sino también del personal al servicio de las
Administraciones públicas, funcionarios o no394
12. Por otro lado en la identificación de la figura 
del promotor la ley exige que éste solo podrá serlo de un 
único plan al que exclusivamente podrán adherirse como 
partícipes los empleados de la empresa promotora
393"Los organismos a que se refiere la disposición adicional 
48* de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1986, podrán promover planes y fondos 
de pensiones y realizar contribuciones a los mismos, en los 
términos previstos en la presente Ley y desde su promulgación", 
vid. supra capítulo primero, II, n°22 y ss.
394Dos de las enmiendas presentadas al proyecto de Ley 
pretendieron que se especificara que tal posibilidad quedaba 
circunscrita a sus empleados y funcionarios, sin embargo no 
fueron admitidas. Enmiendas n°271 y n°384 de los Grupos Coalición 
Popular y Mixto, respectivamente, BOCG de 17/11/1986, op. cit.
Quizá para salvar la situación del supuesto en que una 
Entidad de Crédito, que podría como tal promover un Plan del 
Sistema Individual, entre dentro de los supuestos a que hace 
referencia el artículo 35.d) de la LPGE para 1986, al que se 
remite la Disposición Adicional cuadragésima octava de dicha Ley.
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Ello significa que la empresa, corporación, sociedad 
o entidad puede promover tan solo un único Plan y que éste 
debe abarcar tan solo a sus respectivos empleados.
Esta solución no tuvo una satisfactoria acogida395 ya 
que, como el tiempo ha demostrado, solo las grandes 
empresas se han aventurado a promover planes de pensiones 
para sus empleados.
Esta exigencia de exclusividad ha sido expresamente 
incorporada tras la modificación realizada por la LOSSP, 
aunque también, junto a ella por primera vez se regulan las 
primeras excepciones.
Estas excepciones son dos:
1) Se contempla la posibilidad de que empresas con 
menos de 250 trabajadores se agrupen a los efectos de 
promover un único plan de pensiones para todos sus 
trabajadores, -art.4.1.a), tercer apartado.-.
Sin perjuicio de que reglamentariamente se adapte la 
normativa de los planes de pensiones a las características 
propias de estos planes, respetando en todo caso los 
principios y características básicas contenidos en la ley, 
de la literalidad de este precepto se desprende que:
a) Se trata de planes que han de ser promovidos de 
forma conjunta. Es decir, no significa que las empresas con 
menos de 250 trabajadores puedan adherirse a un plan de 
pensiones ya promovido por otra u otras empresas, sino que 
a priori deben reunirse para proceder a promover y crear
395A1 proyecto de la Ley de planes y fondos de pensiones ya 
se le interpusieron enmiendas, destinadas a favorecer la creación 
de planes por grupos de empresas; Grupo Minoría Catalana, 
Enmienda n°132, BOCG de 17/11/1986, III Legislatura, Serie A, n° 
7-5.
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el plan. De esta manera se garantiza la intervención de una 
r e p r e s e n t a c i ó n  de todos los posibl es 
partícipes-trabajadores y empresas-promotoras en la 
negociación del contenido del mismo.
El desarrollo reglamentario de esta materia debería 
velar por una composición de la Comisión promotora de este 
tipo de planes que acoja a representantes elegidos por 
todas y cada una de las empresas afectadas.
b) Las materias sobre los métodos de determinación y 
garantías de aportaciones y prestaciones serán iguales para 
todos los partícipes, sin perjuicio de que las revisiones 
actuariales que en su caso procedan deban individualizarse 
para cada empresa.
2) La segunda de las excepciones previstas contempla 
la posibilidad de que los grupos de empresas promuevan un 
único plan para todos sus empleados, -art.4.1.a), cuarto 
apartado.-.
También en este caso la ley se remite al desarrollo 
reglamentario para adaptar la normativa general de los 
planes a las características propias de estos planes de 
grupos de empresas, respetando en todo caso los principios 
y características básicas establecidas en esta Ley.
Si bien, el tenor literal de este precepto exige:
a) Que un plan de grupo de empresas debe integrar 
todos los compromisos por pensiones de todas las empresas
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del grupo. Es decir, no cabe la posibilidad de crear un 
plan solo para algunas empresas del grupo, dejando a otras, 
que tengan establecidos compromisos por pensiones con sus 
trabajadores, fuera del mismo.
b) Asimismo se establece que las operaciones 
societarias o movimientos de empleados del grupo deberán 
considerar los derechos de los partícipes del plan del 
grupo.
Parece exigir que en el propio contenido del plan debe 
estar prevista las consecuencias de la movilidad de 
trabajadores dentro del grupo de empresas, de manera que 
no queden por ello mermados sus derechos como partícipes 
del plan. De hecho, posibilitar planes para grupos de 
empresas hará más fácil la movilidad de los trabajadores 
dentro del grupo, puesto que no será necesario la 
movilización del mismo a otro plan.
Sin duda, la creación de la figura de planes para 
grupos de empresas determinará la necesidad de que 
reglamentariamente se señale un concepto de grupos de 
empresas396. De hecho, la LPFP ya lo contempla, aunque a
396Según MONEREO, la expresión "grupo de empresas", es 
utilizada genéricamente por el artículo 4 de la LPFP, lo que 
permite acoger a las diversas categorías incluidas doctrinalmente 
en los dos bloques formados por los grupos de subordinación y 
grupos de coordinación; concepción amplia que sintoniza mejor con 
la utilidad de racionalizar el sistema de los planes de pensiones 
y de otorgar relevancia a los intereses del complejo empresarial 
en su conjunto, MONEREO PÉREZ,J.L., "Los Planes de Pensiones en
el sistema de protección social", VII congreso Nacional de 
Derecho del Trabajo y..., op. cit., pág.144
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otros efectos muy distintos, concretamente para evitar 
situaciones de concentración de riesgos, a través de la 
imposición de limitaciones, que se podrían derivar cuando 
las inversiones de los fondos se realicen en empresas que 
pertenezcan al mismo grupo de la empresa promotora.
A estos efectos, establece el artículo 16 de la LPFP, 
que, "se considerarán pertenecientes a un mismo grupo las 
sociedades que se encuentren en los supuestos contemplados 
en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores".
Este precepto ha sido dotado de nueva redacción por 
las modificaciones introducidas por la LOSSP, si bien su 
contenido anterior es, con escasa diferencia de matices, 
el acogido en el citado artículo 4 de la Ley del Mercado 
de Valores, al que ahora simplemente se remite. Según el 
mismo, se considerarán pertenecientes a un mismo grupo las 
entidades que constituyan una unidad de decisión porque 
cualquiera de ellas controle o pueda controlar, directa o 
indirectamente, las decisiones de las demás. A continuación 
se establecen determinadas circunstancias fácticas que 
corroboran la existencia del grupo, y que sin duda, salvo 
una nueva normativa en contra, determinarán igualmente la 
existencia del grupo a los nuevos efectos previstos en la 
Ley, es decir, para la promoción y creación de un plan de 
pensiones397.
397Se entenderá, en todo caso, que existe control de una 
entidad dominada por otra dominante, cuando concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:
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No obstante, de la literalidad de la ley no se 
desprende la obligación para los grupos de empresas de 
promover un plan con estas características, sino tan solo 
una posibilidad de la que pueden hacer uso. De otra parte, 
tampoco se exigen legalmente un número máximo de 
trabajadores en cada una de las empresas del grupo para 
poder promover su propio plan.
De hecho, tanto para los planes de grupos de empresas, 
como para los planes de elaboración conjunta, la ley 
presenta una regulación bastante parca dejando el resto en 
manos del RPFP. Quedan en el aire cuestiones como el 
concreto procedimiento de elaboración del plan, -aunque al 
respecto algo se añade en el artículo 9, como veremos-, la 
elección de la Comisión promotora y posterior Comisión de 
Control, la identificación de la figura del promotor 
especialmente en el supuesto de los planes de grupo de 
empresas, como uno solo o como tantos como número de 
empresas conformen el grupo, las consecuencias de la 
desaparición de alguna de las empresas, el aumento 
sobrevenido del número de trabajadores por encima de los 
250...etc.
a) Que la entidad dominante disponga de la mayoría de los 
derechos de voto de la entidad dominada, bien directamente, bien 
mediante acuerdo con otros socios de esta última.
b) Que la entidad dominante tenga derecho a nombrar o a 
destituir a la mayoría de los miembros de los órganos de gobierno 
de la entidad dominada, bien directamente, bien a través de 
acuerdos con otros socios de esta última.
c) Que al menos, la mitad más uno de los consejeros de la 
entidad dominada sean consejeros o altos directivos de la entidad 
dominante o de otra entidad por ella dominada..., -art.4 LMV-.
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B) Los Partícipes.-
13. Para poder promover un plan del sistema de empleo,
es necesario un presupuesto básico de vinculación entre
promotor y partícipes, la existencia de relación laboral.
El único requisito para ser partícipe es ser empleado 
del promotor del plan. En principio pues, y puesto que la 
ley no distingue, deben tener cabida todo tipo de empleados 
del promotor, independientemente de su tipo de contrato.
De la misma manera, si se trata de un plan de pensiones
promovido por alguna Administración pública, debe incluir 
tanto a empleados sujetos a relación estatutaria como a los 
sujetos por relación laboral.
No obstante, a pesar de que en principio todo tipo de 
empleado tenga derecho a adquirir la condición de partícipe 
del plan promovido por la empresa, ya adelantamos que la 
propia ley admite, como se tratará en el punto siguiente, 
que el plan limite el acceso a dicha condición, en función 
del parámetro de la antigüedad en la empresa.
3.- PRINCIPIOS BASICOS DE LOS PLANES DE PENSIONES.-
El artículo 5 de la LPFP establece los siguientes 
principios básicos que debe cumplir todo plan de pensiones:
A) Principio de no discriminación.-
14. Este principio parece adquirir en esta ley un 
significado diferente en función de la modalidad de plan
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de que se trate. Con carácter general se establece en este 
punto que:
- " Debe garantizarse el acceso como partícipe 
de un Plan a cualquier persona física que reúna 
las condiciones de vinculación o de capacidad de 
contratación con el promotor, que caracterizan 
cada tipo de contrato".
En principio, pues, se ha de garantizar el principio 
de igualdad en el acceso a un Plan de pensiones398, 
afirmación que de no aparecer en esta norma, no hubiera 
significado la posibilidad de transgredirla sin situarse 
en contra del principio de igualdad Constitucional.
Sin embargo, la LPFP concreta posteriormente, y define 
este principio con carácter particular para cada modalidad 
de plan. En realidad no hace sino especificar cuáles son 
esas condiciones de vinculación -para el sistema de empleo 
y asociado- y la capacidad de contratación -para el sistema 
individual- entre promotor y partícipes.
En estas definiciones no se añade nada respecto de los 
planes de pensiones del sistema asociado y del individual, 
respecto de los cuales, no hace sino proclamar una vez más 
el principio de igualdad en el acceso al Plan, ya protegido
398Como advierte SEDALES FIDALGO, el principio de no 
discriminación se manifiesta de forma ilimitada en su formulación 
inicial, siendo de aplicación siempre y cuando se intente impedir 
el acceso a un Plan de pensiones, ya sea a un trabajador -si es 
de la modalidad de empleo- ya sea a un asociado -si estamos ante 
un plan asociado- o, por fin, a cualquier persona física con 
capacidad jurídica plena -si es un plan individual-, SEDALES 
FIDALGO, J. , "El contenido del principio de no-discriminación en 
la regulación sobre planes y fondos de pensiones", R.T.S.S.. 
n°13, 1994, pág.89.
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por el artículo 14 del texto Constitucional399. Sin 
embargo, sí se introduce un elemento posible de desigualdad 
entre partícipes cuando se trata de un plan del sistema de 
empleo, supuesto en el que la vinculación entre promotor 
y partícipe viene determinada por la condición de empleado 
del segundo respecto del primero.
- Principio de No discriminación en el Sistema de 
Empleo.-
15. - "Un Plan del Sistema de Empleo será no
discriminatorio cuando la totalidad del personal 
empleado por el promotor con, por lo menos, dos 
años de antigüedad, esté acogido o en 
condiciones de acogerse al citado Plan", -art.
5.1.a) LPFP-.
Esto significa, que al empleado con menos de dos años 
de antigüedad puede vetársele la adhesión al plan, sin que
399Respecto a ambas modalidades, la ley se expresa de la 
siguiente manera:
"Un Plan del Sistema Asociado será no 
discriminatorio cuando todos los asociados de la 
Entidad o colectivo promotor puedan acceder al Plan en 
igualdad de condiciones y de derechos".
La vinculación entre partícipe y promotor es pues la 
condición de socio respecto del colectivo promotor, y no cabe 
establecer condiciones distintas de acceso al Plan entre todos 
los asociados.
"Un Plan del Sistema Individual será no 
discriminatorio cuando cualquier persona que
manifieste voluntad de adhesión y tenga capacidad de 
obligarse pueda hacerlo en los términos contractuales 
estipulados para cualquiera de los miembros 
adheridos".
En este caso, el colectivo susceptible de ser partícipe 
englobará todo aquél que tenga capacidad de contratación con el 
promotor, según los términos estipulados en el Plan, sin 
posibilidad tampoco de establecer distinciones discriminatorias 
dentro del citado colectivo.
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por ello el plan resulte discriminatorio. A esta 
afirmación, el RPFP viene a añadir, quizá con ánimo solo 
aclaratorio, si bien induce a ciertos problemas de 
interpretación, que:
- "Cualquier Plan del Sistema de Empleo podrá 
prever en su formulación el acceso de empleados 
con una antigüedad inferior a los referidos dos 
años", -art. 5.1 RPFP-.
16. Desde nuestro punto de vista esta aclaración no 
era necesaria y solo lleva a error. Desde el momento en que 
rige con carácter general para todo tipo de planes, el 
principio de no discriminación en el acceso al plan, la 
referencia a los dos años de antigüedad que hace la Ley, 
no persigue sino establecer una excepción, a la regla 
general de no discriminación, para el sistema de empleo. 
Excepción que responde a la idea de cierta estabilidad o 
permanencia en la empresa como un límite, relativamente 
razonable, al principio de no discriminación en el acceso 
a un plan que, habitualmente, será financiado en parte por 
la propia empresa.
Pero en todo caso, debemos partir de que dicha 
afirmación legal no es automática, sino que es una 
excepción que operará en la práctica sólo si se ha previsto 
expresamente en el reglamento del plan. Razonamiento 
avalado, por un lado, por los propios términos en que se 
expresa el artículo 5.a) de la LPFP ya transcrito, del que 
se deriva que el trabajador con dos años de antigüedad 
puede ya encontrarse acogido y no solo en condiciones de 
acogerse al Plan, y por otro lado, porque entre las 
especificaciones que constituyen el contenido mínimo de un
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plan de pensiones, está la determinación del ámbito 
personal del mismo, así como las normas relativas a altas 
y bajas de los partícipes, -art.6.1.a) y h)-.
Sin embargo, obsérvese que lo que parece exigir el 
RPFP es que se prevea expresamente la situación contraria, 
es decir, la posibilidad de acceder al plan sin necesidad 
de antigüedad mínima o con una antigüedad inferior a dos 
años. Cuando lo que se está haciendo es, dejar a la 
disposición de las partes, la decisión del límite temporal 
dentro del marco de dos años que la ley establece, como una 
práctica que debe expresarse en el plan para ser efectiva.
Algunos autores han entendido que con este precepto 
reglamentario se permite distinguir entre colectivos dentro 
de la misma empresa en cuanto a las específicas condiciones 
de antigüedad para el acceso al Plan, permitiéndose en 
consecuencia, que el colectivo que el Plan determine pueda 
acogerse al mismo antes de los dos años de antigüedad 
frente al resto del personal400, -recuérdese que este 
precepto se refiere a "empleados" y no a la totalidad de 
la plantilla, como hace la ley-. Y esto, según Escudero401, 
podría tener efectos positivos para los trabajadores con 
contratos temporales de duración inferior a los dos años.
Ahora bien, admitir esta interpretación supone, en 
primer lugar, admitir que por vía reglamentaria, se está 
violando el principio de no discriminación en el acceso al 
Plan que la ley establece referido a toda la plantilla
^REGUERO CELADA, J. , "Aspectos jurídico-laborales de los
Planes y Fondos de Pensiones", R.L.. n°4, 1995, pág.28; ESCUDERO 
RODRIGUEZ, R., Legislación: Noviembre 1988, Comentario al
Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, op. cit., pág.70.
^ESCUDERO RODRIGUEZ, R., Ibidem, pág.70.
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pues, entender el requisito de dos años como una exigencia 
normativa que solo puede dispositivizarse para un 
determinado colectivo es, indiscutiblemente, una brecha que 
deja inoperante el verdadero sentido del principio de no 
discriminación en el acceso al Plan que declara la ley; y 
en segundo lugar, con ello no se hace sino fomentar la 
situación contraria a la esperada -que sería la deseable- 
por el profesor Escudero, ya que contamos hoy día con la 
vigencia de Planes de pensiones que contemplan el requisito 
de los dos años de antigüedad solo para los trabajadores 
temporales, frente a la plantilla fija.
En conclusión, según nuestra interpretación, partimos 
de que la ley admite, como excepción y si así se prevé en 
el correspondiente plan, limitar el acceso al mismo en 
función de la antigüedad en la empresa, con un límite 
máximo de dos años, a partir de los cuales no cabe 
establecer ninguna excepción. Y a ello debemos añadir que 
la regla que se adopte en el plan debe, a su vez, ser 
aplicable por igual a todos los empleados que se encuentren 
en esa situación, pues, de admitir lo contrario, sí 
estaríamos ante un supuesto claramente discriminatorio.
Además, es indiscutible que la regulación legal tendrá 
por sí sola efectos discriminatorios que, una vez más, los 
afectados serán los trabajadores temporales, no solo porque 
la perspectiva de los mismos condicione su voluntad de 
adhesión al Plan, sino también porque viene a coincidir con 
la media de duración de los actuales contratos por tiempo
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determinado402. Solo por la vía de la negociación colectiva 
puede presionarse para conseguir una regulación en la que 
no se contemple o al menos, se reduzca, el período de 
espera de dos años para el acceso al Plan que la LPFP 
permite. En estos casos, la rotación de trabajadores 
temporales en la empresa.supondrá igualmente, -salvando la 
voluntad del trabajador-, la rotación de partícipes en el 
Plan, continuas altas y bajas para las que la figura de los 
planes de pensiones, por su pormenorizada regulación, se 
encuentra preparada.
En efecto, la posibilidad de movilizar los derechos 
consolidados a otro fondo en los supuestos de cesación de 
la relación laboral está prevista en la normativa de los 
planes, y puesto que, concurren otros principios como el 
de atribución de derechos o como también veremos, el 
sistema de capitalización es el único posible como sistema 
financiero de esta institución, en principio las bajas de 
los partícipes en los planes no debe perjudicar el derecho 
del resto de partícipes del Plan.
^En los casos en que se permite una duración máxima de tres 
años, el efecto de las prórrogas propicia la incertidumbre del 
trabajador de llegar al máximo. Actualmente, según el artículo 
17.3 del ET, la duración de los contratos realizados como medida 
de fomento del empleo no podrá exceder de tres años. El actual 
programa de fomento de empleo para 1997, declara aplicable el 
programa regulado en el art.44 de la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y de orden 
social, - Disposición Adicional Sexta de la Ley 13/1996, de 30 
de diciembre-, También tiene este límite máximo el contrato de 
lanzamiento de nueva actividad, -art. 15.1.d) del ET-.
Por otro lado, existen contratos temporales que pueden 
superar el período de tres años, como el de aprendizaje según lo 
establecido en el artículo 11.2 c) del ET, el de obra o servicio 
determinado y el de interinidad -art. 15.1 a) ye)-.
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17. Por tanto, los trabajadores temporales no son 
mencionados ni en la LPFP ni el RPFP, con lo cual, como ya 
se ha señalado, el tratamiento de acceso que contenga el 
Plan debe ser aplicado con carácter general a toda la 
plantilla, tal y como se deriva expresamente del artículo
5.1.a). A pesar de ello, el Tribunal Supremo ha tenido 
ocasión de pronunciarse al respecto, manteniendo una 
doctrina favorecedora de un tratamiento desigual entre 
ambos colectivos de trabajadores, fijos y temporales.
En efecto, la referencia a los trabajadores temporales 
que no hace la ley, la ha hecho la jurisprudencia con 
ocasión de dar solución al recurso planteado contra el Plan 
de pensiones del Banco Exterior de España, cuyo Reglamento 
es discriminatorio para los trabajadores temporales de 
dicha Entidad, según los recurrentes403. En el citado Plan, 
entre otras cosas, se establece como requisito para que los 
trabajadores temporales puedan acceder al mismo, que reúnan 
dos años de antigüedad en la empresa; en cambio, dicho 
requisito no se exige a los trabajadores fijos.
El Tribunal admite, en primer lugar, que la diferencia 
de trato entre trabajadores, que el artículo 5.1.a) 
permite, está referida al criterio de la antigüedad, pero 
a continuación se plantea si el tipo de vinculación a una 
empresa mediante contrato temporal o por tiempo indefinido 
es un criterio razonable de distinción a efectos de acceso 
a un plan de pensiones del sistema de empleo, concluyendo 
en que así es, pero no a través de la interpretación de
^STS de 26 de enero de 1993, (Ar.270), desestimatoria del
recurso de casación interpuesto por la Federación Estatal de 
Banca y Ahorro de Comisiones obreras -FEBACO-, contra la SAN 
102/1991 de 3 de julio.
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aquella concreta disposición, sino de la primera parte del 
citado precepto que, como se recordará, establece con 
carácter general el principio de no discriminación para 
todo tipo de Planes, -del sistema de empleo, asociado e 
individual-, garantizando el acceso a los mismos a 
cualquier persona física que reúna las condiciones de 
vinculación o de capacidad de contratación, que 
caracterizan cada tipo de contrato.
Así, el Tribunal Supremo entiende que, en lo que 
concierne a la contratación de trabajo, " no son 
indiferentes para el acceso a un plan de pensiones las 
condiciones de vinculación de trabajadores fijos y 
trabajadores temporales, teniendo en cuenta que éste es un 
instrumento de ahorro a largo plazo en el que... cuentan 
significativamente las previsiones de duración del vínculo 
contractual".
Desde nuestro punto de vista esta interpretación no 
se ajusta al sentido del precepto. La condición de 
vinculación entre partícipe y promotor que caracteriza al 
Sistema de Empleo -como uno de los tres tipos de contrato 
o Planes-, es la de empresa y trabajador empleado de la 
misma. La Ley no distingue, pudiendo haberlo hecho, entre 
modalidades del contrato laboral y claramente admite como 
única distinción posible entre la totalidad de los 
empleados, la basada en el criterio de la antigüedad y en 
términos, como hemos visto, muy precisos.
Como afirma GONZALEZ ORTEGA, lo relevante para la LPFP 
y el RPFP es, más que la naturaleza temporal o no del 
contrato, la existencia de un mínimo tiempo de vinculación 
a la empresa;.. .por lo tanto... lo lógico es exigir la
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antigüedad para todos los trabajadores, y no limitarla. . .a 
sólo los contratados temporalmente404.
Por otro lado, hay que destacar respecto de este 
precepto que la redacción original del mismo en el proyecto 
de ley era más restringida405, y que la mayoría de los 
Grupos parlamentarios que intervinieron establecieron 
distintas enmiendas al mismo406, de entre las que cabe 
destacar la n°5, -Grupo Mixto-, que proponía la siguiente 
redacción: "Un Plan del Sistema de empleo será no
discriminatorio cuando la totalidad del personal empleado
^GONZALEZ ORTEGA, S., "Planes y Fondos de pensiones:
algunos aspectos de su régimen jurídico. Comentario a la 
Sentencia de la AN 102/1991 de 3 de julio", R.L. (La Lev) . Tomo
I, 1992, pág.494.
^"Un Plan del Sistema de Empleo será no discriminatorio 
cuando al menos el 90 por ciento del personal empleado por el 
Promotor con, por lo menos, dos años de antigüedad, esté acogido 
o en condiciones de acogerse al citado Plan", BOCG de 9/5/1986, 
núm.200-1.
La literalidad de este precepto podría haber llevado a 
interpretar que, además del criterio de la antigüedad en la 
empresa, el acceso al Plan podría limitarse por otros criterios, 
siempre que se garantizara que el noventa por ciento del personal 
empleado con al menos dos años de antigüedad, estuviera acogido 
o en condiciones de acogerse al Plan.
^Salvo la excepción del Grupo Parlamentario Vasco -enmienda 
n°45- que pretendía posibilitar planes por sectores individuales 
de plantilla, reduciéndolo al 20 por ciento solo de la plantilla 
fija, el resto sustituyen la referencia a un porcentaje 
determinado por la alusión vigente a la "totalidad de la 
plantilla", -enmiendas n°5, 81 y 102, Grupo Mixto, Izquierda
Unida y Grupo Socialista, respectivamente-. Junto a estos Planes 
generales para la totalidad de la plantilla, algunos Grupos 
pretendían la posibilidad de Planes para grupos homogéneos de 
empleados según su categoría laboral, -enmiendas n°135, 198 y
278, Grupos Minoría Catalana, Coalición Popular y CDS, 
respectivamente-, BOCG de 17/11/1986.
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por el promotor con carácter fijo o el personal con 
contratos de carácter temporal con un año de antigüedad 
esté acogido o en condiciones de acogerse al citado plan".
Entre ésta y el resto de enmiendas a este precepto, 
se opta por una redacción legal que no admite distinciones 
por razón de la modalidad de contrato, que se refiere a 
empleados, sin más, y que admite tan solo un criterio de 
distinción entre todos ellos, el de la antigüedad en la 
empresa.
Sin embargo, puede ocurrir en la práctica, como ya 
hemos apuntado que, actuando dentro de la legalidad y 
optándose en un determinado Plan por exigir una antigüedad 
de dos años a toda la plantilla, resulte a fin de cuentas 
que los discriminados sean los trabajadores temporales 
porque la duración de su contrato no los rebase. Es cierto 
que el Plan se nutrirá en la gran mayoría de ocasiones por 
aportaciones de la empresa y que a ésta no interesa 
soportar la carga que suponga un trabajador que no 
continuará en la misma, pero también es cierto que las 
condiciones retributivas del personal temporal serán las 
mismas que disfruten los fijos, y la existencia de un Plan 
de pensiones en una empresa condicionará, sin duda alguna, 
el nivel salarial del personal de toda la empresa. Además, 
una institución de previsión complementaria como es ésta, 
en la que las aportaciones al fondo constituyen derechos 
consolidados para los trabajadores, susceptibles de ser 
transferidos a otros fondos en los supuestos de extinción 
de la relación laboral, soluciona el problema de los 
trabajadores temporales frente a la previsión social
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complementaria y por ello el Tribunal Supremo no debería 
haber admitido esta desigualdad.
Otra cosa es entender, como ha hecho el Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana407, que el 
término empleados no abarca, si nada se especifica en el 
Plan, a aquellos trabajadores que se encuentren en 
situación de excedencia voluntaria y sin derecho a reserva 
de puesto de trabajo en el momento de la constitución del 
Plan. Esta decisión entra dentro de toda lógica, por 
cuanto, el reingreso de estos trabajadores es eventual y 
depende de la manifestación de voluntad al respecto y de 
la existencia de vacantes.
18. Siguiendo con el principio de no discriminación 
en el sistema de empleo, la LPFP admite otra excepción, o 
lo que es lo mismo, contempla la legalidad de un 
tratamiento desigual entre los trabajadores de una empresa, 
esta vez no en el terreno del acceso al Plan, sino en el 
de las aportaciones del promotor, a través de la existencia 
de subplañes.
Previamente a la reforma operada por la LOSSP, la 
posibilidad de establecer subplanes dentro de un mismo plan 
fue introducida por el RPFP, -art.5.3- suponiendo una clara 
extralimitación en la potestad reglamentaria, ya que la Ley 
no contenía la más mínima referencia sobre el particular. 
Seguramente por esta razón, en la modificación de la LPFP 
se incluye por fin la figura de los subplanes, y se 
establece en el último apartado del artículo 4.1.a) -ya que
^Sentencia de 2 de marzo de 1993, -Ar.S. 1642-, F.D° 
segundo, apdo. 2.c).
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es una característica propia tan solo de los planes del 
sistema de empleo-. Según este precepto,
- "Dentro de un mismo Plan de Pensiones del sistema 
de empleo será admisible la existencia de subplanes, 
incluso si éstos son de diferentes modalidades o articulan 
en cada uno diferentes aportaciones y prestaciones. La 
integración del colectivo de trabajadores o empleados en 
cada subplan y la diversificación de las aportaciones del 
promotor se deberá realizar conforme a criterios acordados 
en negociación colectiva".
Así, se permite que la empresa realice aportaciones 
diferenciadas para determinados colectivos, si bien parece 
desprenderse del precepto que, tanto la especificación del 
concreto colectivo, como la concreta aportación del 
promotor a los mismos, debe realizarse conforme a criterios 
acordados en la negociación colectiva.
Dos son los aspectos fundamentales que cabe destacar 
de este precepto:
-en primer lugar, el más importante, es la referencia 
a la negociación colectiva para solventar un aspecto de 
contenido de los planes de pensiones, la posible existencia 
de subplanes. Estos, en tanto que suponen articular 
criterios de distinción entre los colectivos de una misma 
empresa, requieren del refrendo de toda la empresa, a- 
través de la negociación colectiva. Asimismo parece 
desprenderse la exigencia de que tal negociación, en cuanto 
que implica la intervención de toda la plantilla, debe
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gozar de eficacia general, es decir, ha de producirse 
dentro de un convenio colectivo estatutario.
Se desprende no solo por la utilización del término 
"negociación colectiva" frente la sola referencia a 
acuerdos con el personal de la empresa, -siguiendo la 
terminología del ET, ejemplo:art.22.1-, sino también de los 
términos en que se expresa el Reglamento, cuando establece 
que "Cada subplan integra un colectivo de la plantilla 
total que se verá afectado por unas especificaciones 
diferenciadas dentro del correspondiente Plan de 
Pensiones.. . ".
- en segundo lugar, hay que tener en cuenta que la 
incorporación de la figura de los subplanes a la Ley, con 
esta única regulación, permite que los criterios en los que 
se debe fundamentar la diferenciación de las aportaciones 
de la empresa, dejen de ser tasados, como lo venían siendo 
en la regulación del Reglamento. Es decir, de la Ley se 
desprende actualmente, que tales criterios se acordarán en 
la negociación colectiva, mientras que en la normativa 
anterior, los criterios sobre los que había que basar las 
diferencias los proporcionaba el Reglamento, y debían ser 
aceptados por la plantilla como resultado de la negociación 
colectiva.
Tales criterios, en tanto que actuarán sin duda como 
referencia para las partes negociadoras, son los 
siguientes:
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a) - Edad del partícipe.
Ello permitirá que aquellos empleados con una edad 
cercana a la de jubilación, en el momento de la 
formalización del Plan, puedan obtener de la empresa una 
mayor aportación al mismo que el resto de trabajadores, sin 
perjuicio de mantenerse dentro del límite máximo de 
aportaciones, fijado actualmente en 1.000.000 de pesetas 
anuales -art.5.3 LPFP-. Aunque, las modificaciones 
introducidas en la LPFP, por la LOSSP, además de elevar el 
tope máximo, que venía fijado en 750.000 pesetas/año, 
establece que reglamentariamente pueden establecerse 
cuantías superiores para aquellos partícipes a los que por 
su edad dicha cantidad les resulte insuficiente.
b) - Salario según convenio, retribuciones satisfechas 
en concepto de rendimientos de trabajo o diferencias entre 
dichas retribuciones y las bases de cotización al sistema 
público de pensiones.
Este criterio permite que la empresa pueda beneficiar 
tanto a los trabajadores de rentas más bajas, como a los 
de rentas más altas.
En este punto, se acentúa el carácter complementario 
estricto que pueden tener los planes de pensiones respecto 
de la Seguridad Social, pues, realizando la empresa mayores 
aportaciones para los trabajadores de menores rentas, 
garantiza que la prestación futura de éstos se acerque o 
iguale a la del resto de trabajadores de salario medio- 
alto, los cuales cotizan más al sistema público de
334
Planes v Fondos de Pensiones.
pensiones y por ello, en principio, obtendrán en el futuro 
mejores pensiones.
A la vez, permitirá que la empresa pueda aportar más 
para los trabajadores de rentas altas que, por estar 
sujetos a los límites del sistema de cotización a la 
Seguridad Social, no coticen por su salario real, lo cual 
se traduce en el momento de obtener la pensión pública en 
una disminución de ingresos.
Esta modalidad recuerda a las mejoras voluntarias por 
aumento de las bases de cotización, desaparecidas con la 
Ley de 1972 que aproximó, base de cotización y salario 
real, en condiciones tales que ambos parámetros pueden 
coincidir -lo que ocurre cuando se trata de rentas medias 
dentro de un grupo de cotización-, o pueden no coincidir 
-rentas bajas, por debajo del mínimo de cotización y rentas 
altas, por encima de la base máxima de cotización-. En este 
caso en que no coinciden, la insuficiencia de la Seguridad 
Social será más acusada para quienes sus salarios reales 
superan el límite máximo de cotización.
En definitiva, por medio de este criterio las 
aportaciones del promotor pueden adecuarse a las 
características reales y propias de cada colectivo de 
trabajadores dentro de la empresa, en función de las 
perspectivas futuras de los mismos respecto del sistema 
público de pensiones.
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c) - Servicios pasados, entendiendo por tales los 
prestados con carácter previo a un momento determinado.
Resulta ciertamente complicado entender qué quiere 
decir el Reglamento cuando se refiere a servicios pasados. 
Esta terminología es también utilizada por la Ley en el 
apartado seis de su disposición transitoria primera, para 
referirse al modo de cuantificación de los mismos y a su 
régimen fiscal, en los supuestos de transformación o 
adaptación a esta ley, de sistemas de previsión análogos 
que tuvieran establecidos las empresas.
Esta disposición transitoria establece el régimen de 
transición en los supuestos en que la empresa decida 
transformar su actual sistema de previsión en un plan de 
pensiones, y actualmente ha sido sustituida por la 
Disposición Transitoria Decimoquinta de la LOSSP, que es 
la que regula, como ya vimos en su momento, el régimen 
transitorio de acomodación de los compromisos por pensiones 
mediante planes de pensiones. Igual que en el régimen 
transitorio anterior, en el vigente se regula el 
procedimiento de integración de fondos que tuviera 
constituidos para hacer frente a las obligaciones de 
previsión con sus trabajadores, en el fondo de pensiones 
que se pretende establecer.
En este procedimiento de integración se diferencia 
entre los derechos de los sujetos pasivos, -jubilados o 
beneficiarios de prestaciones frente a la empresa-, y los 
derechos del personal activo al momento de la formalización 
del plan, refiriéndose a éstos como derechos por servicios 
pasados. Se establece, respecto de los primeros, la
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posibilidad de incluirlos dentro del mismo plan o concertar 
un seguro408.
Y respecto de los activos, remite a desarrollo 
reglamentario la determinación de las normas actuariales 
para la cuantif icación de los mismos, el proceso de 
transferencia patrimonial al nuevo fondo...etc.
En definitiva, la expresión servicios pasados no está 
referida a derechos adquiridos -como sí podríamos deducir 
si se tratara de personal pasivo-, sino a derechos en curso 
de adquisición, sobre los que ya se han realizado 
aportaciones.
Resulta, pues, coherente, la posibilidad de que este 
colectivo, -que siempre será un colectivo transitorio, en 
tanto que derivado de un régimen de transformación del 
sistema de previsión social de la empresa en un plan de 
pensiones del sistema de empleo- sea agrupado y reciba unas 
aportaciones de la empresa específicas, en función de los 
derechos que ya ostentaban en curso de adquisición y con 
la finalidad de respetarlos.
De hecho, establece esta Disposición Transitoria 
Decimoquinta de la LOSSP, que "las aportaciones precisas 
para la cobertura de los mencionados servicios pasados 
estarán exceptuadas del límite máximo de aportación 
individual recogido en el artículo 5, apartado 3, de la Ley
^En la regulación transitoria originaria de la LPFP las 
posibilidades para la empresa respecto de los que ya eran
beneficiarios de pensiones eran, incluirlos en un plan
independiente, asumir directamente el cargo o concertar un
contrato de seguro, posibilidades todas ellas con ciertas
ventajas fiscales para la empresa.
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8/1987, de 8 de junio, reguladora de planes y fondos de 
pensiones".
d) - Complemento requerido sobre prestación del 
sistema público de pensiones, hasta cubrir la totalidad o 
una fracción de la última remuneración activa, o del 
promedio de las últimas remuneraciones activas para el 
período que fije el Plan de Pensiones.
Este puede ser otro de los criterios que fundamente 
una diferenciación de aportaciones por parte de la empresa 
respecto de sus empleados. Una vez más es tenida en cuenta 
la pensión básica para ser complementada atendiendo a un 
resultado, obtener la futura pensión de manera que, la 
básica junto a la complementaria, derivada del plan, 
representen conjuntamente un auténtica renta de sustitución 
de las remuneraciones reales del trabajador.
Recuérdese que el segundo de los criterios expuestos 
más arriba viene a cumplir la función que, en su día, 
tuvieron asignadas las mejoras voluntarias por aumento de 
las bases de cotización. En este caso, en cambio, se trata 
de adoptar el papel esencial que juegan las mejoras 
directas de prestaciones.
Esta diferenciación está, pues, destinada a aquellos 
trabajadores cuya pensión básica final no alcance los 
niveles reales de sus rentas de activo, situación derivada 
de los límites a que están sujetas las pensiones públicas 
-topes máximos de cotización y topes máximos de pensión-.
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Se trata por tanto de aportaciones de empresa que 
podrán variar en función de las variaciones que experimente 
la normativa legal de la Seguridad Social, en punto a 
prestaciones de jubilación, viudedad y orfandad.
e) - Aportaciones directas del propio partícipe.
Es el último de los criterios que podían generar 
diferencias de aportación por parte de la empresa. Parece 
permitir que aquellos trabajadores que voluntariamente lo 
deseen puedan realizar aportaciones adicionales. O incluso 
pueda estar pensando este criterio en aquellos planes en 
los que se exime a los trabajadores de aportación alguna 
y toda la carga del sistema de previsión es llevada por la 
empresa.
19. La posibilidad de crear subplanes fue criticada 
por la doctrina y tachada de dudosa legalidad, puesto que 
fueron en un principio una creación reglamentaria409. Sin 
embargo, si bien es cierto que puede permitir adaptar el 
plan a las concretas necesidades de determinados 
colectivos, a la vez, podría introducir elementos 
discriminatorios dentro de todo el colectivo de 
empleados410. Práctica que ha de intentar evitarse a través 
de la negociación colectiva, elemento imprescindible para 
crear subplanes dentro de un mismo plan.
409MONEREO PEREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e 
institucional... (II)", op. cit., pág.61.
410Vid. MERAYO RAMOS, M. , "La Perspectiva de UGT ante la Ley 
y el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones", Los Planes v 
Fondos..., op. cit., pág.61.
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De hecho, la base de los criterios establecidos 
reglamentariamente, tal y como ha sido argumentada más 
arriba para cada uno de ellos, no debería plantear 
problemas de discriminación; más bien está posibilitando 
la adecuación al caso concreto de un colectivo homogéneo 
de trabajadores y el funcionamiento de la institución como 
estrictamente complementaria de las prestaciones básicas 
de la Seguridad Social. Y a esta finalidad deberán 
adecuarse los criterios de diferenciación dentro del 
colectivo total de la empresa, que pudiera fijar la 
negociación colectiva, so pena de resultar 
discriminatorios.
Ahora bien, como afirma REGUERO CELADA411 ya no 
resulta tan razonable desde el punto de vista de la no 
discriminación, que el RPFP permita que un mismo trabajador 
pueda adscribirse a más de un Subplan, -art. 5.4-, en tanto 
que se está concediendo un "trato de favor" a aquellos 
colectivos más privilegiados de la empresa que ostentan más 
poder adquisitivo en su nivel salarial.
B) Principio de Capitalización.-
20. El segundo de los principios básicos que debe 
regir un plan de pensiones, es el de capitalización, -art. 
5.1.b)-. Es decir, el sistema financiero del plan solo cabe 
insertarlo en un sistema de capitalización, lo que 
significa que, para un trabajador determinado, la cuantía
411REGUERO CELADA, J. , "Aspectos jurídico-laborales. . . ", op. 
cit., pág 32.
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de las prestaciones estará en función, estrictamente, de 
sus aportaciones -junto con las del promotor que le sean 
imputables- y de la rentabilidad del fondo.
El sistema de capitalización, como sistema financiero 
de pensiones, es el contrapunto del sistema de reparto, que 
rige actualmente para el Sistema público de la Seguridad 
Social. Este último está basado en el principio de 
solidaridad intergeneracional, mientras que en el de 
capitalización podríamos lo más, llegar a hablar de una 
solidaridad corporativa.
El Fondo de capitalización se basa en que a los 
miembros del mismo se les asigna el pago de unas cuotas 
periódicas, cuya acumulación originará un capital o 
patrimonio que, debidamente invertido, y a través de los 
cálculos actuariales pertinentes, vinculados a la 
rentabilidad previsible y a las probabilidades de vida de 
los beneficiarios, permitan cubrir las prestaciones 
acordadas a sus beneficiarios412.
La falta de solidaridad general es uno de los puntos 
críticos de un sistema de capitalización, de ahí la 
negativa a que sea éste el utilizado en el terreno de la 
Seguridad Social pública, donde sin duda, es más apropiado 
un sistema de reparto413.
412RABADAN FORNIES, M., Lo s  Fondos de Pensiones. su 
futuro.... op. cit., pág.185.
413Uno de los puntos más debatidos hoy día respecto de la 
crisis en que está inmersa la Seguridad Social Española, es la 
posibilidad de sustituir su actual sistema financiero de Reparto, 
por uno de Capitalización. El primero se caracteriza por ser un 
sistema de financiación a corto plazo en el que las generaciones 
actuales soportan, mediante sus cotizaciones, el coste derivado 
del pago de las prestaciones a realizar en el mismo período. El 
segundo, en cambio, es un sistema de ahorro a largo plazo en el
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Sin embargo, en el nivel complementario, siendo, como 
en el caso de los planes y fondos de pensiones, un sistema 
privado de pensiones, el sistema de capitalización está 
dotado de mayores garantías414. De hecho la ley lo ha 
impuesto a las Entidades de Previsión Social y es el 
sistema recomendado para estos supuestos desde la esfera 
comunitaria415.
La LPFP delega en la regulación reglamentaria la 
tipología y condiciones de aplicación de los sistemas de 
capitalización, pero exige, o bien el aseguramiento de los
que las cuotas aportadas se acumulan constituyendo un capital 
que, junto con los intereses que devengue, quedará afecto a la 
cobertura de las prestaciones.
La doctrina científica concluye en que el Sistema público 
de Seguridad Social debe continuar financiándose por el sistema 
de Reparto por el carácter solidario del mismo. Además, un 
estudio realizado sobre los costes que supondrían hoy día su 
sustitución por el de Capitalización, arroja un resultado 
económicamente inviable.
Vid. al respecto: ROSADO SANTURINO, G. , "La Financiación del 
Sistema Español de Seguridad Social", Legislación y Comentarios 
sobre Derecho del Trabajo y Seguridad Social, Estudios 
Financieros, R.T.S.S.. n°148, 1995, pág.73 y ss.
414"La necesidad de la perpetuidad del sistema de previsión, 
y la continua exigencia de nuevas afiliaciones, que caracterizan 
el sistema de reparto, lo convierten en un mecanismo actuarial 
inadecuado para sostener un sistema complementario de pensiones", 
POVEDA DIAZ, A., "Los Sistemas Complementarios de Pensiones: 
marco internacional y su regulación en España", Información 
Comercial Española. n°630-631, 1986, pág.96.
415,1 El método de financiación de reparto no es adecuado para 
las pensiones de jubilación profesionales organizadas a nivel 
empresarial o sectorial o para una profesión particular, donde 
las fluctuaciones en el número potencial de afiliados puedan ser 
importantes; los sistema de capitalización, -en cambio-, parecen 
ser inmunes a los cambios que experimente su número de miembros 
activos..."; Comunicación de la Comisión de las Comunidades 
Europeas, de 6 de septiembre de 1991, publicada en R .T .S.S.. 
abril-junio, 1991, pág.189.
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riesgos, o bien la constitución de reservas patrimoniales 
adicionales para garantizar la viabilidad del Plan, 
aspectos todos ellos abordados por el RPFP en su artículo 
8. Las últimas modificaciones introducidas en el artículo 
8 de la LPFP, sin embargo, han supuesto un reforzamiento 
de las garantías, -así como un acercamiento, no solo 
terminológico, a las exigidas a las compañías aseguradoras- 
exigiéndose para todo Plan de Pensiones fondos de 
capitalización, provisiones matemáticas y provisiones 
técnicas suficientes para el conjunto de compromisos del 
Plan, así como un margen de solvencia compuesto por 
reservas patrimoniales necesarias para compensar las 
eventuales desviaciones que por cualquier causa pudieran 
presentarse, sin perjuicio de la posibilidad de asegurar 
los fondos a través de compañías aseguradoras.
21. Por otro lado, el artículo 8 del RPFP distingue 
entre la posibilidad de instaurar un sistema de 
capitalización colectiva o individual, especificando que 
los sistemas de capitalización colectiva únicamente serán 
posibles en la modalidad de planes del sistema de empleo. 
Se trata, tal y como se afirma en la Exposición de Motivos 
del RPFP, del intento de introducir ciertos criterios de 
solidaridad intergeneracional que permitan la entrada en 
el Plan de personas de edad avanzada, y, en términos de 
coste económico, este sistema contribuye a la mejor 
implantación de un Plan en el ámbito de una empresa.
Así, si en esta materia se desea la defensa de ciertos 
criterios de solidaridad, la implantación de la
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capitalización colectiva deberá constituir uno de los 
objetivos del sindicalismo416.
La diferencia básica entre uno y otro es la presencia 
de criterios de distribución en la capitalización 
colectiva, es decir, se flexibiliza el sistema integrando 
ciertos elementos de carácter mutualista o de solidaridad 
intergeneracional en favor del colectivo total que integra 
el Plan, y se permite así la inclusión en el Plan de 
colectivos con edades avanzadas y con mínimos tiempos de 
cotización para generar sus pensiones correspondientes417.
Por otro lado, cabe destacar la pormenorizada 
regulación que el RPFP hace respecto de las normas 
actuariales, que cuentan con un desarrollo normativo 
específico al que el propio RPFP se remite en algunos de 
sus preceptos. Así, la Orden de 21 de julio de 1990418, con 
una voluntad clara de homogeneizar en lo más posible todo 
lo referente a magnitudes económicas, criterios 
financieros...etc., establece las normas básicas de los 
criterios actuariales que rodean la figura de los Planes 
de pensiones: las bases técnicas sobre las que se debe
asentar todo Plan, que deben ser recogidas entre sus 
especificaciones propias; el método para configurar las 
tablas de supervivencia, mortalidad e invalidez; las
416MONEREO PEREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e
institucional... (II)", op. cit., págs. 64 y 65.
417REGUERO CELADA, J., "Aspectos jurídico-laborales. . . ", op. 
cit., pág.20.
4180rden del MEH, -Ar.1703-.
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revisiones por actuario; métodos de valoración para 
contingencias de jubilación en supuestos en que la 
prestación sea definida; cálculo de las provisiones 
matemáticas exigidas y conceptos que integran los derechos 
consolidados a efectos de su movilización419.
C) Principio de Irrevocabilidad de Aportaciones
22. Se trata de un principio referido exclusivamente 
a las aportaciones que realiza el promotor del plan, las 
cuales, tendrán el carácter de irrevocables.
En primer lugar, este principio es solo predicable de 
los planes del sistema de empleo, por ser la única 
modalidad donde las aportaciones del promotor son posibles, 
estando prohibidas en las restantes dos modalidades -arts. 
6,7 y 15 RPFP-. Ello refuerza respecto del plan del sistema 
de empleo su carácter social y evidencia, por otra parte, 
la inspiración de la norma en las pautas tradicionales que 
marcan la previsión social empresarial, en la que la 
aportación de la empresa ha sido siempre elemento 
fundamental para su sustento, no exigiéndose normalmente 
en la práctica aportación alguna de los trabajadores. De
419A pesar de que esta Orden es reflejo de una acusada 
intervención administrativa también en materia de bases 
actuariales y criterios financieros que deben inspirar los planes 
de pensiones, ofrece cierta homogeneidad en este terreno, aspecto 
siempre beneficioso y garantizador teniendo en cuenta que existe 
la posibilidad de integrarse en otros Planes y de movilizar los 
derechos consolidados a otros Fondos.
En contra de esta intervención y en favor de una total 
libertad de regulación por las partes interesadas, se manifestó 
el Grupo Coalición Popular a través de la Enmienda n°199 al 
proyecto de Ley de Planes y Fondos de. Pensiones, BOCG de 17 de 
noviembre de 1986, op. cit.
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hecho, en la específica normativa reguladora de las mejoras 
voluntarias, se prevé como algo excepcional, y en ese caso, 
se concede al trabajador la facultad de adhesión voluntaria 
e individual -art.192.1 LGSS-.
El principio de irrevocabilidad de las aportaciones 
de la empresa, significa que no está dentro del ámbito de 
disposición de la misma la facultad de dejar de realizar 
las aportaciones a las que se comprometió en el plan, o de 
modificar su cuantía. La modificación de aportaciones 
durante el desarrollo de un plan es posible, pero a través 
del procedimiento que la propia ley establece para los 
supuestos de modificación del plan como consecuencia de su 
revisión periódica -art. 9.5 LPFP y 14.3 RPFP-.
En el sistema de empleo, pues, es posible que la 
empresa contribuya con aportaciones propias, pero en ningún 
caso estas aportaciones se establecen con carácter 
obligatorio. En consecuencia, el proceso de la negociación 
colectiva, y la presión ejercida en la misma por los 
representantes de los trabajadores, seguirá siendo un 
elemento imprescindible para lograr la cooperación de la 
empresa en la financiación de los sistemas de previsión 
profesionales, aun cuando se trate de planes de pensiones. 
Realmente, como afirma TIRADO SUAREZ, en el ámbito laboral 
las aportaciones del promotor revestirán carácter 
obligatorio sobre la base del contrato de trabajo o 
convenio colectivo, y en estos casos, no es dable olvidar 
la disciplina de las mejoras voluntarias de la Seguridad
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Social obligatoria, de conformidad con la LGSS y OMV de 
1966420.
Por otro lado, la irrevocabilidad de sus aportaciones 
en este concreto supuesto se sustenta en un elemento clave 
de los planes de pensiones, la imputación a los partícipes 
de las aportaciones del promotor o principio de atribución 
de derechos a los partícipes -que tratamos a continuación-, 
requisito imprescindible para obtener el tratamiento fiscal 
privilegiado establecido para esta institución, -art. 27 
LPFP-.
El resultado de esta actuación es que la titularidad 
de los recursos patrimoniales del plan, incluidas las 
aportaciones de la empresa, corresponderán a los propios 
trabajadores partícipes, -art. 8.4 LPFP-. Precisamente 
por ello adquiere relevancia de nuevo, la reflexión sobre 
la posible naturaleza salarial de estas aportaciones, así 
como de las prestaciones obtenidas421. Sin embargo, como 
señala MONEREO, si desde una perspectiva económica del 
salario quedan incluidas dentro de la consideración 
conjunta del coste global del factor trabajo, desde una 
perspectiva técnico-jurídica, en cambio, no es posible 
atribuirles naturaleza salarial ya que están vinculadas a 
una finalidad previsora o provisional, distinta pues de la
420TIRADO SUAREZ,F.J., "Posición jurídica de los promotores, 
partícipes y beneficiarios", Régimen jurídico de.... op. cit., 
págs.95 Y 96
421En ello se basa algún autor para mantener su carácter de 
salario diferido, ESCUDERO RODRIGUEZ, R. , "Legislación: Noviembre 
1988, Comentario al Reglamento..., op. cit., pág.72.
347
Planes y Fondos de Pensiones.
de retribuir el trabajo prestado, cuestión por la que, en 
definitiva, no tienen cabida en el concepto legal de 
salario que establece nuestra legislación422.
D) Atribución de Derechos a los Partícipes.-
23. Las aportaciones de los partícipes determinan para 
los mismos los derechos recogidos en el artículo 8 del 
mismo Texto Legal, -art.5.1.d) LPFP-.
El artículo 8 citado reconoce por un lado, -en el 
apartado 4- la titularidad de los partícipes y 
beneficiarios de los recursos patrimoniales afectos a cada 
Plan, es decir, de todo elemento patrimonial que conforma 
el Plan -contribuciones del promotor, aportaciones 
directas, margen de solvencia, reservas...-, y por otro 
lado, respecto de los partícipes, se les reconocen los 
llamados derechos consolidados, -apartados 7 y 8-.
Constituyen derechos consolidados por los partícipes 
de un Plan de Pensiones los siguientes:
a) En los Planes de Pensiones de Aportación Definida, 
la cuota parte de corresponda al partícipe, determinada en 
función de las aportaciones, rendimientos y gastos.
b) En los Planes de Prestación Definida, la reserva 
que le corresponda de acuerdo con el sistema actuarial 
utilizado,-art.8.7-.
422MONEREO PÉREZ, J.L., "Instrumentación jurídica e
institucional... (II)", pág. 74 y ss.
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El RPFP aclara posteriormente que la referencia a 
aportaciones incluye tanto las directas del partícipe como 
las imputadas por el promotor, en perfecta coherencia con 
el principio de irrevocabilidad de las aportaciones del 
promotor, así como con la titularidad declarada de todos 
los recursos patrimoniales del Plan a partícipes y 
beneficiarios.
Esto significa que los trabajadores son, desde el 
mismo momento en que adquieren la condición de partícipes 
del Plan, titulares de las cantidades aportadas, no solo 
por ellos singularmente considerados, sino por el 
empresario imputadas a cada uno de ellos.
Esta es una característica esencial de los planes y 
fondos de pensiones, que ha venido a incorporarse a la 
previsión social empresarial. Se trata una vez más de 
destacar la trascendencia social prioritaria que domina en 
la LPFP, fortalecedora de la posición de los partícipes del 
plan.
Este fortalecimiento, trasladado al ámbito laboral, 
coloca en posición preeminente a los trabajadores respecto 
de la empresa, por lo que se refiere a la previsión social. 
Fortalecimiento que se observa también, como se verá más 
adelante, en el hecho de que, en consecuencia, la ley exija 
la posición mayoritaria de los mismos en la Comisión de 
Control del Plan.
El artículo 20 del RPFP establece el método concreto 
de cómputo de estos derechos consolidados, diferente en 
función de la concreta modalidad y sistema financiero del 
correspondiente Plan, -aportación definida, prestación
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definida, capitalización colectiva o individual-. Ahora 
bien, lo destacable es que las aportaciones de la empresa 
son, al cien por cien, titularidad de los trabajadores.
Por otro lado, a éstos deberá remitirse anualmente por 
la Entidad Gestora del Fondo certificación sobre las 
aportaciones directas o imputadas, realizadas en cada año 
natural y el valor, al final del mismo, de sus derechos 
consolidados. Además, mientras mantengan el status de 
derechos consolidados, no podrán ser objeto de embargo, 
traba judicial o administrativa hasta el momento en que se 
cause la prestación, -art.8.8-.
Los derechos consolidados al momento del hecho 
causante de alguna de las contingencias protegidas 
constituirán en definitiva, y siguiendo los cálculos 
reglamentarios, el montante de la correspondiente 
prestación. Hasta entonces, sólo se harán efectivos a los 
exclusivos efectos de su integración en otro plan de 
pensiones, -art.8.8-, es decir, siguiendo la terminología 
del seguro privado, no es posible el rescate de las 
aportaciones, en este caso, de los derechos consolidados, 
los cuales están afectos exclusivamente a la finalidad para 
la que han sido creados. Sin duda, la imposibilidad de 
rescate de estos derechos antes del hecho causante que 
determine el nacimiento a una pensión debe considerarse 
como una característica propia de toda fórmula de previsión, 
complementaria, máxime cuando se la acuña una función
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social prioritaria como la de facilitar el bienestar futuro 
de la población retirada423.
Sin embargo, la imposibilidad de rescate de las 
aportaciones efectuadas se constituye asimismo en la 
principal traba o inconveniente para constituir planes de 
pensiones, especialmente del sistema individual, puesto que 
las entidades financieras que los ofrecen, junto a estos 
ofrecen también otras fórmulas de ahorro, que no son sino 
contratos de seguro en los que transcurrido un plazo 
determinado es posible el rescate de lo aportado.
La solución de este problema debiera haberse afrontado 
en la reforma de la LPFP realizada por la LOSSP. Pero, no 
debiera consistir en la articulación del derecho al 
rescate, so pena de atacar la esencia misma de un plan de 
pensiones, sino en la ampliación de las posibilidades de 
obtener prestaciones del mismo. Los derechos consolidados 
se transforman en prestaciones cuando se produce el hecho 
causante. Las prestaciones susceptibles de ser cubiertas 
por un plan de pensiones son, como su nombre indica, 
pensiones: jubilación o situación asimilable, invalidez
permanente y supervivencia. Existen todavía supuestos 
protegidos por la Seguridad Social que no encuentran su 
protección a través de un plan de pensiones, como por 
ejemplo, la incapacidad temporal, la maternidad y sobre 
todo el desempleo, especialmente este último, por cuanto 
los citados . subsidios, en tanto que tienen naturaleza 
temporal, se adaptan mejor al método actual, es decir, a
423En el mismo sentido, ALEMANY ZARAGOZA, E. y MARTÍN 
LÓPEZ,M.P., "Los Planes de Pensiones del sistema de empleo...", 
op. cit., pág.54.
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través de la concesión de complementos directamente por la 
propia empresa.
Sin embargo, el desempleo, debiera contemplarse en los 
planes de pensiones, especialmente el de larga duración que 
sufren colectivos en edades avanzadas.
24. Volviendo al tema central objeto de estudio, el 
principio de atribución de derechos a los partícipes, junto 
con el de irrevocabilidad de las aportaciones del promotor, 
ha sido el elemento clave caracterizador de la figura de 
los Planes y Fondos de pensiones, por cuanto que el 
tratamiento fiscal favorable que rodea esta institución 
parte de la necesidad de que las cantidades aportadas por 
el promotor se las impute el partícipe y las incluya en la 
base imponible de su impuesto personal IRPF, requisito 
imprescindible para que la empresa promotora pueda 
deducirse la misma cantidad en su correspondiente impuesto, 
-art.27 LPFP-.
Incluso la LPFP, como vimos, en su Disposición 
Adicional primera, -redacción inicial- preveía la 
posibilidad de que este tratamiento fiscal fuese aplicable 
a fórmulas de previsión social en que, aunque no se tratara 
de planes de pensiones, las aportaciones de la empresa 
fuesen imputadas a los trabajadores, los cuales las 
integrarían en su base imponible, con la consideración de 
rendimiento del trabajo. Y actualmente, como ya se analizó, 
estas exigencias han sido trasladadas a la Ley 43/1995, del 
Impuesto sobre Sociedades, -art.13.3-, como condición
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necesaria para que las empresas puedan deducir sus 
aportaciones424 .
No obstante, la transferencia de la titularidad a los 
trabajadores de las aportaciones de la empresa, junto con 
la regulación favorecedora de una representación 
mayoritaria de los mismos en el órgano de control del Plan, 
ha sido, según los expertos, una de las principales causas 
del inicial rechazo a esta institución425 .
De hecho la mayoría de Grupos Parlamentarios 
rechazaron o matizaron con sus enmiendas al proyecto de ley 
cualquier titularidad de estos recursos por los partícipes 
y beneficiarios hasta tanto estos no disfrutaran 
efectivamente de la prestaciones426, o bien dejando 
simplemente la decisión sobre el particular a lo que, en 
cada caso, se establezca en el Reglamento del Plan427.
Asimismo son varias las enmiendas al proyecto que 
inciden sobre el carácter de los derechos consolidados y 
el contenido de los mismos.
Así, el proyecto de ley utilizaba la expresión 
derechos adquiridos para lo que hoy entendemos como 
derechos consolidados, y para considerar adquiridas por los 
partícipes las aportaciones del promotor se exigía el 
transcurso de unos plazos determinados, una especie de
424Vid. supra capítulo segundo, II, n°21.
425AA. W .  , "Los Fondos de Pensiones, prisioneros de la 
incertidumbre del mercado", Opinión de autores, P.E.E .. 
suplemento n°26, 1989, pág.155 y ss.
426Grupos Minoría Catalana, Coalición Popular, y Grupo Mixto 
Agrupación PDP, Enmiendas n°140, 205 y 343 respectivamente, BOCG 
de 17/11/1986, op. cit.
427Grupo CDS, Enmiendas n° 282 y 284, Ibidem.
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antigüedad en el Plan, o período de carencia. Por ello, los 
Grupos Parlamentarios que se opusieron a la titularidad de 
los recursos por los partícipes, limitaban el alcance de 
los derechos adquiridos a las aportaciones de los 
interesados, dejando las del promotor a lo que se 
estableciera en el correspondiente plan428. Otros, 
siguiendo esta misma línea, preferían hablar de 
expectativas de derechos frente a la expresión inicial de 
derechos adquiridos429.
Ante esta discusión, la única enmienda acogida por la 
Ponencia fue la del Grupo Socialista430, . que alegando 
introducir una mejora técnica cambia la denominación 
derechos adquiridos por la de derechos consolidados; además 
desaparecen las limitaciones sobre las aportaciones del 
promotor por decisión de la propia Ponencia431.
En definitiva, aparece la expresión derechos 
consolidados como una posición jurídica intermedia entre 
una expectativa de derecho y un derecho adquirido, siendo 
más que la primera y un paso previo a la efectiva 
adquisición del derecho, que se produce con el 
reconocimiento de la prestación correspondiente.
428Grupos Minoría Catalana y Coalición Popular, Enmiendas n° 
142 y 209 respectivamente, Ibidem.
429Grupo Mixto, Representante Euskadiko Ezquerra, y 
Agrupación PDP, del mismo Grupo, Enmiendas 13 y 343 
respectivamente, Ibidem.
430Enmienda n°107, Ibidem.
431BOCG de 14/3/1987, III Legislatura, Serie A, n° 7-6.
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La consecuencia es que en la figura de los Planes de 
pensiones no cabe la situación de expectativa de derechos 
para el trabajador partícipe de un Plan, por dos razones 
fundamentales:
-por un lado, porque ostenta la titularidad de las 
aportaciones, directas o imputadas, desde el inicio de las 
mismas. Y esta particularidad puede ya extenderse a otros 
instrumentos de previsión profesional aunque no se trate 
de un plan de pensiones, como vimos al analizar la 
Disposición Adicional Primera de la LPFP.
-por otro lado, porque siempre está garantizado el 
cobro de la prestación, en tanto que el hecho causante se 
produce siempre -o la muerte, o una situación de invalidez 
permanente o la jubilación- y sólo el primero que se dé en 
el tiempo será el que ponga en marcha el mecanismo 
prestacional del Plan.
Por ello, en este campo ya no podemos hablar de 
expectativas de derechos, sino de derechos consolidados, 
hasta el momento del hecho causante que dé lugar a la 
prestación, en el que se habrán transformado en derechos 
adquiridos.
E) Integración Obligatoria en un Fondo de Pensiones.-
25. El plan de pensiones debe estar obligatoriamente 
adscrito a un fondo, instrumento imprescindible del plan, - 
art.10 LPFP y 11 RPFP-. En este fondo deberán integrarse
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"inmediata y necesariamente", las contribuciones económicas 
a que los partícipes y promotores estén obligados en 
función de lo previamente establecido en el plan, así como 
cualesquiera otros bienes adscritos al plan.
La función de este fondo es, principalmente, atender 
a las cumplimiento de las prestaciones derivadas de la 
ejecución del plan, y para ello, el Plan contará con la 
llamada "Cuenta de Posición del Plan en el Fondo", que 
reflejará todos los bienes y derechos del correspondiente 
Plan en el Fondo.
La regulación que se realiza del Fondo de pensiones 
es muy extensa, pero en tanto que es elemento configurador 
de un Plan de pensiones para que éste pueda considerarse 
como tal, le dedicamos un tratamiento específico en otro 
lugar432.
26. - Hasta aquí los principios básicos que debe
cumplir todo plan, a los que cabe añadir, el límite máximo 
a que están sujetas las aportaciones al mismo, situado 
actualmente en 1 millón de pesetas anuales por partícipe 
individualmente considerado, sin perjuicio de que 
reglamentariamente se establezcan cuantías superiores para 
aquellos partícipes a los que por su edad dicha cantidad 
les resulte insuficiente, -artículo 5.3 de la LPFP-.
Una vez más, la preocupación por el buen, 
funcionamiento de los Planes de Pensiones, como un sistema 
eficaz para complementar las insuficiencias de la Seguridad 
Social, se observa en la ley no solo a través de los
432Vid. infra n°50 y ss.
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mecanismos de control y vigilancia que la misma establece, 
o de los límites a las inversiones posibles de los fondos, 
que velan por la seguridad de los mismos, o incluso 
garantizando la posición mayoritaria y preeminente de los 
partícipes en el órgano de control, sino también 
controlando el ahorro que los sujetos pueden canalizar 
hacia este sistema de previsión complementario.
La finalidad social prioritaria está una vez más 
presente, dando fundamento a una limitación legalmente 
impuesta, hasta el punto de considerarse como una 
infracción muy grave, por incumplir el objeto propio de los 
fondos, "la aceptación de aportaciones a un Plan, a nombre 
de un partícipe, por encima del límite previsto en el 
artículo 5.3,..."-art. 25.5.i) LPFP-.
En cierta manera, se asemeja a las limitaciones 
legales impuestas para las Entidades de Previsión Social 
las cuales no pueden garantizar prestaciones por encima de 
una cantidad anual máxima, aspecto que refuerza su carácter 
social situando a estas Entidades en un primer escalón 
dentro del nivel complementario de la Seguridad Social433 .
4.- CONSTITUCION DE UN PLAN DEL SISTEMA DE EMPLEO.-
27. La LPFP llama sujetos constituyentes del plan al 
promotor y a los partícipes. Sin embargo, identifica al 
promotor como aquél que insta a su creación o participa en
433BARCELO RICO-AVELLO, G. y AVALOS MUÑOZ, L.M., Previsión 
Social en la Empresa, ed. Espasa-Calpe, 1991, pág.119.
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su desenvolvimiento, mientras que define al partícipe como 
aquél en cuyo interés se crea el Plan -art, 3.1.a) y b)-.
Es, por tanto, el promotor aquél que en principio 
inicia el procedimiento a través de la elaboración del 
proyecto de plan de pensiones -art.9 LPFP y 23 RPFP-.
Traducido al sistema del empleo, empresa y 
trabajadores son los sujetos constituyentes del plan, si 
bien no hay expresamente en la LPFP referencia a proceso 
negociador alguno en el seno de la empresa, para elaborar 
el proyecto de plan.
Teniendo en cuenta que el procedimiento de 
constitución de un plan de pensiones es idéntico para 
cualquier modalidad de plan, es obvio que sea la entidad 
promotora la que ostente la iniciativa, sobre todo porque 
es difícil conocer, principalmente en el sistema 
individual, quiénes serán los futuros partícipes434.
No obstante, tratándose del sistema de empleo, la ley 
pudo haber introducido el elemento negociador, en tanto que 
elemento básico en la relación empresa-trabajadores, para 
la elaboración del proyecto de plan. La exigencia del 
refrendo de la negociación colectiva aparece, como vimos, 
para introducir en el plan diferencias para determinados 
colectivos, dando lugar a subplanes dentro de un mismo 
plan. Si esta referencia expresamente no aparece en el 
régimen sobre la creación del plan, es porque la normativa
434Precisamente por ello, para esta modalidad se introdujo la 
posibilidad de que sea la entidad promotora la que lleve a cabo 
todas las actuaciones hasta la total elaboración del Plan, sin 
la intervención de los potenciales partícipes, aunque, como vimos 
también se permite desde entonces que los trabajadores de la 
correspondiente empresa pudieran adherirse a este tipo de planes 
-art.9, segundo apartado-, Vid. supra n°3.
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que la ley contempla al respecto es aplicable a las tres 
modalidades de planes.
Ahora bien, aunque la negociación colectiva no sea 
tenida en cuenta por la ley en este punto concreto, en la 
práctica, un plan del sistema de empleo siempre vendrá 
respaldado por la misma. Para una empresa, establecer un 
sistema de previsión social para sus trabajadores es y ha 
sido siempre de carácter voluntario, y ello no ha evitado 
la presencia masiva de las mejoras voluntarias en la gran 
mayoría de los convenios colectivos. Sin embargo, la 
complejidad que encierra la creación de un plan de 
pensiones ha actuado más bien como elemento de disuasión 
sobre los mismos, por lo que el desarrollo de planes y 
fondos de pensiones en el ámbito empresarial es aun escaso, 
teniendo en cuenta el período transcurrido desde la entrada 
en vigor de la LPFP.
Esta circunstancia nos lleva a considerar la posible 
presión de la negociación colectiva, como un elemento clave 
e inevitable, para la creación hoy día de un plan de 
pensiones del sistema de empleo. De hecho, en la práctica 
la adopción de un plan de pensiones ha venido impuesta con 
carácter obligatorio para la empresa en los 
correspondientes convenios colectivos, o como mínimo 
aparece en el clausulado de los mismos un compromiso 
empresarial de llevar a cabo un estudio acerca de la 
viabilidad de un Plan de Pensiones, estudio cuyos 
resultados posteriormente se darán a conocer a los 
representantes del personal para su consideración435.
435Vid. infra capítulo cuarto, n°58 y ss.
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Sin duda el importante papel que ha de jugar la 
negociación colectiva en este punto no es puesto de 
manifiesto en la concreta normativa reguladora de los 
Planes y Fondos de Pensiones, pero ello es porque el modo 
de articular las relaciones entre empresa y trabajadores 
no es competencia de esta normativa, de ahí que solo 
implícitamente es reconocido por el legislador al efectuar 
las modificaciones en la LPFP, concretamente en su 
Disposición Adicional Primera para hacer efectiva la 
obligación impuesta a todas las empresas, como ya se 
analizó, de constituir un plan de pensiones o un contrato 
de seguro, a los efectos de canalizar los compromisos por 
pensiones con sus trabajadores. Obviamente, la elección 
entre el plan de pensiones o el contrato de seguro, será 
algo que se decidirá en un proceso de negociación, 
especialmente porque se trata de instrumentalizar 
compromisos preexistentes, y porque, según esta 
Disposición, una vez instrumentalizados, la obligación y 
responsabilidad de las empresas por los referidos 
compromisos por pensiones se cincunscribirán exclusivamente 
a las asumidas en dichos contratos de seguro o planes de 
pensiones. Mayor motivo para exigir la intervención de los 
trabajadores hasta la aprobación final del concreto 
instrumento elegido, ya sea un plan o un contrato de 
seguro.
28. Continuando con el proceso de constitución del 
plan de pensiones, una vez elaborado el proyecto, que debe 
expresar el contenido mínimo que la ley exige, la empresa 
debe recabar el dictamen favorable de un actuario con
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pronunciamiento expreso sobre la suficiencia del sistema 
financiero y actuarial en que se fundamente dicho proyecto.
29. A continuación, proyecto y dictamen favorable se 
comunican a los potenciales partícipes. Es el primer 
momento, según la ley, en que estos intervienen. En el 
sistema de empleo, donde hemos considerado inevitable el 
elemento negociador, los representantes de los trabajadores 
forman parte del proceso desde el primer momento de 
elaboración o de aprobación del proyecto -supuesto que lo 
haya elaborado la empresa unilateralmente y posteriormente 
lo haya sometido a negociación con los representantes de 
los trabajadores-; sin embargo ello no debe impedir que el 
resto de los trabajadores, como potenciales partícipes del 
plan puedan también intervenir en su proceso de 
constitución a partir de este momento y en los términos que 
la LPFP establece.
En este momento, pues, debe procederse a la 
comunicación del proyecto al resto de trabajadores, como 
potenciales partícipes. -Se entiende por potenciales 
partícipes, cualquier persona física que, pudiendo acceder 
a la condición de partícipe, manifieste su intención de 
hacerlo en un plazo de un mes desde que el promotor dé a 
conocer su proyecto-. Esta comunicación se efectuará por 
los medios normales de comunicación entre empresa y 
trabajadores -art. 23.2 RPFP-, y a través de ella se 
instará la constitución de la llamada Comisión Promotora 
del plan.
30. Tras la comunicación, se abre un plazo de un mes, 
durante el cual podrán presentarse los trabajadores, en
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cuanto que potenciales partícipes, con la finalidad de 
constituir la citada Comisión Promotora. Esta, según la 
Ley, estará formada y operará de acuerdo a lo previsto en 
el artículo 7 para la comisión de control del Plan, con las 
adaptaciones que se prevean reglamentariamente.
Ello significa, como establece el artículo 7 al que 
se remite, que estará formada por la representación de 
ambas partes negociadoras, empresa y trabajadores436 y que 
debe garantizar la mayoría absoluta de la representación 
de los partícipes, es decir, de los trabajadores.
De mantenerse el RPFP en sus mismos términos, estará 
integrada por un número de miembros no inferior a tres ni 
superior a nueve, donde la representación mayoritaria será, 
como hemos visto por exigencia legal, de los trabajadores.
Las funciones de esta Comisión se han aclarado con la 
nueva redacción dada al artículo 9 tras la LOSSP. Del mismo 
se deduce que el proyecto presentado por el promotor es 
susceptible de negociación en el seno de esta Comisión 
hasta convertirse en proyecto definitivo. Si bien, lo 
incomprensible es que solo se prevea nuevamente el dictamen 
de un actuario sobre la suficiencia del sistema financiero 
y actuarial del proyecto definitivo, cuando el plan 
responda a la modalidad de aportación definida y no prevean 
la posibilidad de otorgar garantía alguna a partícipes o 
beneficiarios.
436También debe garantizarse la presencia de los 
beneficiarios, si los hubiere, entendiendo por tales aquellos 
que, en el momento de la elaboración del plan, ya ostentan un 
derecho adquirido con respecto a la empresa a alguna mejora 
voluntaria de la Seguridad social, y esté previsto que sean 
incluidos en el mismo plan.
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31. Una vez elaborado y ultimado el proyecto 
definitivo, la Comisión procederá a la presentación del 
proyecto de plan ante el Fondo de pensiones en que pretenda 
integrarse, el cual, a la vista del citado proyecto, 
comunicará a la Comisión Promotora, en su caso, la admisión 
del mismo, por entender, bajo su responsabilidad, que se 
cumplen los requisitos exigidos en la LPFP.
Ciertamente, resulta difícil imaginar en la práctica 
cómo el Fondo, instrumento al servicio del plan que carece 
de personalidad jurídica, y que se integrará por las 
aportaciones de empresa y trabajadores -según las 
especificaciones propias del plan-, va a poder admitir el 
plan propuesto, en función de los resultados a que le lleve 
un control de legalidad del mismo.
El Reglamento intentó aclarar esta premisa 
diferenciando si se trata de un Fondo, previamente 
constituido y que está en funcionamiento porque ya se 
encuentra ejecutando uno o varios planes437, o si se trata, 
en cambio, de un fondo que se crea para instrumentar ese 
específico plan. En definitiva, si es o no un fondo de 
nueva creación, -art. 23.3-:
- Si es un Fondo que ya ejecuta otros planes, estará 
representado por su correspondiente Comisión de Control del 
Fondo, que es la que deberá admitir el proyecto de este 
nuevo Plan.
437Recuérdese que un Plan puede suponer la creación de un 
fondo específico para instrumentar ese único plan, o puede 
integrarse en un fondo previamente constituido y que esté ya 
funcionando como instrumento de otro u otros planes.
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- Si es un Fondo que ha de nacer para instrumentar ese 
Plan, primero ha de crearse como tal. Para ello, la empresa 
promotora ha de contactar con las entidades que se hayan 
elegido como futuras entidades gestora y depositaria. 
Posteriormente solicitará ante la Dirección General de 
Seguros autorización administrativa para la constitución 
del Fondo para lo cual deberá presentar certificación de 
los acuerdos entre entidad promotora, gestora y 
depositaria, de concurrir a la creación del Fondo y el 
proyecto de escritura de constitución que deberá contener 
las menciones mínimas exigidas en los apartados 2 y 3 del 
artículo 28 del RPFP.
Obtenida la autorización, el Fondo de pensiones se 
constituye en escritura pública que deberá ser inscrita, 
en primer lugar, en el Registro Mercantil438, y 
posteriormente en el Registro Administrativo especial de 
Fondos de Pensiones439.
438La inscripción de los Fondos de Pensiones está prevista y 
regulada en los artículos 285 y ss. del Reglamento del Registro 
Mercantil, aprobado por RD 1784/1996, de 19 de julio, BOE de 
31/7/1996.
439Vid. Orden del MEH de 7 de noviembre de 1988, sobre 
Procedimiento de inscripción registral de Instituciones y 
personas relacionadas con los Planes y Fondos de Pensiones. En 
ella se contemplan los procedimientos de inscripción no solo de
los Fondos de Pensiones, sino también de las Entidades Gestoras, 
Depositarias, Actuarios y Auditores de Planes y Fondos de 
Pensiones, en sus Registros administrativos correspondientes, BOE 
10/11/1988, Ar.2256.
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32. Una vez la Comisión Promotora recibe la admisión 
del Plan en el Fondo, procede a la formalización del 
Plan440 y a la constitución de su pertinente Comisión de 
Control del Plan, en un plazo no superior a seis meses 
desde la citada formalización441.
33. A continuación, el artículo 9, en su apartado 
seis, establece que el proceso de aprobación de los Planes 
promovidos por pequeñas y medianas empresas se regirá por 
su normativa específica señalando tan solo determinadas 
bases que deberán ser tenidas en cuenta por el 
Reglamento442.
^La integración de un Plan en un Fondo exige que se 
especifiquen las siguientes circunstancias, -art.32 RPFP-:
a) la cuantificación de la cuenta de posición del Plan en 
el Fondo, con especial referencia de los criterios de imputación 
de resultados obtenidos de las inversiones realizadas por el 
Fondo, así como los gastos de funcionamiento del mismo.
b) Condiciones para el traspaso de la cuenta de posición de 
un Plan al Fondo de Pensiones que éste designe...
c) Procedimiento en el caso de liquidación del Plan.
^Siempre, según RPFP vigente.
442 "a) En la determinación del ámbito de aplicación, -de
esta específica normativa, se entiende- deberá tenerse en cuenta 
la modalidad de estos planes, el número de trabajadores, la cifra 
anual de negocios y el total de las partidas de activo de las 
empresas afectadas.
b) El procedimiento de inscripción en los Registros 
Mercantiles, así como el dictamen y revisión actuariales, de 
estos planes de pensiones, podrán adecuarse a las especiales 
características de los mismos. El dictamen y revisión actuariales 
podrán no ser exigibles en determinados casos, -si bien, no dice 
en cuáles ni el por qué-.
c) Gozarán de una reducción del 30 por 100 los derechos 
que los Notarios y Registradores hayan de percibir como 
consecuencia de la aplicación de sus respectivos aranceles por 
los negocios, actos y documentos necesarios para la tramitación 
de la inscripción, nombramiento y cese de los miembros de la 
comisión de control y movilización de estos planes de pensiones".
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34. Como conclusión al régimen establecido para la 
elaboración de un plan de pensiones, debe destacarse que 
la Ley articula todo un mecanismo en el que se da una 
especial primacía al elemento negociador, salvo, como ya 
apuntamos, en la modalidad del sistema individual, en el 
que es más difícil a priori contactar con potenciales 
partícipes.
En el ámbito de las empresas, las partes se encuentran 
con dos mecanismos paralelos de negociación, el que regula 
el ET y el fijado a estos efectos por la LPFP. Ninguno de 
ellos ha de ser desplazado por el otro, de manera que ambos 
deben ser conjugados en este ámbito bajo el principio del 
respeto a sus características esenciales. Nos encontramos 
ante una materia susceptible de negociación -materia 
asistencial-, que contiene a su vez sus reglas propias que 
deben ser respetadas.
Así, el inicio del procedimiento sin duda surgirá 
siguiendo el primero de estos caminos plasmándose en el 
correspondiente convenio la intención de instaurar en la 
empresa un plan de pensiones, y las características que el 
mismo tendría, -en la hipótesis de que contemplara la 
creación de subplanes, se habría cumplido en este punto la 
necesaria intervención de la negociación colectiva-. De 
esta manera, mediante acuerdo se ha elaborado el proyecto 
y se ha presentado al resto de trabajadores. Asimismo, 
debería constituirse una Comisión ad hoc para el 
seguimiento de este asunto, que se ocuparía de reunir las 
adhesiones individuales de aquellos trabajadores que se 
mostraran interesados en convertirse en partícipes del plan 
y a partir de ahí proceder a la elección de la Comisión
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Promotora, cuya composición debe sujetarse a las normas de 
la LPFP.
5.- COMISION DE CONTROL DEL PLAN.-
35. Es el órgano encargado de supervisar el 
funcionamiento y la ejecución del plan.
A) Composición y Elección de sus Miembros.-
36. La integran representantes de la empresa y 
trabajadores, tanto activos como pasivos -es decir 
beneficiarios de pensiones del Plan-, así como el resto de 
beneficiarios que no hayan sido previamente partícipes.
En la composición, la ley quiere que se garantice la 
presencia de todos los intereses, pero exige que se 
mantenga la mayoría absoluta de la representación de los 
partícipes o trabajadores activos. Y si por alguna 
circunstancia, el Plan quedara sin partícipes, la mayoría 
absoluta de la representación corresponderá a los 
beneficiarios de pensiones, -art. 7.3 LPFP y 12 RPFP-.
El número de miembros será el que el propio Plan 
establezca, pero en ningún caso menos de cinco. Asimismo, 
será el Plan el que establecerá la forma de distribución 
de los representantes de la Comisión, respetando siempre 
la posición de mayoría absoluta que ha de corresponder a 
los partícipes o trabajadores en activo.
Si se diera el caso de que, en el momento de la 
constitución de la Comisión de Control, no existieran
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suficientes representantes como para distribuirse de la 
manera que el Plan hubiera previsto, el RPFP establece que 
se operará con un colectivo único integrado por los 
trabajadores y por los beneficiarios, cuyo volumen de 
representación en la Comisión será la suma de las 
magnitudes que el Plan atribuye a ambos grupos. Si, aún 
así, numéricamente persistiera la insuficiencia de 
partícipes y beneficiarios, respecto de la representación 
de la empresa, se reducirá el número de miembros de la 
Comisión hasta garantizar la mayoría absoluta de este 
colectivo frente a la representación de la empresa.
Estas previsiones son pues de carácter transitorio, 
mientras se inscriban nuevos trabajadores al Plan, -art. 
22.3.c) RPFP-.
Por otro lado, si existieran subplanes dentro del 
Plan, las especificaciones de éste deberán garantizar en 
la Comisión de Control la representación de cada uno de 
estos subplanes.
37. En definitiva, puede apreciarse el interés del 
legislador en garantizar la representación mayoritaria de 
los trabajadores partícipes frente a la empresa, en el 
órgano de funcionamiento y control del Plan. Es una opción 
sin duda razonable, teniendo en cuenta que ellos van a ser 
los titulares de las aportaciones, incluso de las que la 
empresa realice, y que se trata precisamente del colectivo 
en cuyo interés se crea el Plan.
Sin embargo, esta opción no ha sido nada pacífica, 
pues ya vimos que, junto a la atribución de la titularidad 
de los recursos a los partícipes, ha sido una de las
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principales causas del escaso desarrollo de los Planes del 
Sistema de Empleo por la desconfianza de la parte 
empresarial, en cuanto que realiza, por lo general, la 
mayoría de las aportaciones. Además, podrá comprobarse 
seguidamente que las competencias de la Comisión de Control 
son sumamente decisivas en esta institución. Algún autor 
ha calificado este modelo como de autogestión asistida: 
autogestión, por las facultades concedidas a los 
trabajadores, que ostentan la mayoría absoluta, y asistida, 
en tanto que las Entidades Gestoras -de las que luego 
trataremos- administrarán lo que cualitativa o 
cuantitativamente no quieran asumir las Comisiones de 
Control443.
Por último, conviene subrayar que esta posición 
mayoritaria de los trabajadores en la Comisión de Control 
puede quedar en la práctica reducida a una ficción, en 
tanto que el Tribunal Supremo ha admitido que el Reglamento 
del Plan pueda condicionar la adopción de determinados 
acuerdos a ciertas mayorías específicas aunque para 
alcanzarlas resulte condicionante el voto favorable de la 
representación del promotor. Es decir, no es el principio 
de soberanía de los partícipes lo que establece el artículo 
7.3 de la LPFP, sino los principios de supremacía de los 
partícipes y de participación de promotores y beneficiarios 
en las Comisiones de Control. Lo que la ley pretende es 
impedir que puedan tomarse acuerdos prescindiendo de la
^USANO CRESPO, D., "Aspectos críticos de la regulación
Española", Los Planes v Fondos.... op. cit. , pág.38.
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voluntad de los partícipes, pero no que todos los acuerdos 
puedan ser adoptados por la sola voluntad de los mismos444.
Esta interpretación del Tribunal Supremo sobre la 
adopción de acuerdos ha sido incorporada a la LPFP tras las 
modificaciones realizadas a través de la LOSSP, a través 
de la adhesión de un párrafo cuarto al artículo 7, que 
establece que "las decisiones de la Comisión de control del 
plan se adoptarán de acuerdo con las mayorías estipuladas 
en las especificaciones del plan, resultando admisible que 
dichas especificaciones prevean mayorías cualificadas".
38. Por lo que respecta al procedimiento de elección 
de los representantes de partícipes y beneficiarios, el 
RPFP establece las reglas a respetar, en el apartado d) del 
artículo 22.3. Las características son las siguientes:
* Serán dos los colegios electorales: uno de 
trabajadores en activo o partícipes y otro de beneficiarios 
de pensiones. Si hubiera subplanes dentro del plan, se 
constituirán sendos colegios para cada subplan, y la 
representación de cada uno de estos colectivos se repartirá 
proporcionalmente según el número de integrantes de cada 
subplan.
* El procedimiento será por listas abiertas. Cada una 
de ellas, para ser presentada, deberá estar avalada por un 
número de firmas de electores superior al 15 por 100 del 
total de integrantes de cada colegio electoral.
^SS.TS de 26 de enero de 1993 y 23 de diciembre de 1994, 
-Ar.270 y 10226 respectivamente-.
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Electores.- Podrán ser electores todos aquellos 
empleados que# cumpliendo las especificaciones del plan, 
ya hayan manifestado su adhesión al mismo, y hayan, por 
tanto, adquirido la condición de partícipes.
El voto es personal, libre, directo y secreto, no 
admitiéndose el voto delegado, aunque sí el voto por 
correo. En ningún caso, dicho voto podrá ponderarse por los 
derechos económicos atribuibles a cada elector o a sus 
colegios.
Elegibles.- El RPFP no exige ostentar la condición de 
partícipe o beneficiario para formar parte de la Comisión 
de Control445, si bien nada impide que las especificaciones 
del plan lo prevean. Solo se exige que las listas que se 
presenten por los electores estén avaladas por el 15 por 
100 del total de integrantes de cada colegio.
El hecho de que personas ajenas a la relación laboral 
puedan actuar en la Comisión de Control del Plan, permite 
la entrada en los mismos de los sindicatos. El RPFP admite 
para el sistema de empleo que los sindicatos presenten 
listas, con la única limitación de que se trate de 
sindicatos legalmente constituidos, sin exigir una mínima 
implantación dentro de la correspondiente empresa446. Sería
^Esta exigencia solo se contempla para el sistema 
individual -art.22.3.e) RPFP-, pero no para el sistema de empleo 
ni para el asociado.
U6De facto, la normativa hace posible una intervención 
sindical "mediatizada" por el cauce de las representaciones 
colectivas de los partícipes y beneficiarios, tanto por la 
posibilidad de que estos presenten listas abiertas, como por la 
necesidad de que cada lista "no sindical" requiera el respaldo 
del 15 por cien de cada colegio electoral, lo que acabará 
facilitando la representación de aquellas personas que estén
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interesante, no obstante, que, dadas las amplias facultades 
que ostenta la Comisión de Control en la gestión del 
fondo447, los trabajadores o los propios Sindicatos avalen 
en su representación a profesionales cualificados para 
llevar a cabo dicha empresa, asimismo la presencia sindical 
en los instrumentos de gestión del plan y fondo de 
pensiones garantiza un efectivo control sindical sobre el 
sistema de previsión social complementaria.
El único límite que el RPFP establece para ser miembro 
de la Comisión es la imposibilidad de que lo sean aquellas 
personas físicas que ostenten, directa o indirectamente, 
una participación en una Entidad gestora de Fondos de 
Pensiones, superior al 5 por 100 del capital social 
desembolsado de esa Entidad.
39. La duración del mandato será de un máximo de 
cuatro años, pudiendo ser reelegidos, si bien la renovación 
de los representantes electos se realizará por mitades cada 
dos años desde el inicio del mandato.
Asimismo, establece el RPFP la imposibilidad de que 
los miembros de la Comisión de Control adquieran derechos, 
ni acciones de la entidad gestora de su Fondo de pensiones, 
durante el desempeño de su cargo. Si así fuera, procederá 
su cese inmediato como miembro de aquella Comisión.
afiliadas o que cuenten con el apoyo de los sindicatos 
implantados, MONEREO PÉREZ, J.L., "Instituciones de control y
gestión de los Planes y Fondos de Pensiones (las formas de 
participación de los interesados en la gestión de estos sistemas 
de previsión voluntaria)", R.E.D.T.. n° 48, 1991, pág.574.
447Vid. infra n°40.
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B) Funciones de la Comisión de Control del Plan.-
40. En general, la Comisión de Control supervisará la 
ejecución y funcionamiento del plan, pero sus funciones 
específicas serán:
a) Supervisar el cumplimiento de las cláusulas del 
Plan en todo lo que se refiere a los derechos de partícipes 
y beneficiarios.
b) Seleccionar el actuario o actuarios que deban 
certificar la situación y dinámica del Plan448.
c) Nombrar los representantes de la comisión de 
control del Plan, en la comisión de control del Fondo de 
pensiones al que esté adscrito.
d) Proponer las modificaciones que estime pertinentes 
sobre aportaciones, prestaciones u otras variables, 
derivadas de las revisiones actuariales requeridas por la 
presente normativa. El procedimiento para ello será el 
establecido en las especificaciones del Plan.
e) Supervisar la adecuación del saldo de la cuenta de 
posición del Plan, en su respectivo Fondo de pensiones, a
^El sistema financiero y actuarial de los planes de 
pensiones debe ser revisado y, en su caso, rectificado, al menos 
cada tres años, por un actuario independiente designado por la 
comisión de control, que necesariamente deberá ser persona 
distinta del actuario o actuarios que en su caso, intervengan en 
el desenvolvimiento ordinario del plan -art.9.5 LPFP-. Asimismo, 
será elegido de entre los inscritos en el Registro de Actuarios 
de Planes y Fondos de Pensiones, que a estos efectos se creó en 
la Dirección General de Seguros del Ministerio de Economía y 
Hacienda, -art. 46 RPFP-.
Si el régimen financiero del plan está basado en sistemas 
de capitalización colectiva, la revisión será anual, -art. 24 
RPFP-.
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los requerimientos del régimen financiero del propio 
Plan449.
f) Proponer y, en su caso, decidir en las demás 
cuestiones sobre las que la presente regulación le atribuye 
competencia.
g) Representar judicial y extrajudicialmente los 
intereses de los partícipes y beneficiarios del Plan ante 
la Entidad gestora del Fondo de pensiones.
Si, además, la Comisión de Control del Plan coincide 
con la del Fondo deben añadirse las funciones que la ley 
asigna a esta última -art. 14.2 LPFP y 30.2 RPFP-. De entre 
ellas, cabe destacar además de las de control y supervisión 
del Fondo en relación al cumplimiento del Plan a él 
adscrito: el examen y la aprobación de la actuación de la 
entidad gestora en cada ejercicio económico, exigiéndole, 
en su caso, las responsabilidades en que pudiera incurrir 
por incumplimiento de sus obligaciones, la aprobación de 
los proyectos de sustitución de las entidades gestora y 
depositaria, si se diera el caso y la suspensión de la 
ejecución de actos y acuerdos contrarios a los intereses 
del Fondo, en los términos y con los límites derivados de 
la naturaleza de aquéllos450.
^La cuenta de posición del plan en el fondo, refleja las 
aportaciones del promotor y partícipes, así como los rendimientos 
de las inversiones del fondo, que se asignen al plan. Con cargo- 
a la misma, se atenderá al cumplimiento de las prestaciones a que 
diera lugar el plan, -art.10 LPFP-.
450Puede observarse, como afirma MONEREO, que estas 
comisiones no ven limitado su ámbito competencial a las funciones 
que se infieren textualmente de su denominación, sino que tienen 
encomendadas verdaderas funciones de gestión, supervisión y 
control, MONEREO PÉREZ,J.L., "Instituciones de control y
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Respecto al funcionamiento concreto de la Comisión de 
Control del Plan, la ley no exige nada, por lo que deberá 
concretarse en el mismo. En cambio, para la Comisión de 
Control del Fondo sí se establece que adoptarán sus 
acuerdos, como mínimo, por mayoría simple. En el caso de 
que sean varios Planes los adscritos a un mismo Fondo, se 
ponderará el voto de los designados por cada Plan en 
atención a su número y a la parte de interés económico que 
el Plan tenga en el Fondo. Sin duda esta regulación 
perjudica a las pequeñas empresas cuyos Planes se inserten 
en Fondos multiplanes, por cuanto su voto en la Comisión 
de Control del mismo estará en la práctica sometido al de 
las grandes empresas cuyos Planes representen mayor peso 
económico dentro del Fondo.
No obstante, el RPFP parece tener en cuenta esta 
posibilidad y establece que "por razones de heterogeneidad 
en los tipos de Planes de Pensiones adscritos a un mismo 
Fondo o de dimensión de éste, podrá arbitrarse la 
constitución, en el seno de la Comisión de Control, de 
Subcomisiones que ocuparán según áreas homogéneas de Planes 
o según modalidades de inversión", -art. 30.3-. Ahora bien, 
no establece regla alguna de funcionamiento de estas 
Subcomisiones.
Por lo demás, actualmente ya es posible que las 
pequeñas y medianas empresas se reúnan y elaboren un único 
plan, con lo que este riesgo desaparecerá.
gestión...", op. cit., pág.579 y ss.
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6.- CONTENIDO DEL PLAN DE PENSIONES.-
41. El artículo 1.1 de la LPFP establece el contenido 
de los planes, articulado en tres pilares:
* por un lado, los planes definen el derecho a 
percibir rentas o capitales por jubilación, supervivencia, 
viudedad, orfandad o invalidez. En definitiva, las 
prestaciones del plan.
* por otro lado, definen asimismo las obligaciones de 
contribución a los mismos o aportaciones económicas al 
plan.
* y en la medida permitida legalmente, contendrán las 
reglas de constitución y funcionamiento del patrimonio que 
hay que afectar al cumplimiento de los derechos, es decir, 
del Fondo de Pensiones.
Prestaciones, aportaciones y Fondo de pensiones son, 
a los efectos que aquí interesan, el contenido básico de 
todo plan de pensiones, y respecto a estos elementos cabe 
hacer las siguientes observaciones:
A) Prestaciones.-
42. Como puede apreciarse en el artículo transcrito, 
las prestaciones a que puede dar lugar un Plan están 
referidas a determinadas contingencias que son enumeradas 
con carácter taxativo. Ello nos lleva a una primera 
conclusión: los Planes de Pensiones no garantizan la 
protección para hacer frente a cualquier situación de 
necesidad en que pueda verse el trabajador, sino solo a las 
contempladas en la Ley y siempre que las prevea el Plan.
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Ahora bien, hay una excepción, pues se permite que en 
casos excepcionales y solo en supuestos de acaecimiento de 
contingencias no cubiertas por el Plan, que originen una 
disminución en la renta disponible del partícipe, bien por 
reducción de ingresos, bien por aumento de gastos, el fondo 
-en la parte correspondiente al sujeto causante- pueda 
utilizarse para hacer frente a ello, pero no como una 
prestación, sino a través de la concesión de un crédito al 
partícipe, -arts. 17.2 LPFP y 35.2 RPFP-. En definitiva, 
no se trata más que de la concesión de un préstamo, que 
posteriormente el trabajador deberá devolver en las 
condiciones que se establezcan. No estamos pues ante un 
sistema de previsión de carácter universal por lo que a su 
ámbito objetivo de protección se refiere, sino, más bien, 
ante una acción protectora que, como podrá comprobarse, ha 
sido inspirada por la regulación del Sistema público de 
pensiones.
Las prestaciones consisten en el reconocimiento de un 
derecho económico en favor de los beneficiarios de un Plan 
de Pensiones como resultado del acaecimiento de una 
contingencia cubierta por el citado Plan, -art.16.1 RPFP-. 
Se trata, por tanto, sólo de prestaciones de carácter 
económico al no haber referencia alguna a prestaciones en 
especie.
43. Por lo que se refiere a las contingencias 
cubiertas, la LPFP se refiere exclusivamente a las 
siguientes: jubilación o situación asimilable, invalidez 
laboral total y permanente para la profesión habitual o 
absoluta y permanente para todo trabajo, y la gran 
invalidez, y muerte del partícipe o beneficiario -ex
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partícipe-, que puede generar derecho a una pensión de 
viudedad, orfandad, o en favor de otros herederos o 
personas designadas -arts. 8.6 LPFP-, y muerte del 
beneficiario -que no fue nunca partícipe- que puede generar 
derecho a pensión de viudedad u orfandad.
Puede observarse que se trata de contingencias que por 
sí mismas suponen la terminación de la relación laboral y 
generan en la Seguridad Social el derecho a una pensión, 
pues no se contemplan prestaciones para situaciones de 
incapacidad temporal, maternidad ni invalidez permanente 
parcial451. En la redacción original dada por el proyecto 
de ley al artículo 8.5, se añadía una cláusula abierta que 
posibilitaba que en el Plan se estableciesen "otras 
prestaciones complementarias"; la desaparición de esta 
referencia permite sustentar que las prestaciones a cubrir 
por el Plan tienen la condición de tasadas, y no pueden 
admitirse otras. Ello nos lleva a concluir que en materia 
de previsión social en la empresa la figura de los Planes 
y Fondos de Pensiones no aparecerá sola sino acompañada en 
la mayoría de las ocasiones de mejoras directas de 
prestaciones consistentes en directos complementos 
empresariales.
Cabe destacar, asimismo, que las enmiendas realizadas 
a este precepto en el momento de elaborarse la LPFP, tenían 
por finalidad la adición del desempleo como contingencia 
protegible, cuestión que finalmente no se admitió452, pero
451Tampoco se contempló en su día la prestación 
correspondiente a la desaparecida invalidez provisional, vigente 
en el momento de entrada en vigor de la LPFP.
452Enmiendas de Minoría Catalana y Grupo CDS, n° 141 y 283, 
respectivamente, BOCG, 17/11/1986, Serie A, n°7-5.
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que, actualmente debiera revisarse ya que significaría 
suavizar considerablemente la imposibilidad del rescate, 
convirtiendo a los planes de pensiones en instrumentos más 
atractivos.
44. No establecen ni la Ley ni el Reglamento ningún 
tipo de regulación sobre el régimen jurídico de cada una 
de las prestaciones, sino que se limita a dejarlo a la 
voluntad de las partes, las cuales deberán necesariamente 
incluir entre las especificaciones del Plan la definición 
de las prestaciones y normas para determinar su cuantía, 
con indicación de si son o no revalorizables y, en su caso, 
la forma de revalorización, -arts. 6.1 e) LPFP-. Asimismo, 
también a las partes compete especificar en el contenido 
del Plan, la edad y circunstancias que originan el devengo 
de las prestaciones -art. 6.1.f) LPFP-.
Sin duda, la LPFP al hacer referencia a las 
contingencias susceptibles de protección en el artículo 8, 
está inspirándose en la terminología propia de la Seguridad 
Social frente a la del seguro privado, pues, si no fuese 
así, no se hablaría de contingencias, sino de riesgos. Se 
sitúa, por tanto, y como ya vimos, en su función de actuar 
como sistema complementario al de la Seguridad Social, sin 
perjuicio de que sus prestaciones puedan -en una concepción 
más o menos estricta de complementariedad- ser o no 
complementarias de las reconocidas por la Seguridad Social.
Ello significa que debe defenderse esta cualidad de 
los planes de pensiones, de todos, no solo de los del 
sistema de empleo, aunque sólo respecto de estos últimos 
tenemos una normativa sobre la que apoyarnos, la que 
concede a las empresas la posibilidad de establecer mejoras
379
Planes y Fondos de Pensiones.
voluntarias de la Seguridad Social, -arts 21 y 191 y ss. 
de la LGSS-. Como señala SALVADOR PEREZ, existen realmente 
conexiones entre los planes de pensiones y la acción 
protectora de la Seguridad Social, de una parte, porque, 
aunque la determinación de las contingencias se concibe con 
una relativa amplitud, las situaciones previstas se 
refieren a las tres ramas de prestaciones periódicas más 
importantes del sistema -jubilación, invalidez y muerte- 
de tal forma que el supuesto determinante de la prestación 
complementaria coincide con el hecho causante de la pensión 
básica; de otra, porque en los planes del sistema de 
empleo, probablemente se producirá el mencionado fenómeno 
de importación de las reglas de la prestación básica a la 
hora de fijar los requisitos específicos de la 
complementaria453 .
Ahora bien, del artículo 6 de la LPFP se desprende que 
entra dentro de la autonomía de las partes la definición 
de las prestaciones y, en particular -añade el RPFP, 
art. 16.5- su modalidad de pago454. Puede ello significar 
que las partes pueden configurar las prestaciones como 
crean conveniente, pero más bien se refieren a aspectos 
como el de la modalidad de pago, a que alude el Reglamento. 
Además, la LPFP se refiere a las contingencias por las que 
se satisfarán las prestaciones, y sólo debe especificarse 
en el plan la aspectos relacionados con las prestaciones
453SALVADOR PEREZ, F., "Las modalidades de previsión social 
complementaria...", op. cit., pág.462.
454Pueden establecerse como prestaciones en forma de capital, 
consistente en una percepción de pago único, en forma de renta 
-temporal o vitalicia, art.16.3 RPFP- o mixtas, que combinen 
rentas de cualquier tipo con un único cobro en forma de capital, 
-art. 8.5 LPFP-.
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y no con las contingencias. Además, los diferentes grados 
de invalidez permanente mencionados coinciden con los que 
se señalan en la normativa de la Seguridad Social por lo 
que son los términos de la misma los que cabe tener en 
cuenta y los que solucionarán los posibles problemas de 
interpretación que pudieran plantearse455. Ahora bien, una 
regulación tan flexible, donde las partes deben incluso 
especificar la edad y circunstancias que originen el 
devengo de las prestaciones, exige que las partes 
negociadoras actúen con gran cautela a la hora de definir 
las prestaciones cubiertas por el plan, dejando clara su 
opción por acogerse a los mismos términos que la Seguridad 
Social, evitando así que se repitan en materia de planes 
de pensiones los problemas interpretativos que se vienen 
produciendo respecto de las mejoras gestionadas a través 
de pólizas de seguro privadas.
En cuanto al carácter complementario más o menos 
estricto de las pensiones del plan con respecto a las de 
la Seguridad Social, recuérdese que cuando tratamos la 
posibilidad de establecer subplanes, algunos de los 
criterios que el Reglamento establece, hacen una referencia 
expresa a las prestaciones del Sistema de la Seguridad 
Social, y se configuran como auténticos complementos
455SALVADOR PEREZ, entiende que "no resultan obligados en 
principio, a reproducir las condiciones de calificación propias 
de las prestaciones de la Seguridad Social, aunque, lógicamente, 
en los planes del sistema de empleo se ha de dar necesariamente 
esta conexión en requisitos esenciales, tales como el hecho 
causante de la invalidez o la edad de jubilación", SALVADOR 
PEREZ.F., "Las modalidades de previsión social voluntaria...", 
op. cit., pág.526.
381
Planes v Fondos de Pensiones.
respecto de las prestaciones básicas456. En estos casos se 
daría una complementariedad estricta y las pensiones del 
plan se configurarían como estrictamente 
complementarias457.
Ahora bien, de cualquier manera, respecto de los 
planes del sistema de empleo, cualquier problema de 
interpretación por lo que a las prestaciones se refiere, 
-hecho causante, calificación de invalidez, revisión de 
grado de invalidez- deberá solventarse, al igual que ocurre 
con las pólizas de seguro, aplicando los criterios de la 
LGSS ante la falta de una deseable normativa sobre 
prestaciones complementarias de la Seguridad Social que 
estableciera criterios a aplicar en supuestos 
problemáticos.
A continuación analizaremos las posibilidades que 
tienen las partes a la hora de definir las correspondientes 
prestaciones:
a) Jubilación o situación asimilable. -
45. La jubilación es, sin duda, la más importante de 
las prestaciones de un Plan de pensiones. La propia 
Exposición de Motivos destaca, como finalidad social 
prioritaria de estos Fondos, facilitar el bienestar futuro
A56Vid. supra n°18.
457No obstante, ello significaría modalizar el plan como de 
prestación definida, los cuales son calificados, desde la 
perspectiva del promotor, como muy peligrosos económicamente, y 
por ello son desaconsejados, MORENO ROYES,F., SANTIDRIAN 
ALEGRE,J. y FERRANDO PINOL,A., Los Planes v Fondos de 
Pensiones.... op.cit., pág.29
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de la población retirada. No tendría sentido, por tanto, 
configurar un Plan de pensiones en el que no se contemplara 
esta prestación, pues siempre ha de establecerse una edad 
en la que se le permita al partícipe obtener las rentas 
para la que ha estado realizando aportaciones durante un 
largo período de tiempo.
Por ello, la LPFP prevé que de no ser posible el 
acceso del beneficiario a la situación de jubilación o 
asimilable, la prestación correspondiente sólo podrá ser 
percibida al cumplir los sesenta años de edad458.
En esta materia ha habido un cambio significativo que 
podría tener importantes consecuencias. Así, en la primera 
redacción de este precepto, la normativa no aclaraba qué 
debía entenderse por situación asimilable a la jubilación; 
ello significaba que las partes pueden concretar en el 
reglamento del plan en qué situaciones puede obtenerse la 
correspondiente prestación de jubilación sin que esta 
situación llegue realmente a generarse, es decir, 
correspondía al contenido del plan determinar, en su caso, 
qué situaciones iban a ser consideradas como asimiladas a 
la jubilación.
Por esta vía, el plan podría prever la posibilidad de 
obtener la correspondiente pensión para aquellas personas 
cuya relación laboral se extinguiese teniendo ya una edad
458En la redacción del proyecto de LPFP el tenor literal 
acusaba más la finalidad prioritaria de los Planes vinculada al 
retiro del partícipe de la vida activa, así, el artículo 8.7 
establecía que "salvo por las causas de invalidez o muerte, las 
prestaciones solamente podrán ser percibidas cuando los 
beneficiarios accedan a la jubilación o situación asimilable. De 
no ser posible tal acceso, al cumplir los sesenta años de edad", 
-BOCG de 9/5/1986, II Legislatura, Serie A, n° 200-1-.
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avanzada. Podrían protegerse así las personas afectadas por 
situaciones de crisis de empresa, despidos colectivos -art. 
51 ET- o individuales motivados por la necesidad objetiva 
de amortizar puestos de trabajo -art.52.c)-. 0 incluso
podría preverse la situación de aquel trabajador que, tras 
haberse extinguido su relación laboral, concierta convenio 
especial con la Seguridad Social.
Sin embargo, la redacción del apartado seis del 
artículo 8 de la LPFP, tras las modificaciones introducidas 
por la LOSSP, establece que reglamentariamente se 
determinarán las situaciones asimilables a la jubilación. 
No obstante, esta referencia, para ser compatible con la 
flexibilidad que se desprende del artículo 6 de la misma 
ley, cuando establece que las partes deberán fijar la edad 
y circunstancias que originen el devengo a las 
prestaciones, debe implicar una regulación reglamentaria 
de carácter abierto, que no impida que las partes puedan 
negociar en el reglamento del plan las que estimen 
convenientes, permitiéndose así que en cada una de las 
empresas se adecúen las condiciones del plan a las pactadas 
mediante negociación colectiva en la correspondiente 
empresa, en materia, por ejemplo, de jubilaciones 
anticipadas o prejubilaciones459.
459No hay problema jurídico en incluir la prejubilación o 
jubilación anticipada dentro de los Planes de pensiones, MONEREO 
PÉREZ, J.L., "Los Planes de pensiones en el sistema de protección 
social", VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y..., op. 
cit., págs. 83 y 84.
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Por otro lado, y por la vía del desarrollo 
reglamentario, podría aprovecharse para extender la 
posibilidad de acceder a la pensión complementaria de 
jubilación también en supuestos de trabajadores-partícipes 
que pasen a ser perceptores del subsidio de desempleo para 
mayores de cincuenta y dos años, denominado por la doctrina 
subsidio de prejubilación460, regulado en el artículo 215.3 
de la LGSS.
b) Invalidez laboral total y permanente para la 
profesión habitual o absoluta y permanente para todo 
trabajo y la gran invalidez. -
46. Como ya se ha indicado, la terminología utilizada 
lleva a pensar en que el legislador se ha visto 
influenciado por la normativa de la Seguridad Social. Ya 
vimos en otro momento los problemas de interpretación que 
se producían al establecerse la mejora por invalidez 
permanente. En este caso, las partes están obligadas a 
definir las contingencias y el hecho causante de las 
mismas, por lo que no deberían, en principio, plantearse 
aquellos problemas, especialmente por la vinculación a la 
materia propia de Seguridad Social, lo cual presupone la 
determinación del reconocimiento del derecho a pensión de 
invalidez por la Seguridad Social como momento en que debe 
generarse la correspondiente pensión de invalidez del plan,
460ALONSO OLEA,M. y TORTUERO PLAZA,J.L., Instituciones de 
Seguridad Social, op. cit., pág.227; LOPEZ GANDIA,J.y BLASCO
LAHOZ, J.F. , "Las recientes reformas de la legislación social sobre 
la mujer en el trabajo y sobre la prestación por desempleo", 
R.T. . n°10, 1989, pág.45; GONZÁLEZ ORTEGA,S., "Protección por
Desempleo", R.L.(La Lev), Tomo II, 1993, pág.362.
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siempre que el grado protegido en el plan coincida con el 
declarado por los órganos competentes de la Seguridad 
Social461.
Ahora bien, el supuesto de las revisiones del grado 
de invalidez en el sujeto beneficiario seguirá planteando 
problemas aplicativos como ya vimos en materia de mejoras 
no instrumentadas a través de planes de pensiones. Ello 
demuestra una vez más las importantes consecuencias que 
supone esta laguna legal, y especialmente, la falta de una 
normativa integradora y coherente de la previsión social 
complementaria.
Esta laguna debe ser, por tanto, tenida en cuenta por 
las partes que negocian el correspondiente plan, partiendo 
de la premisa de que todo es negociable. Así, lo primero 
que les interesa es plasmar en el reglamento del plan la 
protección por los tres grados de invalidez permanente: 
total, absoluta y gran invalidez, conforme a los conceptos 
y normas de la LGSS.
En este supuesto concreto debe tenerse en cuenta la 
modalidad del plan, en función del tipo de obligaciones 
estipuladas, es decir, si es de aportación definida, o de
^‘Conviene destacar que la gran invalidez no estaba prevista 
en el texto original de la LPFP, sino que ha sido incorporada por 
las modificaciones realizadas a la misma por la LOSSP, lo que 
demuestra una manifestación más de la adecuación que se ha 
producido también desde el punto de vista social a las anomalías 
o lagunas que se habían detectado. Fue propuesto por enmienda del 
Grupo socialista al proyecto de LOSSP, n°117, justificándose en 
que es perfectamente lógico ya que los planes pueden cubrir la 
invalidez permanente absoluta. De esta manera, -establece la 
citada enmienda- las contingencias de invalidez susceptibles de 
ser cubiertas por planes de pensiones se extenderían a todos los 
supuestos actualmente previstos de invalidez permanente, excepto 
la invalidez permanente parcial para la profesión habitual, BOCG 
de 22/5/1995, op. cit.
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prestación definida, lo que determina la cuantía de los 
derechos consolidados afectos a cada una de las 
prestaciones.
- Así, en el primero de los supuestos, la declaración 
de invalidez permanente a un trabajador en cualquiera de 
estos grados significará, que el partícipe cause el derecho 
a obtener la correspondiente pensión del plan por el 
montante correspondiente a sus derechos consolidados y 
adquiera la condición de beneficiario del plan.
Si, en esta situación, y como consecuencia de una 
revisión por los órganos competentes de la Seguridad 
Social, se le revisa el grado de invalidez, el cambio 
resultará irrelevante puesto que, la prestación vinculada 
a la misma será sobre el mismo montante que la que ya 
percibe, salvo que otra cosa se haya pactado.
- Ahora bien, en el supuesto en que el plan fuese de 
prestación definida, la declaración de un nuevo grado de 
invalidez generará el derecho a la cuantía de la prestación 
establecida para ese grado, salvando siempre lo establecido 
al respecto en las especificaciones del plan.
- Por otro lado, si el Plan prevé que las prestaciones 
se extinguirán por las mismas causas que se extinguen las 
de la Seguridad Social, las consecuencias, siempre que no 
haya agotado sus derechos consolidados y partiendo de la 
titularidad que se ostenta sobre los mismos, implicarían, 
la de recuperar la condición de partícipe del plan con 
posibilidad de nuevas aportaciones para posibles 
prestaciones futuras462.
^Así como la movilización de sus derechos a otro plan si su 
relación laboral se encuentra ya extinguida.
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c) Supervivencia: viudedad y orfandad.
47. Para la prestación correspondiente por muerte del 
sujeto causante, la LPFP reconoce el derecho tanto en favor 
de los supervivientes del partícipe del Plan -supuesto que 
se produce el fallecimiento siendo trabajador en activo- 
como del beneficiario -supuesto en que al producirse el 
fallecimiento, el sujeto es pensionista del Plan y por 
tanto, ex-partícipe-. Asimismo, reconoce las 
correspondientes pensiones por supervivencia, cuando se 
produce el fallecimiento de un beneficiario del plan, que 
no haya sido anteriormente partícipe. Si bien, en este 
último supuesto solo es posible generar prestaciones de 
viudedad u orfandad, mientras que en los casos anteriores, 
es posible además generar pensiones de supervivencia en 
favor de otros herederos o personas designadas, -art.8.6.c) 
LPFP-.
Nada obsta, por tanto, a que en el Plan puedan 
concretarse los concretos beneficiarios de esta prestación 
siguiendo las normas del Código Civil, y si finalmente se 
diese el caso en que resultase sin herederos, revertirá 
sobre el propio Plan en favor del resto de partícipes y 
beneficiarios.
Igual que en todos los demás supuestos, las partes son 
las que determinarán en el plan las condiciones y 
requisitos para acceder a estas prestaciones, pudiendo por 
ello reconocer la pensión de viudedad también en favor de 
parejas de hecho.
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B) Aportaciones.-
48. Respecto de las aportaciones o cuotas, la LPFP 
establece que éstas se realizarán por el promotor y los 
partícipes, en la forma que establezca el plan, pero, de 
conformidad con lo establecido en la propia ley.
En principio, de la citada ley no se desprende 
claramente la intención de no permitir aportaciones de los 
promotores en planes del sistema individual y asociado, más 
bien al contrario, teniendo en cuenta que es principio 
básico de todo Plan, la irrevocabilidad de las aportaciones 
del promotor, y que, como vimos, los beneficios fiscales 
que caracterizan la figura de los planes y fondos como 
institución fiscalmente privilegiada, se basan en la 
imputación de estas contribuciones en el impuesto de la 
renta de las personas físicas -IRPF- del partícipe, -art. 
27.a) LPFP.
Es por tanto el RPFP el que establece las 
limitaciones, al determinar que la modalidad del sistema 
de empleo será la única en la que se permitan aportaciones 
del promotor. Dejando al margen las posibles razones que 
puedan haber inspirado estas limitaciones para las otras 
dos modalidades de Planes, tratándose del sistema de empleo 
es una postura totalmente acorde con la tradición en 
materia de previsión social complementaria, caracterizada 
en sus orígenes, sobre todo, por ser la empresa la que 
beneficia voluntariamente a sus empleados, sin perjuicio 
de que éstos puedan también realizar sus aportaciones, si 
bien siempre con carácter voluntario, -art.192 LGSS-.
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De la misma manera, nada impide y de hecho ha sido 
práctica frecuente con el resto de instituciones de 
previsión del personal, que un Plan de Pensiones se 
financie exclusivamente por la empresa, sin aportación 
alguna de los trabajadores, los cuales, por otro lado, de 
exigírseles aportación, siempre cuentan con la posibilidad 
de decidir voluntariamente si desean o no adherirse al 
correspondiente Plan.
El reglamento del Plan será el que establezca la 
cuantía de las aportaciones en función del sistema de 
capitalización por el que se vaya a financiar el plan, de 
manera que permita establecer una equivalencia con las 
prestaciones futuras463, -arts. 8 LPFP y 15 RPFP-.
49. Una vez concretadas en el Plan, las cuotas y los 
sujetos obligados a realizarlas, debemos plantearnos en qué 
medida empresa o trabajadores podrían modificar o suspender 
su aportación.
Las garantías que la LPFP establece están dirigidas 
sobre todo a mantener las contribuciones del promotor que, 
en virtud del Plan, se hubiera obligado a ello. De ahí que, 
como principio básico del Plan, se establezca, como ya se 
ha precisado reiteradamente, que las aportaciones del 
promotor tendrán el carácter de irrevocables. El RPFP se 
limita a reiterar este principio en el artículo 9.1. Sin 
embargo, establece para todo tipo de aportaciones, donde 
debemos incluir también las de los trabajadores, su
^Estos extremos de carácter financiero son 
intencionadamente obviados en este trabajo, ya que nos llevaría 
a campos lejanos y ajenos al derecho del trabajo. Ahora bien, 
téngase en cuenta que la presencia de expertos financieros en la 
elaboración y ejecución de los Planes de Pensiones otorga ciertas 
garantías sobre la viabilidad financiera de los mismos.
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carácter de irrevocables desde el momento en que resulten 
exigibles, según las prescripciones del plan, y con 
independencia de su desembolso efectivo, -art. 9.2 RPFP-.
Existe, pues, una clara diferencia entre las garantías 
de las aportaciones del promotor, que son irrevocables por 
naturaleza, y las de los partícipes, que serán irrevocables 
sólo si resultan exigibles, según el propio Plan.
En principio, tanto para empresa como para 
trabajadores adheridos al Plan, estas contribuciones serán 
siempre exigibles, en virtud del propio contrato que el 
Plan representa.
Ahora bien, para entender la diferenciación de matiz 
que el artículo 9 del RPFP establece respecto a ambos tipos 
de aportaciones, hemos de analizar la posibilidad que 
tienen las partes de disponer sobre las obligaciones que 
en esta materia les atribuya el Plan.
A estos efectos, el artículo 15.5 RPFP establece la 
posibilidad de modificar o suspender las aportaciones, pero 
esta posibilidad solo se la reconoce a los partícipes, es 
decir, a los trabajadores. Estos podrán hacerlo, siempre 
que atiendan a las causas y circunstancias, previstas en 
el plan, que les faculten a tomar esa decisión, debiendo 
estar igualmente previstas en el plan, las consecuencias 
de dicha actuación. No se trata de una posibilidad1 
condicionada a que el plan lo prevea, puesto que los
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extremos citados forman parte del contenido mínimo exigible 
de un plan de pensiones, -art. 6.1.g) LPFP-.
- Si el trabajador opta por la suspensión, la Ley 
prevé su nuevo status, ya que entrará a formar parte del 
colectivo de partícipes en suspenso, y en tal caso, también 
la empresa dejará de imputarle las cuotas que hasta ese 
momento venía imputándole.
Ahora bien, nada obsta a que en el Plan pudieran
negociarse supuestos en que la empresa continuara
realizando aportaciones por algún trabajador, estando éste 
con contrato suspendido, siempre que no se vulnere el 
principio de no discriminación. Con un pacto en tal sentido 
podrían cubrirse períodos de suspensión del contrato de 
trabajo, a los que el ordenamiento jurídico concede una 
protección especial, como el de excedencia voluntaria por 
cuidado de hijos, o el cumplimiento del servicio militar.
Ahora bien, todo ello estará condicionado a que así 
se prevea en el Plan, por lo que es de sumo interés la 
intervención de la negociación colectiva en el 
establecimiento de Planes de Pensiones en las empresas.
En consecuencia, la posibilidad de que quepa la figura 
del partícipe en suspenso, deberá estar inexcusablemente 
prevista en el Plan, por razones de congruencia. Mal 
podríamos entender que el Plan deba establecer
necesariamente las causas de suspensión y que no quepa esta
figura.
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- Por lo que respecta a la posible alteración de las 
cuotas de la empresa al Plan, no cabe de forma unilateral. 
Esta será posible sólo, y en su caso, como consecuencia de 
la revisión financiera y actuarial del Plan que la ley 
exige periódicamente. No obstante, en este caso se seguirán 
las especificaciones que contenga el Plan464, y será 
necesario someter la cuestión a la Comisión de Control del 
Plan, cuya representación mayoritaria la ostentan los 
trabajadores, para que proponga o acuerde lo que estime 
procedente, de conformidad con lo previsto en el plan, 
-art.9.5 LPFP-.
En consecuencia, ello supone la imposibilidad de que 
la empresa unilateralmente suspenda sus aportaciones, las 
modifique, y por supuesto, la imposibilidad de rescatarlas 
o recuperarlas una vez que resulten exigibles.
C) Fondo de Pensiones.-
50. El tercero de los elementos que compone el Plan 
es el patrimonio o fondo, compuesto principalmente por las 
aportaciones de los sujetos obligados. Respecto del mismo, 
el Plan deberá establecer las reglas de su constitución y 
funcionamiento, en la medida permitida por la ley, -art. 1.1 
LPFP-.
^Forma parte del contenido mínimo de todo Plan de Pensiones 
contemplar los requisitos para la modificación del mismo y 
procedimientos a seguir para la adopción de acuerdos al respecto 
-art. 6.1.i LPFP-.
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En esta materia entramos directamente en la figura del 
Fondo de pensiones, al que se refiere el artículo 2 de la 
LPFP, como el patrimonio creado al exclusivo objeto de dar 
cumplimiento a Planes de pensiones, cuya gestión, custodia 
y control se realizarán de acuerdo con las reglas que fija 
la propia LPFP.
Los Fondos de Pensiones son definidos como 
patrimonios, sin personalidad jurídica, afectos al
cumplimiento de un Plan de pensiones, integrados por las
aportaciones de sus miembros y los rendimientos obtenidos 
de su inversión, administrados por una entidad distinta de 
los aportantes y beneficiarios, sometida a la supervisión 
y control de aquéllos y depositados, en la medida de lo 
posible, en las instituciones financieras que a tal fin se 
señalen465.
La regulación que ofrece la ley sobre los Fondos de
pensiones abarca todos sus aspectos: reglas de
constitución, organización, funcionamiento y control. De 
todo ello merece destacar las siguientes cuestiones:
C.l) Constitución del Fondo, -art.11 LPFP-.-
51. Por lo que se refiere a la constitución del mismo, 
se requiere escritura pública de constitución, previa 
autorización administrativa por el Ministerio de Economía 
y Hacienda. Posteriormente deben inscribirse no solo en el
^RABADAN FORNIES, M., Los Fondos de Pensiones. su 
futuro.... op. cit., 1984, pág.194
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Registro Mercantil, sino también en el Registro especial 
de Fondos de pensiones, en el que, además deberá constar 
" el Plan o Planes de Pensiones a que cada Fondo de 
Pensiones esté afecto, así como las sucesivas incidencias 
que les afecten Entre estas exigencias, se incluyen las 
nuevas integraciones o bajas de Planes en el 
correspondiente Fondo, así como las modificaciones 
sustantivas en la naturaleza de los Planes que incidan 
sobre el propio Fondo, -art. 28.6 del RPFP-466.
En definitiva, publicidad y control administrativo 
afectan, no solo a la figura del Fondo, sino también al 
Plan a él adscrito. Pues no debe olvidarse que el Plan y 
el Fondo son piezas inseparables. Cada Plan de pensiones 
debe disponer de un Fondo y, recíprocamente, cada Fondo de 
pensiones debe relacionarse con uno o varios Planes de 
pensiones467.
La LPFP establece el contenido mínimo de la escritura 
de constitución -art. 11.2-, en la que deberán constar, 
entre otros aspectos, la identificación de sus entidades 
gestora y depositaria, sus normas de funcionamiento -ámbito 
de actuación, política de inversiones, régimen de elección 
y funcionamiento de la Comisión de Control del Fondo...-
466E1 procedimiento de inscripción registral de instituciones 
y personas relacionadas con los Planes y Fondos de Pensiones,, 
está regulado en la Orden del MEH de 7 de noviembre de 1988, -BOE 
10-11-1988-.
467DUQUE DOMINGUEZ, J.F., " Notas Delimitadoras y naturaleza 
jurídica de los fondos de pensiones ", en Régimen jurídico de los 
planes v... op. cit., pág.58.
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y las normas que hayan de regir la disolución y liquidación 
del Fondo468.
C.2) Administración del Fondo.
52. Son administrados por una entidad gestora con el 
concurso de un depositario y bajo la supervisión de la 
Comisión de Control del Fondo -art. 13 LPFP-.
Debe observarse con qué afán la LPFP tiende a 
garantizar que el patrimonio que ha de cumplir las 
finalidades previsoras sea totalmente ajeno a la empresa, 
ya que es otra entidad la que lo gestionará y otra 
diferente la que lo tendrá en depósito.
Asimismo, entidad gestora de un fondo de pensiones no 
puede ser cualquiera, sino que requieren de autorización 
administrativa previa y deberán estar inscritas en el 
registro especial de entidades gestoras de Fondos de 
pensiones -art. 11.5 LPFP-, además de reunir los requisitos 
del artículo 20 de la LPFP469.
^Específicamente, el contenido de la escritura de
constitución así como de cada una de las hojas abiertas a los 
fondos de pensiones en el Registro Mercantil, viene regulado en 
los artículos 286 y 287 del Reglamento del Registro Mercantil,
RD 1784/1996, de 19 de julio.
^Establece que pueden ser gestoras de Fondos, las
Sociedades Anónimas que reúnan una serie de garantías, como un 
capital mínimo desembolsado que debe ascender a 100 millones de 
pesetas, acciones- nominativas, tener como objeto social y 
actividad exclusiva la administración de fondos de pensiones, 
estar domiciliadas en España... etc.; también pueden serlo las1 
Entidades Aseguradoras autorizadas para operar en seguros de 
vida, que cumplan determinados requisitos de los establecidos 
para las Sociedades Anónimas, así como las Entidades de Previsión 
Social, previa notificación al Ministerio de Economía y Hacienda, 
-art.20.2 LPFP-.
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Por otro lado, a la Comisión de Control del Fondo470 
corresponde, entre otras funciones, el examen y la 
aprobación de la actuación de la entidad gestora en cada 
ejercicio económico471, así como la posibilidad de 
solicitar la sustitución tanto de la entidad gestora como 
de la depositarla.
Pero, adviértase que la LPFP realmente hace recaer las 
facultades de gestión del Fondo sobre su Comisión de 
Control, pues es a ésta a quien corresponde dicha facultad, 
sin perjuicio de que pueda delegar en la Entidad Gestora 
-art. 14.2.e) LPFP-. El Reglamento no deja duda al 
respecto, en tanto que establece respecto de actuaciones 
esenciales de gestión472, que serán funciones de la Entidad 
Gestora "en la medida que expresamente lo decida la 
Comisión de Control del Fondo de Pensiones y con las 
limitaciones que ésta estime pertinentes", -art. 40.7-.
Ello no significa otra cosa que la intervención de los 
mismos trabajadores en la gestión, además de las amplias 
facultades de control que ejercen sobre la actuación de la 
entidad gestora. Estas amplias facultades de la Comisión
470A esta Comisión ya nos referimos en el momento de tratar 
de la Comisión de Control del Plan. Vimos que, o bien coincidiría 
con la misma -si es un único Plan el adscrito al correspondiente 
Fondo- o bien, y en caso contrario, estaría formada por 
representaciones de todos los Planes afectos al mismo Fondo, - 
art. 14.1 LPFP-.
471Artículo 19.1 LPFP.
472Como son: el ejercicio de los derechos derivados de los 
títulos y demás bienes integrantes del Fondo, la autorización 
para el traspaso de cuentas de posición a otros Fondos, la 
selección de las inversiones a realizar por el Fondo, de acuerdo 
con las normas de funcionamiento y las prescripciones 
administrativas aplicables sobre tal materia y la orden al 
depositario de compra y venta de activos.
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de Control, han sido criticadas desde el punto de vista de 
la posible falta de profesionalidad indispensable para 
llevar a cabo la gestión.
Así, para VERGEZ SANCHEZ hubiera sido mejor no 
establecer limitaciones a la entidad gestora y en cambio, 
prever un régimen de incompatibilidades en las personas que 
a través de ellas deban tomar las decisiones473. No 
obstante, recuérdese que la Comisión de Control del Fondo 
es elegida por los miembros de la Comisión de Control del 
Plan de entre sus miembros, los cuales, no necesariamente 
han de ser partícipes o beneficiarios del plan, sino que 
éstos tienen la posibilidad, -que deben aprovechar-, de 
incluir como representantes suyos a profesionales en esta 
materia.
53. Por lo que respecta a las entidades depositarias, 
ha de ser necesariamente una Entidad de Depósito 
domiciliada en España, e inscrita como tal en el Registro 
correspondiente474, cuyas funciones serán, principalmente, 
de custodia de los valores del Fondo y de vigilancia de la 
entidad gestora, ante las entidades promotoras, partícipes 
y beneficiarios. Cada Fondo tendrá una sola entidad 
depositaria y nunca se podrá ser al mismo tiempo, gestor
473VERGEZ SANCHEZ,M., "Los Contratos de Gestión y Depósito de
Fondos de Pensiones", Régimen jurídico de los Planes.. . . op. 
cit., pág.121.
474Artículo 7 de la Orden de 7 de noviembre de 1988, op. cit.
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y depositario de un Fondo, salvo en un supuesto muy 
excepcional475, -artículo 21 LPFP y 41 RPFP-.
Tanto la Entidad Gestora como la Depositarla de un 
Fondo de pensiones recibirán una comisión a cargo del mismo 
por sus servicios, retribuciones que la propia Ley prevé 
que puedan sujetarse a límites reglamentarios. Así, 
respecto de la entidad gestora, el artículo 20.5 establece 
que "... no excederá del máximo que, como garantía de los 
intereses de los partícipes y beneficiarios de los planes 
de pensiones, pudiera establecer el Gobierno de la Nación".
Por otro lado, ambas instituciones están llamadas a 
controlarse entre sí, ya que ambas serán responsables 
frente a las Entidades promotoras, partícipes y 
beneficiarios de todos los perjuicios que a éstos les 
causaren por el incumplimiento de sus respectivas 
obligaciones. Ambas, entidad gestora y depositarla, están 
obligadas a exigirse recíprocamente esta responsabilidad 
en interés de aquéllos, -art. 22 LPFP-.
54. Por lo que respecta a los criterios de gestión de 
estos Fondos, la ley establece límites muy precisos. Según 
el artículo 16 deberán invertirse de acuerdo con criterios 
de seguridad, rentabilidad, diversificación y congruencia 
de plazos adecuados a sus finalidades. Tanto este artículo
475 Se trata de los supuestos de disolución, procedimiento 
concursal o exclusión del registro administrativo de la entidad 
gestora. En este caso, la gestión del Fondo queda 
provisionalmente encomendada a la entidad depositarla por el 
plazo máximo de un año. Si transcurrido éste no se ha designado 
una nueva entidad gestora, se procede a la disolución del Fondo, 
-art. 23.3 LPFP-.
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como el desarrollo reglamentario del mismo, -artículos 34 
y siguientes-, establecen criterios estrictos de inversión, 
especificando en qué clase de títulos se permite invertir 
y con qué límites, el mínimo de liquidez preciso para 
afrontar las prestaciones que se vayan causando -art. 16.2 
LPFP y 34.2 RPFP- así como la imposibilidad de concentrar 
el riesgo que toda inversión conlleva.
Es decir, existen límites para evitar excesivas 
inversiones en una misma entidad, e incluso, en entidades 
que siendo diferentes forman parte de un mismo grupo de 
sociedades; si aún así, este riesgo se llegara a producir 
la ley prevé la intervención pública a través del 
establecimiento de nuevas limitaciones.
En definitiva, puede observarse la preocupación del 
legislador por el buen funcionamiento de los Planes y 
Fondos de pensiones. Incluso establece un régimen de 
incompatibilidades para evitar el enriquecimiento de las 
entidades involucradas en el funcionamiento de los Fondos, 
tanto la gestora, como la depositarla, e incluso de los 
miembros de la Comisión de Control -art. 35.4 RPFP-.
7. - MODIFICACION Y TERMINACION DEL PLAN, Y DISOLUCION
DEL FONDO DE PENSIONES.-
55. Interesa sobre todo en este punto destacar las 
garantías que la normativa sobre Planes y Fondos de 
pensiones contempla ante supuestos de riesgo sobre el buen 
fin de la institución.
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A) Modificación.-
56. En primer lugar, ya mencionamos que todo Plan está 
sujeto a revisiones obligatorias por actuario cada tres 
años, o anualmente si el Plan se basa en el sistema de 
capitalización colectiva. El objeto de estas revisiones es 
la observancia de la evolución del Plan a fin de adaptarlo 
a determinadas circunstancias: evolución de salarios,
rentabilidad de las inversiones, supervivencia de 
beneficiarios pasivos, insuficiencia del margen de 
solvencia, y cualquier otra circunstancia concurrente.
El juego de estas circunstancias puede dar lugar a la 
necesidad de modificación del Plan, lo cual se reflejará 
necesariamente en una modificación de aportaciones o 
incluso de las prestaciones previstas, -art.9.5 LPFP y 24 
RPFP- .
En este punto las prerrogativas de la Comisión de 
control del Plan son de información y propuesta de lo que 
estime procedente, siempre de acuerdo con las previsiones 
del Plan, en tanto que el procedimiento de modificación y 
el de adopción de acuerdos al respecto, forma parte, como 
vimos, de su contenido mínimo, -art.6.1.i LPFP-. Ahora 
bien, la modificación es obligatoria cuando la causa es la 
insuficiencia del correspondiente margen de solvencia -art. 
24.3 RPFP-.
Si producida la correspondiente revisión, las medidas 
a adoptar son manifiestamente imposibles de llevar a cabo,
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se procederá a la liquidación del Plan, tal y como se 
dispone a continuación.
B) Terminación del Plan.-
57. Entre las especificaciones del Plan deben 
contenerse las causas de terminación del mismo y las normas 
para su liquidación -art. 6.1.j) LPFP-.
Nada más establecía la ley, tan sólo se añadía por el 
Reglamento que deben incluirse necesariamente entre las 
causas de disolución: el no alcanzar el mínimo absoluto del 
margen de solvencia requerido, y, como ya se ha apuntado, 
la imposibilidad manifiesta de llevar a cabo las medidas 
de viabilidad derivadas de la revisión del Plan -art. 
21.1.j) RPFP-.
Actualmente, con las últimas modificaciones realizadas 
a la LPFP, se añade en el artículo 5 un apartado cuarto, 
en el que se determinan las causas de terminación de un 
plan de pensiones:
a) Por dejar de cumplir los principios básicos 
establecidos en el número 1 de este artículo.
Congruente con la reserva de denominación -art. 1.3 
LPFP-, y con la declaración contenida en el artículo 5.2, 
según ambos preceptos, sólo los que cumplan estos 
requisitos merecen la calificación de planes y fondos de 
pensiones, y sólo a estos les son aplicables los beneficios 
previstos en materia fiscal. Por tanto, obviamente el plan 
dejará de serlo cuando desaparezca alguno de sus principios 
básicos: no discriminación, irrevocabilidad de
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aportaciones, atribución de derechos a los partícipes, 
capitalización e integración obligatoria en un fondo.
b) Por la paralización de su Comisión de Control, de 
modo que resulte imposible su funcionamiento, en los 
términos que se fijen reglamentariamente.
Teniendo en cuenta las importantes prerrogativas que 
asume esta Comisión, es lógico que una paralización de la 
misma lleve a la terminación del plan. Sin embargo, antes 
de proceder a ello, resultaría más adecuado intentar formar 
una nueva Comisión de Control, o hacer intervenir a la 
Administración con el fin de salvar la continuidad del 
plan. No obstante y como establece el precepto, el asunto 
se deja en manos de desarrollo reglamentario.
c) Cuando el plan de pensiones no haya podido cumplir 
en el plazo fijado, las medidas previstas en un plan de 
saneamiento o de financiación exigidos al amparo del 
artículo 34 de la Ley, o cuando habiendo sido requerido 
para elaborar dichos planes, no proceda a su formulación.
Estos planes de saneamiento o financiación constituyen 
medidas de control especial que puede llevar a cabo la 
Dirección General de Seguros cuando el plan presente alguna 
de las situaciones críticas enumeradas en el artículo 34.2, 
-determinadas situaciones de déficit, insuficiente margen 
de solvencia, dificultades de liquidez... entre otras-. No 
obstante, se exige por este precepto que el plan de 
financiación o saneamiento propuesto debe ser aprobado por 
la Comisión del Control del plan o fondo, -art.34.2.2o-.
d) Por imposibilidad manifiesta de llevar a cabo las 
variaciones necesarias derivadas de la revisión del plan 
a tenor del artículo 9.5.
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e) Por ausencia de partícipes y beneficiarios en el 
plan de pensiones durante un plazo superior a un año.
f) Por extinción del promotor del plan.
Trasladada esta causa de terminación del plan al
sistema de empleo, podrían surgir numerosos interrogantes, 
algunos de los cuales son ya previstos en este mismo 
precepto. Así, se señala que, salvo pacto en contrario, o 
precisión contraria en las especificaciones del plan, no 
serán causas de terminación del plan, la extinción del 
promotor por fusión, o por cualquier otro supuesto de 
cesión global del patrimonio de la empresa, en cuyo caso, 
la sociedad resultante de la fusión o la cesionaria del 
patrimonio se subrogará en los derechos y obligaciones del 
promotor extinguido.
Así, para los supuestos de transmisión de empresas, 
rige la regla general de subrogación en los derechos y 
obligaciones, salvo pacto en contrario o especificación 
prevista en el plan. Respecto al pacto en contrario a que 
se hace referencia, no se aclara quienes son las partes del 
acuerdo, pero, lo que parece evidente es que la Comisión 
de Control debe participar en el mismo.
Asimismo, se establece que, si como resultado de las 
operaciones societarias exista un promotor cuyos 
compromisos por pensiones con los trabajadores estén 
instrumentados en varios planes, se procederá a integrar 
a todos los partícipes y, en su caso, a los beneficiarios, 
en un solo plan de pensiones, en el plazo de seis meses 
desde la fecha de efecto de la operación societaria.
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g) Por último, como última causa de terminación del 
plan se establece cualquier otra que haya sido establecida 
en las especificaciones del plan.
58. Por lo que se refiere a las consecuencias para 
partícipes y beneficiarios de la terminación del plan, ello 
no quiere decir que puedan hacer efectivos sus derechos 
consolidados hasta ese momento. La LPFP establece que éstos 
sólo se harán efectivos a los exclusivos efectos de su 
integración en otro Plan o, en su caso, cuando se produzca 
el hecho que da lugar a la prestación, -art.8.8-,
Así, respecto de la liquidación del plan que procede 
tras su terminación, se señala para los beneficiarios que 
se debe respectar la garantía individualizada de las 
prestaciones causadas, y para los partícipes, debe preverse 
la integración de sus derechos consolidados en otros Planes 
de Pensiones.
Por tanto, la terminación del Plan supone la 
continuación en otro, y no la posibilidad de reintegrarse 
de las aportaciones efectuadas, -art.21.1 in fine, en 
relación con el art.20.5.d) del RPFP-.
Trasladado al sistema de empleo la solución no es del 
todo pacífica en tanto que la transferencia de derechos 
consolidados debe hacerse a otro Plan en el que los 
trabajadores afectados obtengan asimismo la condición de 
partícipes. Así, en estos casos, o bien se elabora un nuevo 
Plan en la empresa, solución ilógica y de dudosa 
posibilidad, o bien cada partícipe individualmente 
considerado elige el Plan del sistema individual en el que,
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pudiendo obtener la condición de partícipe según sus 
propias especificaciones, desea le sean transferidos sus 
derechos consolidados. No obstante, la ley señala que, 
tratándose de la terminación de un plan del sistema de 
empleo, si lo prevén las especificaciones o así se acuerda 
por la comisión de control, la integración de derechos 
consolidados se hará en el plan o planes del sistema de 
empleo en los que los partícipes puedan ostentar tal 
condición, -art.5.4 in fine LPFP-.
Parece ser que se opta por una solución en que se 
concede preferencia a la integración en otro plan del 
sistema de empleo, pero ello sólo será posible si la 
terminación del plan coincide a la vez con la pérdida de 
condición de empleado, para adquirirla en otra empresa en 
la que exista constituido un plan de pensiones -cuando la 
terminación de un plan no implica necesariamente la 
extinción de la relación laboral- o en el supuesto 
específico de que algún trabajador en cuestión sea 
pluriempleado y en su otra empresa exista constituido un 
plan de pensiones. Si no se dan estas circunstancias, la 
integración de los derechos consolidados no podrá hacerse 
en un plan del sistema de empleo, por mucho que ello conste 
en las especificaciones del plan que se extingue.
Por ello, lo que puede interpretarse de esta 
disposición es que en las especificaciones del plan se 
puede hacer constar que, caso de término del mismo, la 
integración de los derechos consolidados se llevará a cabo, 
preferentemente, en otro plan de la misma modalidad -es 
decir, del sistema de empleo-, siempre si fuera posible.
406
Planes v Fondos de Pensiones.
C) Disolución del Fondo.-
59. Esta situación puede venir motivada por varias 
causas, recogidas en el artículo 15 de la LPFP, y son las 
siguientes:
a) Por revocación de la autorización administrativa 
al fondo de pensiones.
El Ministerio de Hacienda procederá a la citada 
revocación cuando se den alguna de las causas previstas en 
el artículo 31.2. La concurrencia de las mismas tiene como 
consecuencia la prohibición de realizar la actividad propia 
de los fondos, por lo que debe procederse a su disolución 
y liquidación, -art.31.4 LPFP-.
b) Por la paralización de su Comisión de Control, de 
modo que resulte imposible su funcionamiento, en los 
términos que se fijen reglamentariamente.
Al respecto son trasladables las mismas observaciones 
realizadas respecto de la misma causa en el supuesto de 
terminación del Plan.
c) Por concurrir los supuestos previstos en el 
artículo 23 LPFP. En este precepto se regula el régimen 
jurídico de la sustitución de las Entidades Gestora y 
Depositaria, motivada bien por iniciativa propia, bien por 
decisión de la Comisión de control del Fondo, o bien 
motivada por supuestos de disolución de las mismas, 
procedimiento concursal o exclusión del Registro 
administrativo correspondiente. Supuestos, todos ellos, que 
pueden llevar a la disolución del Fondo si, en los plazos
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previstos en la norma, no se procede a designar una nueva 
entidad sustitutoria.
d) Por decisión de la Comisión de control del fondo 
o, si ésta no existiese, si así lo deciden de común acuerdo 
su promotor, entidad gestora y depositaria.
Este apartado requiere sin duda de una aclaración que 
deberá efectuarse en el futuro desarrollo reglamentario, 
puesto que se trata de una materia introducida por las 
modificaciones realizadas a través de la LOSSP.
Resulta ciertamente difícil entender, la posibilidad 
de que no exista Comisión de control del fondo. Quizá se 
esté refiriendo al supuesto en que el fondo instrumentase 
un único plan, y la Comisión de control del Plan fuese la 
que desempeñara las funciones de la Comisión de control del 
Fondo, pero en este caso no es correcto entender que no 
existe Comisión de control del Fondo, porque sí existe y 
coincide exactamente con la del plan.
Quizá se pueda estar pensando en una disolución de 
facto sobrevenida de la citada Comisión, pero tampoco es 
una correcta interpretación ya que esta situación sería, 
por sí sola, la causa de disolución del fondo, por entrar 
dentro del apartado b) de este mismo precepto señalado más 
arriba.
No obstante, sea cual fuere la interpretación que nos 
desvele el desarrollo reglamentario, siempre habrá que 
tener en cuenta que, antes de la decisión concurrente de 
promotor y entidades gestora y depositaria para dar por 
disuelto el correspondiente fondo, será preciso la 
intervención de la Comisión de control del Plan. Si tampoco 
esta se encuentra en condiciones, la decisión, por lo que
408
Planes v Fondos de Pensiones.
al sistema de empleo se refiere, corresponde adoptarla en 
el seno de la negociación colectiva.
e) Por cualquier otra causa establecida en sus normas 
de funcionamiento.
60. Ahora bien, la concurrencia de alguna de estas 
causas, no implica necesariamente la terminación del plan 
o planes que el fondo a disolver gestione, ya que la Ley 
señala como requisito previo a la extinción de los fondos, 
la garantía individualizada de las prestaciones causadas 
y la continuación de los Planes de pensiones vigentes a 
través de otro u otros Fondos de Pensiones ya constituidos 
o a constituir.
En realidad lo que se produce es un cambio de fondo, 
ya que el plan o planes gestionados por el fondo que se 
extingue se traspasará a otro fondo, el cual a su vez puede 
encontrarse ya constituido o ser de nueva creación.
Para ello, será necesario en primer lugar proceder a 
la liquidación del fondo realizándose las correspondientes 
operaciones conjuntamente por la Comisión de control del 
Fondo y la Entidad Gestora.
Por lo que respecta al procedimiento, cabe añadir que 
tanto la disolución del fondo como la terminación del plan 
deben ser acordadas en el seno de la Comisión de control, 
la cual debe reunirse en un plazo de dos meses desde la 
concurrencia de la causa de disolución o terminación, 
pudiendo cualquier partícipe solicitar la citada reunión 
si, a su juicio, existe causa legítima para ello, -art.32 
LPFP-.
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8.- LA INTERVENCION ADMINISTRATIVA EN LOS PLANES Y
FONDOS DE PENSIONES.-
61. Tan solo una breve referencia en este punto a las 
prerrogativas que la Administración se ha guardado en 
relación con la figura de los Planes y Fondos de Pensiones. 
Lo suficiente para constatar que se trata de una 
institución fuertemente intervenida.
Aparecen dispersas a lo largo del articulado de la 
LPFP y su Reglamento referencias sobre el control que debe 
ejercer el Ministerio de Economía y Hacienda, 
concretamente la Dirección General de Seguros-. Sin 
perjuicio de que la LPFP dedique todo un Capítulo al 
particular, -Capítulo IX- introducido por las 
modificaciones realizadas a la LPFP por la LOSSP.
Cabe señalar que la reforma que se ha llevado a cabo 
en esta materia ha consistido en establecer una regulación 
inspirada en las normas de ordenación y supervisión de las 
entidades aseguradoras, contenida en el texto articulado 
de la LOSSP. Se ha creado un régimen de ordenación y 
supervisión administrativa de los Planes y Fondos de 
pensiones en paralelo al existente respecto de las 
entidades aseguradoras; incluso, en numerosas ocasiones, 
se produce una remisión a los preceptos de la LOSSP 
acompañada de una adaptación de su terminología aseguradora 
a la de los planes de pensiones.
Respecto de la regulación anterior esto ha supuesto, 
en definitiva, un endurecimiento de las medidas de control 
e intervención administrativa en materia de planes y fondos
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de pensiones, utilizando, en cierta medida, las previsiones 
que al respecto se contienen en la normativa del seguro 
privado que recaen generalmente sobre las entidades 
aseguradoras.
62. Ahora bien, para dar una visión general de los 
diferentes modos de intervención administrativa en esta 
materia, resulta clarificador atender a la clasificación 
que proporciona AGUILAR FERNANDEZ476, sin perjuicio de 
incidir en los aspectos que se han visto modificados por 
la reforma. Así, siguiendo a este autor, pueden 
distinguirse tres momentos en que el control se manifiesta:
a) Control inicial o de la fase de constitución, en 
la que se dan las figuras de la autorización administrativa 
previa a la constitución del Fondo, y su inscripción en el 
Registro administrativo Mercantil y en los especiales, 
supuestos a los que ya hemos hecho referencia.
b) Control intermedio o de la fase de desarrollo, de 
la que cabe destacar diferentes supuestos de intervención: 
control de la situación contable de los Fondos477, amplios 
derechos de información a favor de la Administración sobre 
aspectos contables del Fondo y sus Entidades Gestora y 
Depositaria, que podrá recabarlos para sí o para las 
Comisiones de Control de los Planes de pensiones, sus
476AGUILAR FERNANDEZ-HONTORIA, J., "El Régimen de control por 
la Administración pública", Régimen jurídico de los Planes v 
Fondos.... op. cit., pág.125 y ss.
477E1 Ministerio de Economía y Hacienda podrá exigir a las' 
Entidades Gestoras de Fondos de Pensiones la realización de 
auditorías externas excepcionales, con el alcance que considere 
necesario, asimismo éste establecerá los modelos de balance, 
cuentas de resultados, criterios de valoración y 
contabilización...-art. 19.5 y 19.6 LPFP-.
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partícipes y beneficiarios478, y amplias posibilidades de 
inspección, que son actualmente denominadas de ordenación 
y supervisión administrativa -art. 24 LPFP-479.
Ahora bien, la principal novedad de las modificaciones 
introducidas en esta materia por la LOSSP, ha sido la 
introducción de un nuevo capítulo, que corresponde al 
número IX, dedicado expresamente a las medidas de 
intervención administrativa. En él se recogen medidas como, 
la posibilidad de revocación de la autorización 
administrativa, -tanto la concedida a entidades gestoras 
como a fondos de pensiones-, la posibilidad de disolución 
administrativa de las entidades gestoras o de los fondos 
si, concurriendo las causas para proceder a la misma, las 
partes no adoptaron el correspondiente acuerdo480, 
posibilidad de adoptar medidas de intervención en los 
procesos de liquidación de los fondos, bien acordando las 
medidas necesarias para salvaguardar los intereses de 
partícipes, beneficiarios o terceros, o bien designando 
liquidadores o acordando el cese de los designados en los 
términos del artículo 33 LPFP.
Asimismo, el Capítulo IX recoge las denominadas 
medidas de control especial que facultan la intervención 
administrativa en supuestos en que se den situaciones que
478Artículo 19, apartados 7, 8 y 9.
479Se trata de las posibilidades con que cuenta el MEH de 
recabar de las Entidades Gestoras y Depositarias, de las 
Comisiones de Control y de los actuarios, toda la información que. 
sea precisa para comprobar el correcto cumplimiento de las 
disposiciones legales y reglamentarias.
480La disolución administrativa puede llegar a producirse a 
instancia de parte e incluso de oficio, -art.32.1.2° y 32.2 
LPFP-.
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impliquen con carácter general, la puesta en peligro de la 
llegada a buen término de la institución481. Las concretas 
medidas a adoptar se regulan, salvo en alguna excepción, 
por remisión al artículo 39 de la LOSSP, que recoge las 
medidas que pueden adoptarse frente a las entidades 
aseguradoras, añadiendo que las referencias de este 
precepto a los órganos de administración de aquellas 
entidades, se entenderán hechas a las comisiones de 
control, cuando las medidas a adoptar lo sean sobre planes 
y fondos de pensiones, -art.34.3 LPFP-.
c) Control a posteriori, referido a las consecuencias 
de la actuaciones que infrinjan la normativa sobre planes 
y fondos de pensiones.
La LPFP establece un régimen de infracciones y 
sanciones en esta materia de carácter administrativo, -arts 
35 y 36-. Las infracciones se dividen en leves, graves o 
muy graves, siendo sujetos responsables de las mismas las 
Entidades Gestoras y Depositarias, los expertos actuarios 
y auditores y sus sociedades, quienes desempeñen cargos de 
administración o dirección en las entidades citadas, los 
miembros de las Comisiones y Subcomisiones de control de 
los planes y fondos de pensiones y los liquidadores, 
-art.35.1-.
No obstante, también directamente el partícipe puede 
ser objeto de sanción cuando hubiere realizado aportaciones
481Se recogen supuestos que facultan la adopción de medidas 
especiales tanto respecto de las entidades gestoras 
-art.34.1.Io -, como de los planes y fondos de pensiones 
-art.34.1.2°-. Por ejemplo, dificultades de liquidez, pérdidas 
superiores a determinada cuantía, déficit superior a determinado 
porcentaje...etc.
413
Planes v Fondos de Pensiones.
al plan superiores al límite de aportación anual fijado por 
la ley en su artículo 5.3. Siempre que tal exceso no sea 
retirado antes del 30 de junio del año siguiente, la 
infracción será sancionada con una multa equivalente al 50 
por 100 de dicho exceso, sin perjuicio de la inmediata 
retirada del mismo, -art.36.4-. También en estos casos 
resulta responsable quien hubiere aceptado dichas 
aportaciones, como infracción de carácter muy grave, 
-art.35.3.n)
Respecto al régimen de infracciones y sanciones, 
interesa destacar que también las Comisiones de control 
pueden ser sancionadas. De entre las infracciones en que 
podrían incurrir, cabe destacar el incumplimiento de las 
especificaciones y bases técnicas de los planes o de las 
normas de funcionamiento de los fondos, -infracción de 
carácter grave o muy grave según tenga o no carácter 
ocasional o aislado, art. 35.3.i) y 35.4.i)-, la 
realización de prácticas abusivas que perjudiquen el 
derecho de los promotores, partícipes o beneficiarios, - 
infracción muy grave, 35.3.i)-, la aplicación incorrecta 
de las especificaciones y bases técnicas de los planes en 
perjuicio de partícipes o beneficiarios, -art. 35.4.i)-, 
la falta de remisión de la documentación requerida por la 
Dirección General de Seguros o la falta de veracidad en los 
mismos que dificulte la apreciación de su solvencia, 
-art. 35.4 .1) -, el pago a las entidades gestoras de una 
comisión superior a la fijada en las normas de 
funcionamiento del fondo -art.35.4.n)-, el incumplimiento 
del deber de veracidad informativa debida a los partícipes,
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beneficiarios o al público en general -art. 35.3 y 35.4 
ñ)-, la realización de actos u operaciones con 
incumplimiento de las normas que se dicten sobre la forma 
y condiciones de la contratación de planes de pensiones con 
los partícipes, -art.35.4 p)-...etc.
Para la graduación de las sanciones se produce una 
remisión en bloque a la misma materia prevista en la LOSSP, 
salvo respecto de las sanciones a imponer a expertos 
actuarios y sus sociedades, recogidas en el artículo 36.2 
LPFP. Por tanto, también las comisiones de control quedan 
sujetas a las sanciones previstas en la normativa del 
seguro privado, para lo que se asemejan a los cargos de 
administración o de dirección de las entidades 
aseguradoras, y a las sanciones susceptibles de imponerles 
a los mismos conforme al artículo 42 de la LOSSP, donde se 
prevén sanciones como separación del cargo e inhabilitación 
para acceder al mismo durante un plazo máximo de 10 años, 
suspensión temporal hasta cinco años, según la gravedad de 
la infracción, multa económica dependiente también de la 
gravedad de la infracción, y amonestación pública o 
privada.
Respecto de las infracciones que pudieren cometer 
entidades gestoras y depositarias, las sanciones aplicables 
son las previstas en el artículo 41 de la LOSSP respecto 
de las entidades aseguradoras, con las necesarias 
adaptaciones previstas en el artículo 36.1 LPFP.
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9.- REGIMEN LEGAL DE GARANTIAS.-
63. Por último, en cuanto al régimen jurídico de los 
planes de pensiones, procede una breve referencia a los 
términos en que se expresa la norma por lo que al régimen 
de garantías en favor de los elementos personales del plan 
se refiere.
Así, en principio debe partirse de que la falta de 
personalidad jurídica de los fondos de pensiones, y por 
tanto, la falta de un tercero intermediario entre los 
elementos personales y el patrimonio, unido a la atribución 
de derechos que se produce en favor de los partícipes, 
lleva a la consecuencia de que son éstos los principales 
responsables y, a la vez, perjudicados, ante los riesgos 
que pudieran producirse y que pongan el peligro la 
finalidad previsora del fondo.
No existe un mecanismo ni público ni privado de 
respaldo de los intereses de los partícipes de un fondo de 
pensiones, salvo en el supuesto, potestativo, en que se 
haya concertado un seguro privado para el aseguramiento o 
garantía de las prestaciones, -art.8.2 LPFP-. La ley señala 
que el otorgamiento de la autorización administrativa 
necesaria para la constitución del fondo de pensiones, en 
ningún caso podrá ser título que cause la responsabilidad 
de la Administración del Estado, -art. 11.3-. Esta declarada 
desresponsabilidad de los poderes públicos en este campo, 
ha sido criticada por MONEREO, para el que, no obstante, 
una cierta responsabilidad subsidiaria de la Administración 
debe estimarse en base al artículo 106.2 de la
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Constitución, así como al artículo 8 de la Directiva 
80/98 7482.
No obstante, debemos tener en cuenta que la Directiva 
comunitaria 80/987, de 20 de octubre, relativa a la 
protección de los trabajadores asalariados frente a la 
insolvencia del empresario, a la que ya se hizo referencia, 
alude a la responsabilidad del Estado en cuanto a 
garantizar a los trabajadores asalariados y a las personas 
que ya han dejado la empresa, sus derechos adquiridos o en 
curso de adquisición a prestaciones de vejez y 
supervivencia, ante supuestos de insolvencia del 
empresario, el cual, en este caso concreto y como promotor 
de un fondo de pensiones, no cabe identificarlo con el 
fondo mismo, por lo que quizá este precepto no tenga 
aplicabilidad alguna al supuesto de hecho en que es el 
fondo de pensiones el que deviene insolvente.
Respecto al cumplimiento de aquel precepto nuestro 
legislador ha reaccionado regulando la necesaria y absoluta 
separación patrimonial del fondo, de la del patrimonio de 
la propia empresa, y ello ha sido aplicado en nuestro 
derecho positivo, en primer lugar, con la regulación de la 
figura de los planes de pensiones, y en segundo lugar, con 
la regulación contenida en la Disposición Adicional primera 
de la LPFP, como vimos. El legislador, por tanto, no ha 
creado un mecanismo de garantías de las prestaciones 
complementarias de carácter profesional frente a la figura 
del empresario insolvente, sino que ha optado por evitar
482MONEREO PEREZ, J.L., Instrumentación jurídica e. . . (II) , op. 
cit., págs.98 y 99.
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en cualquier caso que la posible insolvencia empresarial 
afecte a las mismas.
64. Volviendo al punto inicial de estas observaciones, 
tratándose de planes y fondos de pensiones, son los propios 
partícipes los titulares del patrimonio y los que están 
llamados a correr con los riesgos de insolvencia del fondo. 
Ahora bien, no faltan referencias en la LPFP que tienden 
a proteger o más bien a limitar las consecuencias sobre los 
mismos de esta situación, cuando es provocada por terceros.
Así, en el artículo 22 de la LPFP se establece que 
Entidades Gestora y Depositaria serán responsables frente 
a las promotoras, partícipes y beneficiarios de todos los 
perjuicios que se les causaren por el incumplimiento de sus 
respectivas obligaciones, ambas están obligadas a exigirse 
recíprocamente esta responsabilidad en interés de aquéllos.
Por otro lado, el RPFP, en su artículo 33, establece 
que los acreedores de los fondos de pensiones no podrán 
hacer efectivos sus créditos sobre los patrimonios de los 
promotores de planes y de los partícipes, cuya 
responsabilidad está limitada a sus respectivos compromisos 
de aportación. Por otro lado, el patrimonio de los fondos 




LA CONSTITUCION DE LAS MEJORAS VOLUNTARIAS: 
AUTONOMIA INDIVIDUAL Y COLECTIVA.-
1. Procede a continuación adentrarse en el análisis 
de la relación entre la previsión complementaria y el 
derecho del trabajo.
Se trata, como ha podido apreciarse, de una materia 
que se constituye en el marco de la relación laboral, 
fundamentalmente a través de pactos entre la empresa y los 
trabajadores, así como a través de la sola decisión 
unilateral del empresario.
En consecuencia, las instituciones propias del derecho 
del trabajo vienen a afectar a las mejoras voluntarias, en 
tanto que se convierten en contenido contractual, 
-individual o colectivo- de la relación laboral.
Ello lleva a plantearse el lugar que ocupan dentro de 
esta relación ese tipo de contenido, que, por el hecho de 
tener su propia regulación específica, provocan una serie 
de problemas interpretativos que deben ser tratados.
Precisamente los mayores problemas se presentan por 
la necesaria estabilidad y permanencia en el tiempo que 
requiere una materia como es la previsión social, que viene 
a confluir con la temporalidad que domina actualmente el 
mundo de las relaciones laborales, temporalidad que se 
manifiesta no solo por la existencia de un gran número de 
trabajadores temporales en el mercado de trabajo, sino
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también por la propia dinámica de los convenios colectivos, 
normas de carácter temporal por naturaleza.
I. ACTO DE CONSTITUCION
1.- POR CONCESIÓN UNILATERAL DEL EMPRESARIO.-
2. Las mejoras voluntarias de la Seguridad Social 
establecidas por la sola voluntad empresarial llevan a 
plantearse en el terreno del derecho del trabajo si estamos 
en presencia de una condición más beneficiosa.
En principio, estas mejoras, concedidas 
unilateralmente se incorporan al contrato de trabajo y 
adquieren naturaleza contractual, como si de un pacto entre 
partes se tratara.
Asimismo, el artículo 192 de la LGSS, señala que, aun 
siendo de implantación voluntaria para las empresas, 
causado el derecho a la mejora por un trabajador, no podrá 
ser anulado o disminuido si no es de acuerdo con las normas 
que regularon su reconocimiento. Precepto que es tan 
aplicable a las mejoras implantadas por vía convencional 
como a las que lo han sido por decisión unilateral 
empresarial. Ahora bien, respecto de estas últimas 
significa la aplicación a las mismas de una nota esencial 
que caracteriza en el ámbito del derecho del trabajo las 
llamadas condiciones más beneficiosas, privilegiadas por 
la exigencia del respeto a las mismas.
3. Sobre la llamada condición más beneficiosa,
doctrina y jurisprudencia se han manifestado reiteradamente
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hasta bordar el régimen jurídico aplicable que cabe dar a 
este principio de condición más beneficiosa de origen 
contractual, ya que es mayoritario el criterio de que la 
condición más beneficiosa sólo puede tener origen 
contractual, expreso o tácito, hasta el punto de que nunca 
puede emanar de un convenio colectivo483.
La base de la existencia de este principio se 
encuentra en al artículo 3.1.C del ET que admite como 
fuente del derecho del trabajo la voluntad de las partes, 
manifestada en el contrato de trabajo, siempre que su 
objeto sea lícito y sin que por esta vía puedan 
establecerse en perjuicio del trabajador condiciones menos 
favorables o contrarias a las disposiciones legales y a los 
convenios colectivos.
Ahora bien, como señala CAMPS, no se trata realmente 
de un principio general del derecho, sino de una doctrina 
jurisprudencial con fundamento jurídico positivo en este 
precepto, así como en el artículo 8.1 del ET que permite 
la libertad de forma contractual484.
Ciertamente es a la jurisprudencia a la que se debe 
la construcción sobre el respeto a la condición más 
beneficiosa, especialmente para considerar como tal
483Por todos, CAMS RUIZ, L.M. , "La condición más 
beneficiosa", III Congreso Nacional de Derecho del Trabajo v. . . . 
op. cit., pág. 241 y ss.
En materia de mejoras voluntarias, el TCT se manifestó en 
el mismo sentido, así, SS TCT de 25 de noviembre de 1986 y 3 de 
marzo de 1987, comentadas por DEL VALLE VILLAR, J.M., 
"Complementos de pensiones en el convenio colectivo de las Cajas 
de Ahorros", D.L.. n°21, 1987, págs. 115 y 116.
Asimismo, S.TS de 10 de febrero de 1995, -Ar.1148-, entre 
otras.
484CAMPS RUIZ,L.M., "La Condición más beneficiosa", III
Congreso Nacional de Derecho del Trabajo v.... op. cit., pág.247.
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aquellas cuyo origen reside inicialmente en una concesión 
unilateral y voluntaria del empresario que, por vía de 
repetición, se incorpora al contrato de trabajo adquiriendo 
naturaleza contractual485, aunque no es la mera 
persistencia en el tiempo de una determinada conducta 
empresarial la que crea la condición más beneficiosa, sino 
que esa persistencia tiene que ser indicativa de la 
voluntad de la empresa de conceder un beneficio que 
sobrepase las exigencias de las normas legales o colectivas 
aplicables, integrando así la reiteración una declaración 
tácita de voluntad en ese sentido486. Se trata, pues, de 
un acto empresarial que debe ir más allá de la mera 
tolerancia o condescendencia, y revelar una voluntad de 
crear una ventaja patrimonial a incorporar, 
definitivamente, en el nexo contractual, siendo indiferente 
que la mejora concedida afecte a condiciones laborales 
estrictamente o a condiciones sociales de los 
traba j adores487 .
En definitiva, es obligado atender al caso concreto 
para otorgar la calificación de condición más beneficiosa 
y, como afirma CAMPS, que se den los requisitos necesarios 
para ello queda reducido a un problema de prueba488.
485SS.TS de 20 de mayo y 17 de noviembre de 1991, -Ar.3919 y 
8243 respectivamente-.
486S.TS de 3 de noviembre de 1992, publicada en A.L. n°24, 
1993, n°668.
487SS.TS de 14 de mayo y 15 de junio de 1992, -Ar.3556 y 4582. 
respectivamente-; S.TSJ de Galicia, de 31 de agosto de 1995, 
-Ar.S.3155-.
488CAMPS RUIZ, L.M., "La Condición más beneficiosa", III 
Congreso Nacional de Derecho del Trabaio v.... op. cit., pág.250 
y ss.
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4. En el caso concreto de las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social establecidas unilateralmente por el 
empresario, ni la doctrina489 ni la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo -como también hiciera el TCT490- niegan 
su calificación como condición más beneficiosa ya que, 
según el citado Tribunal, tratándose de mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social, la iniciación en su disfrute genera 
el derecho de los trabajadores a conservarlas, porque desde 
el momento en que se incorpora un beneficio de tal 
naturaleza a un contrato de trabajo no está autorizada la 
empresa por su propia voluntad para restringirlo o 
abolirlo, por cuanto, si en su origen tuvo el carácter de 
voluntario, una vez libremente ofertado, su cumplimiento 
o incumplimiento no puede depender del arbitrio o de la 
sola voluntad de uno de los contratantes, ya que su 
percepción periódica, al igual que cuando sobre el mismo 
recae la aquiescencia o la aceptación de la parte 
trabajadora, lo convierte en exigible y obligatorio 
surgiendo así un vínculo perfecto en el que es principio 
básico en el derecho laboral, como tuitivo de los 
trabajadores, que cualesquiera condiciones más beneficiosas 
que las estrictamente exigibles según la normativa 
apropiada que las empresas otorguen o reconozcan de hecho,
Asimismo, sobre la problemática de la condición más 
beneficiosa, vid. ALONSO OLEA,M., "La negociación colectiva y la 
mejora de las condiciones de trabajo", REDT, n°63, 1994, págs. 
137 y ss.
489ALONSO OLEA, M . y TORTUERO PLAZA, J.L. , Instituciones de
Seguridad Social, op. cit., pág.510.
490SS.TCT de 23 de abril de 1985, -Ar.2664- y de 30 de
noviembre de 1987, -Ar.26791-, entre otras.
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se incorporen al nexo de trabajo y sean respetadas como 
derecho adquirido en tanto subsista la relación 
contractual491.
Asimismo ha sido reconocido también en sentencias más 
recientes, como la de 4 de julio de 1994492, que, aunque 
polémica por otro motivo como es la aplicación de la 
cláusula rebus sic stantibus para permitir la modificación 
de una mejora voluntaria por incapacidad temporal concedida 
unilateralmente por la empresa -asunto que se retomará más 
adelante-, a los efectos que ahora interesan, la Sentencia 
señala su carácter de condición más beneficiosa, pues dicho 
acto -unilateral de concesión de la mejora- en cuanto que 
comporta la atribución de derechos sociales, implica una 
ampliación del contrato de trabajo originario siendo, 
cuando aquellas han sido aceptadas, la situación idéntica 
a la de un sinalagma convencional, fuente de obligaciones 
de acuerdo con el artículo 3.1.c) del ET y 1255 del CC493.
Por otro lado, también en esta materia, como en 
cualquier otra, es posible encontrar mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social que tienen su origen en el 
correspondiente convenio colectivo, pero que, 
unilateralmente, el empresario las aplica a sus 
trabajadores en términos más beneficiosos sobrepasando las 
exigencias convencionales, supuestos en que dicha "mejoría 
de la mejora" para ser considerada condición más
491S.TS de 5 de noviembre de 1982, -Ar.64 96-.
492Ar. 6335/1994.
493En el mismo sentido se manifiestan también las Sentencias 
de los Tribunales Superiores de Justicia, SS. TSJ de Cataluña de 
27 de marzo y 14 de diciembre de 1993, -Ar.S. 1559 y 5296, 
respectivamente-.
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beneficiosa requiere de un estudio más exhaustivo de los 
concretos factores y elementos fácticos que demuestran la 
existencia de aquélla, tales como la reiteración en el 
comportamiento empresarial, voluntad consciente en su 
otorgamiento, etc494.
2.- POR CONVENIO COLECTIVO.-
5. La vía del acuerdo entre empresa y trabajadores es 
la más usual para establecer mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social. Dentro de las diferentes formas jurídicas 
que puede adoptar este tipo de acuerdos, es el convenio 
colectivo el más utilizado en la práctica de la negociación 
colectiva. De hecho, solo en muy rara ocasión se encuentran 
convenios donde no se contemple ningún tipo de mejora 
voluntaria de la Seguridad Social, o la remisión a 
posterior acuerdo que acabará incorporándose al 
correspondiente convenio.
El mayor problema que se plantea al respecto, ya 
anunciado en otro momento, es la temporalidad que
494Así, en S.TS de 26 de abril de 1993 se considera condición 
más beneficiosa la actitud empresarial de utilizar un módulo para 
el cálculo de la mejora más beneficioso para los trabajadores que 
el exigido por el convenio colectivo, -Ar.3358-, asi como aquella 
contemplada en la S.TSJ de Andalucía/Málaga, de 26 de febrero de 
1993, en que la empresa concede un complemento de pensión hasta 
cubrir el cien por cien frente al noventa por cien que era lo 
exigido por el correspondiente convenio colectivo, -Ar.S.732-.
En cambio, en otros casos, como el de la S.TS de 3 de 
noviembre de 1992, se niega el carácter de condición más. 
beneficiosa al acto empresarial por el que se concedían 
incrementos a las mejoras causadas superiores a la subida del 
IPC, que era la exigencia del convenio colectivo, por entender 
en este supuesto el Tribunal que faltaba la voluntad de la 
empresa de conceder ese beneficio con carácter vinculante para 
el futuro, A.L., n°24, 1993, n°668.
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caracteriza a estos instrumentos frente a la necesaria 
estabilidad en el tiempo que se requiere de aquellas 
cláusulas que contemplen medidas de previsión social. Por 
esta razón, algún autor ha entendido que el convenio 
colectivo no es el instrumento adecuado para acoger este 
tipo de contenido495. Sin embargo, siendo -el convenio 
colectivo el instrumento en el que se plasman los intereses 
de ambas partes, en forma de equilibrio de 
contraprestaciones, en el que las cláusulas destinadas a 
complementar la acción protectora de la Seguridad Social, 
garantizando al trabajador el cien por cien de sus 
retribuciones en supuestos de IT o un determinado capTfal' 
o pensión vitalicia en los supuestos de invalidez 
permanente o jubilación, son sin duda de gran interés para 
los trabajadores por lo que tienen un peso importante en 
la negociación colectiva496. Asimismo, desde el punto de 
vista económico, el gasto que representa especialmente para 
la empresa adoptar este tipo de medidas exige ser tenido 
en cuenta junto con el coste del resto de retribuciones 
contempladas en el correspondiente convenio497.
495MARTIN VAL VERDE, A., "Espacio y límites del convenio
colectivo...", op. cit., pág.62.
496CASAS BAAMONDE señala la idoneidad del sistema negociado 
de fijación de condiciones laborales para articular y canalizar 
las iniciativas sociales en esta materia, CASAS BAAMONDE,M .E ., 
Autonomía colectiva v Seguridad Social, op. cit., pág.161; en el 
mismo sentido, especialmente en materia de planes de pensiones, 
ESCUDERO RODRIGUEZ,R., Comentario al RPFP: noviembre 1988, R.L. 
n°l, 1989, pág.76.
497USANO CRESPO, refiriéndose concretamente a los planes de 
pensiones, señala que la financiación empresarial de aquéllos 
forma un todo con los costes salariales directos, por lo que su 
escenario de negociación debe ser el mismo que el de estos 
últimos, USANO CRESPO,D., "Aspectos críticos de la
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6. Por otro lado, y respecto de la figura concreta del 
plan de pensiones, cabría destacar su carácter 
esencialmente indefinido, lo cual convierte al convenio 
colectivo que lo contiene entre sus cláusulas, en un 
vehículo que lo transporta sin solución de continuidad, por 
encima incluso de la vigencia temporal propia de los 
convenios. Podría decirse que, una vez incorporado el 
Reglamento de un plan de pensiones al texto de un convenio 
colectivo, aunque expresamente nada se establezca, se le 
dota implícitamente de una vigencia indefinida al margen 
por tanto de la vigencia del resto de las cláusulas.
Partiendo, pues, de que es el convenio colectivo la 
vía más adecuada para regular la protección social 
complementaria de los trabajadores, el punto de partida de 
este análisis se centra en determinar qué tipo de convenio, 
atendiendo a su ámbito de aplicación, es el más adecuado 
para acoger esta materia, así como la naturaleza de las 
cláusulas al respecto.
A) Modalidad adecuada.-
7. La clasificación que interesa a estos efectos es 
aquella que distingue, en función del ámbito de aplicación, 
entre convenios de sector o de ámbito superior a la 
empresa, y convenios de empresa.
En principio, de la normativa general que afecta a las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social -LGSS-, no se
regulación. , Los Planes v Fondos de Pensiones, op. cit., 
pág.33.
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deduce limitación alguna respecto al uso de cualquiera de 
estas modalidades, cosa que tampoco ocurre si atendemos a 
la regulación contenida en el ET, como normativa reguladora 
del régimen jurídico de los convenios colectivos, donde no 
hay referencia alguna que vincule concretas materias a 
concretos ámbitos de aplicación.
Sin embargo, la práctica ha venido demostrando que es 
el ámbito estricto de la empresa el más utilizado y por 
tanto, el más adecuado, para establecer mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social. Especialmente, respecto de mejoras 
que consisten en prestaciones de carácter periódico cuyo 
disfrute se extiende en el tiempo, como es el caso de las 
mejoras directas de pensiones, ya que representan una mayor 
carga para la empresa, y solo en el estricto ámbito de la 
misma es donde puede y debe valorarse la viabilidad 
económica de aquéllas, en tanto que exige atender a 
criterios como son el número de trabajadores, la edad y 
esperanza de vida, nivel de retribuciones, derechos 
adquiridos...etc.
Ahora bien, hay otro tipo de mejoras que por no 
representar una gran carga económica para la empresa, 
suelen contenerse en convenios de carácter sectorial. Así, 
se pueden encontrar convenios sectoriales en los que se 
obligue a las empresas sometidas a su ámbito de aplicación 
a concertar una póliza de seguros para sus trabajadores que 
los proteja en situaciones de invalidez permanente o 
fallecimiento, o sobre todo, a mejorarles la prestación por 
IT. Precisamente este último supuesto es casi tan común 
encontrarlo a nivel sectorial como a nivel empresarial, 
pudiendo considerarse por la asiduidad con que son
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contemplados, como la modalidad estrella de mejora 
voluntaria en la práctica de la negociación colectiva.
No obstante, una materia como esta, cuya nota esencial 
es la voluntariedad y que representa en ocasiones un 
verdadero sacrificio económico para la empresa, debe ser 
objeto de negociación en convenios colectivos de ámbito 
empresarial498.
De hecho, el legislador en unas ocasiones 
expresamente, como se deduce de la normativa de los planes 
y fondos de pensiones, y en otras implícitamente, ha 
mostrado también su opción por hacer del marco empresarial 
el lugar más idóneo para la adopción de las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social.
A.l) Respecto de los Planes y Fondos de pensiones.-
8. En esta materia, los planes del sistema de empleo 
se caracterizan porque el promotor o empresa, solo podrá 
promover un único plan de pensiones al que exclusivamente 
podrán adherirse como partícipes los empleados de la 
empresa promotora, -art. 4.1.a) LPFP-.
Se contempla incluso que si se diera el caso, motivado 
por alguna operación societaria como pueda ser una fusión 
de empresas, en que existiera un promotor cuyos compromisos 
por pensiones con sus trabajadores estén instrumentados por
498En el mismo sentido, BORRAJO DACRUZ,E., "Articulación 
entre la autonomía individual y colectiva y las normas estatales 
en la regulación del trabajo: balance y nuevas perspectivas", 
A.L. . n°3, 1993, pág.53; ALVAREZ CORTES,J.C. y MARQUEZ PRIETO,A., 
"La Seguridad Social y los convenios colectivos: las mejoras 
voluntarias en la negociación colectiva", XI Jornadas 
Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo v Relaciones 
Laborales, 1994, págs.188 y 189.
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varios planes, proceda a integrar a todos los partícipes 
y beneficiarios en un único plan, en un plazo de seis meses 
desde la fecha de efecto de la operación societaria, -art. 
5 .4 . f) - .
No obstante, una de las innovaciones que se 
introdujeron en la modificación sufrida por la LPFP, 
establecida como excepción a la regla general, consistió 
en la posibilidad de que las pequeñas y medianas empresas 
se reagrupen para promover un único plan de pensiones, 
medida que pretende relajar la carga económica que supone 
para una empresa de estas características la adopción de 
un plan de pensiones, puesto ~ que la práctica venía 
demostrando que solo las grandes empresas constituían estos 
complejos instrumentos.
En este caso sí que se prevé recomendable, a fin de 
que el proceso de negociación colectiva adopte su papel en 
materia de previsión social, que sean los convenios 
colectivos de sector los que contemplen la puesta en 
práctica de un plan de pensiones para aquellas empresas, 
sometidas a su ámbito de aplicación, que no sobrepasen los 
250 trabajadores.
De esta manera, y sin perjuicio de que continúe siendo 
el ámbito de la empresa el adecuado para decidirse y 
promoverse un plan de pensiones, la negociación colectiva 
a nivel sectorial podría llegar a jugar un importante papel 
de coordinación en esta materia, dotando en la medida de
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lo posible de homogeneidad a un terreno que ha sido 
criticado precisamente por su gran heterogeneidad499.
Y aunque en la normativa reguladora de los mismos se 
contemplen mecanismos que aseguran la continuidad del 
sujeto partícipe en otro plan por encima de las vicisitudes 
de la relación laboral o de la empresa mediante la 
transferencia de sus derechos consolidados, la 
multiplicidad de planes de pensiones que puede llegar a 
generarse -al ser el estricto ámbito de la empresa el 
espacio propio para un plan del sistema de empleo- y la 
total desconexión entre ellos -existencia de diferentes 
modelos de planes y contenido flexible que puede ser muy 
dispar-, no favorece, sino que complica la movilidad de los 
trabajadores.
Así, una de las consecuencias positivas que podrían 
derivarse de una actuación coordinada en esta materia a 
nivel de sectores profesionales, sería la de facilitar el 
acceso y la condición de partícipes a aquellos trabajadores 
temporales que se recoloquen dentro del mismo sector de 
actividad y hasta tanto alcanzaran la condición de fijos 
en alguna de las empresas del correspondiente sector.
Esta deseable coordinación no solo afectaría a las 
pequeñas y medianas empresas del sector, sino también a las 
grandes empresas sometidas al mismo convenio,
499MONEREO señala que "la autonomía colectiva negocial podría 
operar como un sustituto parcial de las insuficiencias 
detectables en la regulación estatal en la materia, dando entrada 
por consiguiente, a un elemento organizacional interplanes, que 
está prácticamente ausente en el sistema legal de los Planes y 
Fondos de Pensiones", MONEREO PEREZ,J.L., "Instrumentación
jurídica e institucional...(II)", op. cit., pág.88; "Los Planes 
de Pensiones en el sistema de protección social", VII Congreso 
Nacional de Derecho del Trabajo..., op. cit., pág.144.
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configurándose así un "modelo" de plan de un sector 
determinado, sin perjuicio de la autonomía propia de cada 
empresa o grupo de pequeñas empresas de realizar las 
actuaciones necesarias para promoverlo en su ámbito.
9. Ello nos lleva a plantearnos qué elementos podrían 
contemplarse en este tipo dé convenios para favorecer la 
homogeneidad en esta materia entre las diferentes empresas.
Básicamente son dos las vías que podrían seguirse, 
siendo recomendable que se den simultáneamente:
a) El establecimiento de reglas mínimas que deben 
inspirar los planes a establecer en cada una de las 
empresas para propiciar la máxima homogeneidad. Así, sería 
aconsejable un tratamiento homogéneo en lo que se refiere 
a los requisitos de acceso al plan y adquisición de la 
condición de partícipe, un sistema uniforme en cuanto al 
modelo del plan -de prestación definida o de aportación 
definida-, y de su régimen de capitalización -individual 
o colectiva-, y uniformidad también en cuanto al contenido 
objetivo del plan -prestaciones y régimen de aportaciones-.
b) La constitución de un único Fondo al que se 
adscriban los diferentes planes del sistema de empleo que 
cada una de las empresas del sector acogiera 
voluntariamente. Las ventajas de este sistema serían además 
de contar con un fondo bien nutrido, lo cual aleja riesgos 
de solvencia y garantiza el buen fin de la institución, la 
innecesaria movilización de sus derechos consolidados en 
aquellos casos en que el trabajador se mueva dentro del 
mismo sector. En este caso solo tendría que cambiar de plan 
y, si se ha adoptado la vía anteriormente señalada, la
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homogeneidad entre todos los planes del sector evitaría 
cualquier tipo de obstáculo al respecto.
En cierto modo, esta actuación conjunta posibilitaría 
también la viabilidad de las previsiones de la LPFP, cuando 
se interpretó en su artículo 5.4 g) que ante el supuesto 
de liquidación de un plan del sistema de empleo la ley 
señala su preferencia porque la integración de los derechos 
consolidados de los partícipes se integraran en otro plan 
también del sistema de empleo500.
Ahora bien, con estas medidas, que sería aconsejable 
adoptar en un convenio de ámbito sectorial, no se trataría 
de obligar a las empresas sometidas a su ámbito a 
constituir el plan, sino a coordinar las reglas en que este 
debe inspirarse caso de decidirse en el ámbito estricto de 
la empresa, ya sea unilateralmente por el empresario o a 
través de la negociación colectiva a nivel empresarial, 
promover un plan de pensiones, ya que, la concreta 
negociación del Reglamento del plan debe realizarse a este 
nivel entre el promotor-empresa y los potenciales 
partícipes -sus empleados-.
De esta manera queda conjugada la libertad de 
contenido negocial de todo tipo de convenio colectivo, con 
las prescripciones de la LPFP que vincula un plan del 
sistema de empleo al ámbito estricto de la empresa como un 
acuerdo a adoptar entre la empresa y sus trabajadores.
s^Vid. supra capítulo tercero, n°58.
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10. Por otro lado, esta misma solución podrá ser 
aplicable a la segunda de las excepciones, al principio de 
unidad de plan por empresa establecido en la LPFP, 
-art.4.1.a)- referente a la posibilidad de que también los 
grupos de empresa puedan promover un único plan de 
pensiones para todas las empresas del grupo. Conocido es 
de todos que usualmente los grupos de empresas negocian 
conjuntamente sus convenios dando lugar a lo que la 
doctrina ha denominado convenios plurales de empresa, cuya 
legitimación legal es discutida por la doctrina, la cual 
advierte, por otra parte, de que de hecho, siempre será 
posible la negociación en paralelo de convenios separados 
pero de contenido idéntico, es decir, negociar una 
yuxtaposición de convenios de empresa, de idéntico 
contenido, sujetos a las correspondientes exigencias de 
legitimación para negociar501.
Como ya se señaló está pendiente el desarrollo 
reglamentario de la normativa a aplicar tanto a las 
agrupaciones de pequeñas y medianas empresas, como los 
grupos de empresas que promuevan un único plan de 
pensiones. Es de esperar, siguiendo la nota que caracteriza 
a toda la LPFP, que la normativa laboral y concretamente 
los diferentes ámbitos de negociación colectiva no sean 
tenidos en cuenta, y que a la doctrina y jurisprudencia les 
quede la labor de dar cobertura y adaptar estos niveles de 
negociación a los instrumentos que proporciona el derecho 
del trabajo.
50iSALA FRANCO, T. y ALBIOL MONTESINOS, I. , Derecho Sindical. 
ed.Tirant lo Blanch, 1996, págs.388 y 389.
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A.2) Respecto del resto de mejoras de pensiones. -
11, Señalábamos al comienzo de este punto que no solo 
la LPFP ha optado por el marco concreto de la empresa como 
aquél más adecuado para el establecimiento de un plan de 
pensiones, sino que también la reciente regulación sobre 
las mejoras directas de pensiones que se deriva de la 
Disposición Adicional Primera de la LPFP demuestra su 
opción por este ámbito.
En la citada Disposición, las mejoras por pensiones 
son consideradas como compromisos por pensiones por los que 
hay que entender aquéllos que derivan de una obligación 
legal o contractual del empresario con el personal de la 
empresa, que a su vez se considera como tal toda aquélla 
que sea susceptible de asumir con sus trabajadores tales 
compromisos, -párrafos 2 y 3-.
En conclusión, es el ámbito estricto de la empresa el 
idóneo y el considerado por la ley como el más adecuado 
para adoptar las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social, especialmente cuando se trate de mejoras de 
pensiones, tanto si se instrumentan en planes de pensiones 
como a través de contratos de seguros.
12. Por otro lado, cabe preguntarse si un convenio 
colectivo de naturaleza extraestatutaria es susceptible de 
regular esta materia.
En principio, doctrina y jurisprudencia entienden que 
estos instrumentos no pueden regular materias que afecten
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a toda la plantilla502, aunque, excepcionalmente debe 
aceptarse si se tiene en cuenta la posibilidad de adhesión 
al convenio que tiene el resto de la plantilla no 
representada por aquellos que lo suscribieron, puesto que, 
producida esta adhesión esas materias tendrían plena 
efectividad503.
Así, el problema queda limitado a la consideración que 
quepa dar a esta materia, es decir, si se trata de una 
materia que deba considerarse de proyección general a toda 
la plantilla. En la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 
de mayo de 1991, se consideraron no aptas como contenido 
de un convenio extraestatutario cláusulas sobre las que 
claramente no era concebible que se aplicasen sólo a 
determinados trabajadores, sino que de ellas se deducía que 
perseguían una proyección general a todos los trabajadores. 
Se trataba concretamente de cláusulas sobre fijación de 
rendimientos y mínimos exigibles, horario y calendario 
laboral, e incentivos, entre otras. Sin embargo, en la 
misma Sentencia se alude a la previsión que uno de los 
artículos del convenio contenía y por la que se señalaba 
que la Comisión paritaria estudiaría la posibilidad de 
contratar una póliza de accidentes que cubriera las 
contingencias de incapacidad permanente y muerte. Pues 
bien, se trata de una cláusula que, a diferencia de las 
anteriores mencionadas, no se considera necesariamente de
^S.TS de 30 de mayo de 1991, -Ar.5233-.
^Vid. al respecto, MARTINEZ EMPERADOR, R., "Los convenios 
colectivos extraestatutarios: contenido, calificación y régimen 
jurídico", El Contenido de los Convenios Colectivos: contenido 
normativo v contenido obliaacional. II Jornadas de estudio sobre 
la negociación colectiva, op. cit., pág.59 y ss.
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proyección generalizada en tanto que la póliza puede quedar 
limitada a los afectados por el pacto colectivo, desde la 
eficacia personal que le es propia, -F.J. sexto-.
No parece haber impedimento, por tanto, para que en 
un convenio extraestatutario se contemplen mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social. De hecho ocurre en la 
práctica habiendo sido incluso soporte para la creación de 
un plan de pensiones, si bien cabría añadir que, en esta 
materia y más especialmente en el supuesto concreto de los 
planes de pensiones, cuestiones como las obligaciones de 
las partes involucradas en cuanto a mínimos de negociación 
o el necesario refrendo por la negociación colectiva a que 
alude la LPFP como exigencia para establecer subplanes, así 
como su vulnerabilidad en materia de modificación de 
condiciones de trabajo, a efectos del artículo 41 del ET, 
parecen tener la suficiente entidad como para no 
aventurarse a establecer mejoras, especialmente de 
pensiones, más que a través de un procedimiento de 
regulación reglado, como es el que da lugar y rige los 
convenios colectivos estatutarios504.
13. Cabe señalar, por otro lado, que a la negociación 
colectiva le queda por desempeñar un papel importante en 
materia de previsión social, derivado de la obligación 
impuesta por la Disposición Adicional primera de la LOSSP 
en relación con la Transitoria cuarta del mismo texto, que
^REGUERO CELADA,J., "Aspectos jurídico-laborales de...",
op. cit., pág.45.; En el mismo sentido, MONEREO PÉREZ,J.L.,
"Instituciones de control y gestión de los Planes...", op. cit., 
págs.551 y 552; "Los Planes de Pensiones en el sistema de 
protección social", VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo 
y..., op. cit., pág.141.
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concede un plazo de tres años a las empresas que a la 
entrada en vigor de la citada ley mantuviesen compromisos 
por pensiones con sus trabajadores, para instrumentarlos 
a través de planes de pensiones o contratos de seguro505. 
Concretamente la entrada en vigor de las Disposiciones 
transitorias que contemplan esta materia se produjo el 10 
de mayo de 1996, y hasta la fecha todavía no se ha 
producido el desarrollo reglamentario de las modificaciones 
introducidas en la LPFP entre ellas, la que permite los 
planes para agrupaciones de pequeñas y medianas empresas, 
y para grupos de empresas.
A continuación, pasamos a analizar los problemas con 
que podemos encontrarnos al hacer de las medidas de 
previsión social contenido propio de un convenio colectivo.
II. PROBLEMAS QUE SE SUSCITAN COMO CONTENIDO DE UN
CONVENIO COLECTIVO.
Las mejoras voluntarias de la Seguridad Social como 
contenido de un convenio colectivo obligan a plantearnos 
diversas cuestiones:
1. - LA EFICACIA NORMATIVA DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS 
ESTATUTARIOS.-
14. La eficacia personal erga omnes de los convenios 
colectivos estatutarios implica que obligan a todos los
^Vid. supra capítulo segundo, II, n°44.
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empresarios y trabajadores incluidos dentro de su ámbito 
de aplicación y durante todo el tiempo de su vigencia, 
-art. 82.3 ET-.
Asimismo, una de las características tradicionalmente 
atribuidas a las mejoras voluntarias es su carácter de 
afectación general sin posibilidad de exclusiones ad 
personan?06, lo cual casa perfectamente con la eficacia 
personal general de los convenios colectivos conformes al 
Título III del ET.
Además, la LGSS contempla el supuesto en que se prevea 
una aportación por parte de los trabajadores para financiar 
las correspondientes mejoras, en cuyo caso, se les confiere 
el derecho de acogerse o no, individual y voluntariamente 
a la mejora establecida con esas características. Solución 
legal sobre la que la doctrina no ha planteado polémica 
alguna, aunque, en último término signifique dar 
preferencia en esta materia a la autonomía individual 
frente a la colectiva.
15. Sin embargo, una normativa similar o, al menos, 
de análoga consecuencia, se desprende de la LPFP, y en este 
caso sí se han producido reacciones doctrinales. En efecto, 
la polémica surgió en este contexto al tratar de equilibrar 
la eficacia general o erga omnes de los convenios de 
naturaleza estatutaria y el derecho de adhesión individual 
. al plan que la normativa reguladora de este instrumento, 
concretamente el RPFP, reconoce a los potenciales 
partícipes o trabajadores.
Ciertamente, en un primer recorrido por el texto legal 
se observa que este derecho no es reconocido expresamente 
en el mismo, ni siquiera después de las modificaciones
506MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit., 
pág. 50.
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introducidas a través de la LOSSP, cosa que sí hace 
reiteradamente el Reglamento de desarrollo. MONEREO 
entiende que la ley adopta una postura neutral y que 
incluso podría reprocharse al respecto una extralimitación 
en el ejercicio de la potestad reglamentaria507. De hecho, 
el derecho de adhesión individual al plan se desprende del 
artículo 5 de la LPFP, cuando al establecer el principio 
de no discriminación se está refiriendo exclusivamente al 
acceso al plan, el cual debe garantizarse en condiciones 
de igualdad, y contempla las dos situaciones en que puede 
encontrarse el trabajador respecto del plan, o acogido al 
mismo o en condiciones de acogerse.
Este artículo, es desarrollado por el artículo 5.2 del 
RPFP en el que la existencia de este derecho se contempla 
a lo largo de todo su texto: se menciona un derecho de 
adhesión al plan ejercitable dentro del año natural en que 
se alcancen las condiciones de acogerse al mismo. Asimismo, 
se refiere al mismo como una opción que de no realizarse 
dentro de ese año puede hacerse en otros períodos 
establecidos al efecto, y, por último, incide en el 
carácter voluntario del acceso para los partícipes al plan 
cuando se refiere al mismo como una manifestación de su 
deseo de incorporación.
Finalmente, la articulación entre este derecho de 
adhesión individual que tiene el trabajador y la eficacia 
general del convenio colectivo, se soluciona jurídicamente, 
según MONEREO, haciendo primar el principio de jerarquía 
normativa, y por tanto, el reconocimiento del derecho de
^MONEREO PEREZ,J.L., Instrumentación jurídica e 
institucional...(II), op. cit., pág.89.
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adhesión individual actúa de límite, impidiendo a estos 
efectos la eficacia colectiva obligatoria general del 
convenio colectivo que establece un compromiso para el 
establecimiento de un plan de pensiones508.
Se trata, en definitiva, de una cuestión que se 
presenta en términos de respeto a la autonomía individual 
frente a la autonomía colectiva, derivado de la propia ley. 
Esta ha sido la opción del legislador en esta materia, que 
ha hecho primar el interés individual en acogerse a un plan 
de pensiones establecido en la empresa, frente al interés 
colectivo. Debe asimismo tenerse en cuenta que la LPFP crea 
un instrumento de previsión social que -insiste en su 
Exposición de Motivos- es voluntario y libre. Que éste sea 
adoptado a través de la negociación colectiva no es algo 
que se haya tenido en cuenta especialmente. Por tanto, los 
problemas jurídicos que se deriven de la utilización de la 
negociación colectiva a estos efectos deben solucionarse 
a través de los criterios positivos que informan ambos 
instrumentos.
Así, un Plan del sistema de empleo, como contenido de 
un convenio colectivo, está limitado, como todas las 
materias objeto de negociación, por el respeto a las leyes
^MONEREO PEREZ,J .L ., "Instrumentación jurídica e 
institucional... (I) y (II)", op. cit., págs. 602 y ss. y pág.89 
respectivamente.
No obstante, este autor entiende que tal solución legal 
provocará efectos desaconsejables para el futuro de la 
negociación colectiva y para la propia existencia de los Planes 
de pensiones del sistema de empleo, debiendo quedar reducido el 
derecho de adhesión individual a los supuestos en que el origen 
del plan derive de la voluntad unilateral del empresario.
Vid. del mismo autor, "Notas sobre la caracterización 
jurídica de los planes privados de pensiones (en especial de los 
planes del sistema de empleo)", T.L.. n° 16, 1989, págs.72 y ss.
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-art. 85.1 ET-, de las cuales se desprende un derecho de 
adhesión individual que debe ser respetado.
En segundo lugar, respecto de las mejoras voluntarias 
establecidas por la negociación colectiva, si requieren de 
la contribución económica de los propios trabajadores, está 
previsto legalmente que éstos manifiesten individualmente 
su deseo de acogerse o no a las mismas, -art.192 LGSS-.
16. Por último, cabría añadir la propia experiencia 
de la negociación colectiva, en la que se cuentan con 
numerosos casos de fricción entre interés colectivo e 
interés individual que se han saldado a favor de este 
último. En esta materia podría traerse a colación, por 
presentar cierta analogía con el tema que nos ocupa, el 
problema que se suscitó en su momento con el llamado canon 
de negociación, derivado de aparecer incluida en convenio 
colectivo la obligación al empresario de proceder al 
descuento del mismo afectando a todos los trabajadores. 
Ello significaba una imposición económica sin 
consentimiento alguno por parte del trabajador, cuestión 
que fue rechazada por el TCT atendiendo a diversas razones. 
En un principio fundamentaba su decisión en razones como 
las. de que tales cláusulas no procedía regularlas en 
convenio colectivo por exceder de la relación entre empresa 
y trabajadores, o que venían a afectar a la libertad 
sindical derivada del artículo 28.1 de la CE509, pero en 
un momento posterior añadió un argumento más basado en la 
imposición económica que ello significaba, la cual, llevada 
a cabo sin la voluntad real y efectiva de los trabajadores,
^SS.TCT de 24 de julio de 1981 -Ar.5050- y 22 de abril de 
1982, -Ar.2558-.
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suponía desconocer la voluntad individual y principio de 
libre autonomía de la voluntad constituyendo un claro 
atentado contra la seguridad jurídica, -art. 9.3 CE-, 
añadiendo la validez y admisibilidad de adopción de medidas 
análogas o parecidas siempre que se respete la libertad 
individual de cada trabajador y en consecuencia se exija 
el consentimiento expreso del mismo510.
Como se sabe, el tema fue finalmente resuelto 
legalmente a través de la Ley Orgánica de Libertad 
Sindical511, cuyo artículo 11 vino a autorizar este tipo 
de cláusulas en la negociación colectiva, pero exigiendo 
la manifestación de la voluntad individual del trabajador, 
haciendo prevalecer por tanto, la autonomía individual 
frente a la colectiva512. Así, estas cláusulas aparecen 
frecuentemente en los convenios colectivos, y no siempre 
se hace referencia en ellas a la necesidad del 
consentimiento individual, si bien, ello no obsta a la 
necesidad del mismo513.
En definitiva, en punto a la adhesión a un plan de 
pensiones del sistema de empleo, debe respetarse por la
510S. TCT de 6 de mayo de 1982, Cdos. octavo y decimocuarto, 
-Ar.3236-.
511Ley 11/1985, de 2 de agosto, -BOE 8/8/1985-.
512Vid. al respecto, OJEDA AVILES,A., "Autonomía colectiva y 
autonomía individual", IX Jornadas Universitarias Andaluzas de 
Derecho del Trabajo v Relaciones Laborales, pág.47.
Asimismo el tema es tratado por ALONSO SAURA,J.L., "Las 
mejoras voluntarias y prestaciones complementarias de la 
Seguridad Social en los convenios colectivos", D.L.. n°32, 1990, 
págs. 93 y 94.
513Anexo: C.C. n°62, 69, 75, 95 y 192, entre otros.
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negociación colectiva el derecho de adhesión individual de 
cada trabajador manifestado expresamente, al menos cuando 
de tal adhesión se derive una carga económica para el 
trabajador.
17. Cabría plantearse si tal interés individual 
continúa prevaleciendo sobre el colectivo cuando se trata 
de planes de pensiones en los que solo se contemplan 
aportaciones por parte de la empresa. En este punto, y a 
diferencia del supuesto anterior, MATEU ROS CEREZO hace 
prevalecer la eficacia general del convenio colectivo 
frente a la adhesión individual del trabajador514.
Sin embargo, desde nuestro punto de vista debe 
mantenerse una postura unitaria tanto si se deriva la 
obligación de contribuir para los trabajadores como si no, 
puesto que de una u otra forma adquirir la condición de 
partícipe de un plan de pensiones supone asumir una larga 
condición que acompañará al sujeto durante la mayor parte 
de su vida, y su carácter es irrevocable pasando por encima 
incluso de su relación laboral con la empresa, por lo que 
también en cualquier momento podría convertirse en carga 
económica -extinción de la relación laboral y transferencia 
de derechos consolidados a otro plan donde se prevean 
aportaciones del partícipe-. Incluso, aunque esto no 
llegara a producirse, el trabajador que se convierte en 
partícipe adquiere la condición de titular de unos derechos 
y un patrimonio, con directas consecuencias fiscales, a lo 
que cabe añadir, que es posible al momento de establecer
514MATEU ROS CEREZO, R., "Planes y Fondos de Pensiones: 
régimen jurídico social, (II)", A.L. n°41, 1988, pág.2395.
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un plan de pensiones del sistema de empleo en la empresa, 
que algunos trabajadores ostenten ya la condición de 
partícipes de un plan del sistema individual.
Todas estas circunstancias merecen ser individualmente 
valoradas, por lo que, tratándose de un plan de pensiones, 
en el acceso al mismo debe prevalecer la autonomía 
individual frente a la colectiva, tal y como, por otro 
lado, establece la LPFP.
2.- LA NATURALEZA NORMATIVA U OBLIGACIONAL DE ESTE 
TIPO DE CLÁUSULAS.-
18. Partiendo de que este tipo de cláusulas engloban 
la llamada materia asistencial de los convenios colectivos, 
cuya referencia desapareció expresamente del artículo 85.1 
del ET tras la reforma del mismo llevada a cabo en 1994, 
pero que se sigue admitiendo generalmente como contenido 
negocial, la doctrina es unánime en cuanto al carácter 
normativo de las mismas515.
Normalmente se identifica el contenido normativo de 
un convenio con su posible contenido material según el 
artículo 85.1 del ET, se trata de un contenido que afecta 
directamente a la relación individual de trabajo, mientras 
que el contenido obligacional de un convenio estaría 
formado por aquellas cláusulas de naturaleza obligacional 
tendentes a garantizar la eficacia del convenio mediante 
la imposición de derechos y obligaciones a las partes
515Entre otros, SALA FRANCO,T. y ALBIOL MONTESINOS, I. , 
Derecho Sindical, op. cit., pág.397; MONTOYA MELGAR,A ., Derecho 
del Trabajo. 1995, pág.177.
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contratantes, sin incidencia, al menos directa, en las 
relaciones individuales de trabajo516.
Esta diferencia conceptual entre ambos contenidos 
responde a la clásica distinción sostenida por el TCT en 
diferentes Sentencias517.
Sin embargo, una segunda línea de delimitación entre 
lo que debe considerarse contenido normativo y contenido 
obligacional, surge en la jurisprudencia especialmente 
motivado por las consecuencias de la aplicación del 
artículo 86.3 del ET, puesto que, como señala este artículo 
"denunciado un convenio y hasta tanto no se logre acuerdo 
expreso, perderán vigencia sus cláusulas obligacionales. 
La vigencia del contenido normativo del convenio, una vez 
concluida la duración pactada, se producirá en los términos 
que se hubieren establecido en el propio convenio. En 
defecto de pacto se mantendrá en vigor el contenido 
normativo del convenio".
El criterio de distinción en este supuesto, señalado 
por el propio TCT en Sentencia de 22 de mayo de 1987, se 
basó en la razonabilidad o no de la prórroga de una 
determinada cláusula a efectos de considerarla normativa 
u obligacional. Así, la calificación de una cláusula a 
estos efectos no procede realizarla a priori, sino que debe 
analizarse en cada caso si es o no razonable su prórroga
516SALA FRANCO,T. y ALBIOL MONTESINOS, I. , Ibidem;
517S.TCT 24 de mayo de 1983, 19 de julio de 1985 -Ar.5115- y 
14 de julio de 1986 -Ar.7148-, entre otras.
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a efectos de la aplicación de las consecuencias del 
artículo 86 . 3518.
Precisamente esta Sentencia utiliza dicho argumento 
para declarar obligacional una cláusula que regula un plan 
de jubilación vinculándolo a una política de fomento de 
empleo. No obstante, ello no significa que toda cláusula 
convencional que establezca mejoras voluntarias tenga 
necesariamente que considerarse como obligacional. Lejos 
de ser así y siguiendo la opinión de los autores que se han 
pronunciado al respecto, la generalidad de las mismas posee 
naturaleza normativa519, de ahí que el juicio definitivo 
dependa de la formulación específica de la cláusula 
correspondiente520.
19. Así, en esta materia es frecuente encontrarnos con 
cláusulas de difícil delimitación como las que junto a la 
obligación que genera para las partes negociadoras de 
llevar a cabo determinada actuación -por ejemplo, concertar 
un contrato de seguro- regula el contenido protector que 
se deriva para los trabajadores directamente y que debe ser
518Ar. 11671/1987. En contra de esta argumentación se
manifestaron diferentes autores como MONTOYA MELGAR,A., "El 
contenido de los convenios colectivos", R.L. n°6, 1989, pág.11; 
También en AAW, El Contenido de los convenios colectivos: 
contenido normativo v contenido obligacional. II Jornadas de 
estudio sobre la negociación colectiva, 1990, pág. 81 y ss; y 
GARCIA PERROTE ESCARTIN,I., "El artículo 86.3 ET y la distinción 
entre contenidos, normativo y obligacional, del convenio 
colectivo", Nota a la S.TCT de 22 de mayo de 1987, R.L.. n°20, 
1987, pág.79.
519MONTOYA MELGAR,A., "El contenido de los convenios...", 
ibidem, pág.13.
520GARCIA MURCIA, J., "Contenido normativo y obligacional de 
los convenios colectivos laborales (II)", A.L. n°24, pág.1346.
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objeto de aseguramiento. Ello ha llevado a mantener por la 
doctrina que este tipo de cláusulas tienen una doble 
eficacia: obligacional para las partes que negocian el
convenio colectivo y normativa frente a los eventuales 
beneficiarios de las mejoras negociadas colectivamente521.
Sin duda debe hacerse primar la eficacia normativa 
cuando el convenio proporcione una regulación completa y 
autosuficiente de la materia en cuestión susceptible de 
inmediata aplicación, sin requerir, por tanto, concreción 
adicional alguna por parte de los sujetos firmantes del 
mismo522 . Y en el caso anteriormente expuesto referido a 
la obligación de estipular contratos de seguro que se 
establece en numerosos convenios colectivos, "cuando estén 
perfectamente establecidas todas las condiciones mínimas 
que debe reunir dicho seguro, sin requerir posteriores 
concreciones de las partes, será una cláusula normativa y 
por consiguiente el derecho a dicho aseguramiento 
automáticamente será adquirido523... Por el contrario, será 
obligacional aquella en la que se crea un compromiso para 
las partes que requiera de posteriores pactos y que de por 
sí no genera esos derechos. . .para los sujetos de las
521DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN, C. , "Las mejoras 
voluntarias..." op. cit., págs. 8 94 y 895.
522GARCIA PERROTE ESCARTIN,I., "Cláusulas obligacionales y 
cláusulas normativas en los convenios colectivos", D.L.. n°25, 
1988, pág.35.
523Este supuesto de hecho es considerado en el TSJ de Aragón, 
cuya Sentencia de 2 de noviembre de 1992, declara normativa una 
cláusula en tal sentido, -Ar.S. 5772-; sin embargo, el TSJ del 
PV, en Sentencia de 19 de noviembre de 1993, se manifiesta en 
sentido contrario y declara una cláusula similar como 
obligacional, -Ar.S. 5115-.
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relaciones individuales de trabajo, sino sólo para las 
partes negociadoras"52*.
Por analogía con este supuesto, aquellas cláusulas 
que empiezan a ser frecuentes en la reciente negociación 
colectiva, por la que las partes se comprometen o ponen en 
manos de alguna Comisión específica, el estudio de la 
posible viabilidad de un plan de pensiones en la empresa, 
deben considerarse obligacionales, en cuanto que cláusulas 
que fijan un objetivo concreto525, o, acoplándonos a la 
definición que proporciona MARTIN VAL VERDE de las cláusulas 
obligacionales, en cuanto que son cláusulas que "no se 
refieren a derechos o deberes suficientemente 
institucionalizados, sino que afectan a relaciones o 
situaciones embrionarias o coyunturales destinadas a 
alcanzar en el futuro un cierto grado de desarrollo. . . "526.
De hecho el Tribunal Supremo ha tenido ocasión de 
pronunciarse sobre el carácter de una cláusula convencional 
de sentido similar, declarando que se trata de una 
declaración de intenciones que manifiesta una determinada 
actitud de ambas partes del convenio, pero que no añade ni 
quita nada a sus derechos y deberes527 .
524BENAVENTE TORRES, M. I., "Los seguros complementarios en la 
negociación colectiva", R.T.S.S. n°10, 1993, pág.126.
525Siguiendo la tipología de MONTOYA MELGAR, A. , "El contenido 
de los convenios...", op. cit., pág.22.
526MARTIN VAL VERDE, A. , "Régimen jurídico de las cláusulas de 
los convenios colectivos según su carácter normativo u 
obligacional", El Contenido de los Convenios Colectivos:
contenido normativo v contenido obliaacional. II Jornadas de 
estudio.... op. cit., pág.51.
527S . TS de 26 de febrero de 1992, -Ar.1059-.
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3.- CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN.-
20. Se observa en las resoluciones jurisprudenciales 
al respecto que no siempre en esta materia se hacen primar 
los términos pactados en el convenio, sino que en ocasiones 
se acude a los términos propios de la Seguridad Social para 
realizar la interpretación de este tipo de cláusulas.
Si partimos, como es el caso, de que la regulación de 
las mejoras directas de prestaciones invita a mantener una 
postura flexible sobre las mismas, y a conceder un amplio 
margen de actuación a las partes que las establecen, las 
cuales por tanto no deben verse sujetas a estrictos 
requisitos de complementariedad, podríamos llegar a la 
conclusión de que la gran mayoría de mejoras sociales 
pactadas, tendentes a liberar al trabajador de sus posibles 
y futuras necesidades sociales, son auténticas mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social.
En cuanto a los criterios de interpretación aplicables 
a las cláusulas convencionales en tal sentido, ello 
significa contar, junto con la regulación convenida, con 
todo un régimen jurídico, el de las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social, de apoyo para la interpretación de 
este tipo de cláusulas.
La libertad de las partes negociadoras en cuanto al 
contenido de la negociación y la flexibilidad que se deriva 
de las mejoras directas, implica la existencia en los 
convenios colectivos de una terminología muy diversa que 
puede plantear serios problemas de interpretación si se 
acude a términos que no se encuentren en la normativa 
propia de la Seguridad Social. En estos casos debe acudirse
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a la verdadera intención de las partes, sin perjuicio de 
una deseable coordinación en esta materia que limite las 
posibilidades de ver reducidos derechos a los trabajadores 
por dificultades en la interpretación derivadas del uso de 
una terminología extraña a la que rige en materia de 
Seguridad Social.
Uno de los supuestos que ha provocado mayores 
problemas interpretativos, como vimos, se ha producido 
cuando se utiliza una póliza de seguros para gestionar las 
mejoras voluntarias, normalmente por muerte e invalidez. 
El hecho se producía normalmente porque en los convenios 
colectivos solo suele aparece la referencia a los grados 
de invalidez que se desean mejorar, sin ser previamente 
definidos, y en la normativa del seguro privado, así como 
en el propio contenido de la póliza, donde se utiliza una 
idéntica terminología, se contemplan sus propias y diversas 
definiciones.
Ante estos casos, la solución debiera pasar por 
considerar preferentemente su carácter de mejora voluntaria 
de la Seguridad Social, y solo descartar esta posibilidad 
cuando ese deseo se evidencie clara y expresamente de la 
voluntad de las partes. Podrían citarse numerosas razones 
para actuar de esta manera: a saber, la seguridad jurídica 
que se desprende de dotar de un tratamiento unitario a una 
materia de fácil dispersión; el carácter de lex specialis 
que se deriva de la declaración legal según la cual "la- 
concesión de mejoras voluntarias por las empresas deberá 
ajustarse a lo establecido en esta sección y en las normas
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dictadas para su aplicación y desarrollo -art. 191.2 
LGSS-528; la atribución del status privilegiado con el que 
cuentan las mejoras voluntarias de la Seguridad Social 
derivado de su peculiar naturaleza jurídica; y la mejor 
manera de garantizar las más elevadas cotas de igualdad en 
el terreno de la previsión social complementaria en las 
empresas.
21. También en la jurisprudencia encontramos la citada 
solución, si bien, en otras ocasiones las soluciones 
judiciales son variopintas, y tras una visión general de 
las mismas se acaba deduciendo que los Tribunales no hacen 
sino acoger en definitiva la solución que pueda resultar 
menos perjudicial para el trabajador habida cuenta de la 
inseguridad jurídica que late en este terreno motivada 
especialmente por el escaso rigor que se desprende de la 
redacción de estas cláusulas en los convenios colectivos.
Así, podrían aportarse los siguientes ejemplos:
- respecto de la definición de las contingencias: 
vimos como en los supuestos en que mediaba una póliza de 
seguros una mejora pactada por accidente de trabajo 
jurisprudencialmente se hacía extensible también a la 
enfermedad profesional. A esta misma interpretación se 
llega respecto de las cláusulas convencionales529. Así, el
528Utilizado como argumento en reciente Sentencia del
Tribunal Supremo de 17 de enero de 1996, -Ar.4121-.
529STS de 25 de enero de 1991 -Ar.178- y 15 de julio de 1992
-Ar.5622- entre otras.
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Tribunal Supremo, en Sentencia de 21 de octubre de 1992530 
establece expresamente que "nada obsta...a que las partes 
puedan especificar con claridad en el convenio 
contingencias concretas, bien para su inclusión bien para 
su exclusión respecto de las mejoras voluntarias 
convenidas, pero en tanto no conste pacto que otra cosa 
establezca ha de entenderse incluida la enfermedad 
profesional en el concepto de accidente de trabajo".
Solución sin duda polémica ya que realmente no atiende 
a los términos pactados531 y si, desde el punto de vista 
de la normativa de la Seguridad Social pudiera mantenerse 
que ambas contingencias están unidas por un nexo, el riesgo 
profesional, sin duda las partes pueden diferenciar entre 
si lo que están realmente mejorando son los accidentes o 
las enfermedades profesionales, igual que respecto de la 
invalidez permanente pueden aludir al concreto grado que 
se desea mejorar, no siendo necesaria, desde nuestro punto 
de vista, la exclusión expresa.
Mayor problema se plantea a la hora de calificar 
aquellas situaciones que, siendo enfermedades realmente, 
la LGSS las considera accidentes de trabajo por aplicación 
del artículo 115.2.e), que podrían también plantearse con 
los apartados f) y g) del mismo precepto. En este caso, su 
condición de mejora voluntaria con carácter preferente debe 
hacer valer los contenidos propios de la LGSS, sin 
perjuicio de que las partes puedan expresamente apartarse 
de los mismos.
530Ar. 7663/1992.
531Por ello criticada por DEL REY GUANTER, S. y GALA DURAN, C., 
"Las mejoras voluntarias...", op. cit., pág.896.
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La interpretación literal de los convenios 
colectivos en esta materia sí ha sido defendida tratándose 
de la interpretación de las contingencias comunes, donde 
no se entiende que en la LGSS exista entra ellas el nexo 
que se da entre las profesionales. Así, si el convenio 
establece al accidente común como objeto de mejora, no cabe 
extenderlo a los supuestos de enfermedad común, ni 
viceversa532.
4.- ALCANCE DEL CONVENIO A LOS TRABAJADORES PASIVOS.-
22. Otro de los temas a tener en cuenta tratándose de 
mejoras voluntarias y de convenios colectivos, es la 
relación jurídica que subyace entre las empresas y los 
trabajadores cuyo contrato de trabajo se extinguió y que 
como consecuencia, se convierten en beneficiarios de una 
prestación de la Seguridad Social y de su correspondiente 
complemento a cargo de la empresa para la que prestaron 
servicios.
En principio no hay disposición alguna en el Estatuto 
de los Trabajadores que regule esta nueva relación, aunque 
tampoco se impide que los que podríamos llamar pensionistas 
de empresa queden sujetos a la normativa laboral de la 
empresa, ya que las partes son libres de especificar su 
campo de aplicación personal, -art.85.2.b) ET-, así como 
de dotar de períodos de vigencia diferentes a diferentes 
materias, -art.86.1 ET-.
532S.TS de 14 de julio de 1987 -Ar.5373-; S.TSJ de Castilla 
y León/Valladolid, de 21 de diciembre de 1992, A.L., n°7, 1993; 
S.TSJ de Andalucía/Málaga, de 9 de octubre de 1992, A.L., n°16, 
1993.
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23. Paralelamente surge, respecto a estos 
trabajadores, el tema sobre el alcance de la 
representatividad de los órganos negociadores, y sobre la 
defensa, por tanto, de los intereses de los trabajadores 
pasivos, cuestión sobre la que la Ley se manifiesta 
expresamente, señalándose en el artículo 3 de la LOLS533 
que este colectivo534 no podrá constituir sindicatos que 
tengan precisamente por objeto la tutela de sus intereses 
singulares, sin perjuicio de su capacidad para crear 
asociaciones al amparo de la legislación específica.
Ahora bien, el Tribunal Supremo recuerda que la 
representatividad que ostentan los negociadores de un 
convenio colectivo, en relación con los trabajadores y 
empresarios a que el mismo afecta, no es una clásica 
representación de derecho privado535, sino que se trata, 
como ya afirmara el propio Tribunal Constitucional, de una 
representación institucional y, por tanto, representación 
de intereses y no de voluntades536.
Por ello, cuando se ha tratado de valorar el alcance 
de la regulación laboral de la empresa a los trabajadores 
pasivos, se ha resuelto admitiendo su aplicación.
533Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 
Sindical, -BOE 8/8/1985-.
534Se refiere a aquellos trabajadores que hayan cesado en su 
actividad laboral como consecuencia de su incapacidad o 
jubilación, sin distinguir si permanecen o no vinculados a la 
empresa como beneficiarios de una mejora voluntaria, la regla es 
la misma pues, tanto si se da esa nueva relación como si no.
535S . TS de 23 de noviembre de 1992, -Ar.8828-.
536S.TCO 58/1985, de 3 0 de abril.
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Así, el Tribunal Central de Trabajo abordó el tema 
manifestándose en un primer momento en contra de la 
aplicación del convenio colectivo al personal jubilado537, 
solución que posteriormente fue rechazada por el Tribunal 
Supremo argumentando sobre la base de otras consideraciones 
y rehuyendo el concreto tema de la aplicabilidad del 
convenio colectivo a los ya jubilados538. En consecuencia, 
y en Sentencias posteriores, el Tribunal Central de Trabajo 
acogiéndose al fallo del Tribunal Supremo, tuvo ocasión de 
pronunciarse sobre este particular argumentando que al no 
tratarse de una condición más beneficiosa la que ostentan 
estos trabajadores pasivos, quedan sujetos a los sucesivos 
convenios colectivos en tanto que nada se adquiere en 
cuanto a revisiones futuras, por lo que en cada momento 
habrá que estarse a lo que al respecto digan las normas de 
carácter colectivo539. No obstante, será en Sentencia de 
13 de mayo de 1987 cuando este Tribunal se adentre con más 
profundidad en la cuestión, al reconocerse en ella 
legitimación procesal al Comité de Empresa para la defensa 
de los intereses del colectivo jubilado, ya que la 
capacidad representativa que le atribuye el ET no se ciñe 
en exclusiva a los trabajadores en activo, sino que alcanza 
también a quienes en el pasado fueron trabajadores de la 
empresa y se encuentran en la actualidad jubilados o en 
situación de invalidez permanente, y eso es así pese a que 
el Comité nazca merced a un proceso electoral seguido en
537S.TCT de 11 de marzo de 1985, -Ar.1743-.
538S.TS de 17 de diciembre de 1985, -Ar.6137-.
539S . TCT de 25 de noviembre de 1986 -Ar. 12368- y de 3 de
marzo de 1987 -Ar.4840-.
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el seno de la empresa y en el que tan solo participan los 
trabajadores en activo, por su capacidad para negociar 
convenios, en los que puede regularse la materia 
asistencial540.
24. Esta es la postura definitiva que se vienen 
manteniendo en la actualidad por el Tribunal Supremo, de 
cuyas Sentencias más recientes cabría señalar las 
siguientes afirmaciones541:
- la relación laboral se extingue por jubilación del 
trabajador, a partir de cuyo momento el vínculo adquiere 
una distinta connotación que es la correspondiente a 
beneficiario de la Seguridad Social, cualquiera que sea la 
modalidad de prestación de la asistencia en dicha situación 
pasiva. El trabajador, en mérito a ello, deja de serlo para 
convertirse en titular activo de una relación jurídica de 
Seguridad Social, en este caso complementaria, conforme a 
la que ha de desenvolverse, por tanto, cualquier incidencia 
que surja en su desarrollo, sin que la presencia de la 
empresa en la precitada relación jurídica alcance, en modo 
alguno, a desnaturalizarla.
- conviene no perder de vista que los perceptores de 
una prestación complementaria a cargo de una empresa se
540S.TCT de 13 de mayo de 1987, -Ar.11651-.
Vid. al respecto, SALA FRANCO,T. y GOERLICH PESET,J.M.,' 
"Sobre los derechos colectivos de los trabajadores "pasivos", (A 
propósito de la Sentencia del TCT de 13 de mayo de 1987)", R.L. . 
n°23, 1987, pág.37 y ss.
541SS.TS de 30 de noviembre de 1989, -Ar.8293-, de 14 de
julio de 1995, -Ar.6255-, de 24 de julio de 1995 -R°2137/93- de 
26 de julio de 1995, -Ar.6722-, y de 3 de junio de 1996,
-Ar.4 870- .
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mantienen vinculados a la misma, sin que les sea ajena, por 
tanto, la evolución normativa desarrollada en su ámbito. 
Resulta inadmisible el pretender aislarse de la virtualidad 
normativa y obligacional que en cada momento representa el 
convenio colectivo legalmente concertado, en el ámbito 
empresarial en el que se incluyen como pensionistas.
- el equilibrio negocial que se consigue con la firma 
de un convenio consiste en otorgar prestaciones y 
contraprestaciones recíprocas, pero éstas no se pueden 
contemplar aisladamente, o por la condición de activos o 
pasivos. Los sindicatos y la asociación patronal que 
suscribieron el convenio representan a todos los 
trabajadores y empresarios del sector, incluida en los 
primeros la representación de los trabajadores pasivos y 
tuvieron que valorar si el equilibrio de prestaciones y 
contraprestaciones exigidas en el convenio era aceptable, 
pero esta evaluación es global y conjunta en atención a los 
intereses generales que ambas parten defienden.
- los pensionistas, si bien no pueden constituir 
sindicatos, sí pueden seguir afiliados o afiliarse de nuevo 
a los sindicatos que suscriben el convenio.
- las asociaciones de jubilados y pensionistas que 
puedan constituir, no tienen carácter de sindicato, ni de 
organización integrada en un sindicato a los efectos del 
artículo 3 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical (LOLS) 
y, por tanto, no ostentan legitimación procesal para 
interponer conflictos colectivos.
los sindicatos ostentan la representación 
institucional de los intereses generales de los 
trabajadores por virtud de lo establecido en los artículos
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1 de la Constitución y 6 y 7 de la LOLS y demás 
concordantes, por lo que, cuando éstos negocian un 
convenio, están representando a todos los trabajadores 
presentes y futuros y activos y pasivos que no son terceros 
ajenos al convenio.
5.- ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD.-
25. El carácter libre de la asistencia y prestaciones 
complementarias -art.41- que pueden establecerse en los 
instrumentos convencionales -art.37-, no impide el juego 
de otros preceptos constitucionales.
De entre todos ellos y en relación con esta materia 
merece especial atención, en tanto que afecta a 
características importantes de la previsión social 
complementaria, el principio de igualdad. Este tiene su 
máxima expresión en el artículo 14 de la CE, respecto del 
cual, el artículo 17.1 del ET constituye una especificación 
para las relaciones laborales del propio principio 
constitucional, cuyos bienes jurídicamente protegidos son 
más amplios y extensos que los del artículo 14, al asumir 
también otros principios y derechos constitucionales, que 
inciden además muy especialmente en la relación de 
trabajo542.
26. Está generalmente admitida por la doctrina la 
aplicación de este principio al ámbito de actuación de la 
autonomía colectiva. Es cierto que, como acto de autonomía
542RODRIGUEZ PINERO,M. , Comentarios a las Leves Laborales, 
tomo IV, 1983, -Director, BORRAJO DACRUZ,E.-, págs. 33 7 y 338.
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privada, debiera quedar al margen de aquellos límites 
constitucionales que están pensados para vincular a los 
poderes públicos, aplicándose tan solo a las leyes y a los 
actos con fuerza de ley, -art. 53.3 CE-. Sin embargo, el 
carácter normativo de los convenios colectivos los sitúa 
en la escala de jerarquía normativa en la que, por 
aplicación del principio del mismo nombre -art. 9.3 CE-, 
el convenio colectivo no puede oponerse a lo dispuesto en 
la Constitución, incluidos los derechos fundamentales543.
Esta ha sido la tesis acogida por el TCO en Sentencia 
177/1988, de 10 de octubre544, en la que recuerda que el 
principio de igualdad es uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico -art.1.1 CE- y que el artículo 9.2 
de la CE encomienda a todos los poderes públicos promover 
las condiciones para que la igualdad del individuo y de los 
grupos en que se integra sean reales y efectivas.
En definitiva, la autonomía de las partes ha de 
respetar y cumplir este principio constitucional y aquellas
^FERNANDEZ LOPEZ, M.F., "La exclusión de los trabajadores 
temporales del ámbito de los convenios colectivos", R.L. (La 
Lev), 1988-1, pág.397.
^En contra de esta interpretación, Valdés señala que, a 
sensu contrario la jurisprudencia ordinaria podría fácilmente 
deducir que el principio de igualdad no opera respecto de 
aquellos convenios que no tienen el rango de norma. La 
interpretación que acoge el TCO, según este autor, se apoya en 
una decisión de política legislativa, huérfana de apoyo 
constitucional, VALDES DAL-RE,F., "El derecho a la negociación 
colectiva laboral en la Jurisprudencia laboral(II)", R.L.. n°2, 
1990, pág.2.
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reglas, de rango constitucional u ordinario, de las que se 
derive la necesidad de igualdad de trato545.
Ahora bien, esta doctrina debe ser conjugada con la 
capacidad reconocida por la ley a trabajadores y 
empresarios para regular las condiciones de trabajo y la 
productividad. El convenio ha de ser expresión del acuerdo 
libremente adoptado por ellos en virtud de su autonomía 
colectiva, de ahí que, no toda distinción o diferencia de 
regulación ha de ser per se contraria al principio de 
igualdad, por lo que habrá que examinar si la diferencia 
es o no razonable y si es o no aceptable para el 
ordenamiento.
27. El principio de igualdad prohíbe solo aquellas 
desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas, 
por no venir fundadas en criterios objetivos 
suficientemente razonables de acuerdo con criterios o 
juicios de valor generalmente aceptados.
Además, para que la diferencia resulte lícita 
constitucionalmente, no basta con que lo sea el fin que con 
ella se persigue, sino que es indispensable además que las 
consecuencias jurídicas que resultan de tal distinción sean 
adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de manera que la 
relación entre la medida adoptada, el resultado que se
545Vid. al respecto, RODRÍGUEZ PINERO, M. y FERNÁNDEZ 
LÓPEZ,M.F., Igualdad v Discriminación. ed.Tecnos, Madrid, 1986, 
pág.40 y ss; asimismo, BAYLOS considera una interpretación 
destinada al fracaso, aquella según la cual, el artículo 14 de
la CE solo vincularía a los privados en cuanto a las cláusulas 
específicas de prohibición de trato discriminatorio, ya que, en
su otra presunta vertiente genérica de igualdad que exigiría un 
criterio general de razonabilidad para admitir cualquier 
diferencia de trato, vincularía solo a los poderes públicos, 
BAYLOS GRAU,A., "Trabajo Temporal y no discriminación", R.L. (La 
Lev). 1987, Tomo II, págs. 432 y 433.
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produce y el fin pretendido por el legislador, superen un 
juicio de proporcionalidad en sede constitucional evitando 
resultados especialmente gravosos o desmedidos546.
El análisis del test de razonabilidad exige, pues, el 
estudio limitado del caso concreto, lo que nos lleva a la 
casuística jurisprudencial, de la que cabría señalar las 
siguientes puntualizaciones:
1) La diferencia de trato ha de producirse, para ser 
discriminatoria, entre trabajadores que se encuentren en 
una misma situación de hecho547 .
2) Respecto de trabajadores fijos y temporales, no se 
niega que hay diferencias apreciadles que en un momento 
dado pueden justificar diferencias retributivas, 
asistenciales o de otra índole. Pero, esta diferenciación 
debe descartarse, tratándose de diferencias salariales, 
cuando todos realizan un trabajo igual o superior. En 
definitiva, la clase de trabajo prestado, es el criterio 
que ofrece mayores dosis de objetividad a la hora de 
contrastar la situación salarial de unos trabajadores y 
otros548.
A lo que cabe añadir, que la duración del contrato por 
sí sola no es un motivo objetivo y razonable para excluir 
a los trabajadores temporales del convenio colectivo549.
^STCO 177/1993, de 31 de mayo, -BOE 5/7/1993, F.J. 2o-.
^STCO 177/1988, de 10 de octubre, BOE 5/11/1988, J.C.,
pág.1595, F.J. 5o.
^STCO 136/1987, de 22 de julio, BOE 11/8/1987, J.C.,
pág.1231, F.J. 6o.
549SSTCO 52/1987, de 7 de mayo, BOE 5/6/1987, J.C., pág.1141, 
-F.J. 4o- y 177/1993, de 31 de mayo, BOE 5/7/1993, J.C.,
pág.2824, -F.J. 3o-. También el Tribunal Supremo, en Sentencia
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3) Por otro lado, una nueva normativa que de lugar a 
una cláusula convencional para compensar el deterioro 
económico que pudieran sufrir los trabajadores afectados 
por la nueva norma, respecto de los demás, es un motivo 
objetivo y razonable que elimina toda sospecha de 
discriminación550.
28. Estas consideraciones sobre el principio de 
igualdad, con carácter general, y salvando la casuística 
que implican, son aplicables a las cláusulas 
convencionales, incluidas por tanto aquéllas que regulan 
la previsión social. En esta materia, igual que ocurre en 
muchas otras, el problema se plantea con los colectivos más 
susceptibles de resultar perjudicados, como son, en la gran 
mayoría de ocasiones, los trabajadores temporales.
Respecto de estos, como ha podido apreciarse, el 
Tribunal Constitucional, considera la posibilidad de 
diferencias debidas a la inestabilidad como factor de 
distinción entre trabajadores indefinidos y temporales, 
pero, asimismo, declara el valor igual de su trabajo con 
respecto al de los trabajadores fijos, lo cual es 
determinante del necesario tratamiento igual en materia 
salarial, así como de su necesaria inclusión dentro del 
ámbito de aplicación del convenio colectivo551.
de 27 de noviembre de 1991, declara discriminatoria la exclusión' 
de los trabajadores temporales del convenio colectivo, -Ar.8420-.
550STCO 171/1989, de 19 de octubre, BOE 7/11/1989, J.C. 
pág.1863, F.J. 3o.
551Vid. al respecto, FERNÁNDEZ LÓPEZ,M.F., "La exclusión de 
los trabajadores temporales del ámbito de los convenios 
colectivos", R.L.(La Lev). 1988, Tomo I, pág.389 y ss.
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Ahora bien, respecto de la concreta posibilidad de 
establecer una regulación convencional en materia de 
previsión social que excluya a cualquier tipo de 
trabajadores de la misma, debe tenerse también en cuenta 
la específica normativa de la previsión social, en la que 
encontramos referencias que tienden a asegurar el 
cumplimiento del citado principio constitucional.
29. Así, por un lado, las mejoras voluntarias de la 
Se¿ju'ridád' S'ociál, se caracterizan por su aplicación a todo 
el colectivo de trabajadores empleados sin posibilidad de 
discriminación alguna. Los artículos 11.3, 13 y 14 de la
OMV avalan esta afirmación. Y, como afirma MARTIN VALVERDE, 
un rasgo específico de las mejoras voluntarias es su 
eficacia colectiva, o cualidad de afectar indistintamente 
a un grupo de individuos, delimitado según datos objetivos, 
sin posibilidad de inclusiones o exclusiones ad 
personani552 .
Es una posición perfectamente coherente con la 
eficacia colectiva de los convenios colectivos, sin 
embargo, se observa cierta tendencia por el legislador a 
limitar dicha eficacia colectiva en esta materia en favor 
de declaraciones de adhesión individual de los trabajadores 
a la protección social establecida. Esta tendencia comenzó 
con la regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y 
desde la entrada en vigor de la LOSSP afecta también a las
Asimismo, SS.TS de 13 y 22 de mayo de 1991, -Ar.3909 y 6826 
respectivamente-.
552MARTIN VALVERDE,A., Las mejoras. . . . op. cit., págs. 50 y
51.
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mejoras voluntarias gestionadas a través de las 
Mutualidades de Previsión Social.
Por otro lado, respecto de los Planes y Fondos de 
Pensiones, su propia normativa contiene una definición 
específica del principio de no discriminación, a los 
efectos de la posible exclusión de determinados 
trabajadores del ámbito protector del correspondiente Plan. 
Se introduce un criterio que la ley parece haber 
considerado objetivo y razonable: se trata de la exigencia 
de un mínimo de antigüedad en la empresa para poder acceder 
al Plan, con la particularidad de que las partes 
negociadoras tienen la potestad de hacer uso o no de este 
criterio, lo cual nos lleva a pensar que en la realidad 
esta exclusión inicial no siempre gozará del juicio de 
razonabilidad necesario para que no resulte 
discriminatoria. Sin embargo, aún es estos casos, será la 
ley -que no ha sido sometida a juicio alguno sobre su 
constitucionalidad- la que ampare el trato desigual.
Concretamente, el artículo 5.1 de la LPFP, establece 
los principios básicos que debe cumplir todo Plan de 
Pensiones, y entre ellos, se encuentra el principio de no 
discriminación en el acceso al Plan, -art.5.1.a)-:
- "Debe garantizarse el acceso como partícipe de un 
Plan a cualquier persona física que reúna las condiciones 
de vinculación o de capacidad de contratación con el 
promotor que caracterizan cada tipo de contrato.
En particular:
Un Plan del Sistema de Empleo será no discriminatorio 
cuando la totalidad del personal empleado por el promotor
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con, por lo menos, dos años de antigüedad, esté acogido o 
en condiciones de acogerse al citado Plan...".
Ahora bien, como ya vimos en otro momento, se trata 
de un límite de alcance limitado, en tanto que superados 
los dos años de antigüedad por el trabajador en la empresa, 
ya no hay justificación para impedirle el acceso al Plan. 
Asimismo, este límite, para no transformarse en 
discriminatorio, debe aplicarse a todos los trabajadores 
de la empresa por igual553 .
En definitiva', si él convenio colectivo que contempla 
el Plan se sujeta a este límite estará amparado por la 
propia ley, incluso es posible que no lo contemple, ya que 
por vía reglamentaria se admite no exigir la antigüedad de 
dos años, pudiendo exigirse cualquiera otra inferior, o 
incluso ninguna554.
Partimos, pues, de la premisa por la que la 
exclusión de un colectivo de trabajadores de la protección 
complementaria establecida en la empresa vulneraría el 
principio de igualdad, salvo en el supuesto que se tratara 
de la concreta institución de un Plan de Pensiones y las 
partes hubieran optado por aplicar el criterio de la 
antigüedad, por debajo de los dos años, a la totalidad de 
los empleados.
30. Ahora bien, reducido el caso a los trabajadores 
temporales, la inestabilidad de su relación laboral frente
553Vid. supra capítulo tercero, n°15 y ss.
554E1 artículo 5.1 del RPFP añade que "Cualquier Plan del 
sistema de empleo podrá prever en su formulación el acceso de 
empleados con una antigüedad inferior a los referidos dos años".
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a la naturaleza estable e indefinida de los trabajadores 
fijos podría considerarse una diferencia de partida que 
convierta en razonable la diferenciación de trato basada 
en la duración de la relación laboral.
La duración limitada en el tiempo de la relación 
laboral, aunque en principio no conlleva sino la simple 
incertidumbre sobre su futura estabilidad en la empresa, 
el sometimiento a término concreto de la relación laboral 
implica la imposibilidad de que estos trabajadores lleguen 
a ser beneficiarios de mejoras voluntarias que exijan el 
transcurso de un determinado lapso de tiempo para causar 
derecho a las mismas. Ahora bien, esta diferencia 
desaparece desde el momento en que la previsión social 
complementaria que se establece en las empresas transciende 
y no se vincula a la existencia de la relación laboral, 
sino que la extinción de la misma no conlleva la pérdida 
de la expectativa a causar el derecho en el momento en que 
se cumpla el hecho causante. Por tanto, respecto de los 
planes y fondos de pensiones, esta diferenciación en el 
acceso al plan no está justificada, como tampoco lo estará 
desde el momento en el que alcance plena aplicabilidad la 
Disposición Adicional Primera de la LPFP que exige en todo 
caso la transferencia de la titularidad de los fondos 
destinados a cumplir esta finalidad.
Así, puede concluirse que, respecto a las 
posibilidades de exclusión de los trabajadores temporales 
del sistema de previsión social establecido en la empresa, 
el único elemento que condicionaría la desigualdad de trato 
-la temporalidad de la relación laboral-, desaparece como 
tal a consecuencia de la incorporación por la ley de
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mecanismos que aseguran la pervivencia de los derechos 
frente a la estabilidad de la relación laboral en una 
determinada empresa. Por tanto, el comportamiento de la 
autonomía colectiva que persista en un tratamiento desigual 
en esta materia, ha dejado de considerarse razonable y 
justificado555 .
31. Cabe ahora plantearse si sería posible que el 
convenio colectivo estableciese un contenido protector 
diferente para unos colectivos frente a otros sin incurrir 
en discriminación.
Una vez más, la cuestión se plantea en atención a los 
colectivos que por sus especiales características, podrían 
resultar afectados en este segundo planteamiento, añadiendo 
a los trabajadores temporales, los trabajadores a tiempo 
parcial.
- Respecto de los primeros, el TCO no niega que haya 
diferencias apreciadles con los trabajadores fijos, pero, 
tratándose de diferencias retributivas el criterio que 
ofrece mayores dosis de objetividad a la hora de contrastar
555Han sido consideradas por el Tribunal Supremo condiciones 
laborales en las que es determinante la estabilidad del vínculo 
laboral, la materia de ascensos -por cuanto requiere estabilidad 
y proyección de futuro- y determinados complementos para personal 
de categorías superiores si requieren un mínimo de servicios en 
la categoría inferior que sobrepasan en gran medida -seis años 
mínimo- la duración legal de los contratos temporales, S.TS de 
1 de junio de 1996, -Ar.5746-.
Por otro lado, el complemento de antigüedad o el aumento 
salarial por tiempo de servicios, compensan la dedicación a la 
misma empresa y la experiencia en la prestación del trabajo, por 
lo que es obligado reconocer que tales circunstancias concurren 
de la misma manera en los trabajadores contratados por tiempo 
indefinido y en los contratados por tiempo determinado, S.TS de 
27 de noviembre de 1991, -Ar.8420-.
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la situación salarial de unos y otros, es el de la clase 
de trabajo, de manera que a igual trabajo corresponde igual 
retribución. Siguiendo el esquema de este razonamiento, la 
retribución es la contraprestación al trabajo prestado, si 
éste es el mismo, este será el criterio objetivo a tener 
en cuenta.
Trasladando dicho razonamiento al campo de la 
previsión social complementaria, las cláusulas dedicadas 
a complementar las prestaciones básicas de la Seguridad 
Social persiguen paliar la insuficiencia de éstas por su 
alejamiento como rentas de sustitución. Debemos, por tanto, 
situarnos en el terreno de la Seguridad Social obligatoria, 
de manera que, si en el mismo se da algún tipo de 
diferencias entre estos colectivos esas mismas diferencias 
podrían también fundamentar la diversidad en el terreno de 
la protección complementaria. Así, a igual tratamiento en 
el sistema básico corresponde, en principio, igual 
tratamiento en la previsión complementaria, salvo que las 
partes establezcan un sistema más favorable.
Ahora bien, respecto a esta afirmación, el propio TCO 
ha admitido que no puede aplicarse con igual intensidad el 
principio del artículo 14 de la CE, cuando nos encontramos 
ante una prestación complementaria asumida de forma 
voluntaria que, como tal, se rige por las condiciones 
libremente aceptadas frente al carácter, obligatorio del 
Sistema público556. En este caso concreto, la. 
inconstitucionalidad declarada en su momento al artículo 
160.2 de la LGSS de 1974, por las Sentencias del TCO
556SS.TCO 49/1990, de 26 de marzo y 5/1994, de 17 de enero, 
-BJC n°108/1990 y n°154/l994-.
469
Mejoras v convenio colectivo
103/1983 y 104/1983, en virtud de la cual se eliminan, por 
contrarios al principio de igualdad por razón del sexo, los 
requisitos que se exigían al varón para causar derecho a 
la pensión de viudedad, no se considera extrapolable, según 
el mismo Tribunal, cuando se trata de prestaciones 
otorgadas por Mutualidades que no tienen el carácter de 
sustitutorias de la Seguridad Social, sino que exceden de 
ella y son por ello consideradas como complementarias de 
las mismas.
Como señala LOPEZ GANDIA, el TCO en estas Sentencias 
se aparta de la visión publicista que invade las 
resoluciones del Tribunal Supremo en materia de previsión 
social complementaria y, especialmente, cuando se trata de 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social. Precisamente 
es esta clave publicista una de las vías para relativizar 
el alcance del artículo 41 de la CE, aunque, como afirma 
este autor, ni cabe alegar esta publificación de forma 
absoluta de manera que anule el carácter libre de la 
asistencia y prestaciones complementarias, ni cabe tampoco 
alegar este carácter frente al contenido negocial, sea 
colectivo o sea reglamentista, para impedir su valoración 
desde el artículo 14 de la Constitución557 . Además, cabe 
precisar que en el supuesto concreto contemplado en aquella 
sentencia, se trataba de una Mutualidad cuya relación con 
la persona afectada era del todo ajena a la relación 
laboral de la misma, es decir, no se trataba de un sistema 
de previsión social empresarial. Por ello, la solución allí
557LOPEZ GANDIA, J. , "Los niveles complementarios de Seguridad 
Social: la aplicación de los conceptos básicos y del principio 
de igualdad", A.L.. n°20, 1995, pág.306.
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adoptada no debe afectar a las mejoras voluntarias, por su 
directa relación con las prestaciones básicas y normativa 
de la LGSS, al venir reguladas en esta misma legislación. 
De hecho, ante una mejora a la pensión de viudedad, 
establecida en convenio colectivo solo a favor de las 
viudas -y no de los viudos-, el Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña, en Sentencia de 9 de julio de 1993, 
constata la existencia de discriminación por razón del 
sexo, pues supone dar un tratamiento diferente a sujetos 
eri áitüaciones que resultan iguales, de manera irrazonable, 
arbitraria e injustificada, vulnerándose en consecuencia, 
el artículo 14 de la Constitución Española558.
32. Siguiendo con el análisis sobre las posibilidades 
en la negociación colectiva de establecer un contenido 
protector diferente para determinados colectivos, y por lo 
que respecta a los trabajadores a tiempo parcial, según el 
artículo 12.1 del ET, quedan comprendidos en este 
colectivo, aquéllos que prestan servicios durante un número 
de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior al 
considerado como habitual en la actividad de que se trate 
en dichos períodos de tiempo.
La identificación de los mismos precisa por tanto 
acudir a la comparación de su jornada, con la habitual de 
un trabajador a tiempo completo. En principio, pues, la 
comparación realizada determinará cuál es el porcentaje de 
servicios que corresponde al trabajador a tiempo parcial 
y determinará el importe de los derechos laborales
558Ar.S. 3554/1993 .
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cuantificables y, especialmente, los relativos a la 
Seguridad Social559.
Evidentemente corresponde plantearse si en todos los 
casos la reducción de la jornada se debe corresponder con 
una reducción de derechos. Al respecto, puede observarse 
como la legislación ha ido evolucionando. Así, en 
principio, el RD 1445/1982, establecía el principio de 
igualdad de trato respecto de los trabajadores a tiempo 
completo en aquellos de'réchos compatibles con la naturaleza 
del contrato, -art. 9.c)-. Posteriormente, el RD 1991/1984, 
establecía que los trabajadores contratados a tiempo 
parcial tendrán los derechos que la ley o los convenios 
colectivos reconozcan a los trabajadores a tiempo completo, 
-art.2.1-, estableciendo pues un amplio derecho de igualdad 
de trato. Tan solo en el artículo 2.2 se fijaba la 
aplicación del criterio de la proporcionalidad expresamente 
para la remuneración del trabajo. Lo que permitió pensar 
que, respecto de los conceptos que no se consideraran
salario, jugaría la regla general de igualdad, frente a la 
de proporcionalidad560.
Actualmente, el artículo 12 del ET guarda silencio al 
respecto, pero se entiende vigente en lo que no le 
contradiga el RD 2317/1993, de 29 de diciembre, cuyo
artículo 19 establece que los trabajadores a tiempo parcial
559GARCIA ORTEGA, J. y ALFONSO MELLADO, C.L . , Jornada v
Ordenación del Tiempo de Trabajo. Valencia, 1994, pág.89.
560RAMIREZ MARTINEZ, J.M. , Comentarios al Estatuto de los
Trabajadores. Art.12: trabajadores a tiempo parcial y contrato 
de relevo, Tomo III, 1985, pág.296.
472
Mejoras y convenio colectivo
tendrán los mismos derechos que los trabajadores a tiempo 
completo, salvo las peculiaridades que, en función del 
tiempo trabajado, estén establecidas por ley o puedan 
determinarse por la negociación colectiva.
Ello significa que queda en manos de la negociación 
colectiva las posibles peculiaridades pero, debe partirse 
del principio general de igualdad de derechos respecto de 
los trabajadores a tiempo completo que ha inspirado la 
evolución normativa expuesta561. De ahí que, en todo caso, 
las peculiaridades que les afecten, para que no resulten 
discriminatorias, deben estar basadas en un.solo criterio, 
la reducción del tiempo de trabajo562 .
561 "La situación no cambia en lo fundamental aunque cabe 
formular dos apreciaciones:
De un lado, se formula claramente la regla de 
proporcionalidad.
- De otro lado, las únicas peculiaridades en virtud de esa 
regla de proporcionalidad son las que se establezcan por ley o 
por convenio, que parece que deberán preverlas expresamente, 
aplicándose una estricta paridad en todo lo demás establecido por 
ley o convenio", RAMIREZ MARTINEZ,J.M., "La regulación del 
trabajo a tiempo parcial: balance y perspectivas", A.L.. n°ll, 
1994, pág.171.
Lo que el precepto establece es un principio de equiparación 
para evitar la desigualdad de trato no razonable ni 
proporcionada, lo que significa que, en aquellos supuestos en los 
que no sea posible aplicar la regla de la proporcionalidad, en 
relación a la menor duración de la jornada, ha de prevalecer la 
equiparación, CES, El Trabajo a Tiempo Parcial. Informe 4/1996, 
pág.37.
562ALBIOL entiende que por esta vía sería posible que el 
convenio colectivo estableciera cómputos de antigüedad distintos, 
ALBIOL MONTESINOS,I., "Consideraciones sobre la nueva regulación 
de los contratos en prácticas, de aprendizaje y a tiempo 
parcial", T.S.. n°40, 1994, Pág.22.
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Por otro lado, la complementariedad como medio de 
colmar las lagunas de la protección social básica, se 
convierte en instrumento de mejora de las prestaciones 
sociales en su carácter de rentas de sustitución, y toman 
como referencia las rentas de los sujetos protegidos, de 
tal manera que no cabe establecer otras diferencias 
respecto de los trabajadores parciales que no sea la del 
propio nivel de sus rentas, como parcela a cubrir por la 
previsión social complementaria, y la aplicación del 
critério dé la proporcionalidad en el cómputo de los 
períodos de carencia necesarios así como en la 
determinación de la cuantía del capital a recibir si viene 
fijado a modo de indemnización a tanto alzado563.
Mayor complejidad plantea la situación de los 
trabajadores a tiempo parcial de menos de doce horas a la 
semana o cuarenta y ocho al mes, respecto de la previsión 
social complementaria, aquellos que la doctrina ha 
denominado como trabajadores a tiempo parcial marginal. Y 
es que, si bien en su condición de trabajadores a tiempo 
parcial les son aplicables los mismos criterios expuestos 
más arriba, las reducciones de que son objeto en materia
563Prec i sámente no cabe duda de que tal proporcionalidad 
supone la simple aplicación de un cálculo aritmético sobre 
condiciones de tipo cuantitativo. Mientras que las diferencias 
de carácter cualitativo supondrían la previa consideración de que 
el trabajo a tiempo parcial no es el mismo trabajo en menos 
tiempo, sino un trabajo distinto, cuestión que no cabría mantener 
sobre la misma base de la doctrina del TC sobre los trabajadores 
temporales, Vid. al respecto, CES, El Trabajo a Tiempo Parcial, 
op. cit., pág.38 y ss.
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de protección básica564 podrían implicar también 
reducciones en materia de previsión complementaria, siempre 
que se parta de una complementariedad entendida en sentido 
estricto. Sin embargo, la complementariedad que se deriva 
del artículo 41 de la CE viene establecida en términos 
amplios, y la normativa de la Seguridad Social no exige la 
existencia de la concreta prestación básica en el nivel 
obligatorio para establecer un plus de protección, ya que 
se refiere a asistencia y prestaciones que de una forma u 
otra, vengan a complementar la acción protectora mínima del 
sistema público obligatorio565.
De no aceptar esta interpretación amplia y flexible 
del término complementaria, se vería también afectado otro 
colectivo como es el de los trabajadores sujetos a contrato 
de aprendizaje566, en cuyo caso la modalidad contractual
564n £n ei supuesto de trabajadores cuya prestación efectiva 
de servicios sea inferior a doce horas a la semana o cuarenta y 
ocho al mes, los derechos de protección sólo incluirán las 
contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, asistencia sanitaria por contingencias comunes y 
la prestación económica correspondiente a los períodos de 
descanso por maternidad ", Disposición Adicional Séptima, 
apartado tres, de la LGSS.
^Este sentido amplio de la complementariedad es acogido en 
la configuración de la mejora voluntaria por IT regulada dentro 
del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social, así como lo 
fue en otro tiempo respecto de diversas prestaciones 
complementarias previstas en el Régimen Especial de Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos. Y debe actualmente defenderse esta 
flexibilidad para adecuarse a la nueva realidad social, Vid. 
supra capítulo segundo, I, n°7 y ss.
566,1 La protección del aprendiz sólo incluirá las 
contingencias de accidente de trabajo y enfermedades 
profesionales, asistencia sanitaria por contingencias comunes, 
prestación económica correspondiente a los períodos de descanso 
por maternidad y pensiones ", Disposición Adicional Sexta de la
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a la que se encuentre sujeto el trabajador constituiría una 
importante limitación a la previsión social complementaria 
establecida en la empresa, de difícil justificación desde 
el punto de vista del principio de igualdad. Nada obsta, 
por otro lado, a que las amplias facultades que tiene la 
autonomía de la voluntad en este terreno, configure en 
condiciones de mayor favorabilidad la previsión 
complementaria de este tipo de trabajadores567.
Por otro lado, una interpretación en tal sentido 
afectaría negativamente al papel social de la previsión 
social complementaria, como mecanismo idóneo para colmar 
los espacios de desprotección del sistema público.
33. Conviene, por último, hacer una referencia a los 
últimos movimientos que se han producido en el derecho 
Comunitario en esta materia, partiendo de una propuesta de 
Directiva, hasta el momento no desarrollada, en la que se 
establece la necesidad de que los Estados miembros adopten 
las medidas necesarias para que, tanto los trabajadores 
temporales como los trabajadores a tiempo parcial 
disfruten, con respecto a los trabajadores por tiempo 
indefinido y a tiempo completo "de una protección social 
en virtud de los regímenes legales y profesionales de 
Seguridad Social, que deberá sustentarse. en la misma base
LGSS.
567De hecho, es posible encontrar expresamente en un convenio 
colectivo la extensión del complemento por IT establecido para 
los trabajadores de una empresa también a los aprendices, así 
ocurre en el C.C. n°56 del Anexo.
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y en los mismos criterios, habida cuenta de la duración del 
trabajo y/o de la remuneración"568.
Por otro lado, el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas se ha pronunciado sobre presuntas 
discriminaciones por razón de sexo, producidas 
indirectamente a consecuencia de la masiva utilización de 
los contratos a tiempo parcial con mujeres.
En los concretos supuestos se invoca la violación del 
artículo 119 del TCEE que señala la necesidad de aplicación 
por los Estados miembros del principio de igualdad de 
retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos 
para un mismo trabajo, a lo que cabe unir, como vimos, el 
concepto amplio de retribución que acoge este precepto y 
en el que se incluyen las prestaciones de los regímenes 
profesionales de Seguridad social, cuestión que ha llevado 
al TJCE a considerar discriminatorios aquellos sistemas de 
previsión social establecidos en las empresas en los que 
se señalaban medidas diferentes para trabajadores a tiempo 
parcial, por cuanto venían a discriminar indirectamente al 
personal femenino frente al masculino. Así, vienen a 
señalar estas Sentencias que, en tales casos, a menos que 
se pruebe que la medida que resulta discriminatoria, se 
base en factores objetivamente justificados y ajenos a
568Propuesta de Directiva presentada por la Comisión, de 29 
de junio de 1990, modificada el 7 de noviembre del mismo año, 
COM(90) 228/1 y II final, -DO C 224 de 8 de septiembre de 1990-.
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cualquier discriminación por razón de sexo, se entiende 
infringido el artículo 119 del TCCE569.
III. CLÁUSULAS DE PREVISIÓN SOCIAL EN LOS CONVENIOS 
COLECTIVOS: PRÁCTICA Y TIPOLOGÍA.-
34. El estudio de la práctica negociadora en materia 
de previsión social complementaria es ciertamente una ardua 
tarea marcada por la escasa precisión de las cláusulas 
convencionales y la utilización de una terminología poco 
uniforme en la que tratan de englobarse no solo las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, sino también otro tipo 
de ayudas o beneficios asistenciales, tales como 
economatos, ayuda escolar, becas, préstamos para viviendas 
o automóviles, etc.
La materia que nos ocupa bien aparece como un 
contenido disperso a lo largo del correspondiente convenio 
o bien agrupada dentro de un capítulo concreto. En estos 
casos son múltiples las rúbricas utilizadas en la 
denominación del mismo. Así, parece dominar la utilización 
de los términos "Prestaciones Sociales"570 y "Previsión
569S.TJCE de 13 de mayo de 1986, Asunto Bilka-Kaufhaus Gmbh, 
170/84; de 27 de junio de 1990, Asunto Kowalska, C-33/89, entre 
otras.
Vid. al respecto, Igualdad de Trato entre Mujeres v Hombres 
en la Jurisprudencia Europea. Consejería de Presidencia, Madrid, 
1993, págs.29 y ss; QUINTANILLA NAVARRO,B., Discriminación 
Retributiva, diferencias salariales por razón de sexo, ed.Marcial 
Pons, 1996, pág. 89 y ss.
570Anexo: C.C. n° 31, 48, 55, 89, 114, 118, 138, 171 y 259 
entre otros.
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social"571, pero se utilizan muchos otros como "mejoras 
sociales", "mejoras asistenciales" o "mejoras 
voluntarias"572, "acción o beneficios sociales o 
asistenciales"573, "prestaciones o acción complementaria 
al Régimen General de la Seguridad Social"574, "Seguridad 
Social Complementaria"575, o incluso "Seguridad Social"576.
El análisis de la práctica que actualmente se sigue 
en la negociación colectiva para establecer mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social se realiza a 
continuación atendiendo a la actuación generalizada con 
respecto a cada una de las prestaciones. Asimismo, del 
estudio realizado se exceptúan las mejoras de las 
prestaciones de asistencia sanitaria, recuperación 
profesional y desempleo, por tratarse de supuestos que 
normalmente no se encuentran en los convenios colectivos 
o solo en casos muy aislados577.
1.- INCAPACIDAD TEMPORAL Y MATERNIDAD.-
35. La regulación del complemento por IT en los 
convenios colectivos se caracteriza por ser sumamente
57,Anexo: C.C. n° 22, 23, 46, 56, 107, 121, 128, 140 y 258 
entre otros.
572Anexo: C.C. n° 84, 119 y 220 entre otros.
573Anexo: C.C. n° 12, 16 y 76 entre otros.
574Anexo: C.C. n° 40, 123, 180, 185.
575Anexo: C.C. n°65 y 101 entre otros.
576Anexo: C.C. n° 146 y 167.
577E1 siguiente estudio se basa en el análisis de los 
convenios colectivos publicados en el BOE durante el año 1996.
479
Mejoras v convenio colectivo
heterogénea, tratándose sin lugar a dudas, de la mejora que 
en mayor número de ocasiones es objeto de negociación 
colectiva. Así en numerosos convenios aparece como la única 
mejora prevista578, en otros, también muy numerosos, 
aparece junto a la concertación de pólizas de seguro de 
vida y accidentes que garantizan capitales a tanto alzado 
por fallecimiento e invalidez579, siendo muy escasos los 
convenios que acogiendo otro tipo de mejoras no prevén la 
mejora por IT580.
Las razones de la asiduidad de este complemento en el 
marco de la negociación colectiva pueden reducirse a dos 
fundamentalmente:
El peculiar régimen jurídico que para esta 
prestación ofrece la normativa de la Seguridad 
Social.
- Y por ser utilizada por las empresas como elemento 
de presión contra el absentismo laboral, lo que en 
ocasiones se traduce en cláusulas convencionales que 
prevén incluso la facultad de denegar el complemento 
si se superan ciertos índices de absentismo.
36. Respecto a la primera afirmación, la principal 
característica de esta prestación es la aplicación de un 
nivel de protección distinto atendiendo al carácter
578Anexo: C.C. n°6, 9, 13, 49, 53, 54, 65, 73, 79, 100, 110,
111, 141, 154, 166, 187, 213, 238, 249, 256.
579Anexo: C.C. n° 4, 12, 20, 47, 82, 92 y 97 entre muchos
otros.
580Anexo: C.C. n° 5, 35, 75, 98, 150, 153, 162, 225, 231,
237.
480
Mejoras y convenio colectivo
profesional o no del evento que produce la incapacidad. 
Según el artículo 131.1 de la LGSS, en caso de accidente 
de trabajo o enfermedad profesional el subsidio se abona 
desde el día siguiente al de la baja, mientras que para los 
supuestos derivados de contingencias comunes se genera el 
derecho a la protección a partir del cuarto día de baja, 
si bien, correrá a cargo del empresario desde entonces 
hasta el decimoquinto día, y a partir del decimosexto, será 
a cargo de la correspondiente Entidad Gestora o 
colaboradora, en su caso, de la Séguridad Social.
Por otro lado, respecto .de la cuantía de la prestación 
por IT no se alcanza en ningún supuesto el cien por cien 
de la base reguladora, con lo cual se deja un margen que 
se aprovecha por los sujetos negociadores para establecer 
el complemento. Además, para los supuestos de IT por 
contingencias comunes, el porcentaje aplicable sobre la 
base reguladora para calcular la prestación tampoco es 
uniforme durante todo el tiempo de la baja, consistiendo 
en un sesenta por ciento desde el cuarto al vigésimo día 
inclusive, y en el setenta y cinco por ciento a partir de 
entonces. Por lo que respecta a la IT derivada de 
contingencias profesionales, el porcentaje es del setenta 
y cinco por cien durante todo el tiempo de duración de la 
prestación.
Todo ello provoca que en la negociación colectiva se 
instrumente la mejora correspondiente atendiendo también 
a estas diferencias.
- Las características de la mejora por IT en los 
convenios colectivos son las siguientes:
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1) Lo normal es que se establezcan con clara 
conciencia por las partes de que se trata de un auténtico 
complemento al subsidio por IT de la Seguridad Social, al 
que se cita expresamente581, decuciéndose claramente que 
la empresa se compromete a completar dicha prestación hasta 
alcanzar un determinado nivel de rentas. Sin embargo, no 
faltan supuestos en los que no se hace tal referencia, sino 
que se establece sin más que la empresa seguirá abonando 
al trabajador el cien por cien de su retribución582, quizá 
porque materialmente así es, ya que la prestación de 
Seguridad Social le corresponde a ella pagarla ya sea por 
obligación legal o en concepto de pago delegado, pero 
podría plantear la duda interpretativa de si tal 
declaración supone que el trabajador continuará recibiendo 
sus retribuciones adicionadas al subsidio por IT y al 
margen del mismo. De hecho, nada impediría una cláusula 
convencional en este sentido, pero en tal caso ya no
581A veces incluso señalando expresamente su carácter de 
mejora voluntaria o complementaria respecto de la acción 
protectora de la Seguridad Social, C.C. n° 46, 60, 84, 139, 147 
-anexo-, ó directamente como materia propia de Seguridad Social 
C.C. n° 38 -anexo-.
582Anexo: CC n° 2, 68, 76, 79, 86, 96, 103, 117, 144, 155, 
166, 178, 187, 204.
En ocasiones se observa claramente la confusión que puede 
provocar la incorrecta precisión terminológica como puede verse 
en los ejemplos siguientes: así, ocurre cuando se establece que 
en los casos de IT la empresa complementará el salario hasta el 
cien por cien, cuando realmente lo que se complementa es la 
prestación correspondiente de la Seguridad Social, C.C. n° 68; 
en otro supuesto se señala que el trabajador percibirá durante 
su enfermedad sus devengos íntegros, con deducción de las 
prestaciones que perciba de la Seguridad Social, C.C. n° 76; un 
caso particular es aquel convenio que señala que durante la baja 
el trabajador percibirá el salario que le corresponda según la 
legislación vigente, C.C. n° 166, -anexo-.
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1994
estaríamos ante una mejora directa de prestaciones, sino 
ante la continuidad del pago del salario.
La Audiencia Nacional ante un problema interpretativo 
de esta índole se pronunció en el sentido de que se trataba 
de un complemento, pues, de no ser así, el trabajador en 
baja que no asiste a su puesto de trabajo, obtendría unos 
ingresos muy superiores al trabajador en alta, lo que 
supondría premiar el absentismo?*3.
No obstante, sí pueden encontrarse supuestos aislados 
como aquél en el que se establece que Si él trábájádor nó 
tuviera cubierto los 180 días de cotización en los últimos 
cinco años, -que exige la normativa de la Seguridad Social 
para acceder al subsidio por IT derivado de contingencias 
comunes- la empresa vendrá obligada a satisfacer la 
retribución básica hasta que le sea cubierto dicho período 
de carencia584. En este supuesto no nos encontramos 
realmente ante un complemento de la prestación, por lo que 
debiera primar la naturaleza salarial de esta retribución 
frente al carácter de mejora voluntaria. Y aunque tampoco 
se trata directamente de una retribución del trabajo, 
puesto que el beneficiario se encuentra de baja aunque no 
tenga derecho a la prestación, la interpretación literal 
de la citada cláusula lleva a estimar tal postura ya que 
la obligación comprende expresamente el abonarle su 
retribución básica, y la finalidad es de esta manera cubrir 
el período de carencia necesario hasta alcanzar los 180 
días cotizados, con lo cual se trata de unas cantidades
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sujetas a cotización a la Seguridad Social, por lo tanto, 
de naturaleza salarial.
2) En algunos casos el complemento se configura como 
una cantidad tal que, sumada a la prestación de la 
Seguridad Social, garantice, no las retribuciones totales 
del trabajador como si se encontrara en activo, sino un 
porcentaje determinado del salario o incluso de la base 
reguladora, mientras que en otros supuestos se pretende, 
sin más, colmar el menoscabo económico que sufre el 
trabajador en situación de baja, en estos casos se 
establece que la empresa complementará el subsidio 
correspondiente o colmará la diferencia existente hasta 
abarcar el cien por cien de su salario real585.
Por tanto, en estos casos, la cuantía del complemento 
dependerá de los conceptos retributivos que se tengan en 
cuenta y de la correspondiente prestación de la Seguridad 
Social.
En ambos casos es fácil que se produzcan problemas de 
índole interpretativo ya que, aunque la mayoría de los 
convenios detallan cuales son las partidas salariales que
585Es frecuente encontrar diferencias en los porcentajes 
motivadas por la causa de la enfermedad o accidente. Así, se 
suelen establecer porcentajes inferiores al cien por cien del 
salario cuando la baja deriva de contingencias comunes, incluso 
como veremos, graduando el complemento a obtener por tramos que 
en ocasiones coinciden con los de la prestación básica, de tal 
manera que los complementos resulten de menor cuantía durante los 
primeros días de la baja para ir aumentando a medida que 
evoluciona el estado de enfermedad. Ahora bien, son muchísimos 
los convenios colectivos en los que la cuantía del complemento 
es sin más la necesaria para colmar el espacio entre la 
prestación y el salario del trabajador, tanto si deriva de 
contingencias comunes como profesionales, -vid. notas 
siguientes-.
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se tendrán o no en cuenta586, no faltan supuestos en que 
se utilizan conceptos indeterminados587.
3) También es muy frecuente que varíe la cuantía de 
la mejora atendiendo básicamente a dos. parámetros que se 
dan acumulativamente, uno de ellos es el carácter común o 
profesional de las contingencias que han desencadenado la 
baja, y el otro es un parámetro temporal distribuido por 
tramos dentro del tiempo total que dure la situación de IT.
En ¡esté térrehó las cláusulas són tari variopintas dé 
unos convenios a otros que no cabría concluir en ninguna 
regla general de comportamiento al respecto. Tan solo 
podría afirmarse que las diferencias en la cuantía del 
complemento motivadas por el parámetro temporal, es decir,
586Son redacciones muy claras en cuanto a los complementos 
salariales que se incluyen a efectos de calcular la mejora, los 
C.C. n° 66, 78, 84, 89, 91, 109, 136, 137, 165, 185, 194 y 212 
-anexo- entre otros.
Respecto a las exclusiones, es muy común excluir las 
prorratas de pagas extras, o los importes derivados de horas 
extraordinarias, así como es también frecuente encontrar la 
referencia al salario neto como tope del complemento, es decir, 
una vez deducidos impuestos y cuotas de la Seguridad Social.
587As í, aparecen multitud de referencias realizadas sin más 
al salario del trabajador, como ocurre en el C.C. n° 196 -anexo-, 
sin especificar qué debe comprender tal concepto, si tan solo el 
salario base o también los complementos salariales a que pudiera 
tener derecho. En otras ocasiones se utilizan términos como 
percepciones o haberes -ejemplo C.C. n° 122 anexo-.
Un problema de interpretación en este sentido se plantea en 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de octubre de 1995, 
respecto al contenido que había que dar al término "ingresos 
normales" que aparecía en un determinado convenio colectivo 
precisamente como techo para fijar el complemento por IT. 
Entendió el citado Tribunal que no cabía incluir en este concepto 
los pluses de nocturnidad ni de festividad puesto que "sólo se 
devengan cuando se realizan los servicios, pero no con la 
normalidad que el trabajo ordinario comporta", publicada en A.L. 
n°ll, 1996, n°431.
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consistente en cuantías diferentes en función del número 
de días que lleve de baja el trabajador, se encuentran 
generalmente en los complementos por IT derivada de 
contingencias comunes, y rara vez respecto de las 
profesionales, por ser en aquéllos donde esas diferencias 
se dan también en la prestación básica.
Respecto a la existencia de diferencias en el 
porcentaje del complemento motivadas tan solo por la causa 
profesional o común de la IT, aunque a priori pudiera 
pensarse que normalmente éerá ménbr réspecto de éstas 
últimas, -por razones de penalización del absentismo, y 
principalmente por la carga económica que la empresa 
soporta desde los días cuarto al decimoquinto de baja con 
respecto a la prestación básica-, son muy numerosos los 
convenios cuya única regulación contenida al respecto es 
la de garantizar al trabajador que esté de baja por 
enfermedad o accidente, sin especificar más y por tanto sea 
cual fuere la causa, el cien por cien de su retribución588.
Volviendo a las diferencias del complemento en función 
del tramo de tiempo o número de días en que se esté de
588En los supuestos en que se establece un complemento 
diferente según se trate de bajas motivadas por contingencias 
comunes o profesionales, es muy frecuente encontrar los supuestos 
de hospitalización o intervención quirúrgica por causa común, 
como un supuesto asimilado -por lo que a la protección respecta- 
ai tratamiento más favorable que recibe la IT por contingencias 
profesionales: C.C. n° 9, 38, 57, 82, 92, 94, 100, 114, 173, 200, 
208, 209, 234, 257 -anexo-.
Son convenios que no especifican y garantizan en todo caso 
un complemento hasta cubrir el cien por cien de su retribución, 
C.C. n° 4, 12, 13, 16, 22, 27, 28, 29, 30, 33, 34, 39, 42, 44, 
46, 54, 58, 64, 72, 76, 78, 79, 81, 84, 90, 96, 97, 109, 112,
116, 117, 122, 126, 127, 129, 133, 134, 135, 137, 148, 149, 151,
154, 156, 155, 157, 159, 165, 170, 172, 174, 185, 190, 191, 198,
199, 202, 204, 206, 207, 210, 211, 212, 219, 220, 222, 230, 235,
238, 246, 248, 249, 262, -anexo-.
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baja, un estudio de la regulación convencional pone de 
relieve que no siempre se adaptan fielmente a los tramos 
que pueden diferenciarse en la prestación básica. Con 
carácter general se escoge el día vigésimo o vigésimo 
primero para iniciar el derecho al disfrute del 
complemento, o para incrementar el porcentaje del mismo con 
respecto a los primeros días de la baja589, si bien en 
algunos casos el día de referencia se hace coincidir con 
el decimoquinto o decimosexto590. No obstante, no faltan 
regulaciones en las que se adoptan fórmulas diversas que 
no vienen motivadas por las peculiaridades del régimen 
jurídico de la prestación por IT591.
4) En cuanto al tiempo de duración de la mejora, se 
encuentran casos en los que se pone un tope al disfrute de 
la misma, de tal forma que se produce la extinción de la
589Se trata del momento en que el beneficiario de la 
prestación por IT por contingencias comunes, ve aumentado a un 
setenta y cinco por cien de su base reguladora la cuantía de su 
prestación, con lo cual el complemento a soportar por la empresa 
es de menor cuantía que si se tratara de los días anteriores en 
que el trabajador percibe tan solo el sesenta por cien.
Anexo: C.C. n° 7, 20, 31, 38, 53, 55, 66, 79, 111, 168, 171, 
208, 209, 218, 234, 239, 247, 257, 260.
590Ya que durante los días cuarto al decimoquinto de baja es 
la empresa la que soporta el pago de la prestación básica.
Anexo: C.C. n° 21, 78, 177, 217, 241.
591As í , o bien se fija la necesidad de que transcurran un 
número determinado de días en situación de baja para generar 
derecho al complemento: seis días, -C.C. n° 129-, trece días, 
-C.C. n° 24-, setenta y un días, -C.C. n° 49-, dieciocho días 
-C.C. n°60 y 71-, treinta y un días, -C.C. n° 224-, doce días, 
-C.C. n° 229-, treinta días, -C.C. n° 244-; ó bien se regulan 
tramos en los que se fija un porcentaje menor durante los 
primeros días de baja respecto de los siguientes, así los 
primeros cuarenta y cinco días -C.C. n°18-, ó los primeros seis 
o siete días, -C.C. n° 23, 86, 140-, anexo.
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mejora antes de la extinción de la prestación básica592. 
No obstante, lo más usual es no encontrar la más mínima 
referencia por lo que, en tanto que se establece como 
complemento mientras se esté en situación de baja por IT, 
será la extinción de la prestación básica la que conlleve 
la extinción de la mejora.
5) Entre los requisitos exigidos para causar derecho 
al complemento se encuentran en aisladas ocasiones, además 
de los más comunes, como son la puntual presentación de los 
partes de baja de la Seguridad Social, y el sometimiento 
a los servicios médicos de empresa, la necesidad de 
superación del período de prueba593, o una determinada 
antigüedad en la empresa594, incluso en alguna ocasión se 
exige la inexistencia de una baja anterior durante los 
últimos doce meses595.
37. Por otro lado, junto a la regulación del 
complemento por IT y directamente relacionado con el mismo,
592Anexo: C.C. n° 7, 20, 22, 25, 29, 48, 122, 141, 242.
Se emplean otras fórmulas como la de establecer el número 
de días de disfrute del complemento en función del tiempo de 
antigüedad en la empresa, -C.C. n° 73, 143- ó la de garantizar 
el complemento solo durante un tiempo determinado a partir del 
cual, la Dirección de la empresa se reserva, oído el Comité de 
Empresa, la posibilidad de suprimirlo, -C.C. n° 240-.
593Anexo: C.C. n° 84, 164.
594Los C.C. n° 25 y 29 exigen un año de antigüedad; el C.C. 
n° 159 exige más de tres años de antigüedad, lo que supone 
indirectamente la exclusión de los trabajadores temporales de 
este beneficio. Un supuesto particular es el del C.C. n° 53 que 
exige una antigüedad de 180 días en la empresa para generar 
derecho al complemento por IT, -anexo-.
595Anexo: C.C. n° 61.
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suelen aparecer cláusulas referentes al índice de 
absentismo laboral en la empresa. En algunas ocasiones, 
estas cláusulas expresan un simple compromiso por parte de 
los trabajadores de evitar en lo posible situaciones de 
abuso, colaborando y contribuyendo a reducir los niveles 
de absentismo laboral596.
Sin embargo, en otras ocasiones constituye un 
auténtico régimen que hace depender la concesión del 
complemento e incluso en ocasiones su mantenimiento, así 
como la cuantía del mismo, del nivel que haya alcanzado el 
absentismo en la empresa al momento de su solicitud597.
De cualquier manera evidencia que a la mejora por IT 
se le ha dado una importante utilidad en este terreno, 
puesto que se genera un compromiso que beneficia a ambas 
partes de la relación.
Es indudable que la libertad de las partes 
negociadoras legitima este tipo de cláusulas en la 
negociación colectiva. No obstante, vincular las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social a la lucha contra el 
absentismo lleva a plantearnos si no se está 
desnaturalizando la finalidad misma de aquellas mejoras y 
ejerciéndose una excesiva presión contra unos beneficios 
que gozan de una especial protección por parte de nuestro 
ordenamiento. Desde este punto de vista, merecen realizarse 
las siguientes reflexiones:
596Anexo: C.C. n° 64, 91, 205.
597C.C. n° 3, 6, 21, 24, 53, 60, 78, 82, 89, 100, 104, 133, 
176, 246.
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- Es, al menos criticable, que la mayoría de las 
cláusulas que se pactan sobre el particular condicionan la 
concesión del complemento por IT a un índice de absentismo 
referido a la plantilla total de la empresa y no al 
trabajador solicitante de la mejora individualmente 
considerado. Es decir, se tiene en cuenta el número de 
bajas injustificadas de toda la plantilla para decidir si 
se admite o deniega una mejora voluntaria a un determinado 
trabajador, siendo indiferente el índice de absentismo del 
propio solicitante.
- Pueden utilizarse otras fórmulas para luchar contra 
el absentismo sin involucrar a las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social, dejando vía libre para que éstas 
cumplan su función sin interferencias notables del ámbito 
laboral en el que se insertan. Algunos escasos ejemplos los 
proporcionan actualmente unos pocos convenios colectivos 
que han pactado una cláusula por la cual se concede una 
prima o gratificación económica a los trabajadores cuyo 
índice de absentismo laboral no supere un nivel 
determinado598, o permisos retribuidos de uno o dos días 
según el porcentaje en que se encuentre su índice 
individual de absentismo599.
- Esta absoluta disponibilidad por parte de la empresa 
de la concesión o denegación del complemento por causas no 
imputables directamente al trabajador solicitante del
598Anexo: C.C. n° 115.
599Anexo: C.C. n° 177.
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complemento, como es el índice de absentismo de toda la 
plantilla, encuentra otro escollo si se trata de una 
empresa de las que colaboran voluntariamente en la gestión 
de la IT, y vienen por ello obligadas a invertir sus 
excedentes en la mejora de las prestaciones, tal y como se 
deriva de la Orden de 25 de noviembre de 1966 sobre 
Colaboración de las empresas en la gestión del Régimen 
General de la Seguridad Social, que desarrolla el artículo 
77 de la LGSS600. Al menos, el destino de esas cantidades 
debe comunicarse a los representantes legales de los 
trabajadores601. De hecho, en algún convenio colectivo se 
establece que el destino del importe de los complementos 
por IT que se dejen de percibir por aplicación de las 
reglas del absentismo, sea decidido con la participación 
de los representantes de los trabajadores602.
- Por último, las empresas cuentan con otros medios 
legalmente establecidos para suspender la concesión de los 
complementos por IT a los trabajadores que actúen 
fraudulentamente en perjuicio de la empresa. Así es, no 
solo la mayoría de las cláusulas que establecen la mejora 
por IT la condicionan al reconocimiento del trabajador por 
los servicios médicos de la empresa, sino que según el 
artículo 20.4 del ET:
"El empresario podrá verificar el estado de
enfermedad o accidente del trabajador que sea alegado
600Vid. infra capítulo segundo, I, n°5.
^Arts. 8.c) y d) , 10.1 y 15 ter, b) y c) de la Orden de 25
de noviembre de 1966, -BOE 7/12/1966-.
^Anexo: C.C. n° 79 y 100.
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por éste para justificar sus faltas de asistencia al 
trabajo, mediante reconocimiento a cargo de personal 
médico. La negativa del trabajador a dichos 
reconocimientos podrá determinar la suspensión de los 
derechos económicos que pudieran existir a cargo del 
empresario por dichas situaciones".
El control empresarial de las bajas, especialmente de 
los denominados pequeños riesgos, se ha potenciado 
indirectamente con la traslación al empresario de la carga 
del correspondiente subsidio durante los días cuarto al 
decimoquinto, lo que ha generado una corresponsabilidad 
empresarial que se ha de traducir necesariamente en una 
lucha más eficaz contra el absentismo603.
No plantea dudas el hecho de que los complementos por 
incapacidad temporal pueden verse afectados por este 
precepto, hasta sus últimas consecuencias604, si bien, la 
polémica ha surgido respecto de las prestaciones por esta 
contingencia que debe soportar la empresa tras la reforma
^Como señala MARTIN VALVERDE, "la referida atribución de 
responsabilidad directa de prestaciones básicas de IT introduce 
un factor sociológico nuevo, llamado probablemente a ejercer 
influencia en la práctica administrativa de reconocimiento de la 
situación de IT y de su extinción", MARTIN VALVERDE,A., 
"Incapacidad Laboral Transitoria e Invalidez Provisional. . . ", op. 
cit., pág.607. Vid. al respecto, DESDENTADO BONETE, A. y TEJERINA 
ALONSO,J.I., "El subsidio por incapacidad temporal. Cuantía, 
nacimiento, duración y extinción", T.S.. n°44/45, 1994, pág.
61 y ss.; GARCIA NINET, J.I., "La Incapacidad Temporal", AAW, 
La Incapacidad Temporal, op. cit., pág. 62 y ss; DURENDEZ SAEZ,I., 
"Régimen jurídico y control de la situación de Incapacidad 
Laboral Transitoria (ILT) derivada de enfermedad común", R.L.. 
n°16, 1994, pág.86 y ss.
^^id. al respecto GETE CASTRILLO, P., "Control por la 
empresa de la ILT", Cuestiones Prácticas, R.L.. La Lev. 1992, 
Tomo II, pág.13 99 y ss.
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introducida por la Ley 28/1992, planteándose críticamente 
la doctrina si se verían afectadas, pues en este caso 
estamos ante auténticas prestaciones de la Seguridad 
Social, y no de mejoras voluntarias605, sin perjuicio de 
que, como veremos, indirectamente éstas han resultado 
también afectadas por aquella nueva normativa.
A) Supuestos problemáticos que se han planteado 
respecto de la mejora por IT.-
38. En esta materia cabría destacar como supuestos que 
han planteado polémica, aquellos en que los complementos 
pactados se han visto afectados por modificaciones 
legislativas en materia de Seguridad Social, así como la 
derogación de la LCT por la Ley 11/1994 de reforma del ET, 
en tanto que supuso la desaparición del artículo 68 de 
aquella norma.
^Inadmisible desde nuestro punto de vista, las prestaciones 
básicas de la Seguridad Social deben permanecer absolutamente al 
margen del poder de dirección empresarial. Podrá detectar la 
actuación fraudulenta del trabajador a través de sus servicios 
médicos de empresa y de las posibilidades que le confiere el 
artículo 20.4 del ET en su primer apartado, pero, la aplicación 
del segundo apartado, es decir, la suspensión de los derechos 
económicos del trabajador debe realizarse desde los órganos 
competentes y según las normas de la Seguridad Social.
En el mismo sentido, DESDENTADO BONETE,A. y TEJERINA 
ALONSO,J.I., "El subsidio por incapacidad. , op. cit., pág.62; 
MORRO LOPEZ,J., "Algunas cuestiones sobre la gestión y control 
de la incapacidad temporal", AAW, La Incapacidad Temporal. 
Asociación Española de Derecho del Trabajo. . . . op. cit., pág.349. 
Sobre la extensión interpretativa que cabe dar al término 
"derechos económicos" del artículo 20.4 del ET, Vid. VICENTE 
PALACIO, M.A., "Algunas consideraciones sobre el control 
empresarial de la incapacidad temporal: el artículo 20.4 del 
Estatuto de los Trabajadores", AAW, La Incapacidad Temporal. 
Asociación Española de Derecho del Trabajo.... op. cit., pág. 493 
y ss.
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39. Empezando por el primero de estos supuestos, se 
han producido cambios normativos que han afectado a los 
complementos por incapacidad temporal pactados en los 
convenios colectivos.
- La primera de estas reformas llevada a cabo por el 
RD 53/1980, de 11 de enero, supuso la reducción de la 
prestación básica por IT del setenta y cinco al sesenta por 
cien para contingencias comunes, durante los días cuarto 
al vigésimo de baja.
La consecuencia directa para las empresas que tenían 
establecido el citado complemento hasta alcanzar ciertos 
niveles -salariales o cercanos al mismo- fue el incremento 
de aquél. Ante esta situación, las empresas reaccionaron 
oponiéndose a soportar este incremento, lo que dio lugar 
a multitud de Sentencias que rechazaron estas pretensiones 
y condenaron a las empresas a continuar complementando a 
sus trabajadores en los mismos términos establecidos antes 
de la reforma606.
Como consecuencia de esta solución jurisprudencial 
aparecen actualmente cláusulas convencionales con las que 
claramente se pretende evitar que aquello se repita. 
Todavía algunas de ellas se refieren expresamente a la 
reforma de 1980. Así, algunos convenios negociaron 
posteriormente la absorción de aquella disminución en el 
porcentaje de la IT por contingencias comunes y aun en la
^SS.TCT de 21 de agosto de 1980 -Ar.4396-, 26 de enero de 
1981 -Ar.598- y 6 de febrero de 1981 -Ar.1396-, entre otras.
Vid. al respecto BORRAJO DACRUZ,E., "Criterios judiciales 
sobre la revisión de los complementos a cargo de la empresa, del 
subsidio por ILT", A.L.. n°40, 1986, págs. 2050 y ss.
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actualidad lo señalan expresamente607. En otros casos, se 
deja muy claro que los porcentajes establecidos para 
calcular el complemento por IT, se han fijado "teniendo en 
cuenta que, en este momento, las prestaciones por 
incapacidad laboral transitoria debida a enfermedad común 
o accidente no laboral, hasta el vigésimo día son el 60 por 
cien de la base de cotización en la Seguridad Social, en 
lugar del 75 por cien como venía siendo"608, o "que se 
mantendrán... en tanto no varíen las indemnizaciones 
vigentes de la Seguridad Social"609 declaración qué les 
permitirá absorber los cambios que en el futuro puedan 
producirse en los porcentajes de la prestación básica610, 
absorción que se señala expresamente en otras ocasiones611.
- Posteriormente, también la modificación introducida 
por la Ley 28/1992 respecto de la prestación básica por IT 
tuvo sus consecuencias sobre los complementos pactados.
^Anexo: C.C. n° 1 y 216.
^Anexo: C.C. n° 38 y 209.
^Anexo: C.C. n° 145.
610Se llega incluso a contemplar la situación contraria, es 
decir, las consecuencias de un incremento de la prestación básica 
durante el proceso de la IT, en tal caso, se señala en el C.C. 
n° 60 -anexo- que "la empresa pagará a partir del 1 del mes 
siguiente la diferencia como si hubiese causado baja después del 
incremento".
611C.C. n° 7; por su parte, en el n° 148 se señala que en 
caso de reforma en la regulación de la prestación por IT... el 
complemento se abonaría como si continuase vigente la legislación 
anterior a la eventual reforma".
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Esta reforma supuso, como se recordará, la traslación 
al empresario de la carga económica que supone el pago de 
la citada prestación desde los días cuarto al decimoquinto 
de baja. No obstante la asunción por las empresas de esta 
carga, la prestación comprendida en ese período de tiempo 
no pierde la condición de prestación de Seguridad Social, 
tal y como manifestaría el Tribunal Constitucional 
resolviendo recurso de inconstitucionalidad planteado 
contra la citada reforma612.
Las consecuencias de esta modificación en definitiva, 
no suponen tampoco una reducción de los porcentajes en la 
prestación básica, pero al hacer recaer sobre el empresario 
la carga económica en que la reforma consiste, se convierte 
en una sobrecarga para aquéllos que también tiene 
establecidos complementos por IT para sus trabajadores. De 
ahí que se dieran casos en que las empresas se negaran a 
continuar soportando estos complementos, y en este caso, 
a diferencia del supuesto anterior derivado de la reforma 
de 1980, el Tribunal Supremo admitió que así fuera, y 
permitió que las empresas dejaran de pagar los complementos 
que por IT tenían establecidos, durante los días cuarto al
612SS.TCO 37/1994, de 10 de febrero, y 129/1994, de 5 de 
mayo, -B.J.C. n° 155, págs.23 y ss. y n° 157, págs.84 y ss.-.
En estas Sentencias, el Tribunal Constitucional califica la 
reforma como un simple desplazamiento sobre un sujeto privado de 
la obligación de pagar, aunque sólo por una parte de su duración, 
una prestación de Seguridad Social establecida en el cuadro de 
la acción protectora del sistema, -F.J. 3o, S. 37/1994-. Y ello, 
no altera el papel predominante y el compromiso de los poderes 
públicos en su labor articuladora de la tutela frente a esta 
contingencia, descartándose toda prevalencia de la autonomía 
privada en el diseño de la acción protectora dispensada, -F.J. 
4°, S. 37/1994-.
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decimoquinto, por aplicación de la cláusula rebus sic 
stantibus613.
Esta solución fue criticada no solo por la mayoría de 
la doctrina, sino también en el propio seno del Tribunal 
Supremo en forma de voto particular apoyado por numerosos 
de sus Magistrados614.
En la práctica de la negociación colectiva han podido 
observarse las consecuencias de esta reforma. Vimos como 
en unos casos no establecen complemento alguno durante ese 
período sino desde el día decimosexto en adelante, o 
incluso desde una fecha todavía posterior, y en otros casos 
adaptan los porcentajes del complemento por contingencias 
comunes al número de días de baja, estableciendo un 
complemento menor hasta el decimoquinto día de baja, aunque 
la mayoría de ocasiones es hasta el vigésimo.
Sin embargo, no podemos afirmar con carácter absoluto 
que esta reforma haya provocado una reacción empresarial 
en todos los casos, pues son muchos convenios los que 
establecen incluso para contingencias comunes la misma 
protección que para accidentes de trabajo y enfermedad 
profesional, es decir, hasta completar el cien por cien del
613SS.TS de 4 de julio de 1994, -Ar.6335 y .7043/1994-; de 14 
de julio de 1994, -Ar.6664/1994-; de 27 de febrero de 1995, 
-Ar.1257/1995-; de 26 de abril de 1995, -Ar.3736/1995-; de 26 de 
marzo de 1996, -Ar. 2493/1996-, y de 19 de abril de 1996, 
-Ar.3328/1996-.
614SS.TS de 4 y 14 de julio de 1994, Ibidem.
Excmos. Sres. D.Aurelio Desdentado Bonete, D.Arturo 
Fernández López, D.Rafael Martínez Emperador, D.Benigno Varela 
Autrán, D.Mariano Sampedro Corral y D.Enrique Alvarez Cruz; vid. 
infra capítulo quinto, n°24.
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nivel salarial del trabajador desde el primer día de la 
ba j a615.
Sí ha provocado declaraciones más generales que llevan 
a la renegociación de los complementos pactados cuando se 
produzcan en general modificaciones en la normativa o 
legislación sobre la IT, no solo, por tanto, cuando las 
modificaciones afecten al porcentaje que cubre la Seguridad 
Social616, incluso algunos se refieren a modificaciones que 
consistan en trasladar el pago de la misma a la empresa617, 
,o que afecten.a los tramos temporales que caracterizan el 
régimen jurídico de la prestación por IT618.
- La última de las reformas fue la que se produjo con 
la Ley 42/1994, de acompañamiento a los Presupuestos 
Generales del Estado para 1995619. Esta ley cambió la 
denominación de la prestación, hasta entonces Incapacidad 
Laboral Transitoria, por la de Incapacidad Temporal, y 
desgajó de la misma la de maternidad, que desde entonces 
adquirió sustantividad propia, además de suponer la 
desaparición de la invalidez provisional.
Las consecuencias que pudieran derivarse de ello para 
la negociación colectiva en vigor se solucionaron -esta vez
6l5Vid. supra nota 577.
616Anexo: C.C. n° 46, 103, 115, 213.
617Anexo: C.C. n° 197.
618Anexo: C.C. n° 234 y 257.
619Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, -BOE 31/12/1994-.
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previamente- a través de la Disposición Adicional Vigésima 
de la citada ley620.
Ahora bien, del análisis efectuado de los convenios 
colectivos publicados durante 1996 pone de manifiesto la 
duda acerca de si los interlocutores sociales han sido o 
no conscientes de aquella reforma. En primer lugar, son muy 
numerosos los convenios colectivos que todavía utilizan la 
terminología anterior refiriéndose a la Incapacidad Laboral 
Transitoria en lugar de a la Incapacidad Temporal, lo que 
provoca la duda acerca de si la intención de las partes ha 
sido considerar también la maternidad como un supuesto de 
protección incluido621. Además, en muchos de estos
620Según la citada Disposición, "Hasta la revisión y 
celebración de nuevos convenios colectivos, los complementos 
pactados para las situaciones de incapacidad laboral transitoria 
o invalidez provisional, se aplicarán a las situaciones que de 
conformidad con lo previsto en la presente ley, se declaran como 
de incapacidad temporal.
En el supuesto de que los complementos pactados sean 
distintos para las situaciones de incapacidad laboral transitoria 
e invalidez provisional, se aplicarán a las situaciones de 
incapacidad temporal los previstos, en los citados convenios, 
para la incapacidad laboral transitoria, durante el tiempo a que 
ésta se podría haber extendido de acuerdo con la legislación 
vigente en la fecha de conclusión del convenio".
“‘Normalmente en la práctica de la negociación colectiva 
anterior a la citada reforma, se establecía el complemento por 
ILT sin distinguir el supuesto de maternidad, supuestos en los 
que, no obstante, debía entenderse incluido en tanto que se 
entendía que formaba parte de la misma prestación por 
contingencias comunes, Vid. sobre el particular, GARCIA NINET, 
J.I., "La prestación complementaria de la ILT, Invalidez 
provisional e Invalidez permanente en la negociación colectiva 
de los años 1990, 1991 y 1992", III Congreso Nacional.... op. 
cit., pág.107. También en muchos supuestos la referencia expresa 
a la maternidad se ha hacía con ocasión de dotarle una mayor 
protección estableciendo para ese caso un complemento hasta el 
cien por cien del nivel salarial similar al establecido para 
contingencias profesionales.
No obstante, el régimen transitorio de la Ley 42/1994 ya no 
afecta a los convenios firmados en 1996, por lo que no procede
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supuestos se incluye a la maternidad como un supuesto más 
de incapacidad temporal, para dotarle generalmente de la 
misma protección que se da a la IT derivada de 
contingencias profesionales frente a las comunes622. Sin 
perjuicio de que también en otros casos, sí se alude a la 
maternidad como contingencia protegida diferenciada de la 
IT, sin perjuicio de utilizar normalmente el mismo precepto 
para regular ambas mejoras623.
40. Al comienzo de este apartado se hizo referencia 
a otro supuesto que ha sido problemático y que guarda 
relación con la mejora por IT. Se trata de las 
consecuencias que se derivan de la definitiva derogación 
de la LCT de 1944 por la reforma del ET llevada a cabo a 
través de la Ley 11/1994. Antes de esta reforma, 
determinados preceptos de la LCT se encontraban en vigor 
con carácter reglamentario en base a la disposición final 
cuarta del ET, la cual es expresamente derogada como puede 
apreciarse en la disposición derogatoria única del ET en 
su nueva redacción.
Entre los preceptos de la LCT implicados, se halla el 
artículo 68 que establecía que "en caso de enfermedad 
justificada, con aviso al empresario, y sin perjuicio de
realizar esa interpretación extensiva. Además, el hecho de que 
la prestación básica por maternidad consista en el cien por cien 
de la base reguladora, reduce las posibilidades de considerar 
aquella posibilidad.
622Anexo: C.C. n° 7, 21, 86, 91, 109, 116, 130, 139, 144, 
145, 151, 157, 158, 199, 206, 217, 218, 234, 257.
623Anexo: C.C. n° 4, 27, 58, 91, 112, 116, 149, 151, 154, 
157, 164, 199, 230, 236, 237.
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los derechos que por otras disposiciones legales se le 
reconozcan, el trabajador percibirá el 50 por 100 de su 
salario, sin que este beneficio pueda exceder de cuatro 
días cada año".
La doctrina defendía el carácter salarial de dicha 
percepción ya que, entre otras cosas, no podía consistir 
en una mejora en tanto que faltaba un elemento importante, 
la voluntariedad.
La problemática se daba cuando ese cincuenta por 
ciento era superado en el propio convenio, pues en tal caso 
podría confundirse con una mejora directa de prestaciones 
cuando no era sino una mejora salarial, que analógicamente 
por tanto, debía claramente trasladarse a la noción de 
salario624.
La desaparición de este precepto lleva a plantearse 
la naturaleza de las cantidades abonadas por las empresas 
durante los tres primeros días de baja por contingencias 
comunes. En principio, no habría obstáculos legales para 
seguir atribuyéndoles naturaleza salarial basándonos en la 
costumbre adquirida por la negociación colectiva, que, si 
en aquellos momentos tenía carácter obligatorio derivado 
del artículo 68 de la LCT, actualmente su mantenimiento 
voluntario la convierte en mejora de carácter salarial 
pactada colectivamente por encima de los mínimos legales.
Sin embargo, esta interpretación choca con la 
finalidad de dotar de unidad a la materia que es objeto de 
estudio, debiéndose evitar en lo posible que las cantidades 
recibidas por el trabajador motivadas por la misma causa
624DEL VALLE VILLAR, J.M., "Complementos de pensiones en el 
convenio colectivo...", op. cit., pág.109.
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tengan una naturaleza diferente en función de los concretos 
días de baja de que se trate. Por otro lado, la 
flexibilidad que caracteriza el establecimiento de las 
mejoras directas de prestaciones no impide que la empresa 
mejore la acción protectora de la Seguridad Social por la 
vía de conceder una ayuda económica durante los días que 
no hay derecho a prestación según las normas de la IT.
Ahora bien, en todo caso, para solventar el problema
de la concreta naturaleza jurídica de estas cantidades debe
de atenderse al caso concreto e interpretar las
correspondientes cláusulas contractuales atendiendo a la 
verdadera intención de las partes negociadoras.
Un estudio de la práctica llevada a cabo en este 
terreno, pone de manifiesto que, una vez más, la 
literalidad de las cláusulas sobre el particular es confusa 
y oscura dando lugar a la posibilidad de mantener ambas 
interpretaciones.
Así, en principio y como regla general, las
percepciones a cobrar por el trabajador durante esos 
primeros tres días, en el caso de la IT derivada de 
contingencias comunes, aparecen en el convenio colectivo 
como contenido propio del complemento por IT, es decir, en 
el mismo precepto y sin el más mínimo atisbo que evidencie 
un cambio de naturaleza respecto de las cantidades que se 
abonan al trabajador durante los tres primeros días de baja 
con respecto al resto de días posteriores. No obstante, las 
fórmulas empleadas son muy diversas: en unos casos no hay 
ningún tipo de limitación y la referencia a los días uno 
a tres de baja se produce con la única finalidad de
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garantizar al trabajador un determinado porcentaje de su 
salario o base de cotización diferente respecto de los días 
cuarto en adelante625. Sin embargo, en otros supuestos, se 
introduce una matización importante con respecto al resto 
de días en que las cantidades abonadas responden 
estrictamente a un complemento de la prestación básica. Se 
trata de conceder los beneficios establecidos durante los 
tres primeros días de baja sólo una vez al año, siguiendo 
un comportamiento similar al derivado del derogado artículo 
68 de la LCT según el cual tales beneficios no excederían 
de cuatro días al año626. No obstante, el porcentaje que 
se garantiza durante esos días no siempre está referido al 
salario, sino que a veces es un porcentaje a aplicar sobre 
la base de cotización. En algún caso se especifica incluso 
que en aquellas ausencias por enfermedad o visitas médicas, 
no abonables por la Seguridad Social, la empresa abonará 
al trabajador como máximo nueve días al año627.
Tampoco faltan supuestos en que no se garantiza al 
trabajador retribución alguna durante esos primeros días 
y el complemento por IT está previsto que comience a 
generarse a partir del cuarto día de la baja628.
^Anexo: C.C. n° 7, 60, 71, 79, 147, 234, 257.
^Anexo: C.C. n° 21, 55, 168, 171, 197, 208, 217.
Sobre una redacción similar a la proporcionada por alguno 
de estos convenios señala DEL VALLE VILLAR su carácter salarial, 
y no de complemento de Seguridad Social a pesar de ser regulados 
conjuntamente , DEL VALLE VILLAR, J.M., "Complementos de pensiones 
en el convenio colectivo.,.", op. cit., pág.109.
^Anexo: C.C. n° 154.
628Anexo: C.C. n° 183, 194, 260.
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El TS hasta el momento no se ha pronunciado sobre el 
particular, ni tampoco antes de la pérdida de vigencia ha 
tenido ocasión de pronunciarse sobre el carácter 
reglamentario y vigente del artículo 68 de la LCT de 1944. 
Algunos pronunciamientos jurisdiccionales sí se han 
producido antes o después de la Ley 11/1994, para declarar, 
mientras estuvo vigente, su carácter de norma de derecho 
necesario y de mínimo irrenunciable para las partes629,, que 
exige para ser aplicado que la enfermedad sea justificada, 
lo cual se produce cuando los servicios médicos de la 
Seguridad Social emiten el parte de baja por Incapacidad 
Temporal, independientemente de que ello vaya unido o no 
al nacimiento del derecho del subsidio, el cual no se 
produce hasta el cuarto día630. Asimismo, respecto a las 
consecuencias de su derogación, el Tribunal Supremo ha 
señalado que cuando su origen es convencional con un 
contenido no exactamente igual al del artículo 68 LCT, no 
procede su supresión unilateral por aplicación de la 
cláusula rebus sic stantibus, por no ser un supuesto 
equiparable al que llevó a admitir tal modificación de los 
complementos pactados durante los días cuarto al 
decimoquinto de baja, pues éstos venían motivados por una 
reforma legal -RD-L 5/1992 y Ley 28/1992- que comportaba 
una alteración de la base del negocio y una ruptura del
^Que no cabe someter a los límites del nivel de absentismo
a los que normalmente se condicionan los complementos por IT, 
S.AN de 18 de marzo de 1993, -Ar.S.5594-.
630S .TS de 22 de diciembre de 1994, -Ar. 10220-.
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equilibrio contractual entre las partes, que no se produce 
en el caso de la derogación del artículo 68 de la LCT631.
Ahora bien, por algún autor se señaló antes de su 
derogación que aquella reforma modificó parcialmente el 
citado precepto en los casos en que el cuarto día que en 
él se señalaba, con derecho al cincuenta por ciento del 
salario, coincidiera con el primero de la prestación por 
IT derivada de contingencias comunes632.
2.- INVALIDEZ PERMANENTE.-
41. Las mejoras voluntarias por invalidez permanente 
son objeto de numerosa litigiosidad debido al hecho de ser 
normalmente gestionadas a través de contratos de seguro 
privado, supuestos que, como vimos, provocan multitud de 
conflictos, motivados por la concurrencia de la normativa 
propia del seguro privado633, unido a la escasa precisión 
y rigor que, como veremos, caracterizan a las cláusulas 
convencionales.
Ahora bien, aunque es la actitud más generalizada 
concertar este tipo de pólizas, también pueden encontrarse 
convenios en los que la correspondiente mejora es 
gestionada directamente por la propia empresa, sin 
aseguramiento alguno, a lo que hay que añadir la existencia
631S.TS de 7 de noviembre de 1995, -Ar.8674-.
632DURÉNDEZ SÁEZ,I., "Régimen jurídico y control de la 
situación de Incapacidad Laboral Transitoria...", op. cit., nota 
8, pág.88.
633Vid. supra capítulo segundo, II, n°39 y ss.
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de planes de pensiones donde tal mejora es enmarcada, 
supuesto al que se dedica un epígrafe especial634.
A) Concertada a través de pólizas de seguro.-
42. Casi tan frecuentes en la negociación colectiva 
son las cláusulas por las que la empresa se compromete a 
concertar un seguro de vida y/o accidentes para sus 
trabajadores, como las que establecen el complemento a las 
prestaciones por IT.
A la vista de la litigiosidad que se observa en la 
jurisprudencia sobre el particular, observaremos en este 
punto si las partes negociadoras son conscientes de ello 
y qué cláusulas se incorporan, en su caso, a los convenios 
colectivos con el ánimo de darle solución. Se trata, en 
definitiva, de dar preferencia a lo estrictamente pactado, 
y mientras no se establezca nada en contrario, optar por 
la normativa propia de la Seguridad Social frente a la del 
seguro privado.
1) En principio, y respecto de los problemas que se 
suscitan por la definición de los diferentes grados de 
invalidez permanente que han de considerarse protegidos, 
así como por el alcance que quepa dar a los mismos, la 
solución pasa por un mayor rigor técnico y más claridad en 
los diferentes convenios colectivos. Sin embargo, no es 
esta la tónica general.
Así, la mayoría de los convenios establecen, sin más, 
el compromiso empresarial para concertar una póliza de
634Vid. infra n° 58.
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aseguramiento privada que indemnice a los trabajadores o 
beneficiarios de los mismos, en su caso, en las situaciones 
de muerte e invalidez permanente total y/o absoluta, -en 
alguna ocasión se prevé también la gran invalidez- sin 
hacer distinción alguna por razón de la causa que genere 
el fallecimiento o la declaración de invalidez y mucho 
menos, sin hacer la más mínima referencia al momento en que 
debe situarse el hecho causante de la prestación, ni a los 
órganos competentes para su declaración635. En estos casos, 
si se planteara cuáles son los conceptos que deben darse 
a los supuestos de invalidez, si los de la Seguridad Social 
o los de la póliza correspondiente, la solución, desde 
nuestro punto de vista debe situarse en la indagación de 
la real intención de las partes al negociar tal cláusula, 
conforme al artículo 1281 del C.C. Lo cual, en la práctica 
mayoría de supuestos, nos llevará a los conceptos propios 
de la Seguridad Social, frente a los de la normativa 
aseguradora.
En cuanto a las contingencias generadoras del 
fallecimiento o invalidez, aunque la regla general es no 
distinguir entre los tipos de accidente, en muchas 
ocasiones se hace una mención específica al accidente de 
trabajo o laboral, bien para dotarle de un mayor capital 
asegurado frente al accidente común o bien porque sólo se
635Anexo: C.C. n° 4, 16, 27, 31, 39, 47, 76, 18, 82, 85, 92, 
94, 112, 116, 117, 123, 126, 127, 128, 129, 133, 135, 151, 157,
159, 170, 190, 198, 199, 206, 217, 218, 220, 231, 233, 234, 237,
243, 246, 248, 250.
Cabe destacar que sólo en dos de los convenios analizados, 
salvo error, se contienen una detallada relación de las dolencias 
y anomalías físicas que deben concurrir en la persona del 
trabajador para ser declarado en situación de invalidez
permanente, C.C. n°174 y 251.
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pretende asegurar los supuestos derivados de este tipo de 
accidentes636, pero rara vez se menciona la enfermedad 
profesional, ni siquiera para excluirla de la 
protección637.
Ello significa, siguiendo consolidada doctrina 
jurisprudencial, que mencionando tan solo la protección por 
accidente, se deben entender incluidos los accidentes de 
trabajo calificados como tales por la Seguridad Social, 
aunque no respondan fielmente a los términos del artículo 
100 de la Ley de Contrato de Seguro -LCS-, así como la 
enfermedad profesional, salvo que expresamente resulte 
excluida, cosa que, como se ha podido apreciar, no es en 
absoluto frecuente.
Estas son las consecuencias que la jurisprudencia hace 
derivar de este tipo de cláusulas poco concretas que, por 
otro lado, son las más numerosas.
636Anexo: C.C. n° 12, 28, 55, 82, 86, 98, 99, 134, 171, 183, 
186, 194, 195, 208, 212, 214, 215, 216, 222, 225, 235, 241, 242, 
248, 260, 262.
Algunos de ellos expresamente establecen que el
fallecimiento por infarto de miocardio a efectos del seguro 
correspondiente, será considerado como accidente de trabajo, C.C. 
n° 134, 212, 234, 262; y en algún supuesto es incluido
expresamente como tal al accidente in i tiñere, C.C. n° 230, 241.
637Recuérdese la posición jurisprudencial según la cual, "la 
expresión accidente laboral, cuando se emplea en los convenios 
colectivos, sin otra especificación, para referirse a
contingencias protegidas por la Seguridad Social, es una 
expresión que abarca los conceptos legales de accidente de 
trabajo y enfermedad profesional. . .salvo que ésta quede excluida 
expresamente", Vid. supra capítulo segundo, II, n°41.
Son convenios en los que aparece mención expresa de la 
enfermedad profesional como contingencia protegida, junto al 
accidente laboral, los C.C. n° 90, 72, 136, 140, 176. La excluye 
expresamente el C.C. n° 99, -anexo-.
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- En otros supuestos la redacción utilizada se muestra 
claramente por la opción de vincularse al régimen jurídico 
del seguro privado, bien por alusión a la normativa propia 
del mismo, bien por remitirse y aceptar sin más el 
contenido de las correspondientes pólizas de seguro, a las 
que el convenio se remite expresamente638.
- Pero son más los casos en los que la opción es clara 
por la normativa de la Seguridad Social frente a la del 
seguro privado, y ello se verifica en los siguientes 
supuestos:
a) aquellos en que la concertación del seguro se prevé 
sólo como una posibilidad, como algo accesorio y voluntario 
para la propia empresa, la cual puede o no llevarlo a cabo 
para garantizar el pago de determinados capitales en 
supuestos de fallecimiento del trabajador o declaración de 
determinados grados de invalidez permanente pactados, 
aclarando en algún caso que, aunque se concertara el 
seguro, la determinación de sus grados se determinará según 
la normativa de la Seguridad Social639;
638Una referencia expresa al régimen contenido en la Ley del 
Contrato de Seguro, se contiene en los convenios n° 210 y 211, 
así como a la Orden de 12 de agosto de 1981 sobre el Seguro de 
Vida -BOE 5/9/1981, Ar.2101-, citada en los convenios n° 117, 
138, 174 y 221, -anexo-.
Por otro lado, la remisión a lo contenido en el condicionado 
de la correspondiente póliza o a los haremos en ella establecidos 
sobre todo en materia de invalidez permanente parcial, se prevé 
en C.C. n° 44, 82, 96, 103, 125, 131, 134, 156, 179, 201, 204, 
228, -anexo-.
639Anexo: C.C. n° 28, 61, 74, 194, 229, 72, 121. Es frecuente 
encontrar cláusulas en tal sentido en los convenios 
supraempresariales.
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b) aquéllos en.los que hay una remisión expresa a que 
serán los conceptos de la LGSS los que se tendrán en 
cuenta, así como la declaración oficial por los órganos 
correspondientes640.
c) aquellos en los que se pacta la. estipulación de un 
seguro de accidentes de carácter complementario del oficial 
y obligatorio641, con mención expresa en algunos supuestos 
de su carácter de seguro complementario de la Seguridad 
Social y naturaleza de mejora voluntaria de la Seguridad 
Social642.
d) asimismo debe interpretarse su carácter 
estrictamente complementario al de la Seguridad Social 
cuando en el convenio colectivo se pactan mejoras de 
prestaciones que son genuinamente propias de la Seguridad 
Social643.
No obstante, aun en el caso de que las cláusulas
convencionales fueran claras en la opción elegida, la
negociación del seguro la lleva a cabo directamente la 
empresa con la aseguradora, normalmente sin control alguno 
por la representación de los trabajadores, los cuales, si 
acaso estuviera prevista su intervención en el propio
^Anexo: C.C. n° 1, 51, 163, 215, 216, 229.
641Anexo: C.C. n° 134, 160, 242.
^Anexo: C.C. n°136, 214.
^Así como la incapacidad permanente total cualificada, C.C. 
n° 200, ó la gran invalidez, C.C. n° 18, 84, 114, 177, 186, 194,
225, 247, 260, -anexo-. De la misma forma habría que dar por
implícita la voluntad de configurar el seguro como estrictamente 
complementario de la Seguridad Social cuando en el convenio se 
prevé expresamente el accidente laboral como objeto de cobertura 
y especialmente la enfermedad profesional.
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convenio, se produce a posteriori, cuando la póliza ya se 
ha concertado y como receptores de una copia de la
644misma .
El hecho de que el empresario actúe como tomador del 
seguro, y que los asegurados sean los trabajadores, da
lugar, en ocasiones, a que el empresario-tomador "relaje" 
su diligencia en la selección de la oferta de seguro, y 
atienda al exclusivo criterio de su menor precio, 
suscribiendo un condicionado que no se adecúa a las
exigencias de la obligación laboral, a lo que se une una 
práctica de los aseguradores que desconoce o pretende
desconocer en su particular beneficio el ámbito social en 
el que el seguro tendrá su aplicación645. La aseguradora 
debe, por tanto, ser conocedora del pacto laboral que 
origina la póliza y partir, para su aseguramiento, del 
conocimiento de las obligaciones que asuma el empresario 
en el convenio colectivo646.
Sobre el particular, cabría señalar que en algunos 
convenios colectivos hay referencias a la exoneración de 
toda responsabilidad para la empresa del pago de las 
indemnizaciones. Así, en uno de ellos647 se señala 
expresamente que "el presente compromiso queda supeditado 
al contenido de las condiciones generales y particulares
ello obligan los C.C. n° 20, 44, 171, 212, 241, 247,
260, 262, -anexo-.
^YANINI BAEZA,J., Las Mejoras Voluntarias en la Seguridad 
Social.... op. cit., pág.138
646Ibidem, pág.147
M7C.C. n° 96; contienen declaraciones similares los C.C. n° 
131, 209, 216, -anexo-.
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de la póliza que se contrata, de forma que si en algún 
supuesto no hubiese lugar a indemnizaciones por no hallarse 
el riesgo comprendido en las citadas condiciones no se 
derivará de ello responsabilidad subsidiaria para la 
empresa". Ello no significa sino la voluntad de las partes 
por sujetarse a los términos contractuales del seguro, 
sobre todo porque el compromiso a que hace referencia solo 
especifica el montante de la indemnización, y que la misma 
se generará en los casos de muerte o invalidez permanente 
a causa de accidente -sin especificar qué grado de 
invalidez, ni tampoco qué tipo de accidente-. El contenido 
de la protección se deja en manos de la aseguradora, y por 
tanto, el resultado de esta redacción será, teniendo en 
cuenta las soluciones jurisprudenciales al respecto, que 
el contenido de la invalidez que se pacte en la póliza no 
coincidirá con el de la Seguridad Social, y que surgirán 
discrepancias a la hora de considerar un infarto de 
miocardio ocurrido en tiempo y lugar de trabajo como un 
accidente, por ejemplo. Cabría entonces preguntarse si era 
ésta la verdadera intención de las partes cuando negociaron 
la correspondiente cláusula.
Sobre la responsabilidad de la empresa, solo en un 
convenio, -salvo error-, se señala que la empresa será 
responsable subsidiaria del pago del capital asegurado648.
43. Por lo que se refiere a la determinación del hecho 
causante, solo unos cuantos convenios contienen referencias 
sobre el mismo, dedicándose la mayoría de ellas no a 
clarificar cuándo debe entenderse que el hecho causante de
^Anexo: C.C. n° 194.
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la prestación se produce, sino a evitar situaciones que 
extiendan la responsabilidad de la empresa más allá del 
momento de la extinción del contrato de trabajo. En estos 
casos, se señala que el seguro cubrirá a todo trabajador 
que se encuentre dado de alta o en plantilla en el momento 
del hecho causante649. En otros casos, expresamente se 
acoge en la cláusula correspondiente la determinación del 
hecho causante tal y como se produce en la normativa de la 
Seguridad Social650.
44. En cuanto a la financiación del seguro, en la gran 
mayoría de supuestos corre exclusivamente a cuenta de la
^Anexo: C.C. n° 131, 136, 183. Cabe destacar las
imprecisiones terminológicas que se introducen en aquel convenio 
que establece que la póliza se suscribirá para la totalidad de 
los trabajadores "que se encuentren en situación de alta el día 
del siniestro", C.C. n° 179.
En otros casos, como ocurre en el C.C. n° 99, se intenta 
acotar el período de protección en que debe producirse el hecho 
causante, así, se señala que la protección del seguro se extiende 
a todo accidente de trabajo "siempre que la declaración de 
invalidez no se produzca transcurridos más de dos años desde el 
accidente".
Por su parte el C.C. n° 241 después de señalar que el hecho 
causante debe producirse dentro del ámbito de la vigencia del 
convenio establece, respecto de los supuestos derivados de 
accidente, que éste se produzca asimismo durante la vigencia del 
convenio.
650En el C.C. n° 136, después de señalarse la necesidad de 
que el hecho causante se produzca estando el trabajador en 
plantilla -incluido el supuesto de trabajadores en situación de 
invalidez provisional-, señala que "a estos efectos, se entenderá 
por fecha del hecho causante el día del óbito para los casos de 
muerte y para los restantes la fecha de la Resolución o Sentencia 
en la que se haya realizado, por órganos competentes, la primera 
declaración de gran invalidez. invalidez permanente absoluta para 
todo trabajo, o invalidez permanente total para la profesión 
habitual... el importe...se abonará a partir del momento en que, 
en su caso, recaiga decisión firme del Organismo competente de 
la Seguridad Social sobre la calificación de las 
contingencias...".
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empresa, aunque también se prevén supuestos en que el pago 
de la prima se comparte con los trabajadores, en cuyo caso, 
aunque nada se establezca en el convenio -cosa que sí 
ocurre en algunos casos-, debe garantizarse la adhesión 
voluntaria e individual de aquellos651.
45. Por lo que respecta al ámbito subjetivo de 
aplicación de la mejora, igual que ocurría con la mejora 
por IT, algunos convenios colectivos limitan subjetivamente 
la condición de beneficiarios de esta mejora atendiendo 
especialmente al criterio de la antigüedad en la 
empresa652 . E incluso en algún caso se exige la condición 
de fijo, lo cual a mi juicio, es claramente 
discriminatorio653 .
Asimismo, se encuentran cláusulas en las que se 
regulan diferentes contenidos en la protección otorgada, 
especialmente diferente capital garantizado, según los 
trabajadores tengan más o menos antigüedad654, según sus 
contratos sean de carácter indefinido o temporal655, e
651C.C. n° 36, 85, 86, 92, 104, 140, 176, 202.
652Se exigen períodos muy variados: tres meses los C.C. n° 2, 
144, 58, 112, 119, 144; seis meses, los C.C. n° 182, y 201; un 
año, el C.C. n° 190; y tres años, el C.C. n° 163, -anexo-.
653Anexo: C.C. n° 36 y 64.
654Anexo: C.C. n° 21.
655Los C.C. n° 212 y 262 establecen un régimen de protección 
distinto según el carácter fijo o temporal de los trabajadores; 
la diferencia más relevante es que mientras que respecto de los 
primeros la empresa se compromete a suscribir seguro de vida y 
accidentes, respecto de los segundos la empresa podrá, a su libre 
arbitrio, concertar la póliza o autoasegurar las contingencias 
descritas, asimismo, el montante de la prestación es menor 
respecto de estos últimos, y se considerarán beneficiarios de la
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incluso, en algún supuesto se tiene en cuenta si la jornada 
del trabajador es a tiempo completo o reducido656.
No obstante, la regla general es que no se establezca 
ninguna distinción, de lo que implícitamente debe deducirse 
que todos los trabajadores de la empresa están protegidos 
en igualdad de condiciones. Asimismo, no faltan convenios 
que expresamente señalan que la protección pactada incluirá 
tanto a los trabajadores fijos como a los temporales, sea 
cual fuere su categoría profesional657.
Por otro lado, en muchas ocasiones se contemplan las 
consecuencias respecto de su permanencia en el seguro, de 
situaciones personales que conllevan la suspensión del 
contrato de trabajo, como el cumplimiento del servicio 
militar o la situación de excedencia voluntaria. 
Normalmente, se establece que los trabajadores no serán 
incorporados a la póliza mientras se encuentren en esa 
situación o que causarán baja en el seguro transitoriamente 
hasta tanto no se produzca su reincorporación a la 
empresa658. Lo contrario ocurre respecto de los 
trabajadores que se encuentren en situación de invalidez
mejora siempre que la modalidad contractual a que estén sujetos, 
sea de duración igual o superior a seis meses, salvo en los 
supuestos derivados de accidente laboral.
Diferencias solo en orden al montante del capital asegurado 
se establecen en el C.C. n° 165.
656E1 C.C. n° 220 establece diferencias en cuanto al capital
asegurado, siendo menor para los trabajadores con jornada 
reducida.
^Anexo: C.C. n° 119, 179, 250.
658Anexo: C.C. n° 60, 104, 118, 138, 221, 252.
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provisional -todavía mencionada en muchos convenios- a los 
que se les mantiene expresamente incluidos en el seguro659.
Respecto a la posible exclusión de determinados 
trabajadores de la protección de la póliza, ya se analizó 
la jurisprudencia al respecto que mostraba la tendencia de 
aceptar la estipulación de cláusulas limitativas de 
derechos conforme al artículo 3 de la LCS, siempre que sea 
expresa, lo cual no debía suponer la exención de 
responsabilidad del empresario de la obligación a que se 
comprometió en el correspondiente convenio colectivo. Ahora 
bien, si no es la póliza, sino el convenio el que 
expresamente prevé aceptar tales limitaciones, en principio 
subyace la intención de que la responsabilidad de la 
empresa no se extienda subsidiariamente a los trabajadores 
que no hayan sido aceptados por la correspondiente entidad 
aseguradora, lo cual, a nuestro modo de ver, convierte la 
cláusula en nula por discriminatoria, ya que se trata de 
trabajadores que son excluidos de la mejora establecida por 
padecer o haber padecido algún tipo de enfermedad, se 
encuentren o no en situación de IT, causa legítima para que 
la aseguradora no les acepte como asegurados, pero a todas 
luces discriminatoria, si es acogida como contenido de un 
convenio colectivo, tal y como sucede en aquél que 
establece que no quedarán incluidos en el seguro aquellos 
trabajadores que no hayan sido aceptados por la compañía
659Anexo: C.C. 104, 118, 136, 138, 221, 246.
Si bien, como ya se señaló en otro lugar, el Tribunal 
Supremo se manifestó en Sentencia de 25 de junio de 1990, en el 
sentido de que la situación de invalidez provisional del 
trabajador no era causa suficiente para excluir al trabajador del 
aseguramiento, -Ar.5519-.
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aseguradora en alguna de las contingencias aseguradas y por 
dicha contingencia660.
46. Por último, procede referirse a los aislados 
supuestos en que del convenio colectivo se deriva la opción 
ofrecida a los trabajadores de proceder individual y 
voluntariamente a la concertación de pólizas individuales 
de seguro, sin intervención alguna de la empresa, que no 
se convierte en tomador del seguro, comprometiéndose tan 
solo al pago de una parte o del total de las primas 
correspondientes, una vez el trabajador justifique 
debidamente ante la empresa la formalización de la 
póliza661.
El problema que se plantea en este caso es el de la 
naturaleza de tal cláusula, es decir, si se trata o no de 
una mejora voluntaria de la Seguridad Social. En principio, 
la intervención de la empresa se ha considerado elemento 
imprescindible para trasladar el régimen jurídico aplicable 
a las pólizas de seguro privado del orden mercantil al 
orden social662. Sin embargo, este supuesto concreto fue 
objeto de análisis por la Sentencia del TSJ de Galicia, de 
10 de enero de 1994663 en la que se señala que con este 
procedimiento, en el que la empresa no actúa como tomadora
^Tal cláusula debe pues interpretarse exonerando a la 
compañía aseguradora respecto de la protección de esos 
trabajadores, pero no a la empresa, C.C. n° 3, -anexo-.
^Así se establece en el C.C. n° 196, -anexo-.
^Así se pronuncia la S.TS de 11 de diciembre de 1990,
-Ar.9768-, respecto de la póliza de seguros que fue suscrita por 
el Comité Intercentros sin conocimiento del empresario.
^ A r .S .202/1994.
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del seguro, no se quiebra la filosofía que rigió su 
establecimiento, que no es otra que el incrementar o 
complementar cualquiera de las contingencias cubiertas por 
la Seguridad Social, por lo que ello no altera su 
naturaleza como mejora voluntaria de la Seguridad Social.
B) Invalidez Permanente sin aseguramiento.-
47. El análisis efectuado de la negociación colectiva 
en el año 1996 demuestra que son escasos los convenios 
colectivos en los que se contemplen mejoras por invalidez 
permanente no acogidas a ningún instrumento aseguratorio, 
es decir, ni pólizas de seguro, ni planes de pensiones. 
Ahora bien, la mayor parte de estos casos se trata de 
mejoras consistentes en indemnizaciones a tanto alzado, y 
rara vez de auténticos complementos por pensiones. A lo que 
hay que añadir que en estos casos lo que se contiene es una 
regulación a extinguir, -bien porque es mantenida a lo 
largo del tiempo para trabajadores contratados antes de 
alguna determinada fecha, la cual representa el momento en 
que se llevó a acabo el cambio de sistema de previsión 
complementaria por la empresa, bien porque en el propio 
convenio analizado se prevé la futura acomodación a las 
exigencias de la Disposición Adicional Primera de la LPFP-.
Asimismo, las prestaciones consisten en la mayoría de 
ocasiones en la entrega de una indemnización al momento del 
hecho causante664, y rara vez se configuran como auténticos
^Anexo: C.C. n° 74, 138, 139, 145, 162, 180, 244.
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complementos de la prestación básica665, aunque de ser así 
no suele suponer una importante carga para la empresa ya 
que se combina la existencia del seguro para determinados 
grados de invalidez con el establecimiento de un 
complemento de pensión para la exclusiva protección de la 
invalidez permanente total666.
Es de destacar que, en los casos en que se establecen 
auténticos complementos de pensión, la regulación que 
ofrece el convenio es más pormenorizada y deja menos cabos 
sueltos que el caso en que solo se establecen 
indemnizaciones, o en los casos vistos anteriormente, en 
que se prevé la concertación de pólizas de seguro.
3.- PROTECCION FAMILIAR.-
48. A partir de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, 
de Prestaciones no Contributivas (LPNC), ya incorporada al 
actual Texto Refundido de la LGSS, la protección familiar 
en la Seguridad Social queda reducida a las prestaciones 
por hijo a cargo en su modalidad contributiva y no 
contributiva cuyo derecho lo alcanzan sólo quienes cumplan 
determinados requisitos, principalmente de carácter 
económico667.
Por tanto, no todos los trabajadores incluidos en el 
Régimen General cuentan hoy día con una prestación de
carácter familiar, a diferencia de la normativa anterior
^Anexo: C.C. n° 3, 102, 40, 163, 230.
^Anexo: C.C. n° 3, 102 y 163.
^El régimen jurídico de estas prestaciones se encuentra en 
los artículos 180 a 190 de la LGSS.
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a la LPNC, en la cual, además de contemplar prestaciones 
fijas por nupcialidad y natalidad, existía una asignación 
familiar de pago periódico, reconocible, con carácter 
general, a todo trabajador por cuenta ajena afiliado y en 
alta, sin requisito alguno de carácter económico668.
49. La negociación colectiva en materia de protección 
familiar se caracteriza, sin embargo, por mantener en la 
actualidad prestaciones que desaparecieron como tales del 
ámbito de la acción protectora de la Seguridad Social, como 
es el caso de la nupcialidad y natalidad669.
Son numerosos los convenios que todavía establecen 
derechos económicos en favor de los empleados cuando 
contraen matrimonio o ante el nacimiento de un hijo, 
normalmente las dos circunstancias son objeto de
^La regulación de la protección familiar fue desarrollada 
por Orden de 28 de diciembre de 1966, -BOE 30/12-, modificada 
posteriormente por Ley 26/1985, de 31 de julio, que suprimió las 
prestaciones de pago único por natalidad y nupcialidad, 
manteniendo la de pago periódico y estableciendo un complemento 
por menores ingresos de la asignación familiar, cuyo régimen fue 
desarrollado por RD 2364/1985, de 18 de diciembre -BOE 21/12-, 
ambos derogados por la LPNC.
^Cabe destacar el C.C. n° 63 en el que se señala que la 
empresa continuará abonando los complementos a su cargo por 
situaciones familiares anteriores a la Ley 26/1985.
Sobre estudios de la negociación colectiva en esta materia, 
vid. AGUT GARCIA, C., "La Seguridad Social Complementaria en los 
Convenios Colectivos de los años 1990, 1991 y 1992 (Enero-Abril). 
La Protección Familiar", III Congreso de Derecho del Trabajo 
y. . . . op. cit., págs.143 y ss; CASTIÑEIRA FERNANDEZ, J. , "La 
protección a la familia en la negociación colectiva (1987-1988)", 
Séptimas Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo 
v Relaciones Laborales. Sevilla, 1991, pág.393 y ss.
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protección670, y, de aparecer solo una de ellas, la más 
asidua es la de nupcialidad671.
Es relativamente frecuente exigir un determinado 
período, de antigüedad para causar derecho a estas 
prestaciones672. Asimismo en algún caso se prevé el pago 
de la misma en cuantía proporcional al tiempo trabajado 
-para trabajadores fijos discontinuos o temporales673-.
Por otro lado, así como el supuesto de adopción es 
comúnmente considerado para acceder a la prestación por 
natalidad, en el caso de la nupcialidad sólo en raras 
ocasiones se señala como supuesto incluido el inicio de una 
relación de convivencia de hecho674.
Asimismo, en todos los casos la prestación consiste 
en el pago de una determinada cantidad en metálico, 
normalmente inferior a una mensualidad, si bien, hay 
supuestos excepcionales de prestación en especie, como el 
que se da en aquel convenio en el que, el llamado premio
670Anexo: C.C. n° 1, 14, 18, 23, 28, 29, 31, 34, 44, 76, 102, 
104, 109, 112, 114, 115, 126, 145, 151, 173, 175, 201, 219, 221, 
239, 255, 258.
671Se establece únicamente subsidio por nupcialidad en los 
C.C. n° 27, 46, 48, 74, 93, 96, 119, 159, 174, 179, 183, 204,
224.
El subsidio por natalidad aparece como único en los C.C. n° 
81, 135, 195, -anexo-.
672Normalmente se viene exigiendo un año de antigüedad en la 
empresa: C.C. n° 18, 29, 34, 48, 96, 102, 104, 119, 183, 201,
221, 224, 239, 255; establecen de dos a tres años, los C.C. n° 
28, 74, 145, 258, -anexo-.
El C.C. n° 109 tan solo exige la superación del período de 
prueba.
673Anexo: C.C. n° 74, 126, 145.
674Anexo: C.C. n° 14, 182.
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de natalidad, por tratarse de empresas que comercializan 
y fabrican productos de alimentación infantil, consiste en 
la obtención de regalos de este tipo de productos durante 
los dieciocho primeros meses del hijo y en la posibilidad 
de adquirir otros productos a precio de costo675.
Cabría mencionar igualmente un particular convenio en 
el que, junto al correspondiente subsidio por natalidad y 
nupcialidad, se regula un llamado premio por matrimonio 
para aquellos trabajadores que causen baja en la empresa 
por esta causa, consistente -a modo de indemnización- en 
el pago de una mensualidad por año de servicio con un tope 
de nueve mensualidades676.
50. Junto a las prestaciones por natalidad y 
nupcialidad, y dentro de las medidas de protección 
familiar, cabe destacar como cláusula más asidua aquella 
dirigida a la protección de los hijos disminuidos físicos 
o psíquicos de los trabajadores.
Se trata del pago de una cantidad de carácter anual 
o mensual, que puede ser diferente en función de la edad 
del hijo, y que está supeditada, aunque no siempre con 
claridad, a que los hijos tengan una minusvalía reconocida 
por la Seguridad Social u otros órganos competentes y en
675Anexo: C.C. n° 201.
676Anexo: C.C. n° 182.
522
Mejoras v convenio colectivo
ocasiones a que tengan además reconocida la correspondiente 
prestación de la Seguridad Social677.
Las prestaciones que otorgan las empresas para estos 
casos consisten mayoritariamente en prestaciones 
determinadas de carácter económico, si bien también hay 
convenios en los que se establecen servicios de 
asesoramiento u orientación social por profesionales, así 
como el abono de gastos de educación e integración678.
Por otro lado, son muchos menos los supuestos en los 
que la protección se extiende a otros familiares con 
minusvalías que convivan con el trabajador y estén a su 
cargo679.
51. La protección familiar en la negociación colectiva 
no se agota con los supuestos vistos, sino que también es 
posible encontrar ayudas familiares periódicas o fijas 
establecidas por cónyuge e hijos menores de dieciocho o 
veintitrés años, según los casos, sin necesidad de que 
estén afectados por grado alguno de minusvalía680.
677Anexo: C.C. n° 1, 2, 7, 16, 18, 24, 31, 32, 33 , 36, 37
42, 44, 48, 55, 58, 60, 71, 76, 86 , 91, 96, 102, 104, 108, 112
122, 127, 135, 136, 142, 144 , 148, 157, 168, 171, 173, 182, 191
203, 205, 214, 215, 229, 231 , 234, 240, 241, 243, 246, 250, 254
257.
678Anexo: C.C. n° 103, 214.
679Anexo: C.C. n° 58, 102, 114, 121, 145, 147, 181, 183, 222,
255.
680Anexo: C.C. n° 126, 127, 139, 165, 174, 195, 214, 243,
252, 254, 259.
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52. Como valoración general respecto de la protección 
familiar en la negociación colectiva, se aprecia la general 
falta de mención a las correspondientes prestaciones que 
por esta causa otorga la Seguridad Social y, por tanto, a 
su separación de la noción estricta de complementariedad, 
o a la falta total de ésta por tratarse de prestaciones 
como la natalidad o nupcialidad que ya están comprendidas 
dentro de la acción protectora de la Seguridad Social.
Tan sólo, respecto de la protección por hijos 
disminuidos se alude con carácter general a la necesaria 
calificación como tales por los órganos competentes de la 
Seguridad Social, aunque no siempre, provocando por tanto 
los mismos problemas interpretativos ya vistos para otras 
mejoras.
Por todo ello la naturaleza que quepa dar a las 
cláusulas sobre protección familiar dependerá de la postura 
a adoptar respecto de la mayor o menor flexibilidad que se 
acuñe a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social. 
Así, si se mantiene una postura de complementariedad 
estricta, estas prestaciones entrarán en el cajón de sastre 
de las medidas de carácter asistencial junto a otras como, 
becas de estudio, economatos, préstamos... etc., debido a 
la imposibilidad legal de ser incluidas dentro del concepto 
de salario681, mientras que si se mantiene el carácter 
flexible y se respeta, por tanto, la variedad que pueda 
introducir la voluntad colectiva que origina la mejora, no
681CASTIÑEIRA FERNANDEZ, J. , "La protección a la familia. . . ", 
op. cit., pág.398.
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existe impedimento para considerarlas auténticas mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social y se contribuye a dotar 
de homogeneidad y unidad a una materia tan diversificada 
como ésta.
4.- MUERTE Y SUPERVIVENCIA.-
53. Aparte de los innumerables casos en los que se 
conciertan seguros de vida y accidentes que garantizan a 
los supervivientes una determinada indemnización en caso 
de muerte de un trabajador -junto a los supuestos de 
invalidez permanente- también aparecen en muchas ocasiones 
las denominadas ayudas por defunción o fallecimiento, 
consistentes en el abono de determinadas cantidades que 
corren directamente a cargo de la empresa, así como 
prestaciones dirigidas expresamente a las situaciones de 
viudedad y orfandad682.
- En primer lugar, la ayuda por defunción se recoge 
en numerosos convenios colectivos, en ocasiones con 
referencia expresa a la finalidad de sufragar los gastos 
de entierro683 o expresamente denominada como ayuda de 
sepelio684, a la que, sin más requisitos adicionales que 
la exigencia en escasas ocasiones de un determinado período
682Vid. al respecto, VICENTE PALACIO,M.A. , "Prestaciones 
complementarias por muerte y supervivencia y asistencia sanitaria 
en la negociación colectiva", III Congreso Nacional de Derecho 
del Trabajo y..., op. cit., pág.107 y ss.
683Anexo: C.C. n° 58, 168.
^Anexo: C.C. n° 147.
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de antigüedad del sujeto causante -un año normalmente-685 
o la designación del cónyuge e hijos como beneficiarios del 
mismo, se le suelen asignar prestaciones a tanto alzado que 
se calculan normalmente tomando como base las mensualidades 
del sujeto causante, abonándose por este concepto entre una 
y cinco mensualidades686.
Por lo que respecta a la protección de las 
situaciones de viudedad y orfandad, especialmente las 
primeras, las prestaciones se configuran en ocasiones como 
auténticos complementos de la pensión básica de la 
Seguridad Social, condicionada al reconocimiento de ésta 
y sometida a sus mismos requisitos de extinción, incluido 
expresamente en ocasiones la celebración de nuevo 
matrimonio687. En cuanto al montante de la pensión, se 
señala un porcentaje de las percepciones del empleado 
causante al momento del fallecimiento, bien sobre su 
salario, si era trabajador activo, bien sobre su pensión
685Anexo: C.C. n° 30, 72, 174, 257.
686Anexo: C.C. n° 30, 36, 46, 58, 59, 72, 86, 93, 96, 147,
168, 174, 175, 178, 183, 195, 197, 203, 233, 234, 257.
^Esta previsión es señalada en los convenios n° 195, 104, 
115. Asimismo, contraer nuevo matrimonio o no prestar la debida 
atención a los hijos legitimarán a la empresa a plantearse el 
mantenimiento de la pensión en el C.C. n° 27.
En algunos casos se exige también para acceder a la pensión 
de viudedad un determinado período de servicios por el trabajador 
causante -1 año exige el C.C. n° 195-, si bien, en otros casos,
el período de antigüedad lo que determina es el cobro de la
prestación en forma de renta o en forma de capital a tanto 
alzado, como ocurre en los convenios n° 104, 115, 118, 138, 221, 
en los que según el trabajador en activo fallecido reúna más o 
menos de veinte años de antigüedad en la empresa, la prestación 
consiste en el pago periódico de una pensión o en el pago de una 
cantidad a tanto alzado, respectivamente, -anexo-.
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básica más complementaria, si se ya se encontraba 
jubilado688. Asimismo, se prevé en algún caso que la 
prestación resultante se incremente en un determinado 
porcentaje por cada hijo menor de edad o mayor incapacitado 
que queden a expensas del cónyuge supérstite689.
Respecto a la pensión de orfandad, relativamente menos 
asidua que la de viudedad, como hemos visto, queda 
incorporada a la de viudedad cuando se prevé que ésta se 
incremente en función del número de hijos a su cargo690.
Las referencias a prestaciones en favor de otros 
familiares son bastante escasas, salvo algún supuesto como 
el que prevé extender la pensión correspondiente a hijos 
mayores de edad y menores de veinticinco a cargo del 
trabajador fallecido, ante la falta de cónyuge supérstite, 
o a padres y hermanos del empleado, si convivieran y 
dependieran del empleado, siempre que éste fuera soltero 
o viudo sin hijos691. Cabría añadir también aquél en el que 
se establece expresamente que, ya que la finalidad de la
688Se constituyen como auténticas rentas periódicas o 
pensiones en los C.C. n° 10, 89, 27, 40, 45, 51, 101, 140, 163, 
195, 214, 230.
Consiste en el pago de una indemnización de veinticuatro 
mensualidades, en C.C. n° 23, -anexo-.
689Son supuestos en los que no hay establecida pensión de 
orfandad, como los contemplados en los C.C. n°195, 140, 104, 115, 
-anexo-.
690As í, en los casos en los que aparece como pensión
independiente de la de viudedad, en forma semejante a como ocurre 
en materia de Seguridad Social, el C.C. n° 40 prevé que los 
complementos de viudedad y orfandad no podrán superar juntos el 
cien por cien de las percepciones del causante, y se prevé 
también un aumento de la pensión si se tratara de un caso de 
orfandad total.
691Anexo: C.C. n° 23.
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pensión es atender a las necesidades de las personas que 
estaban cubiertas por el trabajador fallecido, serán éstas 
las beneficiarlas si faltan viudas o hijos692.
Por otro lado, el estudio realizado sobre esta materia 
permite constatar que todavía algunos convenios colectivos 
presentan una regulación que atenta contra el principio de 
igualdad, también exigible, como ya se analizó, a la 
autonomía colectiva693.
5.- JUBILACION.-
54. Estamos en este caso ante la mejora voluntaria por 
excelencia, ya que su establecimiento viene a asegurar al 
término de la relación laboral, junto a la pensión de la 
Seguridad Social, una auténtica renta de sustitución de las 
rentas de activo, finalidad que se consigue cuando la 
mejora es configurada también como una pensión de carácter 
periódico y vitalicio.
Sin embargo, no es esta la regla general en la 
práctica de la negociación colectiva. Actualmente, abundan 
los llamados premios por jubilación o indemnizaciones, 
consistentes en el pago de una cantidad -normalmente un 
numero determinado de mensualidades, en función de la
692Anexo: C.C. n° 138 y 221.
693As í, se detecta en el convenio n° 183 que, respecto de la 
pensión de viudedad exige entre los requisitos que debe 
necesariamente cumplir si es varón el cónyuge supérstite, estar 
incapacitado para el trabajo.
También ocurre en determinados convenios en los que, a falta 
de cónyuge y huérfanos menores de edad o mayores incapacitados, 
se consideran como posibles beneficiarios de la pensión a hijas 
y hermanas, mayores de cuarenta y cinco años, a su cargo, C.C. 
n° 104 y 115, -anexo-.
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antigüedad-, en el momento del pase a la situación de 
jubilado por el trabajador.
De hecho, este tipo de prestación persigue y comparte 
diversas finalidades, ya que con ella se pretende tanto 
gratificar y agradecer al trabajador jubilado su lealtad 
o sus años de servicio, así como la de proporcionar una 
ayuda social que vendrá a sumarse a la que le proporcione 
la Seguridad Social al trabajador retirado. Ahora bien, 
debe tenerse en cuenta que en muchas empresas se ^cude al 
pago de una cantidad a tanto alzado ante la imposibilidad 
económica de establecer un auténtico complemento a la 
pensión del trabajador jubilado694.
Asimismo, en muchas ocasiones estas gratificaciones 
son utilizadas con el objeto de incentivar una jubilación 
más temprana para aquellos trabajadores que en edades 
anteriores a la reglamentaria de jubilación tengan ya el 
período cotizado suficiente para acceder a la pensión de 
jubilación, señalándose cantidades superiores cuanto más
694Se señala el pago de una determinada cantidad al momento 
de la jubilación, independientemente de la edad y supeditada 
normalmente a una determinada antigüedad en la empresa -de diez 
a veinte años, normalmente-, los C.C. n° 24, 46, 48, 57, 59, 86, 
96, 112, 126, 139, 151, 165, 178, 200, 203, 234, 244, 250, 257.
El montante es bastante diverso, suele componerse de un 
determinado número de mensualidades, normalmente bajo -de una a 
cinco- o en cantidades fijas que alcanzan en ocasiones hasta los 
dos millones de pesetas.
Es de destacar aquellos convenios en los que se señala como 
ayuda a la jubilación, la posibilidad de rescatar el capital 
asegurado en el correspondiente contrato de seguro de vida y 
accidentes si, llegado el momento del retiro, no se ha hecho uso 
de aquél, C.C. n° 230 y 252, -anexo-.
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se adelante el momento de la jubilación, entre los sesenta 
y los sesenta y cinco años695 .
Por lo que respecta a la negociación de la prestación 
como rentas de carácter periódico no es, ciertamente, muy 
asiduo en la práctica, pero, debemos admitir la gravosa 
carga que ello podría llegar a significar para una empresa. 
De ahí que solo las fuertes económicamente puedan hacer 
frente a este coste adicional que supondría su personal 
pasivo. Además, en ocasiones, estos complementos solo se 
prevén para los trabajadores que se jubilan anticipadamente 
y hasta tanto alcanzan la edad reglamentaria de 
jubilación696.
El carácter vitalicio del complemento es menos asiduo 
en la negociación colectiva, y de hecho en muchos casos se 
contempla el paso o sucesión de un régimen de previsión por 
jubilación configurado como auténticos complementos de 
carácter vitalicio, reducido sólo para trabajadores en 
plantilla en determinada fecha, a un sistema en el que se 
sustituye el pago periódico y vitalicio por cantidades a 
tanto alzado aplicable a los trabajadores incorporados a 
la empresa en fecha posterior697.
695Anexo: C.C. n° 5, 22, 28, 32, 55, 60, 62, 72, 76, 89, 134, 
151, 155, 181, 186, 196, 201, 233, 242, 246.
Frente a éstos, sólo señalan prestaciones para jubilación 
anticipada o a determinada edad, los convenios n° 31, 36, 81, 94, 
98, 114, 119, 125, 130, 145, 156, 167, 171, 176, 189, 192, 194, 
198.
696Anexo: C.C. n° 16 y 14 9, entre otros.
697C.C. n° 23, 40, 84, 87, 91, 103, 121, 159.
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Los supuestos en los que, sin más, haya establecido 
todavía pensiones de carácter vitalicio al momento de la 
jubilación, son ya escasos698. Y en algunos casos, en 
función de los años de servicio en la empresa, 
corresponderá al trabajador que se .jubila o bien un 
complemento a su pensión de carácter periódico y vitalicio, 
o bien el pago de una cantidad a tanto alzado699.
55. Ya se ha señalado que en materia de mejoras por 
jubilación, son diversas razones y finalidades las que 
pueden motivar su establecimiento en los convenios 
colectivos. Razones de política de empleo700, de superación 
de una situación crítica de la empresa o de 
rejuvenecimiento de las plantillas, a través de 
jubilaciones incentivadas, llevan a establecer cláusulas 
que tienden a hacer más atractivo el paso a la jubilación 
en una edad más temprana, asegurándose de que el trabajador 
tenga ya cubierto el período de carencia suficiente para 
obtener derecho a la correspondiente prestación por la 
Seguridad Social.
698C.C. n° 44, 45, 51, 84, 102, 163, 183, 211, 235, siendo 
algunos de ellos limitados sólo a la jubilación en una edad 
anticipada, -C.C. n°211 y 235-, anexo.
699Anexo: C.C. n° 104, 115, 118, 221.
700La utilización de contratos de relevo y jubilaciones 
parciales son comúnmente previstas en la negociación colectiva 
y vienen a completar todo un régimen de medidas relacionadas con 
la jubilación del trabajador, C.C. n° 68, 72, 96, 98, 167, 169, 
171, 200, 203, 230.
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Lo cierto es que, actualmente, y como ya adelantaron 
algunos autores701, la figura de la jubilación anticipada 
se ha convertido en un instrumento que atiende 
principalmente a las necesidades de las empresas. Y es que, 
son utilizadas no solo para solventar situaciones de 
crisis, sino también para favorecer "la expansión, el 
desarrollo, la modernización y competítividad industriales" 
de las mismas, tal y como establece expresamente la Ley de 
Industria respecto de los llamados programas de promoción 
industrial702.
56. Las mejoras voluntarias quedan pues afectadas por 
un conjunto de medidas que responden a objetivos diversos, 
y cuya naturaleza queda en entredicho, si bien, igual que 
ocurría con la mejora por IT, que jugaban un papel 
importante en materia de reducción del absentismo laboral, 
las mejoras por jubilación ayudan a la consecución de estos 
otros fines. Así, respecto a si los complementos pactados 
en la negociación colectiva, que son concedidos por las 
empresas a los trabajadores que se jubilan anticipadamente, 
son o no mejoras directas de prestaciones, algunos autores 
guiados por una posición estricta de complementariedad, se 
pronunciaron negando su carácter de mejora propiamente 
dicha al no ser un incremento de una prestación legal, sino
701GONZALO GONZALEZ, B . , FERRERAS ALONSO, F. , GONZÁLEZ
SANCHO,E. y TE JERINA ALONSO, J . I., "Las Jubilaciones anticipadas: 
panoramas general y comparado", R.S.S.. n°16, 1982, pág.328.
702Ley 21/1992, de 16 de julio, (BOE 23/7) , desarrollada, por 
lo que a las medidas laborales se refiere, por RD 825/1993, de 
28 de mayo y Orden de 29 de junio de 1993.
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una prestación distinta703 . El Tribunal Supremo acogió en 
algún momento esta interpretación704, pero fue 
posteriormente superada. Así, MOLERO, apoyándose en la 
doctrina de este Tribunal desde 1987, afirma que los 
complementos de las empresas a la pensión de jubilación a 
partir de los 60 años, tendrán naturaleza jurídica de 
auténtico complemento, esto es de pensión, y no 
indemnización diferida705 . Igualmente, las jubilaciones 
anticipadas motivadas por expedientes de regulación de 
empleo son consideradas materia propia de Seguridad Social, 
por tanto, mejoras voluntarias de la Seguridad Social706.
6.- REFERENCIAS A LOS INSTRUMENTOS DE GESTION DE LAS 
MEJORAS VOLUNTARIAS.-
57. El estudio de los diferentes convenios colectivos 
permite concluir en que rara vez aparece alguna mención 
sobre cómo la empresa llevará a cabo la gestión de estas 
mejoras, a salvo, claro está, de los supuestos tan 
numerosos en que se contratan pólizas de seguro privadas 
para atender los riesgos de muerte e invalidez de los 
trabajadores.
703MARTIN VAL VERDE, A., Las Mejoras voluntarias de. . . . op. 
cit., pág.124; CASAS BAAMONDE, M.E., Autonomía colectiva v.... 
op. cit., págs. 280 y 281.
704STS 29 de junio de 1983, Cdo. 3o, -Ar. 3061-.
705MOLERO MANGLANO, C. , "Régimen jurídico de los planes de
prejubilación", A.L.. n°5, 1994, pág.75.
706S.TS de 19 de octubre de 1982, -Ar.6192-.
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Ello significa que no se tiende a articular mecanismos 
de garantía del cumplimiento de estos compromisos, ni 
siquiera. cuando de ellos se derivan obligaciones de 
carácter vitalicio y permanente. Todo lo más, se articulan 
en la negociación colectiva determinados fondos internos 
-de financiación conjunta de empresa y trabajadores, o solo 
de empresa-, denominados normalmente de asistencia o fondos 
sociales sobre los que aparecen referencias en ocasiones 
nada reveladoras sobre las materias a atender por los 
mismos, pero tienen por finalidad normalmente, la de 
afrontar actividades culturales o deportivas, préstamos 
para viviendas, ayudas a la formación de trabajadores o 
hijos de los mismos, incluso para sufragar gastos 
sanitarios no incluidos en la Seguridad Social707, con 
referencia, en ocasiones, a la creación de una Comisión 
formada por representantes de los trabajadores y de la 
dirección para controlar la gestión del correspondiente 
fondo708.
Así pues, respecto de la gestión de las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, no es usual la creación 
de este tipo de fondos, al menos no aparecen reflejados así 
en los convenios colectivos. Por lo que, cuando consisten 
en la entrega de una cantidad a tanto alzado en el momento
707Así ocurre en los C.C. n° 21 y 94. En cambio en otros, los
fondos son destinados a una finalidad muy concreta, como es la 
de sufragar gastos médicos no cubiertos por la Seguridad Social, 
como son los c.c. n° 16, 66 y 239, ó el supuesto del convenio n° 
19 en que el fondo es "para pruebas de diagnóstico" y tiene por 
finalidad sufragar pequeñas intervenciones quirúrgicas a realizar 
por el Servicio Médico de empresa cuando la Seguridad Social no 
pueda realizarlas rápidamente e incluya al trabajador en listas 
de espera.
708Anexo: C.C. n ° 16 .
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del hecho causante, la viabilidad financiera de las mismas 
plantea menos problemas, pues se ha podido apreciar que las 
cantidades no son realmente importantes. Sin embargo, en 
los casos en que se establecen auténticos complementos de 
pago periódico y carácter de pensión, reviste un interés 
específico analizar qué concretos mecanismos para su 
gestión se instrumentan a estos efectos en los convenios 
colectivos. Y la regla general es que, aún en estos casos, 
no suelen aparecer referencias a ningún tipo de 
instrumento. Tan sólo un uno de los convenios analizados 
se mantiene una Mutualidad de Previsión Social709; en otro 
caso, la misma existió pero se ha extinguido y ha sido la 
propia empresa la que ha asumido las prestaciones que antes 
aquélla atendía710.
Realmente, lo que ha ocurrido en muchas de estas 
empresas, como se ha podido comprobar, ha sido la 
sustitución de un sistema de complementos periódicos por 
uno de pago de cantidades a tanto alzado que queda 
establecido para lo sucesivo.
Aparte de estos casos, cabe hacer una referencia 
especial a las empresas en las que se han adoptado planes 
de pensiones, así como aquellas que muestran la intención 
y se preparan para acogerse a las nuevas exigencias sobre 
externalización de los compromisos por pensiones.
709Anexo: C.C. n° 14 0.
710Anexo: C.C. n° 121.
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7.- PLANES DE PENSIONES Y REFERENCIAS SOBRE LA 
ADAPTACION A LA DISPOSICION ADICIONAL PRIMERA DE LA LPFP.-
58. Cuando en el análisis de la negociación colectiva 
se encuentran empresas en las que ya se ha establecido un 
plan de pensiones, las referencias al mismo no siempre son 
clarificadoras de manera que en ocasiones a pesar de la 
utilización de la terminología propia y aludir a planes de 
pensiones o a fondos de pensiones, no parece estar 
realmente aludiéndose a concretos planes de pensiones, de 
los regulados en la LPFP, con lo cual se observa también 
cierto desconocimiento por las partes negociadoras en esta 
materia711.
No obstante, existiendo ya un plan de pensiones, muy 
rara vez aparece en el texto del convenio el Reglamento 
íntegro del plan712, sino más bien se utiliza la 
negociación colectiva para señalar las aportaciones que se 
realizarán al plan durante los años de vigencia del 
convenio colectivo, cuestión que obviamente ha sido
711As í, en el C.C. n° 61 se alude a un fondo de pensiones y 
acción social al que la empresa y los trabajadores aportarán 
determinada cantidad, sin especificar ni dar más datos al 
respecto. Asimismo, el C.C. n° 123 señala la existencia de un 
plan de pensiones sólo para trabajadores fijos y sólo para cubrir 
la contingencia de jubilación, mientras que la invalidez y el 
fallecimiento del trabajador son cubiertos a través de una póliza 
de grupo, lo que lleva a plantearse si se trata realmente de un 
plan de pensiones, especialmente cuando establece que no se 
garantiza en ningún momento el cien por cien del salario en el 
momento de la jubilación, es decir, -continúa- cambios de 
rentabilidad o modificación en las pensiones no serán asumidas 
por la empresa, cuando sería más apropiado señalar que las 
pensiones se calcularán en función de los derechos consolidados, 
tal y como señala la LPFP, y como hacen otros convenios.
712E11o ocurre en el C.C. n° 258 -anexo-.
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negociada por la Comisión negociadora del convenio713, o 
incluso para proponer la mejora de las especificaciones del 
plan, propuesta que se hará llegar a la Comisión de control 
del plan para proceder, por el mecanismo establecido, a la 
modificación del Reglamento714.
No obstante, en la mayoría de estos supuestos se dan 
suficientes datos sobre el plan establecido, tales como la 
modalidad, -normalmente de aportación definida-, la 
financiación -si es a cargo exclusivamente de la empresa 
o también de los trabajadores- y en ocasiones requisitos 
para acceder a la condición de partícipe, en estos casos 
la negociación actúa como mecanismo meramente informador715.
713Anexo: C.C. n° 121, 127, 142, 147, 148, 190, 207.
714As í, en el C.C. n° 107 se menciona el plan de pensiones 
para señalar que sería conveniente incluir la contingencia de 
invalidez permanente total para la profesión habitual, a tal fin, 
ambas partes acuerdan dirigirse a la Comisión de Control para 
que, con carácter de urgencia, a través de los procedimientos 
establecidos, se incorpore dicha contingencia al Reglamento.
Por su parte, el C.C. n° 169, señala que los trabajadores 
en situación de invalidez provisional percibirán la aportación 
prevista en el plan para la invalidez permanente absoluta.
Asimismo, el C.C. n° 190 que se limita a señalar las nuevas 
aportaciones a realizar al plan durante los años de vigencia del 
convenio, establece que las mismas entrarán en vigor una vez 
modificado el correspondiente Reglamento, -anexo-.
715E1 C.C. n° 77 señala que está establecido un plan de 
pensiones como complemento a la acción protectora de la Seguridad 
Social, para todo el personal de la compañía, de aportación 
definida, a cargo de la empresa y conforme a la LPFP; del C.C. 
n° 121 se deduce que el plan establecido es sólo para 
trabajadores fijos; el C.C. n° 142 señala que es del sistema de 
empleo, aportación definida y de carácter contributivo; el C.C. 
n° 202 se refiere a que podrán ser partícipes del mismo quienes 
hayan superado el período de prueba y cumplan el resto de 
requisitos señalados en el Reglamento del plan -que no menciona-; 
el C.C. n° 212 establece el carácter complementario del plan con 
respecto a la Seguridad Social, hace referencia a las 
contingencias protegidas por el mismo -jubilación, invalidez, 
viudedad y orfandad- y se remite a los términos en él
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Hay también casos en los que de la negociación 
colectiva se derivan ciertas alusiones que evidencian que 
el convenio asume claramente un rol de supremacía absoluta 
frente a los mecanismos que deben regir el plan según su 
propia normativa. Así, cabe destacar un convenio en el que 
se hace constar expresamente que la empresa informará a los 
representantes cuando vaya a encargar estudios actuariales 
para la modificación del plan, y comunicará a los mismos 
previamente las modificaciones a realizar, a efectos de que 
éstos realicen las propuestas oportunas, sin menoscabo de 
la exclusividad de la competencia, que en esta materia, le 
es reconocida a la dirección de la empresa716. Conviene 
aclarar que esta competencia no es reconocida a la empresa 
o promotor del plan, sino que es la Comisión de Control del 
plan la que debe designar al actuario que revise el plan, 
al menos cada tres años, revisión de la que, si se deriva 
la necesidad de introducir variaciones en el plan, se 
someterá a la Comisión de Control para que proponga o 
acuerde lo que estime procedente, de conformidad con lo 
establecido en el propio Reglamento del plan, -art.9.5 
LPFP-.
Por otro lado, aparecen datos que esclarecen el 
procedimiento que se ha seguido en la adopción del plan. 
Así, cabría destacar aquél en que intervino la Comisión 
Negociadora para ratificar el acuerdo previamente a su
establecidos; y por su parte, el C.C. n° 207 señala su carácter 
mixto, de aportación definida para jubilación y de prestación 
definida para el resto de contingencias.
716Anexo: C.C. n° 184.
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publicación en el Boletín Oficial del Estado717, y aquél 
en el que el acuerdo se adoptó por la representación de la 
empresa y la de los trabajadores y posteriormente fue 
aprobado por Asamblea de Trabajadores718.
59. Asimismo, respecto de aquellas empresas en las que 
el plan no ha sido todavía establecido, pero se prevé su 
próxima adopción, los convenios colectivos marcan el inicio 
de la elaboración del mismo en tanto que en ellos, o bien 
se señala quienes serán los sujetos encargados de llegar 
al acuerdo en esta materia719, -por encima del 
procedimiento establecido en la LPFP-, o. bien señalan 
simplemente que el plan a adoptar deberá reunir 
determinadas características, o ambas cosas. Así, en cuanto 
a la elaboración del mismo, en unos casos se crea una 
Comisión ad hoc, formada por representación de empresa y 
trabajadores, que se encargue de llevar a cabo los estudios 
necesarios para implantar en la empresa un plan de 
pensiones720, en otros casos es la propia Comisión 
Paritaria del convenio colectivo la encargada de llevar a 
cabo esta función, señalándose que una vez concluida, los
717Anexo: C.C. n° 147.
718Anexo: C.C. n° 207.
719En el C.C. n° 262 es la empresa la que se compromete, en 
virtud de las exigencias incorporadas por la LOSSP a la 
transformación del régimen vigente en plan de pensiones en el 
plazo establecido por aquella norma.
720Anexo: C.C. n° 45, 87, 15, 222, precisándose en este
último que la Comisión será asistida por los asesores que 
precisen. Asimismo, el C.C. n° 259 señala que se constituirá una 
Comisión Promotora formada por trabajadores de distintos centros 
y, respecto de sus resultados, será necesario el posterior 
acuerdo de los Comités de Empresa y la dirección.
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resultados obtenidos se elevarán a las partes firmantes que 
se constituirán en Comisión Negociadora721. Por último, es 
frecuente la alusión a que serán las mismas partes 
firmantes del convenio las que se encargarán directamente 
de promover y negociar el plan, por tanto, la propia 
Comisión Negociadora722, salvo en algún supuesto aislado 
en el que se señala que el tema se discutirá fuera de la 
negociación colectiva723 .
En cuanto a las características que vienen a exigirse 
del plan, destacan las referencias a su modalidad -de 
prestación o aportación definida-, su financiación 
-conjunta o individual-, las contingencias a proteger y 
especialmente el régimen de previsión aplicable mientras 
se concluye la formalización del plan, y manifestaciones 
de respeto a los derechos adquiridos respecto del régimen 
a sustituir, así como a los derechos por servicios 
pasados724.
60. En conclusión, puede observarse cómo son los 
propios sujetos negociadores, a través del principal 
mecanismo que tienen a su alcance, la negociación
721Anexo: C.C. n° 19, 214.
Estas competencias se insertan dentro de un ámbito
competencial de consulta y asistencia técnica, sin olvidar que
el resultado de dicha labor es la antesala de subsiguientes actos 
negociales, ALEMAN PÁEZ,F.A., Las Comisiones Paritarias. 
ed.Civitas, Madrid, 1995, pág.140.
722Anexo: C.C. n° 21, 36, 102, 205, 236.
723Anexo: C.C. n° 143.
724Anexo: C.C. n° 10, 15, 21, 23, 137, 146, 214, 222, 236.
540
Mejoras v convenio colectivo
colectiva, los que vienen a decidir e implantar de hecho 
los planes de pensiones en las empresas. Ello, en este 
momento inicial no plantea cuestión de competencia alguna, 
por cuanto que la decisión de implantar este sistema 
conlleva, necesariamente, la sustitución del régimen 
anterior, cuyo rango, elevado a norma jurídica por su 
calidad de contenido convencional, requiere que la nueva 
norma sustitutoria alcance idéntico rango. De tal manera 
que, sólo una empresa que parte de cero, es decir, que no 
tiene adquiridos compromisos por pensiones con sus
trabajadores, y decide adoptar un plan de pensiones, podría 
desde los inicios del mismo acoplarse al procedimiento 
legal establecido para ello, no siendo por tanto necesario 
que los representantes legales de los trabajadores 
intervengan en la negociación del plan, sino que nada
impediría que tal función fuera realizada por los
representantes de los trabajadores que, como potenciales 
partícipes, hayan sido elegidos para formar parte de la 
Comisión Promotora del plan.
Una vez establecido el plan, por una u otra vía, nada 
obsta a que en el proceso de negociación colectiva se 
alcancen acuerdos que pretendan la modificación del mismo, 
vinculada, en materia de entrada en vigor, a los
procedimientos que la LPFP prevé para la modificación de 
los planes, cuestión que no significa más que la 
intervención de la Comisión Promotora del mismo, cuya 
composición, como se sabe, es principalmente de empresa y 
trabajadores, si bien la presencia de los beneficiarios en 
la Comisión Promotora exige admitir ciertas limitaciones 
a la negociación colectiva respecto de las materias
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vinculadas al plan que pudieran perjudicar sus derechos725. 
Ahora bien, cuestiones como el incremento de las 
aportaciones al plan por la parte empresarial serán 
necesariamente acordadas en el ámbito de la negociación 
colectiva e incorporadas al convenio, puesto que 
participarán en la determinación de la masa salarial e 
intervendrán en el equilibrio entre prestaciones y 
contraprestaciones que todo convenio representa.
61. En algunas empresas la exigencia legal de 
instrumentalizar los compromisos por pensiones no resulta 
vinculada al concreto instrumento del plan de pensiones, 
sino que inicialmente se opta por un contrato de seguro. 
Ahora bien, en tanto que el desarrollo de este instrumento 
-en cuanto vinculado a esta finalidad- sigue pendiente, las 
referencias que se encuentran en la negociación colectiva 
no hacen sino partir del régimen común aplicable a los 
mismos, sin tener en cuenta, obviamente, el grado de 
homogeneidad que se pretende acuñarles con respecto a los 
planes de pensiones. Ello significa que en estos casos no 
se está realmente produciendo esa adaptación, ya que la ley 
exige que los contratos de seguro cuya finalidad sea la de 
garantizar los compromisos por pensiones asumidos por las 
empresas con sus trabajadores, reúnan una serie de 
requisitos, por lo que la sola existencia de un contrato 
de seguro en estas empresas, todavía hoy no supone el 
cumplimiento de la adaptación que la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP exige.
125Vid. infra capítulo quinto n°32.
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Así, algún convenio colectivo, en el que la empresa 
se obliga a concertar póliza de seguros para cubrir 
prestaciones complementarias por jubilación e invalidez 
permanente de sus trabajadores, señala que, dada la 
finalidad de esta contratación, el trabajador no podrá 
capitalizar en ningún momento, total o parcialmente, antes 
de producirse la jubilación o la invalidez permanente, la 
citada póliza, y si lo hiciera, la empresa dejará de hacer 
aportaciones por él726.
Asimismo, cabe destacar algún otro convenio colectivo, 
que prevé la futura creación de -lo que denomina- un plan 
de jubilación, mediante la formalización de una póliza con 
una entidad acordada entre las partes, de vencimiento anual 
y carácter renovable, en la que, los incrementos de las 
dotaciones empresariales serán objeto de negociación 
colectiva727.
Son claros ejemplos de que las partes negociadoras se 
ajustan al régimen común del seguro, puesto que el
específico contrato de seguro al que se refiere la
Disposición Adicional Primera de la LPFP, en principio, no 
es presumible que tenga carácter anual, sino que se
realice, igual que un plan de pensiones, con carácter 
indefinido, y por otro lado, no debería prever la
posibilidad de rescate de las aportaciones -aunque se pudo
726Anexo: C.C. n° 37.
727Anexo: C.C. n° 168.
543
Mejoras y convenio colectivo
comprobar que la dicción legal en este punto no era 
decisiva-728.
62. Por otro lado, en algunos convenios colectivos se 
prevé la combinación de ambos instrumentos, uno para 
externalizar los complementos por pensiones que tiene 
establecidos la empresa, y otro respecto del seguro 
colectivo de vida que también tiene concertado729, o bien 
porque prevé que, por las características del régimen que 
se pretende implantar para el colectivo más antiguo de la 
empresa, -de prestación definida- quizá no sea posible 
adoptar un plan de pensiones debido a los límites legales 
de aportación que establece la LPFP, si bien, sólo de darse 
esta situación se optaría por un contrato de seguro730.
63. Resta hacer referencia a aquellos convenios que 
ponen de manifiesto la necesidad de adaptación a la nueva 
normativa, pero no se pronuncian por ninguno de estos dos 
instrumentos en concreto, sino que prevén la creación de 
una Comisión formada por representación de ambas partes 
para estudiar la materia sobre derechos pasivos, e 
instaurar un nuevo régimen, señalando, en uno de los casos, 
los criterios . por los que debe guiarse, así como que se
728Realmente lo que están contratando estas empresas, son las 
llamadas pólizas de seguro colectivo de carácter diferido, 
instrumento utilizado en el tráfico mercantil básicamente con 
fines de previsión por jubilación. Así ocurre también en los C.C. 
n° 122 y 158.
729Anexo: C.C. n° 230.
730Anexo: C.C. n° 146.
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trate de un fondo externo, de aportación definida y 
desvinculado de la Seguridad Social731.
64. Por último, en materia de externalización de los 
compromisos por pensiones, se pueden ya observar ciertos 
comportamientos que llevan a plantearse si cumplen con lo 
dispuesto en la Disposición Adicional Primera de la LPFP.
Ya se analizó en otro momento que esta Disposición 
pretende realmente prohibir la constitución de fondos 
internos por las empresas en los que éstas mantengan la 
titularidad de los mismos, de ahí que se planteara la 
utilización de otros instrumentos o mecanismos, no 
necesariamente un plan de pensiones o un contrato de 
seguro, con tal de que la empresa no mantuviera esa 
titularidad, salvo la utilización de contratos de seguro 
que no cumplan con las especialidades que aquélla 
Disposición impone.
Siguiendo esta hipótesis interpretativa, sería válido 
un sistema como el que se diseña en algún convenio 
colectivo, según el cual, para el pago de los complementos 
por pensiones de jubilación e invalidez, se crea un modelo 
que -dice expresamente- no se ajusta a la LPFP, sino que 
es un modelo mixto, ni de reparto ni de capitalización, en 
el que no se constituyen reservas financieras para las 
jubilaciones de la plantilla activa; asimismo -continúa- 
a fin de compatibilizar la gestión de este sistema con el 
carácter necesariamente deducible de las dotaciones al
731Anexo: C.C. n° 45 y 87.
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fondo732, se depositarán las cantidades en entidad ajena 
debidamente autorizada con objeto de administrarlas, bajo 
control de una Comisión Gestora compuesta por 
representantes de la empresa y de los trabajadores, así 
como por representantes de la entidad que se elija733 .
Con esta modalidad "sui géneris" se consigue que el 
fondo no sea interno y por tanto que no sea utilizado 
fraudulentamente por la empresa, pero no se consigue 
dotarlo de las garantías que ofrece la LPFP, como son 
-entre otras muchas- la exigencia de un margen de 
solvencia, y de provisiones matemáticas y técnicas 
suficientes, así como los especiales requisitos que deben 
cumplir las entidades gestoras y depositarlas de los planes 
de pensiones, para actuar como tales. Exigencias que vienen 
en cierto modo a configurarse en régimen de garantías de 
los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, 
y por tanto, en un particular desarrollo del artículo 8 de 
la Directiva 80/987/CEE.
732Recuérdese que la normativa tributaria exige para su 
deducción, que estos fondos sean externos a las empresas, vid.
supra capítulo segundo, II, n°21.
733Anexo: C.C. n° 228.
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CAPITULO QUINTO
LA MODIFICACION Y EXTINCION DE LAS MEJORAS 
VOLUNTARIAS: AUTONOMIA INDIVIDUAL Y
COLECTIVA.-
I. ALCANCE DEL ARTICULO 192 DE LA LQSS.
1. El punto de partida en esta concreta materia viene 
de la mano de la propia normativa de la Seguridad Social. 
Así, el segundo apartado del artículo 192 de la LGSS 
-reiterado en al art.13 de la OMV de 1966- establece que 
"no obstante el carácter voluntario, para los empresarios, 
de la implantación de las mejoras a que este articulo se 
refiere, cuando al amparo de las mismas un trabajador haya 
causado el derecho a la mejora de una prestación periódica, 
ese derecho no podrá ser anulado o disminuido, si no es de 
acuerdo con las normas que regulan su reconocimiento".
El ámbito de aplicación de este artículo viene acotado 
por los límites siguientes:
a) - se refiere exclusivamente a las mejoras ya 
causadas, es decir, a aquéllas que constituyen derechos 
adquiridos para los trabajadores y no meras expectativas 
de derechos.
b) - para estos supuestos, el procedimiento a seguir 
debe ser el establecido en la misma norma que dio origen 
a la concreta mejora.
Sobre el alcance de ambos puntos se han manifestado 
doctrina y jurisprudencia, en los términos siguientes:
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a) - Respecto . a la primera parte del precepto, la 
cuestión se limita a concretar en este ámbito las 
diferencias que permitan distinguir entre un derecho 
adquirido y una simple expectativa de derecho, pues sólo 
respecto de la primera situación las mejoras voluntarias 
están sujetas al procedimiento establecido en el mismo 
artículo para proceder a su modificación o extinción.
El artículo transcrito utiliza la expresión causar el 
derecho, lo que equivale a reunir todos los requisitos 
necesarios para adquirir o hacer propio un derecho, el 
cual, mientras no se hubieron reunido tales requisitos, era 
una simple expectativa o posibilidad de llegar a 
adquirirlo.
2. Las diferencias entre derecho adquirido y 
expectativa de derecho ha sido valorada por los Tribunales, 
en Sentencias cuyos antecedentes de hecho contemplan las 
consecuencias de la sucesión en el tiempo del régimen de 
previsión complementaria aplicable a los trabajadores de 
una determinada empresa.
Así, el Tribunal Supremo, señala que "para que un 
derecho adquirido pueda considerarse existente, dentro de 
una relación intertemporal o de sucesión de normas, tiene 
que haberse producido la consolidación de una situación 
jurídica bajo el imperio del ordenamiento anterior...la 
consolidación de un derecho requiere la concurrencia de 
cuantos requisitos sean necesarios para el 
perfeccionamiento del acto, según las exigencias de la 
anterior normativa..."
De esta manera, considera el Tribunal que no existe 
consolidación del derecho respecto del complemento a que
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los trabajadores hubieran accedido al cumplir los 64 años, 
ya que éste desaparece y dichos trabajadores cumplen la 
citada edad cuando el régimen de previsión ya había sido 
transformado, y se trata por tanto de una mera expectativa 
de derechos734.
Un supuesto similar se da en Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña, de 10 de julio de 
1992735, donde se señala que la protección de derechos 
adquiridos se refiere en todo caso a derechos y no a 
posibilidades de llegar a obtenerlos, es decir, no a 
simples expectativas como se consideró la que ostentaba la 
viuda, cuyo marido, previamente jubilado bajo un 
determinado régimen de previsión del que venía percibiendo 
un complemento de pensión, fallece en un momento en que 
aquel régimen había sido transformado, no contemplando el 
nuevo régimen derecho alguno para la viuda, como sí 
contemplaba el sistema de previsión bajo el que su marido 
se jubiló en su día.
En definitiva, y como se desprende de los citados 
ejemplos, las meras expectativas de derechos no tienen 
garantizado su mantenimiento en el tiempo. Ello quiere 
decir que la misma voluntad que las puede crear las puede, 
en un momento dado, modificar o extinguir. Lo cual 
significa un alto grado de inseguridad en un terreno como 
éste, en el que normalmente se requiere de un largo período 
de tiempo para causar el derecho a una mejora voluntaria,
734SS.TS de 7 de abril de 1993, -Ar.2916-, de 20 de noviembre 
de 1993, -Ar.8919-, de 18 de enero de 1994, -Ar.199-, de 24 de 
enero de 1994, -Ar.369-, y de 7 de julio de 1994, -Ar.7042-,
todas ellas sobre el mismo supuesto de hecho.
735Ar.S.4026/1992 .
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o, al menos, a una de las más importantes como es la de 
jubilación -años de antigüedad en la empresa, una edad 
avanzada-, y, sin embargo, la pérdida de estas 
expectativas, como ha señalado la jurisprudencia, no 
generan derecho a compensación alguna para el trabajador, 
al menos cuando la pérdida de expectativas deviene de una 
transformación del sistema de previsión736, ya que, en el 
supuesto en el que la causa es la extinción de la relación 
laboral, en un caso determinado y prácticamente aislado, 
el Tribunal Supremo valoró las posibles ventajas y 
beneficios de carácter económico y fiscal que obtuvo la 
empresa a consecuencia del sistema de previsión social 
establecido para sus trabajadores y, ante la extinción del 
contrato de uno de ellos, entendió el Tribunal que, si bien 
no podía suponer la pervivencia del correspondiente régimen 
complementario pactado, sí merecía la oportuna estimación 
compensa toria737.
3. La inseguridad que rodea la situación de 
expectativa de derechos ha sido puesta de manifiesto por
736E1 Tribunal Supremo así lo consideró respecto de los 
trabajadores de determinada empresa que reclamaron una 
compensación por pérdida de expectativas motivadas por el cambio 
de sistema de previsión de la empresa a planes de pensiones. 
Alegaban los trabajadores la naturaleza de salario diferido de 
las aportaciones que realizaron a aquel sistema, sin embargo, 
señala la Sentencia que "siempre que se respetaran los derechos 
ya causados, -lo cual en efecto se hizo-, las partes legitimadas 
para la negociación colectiva podían hacer lo que hicieron: 
extinguir el sistema complementario anterior sustituyéndolo por 
un Plan de pensiones", S.TS de 17 de enero de 1996, -Ar.4121-,
entre otras.
737S.TS de 16 de mayo de 1990, -Ar.4344-.
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la doctrina738, planteándose en estos casos si no estamos 
ante un incumplimiento por nuestro derecho interno de la 
Directiva, ya otras veces mencionada, sobre protección de 
los trabajadores en supuestos de insolvencia del 
empresario, -Directiva 80/987/CEE-, cuyo artículo 8, como 
vimos, hace un llamamiento a los Estados miembros para 
proteger los intereses de los trabajadores y de las 
personas que han dejado la empresa, a sus derechos 
adquiridos y a sus derechos en curso de adquisición a 
prestaciones de vejez y supervivencia, en virtud de 
regímenes complementarios.
Los derechos en curso de adquisición no pueden ser 
otra cosa que lo que conocemos como expectativas de 
derechos. De hecho los propios Tribunales y la doctrina 
utilizan ambos términos indistintamente, y puede concluirse 
que, durante mucho tiempo únicamente con el artículo 192 
de la LGSS no se ha garantizado esta protección. Ahora 
bien, como vimos al analizar las novedades introducidas por 
la LOSSP. a través de la Disposición Adicional Primera de 
la LPFP, se ha considerado por el legislador que aquella 
Directiva queda ya plenamente incorporada a nuestro derecho 
interno con la obligación de las empresas de canalizar las 
mejoras voluntarias a través de contratos de seguro o 
planes de pensiones, o quizá también a través de cualquier 
otra fórmula en la que la titularidad de los bienes afectos
738GONZALO GONZALEZ,B., "Las funciones de .la iniciativa 
privada de la Seguridad Social...", op. cit., págs. 888 y 889;
Asimismo GARCIA BECEDAS alude a la naturaleza reversible de 
las mejoras mientras se encuentras en situación de expectativa, 
GARCIA BECEDAS,G., "La Seguridad Social Complementaria en 
España", III Congreso Nacional.... op. cit., págs.39 y 40;
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a estos fines no quedase en manos de la empresa, si bien, 
tal interpretación no era la más recomendable739.
Por tanto, para abordar los términos de la concreta 
protección en materia de expectativas de derechos, debe 
distinguirse el instrumento de gestión elegido -conforme 
a la Disposición Adicional Primera de la LPFP- y analizar 
desde el régimen jurídico de cada uno de ellos, la posición 
de garantía que puedan ostentar los trabajadores respecto 
de sus expectativas de derechos a mejoras voluntarias 
gestionadas por tales instrumentos.
1) - Gestión a través de un Plan de Pensiones.- En
este caso, como se pudo comprobar, una de las 
características de todo plan es que la titularidad de los 
recursos afectos al mismo pertenece a los partícipes 
-trabajadores activos- y a los beneficiarios -trabajadores 
pasivos y supervivientes-, art.8.4 LPFP. Y respecto de los 
primeros, esta titularidad se materializa a consecuencia 
de la aplicación del principio básico de cualquier plan de 
pensiones, de atribución de derechos -art. 5.1.d) LPFP-, 
según el cual, los trabajadores ostentan un derecho 
consolidado, lo cual significa que las aportaciones que 
vayan realizando, bien directamente, bien a través de 
imputaciones de la empresa, determinan para los citados 
trabajadores la consolidación de un derecho -art.8 LPFP y 
art.10 RPFP-. Estos derechos están protegidos frente a 
injerencias externas, ya que no podrán ser objeto de
739Vid. supra capítulo segundo, II, n°44.
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embargo, ni traba judicial o administrativa, hasta el 
momento en que se cause la prestación, -art. 8.8 LPFP-.
Así pues, las meras expectativas de derechos se
transforman, cuando interviene un plan de pensiones, en 
derechos consolidados para los partícipes, cuyo 
mantenimiento está garantizado frente a la voluntad de 
terceros y se encuentran, por tanto, afectos exclusivamente 
al pago de las futuras prestaciones.
2) - Gestión a través de un contrato de seguro.- Este 
supuesto, como vimos, afecta tanto a los casos en que 
intervienen compañías de seguro privadas como mutualidades 
de previsión social, pues las diferencias que pudieran
existir sobre este particular, de haberlas, serán 
incorporadas en su caso por el futuro Reglamento que venga 
a desarrollar la Disposición Adicional Primera de la LPFP.
En principio, al analizar el texto de esta 
Disposición, llegamos a la conclusión de que la imputación 
de las aportaciones a los trabajadores, o lo que es lo
mismo, la atribución a los trabajadores asegurados de la
titularidad de las aportaciones que realizan directamente 
o realizadas por el empresario en concepto de prima, no 
parecía un requisito obligatorio en este tipo de seguros, 
sino más bien algo opcional, -párrafo 11o- y que sin duda 
las partes sociales, al negociar el compromiso por 
pensiones, podrían exigir.
Asimismo, tampoco garantiza esta Disposición la 
afectación exclusiva de estos bienes al fin propio del pago 
de las prestaciones, pues no se aclara si los trabajadores
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podrían rescatar antes sus aportaciones y, lo que es más 
importante, no se aclara si podrían movilizar sus 
"derechos" a otro contrato o a un plan de pensiones. Estas 
cuestiones solo se fijan respecto de la figura del 
empresario tomador del seguro, el cual podría movilizar los 
recursos acumulados a otro contrato de seguro o a un plan 
de pensiones, favoreciendo, pues, el cambio de compañía 
aseguradora o la posibilidad de abandonar el instrumento 
aseguratorio para incorporarse o crear un plan de 
pensiones, -párrafo 7o-.
Habrá que esperar, pues, a la interpretación y alcance 
que se le quiera dar a esta Disposición por parte del 
futuro Reglamento de desarrollo, especialmente a aquellos 
párrafos de los que se deduce la intención de acercarse en 
lo posible a la regulación establecida para los planes y 
fondos de pensiones, -como son los párrafos octavo y 
duodécimo-.
Mientras tanto, solo podemos partir de la situación 
actual, la cual demuestra que no hay particularidad alguna 
en el tratamiento de las expectativas de derechos aunque 
intervenga una compañía de seguros, pues éstas han sido 
objeto de modificación o extinción sin derecho a 
compensación alguna para el trabajador, ni en el caso en 
el que hubiera participado en el pago de las primas.
Así, cuando los trabajadores alcanzan la edad fijada 
como máxima para permanecer protegidos por la póliza, 
fijada con carácter general en los convenios colectivos en
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65 años o en el pase a la jubilación del trabajador740, así 
como cuando su relación laboral se extingue, también se 
extinguen lo que hasta el momento no eran más que 
expectativas de derechos o derechos en curso de 
adquisición741.
b) - Respecto de la segunda parte del artículo 192 de 
la LGSS, de ella se deduce que es la norma que crea la 
mejora la que debe establecer el régimen jurídico que la 
acompañe durante toda su vida742, y por tanto, es la fuente 
que da origen a la misma la que debe contemplar las causas 
que darían lugar a su disminución o anulación una vez se 
han transformado en derechos adquiridos.
4. El primer planteamiento a realizar es si la 
utilización del término "norma" debe interpretarse 
estrictamente y alcanzar exclusivamente a la fuente que 
tiene tal valor. Con una interpretación en tal sentido, 
este precepto no sería aplicable a las mejoras voluntarias 
establecidas unilateralmente por el empresario, o incluso
740Si bien, algunos convenios incorporan en sus cláusulas 
menciones concretas, que posibilitan que los trabajadores que se 
jubilen puedan continuar acogidos a la póliza correspondiente, 
si así lo aceptan voluntariamente y a su exclusivo cargo, o con 
una reducción del capital, C.C. n° 60, 177; en otros casos, se 
establece expresamente que aquellos que se jubilen 
anticipadamente serán mantenidos en la póliza hasta que cumplan 
los 65 años, C.C. n° 176, 221, -anexo-.
741Vid. sobre el particular, BENAVENTE TORRES, M.I., "Los 
Seguros complementarios en la negociación., op. cit., pág.136 
y ss; YANINI BAEZA,J., "Las Mejoras Voluntarias...", op. cit., 
pág. 235 y ss.
742GALLARDO M0YA,R., Las mejoras complementarias..., op. 
cit., págs.22 y 23.
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por aquellos pactos colectivos que no alcanzaran aquel 
rango. Sin embargo, tal interpretación desvirtuaría la 
finalidad misma del precepto que es, como se desprende el 
inicio del párrafo, evitar precisamente supuestos de 
disponibilidad unilateral de la mejora por el empresario, 
cuando ésta se ha transformado en un derecho, y por tanto 
en este precepto se debe dar cabida a cualquiera de las 
fuentes originadoras de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social743.
Por otro lado, cuando la norma que crea la mejora es 
clara en lo que se refiere a las causas que puedan llevar 
a la extinción o modificación de la misma, los Tribunales 
no dudan en aplicar tal régimen sean cualesfueren las 
consecuencias744.
743En el mismo sentido, LUQUE PARRA,M., "La modificación o 
extinción unilateral de las mejoras voluntarias por parte del 
empresario", R.L.. n°23, 1996, pág.45.
Asimismo, el TSJ de Cataluña, en Sentencia de 19 de mayo de 
1993, -Ar.2521-, señala que la mejora establecida unilateralmente 
por la empresa, una vez reconocido el derecho a su percibo, pasa 
a integrar el marco de protección de la beneficiaria...su 
estatuto jurídico de pensionista que no puede verse alterado por 
la arbitraria voluntad de la empresa, sin sujeción a norma 
alguna.
744As í , en el supuesto en el que se señala que la mejora 
consiste en una prestación complementaria a la otorgada por la 
Seguridad Social, de manera que una sumada a la otra alcance una 
determinada cuantía, ello implica que alcanzado este porcentaje 
por las sucesivas revalorizaciones de la prestación básica, la 
mejora se extinga, -T.S. de 12 de noviembre de 1993, -Ar.8687. 
Sin embargo, cuando expresamente la mejora consiste en un 
complemento de carácter vitalicio, fijo y no absorbible con las 
futuras revalorizaciones de las prestaciones básicas, es esta 
condición la que acompaña a la mejora durante toda su vida, S.TSJ 
del País Vasco, de 26 de octubre de 1993, -Ar.4302-, en el mismo 
sentido, S.TSJ de Valencia, de 30 de enero 1992, -Ar.S.379-.
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No obstante, el mayor problema en la aplicación de 
este precepto es precisamente su inaplicación práctica, 
motivada por la falta de cualquier previsión en la norma 
que crea la mejora de las causas que, a lo largo de su 
desarrollo, podrían determinar su modificación o extinción. 
Precisamente por ello, y ante el peligro de que estas 
mejoras periódicas y vitalicias en algunos casos, se 
conviertan en una pesada carga para las empresas, ha sido 
necesario buscar acomodo en las soluciones que aporta la 
normativa laboral, como no podía ser de otra manera.
5. Y por lo que respecta a las expectativas de 
derechos, con base en el artículo 192, la misma voluntad 
que las crea puede modificarlas o disminuirlas. Ahora bien, 
teniendo en cuenta la inseguridad que ello provoca, no se 
ha admitido abiertamente que la empresa unilateralmente las 
anule de una forma arbitraria, sino que se han empleado los 
recursos existentes en el ordenamiento jurídico laboral el 
cual se caracteriza por exigir la causalidad en todo tipo 
de actuación unilateral que afecte a la prestación de 
trabajo o a la relación laboral -extinción del contrato, 
modificación sustancial, incluso en el uso del ius variandi 
empresarial en los casos de modificaciones no sustanciales 
de condiciones de trabajo745-.
Así pues, debemos recurrir a las reglas e instrumentos 
que ofrece el ordenamiento laboral para modificar o 
extinguir condiciones laborales, en el que. se contemplan
745S.TS de 19 de enero de 1984, -Ar.69-
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soluciones diferentes según la fuente objeto de 
modificación.
1.- MEJORAS VOLUNTARIAS ESTABLECIDAS A TRAVES DE
CONVENIOS COLECTIVOS.-
6. Precisamente, la solución a estos supuestos se ha 
planteado en mayor número de ocasiones cuando es el 
convenio colectivo el que se constituye en fuente de la 
correspondiente mejora. En tales casos, como afirma MARTIN 
VALVERDE, la mejora pactada no puede sustraerse a las 
reglas y principios que afectan a aquel instrumento, por 
lo que la continuidad del nivel de protección pactado en 
un determinado convenio colectivo, queda en manos de la 
propia autodefensa de los interesados en sucesivas 
negociaciones746.
Y precisamente por ello, será el régimen jurídico 
aplicable a la sucesión de convenios la base jurídica que 
sirva a las partes para actuar en materia de mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, igual que en cualquier 
otra materia susceptible de negociación colectiva. Mientras 
que, si la modificación o extinción de la mejora se intenta 
producir durante el período de vigencia del convenio 
colectivo, tendremos que acudir a los instrumentos jurídico 
laborales que regulan la modificación de las condiciones 
de trabajo.
746MARTIN VALVERDE, A., Las Mejoras Voluntarias. . . . op. cit.,
pág.153.
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A) Sucesión de Convenios Colectivos.-
7. El régimen jurídico sobre las reglas de sucesión 
de convenios viene establecido en el artículo 82.4 del ET# 
según el cual, "el convenio colectivo que sucede a uno 
anterior puede disponer sobre los derechos reconocidos en 
aquél. En dicho supuesto se aplicará, integramente, lo 
regulado en el nuevo convenio".
Se da la circunstancia de que este apartado fue 
incorporado por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, que reformó 
el Estatuto de los Trabajadores y otras normas laborales, 
provocando con ello cierta confusión que hizo plantearse 
a la doctrina si en materia de sucesión de convenios la 
citada Ley venía a introducir un nuevo régimen jurídico. 
La polémica surgió fundamentalmente porque simultáneamente 
se introdujo un nuevo apartado cuarto al artículo 86 del 
ET, según el cual, "el convenio que sucede a uno anterior 
deroga en su integridad a este último, salvo los aspectos 
que expresamente se mantengan".
La similitud entre ambos preceptos generó en la 
doctrina la fundada incertidumbre sobre si no se está 
realmente queriendo añadir algo más y modificando por tanto 
el régimen jurídico aplicable hasta ese momento. Así, SALA 
FRANCO, entre otros, se planteó la posibilidad de que el 
artículo 82.4 esté de hecho permitiendo que un convenio 
posterior pueda disponer sobre derechos adquiridos por los 
trabajadores bajo la vigencia del convenio anterior, 
señalando en tal caso las posibles incidencias que ello 
podría tener sobre las mejoras voluntarias de pensiones 
reconocidas en favor de actuales pensionistas, lo cual
559
Modificación v extinción de las mejoras.
supondría, según el mismo autor una posible vulneración del 
artículo 9.3 de la CE747 .
Procede, por tanto, en primer lugar, analizar el 
estado de la cuestión en los momentos previos a la entrada 
en vigor de la Ley 11/1994.
8. Hasta entonces, es doctrina jurisprudencial 
consolidada, la aplicación del principio de modernidad y 
sucesión normativa, según el cual los convenios colectivos 
limitan su vigencia al ámbito temporal pactado, sin que, 
vencido éste y sustituido el convenio por otro posterior, 
puedan mantener eficacia cláusulas de aquél que fueran 
contrarias a las contenidas en éste, incluso cuando la 
nueva cláusula comparada con la precedente, pudiera ser 
considerada menos favorable, ya que no parece pueda ser 
actualmente considerado como principio información del 
ordenamiento laboral el llamado de irreversibilidad. 
Consiguientemente el valor normativo que corresponde a los 
convenios colectivos estatutarios determina, ante la 
sucesión de convenios colectivos, la aplicación del
747SALA FRANCO, T., La Reforma del Mercado de Trabajo. 
ed.CISS, 1994, pág.241.
Asimismo DEL REY señala la problemática que ello supondría, 
y que, si lo que ha querido el legislador ha sido la no creación 
por convenio colectivo de condiciones más beneficiosas, no era 
estrictamente necesario, pues ya la jurisprudencia viene negando 
la existencia de condiciones más beneficiosas "normativas", DEL 
REY GUANTER,S., "Transformación del sistema de negociación 
colectiva y "refundación" de la teoría jurídica de los convenios 
colectivos", AAW, La Reforma de la Negociación Colectiva, 
-coordinadores DEL REY GUANTER y ALARCON CARACUEL,M .R .-, ed. 
Marcial Pons, 1995, págs.46 y 47.
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vigente, pues esto es lo que procede conforme al principio 
de modernidad748.
En definitiva, nada impide que un convenio posterior 
establezca una regulación menos favorable que aquél al que 
sucede, y sólo se mantendrán aquellas cláusulas que el 
nuevo convenio expresamente mantenga y aquellos derechos 
que se constituyan en condiciones más beneficiosas, 
susceptibles de serlo, como ya se señaló en su momento, 
sólo si tienen su origen en contrato individual749.
Por lo que respecta a la aplicación de este principio 
de modernidad y sucesión normativa a las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, significaba que el 
convenio posterior podía establecer una regulación de las 
mismas menos favorable a la contenida en el convenio 
anterior, pero ello solo debía afectar a las meras 
expectativas de derechos, ya que el nuevo convenio debía 
respetar los complementos de pensiones ya causados750, 
adecuándose así, tanto a las exigencias del artículo 192 
de la LGSS, como a la teoría sobre protección de derechos 
adquiridos que mantiene el Tribunal Supremo • en las 
Sentencias ya citadas al comienzo de este epígrafe, así 
como a la interpretación dada por el Tribunal 
Constitucional al artículo 9.3 de la Constitución.
748SS.TS de 5 de junio de 1991, -Ar.5235-, 23 de septiembre 
de 1991, -Ar.6474- y de 11 de mayo de 1992, -Ar.3542-, entre
otras.
749CAMPS RUIZ, L .M . , "La Condición más Beneficiosa", III 
Congreso Nacional.... op. cit., pág.229 y ss.
750SS.AN de 16 de abril de 1991, y 23 de junio de 1993, 
publicadas en A.L. n°38/l991, M.924 y n°4l/1993, M.1328,
respectivamente; S.TS de 17 de enero de 1996, -Ar.4121-, entre
otras.
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Así es, y esta misma interpretación ha sido acogida 
por el Tribunal Constitucional para referirse a las meras 
expectativas de derechos, estableciendo que "sólo puede 
afirmarse que una norma es retroactiva a los efectos del 
artículo 9.3 de la Constitución cuando incide sobre 
relaciones consagradas y afecta a situaciones agotadas y 
que no puede hablarse de limitar derechos que no 
existen"751.
Sin embargo, cuando el Alto Tribunal ha tratado de 
supuestos en que una norma posterior ha incidido en 
derechos consolidados o declarados bajo una normativa 
anterior, ha ofrecido otro punto de vista del precepto 
constitucional, afirmando que "el ordenamiento jurídico, 
por su propia naturaleza, se resiste a ser congelado en un 
momento histórico determinado: ordena relaciones de
convivencia humana y debe responder a la realidad social 
de cada momento, como instrumento de progreso y de 
perfeccionamiento...La retroactividad será inconstitucional 
sólo cuando se trate de disposiciones sancionadoras no 
favorables o en la medida que restrinja derechos 
individuales..."no obstante, insiste el Tribunal en que, 
si bien es difícil evitar que una norma incida sobre 
relaciones jurídicas preexistentes, deben contener "unas 
cautelas de transitoriedad que reglamenten el ritmo de la 
sustitución de uno por otro régimen jurídico"752.
Asimismo, acotando en mayor medida el sentido del- 
artículo 9.3, el Tribunal Constitucional señala que "lo que
751S.TCO 108/1986, de 26 de julio, -B.J.C. n°64-65/l986-.
752S.TCO 38/1981, de 20 de julio, -B.J.C. n°6/l981-.
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se prohíbe en el artículo 9.3 es la retroactividad 
entendida como incidencia de la nueva ley en los efectos 
jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de 
suerte que la incidencia en los derechos, en cuanto a su 
proyección hacia el futuro, no pertenece al campo estricto 
de irretroactividad, sino al de la protección que tales 
derechos, en el supuesto de que experimenten alguna 
obligación, hayan de recibir"755.
En conclusión, cuando la Ley 11/1994 entra en vigor 
era generalmente aceptado, que un convenio posterior 
pudiera establecer una regulación menos favorable que la 
contenida en el convenio anterior al que sustituye, 
cuestión que, respecto de las mejoras voluntarias 
significaba la posibilidad de afectar a las expectativas 
de derechos y a su vez, el necesario respeto a los derechos 
adquiridos, sólo alterables en lo que respecta a su 
proyección hacia el futuro754.
9. Estando así las cosas, surge la Ley 11/1994, 
añadiendo un nuevo apartado cuarto en los artículos 82 y 
86 en términos semejantes que han provocado una 
generalizada reacción doctrinal.
753S.TCO 42/86, de 10 de abril, -B.J.C. n°61/l986-.
754S.TCO 42/86, op. cit.
Un supuesto de proyección hacia el futuro se considera el 
régimen de revalórización de complementos de pensiones ya 
causados en virtud de un convenio anterior, de modo que la nueva 
norma puede desplegar sus efectos sobre las futuras pensiones y 
sobre las posteriores subidas de las antiguas, SS.AN de 27 de 
enero de 1993, publicada en D.L. n°40/l993, pág.222; de 31 de 
marzo de 1993, D.L., n°40/l993, pág.278; de 3 de septiembre de
1993, D.L. n°41/l993, pág.340; y SS.TS de 28 de septiembre de
1994, -Ar.7258-, de 14 de julio de 1995, -Ar.6255- y 26 de julio 
de 1995, -Ar.6722-.
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Así, mayoritariamente la doctrina considera que no se 
ha hecho sino incorporar al ET los criterios sobre sucesión 
que ya la doctrina y jurisprudencia venían manteniendo, 
pues otra interpretación iría en contra del artículo 9.3 
de la CE755 . En cambio, GONZALEZ ORTEGA, entiende que, en 
base al artículo 82.4 "la norma colectiva podrá disponer 
de derechos ya causados en base al convenio anterior, 
siempre que dicha disposición (exigencia que está implícita 
en la propia justificación de tal facultad) se haga en 
beneficio del interés colectivo que el convenio 
expresa"156, matizando no obstante, que "la disposición de 
tales derechos sólo podrá afectar a los trabajadores que 
continúen sometidos a la norma colectiva", y, en 
consecuencia, no afectará a las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social que disfruten los trabajadores pasivos, 
"derechos que no pueden ser suprimidos o modificados de tal
755SALA FRANCO, T., La Reforma del Mercado de Trabajo, op. 
cit., pág.241; CAMPS RUIZ,L.M., La Nueva Regulación del Mercado 
de Trabajo, op. cit., págs. 3 6 y ss.; ALFONSO MELLADO,C.L., "La 
negociación colectiva tras la reforma del Estatuto de los 
Trabajadores", T.S.. n°43, 1994, pág.101; VALDÉS DAL-RÉ,F.,
"Algunos aspectos de la reforma del marco de la negociación 
colectiva", AAW, La Reforma del Estatuto de los Trabajadores, 
-coordinadores VALDÉS DAL-RÉ y CASAS BAAMONDE,M .E .-, ed.La Ley, 
1994, págs. 290 y 291; MONTOYA MELGAR,A., GALIANA MORENO,J.M., 
SEMP3RE NAVARRO,A.V. y RIOS SALMERON,B., Comentarios al Estatuto 
de los Trabajadores. ed.Aranzadi, 1995, págs.414 y 415; MARTIN 
VALV2RDE,A. , RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ,F. y GARCIA MURCIA,J., 
Derecho del Trabajo. 4*ed., 1995, pág.360;
756Esta facultad del convenio colectivo de poder disponer sin 
límites de tales derechos es apoyada por este autor en diversas 
razoies, entre otras:
la garantía máxima de la función reguladora y 
homogeneizadora del convenio colectivo.
- la primacía del interés colectivo cuando se confronta con 
el iaterés individual.
- la facultad colectiva de disponer de derechos individuales 
(S.TCO 208/93, de 28 de junio)...
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manera que se vean afectados sus rasgos básicos", pues en 
tal caso sí se actuaría en contra del artículo 9.3 de la 
CE757.
Por tanto, es la doctrina mayoritaria la partidaria 
de no dar mayor importancia a los apartados incorporados 
en los artículos 82.4 y 86.4, especialmente al primero de 
ellos, que, aunque llegara a admitirse que con él se 
pretenda otra cosa, no podrá afectar a derechos adquiridos 
en materia de mejoras por pensiones que disfrutan los 
trabajadores pasivos758 .
Además, la aparente similitud de ambos preceptos no 
implica más que completar la regulación dentro de la 
función que cumple cada uno de ellos, es decir, el artículo 
86 adolecía, hasta la incorporación del apartado cuarto, 
de una laguna, ya que era necesario acudir a una 
interpretación a sensu contrario de su apartado tercero, 
en los siguientes términos: puesto que las cláusulas
normativas de un convenio vencido .y denunciado subsisten 
en tanto no sean sustituidas por un nuevo convenio -86.3-, 
una vez sustituidas, pierden su vigencia, y por tanto, el
757GONZALEZ ORTEGA, S., "Contenido negocial y sucesión de 
convenios", A A W , La Reforma de la negociación colectiva, 
ed.Marcial Pons, op. cit., págs.117 y 118.
758En contra, DEL REY y GALA que, admitiendo por vía del 
artículo 82.4 del ET que un convenio posterior pueda reducir o 
neutralizar derechos adquiridos durante la vigencia del convenio 
anterior, señalan la posibilidad de que los trabajadores pasivos 
puedan resultar también afectados, si bien, siempre que la medida 
tenga una mínima razonabilidad y proporcionalidad en relación al 
interés colectivo que lo justifica y en segundo lugar, que no se 
creen situaciones de indefensión para los colectivos afectados, 
DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN,C., "Protección social y 
negociación colectiva", AAW, Seguridad Social v Protección 
social.... op. cit., pág.296.
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apartado cuarto viene a completar el régimen de vigencia 
de los convenios colectivos.
En cambio, por lo que respecta al artículo 82.4, debe 
interpretarse desde el punto de vista de la eficacia de los 
convenios. La posibilidad de una nueva regulación, cuyo 
contenido de derechos resulte menos favorable que el 
anterior, no es necesario llegar a deducirla del apartado 
cuarto del artículo 86, dedicado exclusivamente a la 
vigencia de los convenios, sino que resultaría más adecuado 
que una declaración en tal sentido se incluyera en un 
precepto dedicado a la eficacia de los convenios
colectivos.
B) Modificación de las Condiciones de Trabajo.-
10. El instrumento básico que proporciona el
ordenamiento laboral para la modificación de las 
condiciones de trabajo pactadas en convenio colectivo, 
antes de la pérdida de vigencia del mismo, se reduce
exclusivamente al contemplado en el artículo 41 del ET 
sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo759.
En el presente estudio se parte de un concepto amplio 
del término condiciones de trabajo que engloba las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, primer presupuesto para 
considerar la posibilidad de aplicarles el artículo 41 del 
ET, que es analizado en un momento posterior760.
759Sin perjuicio de la posibilidad de descuelgue salarial 
contenida en el artículo 82.3 y de las consecuencias derivadas 
de la aplicación del régimen de concurrencia de convenios
previsto en el artículo 84.
760Vid. infra capítulo quinto, n°15.
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El apartado segundo establece que las modificaciones 
de condiciones de trabajo establecidas por convenios 
colectivos sólo podrán producirse por acuerdo entre la 
empresa y los representantes de los trabajadores y sólo 
respecto de las siguientes materias: horario, régimen de 
trabajo a turnos, sistema de remuneración, y sistema de 
trabajo y rendimiento.
La posibilidad de modificar las condiciones 
establecidas en un convenio colectivo fue incorporada por 
la Ley 11/1994 como una manifestación más de la finalidad 
que inspiró tal norma, "proporcionar al empresario 
instrumentos de gestión que mejoren la competitividad de 
la empresa, eliminando trabas administrativas y facilitando 
el ejercicio del poder del empresario", -Exposición de 
Motivos-.
Ello significa, como ha puesto de manifiesto la 
doctrina, que para el convenio colectivo y respecto de las 
materias señaladas, entra en juego la cláusula rebus sic 
stantibus761.
Ya no es preciso, pues, esperar al término de la 
vigencia de un convenio para que en la empresa puedan 
producirse adaptaciones al cambio de circunstancias, si 
bien, la utilización del artículo 41 requiere de la 
concurrencia de una causa económica, técnica, organizativa
761ALBIOL MONTESINOS, I. , "La nueva regulación de la movilidad 
geográfica y de la modificación sustancial de condiciones de 
trabajo", T.S.. n°43, 1994, pág.74; DEL REY GUANTER,S.,
"Transformación del sistema de negociación colectiva y 
"refundación...", AAW, La Reforma de.... op. cit., pág.44.
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o productiva, y el instrumento ofrecido no es otra cosa que 
una nueva negociación entre la empresa y los representantes 
de los trabajadores. No cabe, pues, una imposición 
unilateral ni, como ocurría antes de la reforma, la
intervención decisoria -aunque limitada 
constitucionalmente762- de la Administración. En resumidas 
cuentas, para modificar un convenio colectivo, el artículo 
41 del ET establece un procedimiento especial que garantice 
en todo caso un consenso entre las partes, y limita 
considerablemente las materias que podrían ser objeto de 
modificación ante tempus, lo que significa que sólo a
través de esta vía pueden modificarse condiciones de 
trabajo reguladas en un convenio colectivo ..sólo podrá 
producirse..."- y sólo respecto de las materias señaladas.
Las consecuencias son, en primer lugar, que para poder 
utilizar este procedimiento respecto de las citadas
materias, la modificación ha de ser calificada como 
sustancial, por lo que cabe entender "aquélla de tal
naturaleza que altere y transforme los aspectos 
fundamentales de la relación laboral. . .pasando a ser otras 
distintas de un modo notorio"163. En segundo lugar, las
762S.TCO 92/1992, de 11 de junio, -B.J.C. n°135/l992-.
Vid. al respecto, MIÑAMBRES PUIG,C., "Sobre la 
constitucionalidad del artículo 41.1 del Estatuto de los 
Trabajadores. Alcance de las modificaciones sustanciales del 
contrato de trabajo por la autoridad laboral", R.E.D.T.. n°63,‘ 
1994, pág.151 y ss.
763S.TS de 3 de diciembre de 1987, -Ar.8822-. En el mismo
sentido, S.TS de 6 de febrero de 1995, -Ar.778, y S.TSJ de 30 de 
septiembre de 1996, -Ar.S.2794-.
Vid. al respecto, RAMIREZ MARTINEZ,J.M., "La modificación 
substancial de las condiciones de trabajo: planteamientos
jurisprudenciales", A.L.. n°23, 1991, pág.297 y ss.
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materias no previstas en este artículo respecto de 
convenios colectivos estatutarios, no podrán ser objeto de 
modificación764. Asimismo, resultaría inoperante la 
declaración expresa de inmodificabilidad del propio 
convenio en las materias que el artículo 41 considera, si 
bien ello no obsta a que las previsiones del convenio 
puedan jugar como límite al contenido del acuerdo de 
empresa respecto de las materias susceptibles de 
modificación por esa vía765.
11. Así pues, no hay cabida en este régimen de 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo 
establecidas en convenio colectivo para proceder a una 
modificación de cláusulas relativas a mejoras voluntarias 
de la Seguridad Social. Y la alternativa al artículo 41, 
tratándose de materias contempladas en convenios colectivos 
estatutarios, no es posible sobre la base del mutuo acuerdo 
o pacto novatorio, ni siquiera a través de la negociación 
que diera lugar a un nuevo acuerdo con los representantes
764SALA FRANCO, T. y otros, Derecho del Trabajo, op. cit., 
pág.591; CRUZ VILLALON,J., "El art.41 del Estatuto de los 
Trabajadores tras la reforma de 1994", R.L. . n° 17/18, 1994,
pág.132 y 133; SALA FRANCO,T., La Reforma del Mercado..... op. 
cit., pág.193; CAMPS RUIZ,L.M., La Modificación de las 
Condiciones de Trabajo, ed. Tirant lo Blanch, 1994, pág.63;
ALBIOL MONTESINOS;I. , "La nueva regulación de la movilidad 
geográfica y de la modificación sustancial...", pág.73; ALARCON 
CARACUEL,M .R ., "La autonomía colectiva: concepto, legitimación 
para negociar y eficacia de los acuerdos", La Reforma de la. 
Negociación Colectiva, ed. Marcial Pons, op. cit., pág.68.
765ALBIOL MONTESINOS, I. , "Los acuerdos de empresa", 
Estructura de la Negociación Colectiva. VIII Jornadas de estudio 
sobre la negociación colectiva, Madrid, 1996, pág.71.
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de los trabajadores766, salvo que expresamente el propio 
convenio señalara para alguna materia su carácter 
modificable a través de un nuevo acuerdo767.
Como afirma el Tribunal Superior de Justicia de 
Baleares, en Sentencia de 22 de marzo de 1995, tratándose 
de materias que no son las enumeradas taxativamente en los 
apartados b) , c) , d) y e) del artículo 41.1, no hay en 
nuestra legislación vigente procedimiento específico para 
llevar a cabo este tipo de modificación768.
2.- MEJORAS VOLUNTARIAS CONCEDIDAS UNILATERALMENTE 
POR EL EMPRESARIO.-
12. Ya vimos en otro lugar que las mejoras concedidas 
unilateralmente por el empresario se incorporan al contrato 
de trabajo y adquieren en el marco laboral la calificación 
de condiciones más beneficiosas.
766CAMPS RUIZ,L.M., La Modificación de las Condiciones.... 
op. cit., pág.60 y 63; LÓPEZ-TARRUELLA MARTINEZ,F., "Las
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo", AAW, 
Comentarios a las Leves Laborales. -dirección: BORRAJO
DACRUZ,E .- , Tomo I, Vol.2°, 1994, págs.323, 352 y 353; FERNÁNDEZ 
LÓPEZ,M.F., "El papel del convenio colectivo como fuente del 
derecho tras la reforma de la legislación laboral", A.L.. n°6, 
1995, pág.95.
767CRUZ VILLALON,J., "El art.41 del Estatuto. . . ", op. cit., 
pág. 126; ALFONSO MELLADO, C. , PEDRAJAS MORENO, A. y SALA FRANCO, T. , 
"La modificación sustancial de condiciones establecidas en 
convenios colectivos estatutarios", R .L .. n°8, 1995, pág.101.
768En el mismo sentido, S.TSJ de Castilla-La Mancha, de 16 de 
mayo de 1995 -Ar.S.2128-, y S.TSJ de Castilla y león/Valladolid, 
de 23 de julio de 1996, -Ar.S.2599-.
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Los instrumentos laborales para la modificación o 
supresión de las mismas son dos: por un lado, los
mecanismos de absorción y compensación, y por otro, 
nuevamente el recurso al artículo 41 del ET.
A) Absorción y Compensación.-
13. Conforme a esta técnica jurídica, las mejoras de 
orden normativo (legales, reglamentarias, convencionales) 
no se adicionan, como regla general, a las condiciones más 
beneficiosas disfrutadas a título individual, sino que, 
salvo estipulación en contrario, estas últimas quedan 
neutralizadas por aquéllas769. Ahora bien, tal 
neutralización sólo puede producirse a través de 
condiciones homogéneas770, lo que significa, entre otras 
cosas, que las mejoras voluntarias de la Seguridad Social, 
por su carácter extrasalarial, no pueden ser neutralizadas 
a través de incrementos salariales, por no tratarse de un 
beneficio de análogo significado o finalidad771.
Ahora bien, aunque en principio se admite que las 
técnicas de absorción y compensación pueden afectar tanto
769CAMPS RUIZ,L.M., "La condición más beneficiosa", III 
congreso Nacional.... op. cit., pág.268.
770S.TCT de 22 de mayo de 1989, -Ar.3408-, y SS.TS de 19 de
octubre de 1987, -Ar.7071-, y de 26 de junio de 1995, -Ar.5227-, 
entre otras.
T}lS . TCT de 27 de octubre de 1983, -Ar.9091-; S.TSJ de
Cataluña de 15 de mayo de 1991, -Ar.3504-.
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a derechos adquiridos como a meras expectativas de 
derechos772, salvo estipulación en contrario, así como que 
no requieren para su aplicación de previsión expresa, ni 
consentimiento previo773, respecto de las mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, cuando se trate de 
derechos adquiridos, debe prevalecer la regla especial del 
artículo 192 LGSS, en función de la cual, debería ser la 
propia norma que crea la mejora la que expresamente y, en 
su caso, prevea la aplicación a la misma de la técnica de 
la absorción y compensación774.
B) Artículo 41 ET.-
14. La modificación sustancial de condiciones de 
trabajo establecidas unilateralmente por el empresario es 
regulada en este precepto, distinguiendo si se trata de una 
modificación de carácter individual o colectiva.
Así, se considerará de carácter individual, la 
modificación de aquellas condiciones de trabajo de que 
disfrutan los trabajadores a título individual. Mientras 
que tendrán la consideración de colectivas, aquellas
772SS.TCT de 27 de octubre de 1983, sobre derecho adquirido 
a una gratificación de Navidad, -Ar.9093-; S.TS de 20 de 
diciembre de 1989, sobre expectativa de derecho a una mejora de 
socorro por defunción, -Ar.9060-.
773CAMPS RUIZ,L.M., "La condición más beneficiosa", III 
Congreso Nacional.... op. cit., pág.275.
774S.TS de 3 de marzo de 1972, -Ar.1057-.
Así resuelve el TSJ de Valencia, señalando que si se hubiera 
querido establecer la absorción o la posible extinción de la 
misma por compensación lo debiera haber señalado, S.de 30 de 
enero de 1992, -Ar.S.379-.
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condiciones disfrutadas por los trabajadores en virtud de 
una decisión unilateral del empresario de efectos 
colectivos, así como en virtud de un acuerdo o pacto 
colectivo de naturaleza extraestatutaria775.
15. En principio, para la aplicación del artículo 41 
deben producirse la concurrencia de determinados 
requisitos:
1) En primer lugar, cabría plantearse si el precepto 
es aplicable a los supuestos de modificación de mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, atendiendo 
principalmente a la materia, ya que el citado precepto 
establece el mecanismo a utilizar cuando se trate de 
modificar condiciones de trabajo, por lo que dependerá de 
la extensión que quepa dar a este término, si como
775La diferencia obedece principalmente a la necesidad de 
adoptar un procedimiento diferente en función de la naturaleza 
de la fuente a modificar. Así, si se trata de la modificación de 
una decisión unilateral de efecto individual, el empresario ha 
de comunicar su decisión al trabajador afectado y a sus 
representantes legales con una antelación mínima de treinta días 
a la fecha de su efectividad. Mientras que si se trata de 
modificar una decisión unilateral del empresario de efectos 
colectivos, o derivada de un convenio extraestatutario, debe ir 
precedida de un período de consultas con los representantes 
legales de los trabajadores de duración no inferior a quince 
días, tras la finalización del cual, el empresario notificará su 
decisión sobre la modificación, que surtirá efectos una vez 
transcurrido un plazo de treinta días.
En este último supuesto, la falta de acuerdo no evita la 
actuación unilateral del empresario, ni la efectividad de la 
modificación, sin perjuicio de la posibilidad -para ambos casos- 
de impugnación ante la jurisdicción competente, o la extinción 
del contrato vía artículo 50.1.a) , si se dan las condiciones para 
ello.
Sobre la distinción entre decisión del empresario de efectos 
individuales o colectivos, vid. S.TS de 6 de mayo de 1996, 
-Ar.4379-.
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condiciones relativas a materias que estrictamente 
conforman la prestación laboral, o extensible también a 
otras materias aunque prevalezca sobre las mismas su índole 
social.
- Ya vimos que para adquirir el carácter de condición 
más beneficiosa, la jurisprudencia ha entendido que tal 
matización es indiferente776. De no admitir respecto del 
artículo 41 la misma solución, nos encontraremos con una 
materia sobre la que el ius variandi empresarial se 
encuentra seriamente limitado y debe recurrirse, como ha 
ocurrido en la práctica, a la utilización de mecanismos 
propiamente civiles de modificación de contratos.
- Por otro lado, la expresión "condiciones de trabajo" 
es comúnmente utilizada por el legislador para hacer una 
referencia generalizada a las pautas -sea cual sea el 
origen de las mismas- que rigen la relación laboral, tanto 
los derechos como las obligaciones y normas de conducta que 
se derivan para el trabajador a consecuencia de la 
existencia de un contrato de trabajo777.
- Por lo que se refiere a las posiciones de doctrina 
y jurisprudencia, es de destacar los escasos
776SS.TS de 14 de mayo y 15 de junio de 1992, -Ar.3556 y 4582 
respectivamente; S.TSJ de Galicia, de 31 de agosto de 1995, 
-Ar.S.3155-.
777As í, en aquellos supuestos en los que no se pretende 
señalar limitaciones en materias laborales, se utiliza este 
término con carácter generalizable, así ocurre en los artículos 
siguientes del ET, 3.1.c), 82.2 en relación con el 85.1 ET, art. 
95.10, y 96.12. Por otro lado, recuérdese que se ha incorporado 
como infracción de carácter muy grave en materia laboral, la 
falta de instrumentalización de los compromisos por pensiones, 
-Disposición Adicional Primera LPFP-.
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pronunciamientos con los que se cuenta en la actualidad. 
Así, hay quien abiertamente admite sin lugar a dudas la 
aplicación del artículo 41 a las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social778. También se deduce de determinadas 
Sentencias del Tribunal Supremo que terminaron por admitir 
la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus, sin 
pronunciarse antes sobre la aplicabilidad o no de aquel 
instrumento al supuesto concreto, cuestión que fue puesta 
de relieve por varios de los Magistrados del citado 
Tribunal en forma de Voto Particular. Se trata de los 
supuestos, ya mencionados en alguna ocasión, en los que 
unilateralmente la empresa deja de aplicar una mejora 
voluntaria de la prestación por Incapacidad Temporal 
alegando la traslación legal de la carga de la prestación 
básica desde los días cuarto al decimoquinto de la baja 
derivada de contingencias comunes, asunto que, si bien fue 
en principio resuelto a favor de los trabajadores, cuando 
se interpusieron los correspondientes recursos ante el 
Tribunal Supremo, éste legitimó la conducta empresarial en 
virtud de la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus. 
En el voto particular se alega, entre otros argumentos, que 
la Sentencia no ha tenido en cuenta que la modificación de 
las obligaciones que voluntariamente asumió -la empresa-, 
aun existiendo causa que la justifique, no podría acordarse 
unilateralmente, sino que tendría que someterse al
^LUQUE PARRA,M., "La modificación o extinción unilateral de 
las mejoras...", op. cit., pág.47 y ss.
Modificación v extinción de las mejoras.
procedimiento del artículo 41 del Estatuto de los 
Traba j adores "m .
- Asimismo cabría traer a colación el caso Galerías 
Preciados, en el que era el sistema de previsión social 
complementaria el que había sido modificado por la 
autoridad laboral siguiendo el procedimiento establecido 
en el artículo 41 del ET de 1980, recurriéndose con base 
en si era ésta la vía adecuada y la validez por tanto de 
la resolución administrativa correspondiente.
Si bien, en este supuesto, para decidir si era la vía 
del artículo 41 la adecuada para llevar a cabo tal 
modificación, además de la naturaleza de la concreta 
materia a modificar, concurren otras circunstancias como 
el hecho de ser un Reglamento de Régimen Interior el 
instrumento modificado, lo cual necesariamente requería 
adoptar una postura acerca de su naturaleza jurídica -por 
cuanto la redacción del artículo 41 del ET antes de la 
reforma de 1994 no contemplaba la posibilidad de modificar 
convenios colectivos de eficacia normativa-, así como de 
su eficacia tras su supresión por el ET de 1980 sin norma 
alguna de transitoriedad -como sí ocurrió con las 
Reglamentaciones de Trabajo y las Ordenanzas Laborales-. 
De ahí que la mayoría de las argumentaciones realizadas por 
los Tribunales atiendan principalmente a estos aspectos 
para considerar o no legítimo el recurso al artículo 41 y 
no se detuvieran, salvo en alguna excepción, como veremos,
779S.TS de 4 de julio de 1994, -Ar.6335-, en la que la mejora 
por IT había sido concedida unilateralmente por la empresa y 
considerada por tanto, como condición más beneficiosa.
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en si la materia que fue objeto de modificación podía o no 
entenderse dentro del concepto de condiciones de 
trabajo780.
Por otro lado, en este asunto concreto se llega a una 
clara contradicción dentro del seno del Tribunal Supremo 
entre sus Salas Tercera y Cuarta781, para culminar como 
fallo definitivo el de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, en Sentencia de 24 de octubre 
de 1991, -confirmada posteriormente en recurso de revisión 
por Sentencia de 7 de julio de 1994782- que, revocando una 
Sentencia anterior de la Audiencia Nacional de 6 de febrero 
de 1989, consideró, en síntesis, que el Reglamento de 
Régimen Interior no tenía naturaleza normativa -ni siquiera 
en esta materia, cuyo origen había sido paccionado- y que 
por tanto estaba plenamente legitimada la vía del artículo 
41 del ET -según su anterior redacción- y la 
correspondiente resolución administrativa modificativa del 
plan de previsión. Asimismo, consideró que la materia 
objeto de modificación tenía cabida dentro del apartado 
2.d) del artículo 41 referente a "sistema de remuneración" 
como materia susceptible de modificación, por considerarlo 
uno de elementos a tener en cuenta cuando se negocian los 
salarios.
780Vid. al respecto, GARCIA NINET, J. I. , "La subsistencia del 
Reglamento de Régimen Interior y su modificación por la vía del 
artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores. Elementos para una 
polémica", D.L.. n°35, 1991, pág.361 y ss.
781La intervención del orden social en esta materia mientras 
se sustanciaba el asunto en el orden contencioso-administrativo, 
fue calificada como legítima por el Tribunal Constitucional, en 
S.171/1994, de 7 de junio, publicada en A.L., n°6, 1995, n° 180.
782Ar.742 9 y 574 6, respectivamente.
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Por su parte, la Sentencia de la Audiencia Nacional 
que fue revocada por esta definitiva, entendió, sin 
embargo, que el artículo 41 del ET no era aplicable al caso 
porque la materia objeto de modificación no podía 
considerarse como condición de trabajo strictu sensu, ya 
que las condiciones a que se refiere el artículo 41 -aunque 
se trate de una lista ejemplificativa- "enmarcan o 
configuran la prestación material del trabajo, por lo que 
han de estar vigentes para poder solicitar su 
modificación", mientras que, la materia que ha sido 
modificada, "es cualitativamente distinta de las 
condiciones de trabajo, puesto que responde no a la idea 
de prestación de trabajo, sino justamente a la contraria, 
cual es la configuración del status jurídico del trabajador 
precisamente en el momento en que deja de serlo; de ahí 
que, aunque prescindiendo de que su configuración más 
adecuada sea la de una expectativa de derecho. . . , lo 
fundamental es que no incide ni afecta a las prestaciones 
del contrato en modo alguno, por lo que no puede ser 
considerado condición de trabajo".
Estas son las únicas Sentencias que entran realmente 
a valorar la aplicación del artículo 41 a este caso, en 
razón de la materia, y se trata precisamente de las 
dictadas en el orden contencioso-administrativo. Por su 
parte, en el orden social, aparte de una primera Sentencia 
de 30 de enero de 1987 que considera aplicable el artículo 
41, las posteriores que sucedieron durante el año 1991 
acogieron la doctrina contraria, si bien la diversidad de 
argumentos merece nuestro detenimiento en las mismas que
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debe quedar reducido básicamente al tema que nos ocupa, es 
decir, si el artículo 41 puede ser aplicable por razón de 
la materia a las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social.
Al respecto, en la citada Sentencia de 30 de enero de 
1987, el Tribunal Supremo considera que, ante la falta de 
reglas en el artículo 41 para determinar cuando una 
modificación es o no sustancial, y ante la cláusula abierta 
por razón de la materia que en el mismo se encuentra, 
legalmente pueden concurrir otros supuestos de hecho que 
merezcan la calificación de modificaciones sustanciales, 
como pueda ser la concurrente en el caso contemplado, 
habida cuenta de que la indemnización estipulada, por la 
situación económica que atravesaba la empresa, repercutiría 
en las condiciones de trabajo. . ,783 . Ahora bien, la razón 
fundamental que llevó al Tribunal a desestimar la 
pretensión del trabajador de cobrar su correspondiente 
mejora, fue que, mientras no se declarara en el orden 
contencioso si la Resolución administrativa era o no 
ajustada a derecho, la empresa no podía satisfacer la 
cantidad reclamada.
783Es cierto, como afirma GARCIA NINET que se produce una 
confusión entre las condiciones que pueden ser objeto de 
modificación y la causas, ya que, "cabría pensar que las actuales 
condiciones disfrutadas son las causas de los problemas técnicos, 
organizativos y/o productivos de la empresa, pero, 
teleológicamente interpretado el precepto más bien parece que la 
modificación de las condiciones es la o una de las vías de 
solución ante las dificultades citadas, y no al contrario", 
GARCIA NINET,J.I., "La subsistencia del Reglamento de Régimen 
Interior...", op. cit., pág.380.
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Por su parte las Sentencias posteriores del orden 
social, especialmente durante el año 1991784, señalan la 
inaplicabilidad del artículo 41 al caso por el hecho de que 
este precepto solo autoriza -en aquel momento- la 
modificación de condiciones de trabajo de origen 
contractual, y los Reglamentos de Régimen Interior siguen 
conservando su naturaleza normativa, soluciones acordes con 
las posiciones de la mayoría de la doctrina laboralista785 .
Por tanto, en estas Sentencias no se entra a valorar 
directamente si las mejoras voluntarias son condiciones de 
trabajo a efectos del artículo 41, sino que entran 
directamente en la naturaleza de la fuente de la que 
emanan, lo que supone, desde nuestro punto de vista, una 
aceptación implícita de que se da el presupuesto básico 
para aplicar el régimen de modificación de condiciones de 
trabajo del artículo 41, la consideración de las mejoras 
voluntarias como tales condiciones, con lo que no se cumple
784SS.TS de 10 de abril -Ar.3260-, de 11 de abril -Ar.3261 y 
3262-, de 15 de abril -Ar.3269-, de 24 de junio -Ar.5237 y 5238- 
entre otras.
Posteriormente, las Sentencias del orden social que 
resolvieron los recursos que se plantearon cronológicamente antes 
de la Sentencia definitiva de la Sala Tercera, de 24 de octubre 
de 1991, declaraban la nulidad de las actuaciones, así, SS.TS de 
29 de diciembre de 1993, -Ar.5342-, 25 de octubre de 1994
-Ar.8530- y 28 de octubre de 1994, -Ar.8256 y 8533-.
Y finalmente, las más recientes que todavía llegan al' 
Tribunal Supremo se resuelven con plena vinculación a la 
Sentencia del contencioso-administrativo citada, así, SS.TS de 
13 de marzo de 1996, -Ar.2069-, de 6 y 31 de mayo de 1996
-Ar.4377 y 4711-, 8 y 27 de julio de 1996, -Ar.5754 y 6424-,
entre otras.
785Vid. por todos, GARCIA NINET, J.I., "La subsistencia del 
Reglamento de Régimen Interior...", op. cit., pág.365 y ss.
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en este caso, con las limitaciones del régimen jurídico 
aplicable a la correspondiente modificación.
Ello significa que estas Sentencias, en materia de 
adecuación de las mejoras voluntarias a condiciones de 
trabajo, no son contradictorias con respecto a la anterior 
de 30 de enero de 1987, ni tampoco con la definitiva del 
orden contencioso-administrativo, con la salvedad de que 
en este supuesto concreto considera incluida esta materia 
en el apartado 2.d) del artículo 41 como si de una 
modificación del sistema de remuneración se tratara, si 
bien, además de llegar a esta solución bajo claros signos 
de contradicción786, e independientemente del carácter 
legalmente extrasalarial de las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social, no parece una interpretación ajustada a 
la finalidad del precepto incluir las mejoras voluntarias 
como un sistema de remuneración por más que, como dice el 
Tribunal sea un elemento a tener en cuenta cuando se 
negocien los salarios, pues, por esa interpretación, 
cualquier prestación que conlleve un esfuerzo económico 
para la empresa -tales como mantener un economato o un 
centro cultural- debería tener cabida en el apartado d), 
y no parece que sea esa la interpretación que quepa dar al 
citado apartado, teniendo en cuenta además que, en la 
actualidad, el montante salarial estrictamente no puede ser 
afectado a través de este apartado, sino que su posible 
"modificación" se ha de realizar a través de la figura del 
llamado descuelgue salarial, -art.82.3 ET-.
786GARCIA NINET, J. I. , "Subsistencia del Reglamento de Régimen 
Interior...", op. cit., pág.400.
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En definitiva, el artículo 41 puede utilizarse para 
modificar condiciones que van más allá de la mera 
prestación de trabajo, y a favor de ello, cabría traer a 
colación la "ratio legis" pretendida, que no es otra que 
la de modificar situaciones pactadas que, de mantenerse, 
pondrían en malas condiciones de competitividad de la 
empresa787.
2) En segundo lugar, otro de los requisitos para 
proceder a la modificación es la existencia de causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción que 
legitimen la modificación. Las cuales, se entenderá que 
concurren "cuando la adopción de las medidas propuestas 
contribuya a mejorar la situación de la empresa a través 
de una más adecuada organización de sus recursos, que 
favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor 
respuesta a las exigencias de la demanda".
Fórmula flexible e indeterminada, más amplia que la 
utilizada en otros preceptos del ET para los despidos 
colectivos y objetivos, y que, según el profesor MONTOYA, 
lleva a mantener que no es preciso que el empresario esté 
en mala situación, sino que basta que la medida de 
modificación sustancial de condiciones de trabajo consista 
en una mejora organizativa susceptible de favorecer la 
posición de la empresa en el mercado. Fácilmente se 
advierte la mezcla entre hechos (demostrables) y
787SALA FRANCO, T., y otros, Derecho del Trabajo, op. cit. , 
pág.588.
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pronósticos (sólo valorables en términos de lógica u 
oportunidad) 788.
16. Ello implica que el resultado al que se tiende con 
la modificación, en materia de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social, afectaría especialmente a derechos 
adquiridos, por cuanto la desaparición de los mismos 
produce efectos directos en la economía de la empresa, 
efectos necesarios si se trata de conseguir un resultado 
que mejore la situación de la empresa, y cuestión 
compatible también con la exigencia de que la modificación 
sea sustancial, mientras que si se trata de expectativas 
de derechos, sería más difícil probar que con su 
modificación o extinción se produce directamente una mejora 
de la situación de la empresa. De esta manera, por 
superficial que llegue a ser la valoración judicial 
respecto de las causas alegadas por la empresa y la 
adecuación de la medida llevada a cabo, cabría hipotizar 
que difícilmente la desaparición de una expectativa de 
derechos contribuirá al resultado exigido por el artículo 
41 del ET.
C) Otras Alternativas.-
17. - Por mutuo acuerdo entre las partes.- El pacto 
novatorio individual no hay impedimento en admitirlo, 
siempre que se trate de modificar condiciones de trabajo
788MONTOYA MELGAR,A. , "Modificación sustancial de condiciones 
de trabajo y movilidad geográfica: la reforma del Estatuto de los 
Trabajadores y su aplicación judicial", Aranzadi Social. Tomo 
1996-1, pág.2673.
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de carácter individual789. Ahora bien, la doctrina tiene 
serias dudas en cuanto a la modificación por esta vía de 
una decisión empresarial de efectos colectivos, ya que no 
sería admisible acudir a esta vía excluyendo la 
obligatoriedad de abrir el período de consultas con los 
representantes legales de los trabajadores que exige el 
artículo 41 ET790.
18. - Ius variandi empresarial: modificación no
sustancial de condiciones de trabajo.- Los límites del ius 
variandi, en cuanto poder de dirección empresarial, 
coincidirán con la frontera entre lo que sea una 
modificación accesoria y una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo. Asimismo, podría afirmarse que la 
modificación de aquellas condiciones que no han sido 
normativizadas o contractualizadas pertenecen a la esfera 
del poder de dirección empresarial791.
789Vid. al respecto DURAN LOPEZ, F. y SÁEZ LARA,C., "Autonomía 
colectiva y autonomía individual en la fijación y modificación 
de las condiciones de trabajo", R.L.. n°20/21, 1991, pág.ll;
CASAS BAAMONDE,M .E . , "La individualización de las relaciones 
laborales", R.L.. n°20/21, 1991, pág.138.
Sobre el tema también, DURÉNDEZ SÁEZ,I., "Novación 
contractual, modificación sustancial de condiciones de trabajo 
y autonomía colectiva", R.E.D.T.. n°66, 1994, pág.625 y ss.
790CAMPS RUIZ,L.M., La Modificación de las Condiciones de 
Trabajo, op. cit., pág.60; LOPEZ-TARRUELLA MARTINEZ,F., "Las 
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo", 
Comentarios a las Leves.... op. cit., pág.353.
791SALA FRANCO, T., y otros, Derecho del Trabajo, op. cit., 
págs.595 y 596.
En el mismo sentido, S.TS de 3 de abril de 1995, -Ar.2905-.
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Por tanto, los supuestos de mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social concedidas voluntariamente por el 
empresario, por su carácter de condición más beneficiosa 
incorporada al contrato de trabajo, son indisponibles 
unilateralmente por el empresario, si no es a través de los 
procedimientos analizados.
II. SOBRE LA APLICACION DE LA CLAUSULA REBUS SIC
STANTIBUS. -
19. Como es sabido, la cláusula rebus sic stantibus 
como recurso para la modificación de las condiciones 
contractuales, es una vía genuinamente de carácter civil, 
o, mejor, se trata de un instrumento civil de origen 
jurisprudencial, de manera que solo atendiendo a la 
doctrina jurisprudencial de la Sala Primera del Tribunal 
Supremo puede valorarse el alcance y significado de la 
citada cláusula792 .
- Así, un estudio de jurisprudencia de la Sala Primera 
indica, en primer lugar, una actitud de gran cautela por 
parte del Tribunal Supremo antes de autorizar o legitimar 
la revisión de un contrato por esta vía. Es calificada 
expresamente de "cláusula peligrosa" que debe aplicarse con 
gran cautela, por cuanto supone una excepción al principio 
pacta sunt servanda, así como al de seguridad jurídica793.
792Vid. al respecto, SÁNCHEZ GONZÁLEZ,M .P. , Alteraciones 
Económicas v Obligaciones Contractuales: la Cláusula Rebus sic
Stantibus. Tecnos, 1990.
793S.TS de 24 de junio de 1993, -Ar.5382-.
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Tomando estas apreciaciones como punto de partida, es 
indudable que la valoración de si procede o no la 
aplicación de esta cláusula requiere atender a las 
circunstancias que rodean el caso concreto. Sin embargo, 
sí pueden extraerse de la jurisprudencia civil las reglas 
básicas que admiten la aplicación de esta cláusula:
- En primer lugar, sólo es admisible para producir la 
revisión del contrato, nunca la resolución del mismo794. 
Y tan sólo puede aplicarse a los contratos de ejecución 
diferida a largo plazo o de tracto sucesivo, contratos en 
los que dicha cláusula ha de entenderse implícita795.
- En segundo lugar, la aplicación de dicha cláusula 
requiere la concurrencia de determinados requisitos:
a) La alteración extraordinaria de las circunstancias 
en el momento de cumplir el contrato en relación con las 
concurrentes al tiempo de su celebración;
b) Una desproporción exorbitante, fuera de todo 
cálculo, entre las pretensiones de las partes contratantes 
que verdaderamente derrumben el contrato por aniquilación 
del equilibrio de las prestaciones;
c) Que todo ello acontezca cuando sobrevengan 
circunstancias radicalmente imprevisibles.
d) Y que se carezca de otro medio para salvar y 
remediar el perjuicio796.
794S.TS de 20 de abril de 1994, -Ar.3216-.
795S.TS de 23 de diciembre de 1991, -Ar.9481-.
796SS.TS de 24 de junio de 1993, y 15 de marzo de 1994,
-Ar.5382 y 1784 respectivamente-, entre otras.
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Todas estas premisas son casuísticamente valoradas por 
el Tribunal Supremo a efectos de aplicar la citada 
cláusula. En el orden civil, la mayoría de los casos se 
refieren a contratos de compraventa en los que se dilata 
el pago de la cosa o se somete a condiciones suspensivas, 
produciéndose en este iter temporal determinadas 
circunstancias que afectan a la relación y sobre las que 
el Tribunal valora si son o no susceptibles de 
encuadramiento dentro de los requisitos establecidos para 
aplicar esta cláusula.
Así, cabe destacar que siempre se analiza la 
concurrencia de todos los requisitos enumerados más arriba. 
Por tanto, aunque la parte afectada alegue un cambio 
imprevisible de circunstancias el Tribunal valora que este 
cambio, además de ser imprevisible, modifique la base del 
negocio tenida en cuenta al momento de la celebración del 
contrato y produzca la "aniquilación" -en términos del 
propio Tribunal- de la relación de equivalencia de las 
prestaciones entre las partes, requisito este último que 
requiere de una onerosidad excesiva para una de ellas797.
Por otro lado, es de destacar que, cuando la 
circunstancia que alega una de las partes es una situación 
de crisis económica, -cosa que ocurre normalmente cuando 
se trata de empresas- el Tribunal no sólo valora si esta
797S.TS de 14 de diciembre de 1993, -Ar.9881-
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situación es o no imprevisible798, sino también la 
capacidad económica de la misma799 a los efectos de 
corroborar si se da o no la ruptura del equilibrio de las 
prestaciones.
20. Las opiniones doctrinales sobre la aplicación de 
esta cláusula al orden social se inclinan por una 
aplicación matizada y en cierto modo cautelosa de la misma, 
y lo mismo cabría decir de la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, si bien no han faltado en esta sede soluciones 
contradictorias.
Así, se admite con carácter generalizado que dicha 
cláusula debiera utilizarse en todo caso como mecanismo 
supletorio respecto de los procedimientos específicos del 
ordenamiento laboral, tales como la compensación y 
absorción y el procedimiento de modificación de condiciones 
de trabajo en los términos del artículo 41 del ET800.
798A la alegación de una empresa Naviera de la crisis 
padecida por la misma, contesta el TS que ello no era 
radicalmente imprevisible al momento de la celebración del 
contrato, debido a que la deprimida situación del sector de la 
Marina mercante, databa ya del año 1974. S.TS de 16 de octubre 
de 1989, -Ar.6927-.
799E1 TS en Sentencia de 8 de julio de 1991, -Ar.5376-, tiene 
en cuenta el montante de la prestación que se discute y lo pone 
en relación con el volumen económico e industrial de la empresa 
en cuestión, que califica como una de las primeras firmas 
nacionales en orden a producción y venta. En consecuencia, 
declara la no aplicación de la cláusula rebus sic stantibus por 
faltar el requisito que consiste en la "aniquilación del 
equilibrio de las prestaciones, sin posibilidad de contar con 
otros medios para salvar el perjuicio".
^CAMPS RUIZ,L.M., "La condición más beneficiosa", III 
Congreso Nacional.... op. cit., pág.277.
En el mismo sentido se manifiesta el Tribunal Supremo, en 
Sentencias de 4 de febrero de 1983, -Ar.1643- y de 17 de
noviembre de 1991, -Ar.8243-, en la cual se señala claramente que
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Asi pues, la primera de las conclusiones sobre la 
aplicación de la cláusula rebus sic stantibus a las 
relaciones laborales es su carácter supletorio respecto de 
los instrumentos laborales. Ello significa que en aquellos 
supuestos en los que no quepan estos instrumentos podría 
ser alegada siempre y cuando se dieran los presupuestos 
básicos para su aplicación. Ahora bien, si en el orden 
civil esta cláusula es aplicada con gran cautela, como 
hemos visto, al menos esa misma cautela debe inspirar la 
actuación en el orden social ya que, de otra manera, 
significaría una puerta abierta para eludir y superar los 
límites legales laborales a la utilización de sus propios 
instrumentos.
Por tanto, si se alega este principio para modificar 
o alterar una condición más beneficiosa, solo será posible 
si no pueden utilizarse los mecanismos de absorción y 
compensación así como en los supuestos en que no quepa el 
recurso al artículo 41. Esto último significa que solo muy 
excepcionalmente podría alegarse con éxito esta cláusula 
para modificar las condiciones de trabajo, ya que los 
supuestos previstos en la normativa laboral que posibilitan 
la extinción o la modificación unilateral por las causas 
citadas en el mencionado precepto, desbordan con mucho los 
que pueden considerarse englobados en las teorías 
civilistas limitadoras del principio pacta sunt servanda, 
en tanto que requieren, como hemos visto, la presencia de 
elementos extremos tales como la imprevisibilidad y la
"sin necesidad de extrapolaciones contractuales civiles, cabe 
acudir a mecanismos propiamente laborales de neutralización, como 
la compensación o absorción, o el acuerdo sobre modificación de 
condiciones de trabajo", F.J. 6o.
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alteración extraordinaria de circunstancias, supuestos que 
cabría considerar limite, pero que no son los 
característicos en el desarrollo de la relación laboral801. 
Además, con las modificaciones introducidas por la Ley 
11/1994 en el artículo 41 del ET, se ha producido una 
importante extensión de los supuestos modificativos que 
podrían encuadrarse dentro de este precepto802, lo cual ha 
reducido todavía en mayor medida el recurso a la cláusula 
rebus sic stantibus para modificar las condiciones de 
trabajo.
21. Por lo que respecta a la posibilidad de aplicar 
esta cláusula para modificar condiciones laborales pactadas 
en convenios colectivos, al menos dos razones debieran 
llevar a sostener su absoluta inaplicación a los mismos:
- en primer lugar, su carácter de norma temporal por 
naturaleza, revisable por nueva negociación tras cortos 
períodos de tiempo803.
^LOPEZ-TARRUELLA MARTÍNEZ, F., La Modificación Sustancial 
de las Condiciones de Trabajo. Universidad de Alicante, 1984, 
págs.71 y 72.
802Sobre el alcance del artículo 41 tras la reforma en 
materia de extensión del contenido modificable así como de 
ampliación de causas justificativas, vid. CRUZ VILLALON,J., "El 
artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores...", op. cit., 
pág.116 y ss.
803 "...en pactos que por su propia naturaleza tienen vida 
limitada y son susceptibles de denuncia en corto plazo como los 
convenios colectivos, la aplicación de la cláusula invocada ha 
de ser muy restrictiva. , S.TCT de 21 de agosto de 1980, 
-Ar.4369-; Asimismo, en posterior Sentencia de 20 de abril de 
1987, considera esta cláusula de "discutible aplicación en el 
fruto de la negociación colectiva, dado que su limitada vigencia 
y fundamentalmente la libertad de las partes para generar nuevos 
y posteriores convenios, hacen más dinámica la solución para 
situaciones de desequilibrio que puedan sobrevenir", -Ar.9078-.
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- en segundo lugar, su valor normativo, causa de una 
especial y restrictiva regulación sobre sus posibilidades 
de modificación ante tempus, que ha llevado al legislador 
a regular con gran cautela tanto las materias que pueden 
ser objeto de modificación como el procedimiento, 
asegurando en todo caso la negociación con los 
representantes de los trabajadores.
Ello podría llevar a mantener que la alegación de esta 
cláusula sólo podría operar respecto de las materias no 
susceptibles de modificación por la vía del artículo 41804, 
si bien ello significará que, de no actuar con la misma 
cautela que se evidencia en el orden civil de jurisdicción, 
se estarán eludiendo los límites impuestos por el 
legislador social, que, a fin de cuentas, no ha hecho sino 
institucionalizar esta cláusula para su aplicación a los 
convenios colectivos restringiendo su actuación solo 
respecto de determinadas materias805 . Asimismo, 
significaría que tratándose de materias contenidas en 
convenios colectivos, el empresario unilateralmente 
llevaría a cabo modificaciones a las mismas que, aunque 
también susceptibles de posterior control judicial, no 
requerirán a priori, ni siquiera del proceso de consultas 
con los representantes de los trabajadores -previsto 
respecto de modificación de condiciones derivadas de actos 
unilaterales del empresario de efectos colectivos o de 
pactos extraestatutarios-.
^ALFONSO MELLADO,C., PEDRAJAS MORENO,A. y SALA FRANCO,T., 
"La modificación sustancial de condiciones establecidas en 
convenios...", op. cit., pág.97.
^ALBIOL MONTESINOS,I., "La nueva regulación de la movilidad 
geográfica y de la modificación sustancial. . op. cit., pág.74.
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Todo ello debiera justificar suficientemente la 
inaplicación de una cláusula, de corte contractual 
civilista, pensada para contratos bilaterales, a los 
resultados de la negociación colectiva, ya que la fuerza 
vinculante del convenio a que hace referencia el artículo 
37.1 CE, significa, entre otras cosas, la virtud del mismo 
de situarse por encima de la relación contractual 
individual, de ahí que se imponga a las relaciones 
individuales de trabajo de una manera automática, sin 
precisar ni el auxilio de técnicas de contractualización, 
ni el complemento de voluntades individuales806. De ahí la 
prohibición de que unilateralmente las partes puedan 
modificar, antes de la pérdida de su vigencia, lo en él 
establecido, y precisamente una potestad de modificación 
unilateral es lo que permite la cláusula rebus sic 
stantibus, por lo que, antes de admitirse la aplicación de 
la misma a los convenios colectivos, debiéramos admitir la 
viabilidad de una modificación bilateral ante tempus a 
realizar por las mismas partes que negociaron el convenio, 
postura defendida doctrinalmente807, y que, como mecanismo
^S.TCO 58/1985, de 30 de abril.
^DE LA VILLA GIL,L.E . y GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN,I., "La 
modificación del convenio colectivo durante su vigencia", A.L.. 
n°32, 1992, pág.564 y ss; RODRIGUEZ SAÑUDO,F., "Vigencia de los 
convenios colectivos de trabajo", El Estatuto de los 
Trabajadores. -Dir. BORRAJO DACRUZ,E.-, Tomo XII, Vol.2°, ed. 
Edersa, Madrid, 1985, pág.89 y ss.; GOERLICH PESET,J.M., "Los- 
acuerdos de revisión de los conflictos colectivos", AAW, 
Manifestaciones de la Autonomía Colectiva en el Ordenamiento 
Español, ed.Acarl, 198 9, pág.122.; SALA FRANCO,T., ALFONSO
MELLADO,C. y PEDRAJAS MORENO,A., "Pactos de "fin de huelga" en 
la empresa", R.L.. n°24, 1995, pág.95; DEL REY GUANTER,S. y GALA 
DURAN,C., "Protección social y negociación colectiva", AAW, 
Seguridad Social v protección Social.... op. cit., págs. 284 a 
286.
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de modificación de condiciones de trabajo antes de la 
pérdida de vigencia del convenio, significaría una opción 
preferente a la vía civil o, incluso, podría considerarse 
como una sustitución de la misma, es decir, tratándose de 
un convenio colectivo, el cambio de circunstancias, si se 
dan los requisitos exigidos por el orden civil, legitiman 
la modificación del mismo, pero el procedimiento en este 
caso debe ser una nueva negociación entre ambas partes, las 
mismas que en su día lo negociaron, y no una imposición 
unilateral de una de ellas.
Asimismo, en este ejercicio teórico de adaptación de 
la cláusula rebus sic stantibus al orden social, cuando se 
trate de convenios colectivos de carácter supraempresarial, 
se impone no admitirla por imposible aplicación, ya que 
tendrían que probarse el cambio de circunstancias y demás 
requisitos necesarios en todas y cada una de las empresas 
afectadas por el convenio. Es un ejemplo más de las 
dificultades que hoy día conlleva admitir esta cláusula en 
el orden social y especialmente en su aplicación a los 
convenios colectivos.
22. No obstante, su aplicación se ha admitido de hecho 
en los Tribunales sociales. Por ello, y de mantenerse su 
aplicabilidad, debe al menos actuarse con cautela para 
modificar condiciones contractuales en el orden social, 
tanto porque así lo exigen las reglas de aplicación de la 
misma, como porque ha sido la nota característica de las 
normativa laboral en esta materia.
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La Sala Cuarta del Tribunal Supremo ha sido en cierto 
modo consciente de ello y ha admitido muy restrictivamente 
la aplicación de esta cláusula a las relaciones laborales, 
resolviendo normalmente en sentido negativo si no resultan 
pruebas concluyentes del cambio de circunstancias, de la 
excesiva onerosidad o cuando falta el requisito de la 
imprevisibilidad, y ello tanto respecto de la modificación 
de condiciones establecidas unilateralmente por el 
empresario808, como de materias contenidas en convenios 
colectivos809.
- No obstante, en conocido asunto sobre mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social, se admitió por el 
Tribunal la modificación argumentando, no exactamente la 
aplicación de la cláusula rebus sic stantibus, sino la 
modificación de la base del negocio jurídico.
23. La teoría de la base del negocio jurídico es otra 
de las teorías jurídicas de corte civilista sobre la 
modificación de los contratos810. Así, mientras la cláusula 
rebus sic stantibus, implícita en todo negocio jurídico, 
supone la posibilidad de modificar éste, si sobreviene un 
cambio importante en el estado de hecho existente o
^S.TS de 20 de mayo de 1991, -Ar.3919- y de 8 de julio de 
1996, -Ar.5758-.
^SS.TS de 23 de febrero de 1996, -Ar.1503-, 14 de enero de 
1997 -Ar.25- y 14 de enero de 1997, -Ar.28-.
810Junto a ellas existen otras tales como la teoría de la 
condición implícita del derecho anglosajón, o de la frustración 
del contrato, la teoría francesa de la imprevisión..., Vid. al 
respecto FERNÁNDEZ HIERRO,J.M., "La modificación del contrato", 
Ed.Aranzadi, 1992, pág.13 y ss.
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contemplado por las partes al celebrarlo811, la teoría de 
la base del negocio jurídico implica que esa transformación 
de circunstancias suponga por sí misma la desaparición de 
la base del negocio812. Es una teoría en sí más objetiva 
que la de la cláusula rebus sic stantibus813; ahora bien, 
la jurisprudencia del orden civil parece referirse a ambas 
como si de una sola se tratara ya que exige para ambos 
supuestos la concurrencia de los mismos requisitos: "el
contrato es fuente de obligaciones, que han de cumplirse 
con arreglo a lo convenido... siempre con adecuación a las 
pautas de la buena fe; y si bien por aplicación de una 
implícita cláusula "rebus sic stantibus" o de la teoría de 
la presuposición y base del negocio, cabe que una profunda 
alteración de las circunstancias, operante como un "aleas" 
anormal pueda conducir a la resolución del vínculo 
obligacional o a su acomodación a los nuevos módulos 
económicos, por defecto de la base negocial y haber sido 
roto el equilibrio de las prestaciones por esa imprevisible 
mutación fáctica, la jurisprudencia, además de advertir 
sobre la cautela con que tal posibilidad debe ser acogida, 
tiene puntualizado repetidamente que los elementos 
condicionantes de tal facultad de modificar el contrato, 
han de consistir en una alteración de las circunstancias 
en el momento del cumplimiento en relación con las 
concurrentes al tiempo de su celebración, que tal cambio
811DELGADO GONZÁLEZ, "Cláusula rebus sic stantibus", 
Diccionario de Derecho Privado. Madrid, 1950, pág.908.
812LARENZ, K . , "Base del negocio jurídico y cumplimiento de 
los contratos", Madrid, 1956, pág.223 y ss.
813FERNÁNDEZ HIERRO, J.M., La Modificación del Contrato, op. 
cit., pág.21.
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origine desproporción exorbitante y fuera de todo cálculo 
entre las correspectivas prestaciones de las partes, y 
además que todo ello acontezca por la sobrevenida aparición 
de circunstancias radicalmente imprevisibles y que se 
carezca de otro medio para salvar el perjuicio sufrido,,m.
Ambas teorías tienen una equivalencia práctica en la 
mayoría de los casos, y el Tribunal Supremo las equipara 
en cuanto a sus efectos creando un cuerpo de doctrina que 
las analiza conjuntamente y que fija los requisitos que 
para los Tribunales puedan decretar su admisión y 
pertenencia815. Respecto a la alteración de la base del 
negocio, la Sala Primera -siguiendo a LARENZ- entiende que 
ésta puede ser entendida subjetivamente por las partes, o 
puede ser una alteración de carácter objetivo816:
- Así, la base del negocio entendida subjetivamente 
supone una "común representación mental por la que las 
partes se guían para fijar el contenido contractual", y 
añade que es gratuito suponer, a falta de pruebas, que la 
representación mental de ambas partes es la misma.
Respecto a la base de negocio objetiva, la 
constituyen aquellas "circunstancias cuya existencia o 
persistencia son necesarias para lograr que se alcance el 
fin del contrato o para que las prestaciones pactadas no 
resulten desequilibradas con grave onerosidad si se cumplen
814S.TS de 17 de mayo de 1986, -Ar.2725-; en el mismo
sentido, SS.TS de 6 de octubre de 1987, -Ar.6720- y 21 de octubre 
de 1988, -Ar.2228-.
815FERNÁNDEZ HIERRO, J.M., La Modificación del Contrato, op.
cit., pág.72.
816S.TS de 14 de diciembre de 1993, -Ar.9881-, citada.
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de modo que se destruya la relación de equivalencia entre 
ellas".
24. Volviendo sobre la jurisprudencia social, en 
materia de mejoras voluntarias se ha admitido la aplicación 
de estas teorías y la consecuente modificación de la 
concreta mejora por Incapacidad Temporal, tanto en casos 
en los que venía establecida en convenio colectivo, como 
en los casos en que había sido concedida unilateralmente 
por la empresa y había adquirido el carácter de condición 
más beneficiosa. El litigio vino motivado por la decisión 
unilateral de determinadas empresas de suprimir la mejora 
por IT establecida para sus trabajadores a consecuencia de 
la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 5/1992, que 
trasladó al empresario la carga del pago de la prestación 
básica de IT por contingencias comunes durante los días 
cuarto al decimoquinto de baja inclusive, alegando ante el 
Tribunal Supremo para su fundamentación, la aplicación de 
la cláusula rebus sic stantibus, por considerar que se 
había producido un acontecimiento extraordinario e 
imprevisible para la empresa, derivado de la crisis 
económica, absentismo laboral y reforma legal de la IT que 
hacían imposible el mantenimiento, por alteración de la 
base del negocio. El Tribunal accede por entender que la 
citada reforma ha alterado los condicionamientos tenidos 
en cuenta por el empresario para la concesión de la mejora. 
Sin embargo prescinde del requisito de la excesiva 
onerosidad ya que señala que no se trata aquí de si se ha 
probado o no que la reforma legal operada en la I.L.T. en 
los casos de enfermedad o accidente no laboral ha supuesto
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mayores costes económicos para la empresa, sino de si la 
base o fundamento sobre la que se concedió dicha mejora ha 
sido o no alterado por la reforma legal. Asimismo, entiende 
el Tribunal que la mejora tenía como condicionamiento el 
que la Seguridad Social abonaría parte del subsidio, con 
lo cual, como consecuencia de una reforma legal se ha 
alterado la base del negocio tenida en cuenta cuando se 
concedió817.
Esta solución fue criticada no solo por la 
doctrina818, sino también, como vimos, por una gran parte 
de Magistrados de este Tribunal a través de la formulación 
de un Voto particular, y es que, efectivamente en ella se 
observan ciertos planteamientos discutibles tales como:
- en primer lugar, porque al aludir el régimen de la 
aplicación de la cláusula rebus sic stantibus a las 
relaciones laborales, no lo hace en términos de 
supletoriedad respecto de los mecanismos existentes en el
817SS.TS de 4 de julio de 1994, -Ar.6335 y 7043-, de 14 de
julio de 1994, -Ar.6664-, y de 19 de abril de 1996 -Ar.3328-.
818BENITO-BUTRÓN OCHOA, J.C., "Incapacidad Temporal y mejoras 
voluntarias: supresión o mantenimiento tras el Real Decreto-Ley 
5/1992", La Incapacidad Temporal. Sevilla, 1996, pág.184 y ss; 
DEL REY GUANTER,S. y GALA DURAN, C., "Las mejoras voluntarias: 
análisis...", op. cit., pág.891.
ARAMENDI SANCHEZ adelantándose a los acontecimientos señaló' 
que las mejoras por IT no deberían ser afectadas por esta nueva 
normativa, ARAMENDI SÁNCHEZ,J.P., "La prestación de ILT: 
Novedades introducidas por la Ley 28/1992 (RCL 1992, 2497) de 
Medidas Presupuestarias Urgentes", Aranzadi Social. n° 35, 1992, 
pág.18. En el mismo sentido, GARCIA NINET,J.I., "Un problema 
anunciado: la traslación a los empresarios del pago de los doce 
días de incapacidad laboral transitoria por contingencias comunes 
y sus impactos".T.S.. n°47, 1994, pág.5 y ss.
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ordenamiento laboral, sino como una técnica alternativa, 
-Fundamento Jurídico quinto819- .
- en segundo lugar, porque no hace una aplicación 
"cautelosa" de una cláusula calificada como peligrosa por 
la jurisprudencia civil, ya qué, tal y como se señala en 
el Voto particular, la empresa no aporta a la relación 
fáctica ningún dato que permita establecer la existencia 
de una alteración extraordinaria sobre la situación 
existente en el momento de la asunción de la obligación, 
que produzca una desproporción inusitada o exorbitante de 
las prestaciones con quiebra del equilibrio contractual, 
y que todo ello acontezca por haber sobrevenido 
circunstancias radicalmente imprevisibles820.
A ello habría que añadir que tampoco el Tribunal 
Supremo se plantea, al menos en el supuesto en que la 
mejora venía establecida en un convenio colectivo, el 
tiempo de vigencia que al mismo le restaba, ni el número 
de trabajadores que podrían resultar afectados, todo ello 
a fin de comprobar si resultaba ciertamente tan oneroso 
esperar a la negociación de un nuevo convenio, mejor medio 
hábil para solucionar el problema.
819Referido a la primera de las Sentencias citadas.
820Sobre la aceptación de la imprevisibilidad y efecto 
despatrimonializador que pudo tener en un momento determinado la 
crisis de la Seguridad Social, vid. MANRIQUE LÓPEZ,V.F., "La 
modificación de la base del negocio jurídico convenido 
colectivamente", R.E.D.T., n°21, 1985, pág.59 y ss.
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- en tercer lugar, y en consecuencia, se separa del 
carácter restrictivo que, no sólo este mismo Tribunal, sino 
también el Tribunal Central de Trabajo, consideró en otras 
ocasiones respecto de la aplicación de esta cláusula821.
Y ello incluso en supuestos de hecho análogos, en los 
que se produjeron modificaciones legales en las 
prestaciones básicas de la Seguridad Social y se pretendió 
también, en el ámbito de las empresas, que afectaran a las 
mejoras voluntarias. Se trata de la reforma que afectó 
también a la prestación por Incapacidad Temporal llevada 
a cabo a través del Real Decreto 53/1980 de 11 de enero, 
que redujo el porcentaje a aplicar sobre la base reguladora 
a efectos de calcular la prestación por contingencias 
comunes, de un setenta y cinco por cien a un sesenta por 
cien durante los días cuarto al vigésimo de baja. Ante esta 
novedad legislativa, las empresas que tenían establecidos 
complementos por IT pretendieron absorber esa disminución 
de manera que la misma recayera sobre los trabajadores y 
no sobre la empresa invocando asimismo la cláusula rebus 
sic stantibus822.
Ahora bien, en esta ocasión no fue admitida por 
entender el Tribunal que no había habido alteración en la
821Así, el TCT en Sentencia de 4 de febrero de 1983, 
consideró que "un mero episodio normativo, inherente al normal 
desarrollo de la vida social" no puede considerarse como una 
extraordinaria e imprevisible alteración de las circunstancias, 
-Ar.1643 -.
822Vid. al respecto, BORRAJO DACRUZ, E . , "Criterios judiciales 
sobre la revisión de los complementos a cargo de...", op. cit., 
pág. 2050 y ss.
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base del negocio tenida en cuenta al momento de la 
negociación de la mejora, ya que la misma no es satisfacer 
una cuantía determinada, sino completar el subsidio 
obtenido por la Seguridad Social hasta el importe del 
salario real823, o, lo que es lo mismo, el mantenimiento 
de la capacidad adquisitiva del trabajador824, que es sin 
duda la base del negocio tenida en cuenta cuando se trata 
de mejoras voluntarias de la Seguridad Social, 
especialmente en supuestos tan claros como la Incapacidad 
Temporal en los que el máximo de la prestación se sitúa en 
el setenta y cinco por cien de la correspondiente base 
reguladora.
25. Por último, cabe tener en cuenta que las 
consecuencias de una alteración unilateral del convenio 
colectivo por aplicación de esta cláusula legitiman la 
huelga novatoria825, ya que, a pesar de la prohibición 
contenida en el artículo 11.c) del Decreto-Ley de 
Relaciones de Trabajo, de 4 de marzo de 1977, que declara 
ilegal una huelga cuando tenga por objeto alterar, dentro 
de su período de vigencia, lo pactado en un convenio 
colectivo, el Tribunal Constitucional, en la Sentencia de 
8 de abril de 1981826 señaló la constitucionalidad de aquel 
precepto bajo términos de interpretación de un deber de paz
823SS. TCT de 21 de agosto de 1980 -Ar.43 96-, de 21 de enero 
de 1981, -Ar.598-.
824S.TCT de 6 de febrero de 1981, -Ar.13 96-.
825SALA FRANCO, T. y ALBIOL MONTESINOS, I. , Derecho Sindical, 
op. cit., pág.475.
826S.TC 192/1980, B.J.C. n°2, 1981.
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relativo827 ya que, en su fundamento jurídico número 
catorce, señala que es posible reclamar una alteración del 
convenio en aquellos casos en que...se haya producido un 
cambio absoluto y radical de las circunstancias que 
permitan la llamada cláusula rebus sic stantibus*2*.
26. A modo de síntesis del régimen de modificación 
aplicable a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social 
cabría concluir con las siguientes consideraciones:
1) en cuanto a las disfrutadas como derechos 
adquiridos, si han sido reguladas en convenio colectivo, 
no podrán modificarse o extinguirse ni a través de la 
técnica de sucesión de convenios, ni a través del artículo 
41 del ET cuyas materias susceptibles de modificación están 
estrictamente limitadas.
La vía a utilizar, aunque polémica como hemos visto, 
es la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus o la 
teoría de la base del negocio, si bien, teniendo en cuenta 
que podría resultar una vía de escape a las limitaciones 
señaladas en esta materia por el orden social, tanto por 
el ET como por el artículo 192 de la LGSS, la aplicación 
de la misma debe tomar como presupuesto la concurrencia de 
todos y cada uno de los requisitos necesarios para ello, 
con la misma cautela al menos con la que se actúa en el
827Sobre la relativización del deber de paz, RAMOS 
QUINTANA,M.I., El Deber de Paz Laboral (Su regulación en la Lev 
v en el convenio Colectivo). Civitas, 1992.
828A1 respecto vid. DURAN LOPEZ, F., "El régimen legal de la 
huelga tras la Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de 
abril de 1981", R.P.S.. n°134, 1982, pág.69.
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orden civil. Asimismo debiera ser objeto de una particular 
adaptación cuando se trate de convenios colectivos o 
situando preferentemente una nueva negociación entre las 
partes para la modificación ante tempus del convenio.
En cambio, si han sido concedidas unilateralmente por 
el empresario, las limitaciones del artículo 192 de la LGSS 
impiden la modificación de los derechos adquiridos a través 
de la técnica de la absorción y compensación, salvo que 
viniera expresamente prevista en el momento de su 
concesión. En este supuesto, la vía a seguir es la del 
artículo 41 del ET, con el procedimiento allí establecido, 
diferente en función de si se trata de mejoras de disfrute 
individual o colectivo, o si derivan de un pacto de 
naturaleza extraestatutaria. No obstante, la extensión del 
alcance de este precepto tras la ley 11/1994, reduce 
considerablemente la utilización de la vía civil, que de 
facto debe quedar reducida a supuestos límite.
2) por lo que se refiere a las expectativas de 
derechos, incorporadas a los convenios colectivos, pueden 
ser suprimidas incluso por un convenio posterior, y si 
derivan de la decisión unilateral del empresario, 
resultarán afectadas por las técnicas de absorción y 
compensación mediante la configuración de conceptos 
homogéneos. El artículo 41 del ET no debe ser aplicable a 
estos supuestos de meras expectativas de derechos, ya que 
se requiere para su utilización que la modificación sea 
sustancial, la concurrencia de determinadas causas y, 
especialmente, que con su modificación se contribuya a 
mejorar la situación de la empresa.
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III. UNA SITUACION A CONSIDERAR: LOS TRABAJADORES
PASIVOS.-
27. En materia de procedimientos de modificación de 
las mejoras voluntarias de la Seguridad Social se presenta 
una situación que merece de nuestra especial atención.
Se trata de los supuestos en los que los sujetos que 
ostentan el derecho adquirido a una mejora voluntaria han 
visto extinguida su relación laboral con la empresa, y en 
tal caso, debe plantearse si una modificación de los mismos 
puede realizarse a través de los instrumentos típicamente 
laborales.
En principio, hemos partido al analizar este epígrafe 
del artículo 192 de la LGSS, pues, por razón de la materia, 
sólo éste debe considerarse como punto de partida en el 
tema que nos ocupa. Como ya vimos, el mismo está referido 
a la protección, en los términos de su concesión, de las 
mejoras de carácter periódico generadas en favor de los 
trabajadores. Por tanto, su campo de aplicación objetivo 
engloba en su mayor parte supuestos de mejoras por 
pensiones, por ser éstas en su mayor parte de tracto 
sucesivo, -así como a los subsidios con el mismo carácter, 
tales como la IT o la maternidad-. No obstante, en el 
primero de los casos, las consecuencias laborales de la 
obtención de una pensión por el trabajador es la extinción 
de la relación laboral, -art.49.1.e) y f) del ET-. Ello 
lleva a plantearse si cabe acudir en estos casos a la 
normativa laboral para proceder a la modificación de estos 
derechos respecto de trabajadores que, por su nueva
604
Modificación v extinción de las mejoras.
relación con la empresa, podrían denominarse pensionistas 
de empresa.
28. En principio, debe partirse de que no hay ninguna 
referencia en el ET que contemple regulación alguna sobre 
el tipo de vinculación entre la empresa y los trabajadores 
que han dejado de serlo. Sin embargo, ya vimos cómo la 
jurisprudencia ha declarado la sujeción de los mismos al 
convenio colectivo de la empresa.
Del contenido del ET, podría hacerse referencia a la 
obligación que parece desprenderse del artículo 48.2, 
respecto de los trabajadores que, habiendo estado con 
contrato suspendido por IT son declarados en alguno de los 
grados de invalidez permanente previsto en la LGSS y 
respecto de los que los órganos competentes de calificación 
de los mismos prevén una posible revisión por mejoría, en 
tal caso, se señala que subsistirá la suspensión de la 
relación laboral, con reserva de su puesto de trabajo 
durante dos años desde la fecha de la resolución que 
declara la invalidez. Se trata, por tanto, de un supuesto 
de suspensión de contrato y no de extinción.
- Supuestos propiamente de extinción de la relación 
laboral en los que permanezca alguna obligación por parte 
de la empresa, y aparte de los casos de tramitación de 
procesos por despido cuando son finalmente declarados nulos 
o improcedentes -arts.55.2) y 6) , y 56.1.b) del ET-, cabría 
traer a colación aquellos en los que la relación entre 
ambas partes queda sujeta a un expediente de regulación de
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empleo por aplicación del artículo 51 del ET, supuestos en 
los que se suelen establecer medidas de prejubilación por 
los que se mantiene a estos trabajadores vinculados a la 
empresa hasta que accedan a la jubilación reglamentaria, 
si bien, en este caso, quedan sujetos al contenido que 
resulte del acuerdo adoptado tras el período de consultas 
a que alude el citado precepto, y en el que habrán de 
negociarse, además, las medidas necesarias para atenuar las 
consecuencias del expediente para los trabajadores, con lo 
cual se trata de la negociación de aspectos que puedan 
incidir en la posición o situación poscontractual del 
trabajador, tanto a nivel personal como profesional829.
En estos casos permanece la vinculación entre los 
trabajadores sujetos a jubilaciones anticipadas, si bien 
la relación poscontractual queda sujeta a un nuevo acuerdo, 
distinto del convenio o de las condiciones laborales que 
rigieran en la empresa al momento del expediente, con lo 
cual éstas no les afectan, salvo que en el expediente se 
contemplara lo contrario830, o salvo que el propio convenio 
expresamente declare aplicables a los mismos alguna de las 
mejoras en él contenidas831.
829DEL REY GUANTER,S. , "Los despidos por causas empresariales 
y fuerza mayor: líneas esenciales de la reforma (arts. 51 y 52 
c del Estatuto de los Trabajadores)", R.L.. n°17/l8, 1994,
pág.201.
830S.TSJ del País Vasco, de 15 de diciembre de 1992, 
-Ar.6030-; S.TSJ de Castilla y León/Valladolid de 8 de febrero 
de 1993, -Ar.1062- y S.TSJ de la Comunidad Valenciana de 23 de 
mayo de 1995, -Ar.2147-.
831E1 Convenio Colectivo n° 254 extiende a los trabajadores 
que fueron afectados por el correspondiente Expediente de 
Regulación de Empleo, la ayuda por hijos disminuidos establecida 
en el mismo.
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- El mismo resultado se produce cuando la empresa ha 
sido afectada por Planes de Saneamiento y Reconversión que, 
aunque sometidos a otro tipo de normas, dan lugar 
generalmente al nacimiento de obligaciones por parte de la 
empresa de mantener económicamente un plan de 
prejubilaciones para determinados trabajadores afectados, 
los cuales podrán acceder a otros beneficios señalados en 
el convenio correspondiente para los trabajadores en 
activo, si así se hubiere señalado expresamente.
Esto es lo que ha ocurrido con trabajadores de la 
empresa Ensidesa que, jubilados anticipadamente en virtud 
de planes de reconversión, fueron declarados, estando ya 
en situación de jubilación anticipada, afectos de una 
invalidez permanente, y reclaman la indemnización que por 
ese concepto venía establecida en el convenio colectivo 
para los trabajadores en activo, argumentando que la 
empresa unilateralmente, a través de unas Circulares, les 
otorgó tal derecho. Ello ha sido considerado como condición 
más beneficiosa de origen contractual por el Tribunal 
Supremo, el cual señala que, aunque las Circulares carezcan 
de valor normativo, sí lo tienen como "lex privata" con 
plena eficacia entre las partes de acuerdo con los 
artículos 1091 y 1278 del Código Civil...en cuanto 
constituyen una oferta de la empresa que, aceptada por el 
trabajador, regula las obligaciones derivadas de la 
suspensión y extinción de las relaciones de trabajo por la 
reestructuración de plantillas"232.
832S.TS de 25 de marzo de 1993, -Ar.2206-, entre otras.
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29. No dándose ninguna de estas circunstancias, el 
tema sobre la modificación de las mejoras disfrutadas por 
los trabajadores pensionistas ha llegado a los Tribunales, 
desde la negativa a que a los trabajadores pasivos, 
beneficiarios de una mejora por jubilación, les afectaran 
las modificaciones sobre la forma de revalorización de la 
misma, negociada por los representantes legales de los 
trabajadores, por entender que éstos no alcanzaban a 
representar a aquéllos y por tanto el convenio colectivo 
negociado no les era aplicable. Asimismo, se alegaba que 
se trataba de derechos adquiridos que no cabía ser 
modificados si no era en la forma que admitía el artículo 
192 de la LGSS.
Sin embargo, ya vimos que el artículo 192 de la LGSS 
no se vulnera cuando lo que se modifica es el método de 
revalorización de los complementos, en tanto que no se 
trata de un derecho adquirido, sino de un derecho 
expectante de revisión; de ahí que en tales supuestos el 
Tribunal Supremo no aceptara la tesis de los citados 
traba j adores833 .
30. Ahora bien, si, como hemos visto, la concurrencia 
de circunstancias críticas para la empresa pueden dar lugar 
a la modificación de las mejoras voluntarias disfrutadas 
por los trabajadores, por recurso al artículo 41 del ET o 
a la cláusula rebus sic stantibus, incluso tratándose de 
derechos adquiridos, cabría preguntarse si esas mismas 
alternativas son posibles tratándose de supuestos en los 
que ya no está vigente la relación laboral.
833S.TS de 28 de septiembre de 1994, -Ar.7258- y de 26 de
julio de 1995, -Ar.6722, citada-, entre otras.
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En principio, se ha afirmado que no sería posible el 
recurso al artículo 41 del ET porque la relación entre la 
empresa y el beneficiario de la mejora no puede calificarse 
como laboral834. No obstante, desde nuestro punto de vista, 
para considerar la aplicabilidad del procedimiento 
establecido en este artículo a este tipo de relaciones, 
habría que distinguir si la mejora deriva de un convenio 
colectivo o fue en su momento establecida por decisión 
unilateral de la empresa. En el primero de los casos, su 
carácter normativo y el declarado alcance de su eficacia 
a este colectivo, exigen la aplicación de idéntico régimen, 
como si se tratara de trabajadores activos835 . Sin embargo, 
cuando su origen es por concesión unilateral del 
empresario, que se incorpora al contrato de trabajo, 
extinguido éste, la relación jurídica existente alcanza en 
toda su extensión una nueva connotación, cual es la de 
conformar, junto con el resto de prestaciones de la 
Seguridad Social, el estatuto jurídico de pensionista, que 
no puede verse alterado por la libre y unilateral voluntad
834LUQUE PARRA,M., "La modificación o extinción unilateral de 
las mejoras voluntarias por parte del empresario", op. cit. , 
págs.4 9 y 53; en el mismo sentido, DEL REY GUANTER,S. y GALA 
DURAN,C., "Protección social y negociación colectiva", AAW, 
Seguridad Social v Protección Social.... op. cit., pág.301.
835Asimismo, serían recomendables previsiones como la que se 
contiene en el C.C. n° 115, que prevé que los jubilados estén 
presentes en las reuniones de los representantes del personal con 
la dirección, cuando en el orden del día figure el tratamiento 
de cuestiones que les afecten.
Por otro lado, el C.C. n° 16 prevé que el precepto en el que 
se establecen los complementos a la pensión de jubilación, será 
objeto de revisión en cada convenio, sin que en ningún caso 
queden mermados los derechos adquiridos por los jubilados, 
-anexo-.
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de la empresa836, por lo que, en este supuesto, para la 
modificación de la mejora, debe exigirse en todo caso, una 
correcta aplicación del artículo 192 de la LGSS. Al 
desaparecer la relación laboral, debe permitirse que la 
mejora voluntaria alcance su auténtica naturaleza como 
prestación equiparable a las básicas, actuando, por tanto, 
la LGSS como primer marco de referencia837 .
Así pues, será la norma que creó la mejora la que 
constituye en este caso el único marco jurídico de la 
misma, y el beneficiario ostenta un derecho atribuido por 
el artículo 192 de la LGSS de no disminución ni extinción, 
si no es a través de las normas que lo reconocieron, 
derecho al que no puede tampoco el trabajador renunciar, 
por aplicación del artículo 3 de la LGSS838 .
Y por lo que se refiere a la aplicación de la cláusula 
rebus sic stantibus, la referencia a la norma que las creó 
que realiza aquel precepto evidencia la existencia de una 
fuente de derechos y obligaciones, cuya naturaleza por 
tanto es contractual, de ahí que sólo un cambio de 
circunstancias absoluto y radical que afecte directamente 
a esa especial relación jurídica que pervive entre empresa 
y ex-trabajador podría legitimar la alegación de aquella
836S.TS de 30 de noviembre de 1989, -Ar.8293- y S.TSJ de
Cataluña, de 19 de mayo de 1993, -Ar.S.2521-.
837Su carácter de relación cuya naturaleza es enmarcable en 
el ámbito de la Seguridad Social, es también señalada por LUQUE 
PARRA,M., "La modificación o extinción unilateral de las 
mejoras...", op. cit., pág. 56.
838La nulidad de todo pacto que suponga la renuncia de 
derechos en materia de Seguridad social, es reconocida para las 
mejoras voluntarias de la Seguridad Social, en S.TSJ de La Rioja, 
de 8 de junio de 1993, -Ar.2783-.
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cláusula. Así, por ejemplo, sería aplicable ante una 
modificación en materia de Seguridad Social que convirtiera 
la obligación de la empresa en excesivamente onerosa, pero 
no como una simple medida que contribuyera sin más a 
favorecer la situación de la empresa, o a hacerla más 
competitiva, pues de otra manera los derechos de este 
colectivo podrían resultar excesivamente vulnerables 
respecto de los derechos de los trabajadores en activo839.
Cabría en este punto señalar que es posible encontrar 
en algunos convenios colectivos la llamada a una nueva 
negociación, como ocurre en aquel en el que se establece
839LUQUE PARRA opta en estos supuestos por la aplicación de 
la cláusula rebus sic stantibus, si bien, tras un ejercicio de 
laboralización de la misma.
Así, considera ésta una relación jurídica compleja, ni 
estrictamente civil, ni estrictamente laboral, si bien señala 
que, desde una perspectiva abstracta estamos ante un conflicto 
con una naturaleza enmarcable en el ámbito de la Seguridad 
Social, por tanto, -señala el autor- incluido dentro de la 
disciplina jurídico-laboral, por lo cual, considera necesario la 
laboralización de esta cláusula, que debe caracterizarse por:
a) inexistencia de conceptualización única, debiéndose 
estudiar su aplicabilidad en el caso concreto.
b) extensible a cualquier tipo de mejora, ya sea mera 
expectativa, ya sea derecho adquirido.
c) su aplicación debe estar justificada en parámetros de
proporcionalidad, cuyo nivel de exigibilidad deberá supeditarse
a las siguientes notas:
- a las consecuencias de la relación entre: situación que 
comporta la alteración de la mejora, medidas a adoptar y 
perjuicios derivados para el sujeto afectado.
- a la situación jurídica a alterar: expectativa o derecho.
- y a la fuente que se pretende modificar.
d) sólo en los supuestos extremos -derecho adquirido cuya 
fuente de origen es un convenio colectivo- podrá exigirse la
extensión que en el ámbito civil y laboral tiene la cláusula
rebus sic stantibus.
LUQUE PARRA,M., "La modificación o extinción unilateral de 
las mejoras voluntarias...", op. cit., pág. 56 y ss.
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expresamente que una nueva Ley de pensiones determinará que 
las partes inicien una negociación al respeto840.
IV. MEJORAS ADAPTADAS A LA DISPOSICIÓN ADICIONAL
PRIMERA DE LA LPFP.-
31. La exigencia de adecuación a los compromisos por 
pensiones que se deriva de la citada Disposición implica 
la existencia de un previo compromiso al que adaptarse. 
Ello significa que tanto el contenido del plan, como el de 
la relación aseguratoria, siguen un modelo previamente 
conformado que deriva de un compromiso asumido, ya sea en 
virtud de la negociación colectiva, ya sea por decisión 
unilateral de la empresa.
No obstante, en el supuesto concreto de un Plan de 
Pensiones, la normativa de los mismos configura y regula 
el funcionamiento y control del Plan, así como la necesidad 
del llamado Reglamento del Plan y el contenido mínimo del 
mismo, entre el que se encuentra el procedimiento para 
llevar a cabo su modificación.
La existencia de este Reglamento de origen negociado, 
como vimos, asegura en todos los casos la completa 
regulación de las mejoras voluntarias por él canalizadas, 
que, en tanto que deben ser fielmente exportadas desde los 
propios convenios colectivos, el contenido de ambos 
instrumentos, será el régimen jurídico que le acompañe
^Anexo: C.C. n° 214. Asimismo, sobre el particular, señala 
el C.C. n° 23 que cualquier modificación total o parcial de la 
normativa vigente en materia de pensiones de la Seguridad Social 
no afectará a los complementos de pensiones en él establecidos.
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durante toda su vida, y a él habrá que atender en todo caso 
para proceder a la modificación del plan. No hay, pues, en 
principio contradicciones para aplicar la misma fórmula 
prevista en el artículo 192 de la LGSS, lo cual sería 
también aplicable a los contratos de seguro concertados 
conforme a la Disposición Adicional Primera de la LPFP, 
siempre que en su desarrollo reglamentario se plasmen las 
aspiraciones de homogeneidad con los planes de pensiones 
que se derivan de la citada disposición, cuestión que debe 
llevar a aplicar sobre ambos instrumentos la misma solución 
a que se llegue sobre este tema que, en principio, queda 
tan sólo referido a los Planes por contar ya con su 
regulación específica.
32. Por otro lado, incorporado o no al convenio 
colectivo, el Plan no dejará de ser siempre el resultado 
de un acuerdo, éste vimos que es exigible incluso aunque 
la decisión de establecer el Plan derive de la voluntad 
unilateral de la empresa, ya que es la Comisión Promotora 
la que procede posteriormente a su definitiva negociación 
y formalización, por lo que la modificación del mismo no 
podrá nunca realizarse unilateralmente por el promotor o 
empresa841.
Ahora bien, en tanto que la intervención de la 
negociación colectiva en esta materia no sólo no está 
prohibida, sino que en la práctica actúa de instrumento 
eficaz de impulso hacia la misma, se plantea la eficacia
^MONEREO PEREZ,J.L., "Los Planes de Pensiones en el sistema 
de protección social", VII Congreso Nacional de Derecho del 
Trabajo y..., op. cit., pág.140.
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de una modificación de aquel Reglamento o contrato de 
seguro, realizado a través de la negociación colectiva.
En principio, el acuerdo de previsión, es decir, el 
Reglamento del Plan, aparece en ocasiones como una parte 
más de un convenio colectivo de contenido material más 
amplio, o puede ser el objetivo central y exclusivo de un 
acuerdo colectivo de regulación de esta materia concreta, 
si bien, en cualquier caso, considera MONEREO que, en la 
exacta medida en que aquél constituye un instrumento formal 
de la autonomía colectiva, aunque esté adjetivado por la 
finalidad previsora, se ha de aplicar el derecho común de 
la negociación colectiva tal y como es configurado en la 
LEI842.
Ahora bien, para este autor, teniendo en cuenta que 
la normativa de los Planes de Pensiones consagra un derecho 
de adhesión individual de los partícipes al Plan, la 
negociación colectiva debe salvaguardar aquel derecho y por 
tanto considera difícil garantizar la efectividad de una 
revisión de los términos contractuales del Plan operada en 
el marco de la negociación colectiva843 .
Sin embargo, a nuestro juicio, el problema que se trae 
a colación no procede del alcance de la representatividad 
de los órganos de representación de los trabajadores en la 
empresa que ostentan la legitimidad negociadora, por cuanto 
sería fácilmente salvable teniendo en cuenta el alcance que 
a los mismos le confiere la jurisprudencia, y el equilibrio
M2MONEREO PÉREZ,J.L., Ihidem, págs.13 5 y 13 9.
M3MONEREO PÉREZ,J.L., Ibidem, pág.14 0.
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de contraprestaciones que representa el convenio colectivo, 
como tuvimos ocasión de analizar en un momento anterior.
El problema radica fundamentalmente en que la LPFP 
incluye dentro de la Comisión de Control del Plan a los 
beneficiarios de las pensiones, es decir, a los 
trabajadores pasivos, los cuales ostentan por ello un 
derecho a participar en la toma de acuerdos sobre cualquier 
decisión que venga a alterar el citado Plan.
Así pues, nada debe impedir la intervención de la 
negociación colectiva siempre que las modificaciones a 
realizar respeten los derechos ya adquiridos por estos 
trabajadores cuya relación laboral se extinguió, ya que en 
caso contrario, podrían plantearse problemas de ilegalidad 
-art.85.1 ET- puesto que la intervención de los 
pensionistas en la toma del acuerdo viene exigida por la 
propia Ley.
Asimismo, en tanto que las partes negociadoras se 
encuentras limitadas por el respeto a las leyes, y en la 
LPFP se desarrolla la dinámica propia de desarrollo del 
plan, incluidas las causas de terminación y reglas para su 
modificación, liquidación y disolución, cabría concluir en 
la imposibilidad de que a través de la negociación 
colectiva se produzca una reforma in peius de un plan de 
pensiones.
No obstante, en la práctica, como ya se observó al 
analizar las cláusulas convencionales en esta materia, la 
intervención de la negociación colectiva asegura, a
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diferencia de lo que ocurre en los planes de pensiones del 
sistema individual, un sometimiento de los mismos a 
continuos procesos negociadores que facilitan en la mayoría 
de los casos una más rápida adaptación de las condiciones 
reguladas en el plan a la realidad social, -nuevas 
modalidades contractuales, modificaciones en materia de 
Seguridad Social- y normalmente, dentro del marco de 
prestaciones y contraprestaciones en que se mueve la 
negociación colectiva, sin duda actúan como instrumento de 
presión para mejorar las características de los mismos, 
tales como el nivel de aportaciones de la empresa, -siempre 
dentro de los límites legales-, o la política a seguir 
respecto del acceso al plan de los trabajadores temporales, 
así como la posible mejora en materia de prestaciones.
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CONCLUSIONES
- La Previsión Social Complementaria constituye una 
adecuada respuesta a las insuficiencias de los Sistemas 
públicos de la Seguridad Social, de ahí que, cuando éstos 
pasan por momentos de crisis, la salida complementaria deja 
de ser marginal y de exclusiva responsabilidad privada, por 
tanto, aunque los mecanismos existentes estén configurados 
desde la propia iniciativa privada, debe dotárseles, al 
menos, de un tratamiento lo más homogéneo y garantista 
posible.
- El ordenamiento jurídico de la Seguridad Social ha 
sido tradicionalmente el canalizador de la previsión social 
complementaria en las empresas, concretamente a través de 
las mejoras voluntarias de la Seguridad Social. Estas, 
surgen en principio con una intención claramente 
restrictiva respecto de la iniciativa privada, pero en su 
evolución, marcada por la propia evolución de la Seguridad 
Social obligatoria, quedaron reducidas a una única 
modalidad, las mejoras directas de prestaciones. Estas se 
caracterizan por tratarse de una modalidad libre de mejora 
voluntaria en tanto que de su escueta regulación se 
desprende un amplio y flexible campo de actuación para su 
configuración por la iniciativa privada, cuestión principal 
de la polémica doctrinal sobre su naturaleza jurídica como 
auténtica mejora voluntaria de la Seguridad Social, 
carácter que ni la propia LGSS ni su Orden de desarrollo 
-OMV- ponen en entredicho, pero que actualmente cobra 
relevancia por la proliferación de decisiones legislativas
617
que indirectamente les afectan y que responden a una clara 
lectura privatista del último inciso del artículo 41 de la 
Constitución española.
Se han convertido pues en una institución 
conflictiva en la realidad jurídica, ya que, ha sido la 
jurisprudencia la que ha actuado integrando en muchos casos 
un régimen jurídico que deja en manos de los sujetos 
privados la configuración de unas mejoras que, señala su 
específica regulación, tendrán los mismos caracteres que 
las prestaciones básicas y serán consideradas a todos los 
efectos dentro de la acción protectora de la Seguridad 
Social. Especialmente la situación se complica porque la 
flexibilidad de las partes alcanza a la libertad de 
elección del instrumento de gestión de las mismas, siendo 
en este terreno en el que el legislador ha intervenido 
tratando de dotar a los mismos de máximas garantías de 
manera que no se pongan en peligro los derechos de los 
trabajadores, tal y como exige la Directiva comunitaria 
80/987/CEE.
- Respecto de la atribución a las mejoras voluntarias 
de los mismos caracteres de que gozan las prestaciones 
básicas, para las mejoras directas de prestaciones aquella 
declaración ha sido alterada por el propio legislador en 
su intervención en algunas materias, como la tributaria. 
Sin embargo, otros caracteres como su condición de crédito 
privilegiado en los términos del artículo 32 del ET, deben 
entenderse aplicables a las mejoras voluntarias de la 
Seguridad Social por remisión directa del artículo 1.3 de 
la OMV al artículo 121 de la LGSS.
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Por lo que respecta a la consideración a todos los 
efectos dentro de la acción protectora de la Seguridad 
Social, su alcance ha venido siendo precisado por la 
juriprudencia que opta por una equiparación que en modo 
alguno puede considerarse de carácter absoluto, sino que 
se opta por mantener un equilibrio entre la especial 
naturaleza que la norma, les confiere y la libre 
disponibilidad de las partes al momento de configurarlas, 
de manera que normalmente la adecuación a la normativa de 
la LGSS procederá en tanto que la iniciativa privada no 
disponga otra cosa.
- En cuanto a los instrumentos de gestión, el artículo 
193 de la LGSS, ha sido recientemente alterado por las 
modificaciones introducidas en la Disposición Adicional 
Primera de la LPFP por la LOSSP. Esta nueva regulación 
prohíbe la constitución de fondos internos cuya titularidad 
sea mantenida por la empresa, para gestionar las mejoras 
de pensiones, y se justifica como adaptación a nuestro 
derecho interno de la protección que en esta materia exige 
el artículo 8 de la Directiva Comunitaria 80/987/CEE.
Realmente significa la culminación de una tendencia 
legislativa en la que se intentaba desalentar la 
utilización de estos fondos internos a través, 
principalmente, de desincentivaciones en materia 
tributaria. Su prohibición en la actualidad viene además 
acompañada de la aparente vinculación a determinados 
instrumentos para estos fines, concretamente, a los planes 
y fondos de pensiones y a los contratos de seguro. Aparente 
porque, en principio, no resulta del todo claro si las 
empresas podrían acudir a otros instrumentos para gestionar
619
sus compromisos por pensiones con los trabajadores, siempre 
que no mantengan la titularidad de los fondos. Si bien, de 
mantenerse tal interpretación, no debiera bastar con 
cualquier otro mecanismo, sino que debe entenderse que 
entra dentro de la adaptación a la citada Directiva, las 
garantías mínimas que conlleva la adopción de los 
instrumentos referidos en la Disposición Adicional Primera 
de la LPFP. Especialmente porque, de las diferentes 
interpretaciones que cabría dar a aquel mandato 
comunitario, nuestro legislador ha optado por la menos 
comprometedora para los poderes públicos ya que no se ha 
configurado la protección a través de una institución de 
garantía del tipo del Fogasa, sino que se ha optado 
simplemente por evitar que las situaciones de crisis 
empresarial lleguen a afectar a los fondos destinados a la 
previsión social complementaria de los trabajadores, al 
obligar a la externalización de los mismos.
- Por otro lado, cabría señalar que el legislador, al 
situar al mismo nivel los planes de pensiones y los 
contratos de seguro y al intentar regular estos últimos 
como instrumentos homogéneos a los planes y fondos de 
pensiones, intenta favorecer la concertación de aquéllos 
para gestionar pensiones, a pesar de que se sigue 
observando, al menos en el régimen transitorio de 
acomodación a la Disposición Adicional Primera de la LPFP, 
que permanece el más favorable tratamiento fiscal respecto 
de estos últimos, sobre los que, cabría mantener que 
constituyen el instrumento ideal para gestionar mejoras 
voluntarias de la Seguridad Social ya que, por un lado, sin 
afectar a la autonomía de las partes, garantiza la 
titularidad de los fondos en favor de los trabajadores
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desde el primer momento, lo que se traduce en la existencia 
de derechos consolidados en favor de los mismos y no de 
meras expectativas de derechos, y por otro lado, la 
imposibilidad de realizar estos derechos hasta la 
actualización de la situación de necesidad garantiza el 
cumplimiento de la finalidad social de la institución.
Ninguna de estas características propias de los planes 
y fondos de pensiones es garantizada en la regulación de 
los contratos de seguro, al menos hasta el momento y a 
falta del desarrollo reglamentario pertinente.
- Respecto de la utilización de contratos de seguro, 
esta nueva regulación exige que los mismos cumplan 
determinadas especialidades, lo que supone que, por primera 
vez se está reconociendo una especialidad para este tipo 
de contratos respecto de los comunes, lo cual implica a su 
vez, el reconocimiento de su carácter meramente 
instrumental en la gestión de las mejoras voluntarias de 
la Seguridad Social, por cuanto se observa claramente la 
exigencia de una necesaria adecuación de las pólizas que 
con estos fines se suscriban a los compromisos por 
pensiones adoptados por las partes en el seno de la 
negociación colectiva.
- En cuanto a los planes y fondos de pensiones, 
también la citada Disposición Adicional Primera viene a 
consagrar su carácter meramente instrumental respecto de 
las mejoras voluntarias de la Seguridad Social, ya que, el 
carácter privado de las prestaciones derivadas de los 
planes de pensiones no debe implicar, en el caso de los 
planes del sistema de empleo, su total desconexión con la
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institución de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social puesto que, la evolución que ha sufrido esta 
institución, reducida actualmente a las mejoras directas 
de prestaciones, cuya principal característica es la 
flexibilidad y libertad de configuración de las mismas por 
los sujetos privados sin intervención pública alguna, 
implica que no se den importantes diferencias que impidan 
mantener que un plan de pensiones del sistema de empleo 
canaliza y gestiona auténticas mejoras directas de 
prestaciones. Ya que, los requisitos exigidos de más a las 
partes en la normativa de los planes de pensiones, no son 
sino una nueva adaptación de las mejoras a nuestra realidad 
social, un nuevo modelo que permite dotar a los sujetos de 
garantías que la escuálida regulación contenida en la LGSS 
no exige, sin que por ello las partes pierdan la autonomía 
que le confiere la propia normativa de la Seguridad Social.
Esta interpretación, que el legislador no impide, dota 
de unidad a un terreno caracterizado por una gran 
dispersión y concurrencia de muy diversas disposiciones 
legales, lo cual a su vez, por un lado, beneficia la 
consecución de la función social que la previsión social 
complementaria está llamada a realizar especialmente en 
momentos críticos para el sistema público, y por otro lado, 
implica un tratamiento unitario dentro de las diferentes 
empresas y en relación con los instrumentos propiamente 
laborales que sirven a la constitución y la modificación 
y extinción de las mejoras voluntarias de la Seguridad 
Social.
- Así, en cuanto a la constitución de las mismas en 
el seno de las empresas, el acto que las origine puede
622
emanar o bien de la decisión unilateral del empresario, 
adquiriendo en tal caso carácter de condición más 
beneficiosa, o bien de la propia negociación colectiva, un 
estudio de la cual, pone de relieve que el convenio 
colectivo de carácter empresarial constituye la vía más 
idónea y asimismo más utilizada en la práctica, para 
establecer mejoras voluntarias de la Seguridad Social, 
incluso cuando se canalizan a través de planes de pensiones 
del sistema de empleo. Sin perjuicio de que, respecto de 
estos últimos, sea aconsejable la utilización de la 
negociación colectiva supraempresarial para coordinar la 
posible articulación de planes de pensiones en las empresas 
sometidas a su campo de aplicación.
Los principales problemas que pueden plantearse como 
contenido de los convenios colectivos de carácter 
estatutario, tales como el derivado de la eficacia 
normativa de los mismos, su aplicación y alcance a los 
trabajadores pasivos o las exigencias del principio de 
igualdad, han ido solucionándose por la propia ley en 
algunas ocasiones y por decisiones jurisprudenciales en 
otras, de tal manera que en la actualidad puede mantenerse 
que el principal problema de las mejoras voluntarias cuando 
forman parte del contenido de un convenio colectivo deriva 
de la escasa precisión de las cláusulas convencionales al 
respecto y de la utilización de una terminología poco 
uniforme que obliga a atender en esta materia a la 
verdadera intención de las partes y a presumir en la 
mayoría de supuestos conflictivos que aquella era la de 
regular una auténtica mejora voluntaria de la Seguridad 
Social de carácter complementaria respecto de la acción 
protectora de la Seguridad Social, marco de referencia por
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excelencia que en la mayoría de ocasiones es el tenido en 
cuenta por las partes que negocian prestaciones en este 
terreno.
- Asimismo, otro de los grandes problemas que se 
suscitan desde la perspectiva laboral en esta materia, es 
el de construir el régimen jurídico aplicable para la 
modificación y extinción de las mejoras voluntarias. Para 
ello, el punto de partida no puede ser otro que la propia 
regulación contenida en la LGSS, cuyo artículo 192 
establece que, tratándose de prestaciones de carácter 
periódico, una vez establecidas no podrán ser anuladas o 
modificadas si no es de acuerdo con las normas que regulan 
su reconocimiento.
Así, si han sido establecidas unilateralmente por el 
empresario, su carácter de condición más beneficiosa casa 
perfectamente con la imposibilidad de que sea la sola 
decisión unilateral de la empresa la que reduzca estos 
derechos. Asimismo, las limitaciones del artículo 192 de 
la LGSS impiden la modificación de los derechos adquiridos 
por esta vía a través de las técnicas de absorción y 
compensación, salvo que la aplicación de las mismas viniera 
expresamente prevista en el momento de su concesión. La vía 
a seguir en estos casos es la del artículo 41 del ET, y 
requiere, por tanto, la concurrencia de alguna de las 
causas que legitiman el recurso a este precepto y la 
utilización del procedimiento en él establecido, diferente 
según se trate de mejoras de disfrute individual o 
colectivo o si derivan de un pacto de naturaleza 
extraestatutaria. Por lo que respecta a la posible 
utilización de la cláusula rebus sic stantibus, el amplio
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campo de actuación del artículo 41 del ET tras la Ley 
11/1994, limita considerablemente la utilización de esta 
vía de modificación de carácter civil que debe quedar 
reducida a supuestos límite.
Si se trata, en cambio, de modificar o anular simples 
expectativas de derechos concedidas unilateralmente por la 
empresa, podrán ser afectadas por las técnicas de absorción 
y compensación, siendo más polémica la utilización para 
estos casos de la vía del artículo 41 del ET, en cuanto que 
exige para su aplicación que la modificación sea de 
carácter sustancial, que concurran determinadas causas y 
que con su modificación se contribuya a mejorar la 
situación de la empresa, resultado difícil de traducir en 
la práctica mediante la anulación o modificación de simples 
expectativas de derechos.
Por lo que respecta al régimen de modificación y 
supresión de mejoras voluntarias contenidas en convenios 
colectivos, una vez hayan alcanzado el carácter de derechos 
adquiridos, no podrán resultar afectadas, ni a través de 
la técnica de la sucesión de convenios colectivos, ni a 
través del artículo 41 del ET cuyas materias susceptibles 
de modificación están estrictamente limitadas. Respecto a 
la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus o de la 
teoría de la base del negocio a los convenios colectivos, 
por su condición de normas de carácter temporal por 
naturaleza y su eficacia normativa, no resulta justificada, 
por lo que debiera posibilitarse con carácter previo a la 
utilización de estas cláusulas civiles, y,‘ si se dieran 
causas que justificaran la necesaria intervención, una
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nueva negociación entre las partes tendente a una 
modificación ante tempus del convenio.
No obstante, de admitirse la aplicación de las mismas 
a los convenios colectivos, deben concurrir todos y cada 
uno de los requisitos necesarios y debe actuarse, al menos, 
con la misma cautela con la que se actúa en el orden civil 
de jurisdicción. De otra manera, esta vía se convertiría 
en un cauce para eludir las limitaciones que, en materia 
de modificación de convenios colectivos, el legislador 
laboral se cuida especialmente de regular.
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A N E X O
CONVENIOS COLECTIVOS. BOE, ENERO-DICIEMBRE 1996.
1. Resol. DGT de 12 de diciembre de 1995. III Convenio Colectivo de
la empresa "Masa Servicios, S.A." (BOE de 5 de enero de 1996).
2. Resol. DGT de 12 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de la
empresa "Semillas Cargill, S.A." (BOE de 5 de enero de 1996).
3. Resol. DGT da 19 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de
ámbito interprovincial de la emp. "Bellota Herramientas, S.A." (BOE de 
13 de enero de 1996).
4. Resol. DGT de 19 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de
ámbito interprovincial de la empresa "ICICT, S.A." (BOE de 16 de enero 
de 1996) .
5. Resol. DGT de 19 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de la
emp. "Radio Zaragoza, S.A." (BOE de 16 de enero de 1996).
6. Resol. DGT de 19 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de la
emp. "Aricemex, S.A." (BOE de 16 de enero de 1996).
7. Resol. DGT de 21 de diciembre de 1995. III Convenio Colectivo de
la emp. "Wagons-Lits Viajes, S.A." (BOE de 16 de enero de 1996)
8. Resol. DGT de 19 de diciembre de 1995. Convenio colectivo de la
empresa "Hormicemex, S.A." (BOE de 17 de enero de 1996)
9. Resol. DGT de 20 de diciembre de 1995. Convenio colectivo de
Recuperación, Transformación y Venta de Residuos y Desperdicios
Sólidos. (BOE de 17 de enero de 1996)
10. Resol. DGT de 20 de diciembre de 1995. Convenio colectivo de la 
empresa "B.A.T. España, S.A.". (BOE de 17 de enero de 1996)
11. Resol. DGT de 2 9 de noviembre de 1995. IX Convenio Colectivo entre 
el personal laboral adscrito al Ballet Nacional de España y a la 
Compañía Nacional de Danza y el organismo autónomo Instituto Nacional 
de las Artes Escénicas y de la Música (INAEM) (BOE de 19 de enero de 
1996)
12. Resol. DGT de 27 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de
"Seguros Lagun Aro, S.A." (BOE de 23 de enero de 1996)
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13. Resol. DGT de 16 de enero de 1996. Convenio Colectivo para el
personal laboral de la Secretaría General del Portavoz del Gobierno
del Ministerio de la Presidencia (BOE de 23 de enero de 1996)
14. Resol. DGT de 5 de enero de 1996. Convenio Colectivo de
"Uniprex, S.A." (BOE de 26 de enero de 1996).
15. Resol. DGT de 27 de diciembre de 1995. Convenio Colectivo de 
"Robert Bosch, S.A." (BOE de 30 de enero de 1996).
16. Resol. DGT de 5 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Leaf Iberia, S.A." (BOE de 1 de febrero de 1996)
17. Resol. DGT de 16 de enero de 1996. Convenio Colectivo de ámbito
interprovincial de la empresa "Asociación Intervención Psicosocial" 
(BOE de 1 de febrero de 1996)
18. Resol. DGT de 16 de enero de 1996. III Convenio Colectivo de la 
Empresa, "Central Hispano de Bolsa, Sociedad de Valores y Bolsa, S.A." 
(BOE de 5 de febrero de 1996).
19. Resol. DGT de 18 de enero de 1996. Acta de modificaciones al
Convenio Colectivo de la "Compañía Española de Petróleos, S.A. (CEPSA) 
(BOE de 7 de febrero de 1996)
20. Resol. DGT de 18 de enero de 1996. IV Convenio Colectivo de
"Noroto, S.A." (BOE de 7 de febrero de 1996)
21. Resol.DGT de 18 de enero de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa "Telefónica Servicios Móviles, S.A." 
(BOE de 7 de febrero de 1996).
22. Resol. DGT de 18 de enero de 1996. VII Convenio Colectivo de
Scandinavian Airlines System (SAS) (BOE de 7 de febrero de 1996).
23. Resol. DGT de 18 de enero de 1996. Convenio Colectivo de "Unión 
Eléctrica de Canarias, S.A." (UNELCO) (BOE de 9 de febrero de 1996).
24. Resol. DGT de 26 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Reckitt and Colman, S.A." (BOE de 13 de febrero de 1996)
25. Resol. DGT de 25 de enero de 1996. II Convenio Colectivo de la 
empresa "G y J Publicaciones Internacionales, S.L." y "Cía, S. en C." 
(BOE de 14 de febrero de 1996)
26. Resol. DGT de 23 de enero de 1996. VII Convenio Colectivo de la 
empresa "Formación y Consultoría, S.A" (FYCSA) (BOE de 21 de febrero 
de 1996) .
27. Resol. DGT de 23 de enero de 1996. Convenio Colectivo del Grupo de 
Empresas Hispamer Banco Financiero (BOE de 22 de febrero de 1996) .
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28. Resol. DGT de 23 de enero de 1996. Convenio Colectivo de 
"Paradores de Turismo de España, S.A.", y su personal laboral (BOE de 
22 de febrero de 1996).
29. Resol. DGT de 23 de enero de 1996. I Convenio Colectivo de la 
empresa "G y J España Ediciones, S.L., S. en C." (BOE de 22 de febrero 
de 1996) .
30. Resol. DGT de 24 de enero de 1996. Convenio Colectivo nacional 
para el Comercio de Distribuidores de Especialidades y Productos 
Farmacéuticos (BOE de 22 de febrero de 1996).
31. Resol. DGT de 24 de enero de 1996. Convenio Colectivo de 
"Vigilancia Integrada, S.A." (BOE de 22 de febrero de 1996) .
32. Resol. DGT de 25 de enero de 1996. Convenio Colectivo para el 
personal laboral del Ministerio de Sanidad y Consumo y del organismo 
autónomo Instituto Nacional del Consumo (BOE de 22 de febrero de 
1996) .
33. Resol. DGT de 26 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Hertz de España, S.A." (BOE de 23 de febrero de 1996).
34. Resol DGT de 31 de enero de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa "Información y Moda.S.A" (BOE 24 de
febrero de 1996).
35. Resol DGT de 12 de febrero de 1996.Convenio Colectivo de la
empresa "G.P.S.". Gestión S.A.". (BOE 24 de febrero de 1996)
36. Resol DGT de 23 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"Ericsson. S.A" y del Pacto Colectivo denominado "Proyecto Ericsson 
200". (BOE 27 de febrero de 1996).
37. Resol DGT de 26 de enero de 1996. II Convenio Colectivo de la 
empresa "Mediterráneo Obra Agrícola S.A". (BOE 27 de febrero de 1996).
38. Resol DGT de 26 de enero de 1996. Convenio Colectivo Nacional de 
Entidades de Financiación y de Arrendamiento Financiero (Leasing). 
(BOE 27 de febrero de 1996) .
39. Resol DGT de 5 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa Fundación Formación y Empleo "(FOREM) (BOE 27 de febrero de 
1996) .
40. Resol DGT de 6 de febrero de 1996. XVII Convenio Colectivo de 
Banca Privada. (BOE 27 de febrero de 1996).
41. Resol DGT de 26 de enero de 1996. Texto refundido del II Convenio 
Colectivo y del Reglamento de régimen interior de la empresa "Nueva 
Montaña Quijano Siderúrgica S.L.". (BOE 28 de febrero de 1996).
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42. Resol DGT de 26 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"Comercial de Laminados S.A.". (BOE 28 de febrero de 1996).
43. Resol DGT de 31 de enero de 1996. Complementaria a la de 13 de 
noviembre de 1995. Convenio Colectivo de la empresa "Olivetti Española
S.A", realizada en el BOE de 5 de diciembre de 1995. (BOE 28 de 
febrero de 19960.
44. Resol. DGT de 31 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Centro Europeo de Reparto Farmacéutico de Cataluña. S.A". 
(BOE 1 de marzo de 1996) .
45. Resol. DGT de 23 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la 
"Empresa Nacional Eléctrica de Córdoba. S.A". (BOE 1 de marzo de 
1996) .
46. Resol. DGT de 13 de febrero de 1996. Convenio Colectivo Estatal de 
Agencias de Viajes. (BOE 1 de marzo de 1996) .
47. Resol. DGT de 6 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de "Renault 
Financiaciones S.A. Entidad de Financiación". (BOE 2 de marzo de 
1996) .
48. Resol. DGT de 5 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Federación Farmacéutica, Sociedad Cooperativa". (BOE 5 de 
marzo de 1996) .
49. Resol. DGT de 8 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Pescados P.C.S, S.L.". (BOE 5 de marzo de 1996).
50. Resol. DGT de 20 de febrero de 1996. Convenio Colectivo para el
personal laboral del Organismo autónomo Correos y Telégrafos. (BOE 5 
de marzo de 1996).
51. Resol. DGT de 1 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Fuerzas Eléctricas de Cataluña. S.A". (FECSA) (BOE 6 de marzo 
de 1996) .
52. Resol DGT de 12 de febrero de 1996. Convenio Colectivo del Sector 
de Limpieza, Viaria, Riegos, Recogida, Tratamiento y Eliminación de 
Residuos, Limpieza y Conservación de Alcantarillado. (BOE 7 de marzo 
de 1996) .
53. Resol. DGT de 12 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Comercial Chocolates Lacasa. S.A". (BOE 7 de marzo de 1996)
54. Resol. DGT de 12 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de las
empresas Minoristas de Droguerías, Herboristerías, Ortopedias y
Perfumerías. (BOE 7 de marzo de 1996).
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55. Resol. DGT de 16 de febrero de 1996. III Convenio Colectivo de la 
empresa 'Asesoramiento, Seguridad y Protección, S.A. (ASEPRO). (BOE 7 
de marzo de 1996.
56. Resol. DGT de 19 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de las
Cajas de Ahorro. (BOE 8 de marzo de 1996) .
57. Resol. DGT de 12 de febrero de 1996. XVI Convenio Colectivo de la 
empresa "Abrasivos Reunidos. S.A". (BOE 11 de marzo de 1996).
58. Resol. DGT de 13 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Malterías Ibéricas. S.A". (BOE 11 de marzo de 1996).
59. Resol. DGT de 13 de febrero de 1996. Acuerdo Marco Estatal de
Pastelería, Confitería, Bollería, Heladería y Repostería y Platos 
Combinados". (BOE 11 de marzo de 1996).
60. Resol. DGT de 18 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de "La
Lactaria Española, S.A.". (BOE 11 de marzo de 1996).
61. Resol DGT de 20 de febrero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Venezolana Internacional de Aviación. S.A.". (VIASA) y el de 
su Acta Adicional. (BOE 12 de marzo de 1996).
62. Resol. DGT de 21 de febrero de 1996. Convenio Colectivo del Grupo 
Marroquinería, Cueros, Repujados y Similares de Madrid y Zona Centro. 
(BOE 12 de marzo de 1996).
63. Resol. DGT de 23 de febrero de 1996. I Convenio Colectivo de la
empresa "Clima Roca York. S.L.". (BOE 18 de marzo de 1996).
64. Resol. DGT de 31 de enero de 1996. Convenio Colectivo de 
"Fertiberia S.L.".(BOE 27 de marzo de 1996).
65. Resol. DGT de 1 de marzo de 1996. II. Convenio Colectivo de
"Spanair, S.A, y sus pilotos". (BOE 28 de marzo de 1996).
66. Resol. DGT de 14 de marzo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Sematic". S.A. (BOE 3 de abril de 1996).
67. Resol. DGT. de 21 de marzo de 1996. Acuerdos de modificación del 
V Convenio Colectivo de "Iberia LAE. S.A"., y sus tripulantes pilotos. 
(BOE 9 de abril de 1996).
68. Resol. DGT de 13 de marzo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa Asociación para la promoción del Minusválido (PROMI), con el 
personal que presta sus servicios en todos sus centros de trabajo.(BOE 
11 de abril de 1996).
69. Resol. DGT. de 14 de marzo de 1996, Convenio Colectivo del "grupo 
Agio" (Administración, Gestión, Información, Organización empresa de
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Trabajo Temporal. S.A., Agio S.L. y Agio Formación S.L.). (BOE 11 de 
abril de 1996).
70. Resol. DGT. de 26 de marzo de 1996. Convenio Colectivo para el 
personal laboral del Ministerio de Economía y Hacienda. (BOE 11 de 
abril de 1996).
71. Resol. DGT de 26 de marzo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Andia Lácteos, S.L. (antes la Lactaria Española). (BOE 12 de 
abril de 1996).
72. Resol. DGT de 26 de marzo de 1996. Convenio Colectivo 
Interprovincial de Empresas para el Comercio de Flores y Plantas, y el 
Acta de Acuerdos de Revisión Salarial de dicho convenio. (BOE de 12 de 
abril de 1996).
73. Resol. DGT de 29 de marzo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Trans World Airlines, Ene". (TWA). (BOE 23 de abril de 1996).
74. Resol. DGT de 29 de marzo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Hero España. S.A". (BOE 23 de abril de 1996).
75. Resol. DGT de 29 de marzo de 1996. IV Convenio Colectivo de la 
empresa "Prerreducidos Integrados del Suroeste de España. S.A.". (BOE 
25 de abril de 1996).
76. Resol. DGT de 29 de abril de 1996. Convenio Colectivo de "BBV 
Interactivos, S.A., S.V.B." (BOE 29 de abril de 1996).
77. Resol. DGT de 19 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la emp.
"Banco Vitalicio de España, Compañía Anónima de Seguros y Reaseguros" 
(BOE 30 de abril de 1996).
78. Resol. DGT de 10 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la
"Compañía Ingersoll-Dresser Pump, S.A." (BOE 30 de abril de 1996)
79. Resol. DGT de 10 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la emp. 
"Hispano Química, S.A." (BOE 30 de abril de 1996).
80. Resol. DGT de 16 de abril de 1996. Revisión salarial del Convenio
Colectivo de la Mutua de Previsión Social del Personal de Fasa
Renault. (BOE 3 mayo de 1996) .
81. Resol. DGT de 16 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Agencia EFE", S.A.". (BOE 6 de mayo de 1996).
82. Resol. DGT de 12 de abril de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa "Domar. S.A". (BOE 7 de mayo de 1996).
83. Resol. DGT de 12 de abril de 1996. Convenio Colectivo para
empleados de Notarias del Colegio Notarial de Albacete. (BOE 7 de mayo 
de 1996) .
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84. Resol. DGT de 17 de abril de 1996. Convenio Colectivo 
Interprovincial de la empresa "Citroen. S.A." (Comercio), (BOE 9 de 
mayo de 1996).
85. Resol. DGT de 23 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Ybarra Cia. S.A", con su personal de oficinas. (BOE 9 de mayo 
de 19960.
86. Resol. DGT de 17 de abril de 1996. Convenio Colectivo Nacional 
para las Industrias de Pastas Alimentarias. (BOE 10 de mayo de 1996).
87. Resol. DGT de 19 de abril de 1996 .Convenio Colectivo de la empresa
'saltos de Guadiana. S.A.".(BOE 10 de mayo de 1996).
88. Resol. DGT de 23 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "La Cerámica. S.A". (BOE 10 de mayo de 1996).
89. Resol. DGT de 22 de abril de 1996. Convenio Colectivo del "Grupo 
Cruzcampo. S.A." (BOE 13 de mayo de 1996).
90. Resol. DGT de 26 de enero de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Logigas S.A". (BOE 23 de mayo de 1996).
91. Resol. DGT de 24 de abril de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa Compañía Sevillana de Electricidad. 
S.A.". (BOE 23 de mayo de 1996).
92. Resol. DGT de 6 de mayo de 1996. VI Convenio Colectivo de "Playa
de Madrid, S.A." (BOE 24 de mayo de 1996)
93. Resol. DGT. de 6 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa, "Miele S.A.", 1996/1997. (BOE 24 de mayo de 1996).
94. Resol. DGT de 29 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa Autopista Vasco-Aragonesa (CESA) y su personal de explotación. 
(BOE 24 de mayo de 1996) .
95. Resol. DGT de 18 de abril de 1996. Convenio Colectivo General para 
el Sector del Corcho. (BOE 27 de mayo de 1996).
96. Resol. DGT de 3 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"Sanyo España. S.A.". (BOE 28 de mayo de 1996).
97. Resol. DGT de 3 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"Nunhems Semillas, S.A.".(BOE 28 de mayo de 1996).
98. Resol. DGT de 8 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa "Intercop Ibérica. S.A." (BOE 2 9 de mayo 
de 1996) .
99. Resol. DGT de 29 de abril de 1996. Convenio Colectivo de la emp. 
"Minas de Almadén y Arrayanes, S.A." (BOE 3 de junio de 1996)
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100. Resol.DGT de 6 de mayo de 1996. Convenio Colectivo para 1996-1997 
de las Emp. de Trabajadores de Perfumería y Afines. (BOE de 4 de junio 
de 1996)
101. Resol. DGT de 20 de mayo de 1996. XV Convenio Colectivo para las 
Sociedades Cooperativas de Crédito. (BOE 10 de junio de 1996) .
102. Resol. DGT de 13 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
interprovincial de la empresa "Hidroeléctrica de Cataluña. S.A.". (BOE 
11 de junio de 1996).
103. Resol. DGT de 24 de mayo de 1996. Convenio Colectivo "Prensa 
española. S.A.". (BOE 17 de junio de 1996).
104. Resol. DGT 28 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de "Vicasa 
S.A". (domicilio social y delegaciones comerciales). (BOE 18 de junio 
de 1996) .
105. Resol. DGT de 28 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Aerolíneas Argentinas S.A". (BOE 18 de junio de 1996).
106. Resol. DGT de 30 de mayo de 1996. II Convenio Colectivo de
empresas de enseñanza privada sostenidas total o parcialmente, con
fondos públicos. (BOE 18 de junio de 1996).
107. Resol. DGT de 28 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de
"Telefónica de España. S.A". y su personal. (BOE 19 de junio de 1996).
108. Resol. DGT de 2 8 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de "Fiat, 
Auto España, S.A.".(BOE 19 de junio de 1996).
109. Resol. DGT de 30 de mayo de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "VB Autobaterías S.A". (BOE 19 de junio de 1996).
110. Resol. DGT de 10 de junio de 1996. Convenio Colectivo del
personal laboral al servicio de la Administración de Justicia. (BOE 19 
de junio de 1996).
111. Resol. DGT de 28 de mayo de 1996. Convenio Colectivo estatal de 
Gestorías Administrativas. (BOE 20 de junio de 1996).
112. Resol. DGT de 4 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Cargill España, S.A.". División Girasol. (BOE 24 de junio de 
1996).
113. Resol. DGT de 17 de abril de 1996. Convenio Colectivo 
interprovincial de la empresa "Citroen Hispania, S.A." (BOE 25 de 
junio de 1996).
114. Resol. DGT de 4 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Bimbo, S.A." (BOE 26 de junio de 1996).
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115. Resol. DGT de 4 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Vicasa S.A." (BOE 26 de junio de 1996).
116. Resol. DGT de 4 de junio de 1996. Convenio colectivo de la
empresa "Diario El PAIS, S.A." (BOE 26 de junio de 1996).
117. Resol. DGT de 10 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Europcar Ibérica. S.A". (BOE 1 de julio de 1996).
118. Resol. DGT de 11 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "La Veneciana Ebro. S.A. de Zaragoza, Huesca, Logroño y 
Lérida). (BOE 2 de julio de 1996).
119. Resol. DGT de 14 de junio de 1996. V Convenio Colectivo de 
"Productos Químicos Sevillanos, S.A." para 1996. (BOE 8 de julio de 
1996).
120. Resol. DGT de 14 de junio de 1996. Convenio Colectivo para la 
Flota Congeladora de Marisco (BOE 8 de julio de 1996).
121. Resol. DGT de 14 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la
"Compañía Logística de Hidrocarburos CLH, S.A.", y su personal de 
tierra. (BOE 10 de julio de 1996).
122. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo del Area 
Cultural de la Obra Social de la Caja de Ahorros del Mediterráneo (BOE 
15 de julio de 1996).
123. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo para 
1996-1997 de la compañía AIG Europe (BOE 16 de julio de 1996) .
124. Resol. DGT de 21 de junio de 1996. VI Convenio Colectivo para el 
personal asistencial de la Asociación Telefónica para Asistencia a 
Minusválidos (ATAM) (BOE 18 de julio de 1996).
125. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
estatal para las Industrias Extractivas, Industrias del Vidrio, 
Industrias Cerámicas y para las del Comercio Exclusivista de los 
mismos Materiales (BOE 20 de julio de 1996).
126. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa Áldeasa, S.A.“(BOE 31 de julio de 1996).
127. Resol. DGT de 12 de junio de 1996. II Convenio Colectivo del Ente 
Público RETEVISION (BOE 1 de agosto de 1996).
128. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "DHL Internacional España, S.A.(BOE 1 de agosto de 1996).
129. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. I Convenio Colectivo de la 
empresa “Recoletos Compañía Editorial, S.A., y el personal de 
redacción del diario deportivo “Marca"(BOE 1 de agosto de 1996) .
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130. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. Convenio Colectivo Estatal 
para las Industrias de Elaboración del Arroz (BOE 1 de agosto de
1996).
131. Resol. DGT de 21 de junio de 1996. Revisión del texto del
Convenio Colectivo de la empresa “Finanzauto, S.A.“ (BOE 2 de agosto de 
1996).
132. Resol. DGT de 24 de junio de 1996. Acuerdo Laboral de ámbito 
estatal para el sector de Hostelería (BOE 2 de agosto de 1996) .
133. Resol. DGT de 28 de junio de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Amper Servicios, S.A.", para los años 1996, 1997 y 1998 (BOE 
2 de agosto de 1996).
134. Resol. DGT de 28 de junio de 1996. Convenio Colectivo de las 
Delegaciones Territoriales del Organismo Nacional de Loterías y 
Apuestas Mutuas del Estado (BOE 3 de agosto de 1996) .
135. Resol DGT de 2 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"Polygram Ibérica, Sociedad Anónima" (BOE 3 de agosto de 1996) .
136. Resol. DGT de 21 de junio de 1996. Convenio Colectivo de
"Fasa-Renault" (BOE de 5 de agosto de 1996).
137. Resol. DGT de 28 de junio de 1996. I Convenio Colectivo de la 
Sociedad Estatal de Salvamento y Seguridad Marítima y su personal 
laboral (BOE de 5 de agosto de 1996) .
13 8. Resol. DGT de 26 de junio de 1996. Convenio Colectivo de "La
Veneciana, Sociedad Anónima" (centros de Ciudad Real, Toledo, Avila, 
Segovia y Guadalajara) (BOE de 6 de agosto de 1996).
139. Resol. DGT de 3 de julio de 1996. II Convenio Colectivo Nacional 
de la compañía "Schweppes, Sociedad Anónima" (BOE de 6 de agosto de 
1996).
140. Resol. DGT de 24 de junio de 1996. XVI Convenio Colectivo de la 
"Empresa Nacional de Electricidad, Sociedad Anónima" (ENDESA) (BOE de 
7 de agosto de 1996).
141. Resol. DGT de 5 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Rodio Cimentaciones Especiales, Sociedad Anónima" (BOE de 8 
de agosto de 1996).
142. Resol DGT de 5 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la empresa 
"BSN Vidrio España, Sociedad Anónima" (BOE de 9 de agosto de 1996).
143. Resol. DGT de 5 de julio de 1996. VIII Convenio Colectivo de "KLM
Compañía Real Holandesa de Aviación" (BOE de 9 de agosto de 1996) .
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144. Resol. DGT de 8 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Cargill España, Sociedad Anónima" (BOE de 10 de agosto de
1996).
145. Resol. DGT de 28 de junio de 1996. II Convenio Colectivo de la 
empresa "Frigo, Sociedad Anónima" (BOE de 14 de agosto de 1996) .
146. Resol. DGT de 20 de junio de 1996. XVII Convenio Colectivo de la 
empresa nacional "Hidroeléctrica del Ribagorzana, Sociedad Anónima". 
(BOE de 14 de agosto de 1996).
147. Resol. DGT de 2 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Compañía Castellana de Bebidas Gaseosas, Sociedad Anónima
(CASBEGA. Sociedad Anónima)" (BOE de 14 de agosto de 1996).
148. Resol. DGT de 4 de julio de 1996. Convenio Colectivo de "Caja 
Postal, Sociedad Anónima" (BOE de 15 de agosto de 1996).
149. Resol. DGT de 8 de julio de 1996. V Convenio Colectivo de la
empresa "Alcatel Cable Ibérica, Sociedad Limitada" (BOE de 15 de
agosto de 1996).
150. Resol. DGT de 8 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "AEG Energía, Sociedad Limitada" (BOE de 15 de agosto de
1996).
151. Resol DGT de 30 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
"Compañía Transmediterránea, Sociedad Anónima" y su personal de flota 
(BOE de 15 de agosto de 1996).
152. Resol. DGT de 2 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Buhler, Sociedad Anónima" (BOE de 16 de agosto de 1996) .
153. Resol. DGT de 22 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "AEG Automatización, Sociedad Limitada" (BOE de 16 de agosto 
de 1996).
154. Resol. DGT de 3 de julio de 1996. XI Convenio Colectivo de la 
"Compañía Radio Aérea Marítima Española, Sociedad Anónima" (CRAME, 
S.A.) (BOE de 17 de agosto de 1996).
155. Resol. DGT de 16 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Autotransporte Turístico Español, Sociedad Anónima" (ATESA) 
(BOE de 17 de agosto de 1996) .
156. Resol. DGT de 5 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Difnar, Sociedad Anónima" (BOE de 17 de agosto de 1996) .
157. Resol. DGT de 4 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Semillas Gargill, Sociedad Anónima" (BOE de 17 de agosto de 
1996) .
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158. Resol. DGT de 2 de julio de 1996. XI Convenio Colectivo de la 
empresa "Ford España, S.A." (BOE 19 de agosto de 1996).
159. Resol. DGT de 2 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Uralita Productos y Servicios, S.A." (BOE 20 de agosto de 
1996).
160. Resol. DGT de 5 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la 
Empresa "Remolcanosa y Edsa, S.A. Agrupación de Interés Económico" 
(BOE 20 de agosto de 1996).
161. Resol. DGT de 8 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Aldeasa, S.A."/"Ogden Skycare Cargo Ltd., UTE" (BOE 20 de 
agosto de 1996) .
162. Resol. DGT de 8 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Trox Española, S.A." (BOE 21 de agosto de 1996).
163. Resol. DGT de 12 de julio de 1996. Acuerdo de revisión salarial 
y modificación de determinados artículos del III Convenio Colectivo de 
la Empresa "Patentes Talgo, S.A." (BOE 21 de agosto de 1996).
164. Resol. DGT de 12 de julio de 1996. III Convenio Colectivo entre 
American Airlines Inc., sucursal en España, para la Navegación Aérea 
y su personal contratado en España (BOE 21 de agosto de 1996).
165. Resol. DGT de 4 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "ABB Daimler-Benz Transportation (Signal), S.A." (BOE 22 de 
agosto de 1996) .
166. Resol. DGT de 5 de julio de 1996. Convenio Colectivo Nacional de 
Amarradores (BOE 22 de agosto de 1996).
167. Resol. DGT de 16 de julio de 1996. Convenio Colectivo para las 
Industrias del Frío Industrial (BOE 22 de agosto de 1996).
168. Resol. DGT de 26 de junio de 1996. Normativa laboral
complementaria del Convenio colectivo de "Ferrocarriles Españoles de 
vía Estrecha". (FEVE).(BOE 23 de agosto de 1996).
169. Resol. DGT. de 9 de julio de 1996. Convenio Colectivo de "Sandoz 
Agro. S.A". (BOE 23 de agosto de 1996) .
170. Resol. DGT de 9 de julio de 1996. Convenio Colectivo de 
"montreal, Montajes y Realizaciones, S.A.". (BOE 23 de agosto de 
1996).
171. Resol. DGT de 16 de julio de 1996. Convenio Colectivo de "Treinta 
y Ocho. S.A". (BOE 23 de agosto de 1996) .
172. Resol. DGT de 11 de julio de 1996. Convenio Colectivo de 
"Publisher Navalmoral. S.L." (BOE 24 de agosto de 1996).
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173. Resol. DGT de 16 de julio de 1996. Convenio Colectivo sector 
Farmacia de la empresa "Parke davis s.A". (BOE 24 de agosto de 1996) .
174. Resol. DGT de 17 de julio de 1996.Convenio colectivo de la
empresa "Amper Comercial de Servicios Electrónicos. S.A". (AMPER 
COSESA), año 1996. (BOE 24 de agosto de 1996).
175. Resol. DGT de 17 de julio de 1996. Convenio colectivo de la
empresa "Fosforera Española S.A". (BOE 24 de agosto de 1996).
176. Resol. DGT de 22 de julio de 1996. convenio colectivo de "Pastas, 
Papel y Cartón". (BOE 24 de agosto de 1996).
177. Resol. DGT de 9 de julio de 1996. Convenio colectivo de
mantenimiento de sistemas "Gec Alshom Transporte S.A". (BOE 26 de 
agosto de 1996) .
178. Resol. DGT de 17 de julio de 1996. convenio colectivo de la
empresa "sociedad Anónima Lainz". (BOE 26 de agosto de 1996).
179. Resol. DGT de 22 de julio de 1996. Convenio colectivo de la
empresa "corporación Olivarera del Sur para el desarrollo Oleícola, 
S.A". (COOSUR), (BOE 26 de agosto de 1996).
180. Resol. DGT de 22 de julio de 1996. Convenio Colectivo General del 
sector de Derivados del Cemento. (BOE 27 de agosto de 1996).
181. Resol DGT de 22 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Comercial de Envases de Navarra. S.A". (BOE 27 de agosto de 
1996).
182. Resol. DGT de 22 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "parke-Davis. S.A. (Sector Confitería). (BOE 27 de agosto de
1996) .
183. Resol. DGT de 5 de agosto de 1996. Publicación del texto de la
"Sociedad Anónima El Aguila". (BOE 27 de agosto de 1996) .
184. Resol. DGT de 6 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de "Unisys 
España, S.A". (BOE 27 de agosto de 1996).
185. Resol. DGT de 6 de agosto de 1996. Convenio Colectivo para el
personal del Canal de Isabel II. (BOE 28 de agosto de 1996).
186. Resol. DGT de 9 de agosto de 1996. Convenio colectivo del Comité 
Español de la UNICEF. (BOE 28 de agosto 1996).
187. Resol. DGT de 2 de agosto de 1996. Convenio colectivo de "K2000. 
S.A".(BOE 28 de agosto de 1996).
188. Resol. DGT de 2 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la 
"Compañía Transmediterránea. S.A". (BOE 29 de agosto de 1996).
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189. Resol. DGT de 5 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de "Aldeasa 
Almacenaje y Distribución. s.A". (BOE 30 de agosto de 1996).
190. Resol. DGT de 9 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de "Cabinas 
Telefónicas, S.A":. (BOE 30 de agosto de 1996).
191. Resol. DGT de 12 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Compañía Española de Gas, S.A." y sus trabajadores de los 
centros de Valencia, Castellón, Murcia y Cantabria. (BOE 7 de
septiembre de 1996).
192. Resol. DGT de 12 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
estatal de Sastrería, Modistería, Camisería y demás Actividades afines 
(BOE 7 de septiembre de 1996) .
193. Resol. DGT de 12 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa. "Consorcio de Servicios, S.A." (BOE 9 de septiembre de 1996) .
194. Resol. DGT de 12 de agosto de 1996. Convenio Colectivo para las 
empresas y trabajadores de transporte de enfermos y accidentados en 
ambulancias (BOE 9 de septiembre de 1996).
195. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. XVII Convenio Colectivo de la 
empresa "Agfa-Gevaert, S.A." (BOE 9 de septiembre de 1996).
196. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo del "Grupo 
Marroquinería, Cueros Repujados y similares de Madrid y zona centro" 
(BOE 10 de septiembre de 1996) .
197. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de
"Mercadona, S.A." (BOE 10 de septiembre de 1996).
198. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa. "Lucent Technologies NetWork Systems España, S.A." (BOE 11 de
septiembre de 1996).
199. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
Empresa Fondo de Promoción de Empleo Sector Construcción Naval (BOE 11 
de septiembre de 1996).
200. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo Nacional 
para "Oficinas de Farmacia" (BOE 11 de septiembre de 1996).
201. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo del grupo 
de empresas Milupa (BOE 12 de septiembre de 1996)
202. Resol. DGT de 26 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Red Eléctrica de "España S.A.". (BOE 13 de septiembre de 
1996) .
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203. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de ámbito 
nacional de Distribuidores Cinematográficos y sus trabajadores. (BOE 
13 de septiembre de 1996).
204. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Montefibre Hispania. S.A". (BOE 13 de septiembre de 1996).
205. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Ertisa S.A". (BOE 17 de septiembre de 1996).
206. Resol. DGT de 27 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Ediciones Primera Plana, S.A". (BOE 17 de septiembre de 
1996) .
207. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de "Repsol 
Butano, S.A". (BOE 18 de septiembre de 1996).
208. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Compañía de Vigilancia Aragonesa Limitada" (COVIAR, S.L). 
(BOE 18 de septiembre de 1996).
209. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo nacional 
de Entidades de Financiación, Arrendamiento Financiero ("Leasing") y 
"Factoring". (BOE 19 de septiembre de 1996) .
210. Resol. DGT de 29 de agosto de 1996. Convenio Colectivo de 
"Robertson Española S.A". (BOE 19 de septiembre de 1996).
211. Resol. DGT de 3 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de las 
empresas "Al Air Liquide España, S.A". "Air Liquide Medicinal S.L 
Unipersonal" y "Air Liquide Producción S.L. Unipersonal". (BOE 20 de 
septiembre de 1996).
212. Resol. DGT de 25 de julio de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "BP Oil España, S.A." (BOE 24 de septiembre 1996) .
213. Resol. DGT de 10 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo 
Nacional de Artes Gráficas, Manipulados de Papel y Cartón, Editoriales 
e Industrias Auxiliares (BOE 25 de septiembre de 1996).
214. Resol. DGT de 3 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
"Compañía de Petróleos, S.A. (CEPSA).
215. Resol. DGT de 3 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Walón Ibérica, S.A." (BOE 30 de septiembre de 1996).
216. Resol. DGT de 13 de septiembre de 1996. IV Convenio Colectivo de 
la empresa "Masa Servicios, S.A." (BOE 30 de septiembre de 1996).
217. Resol. DGT de 13 de septiembre de 1996. II Convenio Colectivo de 
trabajo para el personal Tripulante Técnico de Vuelo de la "Compañía 
Hispano Irlandesa de Aviación, S.A." (BOE 5 de octubre de 1996).
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218. Resol. DGT de 13 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de 
"Central Lechera Vallisoletana, S.A." (BOE 12 de octubre de 1996).
219. Resol. DGT de 13 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la
emp. "Radio Popular, S.A."-COPE. (BOE 15 de octubre de 1996).
220. Resol. DGT de 20 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la
emp. "Corporación de Medios de Murcia, S.A." (BOE de 15 de octubre de
1996) .
221. Resol. DGT de 20 de septiembre de 1996). Convenio Colectivo de 
"La Veneciana del Norte, S.A." (BOE 15 de octubre de 1996)
222. Resol. DGT de 20 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la
emp. "BAT España, S.A." (BOE 15 de octubre de 1996).
223. Resol. DGT de 24 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo
Supraempresarial para el Sector de Transporte Aéreo. (BOE 15 de 
octubre de 1996) .
224. Resol. DGT de 25 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
emp. "Instituto Técnico de Materiales y Construcciones, S.A." 
(INTEMAC) (BOE 16 de octubre de 1996)
225. Resol. DGT de 27 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo
General de Trabajo de la Industria Textil y de la Confección (BOE 16 
de octubre de 1996)
226. Resol. DGT de 25 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de la
emp. "Emalvi, S.L." (BOE 17 de octubre de 1996).
227. Resol. DGT de 3 de octubre de 1996. Corrección de errores 
correspondiente al Convenio Colectivo de la emp. "Transformación 
Agraria, S.A." (TRAGSA) (BOE 21 de octubre de 1996).
228. Resol. DGT de 3 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la emp. 
"Mahou, S.A." (BOE 22 de octubre de 1996).
229. Resol. DGT de 3 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de
empresas metalgráficas y de fabricación de envases metálicos (BOE 22 
de octubre de 1996).
230. Resol. DGT de 9 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa Central Nuclear de Almaraz y su personal de actividad
eléctrica (BOE 23 de octubre de 1996).
231. Resol. DGT de 7 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la Emp. 
"Valeo Distribución, S.A." (BOE 24 de octubre de 1996).
232. Resol. DGT de 7 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la emp. 
"Fuchs Lubricantes, S.A." (BOE 24 de octubre de 1996).
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233 . Resol. DGT de 7 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la emp. 
"Aguas de Mondariz Fuente del Val, S.A." (BOE 24 de octubre de 1996).
234. Resol. DGT de 10 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la 
emp. "ABB, Service, S.A.", para los centros de trabajo de Madrid, 
Móstoles y Mataró" (BOE 24 de octubre de 1996) .
235. Resol. DGT de 14 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la 
"Compañía Hispano-Marroquí de Gas y Electricidad, S.A." (BOE 4 de 
noviembre de 1996).
236. Resol. DGT de 16 de octubre de 1996. Convenio Colectivo y Acuerdo 
de Previsión Social de la Sociedad General de Autores y Editores (BOE 
4 de noviembre de 1996).
237. Resol. DGT de 16 de octubre de 1996. Convenio Colectivo Estatal 
de Enseñanza y Formación no Reglada (BOE 4 de noviembre de 1996).
238. Resol. DGT de 16 de octubre de 1996. Convenio Colectivo del
sector de Prensa no Diaria (BOE 6 de noviembre de 1996).
239. Resol. DGT de 16 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Sematic, S.A." (BOE 11 de noviembre de 1996).
240. Resol. DGT de 9 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Indra DTD, S.A." (BOE 13 de noviembre de 1996).
241. Resol. DGT de 21 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo Estatal 
de "Radiotrónica, S.A." (BOE 14 de noviembre de 1996).
242. Resol. DGT de 28 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de 
"Distribution Center, S.A." (BOE 15 de noviembre de 1996).
243. Resol. DGT de 29 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Banco Hipotecario de España, S.A." (BOE 15 de noviembre de 
1996) .
244. Resol. DGT de 28 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la
"Unión Resinera Española, S.A." (BOE 16 de noviembre de 1996).
245. Resol. DGT de 28 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa PM & Recursos AIE (BOE 18 de noviembre de 1996).
246. Resol. DGT de 24 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de la
Empresa "Crown Cork Company Ibérica, S.A." (BOE 18 de noviembre de 
1996) .
247. Resol. DGT de 28 de octubre de 1996. IV Convenio Colectivo de la 
empresa "Noroto, S.A." (BOE 18 de noviembre de 1996).
248. Resol. DGT de 28 de octubre de 1996. Convenio Colectivo de 
"Seguros Lagun Aro, S.A." (BOE 18 de noviembre de 1996).
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249. Resol. DGT de 16 de octubre de 1996. Convenio Colectivo del 
Personal Laboral de la Secretaría de Estado de la Comunicación (BOE 21 
de noviembre de 1996).
250. Resol. DGT de 4 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Macosa Elevación, S.A." (BOE 21 de noviembre de 1996).
251. Resol, de 7 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Kaefer Aislamientos, S.A." (BOE 29 de noviembre de 1996).
252. Resol. DGT. de 11 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Robert Bosch España, S.A." (BOE 4 de diciembre de 1996).
253. Resol. DGT de 12 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la
empresa "Citius Outsourcing Enterprise, S.L." (BOE 4 de diciembre de
1996) .
254. Resol. DGT de 18 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Olivetti España, S.A." (BOE 5 de diciembre de 1996).
255. Resol. DGT de 18 de noviembre de 1996. Acta con los acuerdos de 
revisión salarial y modificación de determinados artículos del 
Convenio Colectivo Estatal Fabricación de Helados (BOE 9 de diciembre 
de 1996) .
256. Resol. DGT de 13 de septiembre de 1996. Convenio Colectivo de 
Sabena, Líneas Aéreas Belgas (BOE 10 de diciembre de 1996).
257. Resol. DGT de 21 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "ABB Service, S.A." (BOE 11 de diciembre de 1996).
258. Resol. DGT de 22 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Tabacalera, S.A." (BOE 11 de diciembre de 1996).
259. Resol. DGT de 6 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de 
Lufthansa, Líneas Aéreas Alemanas. (BOE 24 de diciembre de 1996).
260. Resol. DGT de 10 de diciembre de 1996. Convenio colectivo estatal 
de Industrias Lácteas y sus Derivados. (BOE 27 de diciembre de 1996).
261. Resol. DGT de 10 de diciembre de 1996. Convenio colectivo de la 
empresa "Interbon S.A". (BOE 27 de diciembre de 1996).
262. Resol. DGT de 18 de noviembre de 1996. Convenio Colectivo de la 
empresa "Mobil Oil S.A". (BOE 30 de diciembre de 1996).
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